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	PRÓLOGO

	 

	 

	Desde los inicios del proyecto de investigación State Building in Latin América (SBLA),1 financiado  por  el  European Research Council,2  que  dirigimos  en la  Universitat Pompeu Fabra de Barcelona entre 2008 y 2014, tuvimos conciencia de que una de las cuestiones centrales a encarar en el transcurso de la tarea investigativa sería la concerniente a la administración de justicia, dada la relevancia que este fenómeno  había  tenido  en  la  configuración  del  poder, tanto en la Península como en los dominios americanos, antes y después del proceso independentista.

	Los cambios y las continuidades vinculados a la problemática de la justicia en las nuevas experiencias nacionales que estaban naciendo en las primeras  décadas  del  siglo  XIX  en  la América ibérica, sin lugar  a  dudas,  forman  una  parte  substancial  de  nuestro  proyecto.  Tras haber transitado -y dado a  conocer  en una  serie  de  publicaciones3  por  aristas  fundamentales como  son las relacionadas con fiscalidad y hacienda  pública, las exigencias  de hacer  frente  a las guerras internas y externas con recursos siempre escasos, o la evolución  de  una administración capaz de responder a todos esos  desafíos  merced  a  la  creación o  (según  los casos) a la reorganización de una  incipiente burocracia, nos encontramos ahora en condiciones de presentar este volumen, coordinado por nuestra colaboradora Elisa Caselli. El objetivo que  este libro persigue es el de ofrecer algunas  respuestas a las muchas  inquietudes y discusiones  que sobre la complejidad del terreno judicial habían surgido en las  sucesivas  reuniones realizadas a lo largo de estos años.

	La administración de justicia había sido  tratada  de  manera  tangencial  por  nuestro proyecto en un workshop (realizado en octubre de 2012 en la Pontificia Universidad Católica  del Ecuador), algunos de cuyos trabajos fueron publicados en un dosier de la revista Illes i Imperis de Barcelona en su número 15. Sin embargo, convencidos de  que  la  cuestión  era central para nuestra investigación y merecía, por lo tanto, un tratamiento específico, decidimos dedicarle un espacio propio dentro del proyecto. Fue así como confiamos a Elisa Caselli - colaboradora del proyecto, como se ha dicho, que desde hace varios años investiga sobre esta materia- la convocatoria a destacados especialistas en el  tema  para participar  de este libro, cuya  coordinación quedó,  asimismo,  en sus manos.

	Al  conjunto  de autores  se les  había encomendado  estudios  que  abordasen la temática  de la administración de justicia, es decir, la justicia en su desarrollo cotidiano, en el  espacio peninsular e iberoamericano desde la temprana Edad Moderna hasta la conformación de los estados-nación, en el siglo XIX.

	La respuesta de los especialistas aquí reunidos no  solo estuvo  a la altura  del  desafío que  en un comienzo habíamos planteado, sino que la ha superado. El  lector  tiene  ahora  en sus  manos  un libro cuyo  rico  contenido,  sustentado  además  sobre  rigurosas  investigaciones de

	 

	
base, encara de forma renovada las cuestiones más problemáticas en torno a la justicia y su administración en el mundo ibérico a ambos costados del Atlántico.

	 

	JUAN  CARLOS  GARAVAGLIA

	Emeritus  ICREA/UPF, Barcelona

	Directeur d’études, EHESS, París
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	1 Se trata de un proyecto financiado por el European Research Council y radicado en la Universitat Pompeu Fabra de Barcelona.

	2 ERC, Advanced Grant, núm. 230.246.

	3 Han sido publicados varios libros y revistas originados en este proyecto: Mario Etchechury Barrera, Hijos  de Mercurio, esclavos de Marte. Mercaderes y servidores del estado en el Río de la Plata (Montevideo, 1806-1860), Rosario, Prohistoria Ediciones, 2015; Pilar LÓPEZ Bejarano, Un estado a crédito, deudas y configuración estatal de la Nueva Granada en la primera mitad del siglo XIX, Bogotá, Editorial Pontificia Universidad Javeriana, 2015; Elvira LÓPEZ Taverne, El proceso de construcción estatal en Chile. Hacienda pública y burocracia (1817-1860), Santiago de Chile, DIBAM, Centro de Investigaciones Diego Barros Arana, 2014; Juan Carlos Garavaglia y Juan Pro RUIZ (eds.), Latin American Bureaucracy and the State Building Process (1780-1860), Newcastle upon Tyne, Cambridge Scholars Publishing, 2013; Juan Carlos Garavaglia, Juan Pro RUIZ y Eduardo ZlMMERMANN, Las fuerzas de guerra en la construcción del Estado: América Latina, siglo XIX, Rosario, Prohistoria Ediciones, 2012; Juan Carlos Garavaglia y Claudia Contente, Configuraciones estatales, regiones y sociedades locales. América Latina, siglos XIX-XX, Barcelona, Ediciones Bellaterra/State Bulding in Latin America, 2011; Juan Carlos Garavaglia y Pierre Gautreau, Mensurar la tierra, controlar el territorio. América Latina, siglos XVIII-XIX, Rosario, Prohistoria Ediciones, 2011. Los números 13 y 15 de la revista Illes in Imperis, Barcelona, 2010 y 2012, relativos a las finanzas y a las cuestiones relacionadas con la violencia en el proceso de construcción estatal, forman parte también de las publicaciones de este proyecto.



	 

	
 

	INTRODUCCIÓN

	 

	 

	ELISA CASELLI

	 

	En los últimos lustros, la historia de la justicia del Antiguo Régimen, como tema y como problemática, ha cobrado centralidad en el terreno de la investigación. Los ángulos  de observación se multiplicaron, excediendo el marco  de la historia institucional  dentro  del  cual los estudios, en especial aquellos provenientes  de  historiadores  del  derecho,  habían permanecido  durante décadas.

	Los procesos judiciales, las relaciones de causas  o  las  ejecutorias  ganaron  así protagonismo  frente  a  las  tradicionales  fuentes jurídicas.  Desde  esta  óptica,   los ordenamientos, pragmáticas, cédulas y demás disposiciones de índole normativa, lejos de ser abandonados, comenzaron a interpretarse en relación con la dinámica judicial  y con el  uso  social que de ellos se hacía. Por su parte, la información  que  proporcionan  las  fuentes judiciales es de una riqueza tal que permite realizar análisis que sobrepasan los límites de la administración de justicia en sentido estricto: traslucen imágenes de la vida cotidiana, dejan apreciar la operatividad de arbitrajes, costumbres o  leyes  no  escritas  -que  socialmente  pesaban tanto o más que  los ordenamientos-, y lo que  es aún más  importante:  permiten ubicar a la justicia en la dimensión cabal que entonces tenía,  es  decir,  en su aspecto  gubernamental  y, por ende, político. Tal caudal informativo ha invitado, asimismo,  al  entrecruzamiento  con otro tipo de fuentes  para complementar  y optimizar  el  análisis interpretativo.

	En el ámbito hispanoamericano, heredero de una cultura jurídico-judicial común,  los estudios no han permanecido ajenos a este proceso de renovación. Durante largo tiempo, la división impuesta por instancias académicas entre España  y  la  América  española  había logrado escindir un ámbito que históricamente era  uno:  el  de  la  Monarquía  Hispánica.  Por fortuna, esa parece ser una brecha superada. Aunque en la mayoría de los organismos de enseñanza las asignaturas continúen  presentándose  como  compartimentos  estancos,  cada  vez son más los investigadores (y los equipos de investigación) que, a través de estudios transversales e interdisciplinarios, hacen que los  marcos  de  discusión  propuestos  coincidan más  con la realidad histórica que  con las exigencias   institucionales.

	En esta dirección, trabajos realizados sobre la justicia a ambos lados del Atlántico, aun cuidando de las ricas particularidades locales, exhiben la presencia o los vestigios -según el periodo tratado- de un formidable sustrato común, no  solo  en  el  aspecto  jurídico,  más evidente, sino también en la dinámica cotidiana de su administración. La consideración de administrar justicia como un acto de gobierno, las prácticas de quienes  se  encontraban encargados de impartirla, las actitudes de los agentes sociales frente a las diversas instancias judiciales, la defensa  de los fueros  y,  muy especialmente, las disputas  jurisdiccionales (y por

	 

	
lo tanto, políticas), han sido y son temas recurrentes que evocan esa cultura común.

	En el  amplio  espacio americano  se  fueron perfilando rasgos  específicos, que  adquirieron en cada lugar distinta acentuación de acuerdo a la mayor o menor presencia  de  pueblos originarios  y a  la  organización espacial  y jurisdiccional  gestada  desde  los  primeros  tiempos de la colonización. No obstante, aun así prevalecieron aspectos esenciales que dotaron a ese espacio de un continuum subyacente; un sustrato que permite pensarlo  y presentarlo  bajo  un criterio de unidad  en tanto  perteneciente  al  conjunto  de la Monarquía.

	Desde comienzos del siglo XIX, las revoluciones independentistas  quebraron esa  unidad política abriendo un extendido y conflictivo  proceso  dentro  del  cual  se  fueron  conformando los nuevos estados latinoamericanos.  Sin embargo,  tanto  en lo concerniente  al  orden jurídico como a la manera de llevar a cabo la administración de justicia,  las  nacientes  entidades políticas hubieron de conservar durante  largo  tiempo  las  características  principales  del régimen anterior.

	El libro que el lector tiene en sus manos viene a cumplir  con un propósito nacido hace tiempo: el de reunir en un volumen trabajos que, desde distintos ángulos, muestren esas características comunes recién aludidas, dentro del orbe jurisdiccional de la  Monarquía  Hispánica primero y de los incipientes estados nacionales  después,  en los  que  la  influencia hispana pervive hasta bien entrada la segunda mitad del siglo XIX. En las instancias de debates, conferencias  y puestas  al  día del  que  hacer  historiográfico llevadas a cabo conjuntamente  con el grupo de investigación del proyecto  State  Building  in  Latin  América,  dirigido  por  Juan Carlos Garavaglia, la historia de la justicia fue con frecuencia objeto de discusión. En esas reuniones  tuve  oportunidad  de  señalar  y debatir  respecto  de  las  fuertes  similitudes  presentes en la dinámica judicial tanto en España como en América; fue allí donde las inquietudes de comunicarlas  en un volumen tomaron forma.  Se  decidió, entonces,  convocar  a  especialistas  en el  tema  para invitarlos a colaborar  en la empresa. El  resultado de esa convocatoria, que  tuve  el gusto de proponer y luego coordinar, es  el  que  se  plasma  hoy en este  libro. Cabe  aclarar que, en atención a  la temática  central  propuesta, en todos  los  estudios  en él  contenidos  prima la preocupación por una justicia vista desde su  administración,  es  decir,  por  una  justicia puesta  en práctica.

	La administración de justicia, que en efecto  se erige como  eje vertebrador  de este libro,  es un fenómeno  complejo que  condensa  en sí  distintas  manifestaciones  de la realidad social, las cuales, por lo tanto, abren el juego a variables interpretativas también diversas. Si  la concepción de juez supremo como potestad primigenia de los monarcas  medievales se sostuvo  en el tiempo, diseminándose durante los siglos sucesivos en el orbe jurisdiccional de  la Monarquía, se debió entre  otras  razones  a  que  constituía  la  manera  más  palpable  de concretizar la presencia real hasta los confines más remotos de sus  dominios.  Y aunque  en la práctica esa justicia transitara por senderos, a nuestros  ojos, dificultosos o enmarañados  según   el periodo y el lugar, no perdió por ello su esencia prístina: expresar  la  capacidad  más  sustantiva de gobernar un espacio -y de algún modo, esto explicaría el lazo férreo que durante tanto tiempo vinculó la administración de justicia a las tareas de gobierno-. Ahora bien, desde  los  justiciables  o  pleiteantes,  la  justicia  no   se  limitaba   al   hecho   de  ser  un  nexo   con  la

	 

	
autoridad ni, desde ya, se consumía en ese solo aspecto. Por otra parte, si se observa a quienes tenían en sus manos la facultad para administrar justicia -en su diversidad- se verá  que  estos tampoco circunscribían a aquella sus  capacidades  o  funciones.  Los  estudios  sobre  el desarrollo judicial cotidiano despliegan un abanico lo suficientemente  amplio  como  para apreciar la multiplicidad de factores que en él se conjugaban y que iban más allá del acto de impartir o demandar justicia. Con el fin de lograr  una  mejor  exposición  de  los  temas abordados en el presente volumen, los trabajos en él reunidos, en atención al planteamiento principal que en ellos se sostiene, han sido divididos en tres apartados dentro de los cuales se  han ordenado cronológicamente. De todas maneras, ello no significa -y  esto  bien  vale aclararlo- que el contenido de cada capítulo se restrinja o se limite a tratar lo enunciado en los subtítulos.

	Para quienes hacemos de  los  procesos  judiciales  nuestras  fuentes  privilegiadas  -en  su doble dimensión: cuantitativa y cualitativa- es posible reconstruir merced a estos preciosos documentos distintos fragmentos de la sociedad estudiada: postales de la vida cotidiana, de lo frecuente  e infrecuente  de ciertas actitudes, de lo que  se consideraba pertinente  pero también  de aquello tenido por impropio, de las  razones  que  movían a los  pleiteantes  a acercarse a un juez, de aquello que era esperable y lo que no, etc. Pero también resulta relativamente sencillo percibir que la recurrencia a la justicia podía comportar, más  allá  del  reclamo  preciso  y evidente, otros móviles: la denuncia de un hecho acaecido hacía  tiempo,  presentada  en  un momento apropiado con el fin oculto de perjudicar a un rival social, comercial o político, o, simplemente, buscar o esperar al juez que podría resultar más beneficioso -por mencionar solo unos ejemplos-, suelen ser casos con los que es fácil toparse. Unos y otros, la demanda  o  reclamo formal y aquello que en verdad lo motivaba -o, si se prefiere: lo explícito  y  lo implícito- tenían lugar en una  concepción judicial particular y constituían una  vía habitual  para  la resolución de conflictos, como también lo era acudir a instancias judiciales informales; eran  los usos sociales y políticos de la justicia. Abordar esas cuestiones, partiendo de distintos presupuestos, resulta clave para conocer el mundo judicial aquí estudiado y así lo hemos entendido  desde  un comienzo.

	Los trabajos reunidos en la primera parte de  este  libro  se  dedican,  precisamente,  a indagar en esos usos. Tomás Mantecón realiza un exhaustivo estudio sobre la infra justicia o manifestaciones informales de la justicia, aquellas que se  deslizaban  en  las  fronteras  del derecho pero que de ninguna manera estaban  fuera  de  él.  Se  trataba  de  prácticas  cuya presencia es rigurosamente ponderada por el autor y que se asentaban sobre valores consuetudinarios que servían no solo para canalizar los conflictos, sino también para definir aquellos comportamientos que la comunidad podía considerar aceptables  o  tolerables  y  aquellos que no, marcando incluso sus límites, como muy bien se aprecia a la luz de la documentación analizada.

	Tamar Herzog se sirve de los procesos a los que fuera sometido  el  presidente  de  la Audiencia de Quito, a mediados del siglo XVIII, para  reflexionar,  a  través  de  los enfrentamientos que el caso trasluce, en torno a  cómo  concebir  las  relaciones  sociales  y las redes. Sus  observaciones, centradas  en la percepción de los contemporáneos,  ponen sobre el

	 

	
tapete la discusión respecto a la presencia, la fuerza y el alcance relativo de las  redes. Atendiendo en especial al  carácter  circunstancial  -a veces  efímero-  de las  redes, se interroga sobre nuestra capacidad y habilidad como investigadores para poder reconstruirlas  en  el  pasado, adjudicándoles sentido y significación. En estrecha  relación con el  planteamiento  de Tamar Herzog se encuentra el trabajo propuesto por Pilar  López  Bejarano,  quien ofrece  un agudo análisis sobre un caso de adulterio con intrigas políticas, repercusiones  económicas  y ribetes en verdad atractivos -que logra reconstruir merced a expedientes judiciales y otros documentos relacionados-, que tuvo como escenario la sociedad neogranadina colonial en su transición a la república. La autora se preocupa en mostrar, precisamente, las configuraciones cambiantes de los  vínculos,  los  comportamientos  circunstanciales  de  los  agentes  y  la recurrencia a la justicia como una estrategia en la que podían converger, sin excluirse, motivaciones personales, intereses económicos e intenciones políticas.

	Viviana Velasco Herrera brinda los primeros resultados de una investigación que la ha llevado a revisar un frondoso y hasta ahora poco explorado repositorio documental como es el que conserva procesos judiciales que involucran a las poblaciones indígenas ecuatorianas. Su trabajo tiene un doble mérito: por un lado, visibiliza a los indígenas en tanto agentes sociales - un aspecto clave si se recuerda que en el periodo abordado (1830-1857) representaban cerca del  60% de la población, pero que, sin embargo, eran casi inexistentes en los textos constitucionales y demás documentos oficiales-; por otro, muestra además cómo acudían a las diversas instancias judiciales a su alcance, aunque estas se circunscribieran a un escaso abanico de opciones y aunque contaran con un margen de posibilidades muy estrecho  para obtener una sentencia favorable. Los expedientes judiciales dejan ver, asimismo, conflictos internos que atravesaban las comunidades, como también ciertos acuerdos entre caciques y autoridades blanco-mestizas, que desdibujan la clásica división establecida entre unos y otros. La primera parte se cierra con el capítulo de María Eugenia Albornoz Vásquez,  quien estudia los pleitos seguidos por injurias en Chile, y lo hace abarcando  un  amplio  arco temporal: 1790-1873. La autora explora con minuciosidad un importante corpus documental deteniéndose en los motivos que  ponían punto  final  a cada causa.  El  énfasis está colocado en la cultura jurídica que subyace a esos casos de injurias y en cómo los pleiteantes podían hacer bascular sus deseos de justicia desde una manifiesta voluntad de mantenerse como litigantes hacia el desistimiento expreso o bien hacia un avenimiento entre partes, que solía transitar por una transacción compensatoria. Examina, asimismo, las variaciones producidas a lo largo del siglo -dentro de ellas, el cambio más notable llegaría de la mano de la implementación de una justicia  de  carácter  eminentemente   letrada-  y  cómo   esas  modificaciones  afectarían  tanto  al

	papel desempeñado por los jueces como a la voluntad y las opciones de los litigantes.

	Pensar en la justicia hace evocar de inmediato la figura de los jueces. En efecto, los administradores de justicia constituían (y constituyen aún) el  componente  clave  del  mundo judicial, y a ellos se aboca la segunda  parte  de  este  libro.  Como  se  ha  dicho,  durante  el Antiguo Régimen el acto de impartir justicia se alzaba  como  uno  de  los  que  con  mayor claridad expresaba el ejercicio de la autoridad, conformando una de las funciones centrales de gobierno. Claro está que la tarea de administrar justicia comprometía no solo a los jueces,

	 

	
pues eran numerosos los cargos y oficios implicados en el desarrollo judicial. Los  jueces  y demás oficiales recibían como pago por su trabajo, según el caso: salarios, ayudas de costas, aranceles, porcentajes estipulados sobre  determinadas  actividades,  partes  proporcionales  de las penas pecuniarias, etc. En un ámbito como el de la Monarquía Hispánica, donde los cargos   se vendían o se enajenaban, pública o privadamente y bajo distintas formas, indagar los modos concretos a través de los cuales los agentes vinculados a la administración de justicia obtenían réditos de sus oficios parecía ser un aspecto central a investigar, y a ello se dedica el  capítulo  que me concierne. El análisis se circunscribe, aproximadamente, al reinado de los  Reyes Católicos, de importancia  capital  por  tratarse de un periodo de reorganización gubernamental    y, en especial, judicial, perfilándose en esos años  el  modelo  que  luego  se  trasladaría  a  las Indias. Según tratamos de mostrar, la manera de hacer redituable un oficio  -o  a  veces simplemente de procurar hacer efectivo  el  salario  asignado-  constituía  una  faceta  medular dentro del desarrollo judicial, pues no solo incidía en la  relación  entre  justiciables  o  pleiteantes y juzgadores, sino que también desempeñaba un papel, a mi juicio cardinal, en las disputas competenciales e incluso jurisdiccionales.

	Para  supervisar  la  actividad  judicial,  asegurar  una  correcta  administración de  justicia  - que se realizaba en nombre de los reyes- y evitar que los responsables de llevarla  a  cabo cometieran actos de abusos, prevaricación o negligencia, se  pergeñaron,  como  es  sabido, diversos dispositivos de control, como  las pesquisas, las visitas o los juicios de residencia.     Los jueces observados en estos procesos de fiscalización expresaban sus pareceres en alegaciones que dieron lugar a una prolífica  y muy  rica  documentación:  los  «porcones»,  que Inés Gómez González explora con agudeza. A través del  análisis  de  alegaciones  presentadas ante tribunales castellanos e indianos a mediados del siglo XVII, la  autora  logra  una aproximación, que bien puede considerarse de corte micro histórico, a las magistraturas del Antiguo Régimen. Su atención no  se centra  tanto  en la veracidad de los  hechos  narrados, como en la interpretación que  de ellos hacían los jueces y,  en particular, en la utilización y los fines de esos documentos. Destaca cómo al hacer circular sus porcones, los magistrados no  solo ofrecían su versión de esos hechos,  sino  que  los  argumentaban jurídicamente  para  exculparse de las acusaciones que les habían sido imputadas, pero también para  generar  una  opinión pública favorable que les permitiera mejorar su imagen ante el Consejo y  recuperar  así  la reputación y la honra perdidas.

	Un oficio clave en el  quehacer  judicial  era el  de escribano, no  restringido al  ámbito  de los tribunales, sino también fuera de ellos. Aude Argouse expone el resultado de una intensa investigación realizada sobre actos notariales en el Reino de Chile desde mediados  del  siglo XVII hasta el primer cuarto del XVIII. Las tareas de los escribanos se hallaban orientadas tanto hacia las necesidades de la administración judicial como a las exigencias de los particulares: desde la confección de una declaración, un poder o un acto de venta, hasta el interrogatorio de testigos o del reo -en pleitos civiles o criminales- o la  recopilación  de  documentos testimoniales, etc. Su oficio se encontraba, por consiguiente, estrechamente vinculado a la administración de justicia, no solo porque de  ellos  dependía  en la mayoría  de  los  casos  el primer escalón procesal, sino porque incluso aquellos documentos elaborados previamente se

	 

	
hacían bajo la perspectiva de poder ser utilizados en algún momento como pruebas ante la justicia; en palabras de la autora, eran «actos con vocación judicial».

	Entre  las tareas de gobierno que,  con frecuencia, se les asignaban a los administradores     de justicia, en especial a jueces comisionados, se encontraba la de atender  reclamos generales  de vecinos de una o de varias villas próximas entre sí. Estas demandas  podían responder  a motivos muy diversos:  atropellos  cometidos  por  una  autoridad  local  (ya  fuera  de  señorío, laico o eclesiástico, o de realengo), inseguridad por la presencia de malhechores en la zona, denuncias  por  abusos  de comerciantes  o prestamistas,  etc.  -por  mencionar  casos  con los  que me he encontrado-. Juan Carlos Ruiz Guadalajara analiza  las actuaciones  que  el  visitador  José de Gálvez  realizara  con el  propósito  de  poner  fin a  importantes  tumultos  acaecidos  en San Luís Potosí y otras ciudades aledañas en 1767. Las revueltas, principalmente indígenas, habían puesto en vilo a los vecinos españoles de la región, quienes se habían visto obligados a buscar refugio en distintos conventos y pedir auxilio  al  virrey.  Las  ejecuciones  sumarias  dispuestas por el oficial, que tenían la intención clara y explícita de castigar a los considerados culpables   de crimen de lesa majestad, como, asimismo, de escarmentar a las poblaciones expectantes, le sirven al autor para ejemplificar la persistencia en  Nueva  España  de  las  tradiciones  más antiguas en materia de derecho penal castellano -cuyo recorrido a través del tiempo Ruiz Guadalajara examina, previamente, con sumo cuidado-,  que  fueron  aplicadas  con  rigor,  aun cuando en el contexto europeo del momento estaban siendo duramente cuestionadas.

	Hacia finales del siglo XVIII, la mayoría de las  jurisdicciones  menores  de  Nueva  España quedó a cargo de individuos que ostentaban algún grado en el ejército o las milicias, quienes pasaron a tener competencia en materia de gobierno, hacienda, guerra  y también en el  orden judicial. Dentro de ese  proceso de  militarización de  los  gobiernos  provinciales, Víctor  Gayol se detiene a estudiar el caso peculiar de Tlaxcala. Merced a una  esmerada  indagación documental logra dar cuenta de quiénes fueron sus gobernadores militares -sus antecedentes personales, su recorrido profesional, los méritos para el cargo-. Al mismo tiempo,  el  autor analiza, comparativamente, el desempeño  de estos  oficiales  en el  terreno judicial, en especial  en lo concerniente a administración de justicia en  primera  instancia;  allí  destaca  su  papel como árbitros componedores y como  mediadores,  procurando  la  resolución de  los  conflictos sin necesidad de arribar a un proceso formal. Su preocupación se centra en ponderar si las actuaciones de estos gobernadores militares exhibían o no diferencias sustanciales respecto a corregidores, alcaldes mayores u otras justicias anteriores.

	Si representáramos sobre un tapiz las configuraciones jurisdiccionales de la Monarquía Hispánica obtendríamos seguramente un tejido abigarrado. Sin embargo, esa falta de concierto para nuestros  ojos tenía  para los contemporáneos  una  operatividad muy clara, precisa y hasta  útil -de ello no nos caben dudas-. Las precisiones y delimitaciones más claras  de  las  instituciones en la actualidad han conducido a veces  a interpretaciones  erróneas  respecto tanto de las entidades políticas  del  pasado  como  de  quienes  se  desenvolvían en ellas  y sobre  el modo en que lo hacían. Las  superposiciones  jurisdiccionales,  que  complicarían  las definiciones en ese  tapiz  imaginado,  respondían  a  (con)formaciones  que  se  habían  ido gestando desde los siglos bajomedievales: espacios delegados -pero jamás renunciados- por

	 

	
la Monarquía, afianzamiento de los señoríos eclesiásticos, consolidación de  los  poderes urbanos,  comunidades  de  aldeas  que  resistían en sus  usos  y costumbres,  y un  largo  etcétera. Esa paulatina configuración, a la vez que fue  resultando  en  espacios  jurisdiccionales  y,  por ende,  judiciales  superpuestos,  forjó poco a poco una  habitud particular  en la manera  en que los hombres y las mujeres fueron haciendo y asiendo la justicia;  esas  jurisdicciones concurrentes  de justicia real  (con sus  alcaldes, corregidores, oidores, jueces comisionados...), de jueces eclesiásticos, de jueces árbitros o  amigables  componedores,  entre  otras  posibles, eran connaturales a las relaciones sociales y políticas de entonces. Y eran esas concepciones relacionales las que llevaban consigo quienes dominaron primero y organizaron después el inmenso espacio americano; aunque en cada lugar  hayan fraguado  con variantes  acordes  a  la mayor o menor presencia de pueblos originarios, al modo en  que  se  impusieron  o  a  los vínculos que con ellos se establecieron.

	Dicho universo de jurisdicciones concurrentes arraigó en todo el ámbito americano de la Monarquía Hispánica, hasta el punto de que, aun cuando a comienzos del siglo XIX empezara a resquebrajarse en distintas entidades políticas, estas conservarían  durante  décadas  un  fuerte sustrato  jurídico  y judicial  común.  A indagar  sobre  esa  concurrencia  judicial  y competencial en el espacio americano y sobre su persistencia  tras  las  revoluciones  independentistas  se dedican los capítulos comprendidos en la última parte de este volumen.

	Manfredi Merluzzi apunta al corazón de las disputas competenciales al analizar  las rivalidades entre los miembros de la Audiencia de Lima  y el virrey en el primer siglo de vida   del Virreinato del Perú. Muestra cómo esas pujas, que luego se extenderían a la Audiencia de Quito, nacían de una falta de delimitación clara, tanto desde el punto de vista teórico como práctico, entre tareas de gobierno y de justicia. Más que  una  definida intencionalidad  política por parte de la Corona -que buscaría impedir el fortalecimiento ocasional de algún servidor al  que luego en la distancia se volvería dificultoso controlar- eran la ambigüedad y la falta de nitidez de las cédulas e instrucciones regias las que se encontraban en la base de esa indiferenciación causante de conflictos, enfrentamientos que, a  la  postre,  tenían  una repercusión flagrante  en el  funcionamiento  institucional.

	La justicia eclesiástica asumía la jurisdicción universal sobre  el  alma  de  todos  los súbditos del orbe católico; pero  esta  jurisdicción  en  principio  inmaterial  extendía  su competencia más allá del castigo  de  los  pecados.  En  el  desarrollo  judicial  cotidiano  los jueces eclesiásticos  intervenían no  solo  en lo que  por  fuero  le  concernía  a  la  Iglesia  -como eran los delitos o faltas cometidas por sus ministros o todo aquello que afectara la fábrica, los beneficios o cualquier otra renta o bien eclesiástico, etc.- o a  las  jurisdicciones  de  su  ministerio -como cuestiones de matrimonio, familia, etc.-,  sino  que  en  sus  tribunales  se recibían y se daba curso a demandas de prácticamente toda índole, a pesar de las sucesivas disposiciones  regias,  dictadas  al   menos   hasta   el   siglo  XVI,   que   pretendían  restringir  esa

	injerencia. María Elena Barral y Miriam Moriconi indagan sobre la actividad de jueces eclesiásticos en el Buenos Aires colonial, considerando su administración de justicia en una dimensión compleja, atendiendo a la implicación sociopolítica que  entonces  tenía.  Las autoridades  diocesanas  en  las  Indias  desarrollaron  una   forma   de  gobierno   en  torno   a sus

	 

	
tribunales  que, entre  otras potestades jurisdiccionales, tenían la judicial, de donde  se delegaba  la potestad de juzgar a los curas vicarios parroquiales, sobre quienes centra su atención la investigación propuesta. Después de una  muy  cuidada  recensión  historiográfica  y  siguiendo una rigurosa precisión conceptual, las  autoras  avanzan  sobre  la  formación  jurídica  de  los jueces eclesiásticos, deteniéndose después en la actividad judicial propiamente dicha, en las materias en las que intervenían y en la conflictividad  que  en  la  práctica  se  generaba  con alcaldes y alguaciles; para finalizar,  ponderan  el  alcance  de  las  modificaciones  borbónicas que sobre estas justicias se intentó llevar a cabo en la segunda mitad del siglo XVIII. El estudio deja claro la centralidad del papel de los curas  vicarios  en la cotidianidad judicial, lo que  no solo justifica su consideración, sino también la continuidad y profundización en la senda investigativa  abierta.

	La justicia de tipo jurisdiccionalista y tradicional sería la que paulatinamente se iría transformando a lo largo del siglo XIX; en el caso de la América  hispana,  este proceso se abre  una vez roto el lazo colonial. Federica Morelli  se ocupa  de examinar  el  sinuoso derrotero de estos cambios en un espacio fronterizo: la provincia de Esmeraldas, situada  en la  costa  del Pacífico, entre Ecuador y Colombia. La particularidad de la región radica en la  elevada proporción de población esclava y en la escasa presencia de autoridades coloniales durante el dominio español, motivada especialmente por las dificultades de acceso que  imponía  la  geografía de la zona. Sin embargo, a través de un preciso análisis  la  autora  muestra  la raigambre de la cultura jurídica hispánica tradicional que se  extiende  allende  las transformaciones pretendidas primero por la Constitución gaditana y, más tarde, por la reorganización política posterior a la ruptura con la metrópoli. Más interesante aún es apreciar cómo  estos pueblos, compuestos  de esclavos y libres de color  -que  habían alcanzado un nivel de autonomía territorial y jurisdiccional y con los cuales las nuevas autoridades tendrían que negociar-, conservaban asimismo  esta cultura  jurídica y judicial.

	Los últimos capítulos de este libro son responsabilidad de Melina Yangilevich y Darío Barriera. Como el resto de los investigadores invitados a colaborar en el presente trabajo colectivo, su participación no es aleatoria. Si el estudio de Federica Morelli tiene la virtud de esclarecer el lento tránsito de una justicia tradicional a una justicia moderna en  una  zona marginal y de difícil acceso, estos últimos capítulos vienen a completar comparativamente ese proceso. Y lo hacen en un doble sentido: por un lado, por estar  dedicados  a  ámbitos  compuestos (ambos) por áreas urbanas y rurales que contrastan marcadamente,  tanto  en  su geografía como en la  composición de  su población,  con la  provincia  de  Esmeraldas;  y por otro, porque a pesar de haber pertenecido al  virreinato del  Río de la Plata, Buenos  Aires y  Santa Fe no siguieron los mismos pasos en el  reordenamiento  judicial  tras  la  disolución del vínculo colonial. Sin embargo, en todos estos espacios, aun tan dispares entre sí, se constata la pervivencia  de  la cultura  jurídico-judicial hispánica.

	A través del análisis de disposiciones gubernamentales pero, muy especialmente,  de procesos judiciales en lo criminal, y tomando como eje la administración de justicia, Melina Yangilevich recorre las instancias clave de la construcción estatal en Buenos Aires, desde las reformas  judiciales  de  1821,  que  contemplaron  la  supresión  del  cabildo,  hasta  las primeras

	 

	
codificaciones, concretadas hacia finales del siglo XIX.  En las  diversas  etapas  institucionales que atravesó Buenos Aires  -como  provincia,  como  miembro  de  la  Confederación  Rosista, como Estado separado y, finalmente, como parte de la nación argentina- la autora coteja las sucesivas reformas legislativas que buscaban ordenar la judicatura con las dificultades que le oponía la realidad, en especial, en el ámbito de la campaña. Los casos analizados muestran la coexistencia, en la práctica judicial, de los textos  constitucionales (o pseudo-constitucionales) con la antigua legislación hispánica hasta finales de la década de 1870. Según la valiosa documentación aportada, en fechas tan tardías como 1875-1876, los jueces continuaban sustentando  sus  sentencias  en las Siete Partidas.

	Darío Barriera, por su parte, se ocupa  de  la  coyuntura  específica  de  la  supresión  del cabildo santafesino. Santa Fe nunca había sido sede de Real Audiencia, y por ende, el cabildo representaba la única instancia de administración de justicia  secular  que  había  conocido  la ciudad; de ahí el interés particular que despierta la eliminación  de  la  institución  y  su  reemplazo por nuevas formas de organización judicial. Se estudian con detenimiento las  soluciones planteadas por los agentes, indicándose las diferencias con la vecina -y al parecer   tan próxima  en varios  sentidos-  Buenos  Aires.  Valiéndose  de  una  conceptualización rigurosa, el autor pondera la nueva ordenación, cuyo espacio de aplicación comenzaba a configurarse en términos  de  provincia,  aunque  su horizonte  jurisdiccional  fuera  aún incierto  y difuso.  Una  de las novedades clave de la naciente organización judicial era la  figura  del  juez de  paz,  que marcaría la  judicatura  santafe-sina  durante  casi  dos  siglos.  Sin  embargo,  los  cambios diseñados  no  pudieron ser  aplicados  con rotundidad.  Se hace  notar  muy  bien que  de la mano de modificaciones de significativa importancia como el nombramiento de jueces letrados para determinadas instancias o la asignación de sueldos (desapareciendo los arancelamientos en la tarea de juzgar, una característica central en  la  justicia  del  Antiguo  Régimen),  en  los encargados de impartir justicia subsistía una condensación de  funciones  de  poder  político, poder de policía y capacidad jurisdiccional, socialmente bien conocidas y aceptadas, que les permitía o facilitaba el ejercicio de su actividad. El proceso de descompresión de responsabilidades y deslinde de tareas -que llegaría mucho más tarde con la creación de las figuras de jefe político y jefe de policía-  demandaría  aún un extenso  recorrido a lo largo del  cual se irían disolviendo las viejas formas del Antiguo Régimen dando lugar a las primeras arquitecturas, entonces sí, de carácter claramente estatal.
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		JUSTICIA Y FRONTERAS DEL DERECHO EN LA ESPAÑA DEL ANTIGUO  RÉGIMEN
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	Cuando interviene la justicia parece que las cuestiones que pueden ser estudiadas están apriorísticamente claras. La materia de investigación la componen pues: por un lado, los comportamientos que la sociedad ha declarado intolerables, haciéndolo por medio de sus instrumentos legales, y, por otro lado, las instituciones y los agentes dispuestos para controlar  esos comportamientos ya definidos como criminales. Un  tercer  asunto  sería  saber  de  qué manera se empleaban esos instrumentos  de control  del crimen y,  finalmente, habría que evaluar su eficacia. Las circunstancias y problemas  de  cada  día,  no  obstante,  ponen  a  prueba  los límites  del  derecho y complican el  análisis  científico de estos  fenómenos.  Un reto permanente de las sociedades es definir el derecho, para adecuarlo a la vida cotidiana. No es extraño sino muy lógico, por lo tanto, que se haya llegado a  hablar  de  la  existencia  de  espacios  sin Derecho.  En las  últimas  décadas,  incluso,  dicha  noción ha  permitido  señalar  ámbitos  en los que este debe expresarse de forma inequívoca, particularmente ante  prácticas  como,  por ejemplo, la puesta de precio a la cabeza de un criminal internacional o la falta de respeto a las disposiciones sobre el trato a los presos de guerra y, en general, a la guerra sucia contra el  crimen organizado.1

	En estas páginas no estudiaré esos espacios sin Derecho. Concentro la atención sobre los que, en el Antiguo  Régimen,  cabían dentro de los límites de este, pero en muchos  casos, justo ahí, en sus fronteras, es decir, en ámbitos que implicaron una fricción entre la justicia oficial e institucional y otras manifestaciones  informales  de  la  misma.  Estas  supusieron el  despliegue de no menos poderosas disciplinas destinadas a reducir el conflicto a límites que  fueran  tolerables en sus contextos. Me concentro, por lo tanto, en el estudio de usos  sociales  de  la justicia -en su sentido más vasto- para la construcción de la paz pública. Muchos de  estos espacios o ámbitos han sido explicados historiográficamente  como  infrajusticia.  El  debate sobre esta materia  dista de quedar  cerrado o superado en nuestros  días, a pesar  de su anclaje  en la historiografía de los últimos treinta años del siglo XX. Aquí, se aborda esta problemática desde la práctica judicial para explicar cómo la justicia -en toda  su complejidad-  puesta  en acción, es decir, respondiendo a su propia lógica, y a los retos que en cada contexto le ha planteado la sociedad, se ha concretado y definido, no solo por razón del desarrollo legal, institucional y administrativo, sino también por efecto del ineludible diálogo establecido entre  este espacio de generación de disciplinas y el que construían los agentes sociales en diferentes contextos y periodos, desde donde también se proyectaron disciplinas afectando a la propia concepción y definición de la justicia.2

	 

	
Un planteamiento como el que aquí se hace evita enfoques  parciales que pudieran ofrecer  una imagen distorsionada sobre el proceso de cambio histórico que enfatizara las realidades observables en un  momento  cronológico  determinado como  fruto de  los  proyectos emprendidos  unilateralmente  por  las  variadas  elites  de  las  sociedades  del  Antiguo  Régimen. En este caso, una perspectiva unilateral, institucional y,  por  lo tanto,  fragmentaria,  facilitaría  una lectura teleológica del proceso, al considerar la  justicia  definida  por  los  modernos sistemas liberales como si fuera el fruto del triunfo de una revolución jurídica experimentada durante los siglos de la Edad Moderna. Se habría iniciado en el marco de la disolución de las estructuras medievales y, tal como era descrita en los años  ochenta  del  siglo  XX,  llevó aparejado  un  proceso  secular  de  desarrollo  de  la  definición  de  los  comportamientos delictivos, de las  instituciones  judiciales  y de la administración,  favoreciendo la concepción   de la justicia como instrumento para un gradual monopolio del ejercicio de la disciplina  y la violencia legítima.3 La historiografía modernista, sin embargo, viene ofreciendo en las últimas décadas  interesantes  y contrastados  ángulos  sobre lo que  fue  un proceso mucho  más  complejo y mucho más dialogado entre los gobernantes, las instituciones y los gobernados, en toda su diversidad.

	Los campos de acción de la infrajusticia ofrecen excelentes escenarios para analizar esta materia. Benoît Garnot4 reconocía hace ya tiempo la notable relevancia  histórica  de  este fenómeno polimorfo  y polisémico al  que  se  ha  llamado globalmente  de  este  modo.  Indicaba que, en caso de no  precisarse claramente  los ámbitos  de la infrajusticia cada vez que  se alude  a la misma, existe el riesgo de caer  en una  especie de panacea, pues,  a  fuerza  de  englobar  tantas  cosas, al final, podría no  facilitar la explicación de realidad alguna  y llegar a constituir una especie de «ilusión historiográfica». Ser consciente del problema es la mejor vacuna para evitar sucumbir al peligro. Este capítulo se concentra, por lo tanto,  en  una  problemática compleja, y requiere  un análisis  delicado para  ofrecer  unas  conclusiones  que  necesariamente han de ser abiertas a ulteriores investigaciones sobre la justicia del Antiguo Régimen.

	En primer lugar, se estudia la naturaleza de los tribunales de justicia como escenarios de mediación y arbitraje de los conflictos cotidianos en la sociedad  española  del  Antiguo  Régimen. A continuación, se muestra la panorámica de opciones, formas de mediaciones y arbitrajes que actuaban dentro de esos entornos sociales para propiciar pactos  con  los  que superar conflictos  interpersonales cotidianos, y se estudian las trazas  o indicios de magnitudes  de infrajusticia según el estado actual de la investigación sobre la España  Moderna.  Tal análisis permitirá obtener una imagen de las proporciones y relevancia de este fenómeno en el marco de reconstrucción de la paz pública en la vida cotidiana, así como definir las formas, variantes y protagonistas del mismo, atendiendo a estos factores, la justicia en esta sociedad preindustrial.

	 

	 

	
		Infrajusticia: justicia en acción



	 

	La  palabra infrajusticia,  de  acuerdo  con lo anteriormente  explicado,  alude  a  un  fenómeno

	 

	
específico pero a la vez híbrido y refiere la  interacción entre  práctica judicial  y usos  sociales de la justicia, aplicando el derecho -en toda su amplitud- en cada caso singular. Ello se resume bien en cada acción de justicia, esto es, la concreción particular de todos los agentes para la resolución de cada caso,  o  bien en la justicia en acción,  es  decir,  la  expresión del  diálogo entre sociedad e instituciones  para responder  a situaciones  de conflicto  y delito y recomponer  la  paz.  Dicho  diálogo  ha  tenido  históricamente  concreciones  tanto  en  el  plano  institucional, ante  los tribunales  de justicia, como,  fuera  de ese ámbito,  en encuadres  extra-judiciales. Unos  y otros desarrollaron formalizaciones diversas.  Estas,  más  o  menos  protocolizadas  y ritualizadas, son una magnífica expresión de la conversación históricamente sostenida entre la  ley positiva, la jurisprudencia, los usos y costumbres,  el  arbitrio  judicial,  la  racionalidad  y cultura de los jueces, así como de todos cuantos intervenían en cada conflicto: las partes, los peritos y los mediadores o árbitros.

	Tener tales referentes en cuenta permite acentuar  la sensibilidad para el  análisis histórico  de  la justicia  en sociedades  del  Antiguo  Régimen,  con referentes  obviamente  muy  diversos  a los de quien vive a caballo entre el siglo XX y el XXI, pero que  permiten  entender  cómo funcionaban las prácticas  de mediación y arbitraje en estas sociedades históricas, y la medida  en que ello afectaba a la definición y naturaleza de la justicia en aquellas. La historiografía española, hispanista e internacional ha detectado algunos síntomas o indicios de la relevancia histórica de este fenómeno, pero se trata de un campo en el que aún debe profundizar mucho la investigación interdisciplinar, combinando necesariamente problemas y metodologías de  la historia, la sociología, la antropología y el derecho siempre que se pretenda avanzar de forma decisiva en el análisis científico.

	En lengua hispana, la revista argentina Prohistoria -publicada en Rosario- ensayó en su número 5 (2001) una propuesta de diálogo interdisciplinar  histórico-antropológico  sobre materias propias de la historia de la criminalidad. También Ius Commune (127, 1999) o los Cahiers del Instituto de Antropología Jurídica  de  Limoges  (3,  1999)  han  impulsado encuentros de este tipo de discursos en varios de sus números.  En  febrero  de  2014,  en Frankfurt, dentro del encuadre de los seminarios que organiza el Instituto Max Plank, tuve  la ocasión de participar en uno de estos productivos eventos que intentan dar continuidad a iniciativas que vienen  de  atrás.  Los  celebrados  tradicionalmente  en  el  Instituto Italo- Germánico de Trento durante décadas han dejado, por ejemplo, una larga estela historiográfica difícil  de sintetizar  en las presentes  páginas. Sin embargo,  a pesar de todos estos esfuerzos,  aún  existen  grandes  desencuentros  multidisciplinares  tanto  de  enfoques  como  de  materias  y, por supuesto -y no son los menores-, de lenguajes  y  vocabularios  técnicos,  lo  que  limita enfoques globales, realmente  interdisciplinares,  que  propicien avances  cualitativos  relevantes en este campo. A pesar de todos los esfuerzos realizados,  por  dichas  razones,  es imprescindible un encuentro de lenguajes, discursos y análisis que permita avanzar con más profundidad e intensidad en la investigación empírica.

	Si estos condicionantes de la investigación son grandes, considerando la historiografía internacional, aún son mucho mayores en el caso hispánico, lo que  no  quiere  decir  que  no  se hayan dado avances notables en las últimas décadas. Aunque  cada día se expresan más  fisuras

	 

	
en el modelo, todavía resulta un arquetipo ampliamente  asentado  sobre la justicia en la España de los siglos del Antiguo Régimen aquel que la caracteriza como profusa, congestionada  de burócratas poco profesionalizados, atascada de papeles, decisivamente  afectada  por  la capacidad de acción de grupos de poder y por la potencia con que se expresaban los intereses particulares o de facción en las causas y procesos judiciales. La traza que muchas veces  se muestra  de  la justicia  enfatiza  su naturaleza  débil, corrupta  o enferma.  A todo  esto  se  añadía que los jueces, principales responsables de preservar su salud, no velaban precisamente, exagerando quizá el punto, por el cumplimiento estricto de la ley; no eran rigurosos con el procedimiento y abandonaban, en muchos casos, sus  responsabilidades  o  las  descargaban sobre oficiales y funcionarios mal cualificados.6

	El resultado de esta combinatoria de infortunios que  llenaban de flaquezas  a la justicia en  la España  Moderna  sería que,  a diferencia de lo que  practicaban los tribunales  eclesiásticos, por ejemplo, los jueces encargados de la justicia civil y penal dejaran montañas de causas sin sentenciar. Semejante rasgo era especialmente importante en los peldaños más bajos de la administración judicial, donde la inmensa mayoría de los  expedientes  civiles  y  criminales fenecían sin sentencia. En los entornos rurales  o débilmente  urbanizados,  este patrón era más nítido que en los espacios más decididamente urbanos. La otra cara que ofrecía esa justicia preindustrial era extremadamente dura y áspera. Se  empleaba  con  insólita  crueldad  para mutilar, torturar y ejecutar a muchos de los condenados y se orquestaba, para ello, toda una escenografía del poder de los gobernantes, capaces de desplegar complicados y teatralizados protocolos para mostrar hasta dónde  podía  extenderse  su  brazo  disciplinario  y  con  cuánta dureza llegaba a expresarse. Esta segunda faceta, la de  una  justicia  preliberal  utilizada  y aplicada con extremo rigor, ha sido considerada un contrapunto de la primera, que venía a explicarse por  la desidia y parcialidad de sus  oficiales  y servidores, ofreciendo síntomas  de   las ineludibles enfermedades  y flaquezas  del  sistema.7

	De acuerdo con tal imagen, de algún modo y para superar la inoperancia judicial, el otro rostro de la justicia, el de la brutalidad, actuaba como necesario efecto. El rigor del castigo, dentro de dicha lógica explicativa, se presentaba como un contrapunto que debía ser suficiente para lograr la inhibición del posible delincuente a través de un temor social infundido hacia las formas más ásperas de intervención judicial y punición.

	La cara opuesta del aludido modelo o arquetipo de justicia preindustrial y preliberal, que podíamos rotular, sin mayores pretensiones que las descriptivas, de justicia primitiva, sería la  que  podríamos  denominar  justicia moderna,  conformando  ambas  categorías  un  binomio  bajo el que  se han compuesto  teorías explicativas sobre la noción y concreciones de las disciplinas  y el disciplinamiento social muy variadas, incluso contrarias, como más adelante se puede comprobar. En todo caso, la mayor parte de las explicaciones contemplaban la transición del modelo primitivo al moderno como un largo proceso, permítase la redundancia, de modernización, que en la mayor parte de los casos presume un avance positivo y continuo de imposición de la justicia oficial, legal  o institucional  sobre otras concepciones  extraoficiales   de lo justo. Al tiempo, se habría avanzado en los procesos de legitimación de las tendencias monopolistas de la violencia lícita por las instituciones, algo que ha alcanzado sus versiones

	 

	
más acabadas en la gestación y desarrollo de las entidades estatales modernas.

	Numerosos historiadores han estudiado la justicia española del Antiguo Régimen, con el paradigma del binomio justicia primitiva vs. justicia moderna en mente. Bajo este parapeto explicativo se percibía la justicia del  Antiguo  Régimen  en  la  mayor  parte  de  las investigaciones que siguieron a los años setenta del siglo pasado, y que han tenido el  muy  positivo efecto de alentar la discusión, levantar polvareda  en  los  archivos  judiciales  y estimular cuatro décadas de estudios históricos. A pesar de ello, todo hay que decirlo, este arquetipo aún opera como aparato intelectual de referencia en numerosos estudios de nuestros días.8 A mi modo de ver, dicha imagen maniquea se ajusta solo parcialmente a  la  realidad. Aunque, evidentemente, se apoya en algunos referentes asentados en la misma, no explica la complejidad de los usos, la naturaleza y los impactos de la justicia en estas  sociedades históricas.

	Las investigaciones sobre ámbitos y formas de infrajusticia, a pesar de todas las  dificultades que se han descrito anteriormente, permiten demostrar la simplicidad  y superficialidad de los argumentos  sobre  los  que  se  cimentaban  las  explicaciones  clásicas sobre la justicia del Antiguo Régimen, es decir, las influidas por el paradigma de la justicia primitiva y las teorías de la modernización. Las mediaciones y los  arbitrajes,  es  decir,  las prácticas para favorecer el pacto que facilitara superar  el  conflicto  (mediación),  así  como aquellas que contaron con decisiones propiciadas por personas o instituciones a las  que  se reconocía autoridad no solo para mediar sino  para  dispensar  la  resolución  que  permitiera superar el conflicto (arbitraje) formaban parte del  complejo entramado  que  era la justicia en  las sociedades preindustriales y que  se ponía en marcha  para la resolución de cada conflicto y  el restablecimiento de la paz y salud pública en la convivencia cotidiana.

	 

	 

	
		Mediación, arbitraje y usos de la justicia



	 

	En la época medieval no era infrecuente que clanes, tribus, feudos o monarquías en conflicto negociaran la paz en escenarios como puentes sobre ríos. Había que establecer una barrera, un límite y frontera física entre ambas partes para propiciar un diálogo, una negociación sobre el principio de no agresión. En ocasiones, en esos mismos espacios de negociación se llegaba a colocar incluso una reja de hierro que separara físicamente las comitivas de ambas partes en conflicto. Los puentes, a pesar de la reja, permitían ciertas aproximaciones entre las comitivas negociadoras. La existencia de barreras físicas limitaba los riesgos a que  se  sometían  los emisarios de cada uno de los contendientes.9 La negociación, en  estos  casos,  asumía  la naturaleza de diplomacia cuando implicaban  conversaciones  y  aproximaciones  entre monarquías; y la de una mediación específica muy diversa o, quizá incluso, la  de  arbitraje, cuando lo que se dirimía eran asuntos entre clanes, parentelas, tribus,  facciones  sociales  o feudos, así como entre individuos particulares o de estos con los anteriores.

	En las sociedades de toda Europa durante el Antiguo Régimen las mediaciones  y  los arbitrajes, amparados  por  las  tradiciones  y costumbres,  formaban parte de la vida cotidiana de

	 

	
las gentes de toda  condición. Eso mismo  ocurre en nuestro  tiempo.  Afectaban en el  pasado, y  lo hacen hoy, a la convivencia y al conflicto de cada día, a la paz pública. En los siglos de la Edad Moderna  los arbitrajes y las mediaciones  se consideraban composiciones  entre  partes  y,  a veces, llevaban aparejadas bien unilaterales o bien mutuas compensaciones. Estas tenían una dimensión retributiva. Era comúnmente aceptado el principio de  que  el  protagonista  del agravio debía reparar el daño causado a su víctima, no solo en casos  de  daños  contra  la propiedad, sino también en conflictos derivados de violencia verbal y física, e incluso, por supuesto, en delitos de homicidio. En la España de los siglos de la Edad Moderna se conocían hasta matrimonios gestados en el marco de esas negociaciones y  que  tuvieron  como protagonistas al homicida y a la hermana de su víctima.10

	Este rasgo de la cultura  de la negociación del  conflicto no  significaba  necesariamente  que la justicia que implicaba la superación del mismo precisara de  una  práctica  talionista;  sin embargo, la satisfacción de la vindicta publica no  excluía  la necesidad de dispensarla también  a la parte ofendida. Ambas  indemnizaciones  debían darse. La  justicia oficial tenía  que  integrar de alguna manera la parte remunerativa implícita -como  un rasgo de su propia naturaleza  por razón de tradición y costumbre  asentada-  a una  justicia privada informal,  o poco formalizada,   y asistemática, que en muchos casos tenía una legitimación moral e histórica  que  las  gentes percibían con nitidez.

	Sobre esta tradición se superponía la justicia penal oficial. La evolución fue descrita historiográficamente ya  en los años ochenta  del siglo XX  como  de progresivo solapamiento de una versión de justicia -la oficial- sobre la otra -la  informal,  poco  formalizada  o consuetudinaria-. Dicho proceso habría sido acompañado de otro de intensificación de  la definición de los comportamientos delictivos y de perfeccionamiento de la maquinaria administrativa. Ambos  llegaron a constituir  un elemento  constructivo de los modernos  estados. En las etapas históricas de transición,  la retribución o compensación privada podía llegar,  en  sus  casos más  extremos, a legitimar  incluso el uso de la  venganza.

	No se concebían de otro modo, por ejemplo, prácticas tan contrastadas como: las revanchas de sangre florentinas en la Baja Edad Media y el temprano Renacimiento; la kinbut escocesa, que latía en las negociaciones violentas entre clanes bien entrado ya el siglo XVI; las venganzas cruentas que practicaban los habitantes de las nórdicas tierras de Ostrobothnia todavía en el siglo XVIII, y toda suerte de formas de blood feud que con mayor o menor legitimación se conocieron en la Europa de los siglos de la Edad Moderna,11 y que en España se articulaban bajo categorías tan poliédricas como la de pendencias.12 Bajo este rótulo se pueden encontrar episodios tan diversos como las luchas entre parentelas, facciones o clientelas, y otros que emergían fruto de culturas juveniles masculinas y de la pugna de cuadrillas por espacios urbanos,13 o bien que expresaban el desafío a la autoridad o el control de la contratación y la disciplina ejercida por los grupos de trabajadores sobre lo que consideraban comportamientos lícitos o no en la sociabilidad laboral.14

	Obviamente, llegar a estos sangrientos extremos se fue haciendo cada vez más excepcional  en las sociedades europeas a medida  que  avanzaba  el  siglo XVII,  aunque  esas

	 

	
prácticas, al igual que las que  permitían a los campesinos  de Languedoc  de los siglos XVII  y  XVIII  buscar soluciones a conflictos civiles y criminales fuera del juzgado,15  daban una idea de que en la Europa Moderna había todo un ámbito de justicia fuera del juzgado.

	Desde la perspectiva analítica del paradigma de la modernización de la justicia, y a

	pesar de que estas variadas manifestaciones del fenómeno se colocaban justo en los bordes o fronteras de la misma, y no solo de los ámbitos del Derecho, tenían incluso una expresión diferenciada según su implantación fuera más  urbana  o  rural.  El  avance  modernizador  tenía sus centros, pero también conocía periferias y confines.  El  corazón  de  las  ciudades  y  sus órganos de policía contrastaban con las realidades de los distritos  más  problemáticos,  por decirlo de alguna manera; y eso expresaba una imagen que también se percibía por el contraste entre la ciudad y su hinterland, así como entre el corazón de los estados en su proceso de construcción y los bordes hasta los que se proyectaba el control territorial y social.

	En todos los ámbitos de la vida, pero especialmente en esos fronterizos, la infrajusticia actuaba. A veces propiciaba mediaciones y arbitrajes. En  otras  circunstancias  sus manifestaciones, a pesar de contar con tales  finalidades,  podían  llegar  a  constituir  en  sí mismas  conflictos  abiertos  entre  percepciones  alternativas,  incluso  contrarias  y  excluyentes, de justicia y disciplina: la oficial, cada vez más formalizada, versus la consuetudinaria y asistemática. En todo caso, unas y  otras  manifestaciones  de  justicia  escapaban  en  buena medida  al  control  de la administración y de las instituciones,  pero se apoyaban en la tradición y la costumbre, es decir, en Derecho. Por lo tanto, la  infrajusticia  conformaba  una  forma particular de  justicia  (justicia  privada)  asentada  absolutamente  en  un  espacio  sin  Derecho, sino que  existía una  legitimidad  cultural  que  exigía  que  la supuesta  modernización propiciara su integración dentro de los modelos y procedimientos que impulsaban  las  elites  de  la  sociedad, los  poderes, las instituciones  y la administración,  orientados  a canalizar  en torno  a la justicia oficial todas las facetas de mediación, arbitraje, sentencia y sanción consideradas legítimas.

	Por estas razones, todo cuanto implicaban los  ámbitos  extrajudiciales  (absolutamente  fuera del juzgado) y parajudiciales (en acción  combinada  y  complementaria  de  justicia  oficial y popular o consuetudinaria) amparaba prácticas que tenían por finalidad el  control  de  las desviaciones sociales, tanto si constituían delito como si no. De este modo, desde la infrajusticia, y como fruto de la aplicación de valores consuetudinarios, no solo se gestaba el control social, sino que también se definían los comportamientos que eran tolerables y los intolerables en el  seno  de  una  sociedad histórica  y en cada  comunidad  de  convivencia, fuera esta la que fuere.

	La historia del crimen y de la justicia  criminal  viene  esforzándose  desde  hace  varias décadas por  trazar  un cuadro realista sobre las modalidades de crimen y su control  judicial  en la Europa Moderna. El trabajo realizado desde mucho  antes  de que  Bruce Lenman,  Vic  Gatrell  y Geoffrey Parker editaran en 1980  la  emblemática  obra  colectiva  titulada  Crime  and  the Law,16 con el  propósito  de  recopilar  referencias  sobre  el  entorno  social  del  crimen procedentes de diversas áreas del territorio europeo, ha sido ingente. Los resultados son hoy palpables.  Gatrell,  Lenman  y  Parker  trataron  de  presentar  una  panorámica  de  los desiguales

	 

	
ritmos de penetración de la ley penal en la sociedad europea de la Edad Moderna. Esas transformaciones  progresivas,  según afirmaron,  llegaron a  componer  una  revolución  jurídica que, lejos de brotar de forma abrupta, consistió en todo un conjunto -más bien una galaxia- de desarrollos que se siguieron unos a otros,  y que  acompañaron  a  los  procesos  de  formación estatal e impulso de instituciones de control social fundadas con el objetivo de inhibir o, de no lograrlo, castigar aquellas conductas que se iban definiendo como ilegales por la ley penal.

	Los artículos compendiados en Crime and the Law, junto a los  contenidos  en otra obra de las mismas características editada poco después por John Bossy (1983) bajo el título Disputes and Settlements: Law and Human Relations in the West, permitieron observar los amplios contrastes entre áreas de  Europa  con  fuerte  peso  de  prácticas  consuetudinarias  de  control social que amparaban las manifestaciones de  una  tradicional  justicia  privada,  como  era  el caso de Escocia todavía en el siglo XVIII  u  otras  áreas  europeas  mencionadas  ya anteriormente,17 así como aquellas en las que la penetración del derecho penal y el desarrollo urbano y de las instituciones y la administración judicial posibilitaron a monarcas, príncipes y gobernantes mediar y arbitrar cada vez de forma más clara y eficaz en las disputas  entre  sus súbditos, y canalizar, por medio de los tribunales, sus  iniciativas para garantizar  el orden y la paz pública.

	El  diálogo entre  ambas  nociones  de justicia, la oficial  y la consuetudinaria,  contrastadas, y, con mucha frecuencia, complementarias -justicia formal y legal frente a justicia informal y asistemática-, se mantuvo a lo largo de toda la Edad Moderna, y aun hoy,  de variadas formas. Ello fue así, a pesar de que la justicia oficial definiera en ocasiones algunas de las formas consuetudinarias  como  escapes  al  modelo  integrador  al  que  aspiraba  la  revolución  jurídica. La apuesta de esta pasaba por una justicia oficial  y pública que  monopolizara  el  control  de todas las acciones de mediación, arbitraje, sentencia  y sanción que  se definían, cada vez con  más claridad, como propias y exclusivas de la esfera  pública. Quizá  por  eso todavía  en los  años  ochenta  del  siglo  XX   la  historiografía  interpretaba  que  en  el  Antiguo  Régimen  la  paz

	pública o la common peace combinaba los planos oficial y  extraoficial,  formalizado  e  informal, con el objetivo de restaurar la paz y recomponer el orden.18

	Cuanto más fuerte fuera la infrajusticia, es decir, las prácticas de justicia sin intervención oficial real o aparente y, por lo tanto, más extensos  los  ámbitos  de  la infrajudicialidad,  es decir, el desarrollo de acciones disciplinarias -dirigidas a la enmienda, instrucción y sanción- fuera de los tribunales, quizá fuera porque menos éxito habrían  tenido  esas  iniciativas dispuestas por los gobernantes para monopolizar el control social desde las  instituciones,  o porque la sociedad había modernizado sus conflictos, así como las formas de mediación y arbitraje, de modo que la intervención institucional  era  menos  precisa.  Aunque  queda  mucho trabajo por hacer en este campo,  el  diálogo  sostenido  en  la  Edad  Moderna  entre  justicia oficial o hegemónica e infrajusticia, justicia consuetudinaria o  subalterna,  ha  ido  aflorando cada vez más nítido en las investigaciones históricas a lo largo de los últimos cuarenta años.

	Al  parecer, la primera, la justicia hegemonista, tuvo  mayor  protagonismo  que  la segunda en el mundo urbano que en el rural, aunque, en realidad, la interacción entre ambas formaba combinatorias   específicas  en  cada  entorno,   cronología  y  contextos.   Del   mismo   modo, los

	 

	
individuos, los distintos grupos sociales y las corporaciones que articulaban formas de integración social singular utilizaron de diverso modo tanto los mecanismos tradicionales o consuetudinarios como los tribunales. Ambos planos no se percibían como absolutamente segregados, sino en interacción dentro de una noción global de justicia que  se empapaba  con finas gotas que brotaban, bien de la tratadística jurídica  y  el  derecho  positivo,  bien  de  la fuente que suponían la costumbre y los propios usos de  las  instituciones,  así  como  con  las prácticas desarrolladas por los agentes que realizaban acciones de mediación,  arbitraje  y  sanción tanto de una manera formalizada como informal y asistemática.19

	 

	
		La revolución jurídica y la cultura de la mediación



	 

	Si esta materia historiográfica es todavía un campo abierto para la investigación histórica internacional lo es aún con más nitidez en el caso del mundo  hispánico, tanto  en la península ibérica como en las sociedades que quedaron incluidas dentro de lo que se ha concebido como Imperio español. A pesar de ello, es cierto que se han realizado esfuerzos de investigación importantes que ayudan a colocar los pilares  de  renovadas  investigaciones.  Richard Kagan20 estudió la evolución desigual de los contingentes de pleitos que tramitaron los tribunales castellanos  de primera y segunda  instancia  en la época moderna.  Se concentró  principalmente en los primeros, pero conjeturó intuitivamente sobre lo que podía ser  la  evolución  en  los segundos.

	Según Kagan, el descenso del número de pleitos civiles ante los tribunales  de apelación podría interpretarse dentro de un proceso de devolución de potestades desde  los  más  altos tribunales a los más  bajos en la segunda  mitad  del  siglo XVII,  fenómeno  que  no  se ha  descrito para otros entornos continentales, pero que se habría acompañado  de  otros  que  fueron conocidos  en  esos  ámbitos  de  encuadre,  como  una  creciente  profesionalización  de  los oficiales al servicio de la justicia. Los tribunales de primera instancia, siguiendo las explicaciones de Kagan, habrían experimentado, dentro de ese mismo proceso, una creciente actividad judicial durante todo el siglo XVII, trazando  una  tendencia  divergente  a la conocida  por los más altos tribunales. El análisis de Kagan se detuvo ahí, pero la proyección del mismo permitía hacer conjeturas  sobre los  posibles  progresos  de dichas  tendencias  en el  siglo XVIII, lo que vendría a describir y a ofrecer una aproximación cronológica para el desarrollo de ese fenómeno  modernizador  calificado como  revolución jurídica en  España.

	La tesis de Kagan ha sido un excelente estímulo para pensar  sobre esta materia  y plantea  más de un interrogante. Nadie ha demostrado aún que globalmente  en España,  a  lo largo  del siglo XVII, los tribunales de  primera  instancia  incrementaran  realmente  su  actividad  en términos absolutos y relativos, es decir, si se considera también que  la  evolución  de  la población podía ser un factor de las oscilaciones de las causas judiciales.  Los  estudios regionales ya  realizados  permiten comprobar  que,  en términos  generales, creció la actividad,  la litigiosidad y las causas  civiles y criminales de forma  muy notable  a lo largo del  Siglo de  las Luces en los tribunales inferiores de la Monarquía, pero la población también  experimentó

	 

	
un crecimiento extraordinario; incluso muy superior al del  número  de  litigios  ante  los juzgados, de modo  que  la inflación de la cantidad de causas judiciales pudo verse afectada por  el crecimiento demográfico. Los usos que la sociedad  hacía  de  los  tribunales  de  justicia  en cada uno de esos niveles también pudieron afectar a  estos  indicadores,  además  de,  por supuesto, los otros factores señalados en su momento por Kagan.

	Quizá intuyendo todos estos problemas para explicar las complicadas relaciones entre gobernantes y gobernados o, simplemente, entre las gentes de toda condición con la justicia, en 1982, Alfred Soman21 animó a los historiadores del crimen a estudiar lo que desde entonces la historiografía ha incluido bajo el rótulo de infrajusticia. Propuso desplazar  así  la  atención desde los  documentos  judiciales  a los  protocolos  notariales. En estos  se registraban,  además de transacciones de  bienes,  compraventas,  testamentos,  particiones  de  bienes,  contratos dotales y esponsalicios, composiciones, transacciones y compensaciones  entre  partes  que estaban inmersas en demandas civiles y criminales. Las preocupaciones  de Soman alcanzaban  en esos momentos, e incluso antes y después, también a otros historiadores. Si Cynthia Herrup entendía la common peace como  el  resultado  de  acciones  o  fuerzas  judiciales  e infrajudiciales, David Sabean,22 estudiando  seis  episodios  de  historias  vividas  por  los habitantes  de Württemberg en los siglos de la Edad Moderna, analizó cuánto  quedaba fuera de  los tribunales  y del  conocimiento  de los jueces y,  sin embargo,  generaba  control  social  dentro de la comunidad, protagonizado por individuos, facciones sociales, por el conjunto de los vecindarios aglutinados por principios o  intereses  comunales,  o  por  el  señorío  y  la vertebración del mismo a través del patronazgo.

	La microhistoria ha permitido profundizar en  el  conocimiento  de  la  infrajusticia  y explicar la diversidad de formas con que se manifestó en el Antiguo Régimen. Recientemente, Tommaso Astarita,23  estudiando  un uxoricidio conyugal  que  tuvo  como  desenlace la muerte  de un hombre  llamado Antonio  Cuzzucli,  envenenado  por  su adúltera esposa, Domenica  Orlando, en la Calabria de mediados del siglo XVII, concluyó que en este caso el procedimiento judicial había reforzado las estructuras de poder y autoridad aldeanas, que estaban  fuertemente dominadas por las fidelidades de parentela. Eso podría explicar por qué, al parecer, nadie fue realmente castigado por el delito. Unos años antes de la edición del trabajo de  Astarita,  el análisis realizado por Garnot sobre otro uxoricidio conyugal, el que puso fin a la vida  de monsieur Boiveau, hacendado dijonés, a principios del siglo XVIII, así como el ejemplo del homicidio marital que estudié en los años noventa del siglo XX, y que acabó con la vida de  Antonia Isabel Sánchez en el valle cántabro de Alfoz de Lloredo, permitieron revelar la  presencia de fuerzas dentro de la comunidad que, amparadas bajo nociones y valores como  la idea de escándalo o  pública voz  y fama  y la  costumbre,  articulaban instrumentos  distintos  a los de la justicia ordinaria que actuaron antes de que llegara a producirse el crimen, y también después.24

	Antes de llegarse a trágicos desenlaces criminales, la murmuración, las reprensiones, reconvenciones, consejos de vecinos, párrocos, hombres de crédito dentro de la comunidad... trataban de evitarlo. Luego, ocurrido el delito  y  abierto  el  procedimiento  judicial,  esos mismos   instrumentos   y  otros  seguían  interviniendo,  afectando  al  propio  curso  de  la   causa

	 

	
criminal, e influyendo en el funcionamiento de la justicia por medio de los testimonios de los vecinos, sus  opiniones  y consideraciones, los  argumentos  de  acusados, la pericia  o impericia de los curadores, fiscales y jueces...,  y también en el  resultado  mismo  del  proceso,  caso  de que llegara a sentencia o en el desenlace fuera del juzgado.

	El desenlace judicial del affaire Boiveau, estudiado por Garnot, fue la ejecución de pena capital contra madame Boiveau, dignificada y mistificada a  los  ojos  de  sus  vecinos  porque aceptó, resignada y arrepentida, la pena capital y el protocolo para consumarla. La opinión formada por la comunidad sobre madame Boiveau en el momento  de su ejecución era positiva. Al parecer, su actitud ante la punición redimía el hecho de que hubiera sido la inductora de la muerte  violenta  de  su marido.  La  ejecución y la digna  aceptación del  castigo  por  la criminal era el punto de convergencia entre el nivel judicial y el infrajudicial, que habían actuado a lo  largo de todo el asunto. Como si se tratara del  sufrimiento  que  acompañaba  a un mártir,  el castigo capital contra esta mujer, su enmienda, resignación y aceptación de la sanción judicial, expresada en todo el protocolo de ejecución y en la propia actitud de la condenada, tenía una función redentora de la  culpa.  Este  era  un  fin buscado  por  la  justicia  oficial,  pero,  en este caso, también participado por el entorno social que conoció el crimen y observó el castigo.

	En los otros dos ejemplos citados ese punto  de encuentro  no  estaba en la sentencia,  sino  en las fuerzas y tensiones que el juicio propició que se  liberaran.  En el  caso  del  crimen de Calabria quedó culpada la muchacha que facilitó el veneno a Domenica Orlando, una criada llamada Anna de Amico que aparentemente  pasó los  quince  años  siguientes  al  crimen en una celda en Nápoles. Peor fortuna tuvo Domingo García, promotor de la muerte de  su esposa, Antonia Isabel Sánchez, en el valle cántabro de Alfoz de Lloredo a principios del verano de  1799. Este hombre vio consumida su hacienda de  campesino  acomodado  en  Cantabria  y  tendero en Sevilla, y además, durante el tiempo  que  duró el  proceso, 1799-1804, la dureza  de  la prisión en la villa de Comillas acabó con su vida. Entre  su detención y su muerte,  el  acoso  de algunos agentes del corregidor  en la esfera  local, junto  con la pérdida  de  favor  por  parte del cacique local y del vecindario de su concejo de Udías,  acabaron  por  minar  su  moral, además de su salud. En todo esto se sentía el impacto de la infrajusticia.

	Si, tal como testificaron varios de los vecinos de este acomodado campesino español, era

	«pública voz y fama»  que  algo  había tenido  que  ver  el  marido  en la muerte  de su esposa, fue esa misma «voz y fama» la que, unida a la acción de la justicia y la presión del cacique local y todos sus allegados, acabó minando la moral y salud  de  Domingo  García;  factores  que pusieron fin a la vida de este caprichoso y agresivo esposo.  La  infrajusticia  actuaba,  bien  como una alternativa a la oficial, o bien de forma complementaria a ella. En el primer  caso, el juez y el  tribunal  no  llegaban a conocer  siquiera el  conflicto, que  se resolvía exclusivamente  de acuerdo con patrones y costumbres vigentes  en la comunidad  que  analizo  más  adelante.  En el segundo caso el conflicto llegaba  al  juzgado.  Allí,  las  partes  planteaban  sus  posiciones, aunque al mismo tiempo negociaban y buscaban aproximaciones para llegar a un acuerdo fuera  del juzgado.

	En el último supuesto, la causa judicial quedaba sin sentenciar y las partes llegaban a acuerdos    extrajudiciales    que    solo    ocasionalmente    terminaban    formalizándose  como

	 

	
concordias, pactos, transacciones o composiciones ante notario. otras veces, las  mediaciones entre partes y los acuerdos  alcanzados  no  dejaban ninguna  huella  o testimonio  escrito, y solo puede intuirse la vigencia de estas prácticas de conciliación a través de testimonios que indirectamente aludían a las mismas, tales  como  frases  o  comentarios  deslizados  por  los sujetos o sus familias en algún registro notarial o en  los  expedientes  judiciales  en  que  se vieron inmersos en ese mismo  momento,  o  por  conflictos  ulteriores  al  pacto  alcanzado.  A veces, al encarar nuevos problemas o para argumentar posiciones concretas a la  hora  de  reclamar derechos se aludía a acuerdos o pactos previos, quizá logrados por medio de composiciones que nunca llegaban a expresarse de forma escrita, sino que se mantenían por la buena fe de las partes y el testimonio dispensado por hombres buenos, es decir, los propios mediadores, muchas veces vecinos que  gozaban de  cierto prestigio y autoridad moral  dentro  de la comunidad rural o el distrito urbano.

	En este nivel de mediación y conciliación no solo  estaba  en juego  la  restauración de  la paz entre las partes por medio de la superación del conflicto. Este había afectado también a la  paz común, que se ponía a prueba en cada una de las ocasiones de conflicto y recomposición. Ante cada episodio conflictivo y el reto de su  superación,  en  la  vía  de  mediación  y negociación entre las partes, con la intervención no solo de los  mediadores  específicos  que asumían las  tareas  de acercar  las  posiciones  de las  partes, sino también del  entorno  social  en su conjunto, afloraban valores, prejuicios,  costumbres  y  tradiciones.  Todo  coadyuvaba  a definir lo que en ese entorno social de referencia se aceptaba  como  tolerable  o,  por  el contrario, se condenaba y no se transigía, es decir, lo considerado intolerable. Ello ayudaba a perfilar arquetipos de buena o mala vecindad que influían en la vida cotidiana y explicaban la articulación de acciones destinadas a mantener la paz pública como expresión del bien común. Antes de entrar a analizar las formas  y los  agentes  de mediación,  es  preciso obtener  siquiera una traza general de las magnitudes de la justicia infrajudicial o infrajusticia dentro de los encuadres  analíticos que  se han presentado en las páginas  precedentes.

	 

	 

	
		Trazas y evolución de la infrajusticia



	 

	Una consideración estadística de indicadores de la evolución de las actuaciones judiciales e infrajudiciales permite  obtener  una  panorámica de los cambios  experimentados  a largo plazo por estos fenómenos, aunque, evidentemente,  las cifras solo ofrezcan un punto  de partida -y no  de llegada- en el análisis. En primer  lugar,  la estadística judicial  posibilita precisar  el  grado  de verosimilitud de la tesis de Richard Kagan sobre si se dio o no en el siglo  XVII  una  devolución judicial desde los más altos tribunales a los menores  de  la Corona  de  Castilla.  Sobre esta problemática, los datos analizados hasta la fecha a  partir  del  estudio  de  una sociedad rural en el Antiguo Régimen, como era la de  Cantabria,  en  el  norte  de  España, permiten aportar algunas consideraciones. En esta  región  española  el  crecimiento  anual  de pleitos civiles y criminales de primera instancia creció a lo largo del siglo XVII, y aún más intensamente en el XVIII, aunque no se cuenta con un punto de referencia anterior a los inicios

	 

	
del siglo XVII. Estas cifras parecen reforzar  la  tesis  expuesta  por  Kagan y resultan armónicas con la teoría de  la revolución jurídica que  impulsó  las  investigaciones  empíricas  desde  los años ochenta del siglo XX; sin embargo, hay algunos matices importantes que deben tenerse en cuenta para evitar simplificaciones excesivas en la explicación del fenómeno.

	En primer lugar, debe distinguirse dentro  de  las  actuaciones  judiciales  el  crecimiento anual experimentado por los casos civiles, por un lado, y criminales, por  otro,  pues  el incremento de la actividad pudo afectar desigualmente a ambas materias. En segundo lugar, al utilizar  como  elemento  de comparación con la evolución de casos judiciales las tendencias  de la población, es posible deducir en qué modo la curva demográfica afectó a la del número de causas que debían ser  conocidas  por  los  jueces.  Así,  se  pueden  evitar  errores  elementales como deducir que la criminalidad (casos criminales en relación  con  la  población)  o litigiosidad (conflictos civiles y criminales  ante  la  justicia  en  relación  con  la  población) crecía o decrecía en determinados momentos, cuando lo que ocurría era que  la  población  también conocía oscilaciones  y eso hacía que  llegara un mayor  o menor  volumen de casos  a  los  juzgados.  Considerando  estos  matices,  la lectura  de las  estadísticas  varía de la descrita en el párrafo anterior.

	En la región de Cantabria, mientras la población mostraba una  tendencia  lenta  al crecimiento durante la mayor  parte  del  siglo  XVII  y  en  el  XVIII,  intensificada  en  la  segunda mitad de este siglo, el incremento anual de pleitos civiles y criminales resultó negativo durante dicho periodo. En esta región del  norte  de España, aunque  hubiera  más  actuaciones  anuales  en el siglo XVIII que en el XVII, y muy probablemente más en este que en el XVI, comparado con la evolución de la población, el crecimiento anual de pleitos tendía  a  retroceder  en  términos relativos. Este fenómeno  se sale del marco explicativo trazado por Kagan y,  por lo tanto, debe  ser atendido e interpretado de otro modo. A su vez, la caída del incremento anual de casos judiciales parece haber sido ligeramente más  intensa  en  las  causas  criminales  que  en  las civiles en el tramo final del siglo XVIII. Esto pudiera indicar un declive de la criminalidad,  además del de la litigiosidad en general.

	Según muestra el caso de esta región española, en los juzgados provinciales de primera instancia, desde los inicios del  siglo XVII,  el  número  de  actuaciones  judiciales  por  cada  100 000 habitantes fue decreciendo. La tendencia se prolongó  posteriormente  en  el  siglo  XVIII. Aunque en términos absolutos los juzgados fueron teniendo mayor  número  de  litigios  que resolver, su evolución crecía  menos  que  la población; es  decir, a  pesar  de  que  la gente  fuera más y llevara muchos asuntos ante la justicia, recurrían cada vez con menor frecuencia a la mediación y al arbitraje del juez, a medida que avanzaban los siglos XVII y XVIII. La trayectoria secular,  por  lo tanto,  continuó  en el  Siglo de las  Luces,  intensificándose  en la segunda  mitad del periodo. No parece, por lo tanto, que se estuviera dando en el siglo XVII el proceso de devolución de potestades judiciales en los términos  enunciados  por Kagan,  o al  menos  no  solo se estaría dando ese proceso, sino uno  más  global que  podría calificarse como  de devolución  de potestades  desde los  juzgados  hasta  la sociedad, o desde la justicia hacia la infrajusticia,   la mediación y el arbitraje no formalizado o auspiciado en el ámbito institucional. Quizá  fuera

	 

	
también que bajó el nivel de conflictos interpersonales por efecto del cambio sociocultural secular.
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	La desigual evolución del total de  actuaciones  judiciales  respecto  del  conjunto  formado por las criminales, y entre ellas  las  de  violencia  interpersonal,  aportan  una  valiosa información comparativa. En primer lugar, el declive de las causas criminales, de acuerdo con estos datos, parece haber sido más mitigado que el de las civiles, si bien ambas tendencias permiten intuir un declive de los litigios y quizá un avance de la infrajusticia, ámbito en que intervenían decisivamente como agentes de negociación tanto la solidaridad familiar y vecinal como  las  culturas mutualistas  consuetudinariamente  asentadas  en  las   sociedades preindustriales. Estudiar  la evolución de la violencia marital,  los momentos  de mayor  impacto  y los factores para atenuar  tales formas  de violencia ayudan a presentar  escenarios concretos   de mediación y arbitraje de los conflictos.

	Los años posteriores al frío invierno de 1709 y los que siguieron a las malas cosechas de finales   de  los  setenta   del  siglo  XVIII   implicaron  unas   dificultades  extraordinarias  para las

	 

	
economías campesinas en esta región septentrional de la península ibérica. En los años inmediatos a los más ásperos, el endeudamiento, los impagos y los  concursos  de acreedores añadían problemas en los hogares más  desfavorecidos.  En esos  momentos  se  incrementaban  las bolsas de pobreza y un mayor número de personas eran enterradas como «pobres de solemnidad», por cuenta de los fondos parroquiales. Las dificultades económicas activaron entonces, más que en otros contextos  menos  ásperos,  las  tensiones  conyugales.  Así,  todo parece indicar que en las casas la violencia afloraba en circunstancias críticas con  más  frecuencia e intensidad que en otros momentos.
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	Observar comparativamente el crecimiento anual de las  tasas  de  empobrecimiento  a través de los registros parroquiales de quienes eran enterrados como  pobres de solemnidad, el  de las disputas hereditarias ante los juzgados -indicador de la tensión dentro de la familia- y el ingreso  de  nuevos  miembros  en instituciones  asistenciales  locales  como  eran las cofradías

	 

	
religiosas -muestra de la necesidad de asistencia comunitaria ante situaciones de carencia-, ofrecen también algo de luz sobre cómo las gentes más humildes respondían a las dificultades económicas y a sus efectos, entre ellos, la violencia. En una secuencia cronológica de larga duración, a medida que se reducían las tasas de empobrecimiento lo hacía también, de forma mucho más notable, el ingreso de gentes en sociedades caritativas mutualistas como eran las cofradías religiosas. La concatenación de fenómenos descrita se producía a pesar de que la evolución de la población mostrara una curva ascendente. Así  se  constata  cuando  las economías campesinas parecían recuperarse en los años entre 1730 y 1770.
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	De forma inversa a la descrita, cuando crecía el empobrecimiento  se  recuperaba  -de  manera más  intensa que el avance de la población- el ritmo de ingresos de nuevos cofrades en   las hermandades parroquiales. Eso ocurrió en los duros momentos de finales del siglo XVIII e inicios del  XIX.  Sin embargo,  incluso entonces,  a pesar  de que  las adversidades intensificaran la violencia marital, las disputas hereditarias prosiguieron su tendencia declinante secular. La parentela,   protagonista  principal   de   las   disputas   hereditarias,   propiciaba mantener   las

	 

	
herencias indivisas para evitar la fragmentación patrimonial y organizar  la  explotación  colectiva de los recursos en beneficio común de los  sucesores,  tratando  de  evitar  así  las quiebras de las economías domésticas ante los acreedores y, al tiempo, que se intensificara la presión y el conflicto dentro de cada hogar. Se formaban entonces compañías de  bienes  o compañías de uso para organizar colectivamente la explotación de los recursos comunes, indivisos. Estas y otras estrategias familiares y comunitarias tenían como objetivo mitigar  la aspereza con que las malas cosechas y el endeudamiento sacudían los  hogares  menos afortunados en los años más  duros y en los inmediatos. Todos estos comportamientos formaban  un sustrato cultural  mutualista  en que  germinaba  tanto  la asistencia como  la infrajusticia.

	Acercarse al tipo de consideraciones  estadísticas  descrito  permite  obtener  indicios  o trazas de los espacios, escenarios, impactos y evolución en el tiempo  de  la infrajusticia,  no  solo para superar el conflicto cuando este se producía,  sino  también  para  generar,  incluso, acciones preventivas para evitarlo. Este mapa estadístico muestra ámbitos de interacción, negociación, mediación y arbitraje de los conflictos, así como espacios social y culturalmente construidos para desencadenar acciones y comportamientos preventivos capaces de lograr el efecto, ya de atenuar la conflictividad cotidiana, ya  de  anticiparse  a  posibles  conflictos  e, incluso,  de  asistir  a  los  más  necesitados  en los  momentos  más  difíciles.  Trazada  así  apenas una impresión sobre las magnitudes y las tendencias, es preciso analizar las variedades y los agentes de infrajusticia, al igual que las concreciones de las mediaciones y los arbitrajes.

	 

	 

	
		Modalidades de intervención infrajudicial



	 

	A la vista de los datos anteriormente analizados no ofrece duda el  hecho  de que  los españoles  de  la Edad Moderna  utilizaban la justicia  y la infrajusticia para  dirimir  sus  conflictos  civiles y criminales. Esto no era extraño dentro  del  conjunto de  la  Europa  del  Antiguo  Régimen, puesto que la revolución jurídica de que hablaron Lenman y Parker en 1980, ni se dio en toda Europa por igual, ni allí donde fue avanzando, favorecida por factores de urbanización y desarrollo administrativo, lo hizo a igual ritmo y con idéntica implantación o, necesariamente, compitiendo con otras formas de arbitraje y mediación. Aunque  la investigación ha  avanzado mucho desde 1980, desgraciadamente no se dispone aún de una imagen de conjunto sobre la evolución de la infrajusticia en las  sociedades  del  Antiguo  Régimen.  Quizá  la  dificultad  de sacar jugo  a los protocolos notariales sea una  buena  razón para  explicarlo.

	Aunque no se registraron en escritura notarial la mayor parte de los  arbitrajes extrajudiciales realizados, análisis regionales muestran que estos acuerdos se realizaban con cierta regularidad, particularmente en sociedades rurales. Estas mediaciones  afectaban a todas  las categorías de crímenes, desde el  hurto  al  homicidio,  pasando  por  estupros  y adulterios. Incluso intervinieron  instituciones como  las  cofradías  religiosas  que  propiciaban acercamientos entre partes sobre la base de principios mutualistas o justificaciones como la precisa hermandad entre  cristianos.  También  intervinieron  en  dichas  prácticas  los procuradores  concejiles,  parapetados  en  su  tarea  de  velar  por  la  convivencia  pacífica y

	 

	
armónica en la comunidad. Sobre la materia queda mucho trabajo por hacer para explicar los auténticos alcances y efectos de la acción de estos intermediarios.25  De lo que no cabe duda es  de que la infrajusticia, de un modo u otro, aparte de todas las acciones más informales pero relativamente cotidianas de mediación y arbitraje, también dejaba una profunda huella en las actuaciones  de los jueces para resolver conflictos, tanto  de naturaleza  civil como  criminal, en  los peldaños más bajos de la justicia institucional, interviniendo a veces como mediadores y componedores, o bien como árbitros. Ello permite explicar la gran masa de causas civiles y criminales fenecidas  sin sentencia,  a  pesar  de  haberse  empleado  tiempo,  dinero  y esfuerzos para que el tribunal decidiera sobre los hechos y la materia del conflicto evacuando responsabilidades y reparaciones.

	En este punto, el caso de Cantabria ofrece algunas peculiaridades dentro del marco de la Europa Moderna. La  fuerte  huella  de la infrajusticia era palpable, como  en la mayor  parte de los entornos rurales europeos que, igual que esta región septentrional de la corona de castilla, quedaban en regiones periféricas respecto a los grandes centros de decisión de la época. Sin embargo, a pesar de ello, en la región española mencionada  fueron muy  numerosos  los  casos civiles o criminales que llegaron al conocimiento de los jueces en los siglos XVII  y XVIII, tanto  que esta región arroja tasas de pleitos muy similares a las de las zonas rurales del área más urbanizada de Europa, como era la Holanda de los siglos XVII y XVIII, es decir, unas cifras promediadas para los siglos XVII y XVIII de unos 50 casos anuales  por  cada  100  000 habitantes.26

	Teniendo en cuenta la debilísima urbanización de Cantabria en ese periodo, este rasgo se explica por la gran fragmentación jurisdiccional que mostraba la  región del  norte  de  España aludida en la Edad Moderna, haciendo residir la  justicia  de  primera  instancia  en  ámbitos locales, y convirtiendo cada pequeño valle  en  un  entorno  jurisdiccional  y  un  espacio  que refería a una expresión de comunidad campesina.  Tales  factores  hacían  que  recurrir  a  la justicia no fuera caro; además, el  juez  de  instrucción  era  miembro  de  la  comunidad  e intervenía  de forma  similar a los ulteriores jueces de paz.  Estos  jueces locales, bajo el  título  de  alcaldes  mayores  u ordinarios, propiciaban mediaciones  ante  cada  asunto  civil  o criminal. Si  era oportuno,  aunque  no  necesariamente,  establecían arbitrajes  bajo forma  de resoluciones que se convertían, posteriormente, en la sustancia  de  las  sentencias  dadas  por  los corregidores, quienes podían recurrir al asesoramiento jurídico de letrados y juristas de los tribunales  superiores  para  dictar sentencia.

	Este cuadro de intervenciones, así como el papel sustancial desarrollado por los alcaldes mayores y ordinarios, unido al hecho de que las apelaciones a las sentencias tuvieran que remitirse a los distantes tribunales superiores, hacía más próxima la actividad de los tribunales locales a la sociedad sobre la cual proyectaban su acción y de la que también se influían, lo que dotaba a la infrajusticia de amplios ámbitos de intervención. De este modo, en esta región española la sociedad utilizaba los tribunales de justicia con más frecuencia de lo que era común en la mayor parte de las áreas rurales, ya no solo europeas, sino también españolas, lo que sin embargo, imprimía también su huella en la justicia.27

	La  infrajusticia  actuaba  casi  siempre  de  forma  paralela  y complementaria  al proceso

	 

	
judicial, favoreciendo que las partes alcanzaran acuerdos y negociaran entre sí las compensaciones oportunas, a veces por medio  de  intermediarios  que  estaban  dentro  de  la propia  comunidad  campesina,  «hombres  buenos»  o  prohombres,  «amigables  componedores»,

	«personas de buen celo», «buenos cristianos», amigos  y  parientes.  Estos,  así  como  otros agentes más profesionalizados, como eran los clérigos parroquiales, los abades de cofradías y órdenes terceras, los procuradores concejiles o los propios jueces de instrucción,  alcaldes ordinarios o mayores, trataban de acercar las posiciones de las partes para llegar a acuerdos o composiciones  que  permitieran superar  el  conflicto.  Esta  fórmula  implicaba  la  existencia  de una infrajusticia que era complementaria a la justicia  oficial,  aunque  muchos  conflictos debieron resolverse de forma exclusivamente  infrajudicial,  es  decir,  sin  intervención  de ninguna opción de mediación o arbitraje oficial y sin siquiera dejar un testimonio ni en los archivos judiciales ni en los registros notariales o en los libros de cofradía.

	El papel de los jueces locales y de instrucción no era indispensable, pero sí fundamental  para intensificar la eficacia de las  mediaciones  y  arbitrajes  infrajudiciales,  particularmente cuando  fallaban de manera  consecutiva  otras instancias  informales. Estos  oficiales locales de  la justicia quedaban imbuidos en la cultura de mediación de los  conflictos  socialmente construida en sus  entornos.  Participaban de  la  misma  y sus  intervenciones  contribuían,  a  su vez, a dotarla de cierto dinamismo. Casi siempre la propia intervención de estos oficiales y la prosecución de las causas que conocían en sus juzgados llegaban a crear el clima en que podía actuar mejor la infrajusticia. Las partes y los mediadores  seguían  interviniendo  en el  plano informal aunque la causa ya estuviera ante los estrados de la justicia. A veces fruto de ello, las causas quedaban suspendidas después de un pacto extrajudicial entre las partes. Otras  veces, estos jueces locales asumían sus tareas de forma paternalista y, después de oídas las partes litigiosas, proclamaban autos conciliatorios con que fenecían las causas  sin mayores  condenas que  consejos, reprobaciones, amonestaciones  y pago  de costas. No  era infrecuente,  sino todo  lo contrario, que antes de que llegara a intervenir siquiera  el  juez y de  que  se  iniciara  una  causa criminal actuaran a un nivel infrajudicial otros  varios  mecanismos  para  someter  a  control  el  conflicto y restaurar la paz entre  las partes.

	Un ejemplo concreto permite plantear  los  diversos  niveles  de intervención.  La  esposa de un vecino de la villa de Comillas,  llamado  Silvestre  de  Lamadrid,  emigrante  temporal  a Sevilla, donde contaba con algunos negocios como minorista,  decidió llevar  ante  el  juez a  su esposo el 20 de noviembre de 1820.28 Esta mujer, con lesiones permanentes en el pulmón y «la salud quebrada» por las palizas del marido, hacía constar sin embargo ante el juez del distrito que, a pesar de la violencia con que su esposo la  trataba  a  menudo,  y  de  que  ella  había intentado,   prudentemente,   ocultarlo   y   silenciarlo,   las   noticias   de   las   agresiones  habían

	«trascendido al público» a veces, dando ocasión su marido al escándalo de los «apacibles vecinos de esta villa», que tuvieron que socorrerla en varios momentos.  Los  clérigos parroquiales  también  habían reconvenido  al  marido  numerosas  veces.  Varios  de  los  ámbitos de control habían sido puestos en práctica, por lo tanto, sin un resultado disciplinario efectivo  que lograra la inhibición del violento esposo. El 20 de noviembre se había llegado a un punto    de saturación. Algo había que hacer.

	 

	
La causa criminal formada contra  el  agresor acabó, sin embargo, como  era habitual:  con  una  reconciliación entre  los esposos. El  juez consideró el  asunto  como  de injurias mutuas.  En el auto conciliatorio que dictó les reconvino a «reunirse, olvidando ambos las injurias», con la prevención de que «han de confesarse cada quince  días».  Esta  prescripción  poco  podía avanzar para atajar los ultrajes del hombre hacia su mujer. No obstante, algunos de los instrumentos activados fuera de los juzgados para frenar o atenuar la violencia marital, particularmente los párrocos y la comunidad (los vecinos), seguían activos  con  el  fin  de refrenar los golpes del esposo, no sabemos con qué eficacia,  aunque  no  se  constataron  más procesos criminales en el juzgado motivados por los  excesos  violentos  de  tan  agresivo  marido.

	 

	 

	
		Agentes de infrajusticia, celadores de la paz pública



	 

	Los párrocos, asumiendo una de las dimensiones de su labor pastoral, actuaban como intermediarios en los conflictos entre feligreses.29 Obviamente, para que cumplieran bien esta tarea debían contar con una cierta autoridad moral dentro de su comunidad. Esto resultaba fundamental  para dotar  sus  mediaciones  y arbitrajes de cierta eficacia. Sin embargo,  no  todos los  clérigos  parroquiales  podían afrontar  con garantías  dichas  tareas,  pues  aproximadamente la mitad  de los clérigos seculares en entornos  rurales como  la cornisa cantábrica a principios del siglo XVIII  tenían algún tipo de «tacha» moral a juicio de los prelados del distrito, y más de una  cuarta  parte vivían amancebados,  cifras que  no  fueron muy  diferentes  en entornos  del  sur de España, incluso en términos urbanos.30

	Aunque tener «tachas morales»  según  los  prelados  diocesanos  no  implicaba necesariamente la igual consideración de estos párrocos por parte de sus vecinos y feligreses, algunos clérigos locales despertaban negativos comentarios y murmuraciones por parte de sus vecinos, generalmente por ser correa de  transmisión  de  potentados  locales  y  usurpar autoridad, o bien por valerse de su condición y fuero clerical para excederse en sus comportamientos, abusar de sus derechos y cobrar deudas contraídas por vecinos  con  capellanías, beneficiándose quizá ellos mismos de los  fondos  de  esas  fundaciones.  Otras veces, sencillamente, vivían «aseglarados», lo que a los ojos de los prelados y visitadores episcopales era sinónimo de falta  de respeto a su condición clerical, aunque  no  siempre, como  se ha indicado, esta sensibilidad de la autoridad diocesana coincidía con la de los vecinos y feligreses del cura, que llegaban a desarrollar cierta tolerancia hacia algunos  de  los comportamientos aseglarados de sus párrocos.31 A pesar de ello, también la permisividad y comprensión tenía límites y, a veces, la tolerancia fenecía  fruto  de la reiteración en el  exceso moral protagonizado por los clérigos o por razón de su posicionamiento  en las  tensiones  de poder local  o comarcal. En estos casos la reprensión de los vecindarios también podía llegar     a expresarse con gran intensidad y notoriedad, como al  parecer  ocurrió  en  la  parroquia cántabra de Ruiloba durante la quiebra del Antiguo Régimen.

	En esta localidad española la sucesión de varios clérigos plagados de debilidades fue

	 

	
particularmente sintomática desde finales del  siglo XVIII  hasta  mediados  del  XIX,  momento  en que parece ser que las gotas que fueron saturando el vaso de la paciencia vecinal a lo largo de  ese periodo provocaron que se desbordara. El párroco que había  servido en esta  iglesia  en  1789 era jugador de naipes y frecuentador de las tabernas locales, tanto de día como de noche.   De él se decía que a veces «había desamparado el pueblo por haverse ido a acompañar  o  cortejar madamas»,  y que  «poco le servía predicar, porque en lugar  de meter  paz ponía en mal a los vecinos».32 Efectivamente, de poco debían valer a sus feligreses  las  reconvenciones morales o las mediaciones propiciadas por el mencionado clérigo parroquial.

	Años más tarde, en 1819, servía en la misma  parroquia  don José  Díez,  considerado por  sus vecinos un «impúdico sacerdote» que «dió el triste y lastimoso ejemplo de una vida relajadísima con sus sirvientas, que variaba y desechaba según el capricho de la más loca obscenidad».33 Ese año, y con un párroco de tan mala fama, no debieron servirle de mucho las reconvenciones de otro clérigo parroquial llamado Bernardo Rojo a una  prostituta  local  llamada Isabel Valdés para que  recondujera su vida y no  se convirtiera en mal  ejemplo para otras jóvenes de la localidad.34 El «aseglaramiento» del cura  limitaba  su  capacidad  de mediador en los conflictos. El punto de la tolerancia  de  los  vecinos  hacia  las  desatadas pasiones y excesos morales de José Diez lo rebasó otro clérigo  que  sirvió  en  esa  misma parroquia tiempo  después. Después  de trasladarse como  párroco a dicha localidad, en 1842,   se colocaron pasquines en lugares bien visibles denunciando su vida licenciosa. Ese  año circularon canciones que el clérigo oía a su paso por  los caminos  y lugares  más  públicos del lugar, denunciando la supuesta vida lasciva del cura.35 La causa que  enfrentaba  al  licencioso párroco ruilobano con sus feligreses quedó sobreseída en mayo de 1844 con el acuerdo de las partes.

	En este último caso -como en los anteriores- la autoridad moral  del  clérigo  para reconvenir a sus feligreses quedó minorada, aunque la  sangre  no  llegara  al  río,  como  le ocurrió, literalmente,  a  otro  párroco  en la  misma  región del  norte  de  España.  Me  refiero  al cura de Vejorís de Toranzo, que, en 1704, murió despeñado, arrojado al río donde fue hallado muerto,  según parece, por  obra y arte de algunos  de sus  parroquianos, sin que  se esclarecieran ni las razones de este crimen ni los responsables del mismo.36  Todo  ello  demuestra  una capacidad arbitral  reconocida a los párrocos por  sus  propios feligreses, pero también dentro  de unos límites que, fundamentalmente, dependían de la autoridad que hubiera sabido y podido labrarse el clero local como fruto de la convivencia cotidiana con sus vecinos. La comunidad local, por su parte, no solo intervenía más o menos espontáneamente para custodiar  la  paz pública, sino que también estimulaba la gestación de fórmulas de arbitraje más organizadas, apoyadas en instituciones concejiles y en las cofradías religiosas.

	Todas las cofradías religiosas con las advocaciones de la Vera Cruz o terceras órdenes recogían expresamente en sus Reglas o Estatutos  algunos  capítulos  destinados  a  organizar  la forma en que estas instituciones debían procurar «el que entre ellos se conserve una verdadera paz», pues de ahí se derivaría, no solo «el sosiego  de  la  comunidad»,  sino  también  «el aumento de bienes temporales y su conservación, no gastándolos en litigios inútiles, cuando es  tan fácil evitarlos por el medio y la intervención de sujetos de tan recta intención y capaces de

	 

	
procurar al injuriado una satisfacción no solamente cristiana, sino también honrosa, con igualdad».37 Este era el fin de cada arbitraje propiciado en el seno de la cofradía. El conflicto debía ser llevado por dicha vía, secretamente, antes de acudir al juzgado y, en caso de haberse iniciado ya una demanda cuando el asunto se conocía en la hermandad, el demandante debía

	«relaxar  la querella que  tuviese  introducida» bajo pena  de ser  excluido de la confraternidad,   lo que suponía también una mácula dentro de la comunidad vecinal.

	Estos arbitrajes desarrollados en el seno de las cofradías religiosas afectaban tanto a  materias civiles, como la especificación de servidumbres o el aprovechamiento de usos comunitarios, como a cuestiones criminales de toda suerte. Ambas partes litigiosas, con independencia de la gravedad del asunto y la naturaleza  del  conflicto,  debían  aceptar  la decisión  de   la  cofradía,   pues,   como   se   anotaba  en  algunos   de   sus   libros  de acuerdos,

	«hacemos y somos un solo cuerpo». Así, los arbitrajes organizados  por  las  cofradías propiciaban que se restaurase la posición de cada una de las partes litigiosas dentro de la comunidad. Esta, a través de la cofradía, actuaba como garante de los pactos y conciliaciones,  que debían ser auspiciados por dos cofrades «celadores», uno seglar y  otro  eclesiástico, miembros  de  las  cofradías,  que  eran nombrados  anualmente  para  tal  efecto.  Los  «celadores» se empleaban en «cuydar cómo viven los hermanos» de la fraternidad y observar «si dan algún escándalo, sea en amancevamientos,  embriagueces,  blasfemias,  perjurios,  hurtos  u  otro qualquier vicio de que se siga algún escándalo». Debían ser «sujetos de toda  virtud,  juicio, prudencia y celo, y los primeros en dignidad», es decir, lo que en los concejos los vecinos llamaban «hombres buenos».38 Este era un requisito esencial, pues la autoridad de sus mediaciones y arbitrajes se cimentaba sobre la reputación construida y reconocida en  la comunidad social, en la que las partes litigiosas también se integraban.

	En las  terceras  órdenes  el  nombramiento  de  «celadores» era  secretamente  realizado por el abad de la cofradía, quien generalmente era el  párroco  o  un  reputado  clérigo  parroquial local. Cada vez que estallaba un litigio entre cofrades,  los  «celadores»  intentaban  que  las  partes llegaran a un acuerdo y superaran el conflicto. En el caso de  ser  necesario  se  comunicaba al abad de la cofradía el litigio en cuestión y, si había persistencia o negativa a aceptar la mediación, los «celadores» podían provocar una reunión de la junta general de la cofradía, lo que era generalmente sinónimo de convocar a  todo  el  vecindario  de  una  comunidad campesina o a toda  la feligresía de un distrito urbano.  El  cuerpo que  componían estos colectivos actuaba como entorno y escenario social que dispensaba algún tipo de presión sobre las partes  para  llegar  a  composiciones  y  superar,  al  menos  temporalmente,  sus diferencias.

	De  algún modo,  estos  «celadores» de  las  cofradías  realizaban una  tarea  similar  a  la de los  mencionados   «hombres   buenos»  y  «personas  de  buen  celo»,  a  quienes  se atribuyen

	«buenos consejos» y que, con esos términos, aparecen anotados ocasionalmente en las composiciones entre partes llevadas ante notario, citándose en este caso como intermediarios nombrados por las partes en conflicto para acercar sus posiciones y relajar las demandas judiciales. Todos estos intermediarios, que actuaban para acercar a las partes y  propiciar soluciones  más  o  menos  negociadas  y consensuadas  entre  los  litigantes,  realizaban tareas  de

	 

	
mediación y arbitraje análogas a las que en  otras  regiones  europeas  y  americanas desempeñaron los  llamados  «alcaldes  de  barrio»  nombrados  en  distritos  urbanos  y  rurales para  tal fin.39

	En Leiden, por ejemplo, cada barrio nombraba a dos personas  consideradas  «buenos vecinos» u «hombres buenos» para que apaciguaran las discordias entre  vecinos.40  De  una manera más espontánea, mucho menos formalizada,  recurrían  a  similares  sistemas  los londinenses del siglo XVIII, particularmente  los esposos violentos que  cada vez que  aplicaban  un correctivo a sus esposas mandaban llamar a vecinos y parientes para que fueran testigos de   los golpes que propinaban. Con esta actitud, los agresivos maridos no pretendían lograr un arbitraje de un crimen cometido, sino que trataban de que los mediadores les impidieran extralimitarse al aplicar su dosis de violencia.41 Similares tareas preventivas del crimen ocasionaban, como ya se ha explicado, los comentarios de los  vecinos, las  reprensiones  del párroco  y la murmuración.

	En este sentido, el escándalo se convertía en  la  barrera  que  separaba  los comportamientos tolerados y los intolerables, a la vez que marcaba un grado ya extremo de murmuración,  así  como  la ineficacia de esta para reducir  y controlar  la conducta  escandalosa, es decir, aquella que alteraba, en algún modo, la paz pública e implicaba un comportamiento considerado desviado o socialmente reprensible  por  ser,  además,  un  mal  ejemplo  para  los demás componentes de la comunidad social de referencia. Llegados estos extremos,  la murmuración desempeñaba una compleja función de control social que permitía articular reprensiones disciplinarias  tendentes  a  reacomodar  los  comportamientos  dentro  de  los márgenes socialmente tolerados. Sin embargo, la murmuración no siempre desempeñaba tales funciones ni asumía estas significaciones, pues podía  simplemente  alertar  sobre  problemas latentes dentro de la comunidad o estar cimentada sobre  pasiones  y  enemistades  a  veces larvadas durante largo tiempo, y en este caso lo que frecuentemente lograba era acentuarlas e intensificar el conflicto.

	 

	 

	
		Conclusiones



	 

	Prevenciones y consejos de los párrocos en el  ejercicio de sus  tareas pastorales, reprensiones    a los vecinos escandalosos, pasquines y  coplas  populares,  murmuraciones,  inhibiciones causadas por amenazas  y pendencias,  mediaciones  y arbitrajes  desplegados  por  «celadores» de cofradías u «hombres buenos», «amigables  componedores»,  parientes,  amigos  y autoridades locales de todo género aludían a un complejo marco de intervenciones de infrajusticia que quedan solapadas bajo  las  consideraciones  judiciales  pero  que,  de  algún modo, tenían en cuenta los jueces al enfrentarse a la materia concreta  de  cada  caso.  El conflicto, debido al papel fundamental jugado por todo este universo  de  mediaciones  y  arbitrajes infrajudiciales, acababa  frecuentemente feneciendo  sin  dejar  huella  judicial  en forma de sentencia y, cuando más, en un auto  resolutorio o una  composición formalizada  por escrito  ante  notario.  Desde  las  resoluciones  conciliatorias  hasta  las  sentencias condenatorias

	 

	
los jueces aplicaban una racionalidad que combinaba justicia e  infrajusticia,  quizá  porque ambos ámbitos eran parte de la misma materia; la infrajusticia era también justicia.

	De alguna manera, la justicia española del  Antiguo  Régimen  se  componía  de  ambos planos de intervención, en combinatorias muy diversas, y suponía  una  específica forma  híbrida de uso social del Derecho y las instituciones. Al tiempo, desde estos planos, también  se  reconocía el Derecho como un instrumento para lograr equilibrar las tensiones que provocaba cotidianamente la propia vitalidad del cuerpo político  que  componían  las  corporaciones, estados, piezas y miembros de la Monarquía. Era esta naturaleza híbrida de la justicia la que impide hablar de monopolio de la misma o del Derecho, o de las formas de  disciplina  o violencia legítima, en las sociedades de  la  España  moderna,  ni  siquiera  como  tendencia secular. Lo que se imponía era un diálogo entre aparatos judiciales y  usos  sociales  de  los mismos o, lo que  es  igual,  entre  justicia  e  infrajusticia.  Esta  última  tuvo  una  importancia axial, incluso creciente, a lo largo de todo el Antiguo Régimen, para lograr  el  efecto  de garantizar  un equilibrio posible, aunque  fuera  en tensión,  en la vida cotidiana. Así  lo apuntan las informaciones analizadas en las presentes páginas, que permiten comprobar que se dio, no tanto una auténtica devolución de funciones judiciales de los altos tribunales a los menores, tal como expuso  Richard  Kagan, sino  más  bien  un  progresivo  avance  de  la  infrajusticia, expresada en mediaciones  y arbitrajes. Tal  proceso no  debilitó la justicia, sino que  revelaba una dimensión de la misma progresivamente más participada por la sociedad.

	En todo caso, estas formas y usos de la justicia competían con otros que la afectaban de formas muy diversas. Los grupos o bloques de poder, ya bajo la forma de parentelas, ya como clientelas o facciones sociales cimentadas sobre la construcción de lazos asimétricos de dependencia personal o, incluso, por las propias comunidades  vecinales,  articuladas  por vínculos interpersonales horizontales, actuaban de forma disciplinaria  sobre  los  comportamientos de los individuos. Dichas  intervenciones  no  siempre  se  acomodaban  a  la idea de reprensión e instrucción para reducir los márgenes de  conflicto,  sino  que  también podían expresarse de manera que, muy al contrario, provocaran o fortalecieran el  mismo.  El riesgo estaba ahí. A medida que avanzaba el siglo XVIII, en las sociedades campesinas de  la España peninsular fueron desapareciendo, sin embargo, las llamadas pendencias, que  eran asaltos protagonizados  por  miembros  armados  de una  parentela o de una  clientela expresando su derecho de venganza, vendetta o blood feud, o su particular percepción de lo que era o no justo. Sin embargo, esas prácticas se mantuvieron vivas aún hasta las últimas décadas del siglo

	XVII.

	Con y sin violencia, la infrajudicialidad aludía a un ámbito de mediación y, a veces, a un arbitraje que  se colocaba casi  siempre dentro  del  Derecho y amparado tanto  por  las prácticas de los jueces como por las recomendaciones  de  los  más  altos  tribunales  de  la Corona,  los juristas y la tratadística del Antiguo Régimen,  además  de por  la costumbre  y los usos  sociales de la justicia. Desde todos esos entornos las señales y testimonios documentales son claros al respecto. Ello, precisamente, es lo  que  permite  otorgar  su auténtico  significado  a  fenómenos que eran ya percibidos por estudiosos de  los  años  setenta  y  ochenta  del  siglo  XX,  como Weisser  y  Pike,  aunque  interpretados  entonces  bajo  otras  perspectivas  menos  ajustadas a

	 

	
cuanto aquí se ha analizado a la luz de la lectura de una documentación más masiva y cualitativamente más expresiva.

	Toda la información analizada  en este  capítulo  permite  constatar  la  naturaleza  compleja de la justicia en la España del Antiguo Régimen,  dentro  de  la  que  no  es  fácil  ni  oportuno segregar los ámbitos respectivos de justicia e infrajusticia. Componían una  misma  materia. Cierto es que  también los límites  entre  algunas  formas  de justicia y los espacios fuera  de la ley y del Derecho eran muy sutiles, pero también lo es que quienes hacían  uso  de  la  cultura jurídica, de la costumbre y de cuantos recursos ponía en sus manos el Derecho percibían esos confines. Esto era así, tanto entre los más profesionalizados, es  decir,  entre  los  agentes, oficiales, peritos, jueces, escribanos..., como también, por su parte, entre la gente común. La infrajusticia tuvo un peso decisivo en sociedades tradicionales del Antiguo Régimen, como  lo tiene aún hoy bajo diferentes versiones y modalidades, desde la que  se desarrolla en el ámbito  de la vida de cada día, hasta  los territorios de la diplomacia y las relaciones internacionales.   Por esa razón no me cabe duda alguna de que,  habiendo  preocupado a los  historiadores  del crimen en las últimas  décadas, la investigación en este campo  dará todavía mucho  que  hablar en los próximos años.
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		EN TORNO A LAS RELACIONES SOCIALES: NOSOTROS Y ELLOS. UN  ANÁLISIS  A PARTIR  DE LOS  PROCESOS INCOADOS



	AL PRESIDENTE DE LA AUDIENCIA DE QUITO A MEDIADOS  DEL SIGLO XVIII

	 

	 

	TAMAR  HERZOG*

	 

	
		Consideraciones generales



	 

	Todos los individuos forman parte de un mundo social, y  todos  modifican  sus  actividades (también) de acuerdo con obligaciones y deseos sociales. Ahora bien, a pesar de que existe un amplio consenso sobre esta afirmación, seguimos sabiendo poco sobre los  mecanismos específicos que  atan a las personas unas  a otras y sobre los procedimientos  concretos  a través de los cuales las relaciones  humanas  explican  su  modo  de  proceder.  El  análisis  de constelación social  en el  Quito  colonial  de  mediados  del  siglo  XVIII  nos  permite  argumentar que el valor de las circunstancias y de los actos específicos en el hacer  y deshacer  de  las relaciones sociales es relativo, que  no  existen hechos  que  permitan determinar  de antemano  y con certeza qué tipo de relaciones habrán de producir, y que, en esencia, su influencia se halla supeditada a lo que  con ellas se haga.  Podrá haber  casos en los que  exista  el  potencial  para una relación pero, con todo, nada asegura que la misma se concrete, ni tampoco la forma  que cobrará. De las partes depende, en cada caso, interpretar el significado y la importancia de lo  que existe o de lo que ha sucedido; y esa  interpretación puede  conducir  a  adoptar  actitudes sociales disímiles. Los observadores  externos  pretenden con frecuencia  entender  la esencia de lo que ata a una persona a otra para, a partir de allí conjeturar que ciertos individuos deberían sentirse comprometidos con otros, o sentir animosidad hacia ellos; y sin embargo,  esta conclusión no es más  que una  mera hipótesis necesitada de  pruebas.

	A pesar de que estas afirmaciones puedan parecer triviales, incluso obvias, tenerlas en consideración es de vital importancia. Los historiadores, a menudo, se han guiado por indicaciones externas para dar por sentada la existencia de  relaciones.  Han  asumido,  por ejemplo, que  los lazos  familiares  o  las  actividades  o  negocios  en común creaban relaciones. Al margen de que estas fueran buenas o malas, se las consideró una realidad exenta de ser comprobada:  simplemente,  basándose en el  hecho  de que  dos  (o más)  individuos  compartían un espacio, rasgo o actividad común. Pero ¿es suficiente tal  interacción para  establecer  una relación? ¿Puede ser garantía de un determinado tipo  de  relación?  Si  no  es  así,  como  nos gustaría sostener aquí, ¿cómo pueden entonces los historiadores estudiar y evaluar el rol de las redes sociales en el hacer y des-hacer de la realidad? De hecho, si el valor de las cosas es conocido solo por quienes las experimentan, si una  mirada externa -incluso  contemporánea-no

	 

	
puede juzgarlas correctamente, ¿cómo podemos entonces analizar una acción o  una  actitud  a través del análisis de una relación social?

	 

	
		La visita contra el presidente Araujo y Río: un caso a investigar



	 

	Examinaremos estas cuestiones a través de los procesos judiciales a los que fuera sometido el presidente de la Audiencia de Quito, a mediados del siglo XVIII.  En  ese  momento,  Quito, antigua ciudad capital refundada por los españoles en 1534, dominaba la  provincia correspondiente al territorio del actual Ecuador, el sur de Colombia (Cali, Pasto y Popayán) y varias  regiones  de  la cuenca  del  Amazonas  (Macas, Quijos, Mainas  y Jaén de  Bracamoros).1 La ciudad funcionaba como el centro administrativo, religioso y económico de la provincia, albergando la Audiencia, la Hacienda Real, dos universidades, varios colegios y la sede episcopal.2 Como otros pueblos de la América española, Quito estaba dividido entre el centro tradicional y varios barrios periféricos. El centro seguía  una  estructura  cuadriculada, con una plaza  mayor  flanqueada  por  la catedral, el  palacio arzobispal, la Audiencia,  la casa  conciliar y las residencias de ciudadanos  ilustres. La  plaza, área preferida para las ceremonias  cívicas     y religiosas y para punto  de encuentro,  albergaba asimismo  el  mercado. A mediados  del  XVIII, la mayoría de las calles principales  estaban  pavimentadas  y,  a  lo  largo  de  ellas,  las  casas habían sido construidas con cimientos  de  piedra  y muros  de  adobe.  Los  barrios  periféricos eran, por el contrario, de carácter rural o  semi-rural3  y consistían mayormente  en edificios situados en torno a una parroquia, y en casas aisladas con reducidos terrenos para satisfacer demandas de supervivencia  y  de  agricultura  comercial.  La  distinción  geográfica  y  material entre el centro y la periferia de la ciudad  se  veía  realzada,  además,  por  segregaciones  sociales:  la mayoría  de los españoles vivían en el  centro,  mientras  que  los españoles pobres, los indígenas y los mestizos vivían en las periferias.

	La sociedad quiteña exhibía las jerarquías con nitidez, hallándose la administración y la economía dominadas por un reducido número de familias. Se estima que entre siete  y  diez familias controlaban aproximadamente el 50% de las operaciones  en  fábricas  textiles  entre 1607 y 1776.4 En el periodo que nos  ocupa,  el  0,07%  de  la población controlaba  el  30,78% de las haciendas rurales.5 Así pues, un típico miembro de la  elite  era  un  hombre  rico  con haciendas y tierras, manufacturas textiles y residencias tanto urbanas como rurales. Poseía seguramente un negocio, o bien tenía contactos  comerciales  fuera  de  la  ciudad.  Pertenecía  a una extensa familia  fuertemente  arraigada  en la jurisdicción, con miembros  a  lo largo de  toda la provincia.6

	No obstante las permanentes migraciones, de la montaña a  la costa  y de  norte  a  sur,  un 65% de la población de las provincias vivía aún en áreas sujetas a la influencia de las elites locales de la capital (al centro-norte  de la sierra). A pesar del  mestizaje,  casi  al  70% de esta gente se la clasificaba como «indios».7  Se  estima  que  en la década  de  1750 la ciudad tenía entre  40 000 y 48 000 habitantes.8

	Las fábricas textiles y la labor indígena (forzada) sostuvieron la creciente economía de

	 

	
Quito en el siglo XVII.  Durante  este periodo, la producción de textiles  llegaba hasta  Potosí  y  los comerciantes quiteños estaban presentes en las ferias de Panamá, vendiendo productos a comerciantes españoles y adquiriendo a cambio diversas mercancías europeas.9 Al menguar la producción de las minas peruanas, se abandonó el sistema de ferias y las mercancías europeas alcanzaron directamente los mercados peruanos (a finales del  XVII). La  ciudad sufrió entonces  una importante crisis económica, seguida de reajustes y una lenta recuperación gradual. En el temprano siglo XVIII, la mayoría de las actividades económicas se concentraban en  la  producción agrícola de las haciendas.10 La caída de las manufacturas devastó a aquellos comerciantes que, en lugar de exportar textiles  a las  flotas  y a Lima,  ahora  vendían poco más que productos agrícolas y, como mucho, burdos tejidos a Nueva Granada (actual  Colombia).11

	Estos considerables cambios económicos y demográficos se vieron acompañados de conflictos sociales. A mediados del XVIII, la sociedad quiteña (en especial, la elite) quedó profundamente conmocionada por una investigación seguida contra el presidente de la Audiencia,12 José de Araujo y Río, quien, entre otros cargos, fue acusado de aceptar sobornos, promover el contrabando, atentar  contra  la autonomía  local, exigir  impuestos  ilegales y exhibir un comportamiento antisocial. Entre aquellos que proferían tales denuncias se encontraban destacadas figuras dirigentes, algunas  relacionadas  con  la  administración  real,  como  el anterior presidente de la Audiencia y el  fiscal. Otras  eran miembros  del  Consejo, de Hacienda  o de la elite local. Entre 1736 y 1737 escribieron a Madrid requiriendo la susodicha investigación del presidente y su destitución. Debe decirse que la mayoría de tales escritos  no eran sino el  fruto  de conflictos  personales. Como  miembros  de diferentes  instituciones  locales y como particulares, consideraron que el presidente atentaba contra su honor o sus intereses, o contra el honor y los intereses de las corporaciones a las que pertenecían.

	En la sospecha de que algo de verdad había en tales alegaciones  y  en  medio  de  la saturación de las cartas llegadas desde Quito,  Madrid emitió  un decreto contra  José de Araujo  y Río, sometido a partir de entonces a una escrupulosa investigación. Después de prolongados aplazamientos administrativos, el proceso contra el presidente comenzó en junio de 1743. Una   vez revisado el caso, el juez a cargo de la causa dictó contra él una orden de detención y la confiscación de sus bienes. En los meses siguientes, el  juez sumó  sucesivas  deposiciones  de testigos y,  en junio de 1744, es decir, un año después, le tomó  declaración a José de Araujo y Río. En ella, el  presidente negó  todas las acusaciones  y explicó que  algunos  hechos  alegados por los denunciantes  eran completamente  falsos. Otros, por el  contrario, sí  eran ciertos, pero   su significado y su importancia eran  radicalmente  diferentes  de  lo  que  sus  oponentes  les habían atribuido. Al admitir que  había intervenido  en la elección de los  oficiales  locales  por parte del Consejo, el presidente adujo, por  ejemplo, que,  lejos  de  seleccionar  a  sus  aliados (tal como lo habían acusado sus detractores), su intervención había sido necesaria  para  garantizar la paz pública y la dignidad de todos aquellos  que  desempeñaban  en  cargos  y oficios. Del mismo modo, había ordenado al jefe de correos coordinar con él todos los envíos,  no porque quisiera coartar la libertad a la hora de redactar las cartas (de lo que había sido acusado), sino porque quería asegurar la efectiva colecta y entrega de las misivas. Y, aunque asumió  el  carácter  excepcional  de  tales  medidas,  Araujo  y  Río  insistió  en  que  ambas eran

	 

	
legales y necesarias, debiendo ser aplaudidas antes que censuradas.

	A medida que avanzaba la investigación, la división de la ciudad en dos bandos, quienes apoyaban al presidente y quienes  se oponían,  se fue  perfilando con claridad. Resulta  llamativa la rivalidad nacida entre el presidente  y  varios  comerciantes  locales.  Primeramente,  estos habían denunciado ante Madrid el accionar del presidente y, tras haber alcanzado su objetivo y haberlo sometido a investigación, mantuvieron  un  rol  activo  en  el  proceso.  Liderados  por Simón Álvarez Monteserín, «ayudaron» al  juez encargado de la investigación a elaborar  listas  de testigos y las preguntas que estos habrían de responder. A mediados  de  1744,  la participación de dichos comerciantes en el proceso fue tal que este parecía más bien una causa particular y no una instancia de control público. Iniciada por las autoridades metropolitanas, la investigación contra Araujo y Río se fue transformando así en un procedimiento privado que lo confrontó con varios individuos. Ello fue especialmente notorio cuando  llegó  la  hora  de elaborar una acusación formal,  la cual  había sido escrita prácticamente  por  los  comerciantes,  no por el juez. Aquellos determinaron  cuáles  hechos  eran significativos  y cuáles  no,  cuáles podían ser  probados y cuáles debían dejarse de lado, conformando,  de este modo,  las bases  para la continuación del proceso en tanto que en ellas se disponía  de  qué  se  acusaba  al presidente y, por ende, de qué debía defenderse.

	La transformación de la investigación (y del juicio)  en  una  confrontación  entre  el presidente y un grupo de comerciantes resultaba evidente para ambos bandos. De hecho, para defender su inocencia Araujo y Río eligió atacar personalmente a  los  miembros  del  grupo opositor: de acuerdo con sus alegaciones, todos eran enemigos  suyos  y  habían  obrado siguiendo    intereses    propios.    Aunque     alegaban    defender    los    intereses    reales,   dijo:

	«públicamente abrigaba a todos los mal contentos del gobierno y, con... su genio, a todos mis dictámenes o los ridiculizaba o los suponía reato de delito, con que los acriminaban solicitando mi ruina».13 El marqués de Maenza, un miembro del grupo, lo odiaba porque él, Araujo y Río, había denunciado sus actividades ante el Concejo de las Indias. Otros miembros del grupo eran simplemente indignos de confianza. Antonio Baamonde era «hombre fácil en el hablar por menos seguro en lo que afirmaba intrépido y bullicioso», y Diego Arias era «una persona  de  malas  y perversas  inclinaciones».14  Ignacio  Cabueñas  estaba  acostumbrado a

	«fabricar ideas»; su reputación era tal que, en la ciudad, cualquier acontecimiento fabuloso era catalogado como invención suya.

	Para desacreditar a aquellos que habían declarado en su contra, el presidente sostuvo que tales deposiciones provenían todas de parientes, de amigos o de dependientes de los propios rivales. Basándose en este argumento, Araujo y Río solicitó al juez que sus testimonios fueran eliminados de las actas. Según el presidente, nada de lo que estos testigos habían afirmado era cierto; además, era imposible confiar en ellos dada la estrecha relación que tenían con sus oponentes. La gran probabilidad de que mintieran explica por qué sus testimonios lo incriminaban, mientras que los de  sus  propios  testigos  lo absolvían.  Ninguno  de  los  testigos que contra él declararon era de fiar. Los suyos, por el contrario, parecían de otra índole: todos ellos, «sujetos  de  gran formalidad  y verdad,  aun  sin interponer  la  religión del  juramento,  de toda excepción y fidedignos en juicio y fuera de él».15

	 

	
La respuesta de los miembros del bando  rival  fue  tan  inmediata  como  inequívoca: negando  todo  lo alegado por  el  presidente, defendieron la veracidad de las  deposiciones  de sus testigos, quienes no estaban vinculados a ellos amistosa  ni  legalmente,  ni  los  unía  lazo social alguno.  Tampoco  eran  enemigos  del  presidente.  No  constituían  un  «bando»  o  grupo, sino una accidental confluencia de individuos que resultaron coincidir a propósito de ciertos hechos, los cuales (casualmente)  eran  desfavorables  para  el  presidente.  Si  alguna  conexión había entre los testigos, alguna obligación de mentir para  ayudar  a  amigos  y  destruir  a enemigos, esta existía solo  entre  los  aportados  por  el  presidente.  De  hecho,  estos  estaban todos relacionados entre  ellos, ligados  al  presidente, y su versión de los  hechos  no  podía ser de fiar.

	Dada la naturaleza de tales afirmaciones, la investigación contra José Araujo y Río se convirtió en un debate sobre la existencia o no de redes sociales en el Quito del XVIII. En esencia,  lo  que  ambas  partes  argumentaban  en el  juicio  era  que  los  opositores  formaban un

	«bando»; que este incluía una amplia gama de personas conectadas por lazos familiares o de amistad, colaboración económica, dependencia institucional o personal y orígenes comunes (paisanos); que dichos lazos producían  determinadas  obligaciones  y  estas  a  su  vez conllevaban la necesidad de ayudar  a amigos  y de herir  a enemigos,  siendo además  tan fuertes y poderosas que resultaban más importantes que el deber de decir la verdad en procedimientos legales.

	Por tanto, las partes  enfrentadas  en  este  proceso  judicial  sustanciado  en  Quito confirmaron con precisión nuestras suposiciones eruditas. Corroboraron que ciertos tipos de relaciones son consecuencia de determinados hechos (como los lazos familiares); que tales relaciones pueden ser constatadas  (y analizadas) por observadores ajenos (en aquel  caso, por  los miembros del grupo rival; en nuestro caso, por los  historiadores),  y  que  todas  las  relaciones afectan el comportamiento social de quienes se ven involucrados  en ellas  (en este caso, conduciéndolos a mentir en un proceso judicial). La implicación estaba clara: usando términos actuales, lo que las partes hacían era examinar la formación y la consolidación de las redes sociales en su ciudad, así como la manera en que estas podían ser útiles para evaluar el comportamiento de los individuos (dispuestos a mentir para ayudar a sus amigos o frenar a sus enemigos). Pero eso no fue todo. A causa de la naturaleza  de  la  confrontación,  también arguyeron lo contrario: cuando les tocaba  defender,  sus  propios  testigos  (que,  según  ellos, decían la verdad) cuestionaron la posibilidad de que las redes existieran y de que quienes les observaban pudieran atribuirles un significado. Es decir, cada parte reivindicó la existencia de una  red social en el lado opositor (lo que conducía a los testigos a mentir), pero cada una  negó      a su vez la existencia de tales redes entre sus testigos (que estaban diciendo la verdad). Ello encaminó a las partes a una toma de posición algo delicada.  Mientras  afirmaban  que determinadas relaciones  podían llevar  a  las  personas  a  mentir  en un proceso judicial, lo que cada parte cuestionaba en realidad era la capacidad de sus opositores  de  comprobar  la existencia de dichas redes en el lado propio. En otras  palabras,  defendían su habilidad  para entender las redes contrarias, negando esa misma habilidad en sus adversarios. Las relaciones sociales existían, por supuesto. Y eran importantes. Pero ¿se puede denominar red social a  una

	 

	
mera suma de individuos que simplemente expresaron pensamientos similares?

	La  razón para perseguir  una  estrategia  tan contradictoria era obvia:  la insistencia en que la otra parte era un bando mientras que la propia era una unión circunstancial de individuos resultaba una herramienta útil. Elaboradas por los rivales más que por los  amigos,  las afirmaciones sobre la existencia (y la importancia) de redes sociales iban  dirigidas  a desacreditar  a quienes  las conformaban y,  por  ende,  sus  respectivos testimonios,  dañinos  para los primeros. Nos gustaría señalar, no obstante, que a pesar de ser producto de una estrategia  legal, las  declaraciones  sobre  la existencia  o no  de  redes  eran también fruto  de  una  realidad. Las afirmaciones y argumentos sobre las redes sociales demostraron el grado  de incertidumbre que aquellas comportaban para los contemporáneos y, al mismo tiempo, brindaron un precioso ejemplo de las trampas en las cuales los  historiadores  pueden  caer  al  realizar  análisis  de redes sociales.

	El juicio contra José Araujo y Río sirve así como ejemplo de  una  discusión más  amplia sobre la utilidad del análisis de redes  sociales.  Resulta  un  buen  caso  testigo,  porque  el registro procesal es extenso y detallado; también es útil porque tuvo lugar  en  una  ciudad sumamente dividida, en la cual esas divisiones no solo existían, sino que eran celebradas. Por último, aunque no menos importante, dada la naturaleza judicial de la confrontación,  las discusiones a propósito de las redes sociales no solo eran posibles, sino que constituían un instrumento estratégico de primer orden, reconocido incluso por el sistema legal español, que ofrecía un amplio espacio a los reclamos sobre la existencia o no de obligaciones sociales. Siguiendo el derecho romano, este sistema legal, que también operaba en la América hispana, había determinado formalmente que ciertas personas no  pudieran responder  como  testigos  en  un juicio.15 Entre ellas se encontraban los criminales y los ciudadanos de  mala  reputación y, según las circunstancias, los miembros de una misma familia, los dependientes o esclavos, así como los enemigos  (especialmente  los  «enemigos  capitales»).  Quienes  pudieran  clasificarse en estas categorías podrían ser, por ende, desacreditados,  y su testimonio  eliminado  de  las  actas o simplemente ignorado. En vías de anular su declaración, la parte interesada debía presentar ante el juez un argumento concreto: las tachas. Se hacía preciso identificar al  testigo cuyo testimonio debía invalidarse, bien por su amistad  con la parte que  apoyaba, bien porque  era enemigo de la parte opositora. Una vez identificados, se hacían las  alegaciones  y  se facilitaban las pruebas para demostrar por qué y en qué sentido tales testigos  eran amigos  o enemigos  de algunas  de las partes comprendidas  en el  proceso. No  era necesario demostrar  en el caso específico, es decir, en el juicio en concreto, que los testigos mentían por obligaciones sociales con alguna de las partes. Bastaba con atestiguar que su posición social comprometía potencialmente su declaración; que, por la relación que los unía (o desunía) con otros actores sociales, no  eran libres de declarar  la verdad y,  en muchos  casos, ni  siquiera de declarar  lo  que querían. De hecho, por pertenecer a una red, tenían obligaciones sociales y se esperaba de ellos que  actuaran de una  determinada  manera.  Legalmente,  la cuestión de si  actuaban o no  en el  modo  esperado  (aquí,  si  mentían en el  proceso  judicial)  era  irrelevante.  La  potencialidad era suficiente. En este contexto legal, las relaciones sociales servían como presunciones de un  mal   comportamiento   (mentir)   que   no   precisaba  ser  probado;  ellas  hacían  que las  cosas

	 

	
pudieran desarrollarse de una manera presumible, aunque no necesariamente ocurriera de ese modo.

	Menos interesados en la estructura específica de cada una de las redes confrontadas, estructuras que ya hemos descrito en otra parte,17 lo que nos preguntamos aquí  es:  ¿cómo explicaron las partes de  la discusión la existencia  (o inexistencia)  de  redes  sociales?, ¿cómo  se definía la pertenencia de una persona a un  grupo  o  a  otro?,  ¿cómo  ligaron  los  hechos externos  a actitudes  y comportamientos?,  o ¿cómo  argumentaron contra  ello?

	 

	
		La visita contra Araujo y Río: probar y denegar la existencia de redes



	 

	En un comienzo, las partes litigantes tomaron la ruta  esperada.  Describieron  hechos externamente observables que los condujeron a la (inevitable) conclusión  de  que  ciertas personas se veían ligadas unas a otras, y por ello, resultaban propensas a mentir en el proceso. Identificaron las muchas maneras y razones por las cuales los individuos que deponían como testigos podrían ser asociados, o incluso pertenecer, a alguno de los bandos;18 explicaron que podrían estar enfadados  con el presidente por haber  tomado  decisiones judiciales contra  ellos  o haberlos encarcelado. Y sostuvieron que, a  la  inversa,  otras  personas  podrían  estar agradecidas con él por haberles asignado un oficio o proporcionado una  comisión lucrativa. Quienes,  al  ejercer  su actividad como  alcaldes ordinarios o como  regidores, tenían el  poder  de decidir,  tanto  en  asuntos  judiciales  como  administrativos,  podían  ganar  potencialmente tanto amigos como enemigos. La razón era simple: puesto que sus determinaciones podían ser ventajosas o desventajosas para  ciertos  individuos,  en  el  proceso  de  tomar  una  decisión  o como  resultado de la misma,  era factible que  algunos  se convirtieran bien en sus  amigos,  bien en sus enemigos.

	Otra  razón por la que  las personas podían verse ligadas entre  sí, era la protección mutua     o unidireccional. Los individuos se ayudaban unos a  otros  en  diferentes  momentos,  y  esta ayuda podía ser consideraba la base para el surgimiento de una amistad, especialmente cuando incluía asuntos delicados que requerían secreto y confidencialidad. Aquellas personas involucradas en ayudar, o simplemente en dar consejo a otras en un  litigio,  antes  o  en  el proceso de conceder la ayuda, quedaban necesariamente unidas unas a otras. Este vínculo se constataba  en el  hecho  de que  abogados y notarios contaban frecuentemente  entre  sus  clientes con varios miembros de una misma familia o grupo social. Los clérigos podían  verse comprometidos  con el  benefactor  de su parroquia; los estudiantes  con sus  profesores (¡!),  con la propia institución universitaria o con sus colegas. La subordinación también producía relaciones. Se esperaba que las personas fueran leales, o  al  menos  obedientes,  a  los  individuos a cuyo servicio estaban empleadas o a las autoridades bajo las cuales se hallaban sujetas. Por definición, los corregidores eran leales con el presidente en virtud del oficio que desempeñaban; los clérigos, con el arzobispo local, y así  sucesivamente.  Incluso  en los  casos  en que la lealtad fallaba, se asumía generalmente que el miedo -y por lo tanto la obediencia- estaba presente. Se suponía  que  no  era  el  deseo  de  nadie  decepcionar  a  su superior  y que todos  habrían dado lo mejor  para ganarse  su aprobación.

	 

	
Según los quiteños, la asociación criminal también justificaba la creación y  el mantenimiento de alianzas. Aquellos que habían sobornado al presidente se veían por ende vinculados a él a través de una complicidad común, y no solamente por el beneficio que ambas partes  habían acordado  recibir.  Lo  mismo  puede  decirse  con respecto  a  los  contrabandistas. La intervención pública a favor de un amigo que había sido atacado, o la discusión sobre la preferencia  en ceremonias  públicas, podían obrar  como  pruebas  o ser, asimismo,  generadoras de nuevas amistades o enemistades. Era similar el caso de aquellos dispuestos a servir como testigos o como fiadores, o a prestar dinero. Finalmente, aunque no menos importante, el intercambio de regalos afirmaba, de hecho, la existencia de una amistad, o bien contribuía a crearla, con independencia de la envergadura económica de lo ofrecido.

	La mayoría de los testigos también recalcaba la importancia de los lazos familiares  en el hacer y deshacer de las relaciones. Por lo general, se  asumía  que  tales  lazos  comportaban derechos y obligaciones. Estos vínculos se extendían tanto a miembros  naturales  como adoptados, a  familiares  de  sangre,  políticos  o de  afinidad. Quienes  hubieran sido llevados  a una casa o educados en ella, o hubieran contraído matrimonio con alguno de sus integrantes, formaban parte del  grupo  familiar.  De  hecho,  desde  la perspectiva de  los  litigantes  quiteños, los lazos familiares se mencionaban incluso  cuando  el  grado  de  parentesco  era extremadamente  remoto  o  dudoso.  Francisco  Ante  y Mendoza  fue  clasificado  como  miembro del bando presidencial por ser cuñado de Diego Donoso, casado con Teresa Chiriboga, cuyas hermanas  estaban casadas  con Juan  y Clemente  Sánchez  de  Orellana,  destacados  integrantes del mencionado grupo.  Lo  mismo  ocurrió con Tomás  Guerrero, quien era el  marido de Andrea de Santa Coloma, cuyas hermanas eran las esposas de Francisco y Pedro Larrea, ambos considerados parientes de la mujer del presidente. Nunca se supo  con  certeza  si  este  parentesco existía de hecho. Durante la investigación contra Araujo y Río, el padre de los hermanos Larrea declaró que él y la presidenta se trataban como  parientes, aunque  fue  incapaz de explicar qué relación los unía. Aparentemente, el nexo entre ambas familias  (que  los autorizaba a tratarse como parientes) era solamente el apellido común: Larrea. Ninguna otra indicación había respecto a que,  efectivamente,  formaran parte de la  misma  familia.

	La relevancia de los lazos familiares de por sí no es sorprendente. Como se sabe, las sociedades modernas no se  conformaban  de  individuos  solitarios,  sino  que  todos  actuaban como miembros de grupos y eran precisamente estos grupos los que les proporcionaban a los individuos su identidad y los posicionaban  en  un  orden  social.  Lo  más  fundamental  entre dichos grupos era la familia, que era además la unidad básica política y social. Mientras la importancia de la familia suele admitirse, casi  sin necesidad de pruebas, su omnipresencia  en  los procesos contra José de Araujo y Río puede deberse también a otros factores. Uno de ellos  era que las personas se identificaban con un bando u otro principalmente por su reputación. En muchas ocasiones, los testigos afirmaban que era «bien conocido» y de dominio «público» que ciertas personas fueran amigas mientras otras, enemigas. Probar  la  existencia  de  las  redes sociales (principalmente) a  través  de  la fama  llevaría a  los  litigantes  a  explorar,  y explotar, tanto como fuese posible, las alegaciones abarcando estructuras familiares. Este hecho fue autorizado por la convicción de que la reputación no era nunca  un asunto individual. El  honor

	 

	
y la vergüenza estaban estrechamente ligados a la pertenencia a un grupo, en el cual las actividades  de  un miembro  comprometían el  prestigio de  los  otros. Bajo estas  circunstancias, la fama resultaba un capital común que, una vez adquirido por uno  de  los  miembros,  se  extendía  automáticamente  al  resto de ellos. La  naturaleza  colectiva de la reputación explica así la inmediata conclusión a la que llegaban los testigos, según la cual si  un pariente era miembro  de un determinado  bando,  el  resto de la familia  también lo era. De  la misma  manera,  el  hecho de disponer de un oficio, las actividades comerciales, la subordinación, e incluso, la amistad, podían ser, y lo eran a menudo, el  resultado  de  una  decisión colectiva  más  que  individual. Había estrategias familiares que seguir y respetar y, por ende, a los miembros de una  misma familia  les resultaba posible hacer  algunas  cosas o realizar  ciertas actividades, mientras  que   se les prohibía o impedía la práctica de otras. Los  parientes, por tanto,  eran un «capital» que     se recibía se quisiera o no, gustara o no.

	Aunque  no  sorprende que  las alegaciones sobre ciertos hechos  observables condujeran a   la conclusión de que algunos individuos pertenecían a un  grupo  social,  y  que,  como consecuencia, esto habría condicionado su testimonio, lo que  quizá  resulta más  interesante  es que, habiendo alcanzado tal conclusión, las  partes  enfrentadas  en  el  proceso  contra  José Araujo y Río viraran inmediatamente su posición para argumentar lo contrario e insistir en que esos hechos observables no podían de ninguna manera conducir a una determinación clara con respecto a la lealtad. Es decir, que mientras atestiguaban que cierta información servía  para demostrar que los testigos de la parte adversa formaban parte de una  red social y que  eso los había inducido a mentir, insistían en que ese no era el caso de sus  propios testigos, aunque  a  estos se les hubiera podido hacer la misma observación. Sus testigos, a pesar de compartir características con los rivales -cualidades que permitirían identificarlos, asimismo, como miembros de un grupo-, no solo decían la verdad, sino que ni siquiera se habían visto en la obligación de mentir,  pues  no  formaban parte de una  red social.

	En orden de sostener y fundamentar estas declaraciones, capitales para su éxito en  el proceso, ambos bandos se embarcaron en una operación aparentemente contradictoria. Por un lado, afirmaban que las redes sociales existían y que podían ser percibidas por observadores externos; por otro, alegaban que tales redes carecían de importancia y que, en todo caso, las apreciaciones de terceras personas no constituían una indicación  certera  para  determinar  si existían o no redes. Así, los  hechos  externos  y  observables  eran  significativos  y  válidos cuando debían ser aplicados a los rivales, y minimizados e inútiles cuando se trataba del lado propio. En este caso, el de su propia red, la cuestión, en esencia, no era qué hechos existían (y podían observarse), sino cómo las partes pleiteantes los interpretaron, cómo los vivieron.

	En esta línea argumentativa, los testigos manifestaron, por ejemplo, que perder una acción judicial podría haber sido una (buena) razón para sentir aversión por  el  presidente  y  convertirse así en su enemigo. Sin embargo, tal reacción se justificaría y hubiera podido ser sospechada, esgrimían, solo si la decisión presidencial hubiera sido injusta. Un fallo justo se aceptaría sin grado alguno de animosidad. Al fin y al cabo, al dictar  una  decisión  justa  el presidente no hizo sino lo que debía hacer; no tenía otra opción y su decisión  no  podía presuponer una  actitud hostil hacia ninguna  de las partes. En definitiva, una  disposición justa,

	 

	
aunque dañara a la parte, no debía provocar resentimiento alguno. Lo contrario  también  es verdad. Una  decisión justa que  beneficiara a la parte no  tendría por qué  producir en ella deuda ni obligación con respecto al presidente pues él no estaría actuando por elección propia sino obedeciendo normas que no podía ignorar ni controlar. Su  acción  en  este  caso  era  tan automática como la de un juez cuya justa decisión perjudicara  a  una  de  las  partes.  Las  personas honestas y honorables conocían estas  reglas  y actuaban  en consecuencia:  por  ello nunca interpretaban las decisiones justas, les fueran favorables o no, como generadoras  de amistad o animosidad. Las aceptaban con resignación o alegría.

	Del mismo modo, una discusión legítima sobre los derechos y deberes,  así  como  un  legítimo uso de las instancias de apelación, no podía ser ofensiva ni generar amistad u hostilidades. El desacuerdo podía ser ofensivo solo si era movido por odio o por falta  de  respeto. Ocurría lo mismo con las decisiones administrativas, tales como la confirmación o el rechazo de una persona para el desempeño de  cargo  u oficio.  Si  la  decisión era  justa  y se había llevado a cabo siguiendo los procedimientos  acostumbrados,  el  honor  no  aumentaba  ni salía herido, y no había razón alguna para que aquella produjera amistad o animosidad.

	Otros  cuestionamientos  las seguían:  ¿cómo  era posible determinar  en cada situación quién le hacía un favor a quién? El hecho de ofrecer al presidente un pariente joven (varón) como compañero, ¿era un favor para el presidente o para el joven? Liberar a los indios enfermos del obraje textil, ¿era  una  razón de animosidad (dada la pérdida de trabajo) o de amistad (puesto   que se acababa la obligación de proveerlos  de  alimento  y  medicinas)?  Manuel (Freire) Villacís fue considerado miembro del grupo del presidente porque este había confirmado su designación como  alcalde ordinario a pesar  de que  solo una  minoría  del  concejo había votado a su favor. Ahora bien, de acuerdo con algunos testigos, antes  que  agradecido  Villacís  se mostró cortante. Se sentía enfadado porque el presidente no había sabido garantizar que una mayoría de los miembros del  concejo  respaldara  su nominación,  y también resentido,  porque sus méritos habían sido considerados insuficientes para  el  oficio.  Más  aún,  se  rehusó  a  ser juez.  Se encontraba  viviendo fuera  de la ciudad, dispuesto a retirarse de la vida pública. Por    lo que a él concernía, el oficio en cuestión era una tarea tediosa, no un privilegio. Había presentado su candidatura únicamente porque el presidente se lo había pedido; es decir, por obligación y no por placer, solo por contentar al presidente, que necesitaba su ayuda. Más que deberle él al presidente, era el presidente quien le debía agradecer su ayuda.

	Muchos otros interrogantes exigían respuesta.  ¿Cómo  podía  diferenciarse  una  «amistad íntima (en el sentido de cercana)» -que descalificaría a los testigos- de una «buena correspondencia política» -que se practicaba entre gente educada y no acarreaba mayores obligaciones? ¿Como de intensa debía ser una relación,  y  cómo  de  frecuentes  las  visitas mutuas, para ser clasificada como «amistad íntima»? ¿Existía necesariamente la amistad entre socios, o su relación solo estaba  condicionada  por  obligaciones  económicas  y no sociales?

	¿Podía asumirse que el obispo era amigo de todos los parroquianos y que los apoyaba por sus obligaciones  religiosas  y no  por  amistad  personal?  Por  el  contrario,  ¿era  posible  distinguir una falta de amistad de una verdadera aversión? ¿Acaso no requería la animadversión una situación concreta, un determinado conflicto para originarse? ¿Cómo podía una animosidad

	 

	
«normal» (que estaba permitida) distinguirse de una «capital», que verdaderamente habría incidido en las declaraciones de los testigos?

	Las alegaciones respecto al lugar de residencia eran  igual  de  ambivalentes.  ¿Qué  peso debía dársele al hecho de que Mateo  Aispuru viviera en la casa del  tesorero en una  sociedad como la quiteña, en la que muchos hacían lo mismo? ¿Por  qué  el  hecho  de  compartir  un espacio indicaría necesariamente que se compartían también ideas  e  intereses?  ¿Por  qué  el servicio  constituiría  inevitablemente  lazos  entre  los  clientes  y  los  proveedores  del servicio?

	¿No podría asumirse que abogados y notarios solo apoyaban a sus clientes en el marco de sus obligaciones y solo en lo que a ellas  se refería? ¿Cuánto  le debía una  persona al  presidente si  su decisión no era individual, sino que había sido  aprobada  por  toda  la  Audiencia  como cuerpo? ¿Y si  la confirmación de un oficio se debía a la falta  de  otros  candidatos  disponibles?

	¿Y cuando  el  cargo  u oficio no  lo había otorgado  directamente  el  presidente, sino que  este se lo había dado a un tercero que luego había designado al testigo? ¿Cómo se debían juzgar las obligaciones hacia el presidente cuando el oficio en cuestión no era en verdad lucrativo ni de mayor  importancia  social? ¿Y si  el  candidato  receptor  no  estaba interesado en obtenerlo?, ¿o si su ejercicio era efímero? ¿Por qué asumir que un oficio creaba lazos entre quien lo ejercía y aquel que lo había designado?, ¿o entre el tenedor del oficio y sus superiores? Las decisiones tomadas por el cabildo, ¿podían ser atribuidas a una sola persona o debían entenderse como medidas colectivas? ¿Cualquier crítica hacia el presidente era signo de hostilidad o acaso era posible oponerse a sus acciones sin caer en la categoría de enemigo? ¿Eran la creación y circulación de bromas una indicación de cercanía o de resentimiento? ¿Se podía  ser  un  bromista en la vida privada y decir la verdad bajo juramento? ¿Eran los lazos familiares suficiente para crear obligaciones entre los individuos o era necesario examinar  el comportamiento fáctico de las partes? ¿Acaso no era posible que los extraños  se trataran entre ellos como parientes mientras que los «verdaderos» parientes ignoraban en realidad los lazos  que,  según se decía, los unían?

	Muchos testigos también se cuestionaban la habilidad de  compartir  o  heredar obligaciones. El daño causado a un amigo ¿debía afectar  necesariamente  las  actividades propias y granjear nuevos enemigos? ¿Algunas ventajas y desventajas eran personales e intransferibles de un miembro  del  grupo  a otro, o debía asumirse  que,  una  vez padecidas por un miembro, afectaba a todos por igual? ¿Era un amigo de mi  amigo también mi  amigo? Si así  era, como frecuentemente se decía, ¿cómo  explicar  entonces  las  tensiones  dentro  de  los propios grupos y el hecho de que, según parece, hubiera en ellos personas que se consideraran mutuamente enemigos? El daño causado a un sirviente ¿debía reflejarse  en  su  amo?  El  perjuicio causado a un superior ¿comprometía a sus servidores? ¿Y cómo identificar al responsable de las desgracias de otro? ¿La no-elección de un oficio produciría resentimiento hacia el presidente (que había aprobado la elección) o contra el electorado (que había votado contra el interesado)? ¿A quién  considerar  como  un  elemento  pasivo,  carente  de responsabilidad y a quién como agente activo que debía «pagar» por lo ocurrido?

	Otro aspecto interesante evidenciado en las discusiones a mediados del  siglo XVIII  refería    a si la pertenencia de un grupo era permanente o bien  podía sufrir variaciones. ¿Podía la gente

	 

	
convertirse de un grupo a otro? Una vez depositada en ellos la confianza, ¿debía  esta  condicionar su libertad para siempre? El estatus de «hombre de confianza», ¿podía ser modificado? ¿Al presidente le convenía abstenerse de criticar a personas que él mismo había ubicado en oficios que requerían honor y confianza?  ¿O  se le permitía  cambiar  de opinión y pasar a desconfiar de aquellos que alguna vez apreciara? A pesar  de  que  el  honor  y  la confianza parecían cualidades inmutables, casi  propiedad  de  ciertas  personas  y  ciertas relaciones, la posibilidad de que la amistad degenerara en animadversión, y viceversa, sin embargo fue admitida. Domingo Laso había sentido gratitud hacia el presidente  por  haberle permitido quedarse residiendo en su palacio; no obstante, ese  sentimiento  se  volvió resentimiento cuando el presidente le pidió que  se marchara, y sin  poder prometerle un oficio

	«apropiado». Lo mismo ocurrió en otros casos. Inicialmente, Joseph Suárez  agradecía  a  Lorenzo Nates que le hubiera prestado dinero para proseguir un  asunto  legal  en  Lima.  Sin embargo, su actitud se invirtió cuando Nates le recordó su deuda y procedió a reclamarla judicialmente.

	Asimismo, cabe decir que la idea de que cada individuo pertenecía en exclusividad a un grupo  o a otro fue  rebatida. A Fernando  García Aguado  lo consideraban miembro  del  bando del presidente  por  su relación con la familia  Larrea. Sin embargo,  era  bien sabido que  había sido padrino en la boda de la hija de su colega Juan  Joseph  de  Mena  con  uno  de  los principales miembros del grupo opositor  al  presidente.  ¿Significa  esto  que  él  pertenecía  a ambos bandos simultáneamente? ¿O a ninguno de los dos? La misma pregunta emerge de las relaciones entre los Sánchez de Orellana, considerados los mejores aliados del presidente, y Simón Álvarez Monteserín, su peor enemigo.  ¿Eran,  efectivamente,  estos individuos miembros de grupos opuestos? Cuando Clemente Sánchez de Orellana fue  electo  alcalde  ordinario  en 1744, la familia de Álvarez Monteserín lo celebró pagando corridas de toros y refrigerios y llevando a cabo otras «demostraciones de alegría». ¿Se volverían  ellos  necesariamente enemigos al tomar lugar en grupos opuestos? ¿Deben  la  amistad  y  la  animosidad  ser, realmente, comunes  a ambas  partes de la relación o acaso uno  podría definirse como  amigo,  o  al  menos  mostrarse  indiferente, hacia alguien que  se define  como su enemigo?

	Quizás el interrogante de más difícil respuesta sea qué fue primero: el huevo o la gallina.  Rara vez los  testigos  diferenciaban entre  las  razones y las pruebas  para  definir  la  afinidad  o el rechazo. Afirmaban constantemente que  ciertos  hechos  probaban  la  existencia  de  una amistad, pero al mismo tiempo recurrían a esos mismos hechos para explicar el  origen de la misma. La concesión de un favor, por ejemplo, era la prueba de que quien la realizaba era un amigo  (de qué  otro modo  explicarla). A su vez, quienes  recibían el  favor ahora le debían  algo a quienes se lo habían proporcionado y se habían convertido, por lo tanto,  en sus  amigos  (aunque no lo hubieran sido previamente). Esto mismo ocurría con otros hechos. Las personas podían volverse parientes o socios de negocios porque eran amigos, pero  las  relaciones familiares o de negocios podían ser también causas para fundamentar una amistad. Así pues, mientras reinaba el acuerdo sobre la importancia del estatus personal, de los intereses económicos, de favores, relaciones familiares, asociaciones  de  negocios,  dependencia  y  demás,  tanto  en la  constitución  de  alianzas  como  en las  animosidades,  la implementación

	 

	
específica de tales criterios en cada ocasión particular podía provocar prolongados debates. Además, algunas personas no  respondieron lo  que  de  ellos  se  esperaba,  negándose  a  actuar como miembros del grupo con el cual (según las normas sociales y según lo interpretado  y repetido por los contemporáneos) se los asociaba. Cuando  se  los  llamó  a  declarar  como testigos, con la expectativa de que confirmaran determinados hechos, no  se  mostraron dispuestos a comprometerse con el bando que requería su ayuda. Otros testigos, en cambio, aceptaron testificar contra ciertas personas, pero se negaron a hacerlo contra otras, si bien no sabemos con certeza si esta  renuencia  se  basaba  en  una  falta  de  conocimientos  relevantes (como afirmaban), en la falsedad de las alegaciones (como la parte contraria sostenía), o si respondía a  obligaciones  sociales  o  a  una  decisión estratégica.  Sin embargo,  es  notable,  en todo caso, que la reticencia a colaborar con el grupo al que  «supuestamente  pertenecían»  permitía a ciertas personas mantenerse al margen de la discusión, a pesar de los constantes  intentos  por involucrarlos. Las  razones  por las cuales buscaban desentenderse de la discusión   o, al contrario, implicarse en ella, resultan frecuentemente oscuras.

	 

	
		A guisa de conclusión



	 

	La  discusión en el  Quito  del  siglo XVIII  demuestra,  por  tanto,  que  la conformación y extensión de las redes sociales podían presentarse  como  efímeras; los  motivos  que,  según alegaron las partes, habían conducido a su constitución podían ser  discutidos y,  por  consiguiente,  afirmados o negados. En el extenso proceso analizado, ninguno de los  testigos  interrogados  admitió  ser amigo o enemigo. Todos pretendían ser actores que nada debían a su prójimo salvo lo que las reglas de la buena educación y cortesía exigían. Al final de la jornada, parece ser que la indagación respecto de por qué los testigos actuaban como  lo hacían había tenido  poco éxito.  Lo mismo puede decirse de la capacidad de probar que determinados  individuos  eran  miembros de un grupo y que dicha pertenencia los comprometía de un modo u otro. Ello no significa, por supuesto, que los grupos sociales no existieran o que su existencia no ejerciera coerción sobre sus miembros para exigir el cumplimiento  de ciertos derechos y obligaciones,  sino que, a la hora de juzgar la presencia, la fuerza y el significado de las redes, los contemporáneos insistieron en su carácter escurridizo y muy difícil de analizar o probar.

	Vistas desde la perspectiva del proceso contra  el  presidente José de Araujo  y Río, las  redes sociales no eran ni evidentes ni obvias. Podían existir a ojos de algunos y desaparecer completamente  a  ojos  de  otros;  ser  apreciadas  por  los  enemigos  pero  pasar  desapercibidas ante la mirada de los amigos; tener pleno sentido para algunos pero ser profundamente incomprensibles para otros. Dicho de otro modo,  la existencia  de las redes sociales tal  vez fue  un hecho obvio, pero no lo fueron ni  su formación ni  sus  estructuras. El problema por tanto  no  es cuán preparados estamos para comprender las redes sociales ni de cuánta documentación necesitamos  disponer. La  cuestión estriba  en nuestra  capacidad para  analizar  qué  significaron, a los ojos de los contemporáneos, los hechos externos como la relación  de  familia  o  la asociación económica. En el fondo, si algo nos demuestra el juicio contra Araujo y Río es que incluso  lo  que   los  contemporáneos   nos   dicen  sobre  las  relaciones  que   los  unían  no es

	 

	
necesariamente de fiar. Según el fin perseguido, en algunas oportunidades los contemporáneos destacaban la importancia de ciertos lazos, mientras que negaban su existencia  en  otras. Entonces, si los hechos observables son insuficientes o esquivos y los testimonios de  las  personas sobre la importancia de los mismos no son de fiar, ¿cómo reconstruir las redes del pasado o analizar  su  significación?
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	EL RECURSO A LOS PROCESOS JUDICIALES COMO ESTRATEGIA DE LA ACCIÓN POLÍTICA

	(NUEVA GRANADA ENTRE COLONIA Y REPÚBLICA)*
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	Entre los siglos XVIII y XIX en el territorio de la  actual  Colombia  se  dio  un  uso  social, particular y bastante  generalizado  de  los  mecanismos  de  justicia:  el  ataque  político mediante la denuncia  de faltas  (reales o ficticias) a la ley o a la moral; es lo que  a mediados  del  siglo  XIX se llamó «empapelar». Dentro de la gran diversidad de  asuntos  que  aparecen  en  los archivos judiciales, ciertas acusaciones de inmoralidad, algunos  pleitos  por  injuria,  unas  cuantas defensas del honor ante  calumnias  o de acusaciones  por relaciones ilícitas revelan, en sus  desarrollos,  una  clara  dimensión  de  contienda  política.  Acusaciones  y  contraacusaciones en abultados legajos, que dan cuenta de largos, costosos y engorrosos procesos judiciales.

	En raras ocasiones el tratamiento que la historiografía de lo político ha hecho de este tipo

	de uso de  la justicia  les  ha  otorgado  un estatus  en la comprensión de  la acción política; a  lo sumo -si estas prácticas se nombran- se las califica de desvíos, de golpes bajos o de simples anécdotas.  No  es usual  que  se hable de dichas prácticas con la misma  importancia  que  se le da a una idea política, a una contienda ideológica,  militar  o  a  un  conflicto  económico.  Sin embargo, cuando nos detenemos a examinarlas, constatamos lo eficaces que podían ser como

	«argumentos» en la dinámica política; saber evitar una acusación o recomponerse después de haber sido acusado eran competencias necesarias para el ejercicio del poder.

	Si hoy se pueden entender  estas  «estrategias»  o  «actualizaciones»  de  las  dinámicas  del poder en otros términos que los de la anécdota (la  petite  histoire)  es  porque  nuevas perspectivas han abierto el campo de análisis. Trabajos en antropología o sociología sobre el rumor o el chisme, como mecanismos de regulación y confrontación social, representan un importante antecedente en el tipo  de  reflexión  que  aquí  buscamos  plantear.1  En  torno  a  la acción política en la América Latina colonial,  ubicamos,  igualmente como  referente  de análisis, varios estudios que buscan comprender en  términos  relacionales  y  complejos  la acción social, teniendo en cuenta tanto el tratamiento de los mecanismos de justicia en lo  cotidiano como la trascendencia de las interacciones personales de diferente  índole.2  La  posición  que   aquí  defenderemos  es   que   mediante   estos   conflictos   -que   bien  podían ser

	«escándalos» o «querellas personales»-, aparentemente ajenos de lo político, se efectuaba una verdadera  regulación  de  las  posibilidades  de  acción  social.  Estas  estrategias   son especialmente significativas cuando, como en el caso  que  vamos  a  examinar,  la  ausencia  de grupos    políticos   permanentes,    corporativos   e   institucionalizados    (como  podían   ser los

	 

	
partidos políticos), daba todo el espacio para que estas prácticas operaran como puntos de articulación de las diferentes discordias en las  que  se  jugaban  los  frágiles  equilibrios  del poder.3

	En las presentes páginas nos centraremos en un  escándalo  de  una  pequeña  localidad llamada El  Guamo.  Se trata  de una  parroquia ubicada en la jurisdicción de Ibagué,  provincia  de Mariquita, que colinda por la parte suroccidental con la provincia de  Santa  Fe, sede  del gobierno virreinal. Entre 1798 y 1801 tuvo lugar  un juicio por  adulterio que  involucró a varios de los vecinos de dicha localidad. Siguiendo las tramas  que  le  dan  forma  a  este  asunto judicial, entendemos que el adulterio no es el único conflicto en juego. Como suele pasar en la tensiones que regulan las relaciones humanas, se trata  más  bien  de  una  articulación  de conflictos con varios niveles y varias posibilidades de lectura, que surgen en función de las perspectivas, de las posiciones relativas y de las experiencias diversas que convergen en su desarrollo.  Una   de   estas   dimensiones  fue,   en  efecto,   un   típico  ataque  político  mediante

	«empapelamiento»,  entendiendo  por  «político» junto  con K.  M.  Baker:  «la actividad a través de la cual individuos y grupos en una  sociedad, articulan, negocian, implementan y hacen valer los reclamos competitivos que se hacen unos a otros y al todo social».4

	En este caso, la contienda política que se cristaliza en un juicio responde a una situación social múltiple que  involucra  interdependencias  afectivas,  económicas,  políticas, administrativas y societales. Se trata  de  aspectos  diversos  de  las  tramas  en  juego  que  no vamos a aislar, pues, como plantearemos a lo largo de este trabajo, las superposiciones fueron parte constitutiva  del  tipo de acción política que  en estos  asuntos  podemos  comprender.  Con esa visión, que pone todo su interés en lo múltiple, en  su  articulación  y  desarrollo, expondremos nuestro caso y sus  implicaciones  en  tres  partes.  Empezaremos  por  la presentación del sumario, examinando los términos de las acusaciones y de las defensas. Seguiremos con la ubicación del conflicto en su contexto de interrelaciones diversas. Y finalmente, entenderemos cómo la acción política y los comunes procedimientos de justicia pudieron conformarse en sus acciones cruzadas: en medio de ajustes de cuentas, de conflictos económicos, de romances y de celos, de asuntos de honor y  de  supervivencia...,  en  una situación que podríamos caracterizar como tejida de hilos de  diferentes  colores  y  consistencias,  y anudados  en distintas direcciones.

	 

	 

	
		El sumario5



	 

	En 1798 José María García Conde, comerciante y  hacendado  del  Virreinato  de  Nueva Granada, es acusado por un antiguo criado, Pedro Segura, de vivir en adulterio con Gertrudis Cuéllar, sirvienta de García Conde y legítima esposa  de  Segura.  En  su  proceso,  este  caso presenta una serie  de  particularidades  que  nos  llevan  a  diferentes  interrogaciones.  Una  de estas particularidades es que en su resolución los implicados directos (el acusador y los acusados) terminan presos o desterrados. ¿Un juicio en el que todos pierden? Intuimos que, probablemente, no  solo se estaba resolviendo un asunto  de adulterio, y  que,  seguramente,  en

	 

	
otro nivel o más allá de lo explícitamente presentado, alguien pudo ganar algo o por lo menos parecería que la contienda iba más lejos de lo que se evocó para entablar la acción en justicia.

	Pero veámoslo en su orden. En 1798 la acusación es presentada como un clásico triángulo de adulterio: un marido engañado por su  mujer  decide  recurrir  a  la  justicia  para  reclamar castigo y reparación; no obstante, unos años antes  la  situación era  otra.  En efecto,  a  medida que se avanza en la lectura del sumario nuevos  aspectos  se  vislumbran:  un  examen  de  los vínculos que unen a los implicados -a través de las declaraciones hechas en el juicio- permite comprender que, en realidad, los acusados José María García Conde y Gertrudis Cuéllar  (el amante y la esposa) tienen una relación más sólida de lo denunciado,  y que  es  en función de  este vínculo ya existente como se construye la  singular  posición  de  Pedro  Segura,  quien, después del vínculo afectivo de los primeros, termina por convertirse en el  marido.  Examinar  las relaciones que mantenían estas personas nos permitirá acercarnos al sentido de las acusaciones  y a las tensiones  sociales que  los llevaron a enfrentarse  en los  tribunales.

	 

	 

	Las personas implicadas

	 

	Don José María García Conde (blanco, casado), figura política y económica reconocida de la jurisdicción  de  Ibagué,   poseía  una   hacienda,  Buenavista,  que   provenía  de  los  llamados

	«bienes de temporalidades».6 La producción de esta hacienda -principalmente de  cacao-7 constituía en el  momento  de  la  acusación su actividad  económica  central.  Sabemos  también que, a sus 36 años, había ejercido las funciones de alcalde ordinario de El Guamo, de teniente gobernador y de procurador en la ciudad de Ibagué.8 Algunos de los testigos expresan que la manera en que García Conde hacía valer su autoridad  en  la  parroquia  intimidaba  a  los vecinos; otros hablan de obstinación y de un actuar solo de acuerdo a su voluntad. La relación amorosa de García Conde con Gertrudis Cuéllar existía desde varios años atrás y perduraba a pesar de los celos y reclamos de doña Teresa del Campo, esposa de García Conde,  de los  rumores de los vecinos y de las advertencias de las autoridades locales.

	Gertrudis Cuéllar, mulata libre, hija de los mayordomos de la  hacienda  Buenavista, trabajaba para Conde y su familia. No sabemos con certeza a cuándo se remonta su relación amorosa con José María Conde, pero sí que de dicha relación nace una hija, y que Gertrudis permanece en la casa de la hacienda a pesar de que sus padres dejan de  servir  como  mayordomos para pasar a ser arrendatarios de la misma hacienda. Los amores de Gertrudis y Conde eran «públicos y notorios» en El Guamo, hasta  el  punto  de  que  la  esposa  de  García Conde  lo abandona  y regresa a casa de sus  padres, en la ciudad de Cartago.  En ese momento, en 1796, Gertrudis deja de servir en la casa de la hacienda para pasar a hacerlo en la casa del pueblo, donde antes de su partida pasaba la mayor parte  del  tiempo  la  esposa  de  García Conde. En el pueblo, la ausencia de doña Teresa del Campo y la presencia de Gertrudis atizan  los rumores entre los vecinos. Esta situación hace que  el  alcalde  de  turno  les  pida  que terminen con ese «comercio  ilícito».  García  Conde  acepta  y envía  a  Gertrudis  lejos,  aunque solo  por  un tiempo.  Pasados  unos  pocos  meses  la  hace  volver  para  asistir  a  las  fiestas del

	 

	
pueblo.

	Pedro Segura, originario de Ibagué, sin oficio ni domicilio estable, es calificado por las autoridades del pueblo como «vagabundo». Sabemos sin embargo que estuvo al servicio  de García Conde, en ocasiones como paje y en otras  a  cargo  de  pequeños  negocios,  y  que buscaba instalarse como pequeño cultivador. Es así como dos  años  antes  de  la  acusación,  Pedro Segura  se había comprometido  en la compra  de un pequeño  lote destinado al  cultivo de la caña de azúcar, «un pedazo de  cañaveral  perdido» dirá  en su declaración.  Al  no  disponer del dinero necesario para saldar su deuda, recurrió a José María García Conde, quien pagó en   su lugar el precio del predio, con la idea de que la suma adelantada le sería devuelta con la cosecha en curso. Con la mediación de García Conde, la caña producida es vendida a un tal Guerrero, quien paga un tiempo después en panelas. García  Conde  le encomienda  la venta  de las panelas a Segura, quien, terminado el negocio, no le entrega el  dinero  y  se  va  a  su cañaveral sin dar noticia. Allí le llega el rumor de que su expatrón lo anda buscando y, como puede, intenta evitar el encuentro.

	Hasta aquí, tenemos diferentes relaciones y  situaciones  de  servicio  personal,  de convivencia, de afectos, de amores ilícitos, de favores y de  endeudamiento  entre  estas  tres personas. No podríamos decir que dichas relaciones sorprendan por su singularidad; por el contrario, tenderíamos a  considerarlas  como  frecuentes  en  el  seno  de  una  comunidad  semi- rural en la época que nos ocupa. Sin embargo, en adelante la  situación  tomará  un  giro particular.

	En 1797, Pedro Segura termina por  presentarse ante  García Conde.  Para su sorpresa, este no le reclama el dinero, sino que le propone un negocio: si  Segura  acepta  casarse  con  Gertrudis Cuéllar, él estaría dispuesto a olvidar la deuda, dándole, además, cinco mulas, cien pesos y una casa para vivir. García Conde  justifica la «generosa»  propuesta  con los  celos  de  su esposa. Pedro Segura, que  solo conocía de vista a Gertrudis, acepta. En cuanto  a Gertrudis,  es tal la presión que ejercen sobre ella su amante/patrón y el cura  del  pueblo («íntimo  amigo» del primero) que se ve obligada a aceptar un matrimonio que nunca buscó. Pedro Segura y Gertrudis Cuéllar se casan de inmediato en una reunión privada que  convoca  la sola presencia del cura y dos testigos llamados por García Conde. Al  día siguiente  del  matrimonio,  Gertrudis da a luz a su segundo hijo con García Conde y rehúsa toda vida marital con Pedro Segura.

	 

	 

	El desarrollo del proceso judicial

	 

	Un año después del matrimonio, el 14 de junio de 1798, Pedro Segura se desplaza desde El Guamo hasta  Santa  Fe de Bogotá  para poner  la queja judicial  ante  la Audiencia, evitando así  la primera instancia local, que era la manera regular  de  iniciar  este  tipo de  procesos. En la capital denuncia el adulterio de su esposa con García Conde y reclama las mulas, la casa y el dinero prometidos. Esta acusación da lugar a una  serie  de  declaraciones  de  testigos  del pueblo: don Manuel de Guzmán, don Pedro José de  Lozano,  don  Rafael  Bonilla,  don  José Pablo  de  Guzmán  y Lozano,  don Pedro  José  de  Herrera  (se  trata  de  autoridades locales:

	 

	
alcaldes ordinarios, de hermandad,  etc.), en las  que  todos  niegan la veracidad de la acusación  y señalan la condición miserable de Segura:  «es un hombre  sin casa, tratos ni  residencia fija y en ocasiones anda de vagabundo».9 Por su parte, don Manuel Guarín, procurador de pobres y representante  de  Pedro  Segura,  denuncia  la parcialidad  de  los  testigos  y de  los  responsables de la investigación: José Galindo de la Romana y José Pérez Camino, «[...] por ser  íntimos amigos de José María García Conde», así como «contrarios y odiosos» al propio Guarín.10 La Audiencia de Santa Fe acepta la recusación y, siguiendo la  propuesta  del  procurador  de  pobres, le encarga  a don Manuel  Galindo (abogado de la Real  Audiencia), la continuación de las averiguaciones.

	El caso sigue su curso normal hasta que en enero de 1799 se presenta una inesperada declaración de Pedro Segura en la que retira las acusaciones, «cerciorado -dice-  de  la  honestidad de la referida mi mujer y hombría de bien del citado García  Conde».11  Esta declaración detiene el proceso. Seis meses más tarde, Segura acude por tercera vez a  los tribunales de la capital y afirma que los primeros hechos son verídicos, explicando que su declaración anterior se debe a que un amigo de  José  María  García  Conde,  de  la ciudad de Bogotá, don Francisco Benjumea, le dio 100 pesos y le prometió «entregarle» a  su esposa, Gertrudis,  si  retiraba  el  denuncio.  Reanudando  el  proceso,  Galindo   continúa   las averiguaciones entre  vecinos de El Guamo,  de Ibagué  y de Santa  Fe de Bogotá. Once  vecinos más son interrogados,12 y todos declaran que la relación amorosa  entre  García  Conde  y Gertrudis es «pública y notoria», afirmando así el fundamento  de  la  acusación judicial.  Esta tensión entre diferentes posiciones permite comprender que el solo hecho de afirmar o negar el fundamento de la acusación judicial ubica a los  testigos  entre  aliados  o  contrarios  a  García Conde, dándole un tono político a cada declaración. Así, en los testimonios de unos y otros se repetían tales referencias de alianzas o de enfrentamientos entre vecinos de la parroquia, de la provincia o de la capital, aspectos  que  sobrepasaron el  acto  de adulterio para integrarlo  en  una figuración de relaciones, de tensiones e intereses más amplia.

	Oscilando entre bandos opuestos de  la  parroquia  de  El  Guamo,  Pedro  Segura  presenta cuatro declaraciones contradictorias (en julio de 1798, la primera acusación; en enero de 1799  se retracta; en julio del mismo  año  la afirma  de nuevo  y en agosto de 1800 la retira) y recibe,  en cada operación, una suma de dinero. Durante el juicio, y seguramente con el dinero que esta dinámica le permite, compra un pedazo de tierra en un sitio llamado Las Piedras, a dos días de camino de Ibagué, que destina al cultivo de maíz. Instalado como pequeño  propietario, va en  busca de Gertrudis como su «legítima  esposa», y con la ayuda  de su hermano  logra llevarla a  Las Piedras. A la primera ausencia de Segura,  la mujer  huye  y se  refugia  en la casa  del  cura del  pueblo,  don Fernando  Buenaventura,  quien la esconde  y la protege  al  conocer  su historia. Es entonces  cuando, en diciembre del año 1800, Segura  decide subir una  vez más  a la capital (en esta ocasión solo, sin el respaldo de los aliados o de los contrarios a García Conde) para lograr la «debida obediencia» de su esposa, y le solicita al juez que: «proceda a aprenderla y entregármela para que pueda  conducirla  conmigo  [...]  contribuyéndome  en  caso  necesario todos los auxilios que  necesite».13

	Esta última acción de Segura precipita el fallo de la Audiencia. El fiscal ordena en enero

	 

	
de 1801 la prisión inmediata para Pedro Segura, argumentando que su inconstancia no le da ninguna  credibilidad. Por  su lado, Gertrudis  Cuéllar  es  llevada a la capital. En su declaración, la primera en tres años de juicio, admite su relación con José María García Conde, lo designa como padre de sus dos primeros hijos y asegura no haber continuado la relación después de su matrimonio con Pedro Segura, con lo cual niega el adulterio por el que se le sigue juicio. Esta declaración la realiza estando detenida en El Divorcio,  casa  de  reclusión de  mujeres  de  la ciudad de Santa Fe (no sabemos cuánto tiempo permanece  en  ella).  También  José  María  García Conde se presenta a declarar en Santa  Fe: niega todos los cargos y asegura que se trata   de un complot de sus enemigos: «[...] que los testimonios son  falsos  pues  sabe  que  estos testigos  han sido sus  capitales enemigos,  buscados con el  fin de causarle ruina  y deshonor».14 A pesar de su defensa, el patrón adúltero es condenado con una multa de 7 000 pesos y a ocho años de destierro de la jurisdicción de Ibagué.15

	 

	
		El conflicto judicial, el tejido social y la acción política



	 

	A partir de los registros que dejaron casi cuatro años de procedimientos judiciales es posible vislumbrar  diversas tramas  alrededor de esta disputa:  las prácticas matrimoniales  y amorosas, las  dinámicas  económico-  políticas  locales  y las  actuaciones  en el  ámbito  judicial,  en medio de las cuales se expresa una forma particular de acción política. Iremos  describiendo  estas urdimbres que se van tejiendo desde  las  posiciones  de  los  directamente  implicados  en  el juicio, hasta las rencillas interpersonales, económicas y políticas en la parroquia,  en  la provincia y aun más allá, en el centro del  gobierno  virreinal.  En el  tejido  de  las  diferentes intrigas aparecen las tensiones políticas facciosas como uno de los aspectos que sustentan las acciones  judiciales  observadas. Veamos.

	 

	 

	Los directamente implicados en el juicio y sus posiciones

	 

	Para empezar, tenemos la posición de José María García Conde, el patrón/amante. Con los testimonios de este juicio entendemos que sus  acciones  se  articulaban al  mundo  político  de Ibagué,  ciudad cabeza de la jurisdicción del mismo  nombre.  Sabemos  también que  a pesar de su posición de poder, las repercusiones del  juicio por  adulterio no  solo terminan apartándolo  de su relación con Gertrudis Cuéllar, sino que resulta condenando a ocho años de destierro: es alejado del preeminente lugar que había construido al constituirse  en  hacendado.  En  el desarrollo del proceso constatamos,  por un lado, la capacidad de García Conde  para controlar    a personas de su entorno, bajo un esquema de relaciones intensas y directas que podríamos caracterizar como patriarcales. En ellas, la superposición de espacios de acción social (económicos, políticos, sociales, personales) tendería a reforzar su dominio como patrón. Por  otro lado, hemos visto, igualmente, cómo las diferentes tensiones e intereses que se  habían actualizado  en el  proceso ponen de manifiesto  los  límites  de su capacidad de acción, así como

	 

	
el  carácter  incierto  de  aquello  que  suponía  controlar.  Así,  lo  que  tenderíamos  a llamar

	«posición de poder» está lejos de ser un estado dado, independiente de otras dinámicas normativas, que incluso no prescinde de las características  de  una  particular  trayectoria  de vida. Las relaciones que a cada momento logró movilizar  García  Conde  solo  se  pueden entender  como  relativas  e interdependientes.

	A continuación tenemos la posición de  Gertrudis  Cuéllar,  la sirvienta/  amante/esposa,  la cual presenta otras particularidades. Más que los dos varones, Gertrudis  se encuentra  cercada  por convenciones y jerarquías socialmente limitantes, siendo mulata, mujer, sirvienta y pobre. Incluso uno de los testigos afirma haber pensado que se trataba de una esclava.16 Sin embargo, sabemos bien que no lo era. A través de su propia declaración y de la de otros testigos, vemos que esta mulata libre ha  seguido  una  de las vías más  comunes  para las mujeres  campesinas  de su localidad. Hija de mayordomos, «hereda» la condición servil de sus  padres; en un primer momento se ocupa del trabajo doméstico de la hacienda y más tarde del de la casa del pueblo, situación que no difiere de la de otras sirvientas mencionadas en el sumario. Pero, a diferencia  de estas últimas, la dimensión que adquiere su relación con García Conde le da una posición singular. Gertrudis ocupa, durante un tiempo, el lugar  de la esposa de García Conde en la casa  del  pueblo; uno  de los  testigos  afirma  que  «vivía  como  dueña  de la casa» y que  él  salía con ella a dar paseos y a diversiones públicas,17 sin contar con que en este lapso da a luz a un hijo varón de García Conde: Francisco María, el niño que nació al día siguiente del matrimonio de Gertrudis con Segura (este niño es reconocido por todos en el  pueblo como  hijo de García Conde, pues algunos testigos dicen que a menudo  salía con él y que lo trataba con deferencia).  Un testigo afirma que García Conde acompañó a Gertrudis el  día del  bautizo,  aunque  para el registro parroquial pidió que lo inscribieran como hijo de Pedro  Segura.  No  obstante,  la situación de eventuales privilegios de Gertrudis es inestable, ya que,  al  mismo  tiempo,  se encuentra en medio de relaciones de fuerte  subordinación que,  podríamos decir, la «obligan»,  sin mucho margen de elección, a aceptar lo que le ordenen  su  patrón/amante,  el  cura  del pueblo, el alcalde e incluso Pedro Segura, su marido ante la ley. Todas estas limitaciones no niegan, sin embargo, su capacidad de «evadir». Gertrudis, en cierta medida y en algunos momentos, logra escapar al control que  le impone  la convención en su condición de sirvienta,  de esposa, de amante  y de mulata  e hija de exesclavos.

	Por  último,  Pedro Segura,  el  sirviente/marido, quizás  ocupe  la posición más  sui  generis en este caso. Solo si partimos de la singular configuración en la que se da su matrimonio con Gertrudis, podemos entender la aparente contradicción entre su posición marginal  y  su centralidad en este conflicto. En su condición de blanco pobre, medio errante y sin estabilidad social ni económica, Segura ha establecido  ocasionales  relaciones  de  servicio  con  García Conde. Si bien no podríamos decir que se tratara de una relación fuerte, había una deuda y una falta que lo unían al patrón y que lo ubicaban en la posición de «tener que  merecer»  su confianza; dicha posición (fragilidad económica, endeudamiento) permite que García Conde conciba una manipulación a su antojo. Es evidente que dentro de los supuestos del patrón no entraba la posibilidad de que el sirviente lo denunciase ante las autoridades, y además García Conde debía, lógicamente, contar con esta «lealtad» (si no, no le hubiera propuesto tal negocio

	 

	
o, por lo menos, se habría preocupado por cumplir su parte del trato). La acción judicial de Segura contra su patrón, que abre esta causa criminal, no parece lógica considerando exclusivamente la posición que cada uno ocupa con respecto al otro. Solo una perspectiva más amplia de la trama en la que se mueven  le  devuelve  el  sentido  a  sus  acciones  y  permite entender cómo un factor aparentemente exterior a su relación patrón-sirviente  o  deudor- acreedor (las rivalidades políticas, personales y económicas entre las  autoridades  locales), precipita a todos los implicados hacia los meandros de una situación imprevisible.

	A pesar de la posición marginal  que los testigos le atribuyen a Pedro Segura, lo cierto es  que los vínculos que lo enlazan -durante un tiempo- con las redes de su parroquia terminan ubicándolo en el centro del conflicto, conectándolo por diferentes razones  a los partidarios de   las dos facciones en confrontación. No cabe duda de que en el ir y venir de los hechos y las circunstancias, Segura es utilizado por los partidarios en pugna, tanto o más de lo que  él los  utiliza a ellos al «jugar» sobre sus rivalidades e intereses. Pero más allá de las intenciones de  unos y otros, será la lógica que toma el proceso judicial lo que le dará la posibilidad social de actuar, e incluso de forjarse una  salida provechosa frente al frustrado «buen negocio» del

	«falso» matrimonio. Al final, más allá del adulterio o de las intenciones de  «empapelar»  y perjudicar a García Conde, Segura, empoderado en su rol de  marido,  se  obstinará  en  que Gertrudis se quede con él. Invocará, cual aprendiz de brujo, fuerzas que va a  ser  incapaz de controlar y que terminarán volviéndose  en  su  contra:  un  periplo  singular  que  acabará llevándolo a la cárcel.

	 

	 

	Las tensiones políticas en la parroquia, la provincia y con el gobierno virreinal

	 

	Con lo expuesto, el panorama se ha abierto más  allá del  triángulo  del  adulterio. Queda  claro  que el conflicto se articuló con la trayectoria de otras  personas  en  la  parroquia,  en  la provincia o en la capital. Siguiendo los hilos que traza el dosier judicial,  encontramos  que quienes se posicionaron declarando contra García Conde y apoyando a Pedro Segura en su denuncia, fueron representantes o aliados de dos  familias  prestigiosas  de  la  provincia  de Ibagué:  los Guzmán y los Galindo. Los  primeros, con prestancia en la parroquia de El Guamo, ya que el pueblo se fundó sobre tierras que  cedió el  hacendado  José de Guzmán de Arce en 1767; y los segundos, los Galindo, vinculados a los primeros en El Guamo e, igualmente, con prestancia en la ciudad de Ibagué y en la capital del virreinato. Del lado  de  los  aliados  o amigos de García Conde, tanto  actuando  en Ibagué  como  en la  capital,  aparecen dos  figuras que no están presentes en el  expediente,  pero que  además  de revelarse como  estructurantes  de las dinámicas políticas y económicas en esta  región,  resultan  ser  dos  actores  políticos  a quienes -en el mismo momento del proceso judicial- se buscaba «perjudicar». Se trata de don Ignacio  Nicolás Buenaventura,  maestre  de campo  y oficial  real  de la ciudad de Ibagué,  y de don Luis Caicedo y Flores, comerciante próspero y miembro de una eminente  familia terrateniente de la región. Caicedo había logrado extender su impronta y prestigio desde la

	 

	
provincia hasta los círculos de la elite criolla de la capital del virreinato.18

	La posición de García Conde en la provincia de Ibagué  estaba anudada  con las redes de estas familias y personas. Don Ignacio Nicolás Buenaventura, compadre y principal aliado en Ibagué de don Luis Caicedo, contaba entre sus «contrarios» en  el  cabildo  a  don  Miguel Galindo, a quien García Conde designa en sus declaraciones como uno de sus «capitales enemigos». Por su lado, quien convence (y paga)  a Segura para retirar el denuncio la primera  vez, el amigo de García Conde en Santa Fe, según dice Segura,  es el  mismo  que  representa a don Luis Caicedo en la capital, don  Fernando  Benjumea,  miembro  -junto  a  Caicedo-  del cabildo de la ciudad capital. Un elemento  de  tensión en estas  sociabilidades  regionales  -que  fue  definiendo  quiénes  eran los amigos  y quiénes  los enemigos  en estos años-  se relaciona con la competencia por los bienes que puso en circulación la expulsión de los jesuitas: Benjumea, García Conde,  Buenaventura  y otros aliados de Caicedo participaron activamente  en el  remate de esos bienes al ocupar puestos de gobierno o al integrar comisiones  designadas  para  su manejo; además, cada uno de ellos adquirió en su momento una de estas «haciendas de temporalidades» en la jurisdicción de Ibagué.19

	La  facilidad de acceso a estos recursos se opuso y se articuló a la dificultad que  expresó   el  denuncio  de Pedro y Joaquín Galindo20  (a propósito de una  de estas  haciendas), conflicto que se ubica en el origen -según declara Pedro Segura- de la denuncia  por  adulterio.  Pedro Galindo  había,  en  efecto,  denunciado  agravios  y  perjuicios  en  la  compra  de  la hacienda

	«Doima» de la Junta de  Temporalidades  en 1779,  y Buenaventura  y García  Conde  tuvieron cartas en el asunto.21 Debemos hacer notar en este punto que la forma en que se pusieron en circulación los bienes de temporalidades otorgó abiertas posibilidades a muchos que, sin gran capital económico, pudieron beneficiarse de un  capital  relacional  que  les  aseguraba  los  apoyos necesarios. El capital económico contaba, no hay  duda,  pero  dado  que  en  su  gran mayoría  estas  haciendas  se remataron a través  de censos  redimibles, se dio la posibilidad de que cualquiera -con las relaciones convenientes- pudiera adquirir uno de estos bienes.22 Es justamente  el  caso de García Conde,  quien remató  la hacienda  Bellavista por  13 019 pesos,  sin avanzar nada de contado, comprometiendo todo  el  valor  a  censo.23  Fue  don  Ignacio Nicolás Buenaventura, primer rematador de la hacienda en 1775, quien la traspasó a García  Conde en 1791.24 En cierta medida, podemos decir que es a través del vínculo  con  Buenaventura, como García Conde se ubicó en esta comunidad  rural  de la que  él  participaba desde hacía años, ya que se había desempeñado como administrador  de dicha hacienda  y su vecina («Doima», la que buscaba rematar Pedro Galindo), en tiempos en  los  que  aún pertenecían a los jesuítas.25

	Insistir en los vínculos que unían y separaban a estas personas aclara las lógicas que estructuraban y expresaban las tensiones de poder. Por ejemplo, hablar de los «amigos de los amigos» o de los «enemigos de los amigos», para significar la forma  que  tomaba  el  juego  de  las clientelas políticas en la época, tiene apoyo tanto en los términos con los que los actores describen sus alianzas y sus oposiciones, como en un tipo de análisis que privilegia una comprensión relacional  de  las  dinámicas  políticas.26  Con la  información que  nos  brinda el

	 

	
juicio y basándonos en los  documentos que  hemos  encontrado,  observamos  una  particular forma de alianzas: si bien existe una división, lo que esta expresa es la cristalización de un conflicto puntual que polariza, en un momento dado, las  tensiones  de  ciertos  equilibrios  de poder entre un conjunto de vecinos y sus respectivas redes de relaciones.

	Este sentido de oposición circunstancial se expresa en  el  movimiento  de  ciertos individuos de una posición a otra, como es el  caso  de  Pedro  Segura  y de  Don  Manuel  de Guzmán y Castillo. Además, a través de las  diferentes  declaraciones  entendemos  que  los  que en este momento se presentan como los «capitales enemigos», no  lo  eran antes  del  conflicto judicial, o por lo menos no de frente y en una oposición radical  que  impidiera  un  universo común de sociabilidad (fiestas, paseos, ir de pesca, etc.). Vale la pena señalar en un mismo sentido que, aunque el apoyo de los enemigos de García Conde tiene lugar sobre la base de alianzas  familiares (los Galindo y los Guzmán),  la división no  es homogénea:  ciertos aliados  de García Conde pertenecen a la familia de los llamados enemigos. Elementos todos que nos llevan a afirmar que, en el momento que nos ocupa, el conflicto se  daba  dentro  de  lo  que podríamos  caracterizar  como  una  dinámica facciosa:  oposición cambiante  e  inestable  donde las pertenencias se redefinen  en  función  de  competencias  puntuales,  que  van  ordenando  el juego  social  del  poder.27  Y es  dentro  de esta forma  de ejercicio de la acción política, donde las acciones en justicia que permiten el  «empapelamiento»  del  adversario  adquieren toda  su fuerza estructuradora. Volveremos más adelante sobre este punto.

	 

	 

	Urdimbres políticas, intereses cruzados y juegos de lealtades

	 

	Un tercer nivel de conflicto en estas tramas se relaciona con las disputas en las que  se  vio envuelto don Luis Caicedo y Flores en el curso de los últimos años  del  siglo XVIII. Así, al  lado de las tensiones ya  vistas que  creaban las rencillas en el pueblo de El Guamo  y del remate  de  los bienes de temporalidades, otro punto de  tensión se  articula  o superpone:  la competencia  por el abastecimiento de uno de los monopolios del Estado, el del aguardiente. La importante ascensión económica y política de don Luis de Caicedo hacia finales del  siglo  XVIII  se estructuró  en torno  al  abasto de mieles  para la fábrica de aguardiente  de la ciudad de Honda. A partir de 1778, fecha en la que se implantó el sistema  de Reales Fábricas de Aguardiente  -  con su sistema de contratos de abastos de mieles-, Caicedo logró obtener  los  mejores  contratos,  apoyándose  en su influencia  política local  y en la que  consiguió  tejer  en la capital. En sus  años  de auge  y poderío, Caicedo llegó a tener  una  prestante  posición, compró el  cargo de alférez real de Santa Fe (1790)  y fue  condecorado  como  caballero  de  la  Real  Orden de Carlos III (1792), confirmando con estos títulos su ascensión económica  y  política.  Sin  embargo, su influencia y prosperidad conoce  un reverso a partir  de 1796, año  en el  que  se le quita el abasto de mieles y momento a partir del cual los roces  y  hostilidades  con  las autoridades del cabildo y del gobierno virreinal se incrementan. Las razones del cambio de situación de Caicedo son varias y complejas, y su exposición detallada exigiría otro estudio; señalaremos simplemente que las hostilidades contra Caicedo lo fueron igualmente contra sus

	 

	
aliados, y que el ataque a sus amigos fue parte de las hostilidades contra su persona y sus negocios.28

	Así, el momento en el  que  se inician los roces de Caicedo con una  parte de la burocracia  en la capital y con otros hacendados en Ibagué y Honda, coincide  con el  inicio  del  proceso judicial contra García Conde y con el de otros procesos varios contra sus aliados en la jurisdicción  de  Ibagué,  como  veremos  más  adelante.  El  mismo  Caicedo  fue  demandado  ese año por doña  Teresa  Ponce,  hacendada  de la villa de Honda  y -como  Caicedo-  abastecedora de la fábrica de aguardientes,29 mientras que Buenaventura, su  compadre,  sufrió  prisión  y destierro por una causa que, como la de García Conde, se basaba en su actitud moral y en sus relaciones   amorosas   (en  este  caso  se  trató   de  una   relación  y  promesa   de  matrimonio

	«indebida»),      dando      origen      a      un      proceso      que,      según      el      acusado,      era      expresión      de

	«persecuciones      políticas      de      funcionarios      y      adversarios».30      Es      decir,      otro      caso      de

	«empapelamiento».

	En este contexto, nuestro juicio por adulterio  se  teje  en una  trama  más  amplia,  García Conde se ubica como parte de la «clientela política» de Caicedo, y la forma  en  que  se organizaron los vecinos de El Guamo,  de Ibagué  y de la capital en este juicio se corresponde  con la lógica facciosa que caracterizaba sus roces y tensiones. En este juego, un conflicto de intereses puntual  pudo coincidir e influir en las decisiones que sobre otros asuntos se tomaron,  sin que la relación fuese necesariamente directa y explícita. Un ejemplo lo vimos en  la descripción del juego de  posiciones,  donde  otras  enemistades  o  conflictos  parecían articularse. Los enemigos de Caicedo atacan a sus amigos y los amigos de José María García Conde resultaban ser los enemigos de Miguel Guarín, abogado, procurador de pobres y representante de Pedro Segura. Sin que entre Guarín y García  Conde  existiera  una  enemistad directa, este termina tomando decisiones que le afectan y lo perjudican en su momento. Por su lado, aunque  en ningún momento  los asuntos  de Segura  o la suerte  de Gertrudis  se plantearon en relación o en articulación con los de Caicedo o los de Buenaventura, su situación y sus posibilidades de actuar  se vieron atadas a los destinos  de estas personas, a sus  decisiones, a    las consecuencias  de las mismas  y a los azares que  influyeron en sus  particulares  trayectorias.

	Ya hemos dicho que no vemos en el caso examinado la expresión directa y lineal de un conflicto general bien definido, del que el juicio contra García Conde  sería  un aspecto; son varios los cruces y por ello, determinar un origen particular o general para estos conflictos impediría apreciar cómo se conforman unos en relación con  otros.  En  un  caso  como  este parece pertinente evitar explicaciones que vayan de lo particular a lo general  o de lo general  a  lo particular de manera lineal y causal; más bien nos inclinamos a considerar  movimientos paralelos, articulados o encadenados, que se alimentan recíprocamente.31 Es innegable que  el juicio por adulterio se articula con el juego complejo de  la  posición relativa  de  don Luis Caicedo y sus aliados; y que estas posiciones se articulan, a su vez, con la competencia por recursos económicos a nivel del virreinato y, en última instancia, con las necesidades  de  la metrópoli establecidas por el sistema de monopolios estatales. Vemos entonces cómo las competencias, en diferentes niveles, encontraban puntos de expresión en ciertas acusaciones, desarrolladas  en el  campo  judicial, dando  un amplio  espacio social  al  ejercicio cotidiano   de

	 

	
la justicia.32

	 

	
		Acción política y procedimiento judicial: prácticas cruzadas



	 

	Pero más allá de las articulaciones interpersonales y puntuales, el acontecer reticular en el que estas personas interactuaban encuentra  otras resonancias que  afirman el estrecho vínculo entre  las tensiones  políticas y el uso de ciertos recursos a la justicia como  estrategia política. Si en   un juicio como el que aquí examinamos se mezclan y articulan diferentes tipos y naturalezas de conflictos, es justamente porque la forma en que operaba y se regulaba dicha  sociedad  -su dinámica- lo permitía y, en cierta medida, lo promovía. Una mirada a los archivos judiciales coloniales nos muestra hasta qué punto el ámbito judicial representaba un espacio habitual de cristalización de confrontaciones de diversas índoles. Recordemos que en los territorios de la América Ibérica se había instalado y desarrollado desde el siglo XVI una dinámica social completamente  impregnada  de  relaciones  jurídicas  -con sus  respectivos  tribunales  de  justicia y jueces asignados- que incidía en todos los ámbitos  de  la  vida  social.  En ese  sentido,  el recurso a la justicia representaba un camino accesible y eficaz frente a cualquier negociación y resolución de conflictos. En su labor, los jueces estaban obligados a acoger estas querellas y abrir sumarios, por lo que la estructura del funcionamiento de  la justicia  no  solo permitía  la práctica del «empapelamiento», sino que en cierta medida la promovía.33

	Es decir, más allá de lo singular  de nuestro  juicio por  adulterio, el  recurso a la justicia civil  y criminal  para «empapelar» al  enemigo  respondía a una  práctica común,  y esto no  solo en Nueva Granada, sino también en otros contextos de la América Ibérica.34 Sin ir más lejos, articulados a nuestro  caso  encontramos  varios  procesos  por  diferentes  asuntos,  que  parecen tener las mismas características e implicar a los mismos  actores o sus  universos relacionales: entre 1801-1803, se sigue una causa civil contra don Ignacio Nicolás Buenaventura por  matrimonio clandestino y disputas por un solar perteneciente al cabildo,35 según una denuncia promovida por su yerno, don Pedro de los Santos, contrario a este en el cabildo y asociado igualmente con las denuncias que le valen cárcel y destierro a Buenaventura  en 1805.36  Es También Pedro de los Santos quien  en  1806  abre  el  sumario  de  residencia  de  José  María García Conde, retomando el juicio por adulterio juzgado en 1801.37  En 1805, Ignacio Galindo

	-enemigo de Buenaventura y de García Conde- acusa  a  don José  María  Lee  -escribano  del cabildo y asociado de García Conde y Buenaventura- de «vago, mal entretenido y amancebado con público escándalo», acusación que  resulta  sin  fundamento  ante  la  justicia,  después  de varios años de juicio y de cárcel.38

	El mismo José María García Conde es  enjuiciado de  nuevo  en 1801 por  el  alcalde  de Ibagué, por «conquistador de solteras y casadas, picapleitos y otros hechos».39  Sin contar  con que varios años antes (en 1793) es García Conde quien, en su posición de  teniente  de  gobernador de la ciudad de Ibagué, «empapeló» a don Salvador Montealegre, entonces alcalde provincial de la misma ciudad, acusándolo de ladrón de ganados, de los bienes de la Iglesia y

	 

	
del Real Erario, deshonrando además su persona al acusarlo de ser  «hijo  de  mulato»,  condición que lo hacía «indigno» del cargo  que  ostentaba  en  la  ciudad.40  La  demanda  es seguida por una contraacusación de Montealegre, y las rencillas  continúan  en varios  pleitos  hasta el año 1807.41 De la misma manera que en el juicio por  adulterio que  hemos  visto en detalle, estos expedientes  muestran que,  un poco antes  de la primera acusación, García Conde     y Montealegre no solo trabajaban juntos, sino que eran muy cercanos en la política  y en los negocios. Montealegre presenta testimonios de este vínculo para tratar de desmontar la  acusación de García Conde y demostrar que se trataba de un asunto de «empapelamiento» con intención de  desvirtuarlo debido a  una  reciente enemistad.42

	De esta común práctica política habla el entonces  funcionario  del  gobierno  colonial Antonio Nariño, un año antes  del inicio de nuestro juicio civil y criminal  por adulterio (1797),  en su «Ensayo sobre un nuevo plan de administración en el Nuevo Reino de Granada»:

	[...] una de las enfermedades más destructoras de este Reino es la manía de los pleitos, que junto a la lentitud y embarazo de los procesos y al pillaje de los escribanos, etc., causa un atraso increíble en la fortuna de los particulares. Nada es más común que ver a un propietario abandonar sus posesiones, hacer un viaje de veinte o treinta días de camino, permanecer años enteros en la puerta de los tribunales y consumir finalmente la parte de hacienda que tiene [...]43

	 

	En este comentario de Nariño la preocupación reside en las pérdidas económicas; no obstante, a partir de estas es fácil entender su posible uso político.  La  recurrencia  de  la práctica, antes que designar banalidad, pone de manifiesto la compleja situación a la que  conducía este tipo de acusaciones. Las razones no son difíciles  de  entender:  un  proceso judicial implicaba un desgaste moral, económico y político que ponía en tensión y en jaque las lealtades de un grupo, generaba deudas,  gastos,  favores,  consumía  tiempo  y  energías, obligando a ocuparse de ello para salir librado de la mejor manera posible. Se trataba de un encadenamiento difícil de controlar una vez puesto en marcha el mecanismo  judicial.  Si  se ganaba  el juicio, de todos modos  se había perdido tiempo, dinero, credibilidad; si se perdía,  peor aún, pues además de lo anterior había que asumir la pena impuesta por la justicia.

	Los archivos judiciales y los impresos que se generalizaron desde finales del siglo XVIII muestran que  «empapelar» a rivales  y enemigos  fue  un manejo  político usual.44  Su continuidad a lo largo del siglo XIX es de fácil seguimiento, así como su relación con el creciente faccionalismo  político  que,  por  lo  menos  en  las  primeras  décadas  republicanas,  caracterizó las formas del ejercicio del  poder.45  Ángel  Cuervo,  entre  otros,  lo  refirió  al  hablar  de  la guerra de 1854:

	 

	Eso de enredar farisaicamente en la ley y gastar un tiempo precioso en empapelar á los prisioneros y á los enemigos políticos, demuestra espíritu estrecho, rutinero y mezquino.46

	 

	Más que de una desviación, se trataba  de  una  práctica  arraigada  que  tomó  diversas formas de expresión a  través  del  tiempo.  Tanto  en la colonia  como  durante  la República  se llegó incluso a una inversión del sentido mismo de las instituciones de justicia, puesto que no siempre  se  trató,  como  en el  caso que  hemos  examinado,  de  una  manipulación oportunista de

	 

	
los mecanismos de la justicia, sino que hasta el mismo marco normativo que suponían  las  prácticas judiciales pudo haber terminado al servicio de intereses particulares o partidarios.47   Ver estas expresiones en su historicidad representa un interesante campo de estudio que será necesario seguir explorando.

	 

	 

	
		Conclusión



	 

	«Empapelar al enemigo»: entre la justicia, la política, la moral y la economía

	 

	Con lo visto en las presentes páginas  podemos  plantear  que  una  particular  articulación,  o cruce de intrigas, se convierte en un  elemento  conformador  de  las  dinámicas  sociales estudiadas a través del juicio civil y criminal por adulterio de la pequeña comunidad de El Guamo.48 Es  evidente  que  la competencia  político-económica  le daba  una  forma  particular  a este juicio, a la vez que esta acusación por adulterio le daba una forma particular  a  la competencia político-económica de los implicados y sus redes de acción. Una falta jurídica y moral dentro de los  preceptos  oficiales  del  matrimonio  resultaba  también,  en este  caso,  un punto de debilidad que en ciertas circunstancias, como las de José María García Conde, podía llevar  a  la pérdida  de  una  posición política  y económica  preeminente.  A su vez,  el  hecho  de que fuese justamente  en el ámbito judicial donde cristalizaron tales conflictos, incidía tanto en    la forma  de ejercer  la política y el  poder  como  en la forma  de vivir  las relaciones personales y afectivas.

	Si bien hemos visto que la intriga política con repercusiones económicas se distancia del tema  oficial  del  juicio, constatamos  igualmente  que  ninguno  de los implicados parece ignorar que la denuncia  por  adulterio se relaciona con las pugnas  de las elites de El  Guamo,  de Ibagué y de Santa Fe (un caso de «empapelamiento»). Los mismos actores califican el proceso como manipulación -García Conde afirma que se trata de artimañas de sus enemigos-. La práctica no parece asombrar a nadie, y otros casos, como ya vimos, confirman lo habitual de  esta  forma social de confrontación. Sin embargo, no por ello diremos que la trama  del  adulterio es  una  mera «farsa» o solamente un pretexto.  Aunque  pongamos  en duda  la  validez del  matrimonio que  sustenta  la acusación -como  hace  Gertrudis  en su declaración-, o aunque  demos  crédito a las intenciones  dobles de los «enemigos»  que  se encuentran tras la acusación de Pedro Segura, lo cierto es  que  la relación «ilícita» de  García  Conde  con Gertrudis  Cuéllar,  antes  o después del  matrimonio,  no  es  menos  adúltera en la percepción de los  vecinos  de la parroquia o en la de la justicia ordinaria en su procedimiento. En este punto podemos  relacionar  ciertas propuestas ya clásicas de la teoría de redes sociales, donde los distintos ámbitos no solo se superponen y articulan, sino que se dan forma los unos a los otros.49 Podemos agregar, en este sentido, que abordar aspectos diversos de una situación social nos  lleva  a  sustituir  la construcción de unidades aisladas:  «aquí» las  relaciones  afectivas, «allá» la normatividad  de  la justicia, y «más allá» el juego político  o  la  competencia  económica,  para  comprender tramas  sociales  en las  que  las  resonancias  se multiplican al  comprender  cómo  se tejen los

	 

	
diferentes espacios de acción social.

	 

	 

	De la anécdota a la complejidad social

	 

	El juicio examinado nos ha permitido entender  un juego  de  tensiones  donde  el  recurso  a  la justicia representó un evento que articuló tramas de relaciones e  interdependencias  sociales: hemos visto aflorar afrentas o ajustes de  cuentas,  concretar  enfrentamientos,  establecerse cadenas de solidaridades o de enemistades, decidirse ordenamientos económicos y posiciones políticas. Con estas contingencias, el hecho judicial observado -con sus mecanismos, sus mediaciones, sus transformaciones y sus principios cognitivos- se plantea interactuando con dinámicas sociales más amplias.50

	Una acusación de adulterio, que en un análisis político quedaría en la  categoría  de anécdota, se ha integrado aquí en la  complejidad  de  una  superposición  de  tramas.  La tradicional  referencia  a  la anécdota  política  e  histórica  ha  tomado  la relación entre  «asuntos de faldas» y política como uno de sus  centros; así  lo expresa  el  dicho francés  Cherchez  la femme y el  más  antiguo  dicho español:  «Válgame  Dios no  hay remedio, en todo humano  litigio a no obrar Dios un  prodigio,  habrá  faldas  de  por  medio».51  Estas  visiones  representan,  en cierta  medida,  una  posición contrapuesta  al  sentido  que  aquí  hemos  buscado  expresar,  dado que no  hablamos  de una  anécdota  que  le otorga  ligereza y humor  a la historia con mayúscula, sino  que  consideramos  que  dichas  expresiones  -por  el  contrario-  profundizan  y complejizan las comprensiones de la historia y,  entre ellas, las de lo político.

	En este texto hemos visto que  un  juicio  como  el  estudiado  puede  expresar, simultáneamente, una reivindicación de derechos, relaciones afectivas, ciertos mecanismos de imposición, los  límites  de cierta normatividad,  la cristalización de desacuerdos  personales  o  la oposición de intereses económicos y políticos entre personas que  interactuaron  en entreveradas tramas. El presente análisis nos ha llevado a dos proposiciones relacionadas. En primer lugar, planteamos que un conflicto no es, en general, univalente, y que con frecuencia articula diversos aspectos de las relaciones humanas en las que surge. El que hemos visto expresaba la cristalización de un conflicto puntual que polarizó las tensiones  de  una configuración, precisa y cambiante, de vecinos de la parroquia de El  Guamo  y  de  sus respectivas redes de relaciones. En segundo lugar -y en lo que se refiere a la acción política-, planteamos que la práctica concreta de «empapelar al enemigo» constituyó una  verdadera estrategia,  usual  y tremendamente  eficaz.  Podemos  hablar,  en este  sentido  y en esta  época, de una  forma de actuar en política totalmente incrustada en los diferentes aspectos de las vidas de  las personas.

	También pensamos que pasar de un asunto al otro, conectar, tejer ámbitos distantes (generalmente ajenos) no debe entenderse, valga la aclaración, como el reemplazo  de  un conflicto afectivo llevado a instancias judiciales, por uno económico  y político que  se esconde  en el primero,52 sino como la comprensión de una situación social heterogénea y sus implicaciones,  actuantes   en  distintos   ámbitos  de  la  vida  social   y  con  repercusiones  a

	 

	
diferentes escalas. Redes que se tejieron, se destejieron y se volvieron a tejer: nudos, tramas e hilos sueltos que adquirieron todo su sentido en las dinámicas que les dieron forma.

	«La historia de las prácticas sociales no es nunca tan lineal como los textos y discursos quieren mostrarnos» señalan con sutileza Michel Foucault y Arlette  Farge,  al  referirse justamente a las voces que encontramos en ciertos archivos judiciales.53 Planteamos,  entonces, que una forma de desactivar esa linealidad propia del  texto  escrito sobre el  que  trabajamos puede ser la de reconstituir redes de relaciones, y eso hemos buscado en estas páginas. En esta ocasión la lectura que  hemos  realizado de un archivo judicial se ubica en la trama  que  implica la pregunta sobre su relación con la acción política. Seguramente, con otras preguntas de investigación este y otros documentos del mismo tipo se habrían tejido  de  manera  diferente, habrían privilegiado otras relaciones, reafirmando con ello  la  riqueza  de  tales  documentos para la investigación histórica.

	Resumiendo, diremos que lo que se presentó ante nosotros en el desarrollo de la  causa judicial analizada fueron trazos de relaciones complejas, inciertas, a veces manipulables y, en ciertos momentos, de una gran rigidez. Así, hemos  constatado  la  presencia  de  un patrón que termina  arruinado y desterrado como consecuencia de las acciones de su sirviente. Un marido  que  no  lo  es  exactamente,  que  empieza  como  sirviente  del  patrón y termina  queriendo ser

	«realmente» marido. Una mujer que más que  esposa  de  un  supuesto  marido  es  amante  del patrón. La denuncia de un adulterio que es a la vez la actualización de  la normatividad  que implica el matrimonio, la expresión de una común  estrategia  política,  una  competencia  por recursos  económicos,  una  venganza  personal  y un  aspecto  de  una  dinámica  política  facciosa que atañe a un grupo más extenso, revelando un conflicto más amplio... Surge, igualmente, lo imprevisto, lo aleatorio, aquello que no entraba en las intenciones de ninguno y  que,  sin  embargo, se construía en la confrontación de sus diferentes voluntades. Unos y  otros  -diría Norbert Elías- «se enfrentan una y otra vez ante el resultado de sus propias acciones [...] contemplan con asombro los giros y desarrollos de la corriente histórica que ellos mismos conforman sin poder controlarla».54 Así pues, aquí, como en toda dinámica social, se estaba obrando con y contra lo incierto, esquivando o asumiendo lo aleatorio y en medio de juegos múltiples de interacciones y de retroacciones, de marcos normativos  superpuestos, de dobles o  de triples sentidos.55 Es decir, más allá de la anécdota buscamos  ver  y  comprender  ciertas formas  complejas  de acción social.
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		NEGOCIACIÓN Y CONFLICTO ENTRE POBLACIONES INDÍGENAS  Y BLANCO-MESTIZAS  EN  LA SIERRA



	ECUATORIANA EN EL MARCO DE LA CONSTRUCCIÓN JURÍDICA  DEL ESTADO, 1830-1857

	 

	 

	VIVIANA  VELASCO  HERRERA*

	 

	El  proceso de negociación de los  distintos  sectores  involucrados, de manera  activa o pasiva, en la construcción del Estado ecuatoriano, ha sido y es objeto de mi investigación desde hace unos años.1 En el  camino  transitado  he  enfatizado  la  importancia  que  el  establecimiento  de redes o tejidos jurídicos y judiciales tuvo  en la constitución del  Estado y,  de manera  especial, en su relación con las poblaciones indígenas, que fue mayoritaria en el siglo XIX. Recorrer los procesos  de  vinculación entre  la trama  estatal, en construcción,  y las  complejas  dinámicas  de las poblaciones indígenas ha resultado central en la investigación. Para ello, he revisado las distintas formas de relaciones entabladas entre los actores estatales y locales y los diversos instrumentos jurídicos y judiciales que las poblaciones nativas utilizaron para acercarse a la administración de justicia. Como veremos, la mayoría de  las  veces  este  acercamiento  se  dio desde  la desigualdad,  lo que  generó  tensiones  interétnicas  e  interinstitucionales.  No  obstante, la administración de justicia se volvió más compleja cuando las poblaciones indígenas conocieron y manejaron a su favor las posibilidades que la construcción estatal brindaba para, por ejemplo, enfrentarse al poder de la hacienda, como sistema que tenía una lógica y una administración de justicia propias.

	Este trabajo se engloba en un análisis mucho más profundo, que apunta a comprender las relaciones jurídicas entre el  mundo  indígena  y  el  blanco-mestizo,  sobre  todo  desde  la discusión de las leyes y discursos jurídicos de la época y su influencia en las formas  de establecer la justicia y el derecho. En esta oportunidad, hemos primado un acercamiento a las fuentes primarias de índole judicial, para ofrecer unas primeras reflexiones sobre este  complicado y apasionante tema, que seguramente nos seguirá  ocupando en  futuras investigaciones.

	Cuando el investigador revisa las constituciones y las leyes de régimen político del  siglo  XIX, llama la atención la total  ausencia de las poblaciones indígenas dentro de la estructura que   se ratifica en estos cuerpos legales. La omisión en la ley no significa que no existiese una administración interna de las comunidades nativas a nivel local, pero refleja la lenta incorporación de dichos sectores a la trama estatal. Esta ausencia vuelve invisible al indígena dentro de las cartas magnas y nos  deja ver  la existencia  y ratificación de la diferenciación. Es por ello que se hace  necesario recurrir  a otro tipo de fuentes; en este sentido,  los  documentos de   procedencia   judicial   constituyen   un   material   privilegiado   para   poder   apreciar  la

	 

	
importancia de la presencia indígena, que en ese momento representaba más  del  60% del  total de la población de Ecuador.

	 

	 

	
		Las protecturías y la administración de justicia indígena



	 

	Para normar el mundo indígena se usaron leyes especiales y decretos coyunturales. En  las primeras décadas de la constitución del Estado nacional ecuatoriano se  permitió  cierta autonomía y control interno de autoridades, mientras que a la vez se consolidaron mandos intermedios que sirvieron de vínculo entre el Estado y la comunidad.

	Para la administración de justicia de las poblaciones nativas, el Estado asumió un rol de protector. Si bien desde 1828 y en la primera Constitución de 1830 se ordenó que los curas párrocos fueran los tutores  y «padres  naturales»  de los  indígenas,  dentro  del  sistema  judicial se estableció que estos debían presentar sus causas o demandas a través de un protector.3

	Las  Protecturías  de  Naturales  fueron establecidas  con la  concepción paternalista  de  que el  rey debía proteger  a sus  súbditos. Los  indígenas  entraban dentro  de un grupo  de personas que no podían defenderse por sí mismas,  como  ancianos, pobres, menores,  etc., considerados como miserables. Si bien en la colonia también se había determinado  que  las  autoridades religiosas se hicieran cargo de su protección, debido a un sinnúmero  de contradicciones entre   los religiosos y los  indígenas  se  dispuso  que  ciertos  fiscales  de  las  Audiencias  ejerciesen como protectores.

	Los protectores de Naturales en la Audiencia de Quito, funcionaron como una especie de bisagra articuladora entre la población indígena y los españoles. Actuaron como abogados defensores, representándoles en los juicios y pleitos que mantenían con otros integrantes de sus comunidades, o con mestizos y españoles, presentaban memoriales ante las autoridades superiores... y velando desde la base misma del poder local, por la suerte de los aborígenes.4

	 

	A la figura del protector se añadió la del defensor. Las funciones de cada uno  de ellos no   son claras muchas veces, aunque según los juicios disponibles, los protectores estarían encargados de la presentación de cargos y la defensa ante la justicia, y los defensores habrían servido para la liquidación de cuentas entre los indígenas conciertos [o concertados] y los propietarios o hacendados. En  cada  Corte  Superior  existía  un  ministro  fiscal  que  fungía  de fiscal protector de indígenas y llevaba las causas en tercera instancia. Muchas veces se intentó eliminar este recurso porque se daban casos en los que el protector abusaba de los indígenas a  los que representaba. Por ejemplo, en 1835, se  decretó  la  supresión  de  las  protecturías  y también de los defensores, y se dispuso que los aborígenes eligieran cualquier persona para su defensa.5 Sin embargo, el decreto no tuvo  aplicación;  es  posible  comprobar  que  se  siguió usando la figura del protector para llevar adelante las causas que enfrentaron los indígenas. La elección de los protectores y defensores se hacía en la localidad y en algunos casos no era necesario que estos fueran abogados, como por ejemplo en el de los pueblos de Babahoyo y Naranjal, pero sí debían tener conocimiento de la lengua quichua.6

	 

	
En 1851, por la ley orgánica del poder judicial de ese año, se dispuso que los jueces de primera instancia, es decir, los alcaldes municipales, fueran quienes nombraran a defensores y protectores. Los ministros fiscales estaban obligados a defender, de manera gratuita, a los indígenas  en instancias  superiores, siempre que  las causas  no  fuesen criminales, de hacienda. En ese caso los indígenas debían nombrar un defensor y, de no ser así, debían hacerlo los tribunales.

	A continuación exponemos dos ejemplos de la elección de defensor y procurador de indígena:

	Pablo Chicaysa principal y el común de indígenas de la parroquia de Angamarca jurisdicción del cantón de Latacunga parecemos ante V. E. en la mejor forma que haya lugar en derecho y decimos: que a consecuencia de los muchos padecimientos que tenemos, ocasionados por Joaquín Cumchi Peñafiel pretendiendo este ser dueño de las montañas de Sachahucho términos de la expresada parroquia y para representar nuestros derechos en este superior tribunal pedimos que la justificación de V. E. se sirva nombrar para nuestra defensa al Dr. Ramón Gortayre y de procurador a Fermín Cepeda para que se entiendan en todos nuestros negocios que ocurra hasta la finalización de esta causa.7

	 

	En otro expediente encontramos que:

	Cornelio Pilatasig, de la doctrina de Pelileo, ante V. E. según derecho parezco y digo: que teniendo necesidad de representar al juzgado mis derechos y no siendo capaz de hacerlo yo por mi idioma tan torpe; y como la ley mi faculta a nombrar defensor, lo nombro de aquel al S. Francisco Cevallos, persona de toda mi satisfacción, para que este bajo las formalidades de estilo proceda a hacer las defensas que corresponda.8

	 

	Los agentes fiscales también debían proteger  a los aborígenes  en los cantones.  Allí  donde no existieran agentes fiscales, los tribunales elegían un protector. Los protectores debían ser letrados; si  en un cantón no  podía escogerse un protector letrado, el  tribunal  tenía  que  nombrar a un ciudadano que tuviera calidad de elector, aunque no tuviera conocimiento  alguno  sobre justicia (es decir, propietario, sin sujeción de  servidumbre  y letrado),  después  de  un informe del gobernador y del jefe político. Los protectores debían defender a los indígenas en primera instancia, autorizar sus juramentos y contratos sobre bienes raíces y liquidar sus cuentas. Estos agentes no tenían sueldos directos del  fisco, sino que  recibían el  pago  de aranceles, muchas veces provenientes de las arcas municipales o de los mismos indígenas.9 Los  tenientes parroquiales y los curas párrocos debían explicar estas disposiciones a los aborígenes «en su propio idioma, y al tiempo de la doctrina, cada tres meses, ocurriendo por cualquier omisión a   la multa de 25 pesos».10

	Tanto la legislación como las poblaciones indígenas aceptaron la existencia de  esta autoridad de intermediación sobre todo porque, en casi ningún caso, se  cobraban  derechos judiciales o eran menores  que  los de un abogado o  un fiscal.

	Las relaciones entre los indígenas y los protectores estuvieron marcadas por una serie de tensiones. Estas dinámicas dependieron de las características económicas y laborales de los grupos nativos; aunque sería un error generalizarlas. Por esa razón, la función de la protecturía resultaba   beneficiosa   o   desventajosa   dependiendo   de   si   los   indígenas  eran   libres   de

	 

	
comunidad o conciertos. Los rangos de acción de estas  autoridades  cambiaban según el  caso. Los protectores se enfrentaron en sus funciones a los intereses y las gestiones de  otras  autoridades existentes en la localidad. Por ejemplo, muchas veces tuvieron pugnas con los alcaldes municipales. En medio  de esos altercados se jugaron los intereses de ambos  grupos.  Fue el caso del protector  de Machala, quien representó a un grupo  de indígenas  por  un terreno de Chalacal, que  iba ser declarado baldío, en 1823. El  protector argumentó  que  el  alcalde de esa localidad, Vicente Pacheco, complotado con otro ciudadano  y un coronel, habían mandado una   comunicación  al  intendente   de  Guayaquil   en  la  que   se  acusaba  al  protector  de ser

	«revoltoso y enemigo de la paz». Ante tales declaraciones, se expulsó  al  protector  del  territorio. La demanda del protector llegó a la Corte Suprema y esta mandó  que  el  alcalde justificara sus declaraciones para que el protector pudiese volver.11 En medio de esta disputa entre autoridades, la causa de los indígenas quedó pendiente.

	La protecturía fue criticada muchas veces porque se consideró que era utilizada  para cumplir  con  intereses  del  protector  y  que  los  indígenas  podían  ser  fácilmente  manipulados. Fue el caso de la causa seguida por un grupo de indígenas  del  cantón  de  Girón  contra  el ciudadano Vicente Yzquierdo, quien era diezmero de esa jurisdicción. En  este  caso,  los indígenas presentaron una queja frente al alcalde  ordinario  porque  Yzquierdo  «los  había azotado inhumanamente por haber  llevado  tarde  un  carnero».  El  diezmero,  en  su  defensa, acusó al alcalde ordinario ante  el fiscal del tribunal  de apelación -quien asumió  la protección  de los indígenas- de que los había  seducido para  que  ellos  hicieran la acusación porque  el alcalde estaba enemistado con él «por no apoyarle para ser elector de esa parroquia».12

	Yzquierdo sostuvo el argumento de que Neyra, alcalde municipal  y  protector,  había utilizado a los indígenas para  ponerle  la  demanda.  El  fiscal  mandó  declarar  a  los demandantes, pero el representante de Yzquierdo respondió que esa acción no era válida, pues  los indígenas se hallaban bajo el influjo de Neyra y  del  segundo  alcalde  municipal.  En  el juicio, Yzquierdo presentó varios testigos que avalaron su antigua gestión como militar y como alcalde, así como su apoyo a la tropa al entregar unas mulas.  El  diezmero  justificó  haber  azotado a los indígenas por su demora y porque los contempló «como a niños y no más», razón  por la cual les dio el castigo.13 La postura de Yzquierdo se ratificó cuando los indígenas declararon que ignoraban el contenido de la demanda y que solo se habían quejado  por  los azotes. Al final de la querella, no se encontró mérito para seguir la causa pero tampoco  se sancionó a los alcaldes por llevarla adelante. Este caso no solo nos permite ilustrar  las  complejas relaciones entre las autoridades de la localidad, sino también  apreciar  cómo  las demandas  desde la protecturía podían ser  utilizadas  con fines  ocultos  y en razón de colisiones de intereses que eran ajenos  a  los  indígenas.  Semejante  tipo  de  casos  de  aparente manipulación habría dado origen a la disposición por la que se  eximía  a  los  indígenas  de  la fianza de calumnia, justamente para  evitar  que  se  causasen  daños  y  perjuicios  por  los enemigos de los jueces que tomaban el nombre de los indios.14  Sin embargo,  esta excepción también fue usada para presentar acusaciones, a través de los nativos, hacia  empleados  de Hacienda, por falsificación de papel sellado o de moneda y  por  extravío  de  los  caudales públicos, como denunciaba el gobernador de Cuenca a la Corte Suprema en 1844.15

	 

	
Desde 1845, con el gobierno de los «marcistas»,16 de corte liberal, se llevaron adelante transformaciones importantes con respecto a la administración de justicia de las poblaciones originarias. Por Decreto del 25 de noviembre de 1854, durante el  gobierno  de  José  María Urbina, se eliminó el cargo de protectores. Esto formaba parte de una  nueva  manera  de establecer las relaciones con la población indígena, que culminó con la supresión de la contribución en 1857. Con ese decreto los nativos mayores de edad ya  no  necesitaban  la mediación del protector para defenderse en sus causas, ni para  celebrar  contratos,  ni  para ningún  otro  acto  judicial,  civil  o  político.17  Dicha  disposición  cumpliría  con  las  directrices del gobierno de corte liberal de Urbina. Aunque los  protectores eran vistos por  el  gobierno  como un rezago de las prácticas coloniales y como autoridades que  servían para  oprimir  al indígena, la eliminación de la protecturía no fue conveniente para todos los sectores de la población aborigen. En 1847, por ejemplo, los indígenas gobernadores del cantón de Quito se quejaban ante el Legislativo de que la eliminación de los cargos de protectores e intérpretes resultaba perjudicial para el  manejo  de  sus  asuntos.18  Si,  por  un  lado,  se  estaba  dando  un nuevo  estatus  al  indígena,  al  poder  defenderse directamente,  debemos  matizar  la aplicación y las posibilidades de recurrencia a la justicia según las relaciones laborales y sociales de los distintos grupos indígenas. Valeria Coronel,  en  su  trabajo  antes  citado,  plantea  que  los gobiernos «marcistas» habrían visto a los indígenas  como  «interlocutores  válidos  de transacciones  civiles», y que  por  ello se había tomado  la decisión de suprimir  al  protector.19 Sin duda, hay un intento por parte del gobierno de eliminar las diferencias civiles que sufría el indígena e integrarlo en la trama nacional. Sin embargo, creo que  esa inclusión no  se dio de  forma homogénea en todos los sectores indígenas. Por ejemplo, en las comunidades libres, la nueva forma de acercarse a la administración de justicia fue a través del nombramiento de apoderados. En este ámbito se podía tener un acercamiento a la justicia sin mediación, pero la conflictividad entre las autoridades locales blanco-mestizas, las relaciones familiares y  de clientela, hicieron que las trabas en la administración de justicia a los nativos se mantuvieran.   De igual manera, aunque la  intención  del  gobierno  liberal  era  que  el  indígena  se  incluyera dentro del sistema jurídico del Estado, en el proceder diario  de  los  juzgados  se  siguió  apelando a las  leyes  de Indias  y a la costumbre.

	En el caso de los indígenas conciertos, que no disponían de los recursos necesarios para pagar los derechos judiciales, la mayoría de las  veces  acudieron  a  los  procuradores  de  pobres, por lo que la mediación se mantuvo, aunque con un cambio muy importante: ya no eran protegidos o representantes por su calidad étnica, sino por su condición de pobreza. Al eliminarse la protecturía se suprimió una función importante  de estos y de los defensores, que  fue  la liquidación de  las  cuentas  de  los  indígenas  con los  hacendados.  Si  bien muchas  veces los defensores no actuaban con total benevolencia con los indígenas, el eslabón estatal entre el hacendado y el indígena concierto se perdió, por lo que la liquidación  de  cuentas  con  la hacienda se volvió hacia las leyes internas de esta unidad  productiva.  Se  daban relaciones mediadas  por  estas autoridades que  tenían capacidad de ejercer  el  poder  y entendían el  juego de ambos mundos; una vez eliminados los eslabones, el rango de acción de los hacendados se habría ampliado. Otro matiz que  hay que  tener  en cuenta  es que  la protecturía era una  instancia

	 

	
que no se usaba siempre. Generalmente, la justicia menor se juzgaba en las  instancias  municipales, dentro de los cabildos indígenas y, de manera especial, en los  límites  de  las haciendas, donde los jueces estatales no  tenían acceso total. La  mayoría  de las veces ocurría   que si las partes (o una de ellas) no se encontraban conformes  con lo resuelto por  la justicia interna oral, acudían ante las autoridades estatales blanco-mestizas para llevar a cabo apelaciones.20

	Es necesario decir que aunque se  dictaron  leyes  de  procedimiento  judicial,  las autoridades de justicia local  de los cantones  y parroquias, junto  con las indígenas,  apelaron a  la justicia consuetudinaria y muchas veces resolvieron sus conflictos en el seno  de  la comunidad. Esta práctica de acudir a la justicia tradicional también se  producía  por  la  ineficacia del sistema judicial intermedio. Los juzgados cantonales o parroquiales de las pequeñas  ciudades y pueblos no  tenían la infraestructura  requerida para mantener  a los presos  y, según las fuentes, en algunos momentos no  fueron  capaces  de  despachar  las  causas  de manera adecuada. Ilustra bien dicha situación el informe del juzgado primero del cantón  de Gualaceo,  en el  que  se  agrupan  también las  causas  conocidas  en los  juzgados  parroquiales, que eran apeladas en el juzgado cantonal. Vemos que desde 1825 a 1831 se conocieron catorce causas. Entre ellas, se juzgó a un grupo de nativos  por  incesto  sin  recurrir  al  protector  o defensor, y a un indígena por homicidio bajo la representación del defensor.  Asimismo,  se encuentran cuatro acusaciones por homicidios, tres por heridas, tres por incesto, una por concubinato, una  por  intimidación,  una  por  estupro  y  una  por  sublevación.  De  estas  causas solo hubo un acusado que fue sentenciado pero que se fugó antes de ser enviado a cumplir servicios de obras públicas. Las restantes trece quedaron  pendientes,  tanto por  mal procedimiento del alcalde primero como por desconocimiento del paradero de los imputados. Cuando no  se encontraba  a los inculpados se mandaba  pregonar  cada tres meses  su búsqueda en las parroquias aledañas. En otra ocasión, una causa quedó pendiente porque el asesor no se hallaba en el cantón, por haber ido «a sus  haciendas  a hierras de ganados  donde  podía tardar  dos meses»; mientras se buscaba a otro asesor, los reos se fugaron de la cárcel. En las otras causas, estos huyeron o salieron al pagar una fianza.  El  alcalde  primero  de  Gualaceo  reconoció «que por las circunstancias del tiempo con las guerras, variaciones del gobierno y algunos otros inconvenientes no habrán podido darles giro  los  señores  jueces».  Se  dice  también que estas causas pendientes no se habrían activado porque el juez actual se encontraba enfermo  «postrado en su hacienda  de Cábug»,  sin poder  montar,  y por  tanto,  sin poder  acudir al servicio de sus funciones.21

	En cuanto al gobierno de las poblaciones indígenas, la división administrativa interna se mantuvo: se ratificaron sus cabildos y demás empleos. El Estado ecuatoriano  sostuvo  las jerarquías  internas  que  hacían posible  la correcta  recaudación de  la contribución indígena.  En la base de esa relación se hallaban los  caciques,  quienes  siguieron  conservando  su  estatus como las principales autoridades de mediación fiscal y política  entre  la  comunidad  y  el Estado. Si bien con la eliminación de la contribución personal de los indígenas  en 1857,  el poder de los caciques habría sido puesto en entredicho, la organización del trabajo subsidiario  les  habría  dado  a  estas  autoridades  étnicas  la  capacidad  de  relación y negociación con  las

	 

	
autoridades municipales, ya que eran los concejos los encargados de llevar adelante  la recolección del impuesto.

	La manutención de las autoridades legítimas sería una de las exigencias que  las comunidades harían a las autoridades estatales. El pacto de autonomía en el gobierno de la sociedad indígena se mantuvo en correspondencia con la necesidad del  Estado de involucrar  a  la población nativa dentro de la fiscalidad nacional. Las autoridades indígenas, gobernadores, alcaldes y caciques, conservarían el juego de la doble legitimidad conferida tanto por la comunidad  como  por el Estado.22  Una  de las transformaciones  más  notables  dentro del  manejo de los territorios y poblaciones originarias se habría dado por un proceso en el que las autoridades intermedias blanco-mestizas se habían ido involucrando paulatinamente en las elecciones de las autoridades étnicas. El teniente parroquial habría ganado  cada  vez  más  espacio en la localidad, conforme  avanzaba  el  proceso de homogeneización legal  y fiscal  de los indígenas. Las asociaciones entre las distintas autoridades, tanto nativas como blanco- mestizas, marcaron la pauta dentro del gobierno de la localidad. Al revisar varios expedientes sobre tierras y otras causas, se puede comprobar que existió complicidad entre las distintas jerarquías, lo que deja ver que las  divisiones  entre  el  mundo  indígena  y  el  mundo  blanco- mestizo bajo el prisma de las relaciones  sociales  locales  fueron menos  evidentes  que  en las grandes narrativas del Estado nacional.

	Dentro de las relaciones y conflictos de la comunidad, cada vez fue tomando más importancia la gestión de los alcaldes municipales como jueces. En algunas ocasiones las contradicciones entre los indígenas y sus  autoridades  se  solucionaban  a  través  de  la intervención judicial  de los tenientes  parroquiales y de los alcaldes municipales. Por  ejemplo, en 1830, María Escolástica Buele, de la parroquia de Sígsig, se  presentó  ante  el  alcalde  segundo municipal para acusar al alguacil del cabildo pequeño o cabildo indígena,  Gaspar  Llanchi, por haber matado a palazos a su  marido.  Según  el  testimonio  de  la  indígena,  el alguacil  había visitado a su esposo para mandarlo  a la ciudad de Cuenca  con una  carga. Este   se negó y argumentó  que  no  podía ir porque ya  estaba designado en un trabajo en la iglesia de  la doctrina.23 El juez parroquial no había acudido a ver el  cadáver  para  poder  hacer  el  sumario, puesto que, según la viuda, era compadre del alguacil imputado. Por la cercanía del teniente parroquial con el alguacil, la viuda pidió que el caso fuese revisado por un juez imparcial. El alcalde primero municipal hizo el sumario y mandó que se pusiera en prisión al alguacil. Sin embargo, la defensa de Llanchi indicó que dicho juzgado no era imparcial, puesto que el difunto Mariano Sagbay «era inmediato pariente consanguinio de Rosa Sagbay, quien ha sido ama  de leche del juez».24  Por tal razón se desconoció la sentencia del alcalde y se remitió  la causa  al  alcalde suplente,  quien tras recibirla se expidió a favor  de la viuda, ratificándose  en lo mandado por el primer alcalde. En este caso vemos, por un lado, las estrechas relaciones entre las autoridades nativas y los jueces cantonales y parroquiales; y por otro,  que  la  posibilidad de acudir a los alcaldes municipales fue un recurso al cual  los  indígenas  con frecuencia echaron mano, tanto para gestionar conflictos entre  autoridades  como  para resolver otro tipo de disputas internas. Muchas veces los litigios entre autoridades étnicas, sobre competencias y jerarquías, fueron evacuados ante la administración de justicia municipal.

	 

	
No siempre las autoridades estatales fueron blanco-mestizas; en parroquias de población indígena,  los cargos de tenientes  parroquiales fueron ocupados por individuos originarios de    la zona. Así, «las autoridades indígenas estaban integradas al sistema administrativo y político jugando su rol de funcionarios públicos y participando de las actividades impuestas  por  el Estado».25

	En el  estudio  de  Silvia Palomeque  se  presentan varios  casos  para  la sierra sureña,  en la que una familia proveniente  de  un  mismo  linaje  ejerció  cargos  administrativos  intermedios. Por ejemplo, en la parroquia de Paccha se trata de  los  indígenas  del  clan Auquilla  quienes ejercen la autoridad: «José y Juan, tasadores en 1836, José y Cornelio, regidores en 1842;  Tomás: Alcalde mayor  en 1849 y 1869; José María Teniente  parroquial  desde 1869 a 1873 y juez civil; Manuel Lucero A., juez civil en 1876; Santos Auquilla: juez civil en 1893; Fermín: Teniente político principal en 1893».26 La ocupación de dichos cargos  por  parte  de  los indígenas también estuvo envuelta en la lógica de la legitimidad, que se conseguía a través del linaje y la ascendencia. Es ejemplar, en este sentido, el litigio por tierras en el que un grupo de aborígenes se presentó ante el teniente parroquial para denunciar a  Mateo  Villalba  por  la retención de un documento de propiedad, con el fin de usufructuar las tierras. Los indígenas desconocieron la  autoridad  del  teniente  político,  Fernando  Villacís,  argumentando  que era

	«montañés y de distinta consanguinidad»27  para  ejercer  su  cargo.  Más  adelante,  en  el expediente, se informa que el teniente parroquial había sido recusado para el conocimiento de dicha causa, puesto que era compadre de Mateo Villalba y colindante con el terreno que estaba  en litigio. Por tal motivo, el trámite pasó al teniente segundo parroquial.

	Los círculos de principales de cada parroquia, al actuar en  asociación  con  blanco- mestizos, con frecuencia desdibujaban la tradicional línea divisoria que los separaba de estos.  En varias ocasiones, las relaciones de amistad  o las alianzas  circunstanciales  tejidas en torno    a intereses comunes dentro de la localidad permitieron  a  los  agentes  en  ellas  involucrados alcanzar ventajas considerables, ya fuera en las gestiones de la administración de justicia o de gobierno.

	Concordamos con Andrés Guerrero cuando plantea que  «la  creación  de  ramificaciones cada vez más densas y extendidas de funcionarios, y la delegación de atribuciones jurídico- políticas a nivel cantonal y parroquial, instauran  un  funcionamiento diferente  del  sistema político republicano con respecto al colonial».28 Ese funcionamiento diferente no se dio por el reemplazo de las autoridades tradicionales, sino que muchas veces se llevó a cabo a través de reordenamientos administrativos. Sin duda, la división del territorio permitió  un mayor  control por parte del Estado, puesto que de la  mano  de  nuevos  cantones  surgían,  por  ejemplo, concejos municipales, tenencias parroquiales, etc., que podían contrarrestar el poder de las autoridades étnicas, favoreciendo el  ingreso  de  nuevos  actores  en territorios  dominados  por elites tanto hacendarias como étnicas tradicionales. Paralelamente, se emplearon diversas estrategias para incluir a las autoridades nativas en la trama estatal. Sin embargo, cabe señalar también que la composición social de esas nuevas poblaciones, muchas veces exentas de ciudadanos, es decir, compuestas solo por  indígenas,  trató  de  impedir  de  alguna  manera  el avance  administrativo  del  Estado. Si  bien fue  necesario mantener  las  leyes  tradicionales para

	 

	
seguir con la recaudación del tributo, y por tanto se ratificó el poder de los caciques y gobernadores de indígenas, se puede  evidenciar  un proceso de inclusión y reconocimiento  de estas  autoridades  como  funcionarios estatales.

	Desde 1846, se entregó a los cobradores de impuestos la jurisdicción coactiva; con ella adquirieron la capacidad de ejercer coerción en la población para recaudar las rentas. Esta facultad se transfirió, a su vez, a los caciques y gobernadores de indígenas, quienes eran considerados como empleados auxiliares dentro de  la  cobranza.29  En  ese  proceso  de inclusión,  los  nativos  se  fueron  deslindando  del  cacicazgo,  identificándose,  paulatinamente, con la división territorial estatal: la parroquia rural.30  Una causal  de  conflictos  que  se presencia a lo largo del siglo XIX  es  la  competencia  del  Estado  para  elegir  autoridades. Aunque hubo intención de centralizar la elección de las autoridades indígenas en los poderes estatales blanco-mestizos, este fue sin embargo un tema que generó resistencias y que propuso espacios de negociación por los que los aborígenes, la mayoría  de  las  veces,  pudieron  mantener sus autoridades legítimas. Una vez que  se extinguió  el tributo, se terminó  también el pacto de autonomía del mundo indígena. Con esta transformación las  autoridades  étnicas perdieron espacios de negociación, puesto que los  alcaldes  municipales  y  tenientes parroquiales  ejercieron mayor  control  sobre  su gestión;  así,  por  ejemplo,  podían despedirlos de su cargo.  Aunque  los  gobernadores  de  indígenas  y caciques  mantuvieron  su cargo  fiscal, pues se encargaron de la organización del trabajo subsidiario dentro de las  parcialidades, estuvieron  sumamente  relacionados  con  las  autoridades  municipales  y  fueron reconocidos

	como dependientes de esa institución.

	Con el despliegue de las estructuras estatales, a través del establecimiento de nuevas parroquias y cantones, y por tanto de nuevas autoridades, y la  creación  de  un  impuesto manejado por el municipio, pero de carácter nacional, el trabajo subsidiario y las funciones de   las autoridades étnicas, antes autónomas, se habrían ido fusionando, en el  discurso  y en la práctica, con las funciones de las  autoridades  intermedias  blanco-mestizas,  al  incluirlas,  de manera  formal,  en la trama  estatal nacional.

	 

	 

	
		Las complejas relaciones de justicia dentro de las haciendas y el concertaje



	 

	Para poder tener una comprensión integral de la administración de justicia en relación con las poblaciones nativas es imprescindible poner atención en las dinámicas entre las haciendas, la población indígena y el Estado. Creemos que el complejo sistema del concertaje31 estableció formas  muy especiales, tanto  en las relaciones internas  entre  los indígenas, las comunidades  y los propietarios, como también entre las de las haciendas, como pequeñas o grandes unidades políticas independientes, y la  trama  estatal  en construcción.  Como  veremos,  en un  sinnúmero de ocasiones, los  gobiernos,  y  de  manera  especial  los  primeros  liberales  «marcistas», ensayaron políticas y leyes que buscaban eliminar la autonomía de  las  haciendas,  con  el propósito de intervenir en el  día a día de esta unidad  productiva y lograr  su normativización. Hay  que  tener  en  cuenta  que  no  todas  las  haciendas  tuvieron  las  mismas  dinámicas.  Según

	 

	
Hernán Ibarra, existieron en la zona de la sierra norte, en los siglos XIXy XX, tres tipos de hacienda: las  de altura,  las  agrícolas  y las  de trapiches. Las  haciendas  de altura,  ubicadas  a unos  3 000 m de altitud, tenían su origen en las grandes  haciendas  obrajeras de los siglos XVII     y XVIII. Se dedicaban a la ganadería de bovinos y ovinos, en especial, a la producción de lana. Por su ubicación, habrían generado muchas tensiones por la posesión de las tierras con las comunidades indígenas. Las haciendas agrícolas, situadas  en  los  valles  interandinos,  se destinaban a la producción de cereales y también a la ganadería.  Estas  colindaban  con  pequeñas propiedades. Las haciendas  de  trapiche  debían  situarse  en  tierras  más  bajas  para poder sembrar caña de azúcar. La vida en este tipo de unidades giraba alrededor de la producción de aguardiente y de ciertos productos de autoconsumo, como frutas y cereales.32

	El gran problema fue que la mayoría de los representantes  legislativos, gobernadores  y  otras autoridades eran hacendados, por lo que proponer  un  cambio  estructural  que  atentara contra sus privilegios se hacía impensable en aquel momento. Tales modificaciones fueron posibles recién en el siglo XX, con la legislación liberal radical del presidente Eloy Alfaro (1897-1901 y 1906-1911) y, de manera más concreta, a partir de los años treinta de ese mismo siglo; años en los que se inició un lento proceso de  repartición de  tierras  que  concluyó,  en 1964, con la primera reforma  agraria en Ecuador  -la segunda  data  de 1973—.

	Para Galo Ramón,  la  hacienda  habría  funcionado  en  algunos  casos  como  intermediario entre el mundo indígena y el Estado.  Sin  embargo,  la  mayoría  de  veces  resultaba  un impedimento frente a la posibilidad de una relación directa entre los intereses aborígenes y los estatales.33 El trato entre las autoridades del Estado y los hacendados estaba lleno de matices.  Por un lado, los primeros eran figuras de choque frente a los abusos cometidos por estos a los indígenas; pero por otro, servían para  acallar  esas  mismas  injusticias  por  la cercanía  social entre quienes podían ejercer cargos intermedios como  ciudadanos  y,  por  tanto,  como propietarios.

	Por ejemplo, en varias ocasiones los protectores se enfrentaron a grandes propietarios, hacendados u obrajeros y tuvieron una serie de disputas que pocas veces ganaron. Una muestra muy clara de estas tensiones se puede encontrar en el  expediente  que  recoge  la  queja  del protector de Peguche, al que se le encarceló por haber  seguido  una  querella  frente  al arrendatario del obraje de la misma localidad,  Antonio  Mora,  quien  había  sido  alcalde segundo municipal. Un grupo de indígenas del obraje  pidió  al  protector  que  les  ayudase  a liquidar las cuentas  con Mora, puesto  que  habían sido víctimas  de constantes  maltratos.  Junto con el protector, los nativos se acercaron al juzgado primero municipal para llevar a cabo la liquidación y para poner la demanda contra Mora. Ante esta autoridad se formó un tumulto importante. El alcalde primero demandó al protector  por  haberles  querido  cobrar  unos derechos excesivos por la liquidación de las cuentas y por seducir a los indígenas para que se levantasen. Por esta razón, se mandó al mencionado funcionario a prisión. Este, en su defensa, declaró ante el fiscal que en el obraje se llevaban a cabo una serie de abusos de poder. Entre  ellos, la venta obligada de ciertos efectos como tijeras, bayetas, etc., y también el uso de los indígenas para trabajos en la casa residencial  de Mora, en los días que  aquellos debían usar  para su descanso. Una de las denuncias más significativas fue que dentro del obraje existía una

	 

	
cárcel. Esta era una práctica muy difundida dentro del sistema de hacienda, por la que se administraba justicia al  margen de  la  trama  estatal  y sin ninguna  regulación.  El  fiscal  mandó hacer una visita al obraje para comprobar la acusación. Esta visita  da  cuenta de  varios  indígenas  que  llevaban largas temporadas  en prisión. A través de la documentación producida   a partir de la misma se recoge la información de los  nativos  que  se  encontraban  en  tal situación: Miguel Arias, preso durante  seis  meses;  Conejo,  preso  cuatro  años;  Francisco Jalaco, enfermo en prisión; Lorenzo Morales, ocho meses; Ventura Juta, preso  seis  años  y enfermo; Juan Esteban Lema, preso 15 días; Juan Dias, preso un año  y seis meses  con corma; José Amaguaña, preso tres meses y con una llaga en el empeine del  pie  derecho  por  haber estado en la prisión con corma; Manuel Amaguaña, tres meses en prisión con corma; Jertrudis Cepeda, presa tres meses por deuda de su finado marido.34

	Al preguntarle a Mora sobre esta situación, él respondió que «no hiso  sino  seguir  la costumbre que se había observado en Peguche».35 Después de la visita, los  ministros  de  las Cortes de Apelación mandaron que se continuara con la acusación  y  que  se  liberara  al protector. Sin embargo, el juicio no siguió,  puesto  que  los  escribanos  que  se  hallaban disponibles eran amigos íntimos de Mora. Las influencias del  arrendatario  retrasaron  la resolución de esta querella, que pasó un año entero sin resolución. Ante tal situación,  se presentaron ante  el alcalde municipal  un grupo  de mujeres  indígenas  pidiendo que  se siguiera con la causa contra los abusos, y al dar su testimonio reconocieron las imposibilidades de que   así fuese: «¿a quién habíamos de recurrir en este caso cuando el arrendador Mora  es  juez municipal, de grandes comodidades y lleno de relaciones en este  país,  nosotras  sujetas  con nuestros  maridos  a  sus  órdenes,  sin recurso  ni  alivio?».36  Las  indígenas  buscaban el  amparo del «gobierno paternal» para poder disminuir las vejaciones a las que se veían sometidas. Sin embargo, la «protección» que el gobierno debía dar estaba atravesada por los intereses de las autoridades que lo formaban. En semejante contexto, el campo de negociación de los indígenas era muy limitado. La causa siguió sin resolución hasta 1840, es decir,  durante  seis  años.  El protector que había iniciado la causa, Pío Cevallos, dejó de ejercer como tal y mantuvo la demanda como ciudadano. Al final, la causa no tuvo resolución, por lo que  la  población  concierta dentro del obraje de Peguche siguió administrándose por sí misma y al margen de la trama estatal.

	Andrés Guerrero, al revisar un libro de demandas del teniente parroquial de San Luis de Otavalo, de 1843 a 1845, encontró un número muy bajo de causas entre los indígenas y las haciendas; según su interpretación,  esto  habría  implicado  que  existieron  «instancias  de resolución de conflictos  que  escaparon de la intervención estatal».  37

	La legislación estatal no pudo o no quiso normar las  condiciones  del  contrato  de concertaje. Recordemos que era un contrato que se hacía oralmente y que solo estaba avalado   por la inscripción de los jornales de trabajo en el «libro de rayas» y las deudas  de  los  conciertos anotadas en los «libros de socorros y suplidos». En cada hacienda u  obraje  se impusieron diferentes formas de gobierno y se pactaron ciertos beneficios. En estos casos, la administración de justicia estatal constituía un  espacio  donde  se  pudieron  llevar  adelante quejas y querellas que denunciaban los maltratos propios del sistema de concertaje, en el que

	 

	
se incluía no solamente a los conciertos, sino a sus familias ampliadas.

	En otro expediente se vuelve a emitir una queja sobre los maltratos del arrendatario del obraje de Peguche.  Un grupo  de indígenas  sirvientes de esa hacienda, exponían los abusos  a    los que estaban sometidas sus esposas «por la sola desgracia de hallarse unidas a nosotros que dependemos de la servidumbre». En dicho informe cuentan que  sus  mujeres  recibían porciones de algodón, dos y tres veces por  semana,  para  que  lo  hilasen  sin ningún  pago.  Decían  los nativos sobre sus demandas: «mil veces las hemos presentado en  los  juzgados  de  nuestro  cantón, pero todas tantas han sido desatendidas... por que como en todo lugar... los sujetos que representan se hallan ligados con mil lazos que los obliga a guardar mutua consideración en detrimentos de los infelices que jamas hemos conseguido el menor  alivio».38

	A pesar de esa recurrencia a la justicia, las relaciones sociales de los hacendados  y la lentitud e ineficacia de estos juzgados, los casos favorables a los indígenas fueron pocos o, simplemente,  quedaron pendientes.

	La influencia y asociación entre los hacendados, sus subalternos y las autoridades locales también era evidente en la  resolución  de  causas  criminales  ocurridas  dentro  las  haciendas. Marta  Torrez, indígena  de la doctrina de Tocache,  reclamó en 1825, ante  el juzgado  cantonal, que su hermano, el  indígena  Gregorio  Cayza,  había  sido  arrestado  injustamente por  el asesinato del mayoral de la hacienda de Cochasquí, en  complicidad  con  el  alcalde  de Tocache. Este arresto se  hizo  sin  haber  cumplido  con  ninguno  de  los  procedimientos requeridos por la ley y solamente estuvo motivado por un sueño de la viuda del  mayoral.  El acusado fue remitido al alcalde de Otavalo, donde estaba encerrado sin ninguna otra disposición.39 La Corte Superior determinó que el alcalde de Otavalo fuese llamado para que justificase sus acciones. La causa no prosiguió en el expediente.

	Aunque  los indígenas  tuvieron,  por  ley,  la posibilidad de cambiarse de hacienda  a través de la liquidación de sus cuentas, este era un proceso que no  se  daba  con  normalidad,  ni  tampoco favorecía a los aborígenes. Casi siempre, el  estatus  de los conciertos se traspasaba a  sus familiares. Esta situación volvió mucho más compleja la liquidación de las cuentas y la movilidad de los indígenas para buscar nuevos patrones. Un  ejemplo  de  ello  se  puede  observar en el expediente llevado a cabo por la protecturía, en 1832, en el que se pedía que se dejase pasar al  indígena  Manuel  Maya  de la hacienda  de Francisco Carcelén (perteneciente  a  la familia de Mariana Carcelén, esposa de Antonio  José de Sucre, general  en jefe del ejército   de la gran Colombia), a la de Joaquín Sierra. La  madre de Maya, llamada Tucasa, contaba que   su marido fue concierto de la hacienda de Carcelén, en cuyo servicio había fallecido. Contaba también que se había casado nuevamente y que, al querer cambiarse  de  hacienda  para acompañar a su nuevo esposo, el patrón había retenido a su hijo menor, aparte de una yunta de bueyes y 18 ovejas, que era el patrimonio que su difunto esposo había dejado para la familia. Además, su otro hijo, que había pasado a servir en la hacienda  de Sierra, había sido apresado  por dos  gañanes  de la hacienda  de Carcelén. El  alcalde parroquial  de Cotocollao, parroquia a la que pertenecía la hacienda, dispuso que se liberara a los dos  indígenas  y  que  se  le entregaran todos los bienes a la viuda. Francisco Carcelén hizo caso omiso de la disposición y dispuso que  se le dieran 25 latigazos  al  hijo mayor.  Se pasó la causa  al  alcalde  municipal  del

	 

	
cantón y al  abogado agente  protector,  quien ratificó, por  tercera ocasión, la decisión de liberar  a los hijos y los bienes de la mujer. Se le entregaron los bienes, pero Carcelén siguió el litigio  por la pertenencia del hijo mayor de Tucasa y mantuvo la posición de que este constaba como tributario y como deudor de su hacienda. Para poder pasar a la otra hacienda, el nuevo patrón debía cancelar todas las deudas del indígena. Sierra respondió que este, que se hallaba a su servicio, no  era gañán de la hacienda  de Carcelén porque era menor  de edad, y que  su padre  era quien había sido concierto. Para la liberación se presentó un recibo del pago  del  tributo  y  las partidas bautismales de  ambos  hijos.  El  abogado  agente  fiscal  de  la  Corte  Superior  de Quito ratificó la decisión de que se le devolvieran los bienes a Tucasa y de que  se dejara a su  hijo mayor en el servicio de la hacienda de Sierra. Sin embargo,  Carcelén  quiso  seguir reteniendo al  hijo menor  con el  argumento  de que  este «era menor,  había nacido en su hacienda y que  como  natural  de ella debía permanecer  con el». El  argumento  no  fue  tenido en cuenta  y, tras unos meses de procesos en tercera instancia, se ratificó la posesión de los bienes y de sus hijos a la indígena.40 Si bien el caso fue favorable a la mujer, vemos la complejidad de las relaciones y el escaso margen de negociación de Tucasa para poder conservar sus bienes y sus hijos. En este proceso, la instancia estatal permitió detener la acción privada del hacendado.

	Para llevar  a cabo las liquidaciones también se utilizó  de la figura  de intermediación de  los defensores y protectores de indígenas. En la  documentación,  generalmente  eran  los defensores quienes se encargaron de dichas funciones, hasta 1854. Entre los defensores y los protectores también hubo  disputas por sus áreas de competencia. Fue el caso de los aborígenes   de una  parcialidad de Riobamba que  querían liquidar sus  cuentas,  y para ello habían escogido al  defensor; sin embargo,  el  protector  del  cantón,  Francisco  Xavier  Saem,  les  había  exigido que hicieran la liquidación bajo su autoridad. Este expuso que si así  procedía era porque «así está facultado por las leyes y costumbre observada por los demás protectores». El defensor reclamó tal intromisión en sus funciones y mandó una consulta a la Corte Superior. El fiscal respondió que ambas autoridades podían liquidar cuentas.41  En  algunas  ocasiones  se desconoció, de entre los dos, la autoridad elegida por los indígenas para favorecer  a  la  escogida por los hacendados. Estas  autoridades debían cobrar cinco reales por la liquidación   de  las cuentas.

	En los archivos judiciales hay varios expedientes que exponen la confabulación entre el defensor  y los patrones  de las haciendas  para ajustar  las cuentas  de liquidación de forma  que  el  hacendado  perdiera  lo menos  posible. De  esta  acción se  quejó el  ovejero Manuel  Llegalo, que servía en la hacienda de Patalo, en el cantón de Ambato. El contrato de concertaje se hizo   por la cantidad de 20 pesos y para apacentar 575 cabezas de ganado ovejuno. De la cantidad concertada  el  indígena  solo había recibido 10 pesos. El  contrato  se hizo  con la condición de que si este no justificaba el número  de  ovejas  antes  mencionado,  debía  «desquitar  con  su trabajo personal en labransa».42 El indígena afianzó sus bienes  para  concretar  el  contrato. Después de haber sido ovejero dos años  y  cinco  meses  y  de  haber  cumplido  además  con trabajo de labranza  dentro  de la hacienda,  hizo  la cuenta  con el defensor.

	Como habíamos expuesto anteriormente, los conciertos que eran pastores tenían  que justificar cada uno  de los animales  entregados, más  las crías y las muertes.  El nativo  ovejero

	 

	
se quejó de que la cuenta estaba mal hecha, puesto que se habían omitido los  cueros  de las  ovejas muertas y los de las que habían consumido, tanto él como «su amo»,  el  señor  Hervás. Llegalo denunciaba que el defensor «se ha coludido con el patrón» para ajustar  el  cargo  sin pasar  las  rayas, es  decir, los  días  de trabajo en la hacienda,  las  ovejas  muertas  y las  del  uso del propietario. Declaró también que el trabajo de su hijo menor, quien no era concierto, debía indemnizarse y que no se había tenido en cuenta. Además, se habían cargado en su contra «dos pastos en el año» sin considerar que algunas  ovejas eran viejas y no  habían dado más  de una  sola cría. El indígena concierto denunció  que  el  defensor  había  hecho  esta  cuenta  injusta porque era «amigo íntimo» del patrón, y que había sido en presencia del segundo alcalde municipal, quien era «pariente consanguíneo de Hervás». Como el indígena se negó a pagar la cuenta porque la consideró mal hecha, su hijo fue apresado  «como  fianza  del  pago».43  El alcalde principal pidió que el hacendado volviera a presentar los libros para ajustar las cifras, pero Hervás respondió que no era necesario, puesto que la cuenta  ya  había sido establecida, y que si no se había hecho en presencia de Llegalo  era porque este había estado ausente  del  cantón.  El  indígena  continuó  preso en la parroquia de Santa  Rosa durante  dos  años  y medio, sin conseguir hacer la liquidación. Después de ese tiempo,  se  mandó  que  se  liquidara nuevamente la cuenta, pero no sabemos en qué términos se recalculó, ni si se llevó a cabo. En  otras circunstancias las liquidaciones también eran injustas o inexactas porque se  perdían u ocultaban los libros de rayas y los de socorros y  suplidos,  que  eran  los  documentos  que avalaban los días de trabajo y las deudas.44

	Si bien algunos autores afirman que el concertaje habría sido una forma de evasión de las contribuciones -la indígena y el trabajo subsidiario- y de los servicios exigidos por las autoridades, una  vez que se eliminó la contribución indígena, en 1857, y el trabajo subsidiario, en 1893, el proceso de enganche a la hacienda se mantuvo. Probablemente, la presión por las tierras de comunidad ejercida desde la legislación de tierras baldías y de inclusión de los indígenas como propietarios dentro de la trama estatal, forzaran a los que se hallaban sueltos a involucrarse con las haciendas. Y que por este mismo proceso la supervivencia de ciertas comunidades se sostuviera alrededor de las unidades productivas al vincularse como peones sueltos en ellas. También se reconoce, en ciertos estudios de  caso,  que  se  dio  un  proceso doble, tanto de crecimiento de los pueblos a través del  reclamo y apropiación de tierras por  parte de blancos y mestizos, como del mestizaje de algunos  indígenas  libres  o  el reagrupamiento de los mismos  en zonas  más  altas.45

	Es cierto que en los gobiernos de los primeros liberales, identificados con los intereses agroexportadores, hubo lugar para una mayor negociación entre las comunidades  y  sus autoridades, y que  se intentó  trastocar  la autonomía  de la hacienda; sin embargo,  la presencia de autoridades  e individuos  de Estado que  tenían sus  intereses  en la manutención del  régimen de dominación hacendario hizo que se conservaran estas prácticas por las que accedía a fuerza   de  trabajo  casi  gratuita  y con carácter  de  servidumbre,  para  sustentar  formas  de  producción más baratas. El Estado, en el siglo XIX, salvaguardó el régimen de dominación  sobre  los indígenas y aplacó las resistencias, ya fuera con el  uso  de la fuerza  estatal  o al  hacer  la vista gorda ante  las formas  de coacción de las autoridades de la hacienda  y al  ratificar  la  autonomía

	 

	
jurídica  y política  de  estos  espacios.  Sin embargo,  durante  el  gobierno  de  los  liberales

	«marcistas», en general, o el de Urbina, en particular, y

	en el primer gobierno conservador de García Moreno, a inicios de 1860, los gobiernos centrales buscaron romper la hegemonía de los hacendados blandiendo el derecho de los trabajadores indígenas a dar por liquidadas sus deudas y a abandonar una hacienda donde eran maltratados, pasando a otra a cuyo dueño se transferían las deudas. En la segunda mitad del periodo garciano, se suspendió la ley que redimía las deudas del concertaje y se obligó a los indios conciertos a permanecer en las haciendas donde habían contraído sus deudas.46

	 

	Una vez que las entradas por contribución indígena dejaron de ser relevantes dentro  del Erario y, más que nada, cuando la recaudación se  volvió  caótica,  las  presiones  políticas liberales lograron la supresión del tributo. Si bien esta medida quitó un peso de encima a los indígenas, también eliminó su autonomía;  borró  las  diferencias  que  se  habían  vuelto privilegios durante siglos a través de la negociación de pactos entre las comunidades y las autoridades reales, y luego estatales, para poder mantener su régimen  de  gobierno  y  de  posesión de  tierras propias.47

	Sin embargo, el Estado estableció una nueva relación fiscal con  las  poblaciones  originarias alrededor del trabajo subsidiario. Las obras públicas que  se  llevaron  adelante durante el gobierno de García Moreno (1861-1875), momentos de  un  notable  despliegue  estatal, se hicieron con el excedente laboral de los indígenas y bajo la organización de las entidades municipales. El  fortalecimiento  del  Estado provendría de la capacidad de incluir  a  las poblaciones nativas en la trama de esta nueva forma de poder político, al mantener las diferencias civiles  -sin  derechos  ciudadanos-  y  universalizar  sus  deberes  como  tributarios bajo el discurso homogeneizador de la nación.

	* * *

	Esta primera aproximación a la configuración judicial del siglo XIX y su relación con la incorporación de las poblaciones indígenas  a la administración estatal  nos  permite  evidenciar la importancia  de las relaciones sociales  que  se construyeron en los  márgenes  de los  discursos y las prácticas blanco-mestizas hegemónicas. Para poder poner luz sobre estos  procesos  es necesario rescatar y analizar las  fuentes  de procedencia judicial  que  nos  permiten comprender la complejidad de las prácticas de la justicia en los  espacios  de  relación entre  los  ámbitos rurales y urbanos.

	Gracias a la riqueza de esta documentación, podemos apreciar las vinculaciones entre poblaciones indígenas y blanco-mestizas, los conflictos  y disidencias  dentro  de  la  población nativa y sus estrategias frente a la administración de justicia.

	Sobre este último punto es vital hacer énfasis en las posibilidades de negociación que adquirieron las  poblaciones  originarias  a  través  de  los  instrumentos  y organismos  judiciales del Estado en construcción, de manera especial, para enfrentarse  a instancias  privadas  como,  por  ejemplo, la hacienda.
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		CORTAR LA CAUSA, NO ADMITIR MÁS ESCRITO, OBLIGAR  AL PERDÓN.



	SENTENCIAS JUDICIALES PARA ADMINISTRAR LA PAZ QUEBRADA  POR  LAS INJURIAS

	(CHILE, 1790-1873)*

	 

	MARÍA EUGENIA ALBORNOZ VÁSQUEZ**

	 

	La cultura jurídica que nutre los pleitos por injuria durante los siglos XVIII y XIX chilenos no ha sido objeto de reflexión historiográfica (las aproximaciones a la figura jurídica de las injurias en Chile han indagado preferentemente en sus manifestaciones sociales y culturales vinculadas a otros aspectos).1 Sin embargo, creo que es fundamental para comprender cómo se tratan las injurias en las instancias de justicia escrita chilenas durante los siglos XVIII y XIX. Abordo aquí la justicia como manifestación de esa cultura jurídica que rige las injurias, la cual reconstruyo desde los expedientes y según los caminos elegidos por los jueces, actores tensionados y solicitados para dirimir un asunto bajo esta figura.

	Un vasto corpus analizado, que cubre tiempos coloniales y republicanos,2 muestra las distintas formas de ser de una querella por injurias, especialmente para el «largo siglo XVIII colonial» (el cual, obliterando hitos políticos, sitúo para Chile entre 1670 y 1840 aproximadamente).3 Los pleitos por injurias ante la justicia escrita son impulsados, en su gran mayoría, por el interés  directo de los litigantes, quienes  «empujan»  y «mantienen vivos»  tanto sus  «justicias» como  sus  «derechos», manifestando  su deseo de pleitear  como  litigantes  ante los jueces.4

	Esta afirmación implica dos posibilidades. Por un lado, la que se vive como amenaza indeseada, el «dejar perecer» la vitalidad de uno o de los dos (justicia y/o derecho), asumidos como dimensiones personales e individuales, literalmente deberes  en  conciencia.5  Por  otro lado, la posibilidad de «abandonar», como litigante y voluntariamente, dicho foro de justicia escrita que han solicitado. Ambas son acciones ligadas a la persona del litigante (no solo el injuriado, sino todo aquel que se considera agraviado y clama justicia), quien, desde la apreciación subjetiva del dolor que denuncia, coparticipa voluntaria y activamente  de  la instancia de justicia judicial6 mediante sus quejas,  solicitudes,  peticiones,  respuestas  a traslados, reclamos  y «pauteos»  -marca  el  ritmo-  de las  etapas  y plazos  de un proceso donde los jueces son solo otros actores más del mismo.7

	El  procedimiento  en la  justicia  hispanoamericana  indica  que  son las  partes  querellantes las que animan, o insuflan vida, a estos pleitos, que no pueden existir por la sola voluntad del  juez. En ese sentido, adhiero a la nueva historia social, que piensa las instituciones, incluida la

	 

	
justicia, desde la acción conjunta de sus usuarios y  de  sus  actores  institucionales,  en  un proceso de construcción compartida donde todos influyen. Se trata de superar  tanto el conocimiento único de sus reglamentos y procedimientos como la omnipresencia  de categorías para los destinatarios de dichas instituciones (oprimidos, dominados y disciplinados).8

	Y es que, de acuerdo con lo observado en los  expedientes,  esa manifestación de voluntad  de pleitear, de seguir  con  el  litigio  escrito,  puede  trocarse  en  desistimiento,  comprendido como la decisión explícita ante el juez de abandonar la querella comenzada. También puede reemplazarse por el avenimiento entre partes, acuerdo entre los litigantes para no seguir el procedimiento escrito ya comenzado porque han convenido un término al conflicto. Existen registros en los expedientes judiciales, y también en los protocolos notariales, de estos desistimientos y avenimientos entre partes litigantes para  Chile.  De  hecho,  las  primeras huellas de la  actividad  jurídica  «con  vocación  judicial»9  de  la  ciudad  de  Santiago, conservadas en los papeles de los escribanos, contienen al menos dos ejemplos de  estos  recursos.

	En el primero, de finales de 1565, Martín de Herrera -quien perdió un ojo a causa de una herida que le originó  Juan  Ambrosio  de  Escalaferna,  y luego  huyó  de  Santiago-  perdona  la culpa de su agresor, en su ausencia, mediante una «carta de perdón»  establecida  ante  un escribano, gesto que permite al huido regresar a la vida colectiva y elimina su persecución (ya que el herido, con su perdón, anula toda posibilidad  de  proceso  judicial  o  venganza  contra este).10 En el segundo, fechado en 1602, Marcela Godines, viuda y madre,  declara  en  su testamento  que  perdona al  homicida  de su marido, renunciando  a su derecho de acusarlo ante los jueces, y pide que su hijo menor de edad, mediante su tutor (un pariente suyo) la imite. Conocemos la declaración de este ante un escribano, en  la  que  se  compromete  con  dicha voluntad materna  de no  permitir que el hijo reclame enmienda  ni  se querelle judicialmente por  la injuria mortal sufrida por el padre.11

	Ambos casos son analizados por A. Argouse desde la perspectiva de la acción jurídica individual que  anula  el derecho a requerir al juez, legitimada  ante  notario -actor de justicia en su capacidad de validar voluntades influyentes-.12 Los menciono como antecedentes de la existencia, en espacios chilenos de finales del  siglo  XVI  e  inicios  del  XVII,  de  una  cultura jurídica que incluye, en la gama de posibilidades de justicia, la decisión de no tratar conflictos graves -las heridas serias, el temor  y el retiro de alguien en un lugar, en el primero; la muerte  y la posible venganza familiar en el segundo- en justicia de jueces por declarada voluntad  del injuriado, o de los herederos de la injuria. En este tema, los investigadores granadinos  E. Martínez y J. Garrido exploran -siguiendo las líneas trazadas por F. Tomás y Valiente para la Castilla medieval, y por N. z. Davis para la Francia  del  Renacimiento-  los  perdones  en materia de querellas según actos notariales: sus avances interdisciplinarios (lingüística, antropología, literatura e historia) iluminan el análisis de registros poco presentes en las investigaciones sobre la justicia hispanoamericana.13

	 

	
		Desistimientos y convenios: ¿gesto católico para terminar los litigios?



	 

	
En uno y otro lado del Atlántico estos actos responden a una cultura jurídica compilada en las

	Siete  Partidas.  Los  desistimientos  y  avenimientos  -gestos  de  los  litigantes  que   llamo  de

	«abuenamiento»-,  en el  marco  de la justicia judicial  basada en cuerpos de derecho medievales y retomados como marco y sistema mediante las Recopilaciones, que propulsan «castigar y perdonar según conviene a la república» -fórmula recuperada por Alejandro Agüero-,14 son opciones deseadas y deseables.

	En la Partida III, Título XVIII, denominada «De las escrituras con las que se prueban los pleitos», existen «modelos de perdón  de  ofensas»,  verdaderos  «formularios  tipo»,  que  se espera sean utilizados, a modo de ejemplo, por quienes tienen «atraviesas», «quimeras» o disputas  de distinto  tipo.15  También la Partida VII,  en su Título  XII,  desarrolla lo que  deben ser las treguas y pausas en las disputas, subrayando cómo y cuánto es de saludable que los peleados acaben sus diferencias con gestos sinceros y públicos que emanen directamente del corazón.16 Así, estos avenimientos son una opción inscrita dentro de las  alternativas  abiertas desde el gobierno del rey para el orden social, opción que, de este modo, se administra colectivamente también desde la voluntad individual: es  un  acto  colectivo  porque  el avenimiento, sea desistimiento o convenio entre partes (que sería propiciado  por  «hombres buenos»), requiere  de  testigos  y de  algún tipo  de  registro  escrito  que  le otorgue  legitimidad. Pero es también un acto individual porque, aparte de solicitar la conciencia, contrición y arrepentimiento de cada uno, su honestidad vale a partir de gestos personales de  gran implicancia corporal, como besar, abrazar y estrechar las manos del enemigo.17

	Escribanos reales y juristas peninsulares con experiencia en la casuística de  las  cortes, cámaras y cancillerías en que ejercieron, retoman estas alternativas  en  los  manuales  que redactan para los hombres de la justicia del mundo hispano -jueces menores, abogados, escribanos, corregidores y relatores, entre  otros-, como  hacen Jerónimo  Fernández de Herrera en 172418 y José Juan y Colom en  177219  (aunque  hay  quienes  no  los  incluyen,  como  el abogado Miguel Cayetano Sanz  en  1769).20  Ellos  transmiten,  y  a  veces  comentan, profundizando y matizando, esta cultura jurídica del perdón, que  apuntan por  lo regular  en el dominio de la justicia criminal, y que forma  parte entonces  de la cultura judicial en la que vive  el Chile del que me ocupo. Insisto en el carácter de «opción  inscrita  dentro  de  las alternativas»: recurrir al desistimiento y al convenio entre  partes no  es una  salida secundaria,    ni  de emergencia,  ni  menor,  ni  situada  por  debajo o por  fuera  del  juicio -proceso de justicia- ante algún juez. Existe para acciones civiles y criminales (que la cultura jurídica codificadora llamó penales). Tampoco es una opción innovadora, ya que integra la  cultura  cristiana, mediatizada  por  la  cultura  católica  ibérica  (nutrida  también de  usos  musulmanes  y judíos),21 que considera legítimo y necesario el buscar  un consenso y un entendimiento  en la caridad y en el amor para evitar, precisamente, la violencia y el odio (venganza y resentimientos) en la vida cotidiana, los cuales se prolongarían, estiman sabios, teólogos y juristas, con  los  pleitos  llevados  ante  el  juez.  Castillo  Bovadilla,  en el  sendo  instructivo  para  corregidores  y jueces que publica en Amberes a finales del siglo XVI, dice:

	 

	Siempre que pudiere el Corregidor procure evitar a los súbditos de pleitos, no por sustraerse de administrarles justicia,

	 

	
ni haciéndose árbitro entre ellos, porque ni se ha de enfadar de los pleitos, ni ser arbitrador, sino porque como el fin de la justicia es la paz, ha de mostrar y dar a entender que gusta de las aveniencias y conciertos que toman los pleiteantes, para  que  no traten pleitos  [...]; [que]  no se  entienda  de  las  querellas  y denunciaciones  leves, las

	cuáles hará el Corregidor mejor no admitirlas, sino hacer alguno de los que se hallan presentes haga amigas las partes, y no hacer procesos ni gastos sobre ello, ni dar lugar a las dichas denunciaciones.22

	 

	En ese sentido, disiento de la mirada  retrospectiva  que  «descubre»  en  siglos  pasados estas herramientas  y  las  califica  como  «infrajudiciales».23  La  justicia  hispanoamericana,  en esto de las cartas de perdón y de los desistimientos, no es «infra», ni tampoco cabe en otros conceptos satelitales construidos a  partir  de  uno  mayor  (como  «para-»  o  «proto-»  judicial): forma parte integrante de las opciones de justicia disponibles para los súbditos del rey en los distintos foros repartidos en sus jurisdicciones. Aquella no habita un único canal del que se desprenden brazos dependientes: es cierto que conviven una «justicia del rey» y una «justicia delegada» (depositada en  «hombres  buenos  y  de  buen  juicio»,  como  enfatiza  Castillo Bovadilla en su obra ya citada), pero no es una construcción vertical como se elabora, conceptualmente, con la separación de los poderes de gobierno y con la buscada profesionalización de la justicia decimonónica. La justicia  hispanoamericana,  para  los conflictos interpersonales de toda índole, es un ejercicio de alternativas donde no se establece  una columna vertebral ni una ruta principal con otras menores que la acompañen (conceptualización ordenadora del periodo codificador, que mediante constitución y códigos uniformiza un único referente): hay posibilidades tan válidas como tipos de humanidades, comunidades y cuerpos sociales conviven. La católica visión de mundo, los imaginarios y los valores que dicen el derecho, la justicia, la política, la policía -alta  y baja-  y el  gobierno pueden parecer rígidos, pero las prácticas de las sociedades hispanoamericanas, y la vida comunitaria que interpreta y aplica esa cultura, construyen alternativas, atendiendo tanto a las circunstancias de los individuos en sus conflictos como a las posibilidades de ser comunidad política y policiada en la pluralidad de pueblos que  conforman los  dominios  del  rey.

	En el largo siglo XVIII chileno, periodo en el que más he profundizado, los perdones a la  parte contraria aparecen registrados en los expedientes judiciales. A continuación refiero tres ejemplos provenientes de una de las jurisdicciones cercanas a Santiago, la ciudad capital.

	Un registro muy breve, hecho en el valle de Curimón, jurisdicción del corregimiento de Aconcagua, en 1685-1686, menciona un convenio entre partes y el perdón manifiesto de la injuriada, esposa del querellante con el cual el acusado llegó a un acuerdo. Interrogada por el teniente de corregidor, juez pedáneo ante quien se sigue el juicio, María Díaz declara (por intermedio del juez, que hace también de escribano a falta de este):

	[...] el dicho su marido le había dado esta petición para que me la presentase por estar el susodicho con muy poca salud y que debajo del mismo juramento se bajaba la susodicha de la querella que verbalmente había  dado contra Diego de Ortega y que se dan por convenidos y que no tenía qué pedir contra el susodicho pues aunque le había agraviado como tenía alegado le perdonaba.24

	 

	Siguen el interrogatorio al acusado y la constancia del desembargo de sus bienes.

	 

	
En 1716, en el mismo corregimiento, dos alféreces pelean a gritos y el injuriado establece una querella ante el  corregidor presentando dos testigos. Nicolás de Avila, el  acusado, de 23 años, es encarcelado, y después de tomarle confesión pide su libertad al juez; allí habla de su actuación frente a Ramón Salgado, su acusador (de quien Nicolás dijo  que  era  «cornudo cabrón»):

	[...] mi intención no fue difamarlo sino que arrebatado del enojo y en recompensa de otras injurias que el demandante me dijo, le dije yo lo que declarado tengo, no porque lo supiese, antes sí tengo a su mujer por de  muy buen proceder, y es pública voz y fama la notoriedad en todo el valle de su mucha virtud; por lo cual me desdigo de todo lo dicho en agravio del dicho Ramón Salgado, y le pido perdón...25

	 

	Una vez conocida la petición de perdón del acusado, Ramón responde ante el escribano:

	«Me doy por satisfecho y le perdono de todo corazón para que  Dios  me  perdone  a  mí».  La cadena de paz, decidida en conciencia, liga así con la divinidad justiciera que supervigila los actos individuales.

	Un registro excepcional reúne dos desistimientos (anotados por el mismo escribano), representativos de sus facturas posibles.26 Uno apela a la presencia de los hombres sabios del entorno, que convencen a la parte de desistirse y perdonar a la contraparte. El otro evoca la presencia de malos sentimientos en la parte litigante, que la habrían impulsado a querellarse, acto que, después de recapacitar, abandona mediante desistimiento. Esto ocurre en noviembre de 1747, en la villa de San Felipe del Real, como final de una disputa entre un comerciante y su esposa, por un lado, y una vecina pulpera, casada y embarazada, por otro. El primer desistimiento que aparece en el expediente dice:

	 

	Don Agustín Velásquez en los autos que sigo contra Margarita Reyes por las injurias de obras y de palabras contra mí y mi mujer y lo demás deducido // digo que atento haberse interpuesto varios sujetos sobre que no siguiese la causa y deseando vivir en sosiego por las inquietudes que de esto resultan escándalos y otras consecuencias, me desisto de su seguimiento perdonándole las injurias recibidas por tanto // A Vuestra Merced pido y suplico me haya por desistido de la dicha demanda que es justicia.

	 

	Al pie de este desistimiento el corregidor de Colchagua,  quien  había  recibido  las  querellas en primera instancia, dicta al escribano lo siguiente:

	 

	Atento al desistimiento de las partes en la Causa Criminal que siguen se declara el desistimiento y baja de querellas mutuamente, y se les notifique a las partes no tengan atraviesa de palabra ni obra pena de cincuenta pesos aplicados   a obras públicas de la villa y se condenan a las partes en las costas causadas cada uno las suyas. Navarro // Proveyó y firmó el decreto de suso don Francisco Navarro Bolaños Corregidor Justicia Mayor y Alcalde Mayor de minas de esta villa de San Felipe el Real en quince días del mes de noviembre de 1747 años // Ante mí Francisco Javier Henríquez, escribano.

	 

	El segundo desistimiento está redactado de la siguiente forma:

	 

	Miguel Machado y Margarita Reyes marido y mujer legítimos  en los  autos que  la  dicha  mi mujer sigue  contra  don

	 

	
Agustín Velásquez decimos que nos desistimos en la dicha causa, para que su merced se sirva se quede en el estado en que se halla porque la cólera del caso nos hizo presentar el dicho escrito, por  tanto  // A Vuestra Merced pido y suplico se sirva de habernos por desistidos de la demanda puesta contra el dicho Don Agustín que es justicia que pedimos.

	 

	La anotación judicial que aparece junto a este segundo desistimiento dice:

	 

	Atento al desistimiento de las partes mutuamente perdonándose el uno al otro, y el otro al otro se declara el desistimiento de las partes y baja de querellas, y se condena en las costas causadas entendiéndose cada uno las  suyas. Navarro // Proveyó y firmó el decreto de suso el Señor Don Francisco [sic, interrumpido, línea vacía y gran espacio en blanco después de esto].

	 

	Esta interrupción permite suponer que el segundo desistimiento en el expediente  fue  en realidad el primero, y colegir que el corregidor lo recibió en el momento en que el escribano redactaba la nota  que  quedó  interrumpida.  Destaco dos frases:  una  dictada por  el  corregidor en el párrafo interrumpido: «mutuamente perdonándose el uno al otro,  y  el  otro  al  otro», intención de  perdón que  Margarita  y Miguel  no  explicitan en su desistimiento  porque  ellos solo se bajan de la querella judicial. Surgen de ella dos preguntas: ¿es un acto concomitante desistirse  de  la querella  y perdonar?  Pareciera  que  así  debiera  entenderse,  según los  autores de manuales evocados más arriba. ¿Es esto acaso una prueba de la voluntad de la  autoridad de

	«decidir» e imponer la obligatoriedad del  perdón  entre  partes?  Podría  serlo,  especialmente porque este pleito fue brevísimo: nació y expiró  en  el  mismo  día.  La  segunda  frase  que subrayo es la reacción formal y bien terminada del corregidor, que retoma la fórmula  de reprimenda, muy frecuente para los expedientes por injurias chilenos:  «se les notifique  a las partes no tengan atraviesa de palabra ni obra pena  de  cincuenta  pesos  aplicados  a  obras públicas de la villa». Esta frase amenazante sella el  gesto  del  juez  como  autoridad  en  el litigio.27

	Estos perdones y los desistimientos o bajas de querella en pleitos  por  injurias  se encuentran en todo el periodo estudiado, en distintas  jurisdicciones,  y aparecen también  en pleitos por heridas. En abril de 1756, ante el corregidor de Colchagua y superintendente de la villa de San Fernando, el litigante Francisco Carvajal, capitán, perdona y  desiste  de  la  querella que ha interpuesto contra el capitán Antonio de Rojas, ambos residentes en el valle de Cáhuil.  Su petición dice:

	 

	[...] hallándose preso el susodicho [Rojas] en esta villa y embargados sus bienes por el referido delito yo sano de  las heridas me ha parecido bastante castigo la dicha su prisión por lo que me ha llamado a composición de darme el estipendio de 100 pesos y quedar a pagar el susodicho las costas que se hiciesen con todo en la secuela de este juicio pues los dichos cien pesos que me ha prometido en remuneración de los atrasos y costos de curación y lo que es más por servicio de Dios Nuestro Señor, siendo como lo es muy favorable a su divina majestad el perdón de cualquier clase de daño, oprobio y ofensa recibida he venido en perdonarle como lo perdono al citado  don Antonio Rojas cualquier culpa que ha tenido en dicha razón y pido y suplico a Vuestra Merced le remita    y perdone en  derecho  que contra él tiene  u  otros cualesquiera justicia  y  que no se proceda  contra él ni sus

	 

	
bienes ninguna pena civil ni criminal y doy por ninguna la querella que tengo interpuesta y todo lo que en ella se ha hecho de la que desde luego me desisto y aparto sirviéndose Vuestra Merced asimismo de  haberme  por  desistido y en estos términos  y por  ser así mi voluntad [.] habiéndome  por  desistido se  sirva  de  absolverlo  y

	darlo por libre remitiéndole y perdonándole la pena.28

	 

	El corregidor de Colchagua acepta, manda que se haga como pide Carvajal y agrega:

	 

	[...] apercibiéndosele que en lo de adelante con ningún pretexto o causa tenga atraviesa de obra ni de palabra con dicha parte so pena de dos años de destierro al de Juan Fernández y las más que reservo en mí, para que sea visto y entendido lo contrario, y en esta conformidad se alza el embargo de sus bienes.

	 

	Aquí  existe una  transacción compensatoria entre partes que permite saldar lo exigido ante   el juez cuando se inició la querella. Este elemento transaccional reaparece en los actos jurídico-judiciales  que  evocaré  a continuación.

	 

	 

	
		Fórmulas judiciales para el corte de los pleitos chilenos por injurias



	 

	Los pleitos judiciales por injurias del Chile colonial y republicano muestran la variada conflictividad cotidiana que era llevada a  conocimiento  de  los  jueces.  Los  roces,  los desacuerdos,  las  disputas  y las  violencias  entre  personas  cercanas,  y también  entre  aquellas sin mayores vínculos entre sí, se conocen gracias a estos registros de quejas, acusaciones, argumentaciones,  procedimientos  y  decisiones.  Las  justicias  son  instancias  de  conversación, de negociación, de sanción y también de exposición, en el sentido de ponerse y ser puesto a la vista y al alcance de los  otros.  Las  justicias  son espacios  de  relatos,  tejidos  y entretejidos, donde se orquestan valores e intereses. Así, relatos, valores e intereses se  sirven  de  mecanismos para aparecer más o menos nítidamente, no solo en los registros intencionales y formales exigidos por los procedimientos y que  responden a pautas  trazadas, sino también en  los testimonios involuntarios, asimismo registrados, que dejan ver la vida de las personas implicadas  y de  las comunidades.

	Desde la década de 1730, en el territorio de la Capitanía General y Reino de Chile se aplican distintas medidas para disminuir la litigiosidad por motivo de injurias. No son solo restricciones legales, derivadas de  mandatos  que  prohíben,  por  ejemplo,  la  escucha  bajo  la figura de injurias de asuntos de menor cuantía, como  el  acuerdo  de  la  Real  Audiencia  de Santiago del 29 de agosto de 1796 (que en su artículo 4.° repite la Instrucción Real del 15 de mayo de 1788, dirigida a los alcaldes mayores y  corregidores),29  o  de  la  distinción  de litigantes por tema de injurias introducida por la ley republicana dictada por D. Portales, seguramente  bajo  influencia  de  M.  Egaña,  del  13  de  marzo  de  1837.30  Tampoco  se  trata de

	«sobreseimiento por falta de méritos» (cuando la figura  acusada  por  el  querellante  no encuentra asidero para comenzar un proceso de justicia contra alguien),  fórmula  rara  en  el corpus establecido.31 Las expresiones repetidas en las sentencias, y las decisiones estampadas

	 

	
en los registros, muestran una voluntad judicial de intervenir en la actuación de  los  litigantes  para detener la consecución del proceso ya empezado.

	Son palabras incluidas en un sermón que riñe comportamientos que se desea enderezar, al igual  que haría un sacerdote en la prédica, un padre con sus hijos y los miembros de su casa, o  un patrón con sus aprendices, empleados y peones. Pero aquí son dictadas por los jueces,  muchas veces según el consejo de sus asesores letrados, de fiscales o de jueces letrados (que guían a los jueces pedáneos republicanos), para que los escribanos las apunten y se  las  transmitan a los litigantes. Se trata de influir en comportamientos desplegados en la justicia, de modificar  prácticas.

	Existen fórmulas  para acallar el  «ruido» y la «publicidad» que  hacen los litigantes  (como el «perpetuo silencio» y el  «archivo secreto»).32  También hay otras  para  detener  la presencia de documentos  solicitantes en las oficinas (como «el escribano no  reciba más  escrito» o bien

	«no se admita más escrito en la materia»).33 Esa presencia litigante de voces y hablas -orales

	o escritas- se  produce  con la complicidad de  los  escribanos  o de  los  tenientes  de  justicia, y para las instancias superiores, de porteros de la Capitanía General, y de porteros, relatores y procuradores de la Real Audiencia: ellos reciben y derivan a las oficinas y despachos los requerimientos de peticiones, alegatos o súplicas.

	Pero, además de los dos tipos de fórmulas mencionadas, encuentro otra  expresión, claramente identificable para Chile desde la década de 1790 (después de las reformas borbónicas), que alude directamente a la consecución del caso:  «se  corta  la  causa  en  este estado». Las  características  de su presencia complejizan el  comportamiento  de los  jueces  en su actitud hacia los pleitos por injurias. Por de pronto, echa por tierra la idea de que solo los oidores de la Real Audiencia podían acudir a un gesto que castra sin vuelta atrás el fin de una actividad litigante donde la participación de las partes es  la  única  que  puede  conducir  el proceso. Y ello, aun cuando la misión que se les  asigna  a estos  oidores  es  la de representar,  sin rodeos, la posibilidad de escucha  consoladora para todos los  súbditos  del  rey.

	El primer caso en que hallé esta expresión procede de la subdelegación de  Colchagua: Tomás de Oviedo, un marido y vecino de la villa de San Fernando, alegaba por las injurias de palabra recibidas en su propia casa, por él y su esposa,  Juana  Ramírez  de  Arellano,  matrimonio ya maduro, por  parte de Manuel  Valenzuela  y Urra,  un vecino de 25 años  de edad. El caso estuvo en primera instancia ante  el  subdelegado,  pero  este,  tras  varios  meses  de atender las sucesivas quejas de la esposa injuriada y los descargos del acusado, no resolvió. Entonces Juana viajó a Santiago y solicitó, con el mismo tema y añadiendo el desempeño del subdelegado, al presidente gobernador. Así, el pleito fue sancionado, casi un año después  de haberse iniciado, por el presidente gobernador de Chile, Ambrosio Higgins:

	 

	Santiago 13 julio de 1790. Vuelvan estos autos al subdelegado de Colchagua para que haciendo comparecer en un juzgado a don Manuel Valenzuela le reprenda severamente por el exceso de haber injuriado con palabras inhonestas a doña Juana Ramírez de Arellano y su marido don Tomás de Oviedo, haciéndole entender en presencia de éstos que cortado así el progreso de esta causa, no se procede adelante como correspondía por atención a su naturaleza escandalosa; pero que si reincide en hechos igualmente inconsiderados a éste, se procederá a refrenarle con un

	 

	
ejemplar circunstanciado, y que  le  haga  entender la  moderación que  debe  guardar en lo sucesivo, y que  por  ahora

	pague las costas de lo actuado en que se le condena, con más los daños y perjuicios que haya inferido a esta familia, procediendo en mi estimación a verdad sabida, y sin dar lugar a actuación, ni más recursos.34

	 

	Este ejemplo marca una tendencia que se hace visible solo al leer detenidamente los expedientes provenientes de distintas justicias. Los casos ocurridos en provincias reciben mayoritariamente la fórmula «se corta la causa  en  este  estado»,  respecto  de  aquellos sucedidos en la jurisdicción de Santiago. Y  su  presencia  se  percibe  desde  el  sistema intendencial  hasta  el  republicano de jueces de letras.

	En el  periodo colonial  existen 38 expedientes  de pleitos por  injuria, ocurridos entre  1790 y 1815, en los que aparece esta fórmula. Ello representa el 18% del haber total de expedientes encontrados para esos últimos 25 años coloniales (216 casos).35 En la república su presencia, proporcional y absoluta, es menor. Se conservan 11 expedientes  con esta  fórmula,  fechados  entre 1817 y 1834, correspondientes a tres  de  las  cuatro  jurisdicciones  estudiadas  —San Felipe, Santiago y San Fernando—:  es el 11%  del total  de 91 casos para los 17 primeros años de la república. Los  tres  últimos  expedientes  comienzan  entre  julio,  agosto  y  septiembre  de 1834, y provienen de la jurisdicción de San Felipe.36 A modo de ejemplo se cita:

	San Felipe Septiembre 6 de 1834. Vistos: con lo expuesto por el Fiscal córtese en el actual estado la  presente causa con declaración que don José Rojas queda compurgado con la prisión y golpes que sufrió de las injurias que dijo contra el Inspector don Juan Bautista Figueroa... (Juez de Letras, previa consulta al Fiscal, quien recomendó que se corte esta causa en su actual estado). 37

	 

	Así, 48 expedientes por injurias, entre 1790 y 1834, procesos de justicia  legítimos  y conformes a derecho, son clausurados por el juez con la  fórmula  «se  corta  la  causa  en el presente estado».

	La cultura jurídica  que  incluye  estas  tres  fórmulas  de  cierre  del  proceso escrito circula entre los distintos actores de las justicias, encontrándose aquellas reunidas en una sola frase, aunque no siempre en los registros generados por los jueces, fiscales o asesores letrados. En septiembre de 1817, ad portas de declararse la independencia política pero ya bajo gobierno antimonárquico, una de las partes en litigio solicita al  juez,  el  gobernador  intendente  de Santiago: «Se ha de servir  la justificación de Vuestra  Merced de cortar  la causa  en este estado en que se halla ordenando se guarde perpetuo silencio, no se  admita  más  escrito  en  la materia».38

	Por otro lado, en los primeros veinte años del siglo XIX, un pequeño grupo de expedientes   da cuenta, junto con la expresión «se corta la causa en el presente estado», de un acto jurídico emanado de la autoridad del juez que implica directa y conjuntamente  a  los  jueces  y a  las partes en disputa. Este acto se descompone en tres momentos (convocatoria, reunión, registro escrito) y comienza en el criterio y en la voluntad del  juez  -porque  solo  él  puede  evaluar cuándo y por qué hacerlo- y termina en la voluntad y en el criterio de las partes implicadas, ya que solo ellas pueden encarnarlo. Ese acto no puede darse  sin  esos  dos  requisitos:  es colectivo, porque tiene  tres  autores  (el  juez y las  dos  partes)  más  un ejecutante,  el escribano

	 

	
que fija su contenido y lo lega a la posteridad; apela a voluntades  y  criterios  activos  y  actuantes  en un tiempo  presente único  e irrepetible, cuya  duración abarca el mismo  tiempo  que la reunión física del  juez y las  partes, asistidos  de un secretario.

	Ese acto es la citación a comparendo para estudiar oralmente, y en la oficina del juez, el conflicto discutido en el proceso judicial. La meta, al iniciarse ese encuentro, es que las partes salgan del lugar con una solución que borre, por sí misma,  la  necesidad  de  continuar  con el proceso escrito y, ojalá también, el conflicto anterior. Dicha solución debe satisfacer a ambas partes y asegurar la no consecución del proceso  en  la  justicia.  Y,  para  que  tenga  validez jurídica, debe quedar registrada, existiendo como documento  probatorio surgido  de  la oficina del juez y de la pluma  del  escribano/secretario/notario que  le asiste. El  sello legitimador  del juez anula los posibles convenios pasados entre particulares. Es un acto que comienza con la convocatoria y que termina con la firma consentidora  y  responsable  de  las  partes  que concurren a la citación y que  se individualizan en el  cuerpo del  mismo escrito.

	Este acto jurídico y judicial busca  de manera  oral  un acuerdo del  problema que  el  juez, como personero de la justicia, ya ha comenzado a oír y a estudiar en un proceso de justicia  escrito. No es la queja verbal de un individuo que se recoge y se registra por parte de un juez, quien puede agregar sus comentarios o acciones emprendidas para resolver. Tampoco es  la constancia de una disputa relatada en un informe policial. Ambos documentos originan una investigación sumaria cuando  aparecen de  ese  modo  individualizados  en los  expedientes.  El acto que me interesa existe como forma legítima y colectiva de, por un  lado,  poner  fin  al despliegue por escrito que se está haciendo del conflicto (que incluye sustanciación y levantamiento de informaciones), y, por otro, hacer valer la autoridad del juez desde su rol de mediador y de árbitro, intrínsecos al de juez de justicia  que  sanciona  y  castiga,  que  retribuye y ordena. Esta reunión convocada de las partes desde esa autoridad,  que  debe  culminar con las firmas de los asistentes en un registro-resumen, tiene así una doble  misión: abuenar a las partes y apartar al juez del  proceso. La  idea es que  no  se dilate en el  tiempo, que no genere una segunda sesión, que tenga el efecto de verdadero punto final. Es el modo más expeditivo de la «justicia sumaria». La reunión que implica el levantamiento de un acta de avenimiento es una más de las formas de justicia, integrante de los modos de justicia vigentes, situado a un mismo  nivel que los otros. Es una  de las maneras  legítimas de ejercer y participar de la justicia que tienen los actores locales, y que se halla reconocida por la comunidad.

	Solo siete expedientes registran a la vez, por parte del juez, la voluntad de cortar la causa («se corta la causa en este estado») y la citación a comparecer («se cita a las partes a comparendo»). Según la cronología política, cuatro corresponden al periodo colonial -ocurren entre 1805 y 1815-,39 y los tres restantes, al inicio de la república: uno en 1817 y dos de 1819 (ninguno data de 1818).40 Las proporciones según el periodo son elocuentes: los cuatro pleitos coloniales representan apenas el 4,2% del haber total (96) para el periodo  1805-1816.  En cambio, los tres expedientes republicanos significan casi la mitad de las querellas por injurias ocurridas en esos dos primeros años de vida independiente.

	En esos  últimos  años  del  periodo  colonial,  junto  a  los  mencionados  cuatro  expedientes que  combinan ambas  fórmulas,  hay otros  23  en los  que  solo  se  dicta  la fórmula  «se  corta la

	 

	
causa en este estado». Es decir, al final del periodo colonial, la autoridad judicial, si quiere detener las alegaciones y el pleito judicial por  injurias, prefiere el  «corte de la causa»  como cierre único. De todas maneras, en esos últimos 25 años coloniales, es mayoritario el grupo de pleitos en los que la autoridad judicial no impuso ninguna fórmula para detener la consecución   del  caso (68 de 93, o sea, el  73%).

	Para el republicano año de 1819, la práctica de no  intervenir  ya  no  es  «tan»  favorita:  junto a los dos casos  que  comparten fórmulas  -corte  y comparendo-  en la sentencia  del  juez (un alcalde y un teniente de gobernador), ocurren otros tres en los que se prefirió la fórmula solitaria «se corta la causa», y solo dos en los que los jueces nada dicen. Este año refleja así, creo, la transición entre; por  un lado, la justicia  de  jueces  propia  de  los  tiempos  coloniales que mayoritariamente oyen a las partes, en segundo lugar sancionan el corte de litigios y,  de manera minorita, intentan cortar para seguir oralmente; y, por otro lado, la justicia de jueces ejecutivos, embebidos de las urgencias republicanas recientes  -avanzar  rápido  hacia  el progreso  de  la nación-,  que  buscan administrar  directamente  la concordia  entre  las  partes  en sus juzgados, como sucederá  durante  las  primeras  cinco  décadas  de  la  república.  De  siete casos ocurridos en 1819, en cinco se citó a comparendo, es decir, en poco más de las dos  terceras partes de los pleitos (en los últimos 25 años del periodo colonial ese comportamiento sucedió en el 29% de los casos).

	Cabe indicar que, para todo el periodo colonial  abordado (y ya  no  solo referido a  sus últimos 25 años),  existen 15  expedientes  que  registran algún avenimiento  entre  partes,  lo que anula la opción de la sentencia  judicial. Este  gesto  queda  incorporado en el  expediente,  pero  no siempre se dice si fue el resultado de una eventual citación ante el juez, o de un acuerdo  surgido entre las partes (por acción de sabios terceros o por iniciativa de alguno de los implicados en el juicio). Exceptuando el caso de 1685 mencionado más arriba, todos ocurren después de 1778, lo que  puede  indicar  que  estos registros conservados en archivos de  justicia

	-que no la práctica de intentar avenimientos entre partes- se concentran, aparentemente, en los últimos 40 años del dominio hispánico. Son 14 expedientes, equivalentes solo al 5% del total de expedientes por injurias conservados para el mismo periodo en que ocurren: 1778-1816 (287 casos).

	Contextualizada,  esta última  cifra sugiere  que  el  registro de avenimiento  entre  partes en los expedientes, conocido o provocado por el juez, no fue frecuente en las justicias coloniales  para las injurias. Sin embargo, fue una modalidad que se  hallaba  disponible  para  todos  los niveles de justicias: aparecen en altas y bajas instancias, e implican  a  jueces  doctos  en  derecho y a jueces  legos  que  cuentan con asesoría letrada. La  cultura  jurídica circula, aunque  la práctica jurídica que va de la mano, en este tema específico, no siempre aparezca reflejada:  así, resultan ilustradores los  planteamientos  del  corregidor  y primer  subdelegado  del  partido de Colchagua, Luis Eugenio Velasco, quien se queja en diferentes ocasiones ante  la  Real Audiencia de Santiago, entre 1786 y 1790, porque, en casos por injurias que  él  tramita,  las partes no acuden a los comparendos que él cita para buscar un acuerdo oral.

	 

	

		Citar a las partes litigantes ante el juez: de conciliaciones y comparendos



	 

	El acercamiento a esta realidad se ha producido antes desde los expedientes que desde lo que determinan el  derecho  o  la  ley.  Así,  aparecen procesos  judiciales  por  injurias  interrumpidos por  la decisión del  juez de llamar  a las partes a su despacho, para proponerles un avenimiento  o acuerdo que ponga término a sus  diferencias. Ello puede  suceder  poco tiempo  después de haber depositado la querella, o en etapas  más  avanzadas  del  procedimiento.  De  tal  modo, estos casos son detenidos en su desarrollo por la  voluntad  del  juez,  quien  arbitrariamente convoca a las partes a un comparendo para buscar el avenimiento. Es  decir,  independientemente  de la hermenéutica  de los relatos reunidos  en los autos  que  debe realizar   el juez, la convocatoria de este para ensayar la vía oral e instantánea del doble  corte  (del conflicto y del proceso) puede aparecer en cualquier momento. También  puede  aparecer  en cualquier espacio de justicia, aunque de manera preferente suceda en aquellas de primera instancia.

	Desde los inicios de la república se nota una actitud distinta por parte de las autoridades políticas para enfrentar los conflictos entre particulares. Más allá  de  la  cuestión  del  poder personal  que  buscan afirmar  los líderes republicanos, y que  les lleva a erigirse en autoridades de justicia frente a sus pares (a veces en disputas con el Senado consulto), surgen estructuras nuevas. A instancias de Mariano Egaña se  instauran,  entre  1824  y  1836,  los  jueces conciliadores, quienes  deben avenir  a las partes en conflicto  y certificar por  escrito si  la paz se ha logrado o no.41 Con dicha manera de proceder, los Tribunales de Conciliación de Chile, pretenden erradicar la volatilidad -y el disimulo,  sigilo  y  componendas  secretas-  de  los intentos  orales no  registrados en los expedientes, ya  detectadas durante  los años  del proceso    de independencia (1810-1817). De  hecho,  después de declaradas tanto  la fidelidad del  Reino  de Chile al rey Fernando VII como la rebeldía respecto de la Junta de Cádiz, la efímera Constitución de 1811 mencionaba una instancia de resolución de conflictos distinta  de  las justicias coloniales implementadas en el territorio, el llamado Tribunal de Paz, y esperaba potenciarla para agilizar la aplicación de la justicia. Después de haberse declarado la Independencia, en un horizonte similar, la también breve Constitución de 1822,  en su artículo 190, hablaba del Tribunal de Concordia, integrado por tres prohombres (dos magistrados profesionales y un religioso experto  en  derecho),  como  instancia  diferente  de  los unipersonales alcaldes de barrio y alcaldes de la hermandad.

	Frente a ello, las novedades introducidas por Egaña son dos. La primera se explícita en la también inestable  Constitución de  1823,  título  XV,  y recupera  el  concepto  «hombres  buenos» de las Siete Partidas, a ser nombrados por cada parte para negociar ante el juez  de  Conciliación, encarnado por los regidores o los alcaldes. E  indica:  «quiénes  quisieran demandar civilmente o por injurias deberán acudir a ellos». Se establece un periodo de 8 días  para  que   aquel   emita   su  veredicto,  construido  con  los  dictámenes sugeridos  por  dichos

	«hombres buenos». Luego, el escribano municipal  debe  anotar  el  resultado  en  un  libro especial y generar la Boleta de Conciliación, requisito a presentar  por  el  querellante descontento  ante  la justicia ordinaria, prueba de que  la gestión conciliadora fracasó y de que

	 

	
se está en la «necesidad» de requerir a la justicia ordinaria.

	Así, se impone la práctica de certificar  un  intento  fallido  para,  enseguida,  acudir  a  la justicia ordinaria, que antes se solicitaba sin este trámite: se debe verificar un primer ejercicio frustrado para, entonces, «molestar» a los jueces con los problemas personales. Esto queda demostrado en el nunca implementado Proyecto de Reglamento de Administración de Justicia  de 1823 (art. 5), y en el Reglamento de Administración de Justicia del  2 de junio  de 1824 (t.   II, arts. 7 a 23), ambos redactados por Egaña. Las frases incluidas en ambos cuerpos de reglamento son las siguientes:

	 

	Serán inadmisibles las demandas ante los tribunales en cualquier caso o fuero si no se cumpliera con el requisito previo de la conciliación [Proyecto de 1823].

	Nadie podrá presentarse a los tribunales ordinarios con demanda judicial sin haber concurrido antes a la conciliación; todo el que tuviera que demandar civilmente en materia de mayor cuantía (que excede 150 pesos) o por injurias graves que admitan transacción deben acudir a conciliación; ningún juzgado de primera instancia podrá admitir demanda civil o por injurias sin que se presente constancia de haber intentado previamente la conciliación  [Reglamento de administración de justicia de 1824].

	 

	La segunda novedad que aporta Egaña se descompone en dos aspectos funcionales. El primero: generar instancias compuestas por hombres  doctos, y otros no  tanto,  que  distribuirán sus tiempos entre sus funciones habituales y los tribunales de conciliación que integran. El segundo:  generar  dependencias nuevas  entre  distintos niveles de justicia y entidades dedicadas  al control de la población, en pos de  la  atención  más  expedita  de  los  conflictos interpersonales. Así, en la ciudad de Santiago, corazón político del  país  centralizado,  son jueces conciliadores los jueces de la Suprema Corte de Justicia; en las provincias dotadas de jueces de letras, lo son los alcaldes municipales, jueces de primera instancia. Donde no hay  jueces de letras, uno o dos  regidores  municipales  ejercen  de  jueces  de  conciliación asesorados por los alcaldes municipales, y los asuntos  de muy menor  cuantía  se concilian ante los prefectos de policía, dependientes  de las intendencias,  y por  otros regidores municipales.   Se  crean entonces,  localmente,  complejas  cadenas  de  derivaciones  y consultas  en las  que,  ni los litigantes ni los jueces mencionados tenían claro qué delito o falta correspondía a quién y cómo se debía proceder. La práctica reveló dificultades y necesidades impensadas por su creador.

	Así, durante 12 años, la ley indicó que el  juez  conciliador  debía  oír  a  ambas  partes, informar a cada una  de sus derechos y después proponer una  solución salomónica. Lo  anterior, en la esperanza, para las autoridades centrales, de que este mecanismo legal se convirtiera en

	«la solución chilena», tanto para procesos  entrampados  como  para  jueces  sepultados  por juicios entablados por motivos «menores». Todo transcurría en audiencias verbales, que comenzaban con «una  pequeña  boleta en la que  el  demandante  exponía  su problema, indicaba la persona a quien acusaba y su domicilio». Después de  exponer  el  asunto  y  discutir,  se levantaba el acta con el dictamen del  conciliador, o bien se  consignaba  el  acuerdo alcanzado por las partes; ningún acto se reservaba ni omitía, todo se hacía delante de la otra parte y en

	 

	
voz alta; por último, se dejaba a criterio del juez (evocado  mediante  la  frase  «lo  que  le  parezca oportuno») definir si un asunto estaba claro o confuso, qué solución proponer, o si se declaraba incompetente y lo remitía a otro juzgado. Todos los pasos de este procedimiento se documentaban con un certificado. Si se lograba el acuerdo,  se  levantaba  un  «acta  de avenimiento», a registrar en un Libro de Juicios Conciliados. Si  no  había  acuerdo,  se  levantaba la Boleta ya mencionada.

	Aunque se dictaron sucesivas enmiendas y complementos a los procedimientos ideados - como obligar a que solo los  jueces  de  conciliación inicien gestiones  legales  conducentes  a juicios (1826), o que los alcaldes de cuartel o de barrio verifiquen los procedimientos de conciliación y el pronunciamiento de sentencias (en 1835)-, este mecanismo fue eliminado del quehacer judicial chileno el 10 de noviembre de 1836,42 al menos en lo relativo a los pleitos civiles, donde cabían las injurias del común de la gente, que eran las más  frecuentes.43 Implementar estas instancias en distintas localidades del país, y en la misma Corte Suprema (donde por ejemplo, no se crearon ni mantuvieron Libros de Actas de Conciliación),44 en la práctica implicó un retardo mayúsculo y generó una  burocracia engorrosa, todo lo contrario de los tres objetivos perseguidos: mejorar la administración de justicia; permitir el  acceso a  la justicia; agilizar los procesos.

	Entre otros problemas, algunos de los cuáles se publicaron como quejas formales en el periódico El Araucano, muchas demandas no pudieron entablarse porque los litigantes estaban emparentados con los regidores o inspectores, o estos alegaban implicancia (por amistad, por intereses compartidos, etc.), lo que imposibilitaba la gestión de conciliación, requisito indispensable para, después, solicitar la justicia del alcalde o  cualquiera  otra.  También  se generaba una  situación  inesperada:  la  autoridad  de  los  jueces  de  conciliación  no  alcanzaba para fiscalizar el cumplimiento de sus  sentencias,  y los  querellantes  acudían a los  jueces  de letras para pedir que se obligase a los sentenciados a cumplir con la pena  ya  dictada.45 Finalmente, como he observado también en pleitos por injurias coloniales, varios litigantes irrespetaban el orden establecido en la ley y se dirigían en primer lugar  a los jueces de letras para entablar demanda por injurias: entonces estos los derivaban a los jueces de conciliación, junto con una breve reprimenda.46 A pesar de ello,  se  sabe  de  666  actas  de  conciliación exitosas, para distintos tipos de litigio, levantadas en la jurisdicción de Santiago entre 1826 y 1836.47

	Habiendo desaparecido la instancia conciliatoria como figura específica, a partir de noviembre 1836, y según los pleitos estudiados, los jueces de letras convocan casi sistemáticamente, apenas la querella se entabla, a que las partes acudan a sus juzgados para resolver  oralmente  y en sesión única,  sus  conflictos.  En todo  el  país  solo  ellos   asumen  esa

	«labor conciliadora», como parte de sus funciones cotidianas y sin otro título especial. Esa responsabilidad excluyente es una diferencia respecto de los jueces de la Corte Suprema de Justicia, quienes únicamente ordenan a los primeros que procuren resolver la disputa  de  esta manera: así, la citación a comparendo es una vía de la justicia, recomendada por los jueces letrados y por los expertos en derecho, para enfrentar las  situaciones  de  conflicto  que  los litigantes califican como injurias.

	 

	
Las cifras son elocuentes: 106 de los 314 expedientes por injurias examinados para  el periodo 1818-1873 consignan al menos una citación a  comparendo  ordenada  por  el  Juez de Letras, lo que significa el 34% de los pleitos.48 De  ellos, 91 corresponden al  periodo 1836- 1873, esto es, después de eliminados los Juicios de Conciliación, lo que representa el 86% de este subconjunto. Esta frecuencia en las citaciones a comparendo permite entender dos fenómenos: por un lado, hasta qué  punto  los  jueces  de  letras  son instaurados  también  como jueces de proximidad en la intención explícita del poder judicial. Y por  otro, cómo  los jueces  de la Corte Suprema, desde Santiago,  en su rol  de  expertos  en derecho,  consideran que  los jueces de letras son los únicos «agentes de civilización» legítimos para  encausar,  «de  otro modo» las discusiones tradicionalmente pleiteadas por escrito, e incluso para forzar a los querellantes  sobre cómo  continuar  o cortar  un juicio ya comenzado.49

	Esta  opción  es  parte  de  un  proceso  judicial  institucionalizado,  una   de  las  llamadas

	«modalidades judiciales de composición», y apunta a evitar la instancia superior de decisión. El comparendo entre partes para buscar un abuenamiento registrado en un acta de avenimiento sería también un mecanismo destinado a ahorrar ocupaciones a los tribunales máximos, que evitan así la vía oral junto a las partes porque se sobreentiende que cuando un proceso de justicia llega a la instancia más elevada, que solo actúa por escrito, es porque aquella fracasó. Varios expedientes muestran, a través de una breve acta inserta, que se intentó el avenimiento: se fijó una fecha y una hora, fueron convocadas las partes, quienes acudieron y conversaron con el Juez de Letras, y entre ellas ante él. También se deja constancia de la no asistencia de las partes: la convocatoria no  siempre se obedece, aunque  vaya acompañada  de

	amenaza de multa.

	El registro completo de una convocatoria para un avenimiento, así como de su desarrollo, aparece en un expediente para indicar que se produjo, y puede señalar el éxito o el fracaso. El abundamiento oral obligado puede no dar resultado, dejando incumplido el  doble  objetivo, cortar el conflicto y cortar el proceso judicial escrito. Eso indica que  el mecanismo  previsto,   que surge en república por  iniciativa  del  juez (pero que  depende  íntegramente  de  la voluntad de los pleiteantes, como ha sido el  uso  y costumbre  desde tiempos  coloniales)  se frustró.  Por lo general en estos casos el registro de la  reunión  habida  incluye  el  intercambio  de argumentos, la explicitación de las posiciones y la explicación de las razones del fracaso. La diferencia respecto de los registros de avenimientos exitosos  es  que  al  final  de  esa  descripción se agrega que la paz no se pudo concretar, que no se logró terminar la disputa.

	A continuación, tres ejemplos de cómo podía desarrollarse esta facultad del juez de letras para propiciar, en comparendos ante sí, el avenimiento entre partes.

	A finales de 1838, en San Felipe, se levanta un breve registro (cuatro líneas a lo largo al margen) de un avenimiento sucedido ante el juez de letras entre un francés y un chileno. Como administrador  de unos  molinos,  Augusto  Molgado  había recibido un huascazo  y dos bofetadas.

	 

	Con fecha 28 del corriente diciembre de 1838, comparecieron al Juzgado don Manuel Varela y don Augusto Molgado [sic], y expusieron: que estaban dispuestos a transar el presente juicio sobre injurias y convinieron en cortarlo perdonándose mutuamente las injurias recibidas, con solo la  condición que  los  costos causados por don Augusto

	 

	
se pagarían por mitad entre ambos. Se tasaron las costas procesales y personales y  resultaron ser la  cantidad de 14

	pesos y dos [...], cuya mitad debe pagarse por Varela. Quedó aprobada esta transacción y el señor Juez mandó archivar los autos. De que doy fe. Ante mí Villegas. Rojo.50

	 

	En marzo  de 1847, en la ciudad de Copiapó, un comerciante  golpea con su vara de medir    a un jinete  iletrado, capataz de una  mina  cercana, quien quería recuperar  el  sombrero de uno  de sus peones, olvidado en la tienda del primero. Después de recibir la demanda  por injurias y los testimonios, de emitir la orden de encarcelamiento contra el acusado, y tras oír la queja del demandante porque aquel residía en otro distrito y debía ordenársele al subdelegado correspondiente su detención y encarcelamiento, el juez de letras ordena registrar lo siguiente:

	En la ciudad de Copiapó a 10 días del mes de abril del presente año comparecieron ante el señor Juez don Salvador Peña como querellante y don José León Recabarren como demandado, y habiéndoseles hecho presente por el señor juez que habían sido citados para ver si querían tranzar este juicio evitando las molestias del juicio y los gastos que son consiguientes a él podían llegar a un avenimiento consultando el bienestar de  sus intereses; y después de haber alegado cada uno lo conveniente a su derecho, convinieron en que Recabarren da a Peña seis onzas de oro selladas y paga a más todas las costas del juicio, quedando dicho Recabarren libre de toda responsabilidad y fenecida para siempre la querella interpuesta. El señor juez aprobó este convenio mandando se archiven los autos de la materia y firmando con los interesados para su constancia de que doy fe. Vallejo. José Recabarren. A ruego de Salvador Peña [rubrica de] Antonio Garrido. Ante mí José Gregorio Fajardo.55

	 

	La sentencia se cumplió, como registra el demandante compensado en el expediente.52

	El  tercer caso muestra  las complejidades de esta facultad.  El  4 de julio de 1866, el  juez de letras de San Felipe manda lo siguiente: «Vengan las  partes  a  comparendo  el  10  del corriente a la una de la tarde, en calidad de procederse en rebeldía de la que no  concurra».53  Juan Bautista Ochoa, comerciante y vecino de San Felipe, le había presentado, a principios de junio, la demanda siguiente:

	[...] digo que don Amador González se presentó a mi establecimiento solicitando le vendiera algunas especies y como es mi deudor de plazo vencido por cuentas anteriores que no me ha cancelado hasta la fecha a pesar de mis requerimientos amistosos, me negué a satisfacer sus deseos fundado en las razones que llevo expuestas. Sin más méritos que esto me llenó de improperios diciéndome que era un ladrón y un pillo delante de varias personas que presentes estaban. Yo debí tomar con él medidas y reprimirle sus atrevimientos de un modo ejemplar, pero acordándome que era faltar a la ley y a los respetos y consideraciones que a mí mismo me debo, me abstuve  de  tomar ese camino y seguí el de la justicia para que se le infrinja a mi detractor el castigo correspondiente y reparar de algún modo los ataques hechos a mi honra y buena reputación que todo ciudadano tiene el imperioso deber incólume y sobre todo en una sociedad culta como la que vivo.54

	 

	Ochoa presentó testigos, González fue encarcelado y, cuando el demandante solicitó sentencia, el juez de letras los citó al  comparendo  mencionado; sin embargo,  este no  logró su fin. El acta dice:

	 

	San Felipe  10 de  julio  de  1866 reunidos en  comparendo  el querellante  don  Juan Bautista  Ochoa  y don Amador

	 

	
González, después de oír las explicaciones del acusado, reducidas únicamente a negar que haya vertido las injurias que se le atribuyen en la querella y protestar comprobar la objetividad de su aserto con los mismos  testigos  del sumario que presenciaron los hechos de que nace la querella, y no siendo posible arribar a un avenimiento amistoso, se dispuso abrir un término de prueba de 8 días, para que en ellos, y muy especialmente en el comparendo  final que tendrá lugar el 17 del que rige a  la  una de la  tarde, puedan los  interesados acreditar lo

	conveniente sobre la existencia o no existencia de las injurias que han originado la acusación.  Para  constancia firmaron con el señor Juez los interesados.55

	 

	A continuación aparece un escrito del acusado en el que recuerda al juez de letras que en dicho comparendo él declinó aceptar su justicia porque el pleito ya se seguía ante un subdelegado, tema que no fue registrado en el acta formal. Además, el acusado pide que el escribano del juzgado certifique la verdad de sus dichos,  trámite  que  se  concreta.57  El demandante alega que el acusado se presentó al comparendo del 10 de julio y que con ello reconoció  la  jurisdicción  del  juez  de  letras.  Este  solicitó  un  informe  al  subdelegado implicado, Baldomero Lara, que  se incluye  en el  expediente.58  Con estos  antecedentes,  el  24 de julio el juez de letras dictó sentencia:

	Con lo expuesto por don Juan Bautista Ochoa y lo informado por el señor Subdelegado: teniendo presente 1.° que la acusación se interpuso ante el Subdelegado, quién no oyó la contestación del acusado y en la contradicción de los hechos fundamentales de la querella mandó recibir la causa a prueba por el término legal; 2.° que estos actos jurisdiccionales del subdelegado, consentidos por las partes importan en sí una prórroga tácita de jurisdicción, aún en el supuesto de incompetencia para conocer de la  querella  que  ante él se entablara; 3.° que radicada la causa ante el juez de menor cuantía no es lícito a una de las partes desistir de la cuestión ni de la competencia del juez sin el consentimiento de la otra, y es un hecho averiguado que González no ha consentido en el desistimiento de Ochoa desde que anunció en el comparendo que la cuestión estaba sometida a otro juzgado e interpuso en tiempo y forma la correspondiente, se hará lugar a la declinatoria interpuesta por González y que en consecuencia deben ocurrir al subdelegado que previno su conocimiento, a quién se remiten estos antecedentes.59

	 

	Varias veces ocurrió que, a pesar de la postura contraria de las  partes,  los  jueces insistieron para citarlos a comparendos.  San Felipe  es  una  jurisdicción rica  en ejemplos:  en 1840, dos mujeres rehúyen las citaciones del juez de letras durante semanas hasta que  una  de  ellas se desdice de las injurias proferidas;60  un expediente  de 1861 consigna  cuatro  citaciones  a comparendo, y las respectivas actas que  registran los fracasos;61  en 1866, dos  comparendos  se emiten hasta que por fin las partes comparecen a la citación del juez.62

	Allí es donde aparece la huella de una tradición católica ibérica, resignificada en Hispanoamérica y luego  reapropiada  por  una  república  ansiosa  de  modernidad,  que  la potencia y exagera hasta hacerla un requisito, cuando antes era una alternativa más. El objetivo declarado, sobre la base de la renuncia mutua, es declarar una paz comunitaria que tranquilice escozores y que garantice una vida armónica, donde cada cuál se conforme sin levantar diferencias ni crear conflictos. Los jueces implicados, aquellos que obligan mediante sus convocatorias a los litigantes a intentar un avenimiento oral frente a ellos, están sobre todo

	 

	
preocupados de limar asperezas y de impulsar la restauración de un equilibrio trizado. No se  trata aquí de buscar la verdad de los hechos ni  de sancionar un culpable ni  de medir un daño ni  de clasificar una falta, un delito o un crimen, ya que todo ello puede abordarse  en  la  conversación del comparendo, sino de movilizar políticamente las palabras singulares  de las partes heridas (los discursos, los relatos, las memorias, los sentimientos experimentados, los deseos, las  expectativas  y las  frustraciones)  para generar  otras  palabras, igualmente  políticas en lo que tienen de motores  y de generadoras  de cambio, legitimadas  jurídica y judicialmente por el juez/árbitro, siempre secundado por su escribano: su funcionalidad es que actúen como bálsamo  y alivio para los individuos y también para la  comunidad  y sus  instituciones.

	Salvo que, allí donde, en sociedades de Antiguo Régimen y sistema colonial hispano, ir voluntariamente para decir y mostrar los sentimientos era a la vez un argumento de verdad y un criterio de existencia individual válido para un orden monárquico basado en el amor  que  baja  del rey a sus  súbditos  (un amor  justiciero  que  consuela  dolores  y sufrimientos),  en república de ciudadanos iguales,  en  esos  términos  existe  un  vacío.  Se  elimina  la  instancia  de subjetividad   voluntaria,   desplegada   en  palabras   intercambiadas,   para   dar   cabida   al

	«compromiso», cada vez más asegurado (y amenazado por vigilancias de todo tipo),  de  no ocasionar disturbios al orden social liderado por los  gobernantes  que,  entre  1830  y  1860, además, responden a ideologías conservadoras y bastante violentas. En  el  medio,  entre súbditos devenidos ciudadanos con poco derecho a  palabra  «molestosa»  y  gobernantes iluminados que quisieran dirigir y civilizar pronto a los nacionales a  través  de  justicias eficientes y expeditivas, quedan los jueces de letras, tensionados y dependientes de la voluble voluntad de los litigantes y de las rigurosas  exigencias  de la Corte  Suprema  y del  presidente del país.

	Cada disputa es una alerta y un desafío, además de una fisura. Al parecer, todo juez de un mundo católico, sea colonial o republicano, que decide hacer venir a los que han peleado, reconoce esas tres  características  y restituye,  disfrazadamente,  a  los  «peleadores»  (mediante su citación a comparendo), la potencia  de recomponer  lo roto, de rellenar los hoyos,  de limar  las aristas que ellos mismos  provocaron. Ese gesto del juez es un movimiento  doble que  asume  y distribuye tanto la capacidad de violentar (por algo hay una disputa) y la  capacidad  de apaciguar (que él está comandando): violencia y paz habitan en cada uno, y, mediante la responsabilidad católica que  se aloja en la conciencia de las criaturas de Dios, violencia y      paz pueden ser  administradas  por  los  jueces. Esa virtud  católica, moral,  ética y constituyente se traspasa a los idearios republicanos y se encarna  en los jueces letrados, quienes, ilustrados     y meritorios según los gobernantes e ideólogos, civilizan así a los ciudadanos de la patria:  el  juez puede hermanar, desde  su único  resorte, la capacidad de  convocar  y «hacer  aparecer» en la vida de cada uno  actos  de perdón colectivos  de reconciliación o de  avenimiento.

	 

	 

	
		¿Desde la justicia judicial de  los perdones hacia la justicia legal de  convenios  ante  el juez?



	 

	
En otra jurisdicción hispanoamericana (Antioquia, virreinato de Nueva Granada, entre 1750 y 1810), existen numerosos expedientes por adulterio y amancebamiento, seguidos ante jueces de  primera instancia, que merecieron el corte del proceso porque  el  juez  consideró que  se debía propiciar el perdón entre las partes (la expresión empleada es «se trunca esta causa»).63 Sondeos que realizo actualmente en protocolos de escribanos de la ciudad de Santiago prueban la existencia ininterrumpida, durante el periodo colonial, de desistimientos, perdones, convenios, avenimientos, transacciones, así como otras formas  de  abuenamiento  y de solución de litigios (por ejemplo, nombramiento de árbitros que asumen jurisdicción y autoridad de juez, emitiendo una sentencia): una muestra inicial de 56 tomos, correspondiente a la actividad escribanil desarrollada entre 1695 y 1807, arroja un total de 240 actos de ese tipo, desigualmente repartidos en 53 de ellos.64 La afirmación de  A.  Argouse,  ya  citada,  acerca de la vocación judicial de los documentos registrados ante escribanos, encuentra así su concretización en la importante actividad de justicia que, por propia voluntad,  van  a establecer, en la oficina del escribano, los litigantes del periodo colonial hispanoamericano. Buscando conocer la continuidad o interrupción de estas prácticas en tiempos republicanos chilenos,      emprenderé      la      exploración      de      los      protocolos      notariales      correspondientes. Indudablemente, esta constatación, así como el análisis exhaustivo de los documentos implicados, abren riquísimas sendas para el estudio de la justicia y de la cultura jurídica y

	judicial.

	Así, cuando el juez letrado chileno republicano manda a citar a las partes a comparendo.

	¿es  porque la república aspira a asegurar  la paz propiciando las  condiciones  para el  perdón, ése que, según los registros hallados, antes surgía más o menos espontáneo? ¿Y si mediante la citación de las partes a  su oficina, para  forzar  allí  el  desistimiento  de  las  querellas, lo que busca administrar desde  la  justicia  letrada  es  la  tranquilidad  pactada  -con firma  al  pie  del acta-  de los chilenos?

	El estudio de expedientes por injurias republicanos ocurridos entre 1818 y 1874 descubre una cierta confianza, de parte de los practicantes de la justicia profesional, en el poder civilizatorio de esa administración de la paz semi-obligada, que queda por escrito en  los registros del juzgado. El Estado, vía el poder judicial, delega en los jueces letrados («agentes civilizadores» principales, ya que los maestros aún no  cunden  en el  Chile  de  mediados  del siglo XIX) el mandato que reiteradamente emana de la Corte Suprema: deben convocar a comparendo para convencer  de la inutilidad de mantener  un juicio escrito y de la conveniencia  de solucionar sus litigios oralmente delante del juez. Esa solución queda redactada y firmada,  con número de rol y registro público, encerrando la palabra dada y los gestos y términos de un pacto de caballeros jurado ante los garantes de la justicia constitucional, letrada, legal y profesional.

	La latente cultura jurídica y judicial colonial de  los  hombres  de  la justicia  republicana emerge así, en ese rescate  de  fórmulas  y  formularios  conservados  en  las  Siete  Partidas,  y queda anudada a la utopía civilizadora, la que, sin embargo, se desea separada de los «usos coloniales». Según los expedientes, la injerencia en la vida de los individuos de una  voluntad   que  corta la discusión para imponer  judicialmente  un intento  de paz no  es menor.  Se trata de

	 

	
una «política de la paz impuesta»,  de un acto  político de administración de paz que  emana  de  la autoridad de un funcionario de justicia letrado. Cuando ese mismo funcionario republicano, asentado en la ciudad y desde su escritorio urbano, esgrime -junto  con  los  preceptos medievales de paz saludable y feliz, de comunidad en «buen entendimiento  y  buena convivencia»- los principios «modernos» de un avenimiento eficiente, remedio rápido y eficaz para extirpar desavenencias que por un  lado  entorpecen  u  obstruyen  un  único  avance institucional que se supone colectivo, y que por  otro  lado  fatigan  o  distraen  eminencias eruditas y civilizadoras que se dicen y proyectan como «señaladas» o escogidas debido a sus lugares de dirigencia, estamos ante una instrumentalización de institución jurídica con fines políticos.

	Los fines políticos en una república mesiánica como la conservadora chilena del periodo 1830-1860 se califican de supremos: educar a los ciudadanos chilenos, convencerlos de que  mejor es resolver rápidamente sus disputas en vez de destinar días, semanas y meses a discutir sobre sus  diferencias. La  idea es docilitar quimeras  y resquemores mediante  la imposición de una paz oral eficiente, constatada en un acta, para alisar rugosidades de una  comunidad conflictuada (y que se teme por su «inevitable tendencia  al  ocio  y  al  vicio»).  Se  trata  de esquivar  el  despliegue, la extensión -en el  tiempo  y en las escrituras, en la argumentación y en la confrontación-, de diferencias consideradas nimias, efímeras y/o banales por la institucionalidad de justicia. Esa es la mirada del  Poder  Judicial, que  sigue  dependiendo  del Poder Ejecutivo en un gobierno constitucionalmente presidencialista.

	Se puede leer la abundancia de actas de avenimiento -sabiendo que el volumen al que accedemos hoy en los archivos no es todo lo que existió-,  como  la  prueba  de  la  fe institucional  republicana en la imposición de una paz  oral  rápida fijada en un acta.  Esta  paz promovida por la institución, legitimada a través de actos escritos de funcionarios profesionales, asegura la tranquilidad mediante  un registro destinado a  ser, al  mismo  tiempo  que prueba y constancia, el medio de  enseñanza.  Así, acudir  a  una  reunión en la oficina  del juez para decidir la paz y escribirla, y luego, difundir esa paz colectiva escrita en una hoja de papel, son dos gestos que aseguran la obediencia de los ciudadanos y la elección ciudadana - monitoreada, es cierto- de la vía civilizada y modernizadora, de término de  disputas  y  de litigios. Esa «vía racional» los simplifica y los reduce mediante una reunión tutorial que, por fuerza, resta tiempo y riqueza a los relatos singulares y subjetivos y que, también por fuerza, interviene  y anula  los  mecanismos  tradicionales. No  es  lo mismo  dirimir  disputas  en semanas o en meses, que en una  sesión de una  o dos horas. El  movimiento  gubernamental  que  pregona  lo excelso de lo escrito y publicado, generador de saber, cultura  elitista  por  definición en  medio de una  gigantesca  masa  iletrada y oral, el  comparendo oral  ante  el  juez de letras, insulta a  la  capacidad  de  la  población para  ejercer,  ella,  según sus  ritmos,  su derecho  a expresarse

	«mediante escritos» para discutir su justicia.

	Evocando la aguda observación de Arlette Farge acerca de la riqueza de voces urbanas apagadas por la institucionalidad policial del siglo XVIII,  que  espía  y  categoriza  en  sus informes una vida cotidiana efervescente,65 ¿qué sucede  con  los  tiempos  individuales,  que quedan así  robados por una  voluntad  política  invasiva  (la justicia  letrada  de  los comparendos

	 

	
citados), decidida a sintetizar acusaciones y descargos? ¿Qué pasa con los procesos singulares sociales y culturales respecto de las disputas y los litigios, hasta ahora transcurridos en una temporalidad más lenta? ¿Y qué pasa también con los otros elementos que intervenían antes en esas disputas judiciales? Aceptando el desafío foucaultiano, ¿por qué tanto rechazo, desde la institucionalidad, a los conflictos -y a su judicialización, esto es, la discusión y argumentación por escrito, acto basado en el primer ancestral derecho a la justicia individual de ser acogido, cada uno, con su planteo y petición según su subjetividad afectada y sin coartar el tiempo que necesite para decirse- como instancias vitales de desarrollo  social?

	La justicia republicana, heredera del racionalismo ilustrado y fascinada con el constitucionalismo, rehúye la lentitud en la resolución, y el despliegue de puntos de vista y de argumentaciones cuando los problemas  no  implican  muerte  (física  o  social),  ni  sumas  de dinero consideradas importantes por las autoridades, ni personas de  las  elites  locales  o intereses «nacionales». Los roces y resentimientos, las heridas y dolores «del común», correspondientes a montos  más  pequeños,  importan menos  y se miran muy distinto.  Se estima que pueden borrarse y anularse rápido ante  un  juez  árbitro/mediador  que  ejerce  su voluntad tutelar, que interviene infantilizando (tratando a los litigantes  como  a  menores  de  edad)  mediante la sustracción  de  tiempos y  procedimientos,  la  capacidad  de  los habitantes/ciudadanos para defender sus puntos de vista, para pedir y exigir  sus  deseos  y derechos, para acusar y señalar a sus enemigos, para pautear, como hicieron por décadas, los procesos de justicia escrita que solicitaban abrir.

	La exasperación de la justicia letrada respecto de los usos locales, mañosos o hábiles en la manipulación de ritmos, tiempos, costumbres y saberes acumulados respecto del desenvolvimiento de las justicias, surge en esas marcas del modo en que deben «seguirse» los pleitos. El desvío de las formas es más que un atajo a la solución: se modifica el continente y también se modifica el contenido. La república chilena que sueñan las elites del gobierno quisiera jerarquizar y concentrarse, definir y constreñir mejor los tiempos que no importan al interés público -que es como llama a su interés-, considerados tiempos lentos o muertos. Con esa administración eficaz de los tiempos buscan hacer útil y eficiente la carrera hacia la anhelada modernización, diseñando un «estado» social y un Estado institucional que les permitan esquivar una amenaza de entrampamiento fatal.

	Uno de los costos de la implementación del diseño es la reducción  de  los  tiempos destinados a los problemas  singulares  de  los  ciudadanos  calificados  como  menores.  Otro costo es forzar la paz, la tranquilidad y el perdón,  recortando  la atención perita  destinada  a esos problemas «ruidosos», poco consistentes, que enturbian y estorban. En ello, el poder discrecional y dirigencial del juez letrado es indispensable, y las citas a  comparecer  para levantar «actas  de paz»  se multiplican,  indicando  la vía de la deseada eficiencia en el  cierre  de heridas ajenas y molestas. De hecho, a diferencia de países vecinos, en Chile los jueces de  paz para poblaciones de más de 20 000 habitantes, autorizados a ejercer previo informe de la Corte de Apelaciones de la región, se implementan solo en 1902 (como antecedente, la Ley de Organización y Atribución de los tribunales, del 15 de octubre de 1875, indicó la urgencia de nombrarlos).

	 

	
La justicia republicana chilena previa a 1874 entonces  -centralizada  y  desde  el directivismo que da la supremacía territorial  de  la  cultura  jurídica  legitimada  del  juez  de letras-, coordina y administra las opciones de término  de pleitos  comenzados  por  voluntad  de los litigantes, incorporando en sus usos institucionales ciertas costumbres, pero desplazando la potencia y la capacidad de actuar de sus protagonistas. Podríamos preguntarnos si es esa una característica de la justicia legal  que  se implanta  en un pueblo considerado, además  de ocioso y vicioso, inquieto e ignorante, pleitista y bueno para alegar, pero que  se  muestra  también esquivo y ladino -no asistiendo a los comparendos, por ejemplo- durante las primeras cinco décadas republicanas.
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		Introducción



	 

	Desde hace tiempo, en el marco de la historia de la justicia de Antiguo Régimen, los investigadores dedican particular  atención a los oficiales de la justicia, no  circunscribiéndolos  a la prosopografía, que por lo general se detiene en los umbrales institucionales, sino contemplándolos en su calidad de agentes sociales, con sus vínculos, sus compromisos, sus ambiciones personales. Dentro de estas temáticas ha alcanzado relevancia la denominada venalidad de los oficios (entendida como la provisión de cargos a cambio de dinero), y la consiguiente  consideración del  cargo  adquirido  como  un  bien particular,  en especial  cuando esa venta era a perpetuidad. Estos trabajos dan cuenta, asimismo, de  otras  formas  de enajenación menos evidentes como la delegación o traspaso en sus distintas variantes, que comportaban un alquiler o una  venta  solapados. Va  de suyo  que  cuando  un cargo se compraba  o se alquilaba se hacía con la expectativa de obtener réditos que superaran la  inversión realizada. Si las diversas formas de transmisión de cargos han sido muy bien estudiadas, en cambio y hasta donde hemos podido revisar, no parece ocurrir lo mismo respecto de la manera concreta a través de la cual, en la práctica judicial,  se  conseguían  las  utilidades  de  tales oficios o, dicho en otras palabras, cómo se materializaban los réditos que de ellos se esperaba obtener.

	En las páginas que siguen abordaremos esta cuestión que, según entendemos, constituye un aspecto central en la justicia de Antiguo Régimen. Nos hemos propuesto indagar sobre los mecanismos habituales merced a los cuales, en la actividad  judicial  cotidiana,  obtenían  sus salarios, emolumentos y  demás  réditos  del  oficio,  los  jueces  y  oficiales  de  justicia; procurando, al mismo tiempo, ponderar la incidencia de tales prácticas en los conflictos jurisdiccionales y en la dinámica de la administración de justicia. El momento sobre el cual se centra el análisis -finales del siglo XV, principios del XVI-  ha  resultado de nuestro  interés  por dos razones fundamentales: por un lado, porque se enmarca en el reinado  de  los  Reyes Católicos, años clave en la reordenación de las áreas de gobierno, con particular atención a aquellas  atinentes  a  la  administración  de  justicia,1  perfilando  el  modelo  que  luego  se trasladará a las Indias;2  y,  por otro, porque se inscribe en la etapa previa a la más  difundida y

	 

	
mejor estudiada venta de oficios (casi masiva)  de los  sucesivos  reinados  de los  Austrias,  que se mantuvo, asimismo, bajo los  Borbones.3  En  el  periodo  tratado  existía  cierta patrimonialización de los oficios públicos a través del  comercio entre  particulares; situación  que durante este reinado se intentó controlar mediante la prohibición  de  las  enajenaciones perpetuas y a través de la regulación de las  renuncias.4  De  todas  maneras,  es  prioritario aclarar que nuestro enfoque no apunta a las formas de transmisión o alquiler de estos oficios,5   sino al modo  práctico de obtener  de ellos  beneficios  o incluso,  a veces, el  salario asignado.  El trabajo que aquí se expone ha sido realizado a partir de la lectura de procesos judiciales y documentos de índole similar,6 como también de fuentes normativas, con preferencia ordenamientos generales y disposiciones de Cortes.

	Los servidores de la Monarquía percibían sus salarios mediante situados o libranzas de tesorería emitidas sobre derechos reales dispersos en el ámbito del Reino -la recolección centralizada era aún inexistente- que el responsable del arriendo o de la recaudación de esas rentas en el nivel local debía pagar.7 Al margen de ello, según la institución o el cargo desempeñado, los oficiales completaban (o aseguraban) sus ingresos por medio de arancelamientos y demás recursos derivados de la práctica de su oficio.  No  debe  resultar extraño que, con el simple propósito de incrementar tales ingresos, ciertos agentes  abusaran de  su cargo, cometiendo lo que en la época llamaban «exorbitancias». Cabe acotar que, como consecuencia de actuaciones abusivas, los jueces podían ser juzgados y condenados,  a veces dentro de las mismas  causas  que  habían estado  bajo  su conocimiento  o  en las  que  de  algún modo habían intervenido. Utilizaremos casos concretos para ilustrar cómo  estos  servidores públicos resolvían de manera privada o particular sus  ingresos,  cuya  defensa,  aun  por  vía judicial, ya  fuera  en calidad de parte actora o de parte demandada,  debía correr  por  su cuenta  y cargo -debe quedar claro que nos referimos a procesos  independientes  del  juicio  de residencia-.

	Antes de entrar en tema, es  oportuno  realizar  ciertas  precisiones  conceptuales.  En  el ámbito analizado, las  nociones  de  público  y  privado  remitían,  sustancialmente,  a  una oposición entre bien común e interés particular. En palabras de un procurador de la época, descuidaba el «bien común» quien privilegiaba «su interés particular»  con el  fin de  obtener dinero u otros bienes para «meter en su bolsa».8 Atendiendo a  este  sentido  es  como  tales conceptos son empleados aquí, y no a la  carga  semántica  que  comportarían  en  siglos posteriores, la cual aludiría a la distinción entre  una  «esfera pública» y una  «esfera privada» que, al menos desde la teoría, se suponen perfectamente escindibles.9

	 

	
		El escenario: la organización judicial castellana a grandes trazos



	 

	Hemos considerado necesario repasar, en trazos muy gruesos, algunos aspectos clave de la organización judicial del periodo, a modo de escenario para los ejemplos que más adelante analizaremos. Comencemos por recordar que la práctica de administrar justicia era concebida como un acto de gobierno, si se quiere, el principal. De acuerdo a la concepción sagrada de

	 

	
la institución monárquica, se consideraba que el rey era Vicario de Dios en la tierra para hacer justicia en su nombre. Por gracia divina  el  monarca  poseía  el  monopolio  de  la  gracia,  de donde derivaban las prerrogativas regias y a él pertenecía la instancia  máxima  de  administración de justicia en el Reino. De  allí que  el impartir  justicia fuera  en sí mismo  un  acto de gobierno y que la imagen del «rey justiciero» fuera una  de  las  de  mayor perdurabilidad.10 El rey era, ante todo, juez y ostentaba la máxima potestad sobre el espacio jurisdiccional del Reino. Merced a esta summa potestas podía delegar jurisdicción, tanto en señoríos como en ciudades. Dentro  de  los  parámetros  de  la  época,  la  justicia  adquiría  una doble dimensión: por un lado, una justicia distributiva, que dependía  exclusivamente  del monarca, en virtud de la cual, haciendo uso de  su magnificencia  y liberalidad, podía  otorgar gracias y mercedes a cada uno según lo mereciera. Por otro, una justicia conmutativa, que entendía sobre los tratos y  conflictos  que  los  hombres  tuvieran  entre  sí,  concibiendo  a  las partes como  iguales  y cuya  última  palabra también pertenecía al  rey.  Así, siempre de acuerdo  a la prescriptiva, se presuponía una  administración de justicia que  debía funcionar  de acuerdo  a una organización piramidal, en cuyo vértice se hallaba el monarca.11

	En esa  pirámide  imaginaria,  acompañando  al  rey y con jurisdicción suprema  se  hallaban los miembros  del Consejo Mayor del Rey o Consejo Real  y los  Alcaldes  de  Casa y  Corte  - que funcionaban en tribunales itinerantes-.  Con  capacidad  para  entender  sobre  las  mismas causas que los anteriores, conformando con aquellos las instancias  mayores  de  justicia,  se hallaban las Audiencias y Chancillerías Reales -con residencia permanente en las sedes institucionales-. De acuerdo al origen y denominación de la jurisdicción, en los  grados inferiores, podían encontrarse Adelantados o Alcaldes de Adelantamientos, Gobernadores o Merinos, o directamente corregidores (el corregimiento podía comprender varias villas  o ciudades)  y sus  lugartenientes, justicias mayores  y alcaldes ordinarios, ya  en el  nivel  local. Los oficios hasta aquí mencionados suponen dos cuestiones fundamentales: la primera, que se trataba de funciones originadas, directa o indirectamente, a instancias reales, vale decir, eran administradores de la justicia regia; la segunda, que estos cargos poseían el carácter  de ordinario: atendían a todos los casos, dentro del ámbito de su competencia. Deben agregarse instituciones, asimismo dependientes  de la Monarquía,  dedicadas a asuntos  específicos, como  los Alcaldes de las sacas y cosas vedadas, los Alcaldes de la Mesta y cañadas  o los  Alcaldes  de la Hermandad. Al cuadro deben sumarse  los  jueces  delegados  o  jueces  comisarios, quienes eran especialmente comisionados para ocuparse de un caso en particular; sin olvidar a  los escribanos reales y los contadores  de  la Hacienda  regia, quienes  en ocasiones  disponían de facultades para actuar como jueces, en especial cuando se trataba de litigios surgidos por el arrendamiento de las rentas reales.12 En este punto, debemos señalar que, además de impartir justicia, a cada agente que fungía como juez le eran encomendadas diversas tareas de  gobierno

	-incluso a aquellos que eran enviados con comisión especial, a veces se le encargaban otras gestiones-. La supervisión del cuidado de las calles,  la  conservación  de  la  tranquilidad pública o la designación de ciertos oficios, eran solo algunas  de esas tareas. Esto era así  tanto en el nivel local, para alcaldes o corregidores,13  como para los miembros  del Consejo Real o  las Chancillerías.14

	 

	
En los espacios de jurisdicción señorial cedidos por la Monarquía se repetía, a grandes rasgos, una organización administrativa similar, que variaba de acuerdo a la envergadura del señorío, donde el señor delegaba facultades gubernamentales, entre las que se encontraba la capacidad de exigir tributos e impartir justicia.15 En líneas generales, contaban con: alcaldes ordinarios (electos por el señor, a propuesta del concejo de la villa señorial), corregidores (designados por el señor), audiencias  (con cargo  de  presidente  y oidores)  y el  señor,  como última instancia dentro de su jurisdicción.16 La ley indicaba  que,  bajo  determinadas condiciones, se podía luego recurrir a la justicia real. Los  máximos  tribunales  regios  debían guardar la justicia señorial, reservándose para sí las apelaciones, pero siempre que  hubieran  sido agotadas  las  instancias  dentro  de la jurisdicción señorial  o bien que  el  pleito involucrara al propio señor. Ahora bien, si un vasallo lograba probar que sus derechos no se encontraban garantizados, podía presentarse directamente ante la Audiencia. Y de hecho, con el fin de salvaguardar su persona o sus intereses, cuando estos se veían amenazados,  las  personas recurrían no solo a las más altas instancias regias  como  contemplaba  la  ley,  sino  a  otras justicias por  fuera  de la jurisdicción señorial  o superpuestas  a ella:  alcaldes o corregidores,   ya fueran reales, eclesiásticos o de otro señorío -quienes por lo general aceptaban la causa-.17

	La administración de justicia eclesiástica, cuya  intrusión  en  la  jurisdicción  real  era motivo constante de preocupación por parte de los monarcas, no puede estar ausente de este panorama. Las leyes promulgadas en el periodo estudiado se ocupaban de recordar a los responsables de administrar la justicia regia que estaba a su cargo impedir la intromisión de

	«jueces eclesiásticos», defendiendo la justicia real  que  ellos  representaban  -aunque  debe decirse que las más altas instancias de justicia regia  contaban con una  presencia  mínima  de prelados prescripta por ley-. En los señoríos eclesiásticos, el sustento  jurídico18  (derecho canónico) y la organización judicial (Curia Diocesana de Justicia) adquirían características específicas. No  obstante,  en la práctica, su administración funcionaba  de manera  similar:  con sus  jueces, lugartenientes,  promotores  fiscales, notarios, abogados, etc.,  y en la  jerga  procesal se hablada de «alcalde del obispo» u «oidor del obispo». En las alzadas, el fallo del obispo o  del arzobispo se apelaba  ante  el  arzobispo  metropolitano  y  de  allí  restaba  la  apelación  a Roma (algunas veces la vía era del obispo a Roma directamente).  Sin  embargo,  en  el desarrollo judicial cotidiano, las sentencias de los  obispos  eran igualmente  apeladas  ante  la Real Audiencia. Cuando el derecho de  apelación no  era  otorgado,  el  apelante  podía  realizar una presentación directa, la cual, de ser aceptada por los oidores, daba lugar al inicio de una nueva causa y a la consiguiente disputa jurisdiccional -debe aclararse que algunas veces los oidores se pronunciaban «no jueces» de la causa y el proceso era devuelto a la jurisdicción eclesiástica-.

	Con respecto a los máximos tribunales regios,  debemos  recordar  que,  en  primera instancia,   las   Audiencias   y  Chancillerías   conocían  fundamentalmente  de   los denominados

	«casos de cortes», que se dirimían entre partes, pero, asimismo, se hallaban facultadas para entender  en pleitos originados en el lugar  donde residían hasta cinco leguas  alrededor [rastro], en concurrencia con las justicias ordinarias locales. En grado de apelación,  atendían a  todas aquellas  interpuestas  contra  sentencias  dictadas  por  cualquier  juez,  ya  fuera  ordinario  como

	 

	
delegado. También eran competentes para el conocimiento de determinadas apelaciones  de lugares de señorío,20 como ya se ha dicho. Como presidente de la Audiencia siempre fungía un obispo, amén de que otros miembros del tribunal eran también eclesiásticos, con lo cual era frecuente que estos se hallaran ausentes por atender sus propias diócesis (aunque allí hubiesen designado vicarios). A pesar de la importancia de su cargo, debe decirse que, al menos en el periodo  analizado,  presidente  y oidores  no  asistían regularmente  al  tribunal,  ni  cumplían con los horarios de audiencia previstos. Tampoco se respetaba la renovación prescripta, los nombramientos no se hacían mediante elección anual según rezaban las disposiciones y cuando esta se llevaba a cabo, solía recaer  reiteradamente  en las mismas  personas. Como  es el  caso  del  licenciado Pedro de Frías, a quien encontramos  como  oidor  desde 1483 hasta  1489 o el  del doctor  Martín de Ávila, que  ejerció como  tal  desde 1485 hasta  1492. A esto debe añadirse la presencia  de  oidores  sin quitación (u oidores  de  honor),  a  quienes,  mientras  conservaban esta condición, se les permitía actuar como abogados; obviamente a menudo  lo  hacían  en pleitos en los cuales luego verían y fallarían como jueces.21 Es importante apuntar que los protagonistas  de  estas  irregularidades  encontraban cobijo o directamente  engarzaban muy  bien en el entramado de los  distintos  grupos  que  disputaban su supremacía  en las  relaciones  de poder  político; relaciones  que  no  siempre  se  limitaban al  ámbito  local  y en cuyos  entresijos con frecuencia aquellos incidían o terciaban.

	En cuanto a las atribuciones del Consejo Real (también integrado imperativamente por un número mínimo de prelados) no diferían radicalmente de las asignadas a Audiencias y Chancillerías,  ocasionando  superposición de  jurisdicciones  y de  competencias  en el  interior de la propia justicia real. En la práctica, la institución atendía infinidad de litigios, aunque no siempre lo desarrollaran de manera  procesal; por lo general, la vía del expediente se convirtió  en el cauce característico para la tramitación de pleitos ante el  Consejo.22  Se  encontraba autorizado para expedirse en causas tanto civiles como criminales sin necesidad de «hacer de ellas comisión» y «sin figura de juicio», simplemente, «una vez sabida la verdad»23 podía pronunciarse.  De  estas  sentencias,  en  tanto  estaban  emitidas  por  tribunales  reales,  no  cabía otro recurso que la suplicación. Las superposiciones, aun en ese nivel de la administración de justicia, se hacen evidentes al  revisar  la  documentación del  periodo; en ocasiones,  con el  fin de delimitar el ámbito competencial de cada tribunal, se ordenaban remisiones masivas de procesos.24 Sin embargo, más allá de tales  disposiciones  puntuales,  es  posible  hallar,  de manera aleatoria, el pasaje de causas de un tribunal a otro. Y esto era factible que ocurriera en diferentes momentos de la vida del litigio. Por ejemplo, una causa iniciada ante los jueces del Consejo podía ser remitida a Chancillería, donde se continuaba con el proceso y se dictaba sentencia, contemplando las actuaciones previas;25 o bien, después de un primer fallo  del Consejo, la apelación se presentaba ante los oidores de la Audiencia;26 o desde el Consejo se remitía  el  proceso fenecido para que  se emitiera  la orden de ejecutar  la sentencia.27

	Ahora bien, los ejemplos que acabamos de mencionar refieren a litigios tratados por vía procesal; pero el Consejo, como ha sido señalado, actuaba la mayoría de las veces, de manera expeditiva, emitiendo cartas de emplazamientos o intimaciones en litigios que se estaban tramitando  ante  oidores de la Audiencia  o ante  alcaldes de la Chancillería. El  punto clave es

	 

	
que tanto los documentos  producidos por el Consejo como aquellos surgidos de la Audiencia y  de la Chancillería eran emitidos en nombre de los reyes. Cuando estos incidían en una misma causa, pero en un sentido contradictorio, la confusión y el conflicto  consecuente  eran  insalvables. En diversas ocasiones, la normativa se  hizo  eco  de  las  quejas  elevadas  por quienes se habían visto perjudicados por interferencias de esta naturaleza. Además de lo dispuesto sucesivamente en las Cortes, las Ordenanzas Reales de 1484 (Libro III, Título XII, Leyes XI-XII) insistieron sobre  este  punto.  Aspecto que  Hugo  de  Celso destacaría, asimismo, en su compilación publicada unos años después: «Las cartas del rey en perjuicio de los pleitos pendientes en cualquier instancia o en cualquier corte o audiencia o  para  que  se  quite  el  derecho de alguna de las partes no sean cumplidas». La disposición parecía clara, pero en la práctica ¿qué litigante estaría  dispuesto a  renunciar  a  una  carta  con sello real  que  amparaba sus intereses  y que,  seguramente,  le había  costado  conseguir?  Tomemos  un ejemplo:  Diego  y Luis Torres, padre e hijo respectivamente, sostenían una disputa  por  la posesión de  una  viña con Pedro Gil, vecino de la  villa  de  Madrid.29  Este  último,  merced  a  una  rápida  gestión, obtuvo de parte del Consejo Real (en ese momento, residente en Madrid), una  carta  ratificándolo en su condición de poseedor  del  bien  en  cuestión.  Mientras  tanto,  los  Torres habían acudido ante los oidores de la  Audiencia,  donde  se  sustanció  el  proceso.  Tras sucesivos emplazamientos a los que el demandado no respondió, los  jueces  lo declararon en rebeldía y dictaron sentencia, donde se pronunciaron a favor  de  Diego  y  Luis Torres, ordenando que les fuera restituido el mencionado bien; acto seguido se emitió  la  correspondiente carta ejecutoria, también en nombre de los reyes. Aunque no fue  posible determinar lo acontecido en el nivel local, es obvio que solo una  de  las  cartas  -ambas portadoras del sello real- pudo prevalecer y ser efectivamente cumplida.

	El caso que acabamos de citar ejemplifica las superposiciones en los más altos tribunales regios, pero este tipo de colisiones no se restringía a ese solo ámbito. Por el contrario, se ampliaba hacia abajo, multiplicándose no solamente en solapamientos dentro de la justicia real sino, y con mayor frecuencia aun, en competencia con las jurisdicciones eclesiásticas y señoriales.30 Sin olvidar la justicia oral, que ha dejado no pocos rastros en procesos escritos y cuya importancia no debe ser relativizada;31 o la justicia de las minorías, con jueces propios, con competencias que, asimismo, se superponían con otras jurisdicciones.32

	 

	
		Jueces y oficiales de la justicia regia en el desempeño de su oficio



	 

	En abstracto, el perfil de los jueces derivaba del «ideal  de  juez»  delineado  en el  Derecho Romano, según el cual, estos debían deliberar sin pasión; protegiendo su oficio público y manteniéndose ajeno a las inclinaciones que como personas privadas podían afectar la imparcialidad de su juicio.33  En las Siete Partidas se exigía  que  «sean leales e de buena  fama    e sin mala codicia e que tengan sabiduría para juzgar los pleitos derechamente [...]  e  buena palabra e sobre todo que teman a Dios.».34 Un ideal  al  que  algunos  oficiales se aproximaban, pero difícilmente verificable en plenitud.

	 

	
La normativa establecía los mecanismos de designación de jueces y oficiales, como así también sus respectivos salarios y quién debía solventarlos. Para las designaciones se debían considerar, además de la edad, determinados requisitos, que podrían dividirse en: físicos (la ceguera,  la sordera o la insania  mental,  entre  otras, eran incapacidades que  impedían el  acceso a estos cargos), éticos (ser hombres probos,  íntegros)  y  sociológicos  (exigencia  de  orden sacro para  ciertos  cargos, limpieza  de  sangre  y por  supuesto,  ser  buen cristiano, con lo cual los excomulgados quedaban excluidos, como asimismo, los de oficios viles). En este periodo comenzará a requerirse una titulación letrada y la experiencia como factor deseable.35

	En tanto nos estamos refiriendo a la justicia regia, debemos señalar que, ya  fuera  por decisión directa o bien a través de quienes se hallaban facultados  para  hacerlo,  los nombramientos dependían del rey. Los cargos de los máximos tribunales eran proveídos directamente por el monarca;  del  mismo  modo,  procedía  de  una  designación directa  real  el cargo de corregidor (y de este dependía la  de  su lugarteniente),  aunque  la  ley indicaba  que solo debía ser nombrado si la ciudad, villa o lugar así lo solicitaba. Por  el  contrario, los  alcaldes ordinarios eran elegidos (a través de distintos mecanismos según las épocas) por las ciudades y villas, y esta decisión debía  ser  propuesta  al  rey  para  su  confirmación.  Algo similar sucedía con los alcaldes de la Hermandad o  los  alcaldes  de  merindades  o adelantamientos.

	El loable oficio de impartir justicia no  necesariamente extrañaba a los agentes  encargados  de llevarlo delante de su entorno social y político, desatendiendo de este modo lo ordenado en  las Partidas. En ellas se sostenía que era un «sacrilegio» que alguien pudiera «ganar oficio de juzgador. en aquella tierra donde es natural», pues eso  haría  poner  en  dudas  su imparcialidad.36  Sin embargo,  este aspecto no  siempre se cumplía  en el  caso de los  alcaldes de villas y ciudades. Era este un requisito que tal vez se respetara  más  para  el  cargo  de corregidor, aunque es sabido que con frecuencia algún agente local  asumía  como  su lugarteniente y, a veces, eran los mismos alcaldes que tomaban la responsabilidad. Por  ende,  amén de que las leyes procuraran impedirlo, los jueces trababan relaciones en los sitios donde impartían justicia; eran, por lo tanto, partícipes activos de alianzas políticas y de redes clientelares -las que por su propia naturaleza eran configuraciones cambiantes37- entablando vínculos y con ellos, asumiendo compromisos que de una u otra manera podían incidir en el desarrollo de la administración de justicia. Va de suyo que  si  la  justicia  se  hallaba comprendida en las tareas de gobierno, sus administradores eran parte constitutiva  de instituciones políticas, como los  concejos,  donde  se  determinaba  y  se  disponía,  en  general, sobre los recursos materiales. Los magistrados contaban entonces con una herramienta que  en ciertos momentos podía resultar clave para terciar en las pujas que nunca  estaban ausentes  de esos ámbitos  de poder. Estos  espacios habitualmente  eran coincidentes  con los del  desarrollo de sus funciones judiciales, aunque debe decirse que el lugar físico donde los jueces impartían justicia no parece haber sido siempre tan  obvio.  Así  nos  lo  hacen  saber  los  justiciables, quienes en el transcurso procesal solían presentar quejas porque  el  juez  no  había  indicado dónde recibiría a las partes, o porque había atendido a la parte  adversa  en su casa, sin dar  aviso,  por  mencionar  solo  unos  ejemplos;  estos  reclamos  nos  alertan  sobre  una  realidad

	 

	
donde, al parecer, el sitio concreto sustanciación del proceso judicial no  era evidente y debía,  por lo tanto, ser precisado de antemano -una situación que sin dudas variaría de acuerdo a la envergadura de las ciudades o villas, siendo más frecuente en los lugares pequeños-. En estos escenarios, más o menos estables,  de  una  rigurosidad  a  veces  dudosa  y  una  formalidad bastante flexible; a través de entramados atravesados por negociaciones permanentes y de configuraciones relacionales móviles, se gestionaba y se expresaba, en  el  nivel  local,  el gobierno  de  la Monarquía.

	En cuanto  a los  ingresos  de los  jueces, debemos  recordar  que  además  de los  beneficios por exenciones tributarias, derechos de aposentamiento y consideraciones honoríficas,  los  jueces  y oficiales  de justicia, en general,  contaban con los  ingresos  provenientes  de su salario o quitación, de los aranceles por cada acto procesal, del décimo de las ejecuciones y de la participación proporcional en las penas pecuniarias  destinadas  al  acusador  cuando  este  no existía y se actuaba de oficio. En la práctica, la manera  de  asegurar  (e  incrementar)  sus ingresos adquiría un claro carácter  privado:  los  jueces  y  oficiales  vinculados  a  la  justicia tenían en sus manos optimizar sus recursos y la forma de lograrlo parece bastante  evidente. Expresado de un modo más llano: cuantos más juicios tratara  un  juez,  mayores  serían  sus ingresos. En este plano, los pleitos de envergadura, es decir,  aquellos  donde  los  bienes  o derechos en juego eran considerables -bienes  objeto del  litigio, que  conducían a remates,  en casos de justicia civil, o bienes susceptibles de ser confiscados y aplicados  a  penas  pecuniarias, en casos de justicia criminal- resultaban ser, por razones  obvias,  los  más atractivos. Por ellos bien  valía  disputar  la  competencia, en  ámbitos de  jurisdicción concurrente o incluso, transgredir los límites jurisdiccionales. Por esta razón, y en base a la abrumadora presencia de casos que así lo testifican, aquí se sostiene  que  estas  gestiones incidían y alimentaban los conflictos de índole jurisdiccional, propios de la época.

	Ahora bien, los jueces podían ser condenados  a pagar  de su bolsillo las  costas  o daños  que hubieran ocasionado por errores, negligencias o abusos cometidos. La  condenación  por dilatar la expedición de causas, civiles o criminales, se hallaba prevista en Castilla desde  el siglo XIII.38 Del mismo modo, denegar el derecho a apelación cuando había lugar, merecía una  pena pecuniaria destinada a la Cámara Real.39 Pero eso no era todo. En  su  obra  ya mencionada, Hugo de Celso, destacado jurista y abogado de su época, a quien, como el lector habrá notado, recurrimos permanentemente,40 se preocupó por señalar para cada  uno  de  los oficios relacionados con la administración de justicia las limitaciones o impedimentos que  a  cada quien concernía como así también las sanciones previstas por su incumplimiento. Veamos algunos ejemplos. Sobre los alcaldes se prescribía que, además de ofrecer  fiadores  (como ocurría con casi  todos los cargos durante  este periodo), debían jurar «no  llevar más  derechos de los que son tasados so pena de los volver con el cuarto tanto por la primera vez, con el diez tanto por la segunda vez y por la tercera vez que no usen más del oficio.». Agregando algo fundamental,  sobre lo cual  volveremos:  «[...] que  no  prenderán a nadie buscando achaque  para lo cohechar so pena de diez florines la primera vez y por  la  segunda  que  no  usen  más  su oficio.». Y por supuesto, «[...] que no reciban dádivas» y «[...]  que  no  arrienden su oficio».41 Era este último un fenómeno de larga data. En las Cortes de Burgos de 1453 (ítem 16) los

	 

	
procuradores se quejaban de que «corregidores, alcaldes, alguaciles, merinos. arriendan los dichos oficios»; lo cual iba «en deservicio» de la Monarquía e implicaba un «gran daño» a las ciudades, pues los arrendatarios no eran personas hábiles para desempeñarlos y cometían, además, graves abusos.

	Como señalara hace ya tiempo Tomás y Valiente, a partir de mediados del  siglo XVI  se  inició, en especial  en América,  la venta  formal  de  oficios  entre  la Corona  y los  particulares; no obstante, existía desde mucho antes cierta patrimonialización  de  los  oficios  públicos  a través del comercio entre particulares;  situación  que,  durante  el  reinado  de  los  Reyes Católicos, se intentó controlar mediante la prohibición de las  enajenaciones  perpetuas  y  a través de la regulación de las renuncias no vinculantes.42 En las Cortes de Toledo de 1480, se acordó no conceder más empleos a perpetuidad, tratando de limitar el mercado privado de los mismos, sin embargo, los  reyes  no  lograron  su  objetivo.43  En  efecto,  las  leyes  abrían resquicios por  donde,  siguiendo  el  conocido refrán,  se filtraban las trampas; uno  de ellos era  la opción permitida  de designar  sustitutos,  siempre que  se contara  con la aquiescencia real  o del concejo local, con lo cual, una vez obtenida la venia, era factible la enajenación del cargo bajo una designación simulada; de igual modo, la renuncia con propuesta de sucesor  o  la delegación en un lugarteniente bien podían ocultar alguna forma de cesión  del  cargo;44  en definitiva, las variables adoptadas para concretar una transmisión pecuniaria encubierta conseguían ser sumamente diversas.45

	Las órdenes de no  recibir  dádivas  ni  arrendar  los  oficios  se  reiteran y son comunes  a todos los cargos. Existían, en cambio, disposiciones específicas para ciertos jueces. Sobre los alcaldes de hijosdalgo se dice:  que  «no  lleven ni  pidan las doblas que  les pertenecen… hasta que se libre la  causa  executoria  de  la  sentencia»; mientras  que  los  alcaldes  de  las  sacas  y cosas vedadas, «[...] deben jurar que no darán poder de las alcaldías a  los  que  tuvieren arrendadas las rentas de los diezmos y aduanas ni a hombres suyos» -algo que hacían con suma frecuencia,  tal  como  hemos  podido  constatar-.  Para  estos  jueces,  cuyo  ámbito  competencial por la naturaleza de su cargo se hallaba en las zonas fronterizas, el margen de discrecionalidad  era  bastante  amplio:  salvo lo estipulado en las  Leyes  del  Cuaderno,46  «[...]  pueden castigar  a su albedrío los que fallaren culpados según el  estado  de  los  delincuentes  y  la  calidad  del yerro.», y sobre tales decisiones: «Los dichos alcaldes lleven por sus derechos y trabajo de su oficio la mitad de las penas que justamente deben ser levadas».

	Las funciones y restricciones atinentes a escribanos, fiscales, abogados o alguaciles, entre otros oficiales cuyo desempeño se vinculaba  al  ámbito  judicial,  se  hallaban,  asimismo, acordes con las especificidades propias de cada cargo; para los alguaciles, por ejemplo, se disponía que: «[...] de las entregas que hicieren lleven el diezmo», pero «el alguacil no  debe haber derecho alguno del preso si él no lo ha llevado a la cárcel» y «que los derechos no  los pidan salvo a los condenados», detallándose a  continuación,  de  manera  minuciosa,  los aranceles por cada tarea.

	Entendemos que la consecución particular de los réditos del oficio, por un lado,  y  la condena  por extralimitaciones  en la gestión de los mismos,  por el  otro, dada su persistencia en el  tiempo  -sucumbieron recién a la luz del  constitucionalismo decimonónico-  y su incidencia

	 

	
en la administración cotidiana, deben ser consideradas  entre  las  características  más  destacables de la justicia del Antiguo Régimen.

	 

	 

	De juzgador a justiciable: los jueces condenados

	 

	Entre las sanciones más  comunes  que  podían caerle a un juez se encontraba  la condenación en las costas del pleito, en especial, por una mala actuación en primera instancia. El  caso  que relatamos a continuación ilustra bien lo que  acabamos  de  afirmar,  y muestra,  asimismo,  que esto era así no solo para  los  magistrados  de  la  justicia  real.  En  1489,  Miguel  Sánchez  de Ainzo, vecino de Navares de las Cuevas, en tierras de Segovia, fue demandado por sus acreedores por el incumplimiento de una deuda; por cuanto se había visto también afectado, se sumaba a la demanda  quien había  sido fiador  de  Sánchez en la operación crediticia. El  pleito se inició ante el alcalde mayor del  obispado  de  Segovia,  quien,  en  ausencia  del  deudor, ordenó el remate de sus bienes. una vez al  tanto de  lo  que  consideró  un  atropello,  el demandado apeló ante los jueces del Consejo Real, en esos momentos situado en Málaga - recordemos que la ciudad, recientemente ganada a los musulmanes, había  sido  centro  del escenario bélico-; es decir, del fallo en primera  instancia  de  un  alcalde  eclesiástico  se  recurrió directamente a la justicia regia. Allí fue emitida una  carta  a  su  favor,  donde  se revocaba la ejecución y se  ordenaba  volver  atrás,  porque,  según  la  misma,  Sánchez  había estado ausente  por servir a sus  Majestades en la guerra. Sin embargo, en Segovia la orden real  no fue atendida, por lo que  Miguel  Sánchez acudió entonces  ante  los oidores de la Audiencia.  En su presentación denunciaba un fraude, del cual había participado su mismo fiador, quien en connivencia con los acreedores le reclamaba algo que él ya no debía. Pero eso no era todo, su procurador hizo constar que el  proceso estaba plagado de «vicios». Tome  Ferrand, el  alcalde del obispado, en acuerdo con los acreedores, había ordenado  llevar  a  cabo  el  remate,  sabiendo de antemano  -y según lo arreglado-  que  los  bienes se venderían a muy  poco valor,  con el propósito oculto de, una vez satisfecha la deuda,  «sacarlos  para sí»; en otras  palabras,  que había existido prevaricación y abuso por parte del magistrado, quien había pretendido quedarse con el producto de los bienes rematados. Por otro lado, y como parte de lo acordado,   la ejecución se había realizado por un monto que incluía la «pena del doblo», sin que la misma tuviera cabida,  lo  cual  incrementaba  proporcionalmente  los  aranceles  y  el  diezmo  de ejecución.

	En la Real Audiencia, los oidores fallaron a favor de Miguel Sánchez, ordenando que le fueran restituidos sus bienes y condenando en las costas a los acreedores y al alcalde. Esta sentencia fue inmediatamente apelada. Es importante hacer notar que en la apelación, los acreedores, el fiador y el alcalde eclesiástico, todos  juntos,  interponen  el  recurso, representados por un mismo procurador. Según pusieron de manifiesto en su descargo, quien había ordenado el remate había sido «el alcalde del corregidor  de  Segovia»  -en  esta oportunidad el alcalde actuó  en  nombre  del  corregidor,  como  su  lugarteniente-.  Vemos entonces  que, como  a menudo  ocurría, el mismo  pleito había sido tratado por jueces laicos  y

	 

	
por jueces eclesiásticos simultáneamente, pero el alcalde del obispado se había anticipado en dictar  sentencia  y en la concreción del  remate,  obteniendo  los  beneficios  del  caso,  merced  a los acuerdos mencionados. Aun así, buscó disculpar su actuación cargándole la decisión de la ejecución de bienes  al  «alcalde  del  corregidor».  La  sentencia  anterior  fue  confirmada  por otros oidores, en grado de revista; en su fallo  condenaron  a  Tome  Ferrand,  alcalde  eclesiástico,  y a  Juan  Gonzalo  Pérez,  alcalde  del  corregimiento,  en las  costas  de  apelación, por  su mala actuación.47

	Resulta importante recalcar que, en casos como este, los  jueces  de  primera  instancia pasaban a constituirse en parte del proceso, enviando procuradores para  justificar  su desempeño. Recordemos que las leyes contemplaban  la  posibilidad  de  que  los  jueces defendieran en apelaciones tanto su actuación como la sentencia que habían dictado en primera instancia:

	El que ha sido juez de una causa no puede ser abogado de la causa en grado de apelación, empero bien puede si quisiese parecer ante aquellos que han de sentenciar para defender su sentencia y asistir con los abogados de la parte apelada con tanto que por esto no lleve salario ni cosa alguna.48

	 

	En 1492, Alfonso Martínez de Granadilla denunció que  Álvaro de  Cuellar,  arrendador, y sus hombres le habían secuestrado 21 vacas de una dehesa en jurisdicción de Badajoz, argumentando que le debía «ciertos maravedíes de alcabalas», deuda que él negaba. Martínez presentó una demanda ante Gonzalo Fernández del  Castillo,  corregidor  de  Badajoz,  quien aceptó el caso y procedió a encarcelar a Cuellar y a sus  hombres. Sin embargo, los liberó casi   de inmediato aunque sin requerir fiadores lo suficientemente solventes. Al ver sus intereses desprotegidos, Alfonso Martínez presentó un  escrito  ante  la  Audiencia  denunciando  la negligencia del corregidor por no haber  exigido  fiadores  «abonados».  El  único  fiador responsable, al que se estimaba insolvente, fue intimado a presentarse ante los oidores de la Audiencia o a enviar un procurador en su nombre. Pero la notificación incluía también un emplazamiento  contra  el  propio corregidor, en el  que  se sostenía que  este había actuado  mal por no haber resguardado los derechos de  Martínez.  Por  lo  tanto,  se  ordenaba  que  se embargara «todo lo que el corregidor tuviese  por  cobrar».  una  vez  visto  el  proceso,  los oidores  dictaron una  sentencia  mediante  la cual  mandaron que  se llevaran a remate  los  bienes de Cuellar, de sus socios y, si fuera necesario, que se siguiese con los bienes del fiador. Y condenaron, asimismo, al corregidor en las costas de apelación.  No  obstante,  es  muy  poco probable  que  el  demandante  pudiera  hacerlas  efectivas.  Al  rastrear  información  sobre  este juez nos enteramos de sendos conflictos que lo enfrentaban con los alcaldes de la hermandad y  con algunos miembros del concejo  de  Badajoz,  respectivamente  -las  diferencias  surgían  en uno y otro caso, por la designación de cargos, que dependían de su responsabilidad-. Supimos también de su suerte desgraciada: en julio de 1493, camino a misa, el corregidor Gonzalo Fernández del Castillo había sido ultimado de seis puñaladas  en  una  emboscada.  El  último dictamen de la Audiencia está fechado en 1494 y no se ha  podido constatar si Alonso Martínez  de Granadilla reclamó sus derechos a los herederos del juez asesinado,49 -mencionamos esta posibilidad porque nos hemos topado con un caso donde se demanda a los hijos de un juez

	 

	
fallecido en el ejercicio del cargo, por una sentencia, supuestamente injusta, que había sido pronunciada por su padre poco antes de morir-.50

	Debemos señalar que este tipo de condenas no constituyen una excepción. Se hallaban previstas por la ley y es muy  corriente  encontrarlas,  especialmente  en  los  dictámenes  de oidores y alcaldes de la Real Audiencia y Chancillería. Las conductas  abusivas  o  las negligencias que los jueces de primera instancia hubieran cometido no se silenciaban en la apelación. Cuando la parte afectada tenía oportunidad de  manifestarse,  lo  hacía  e  incluso exigía  ser  recompensada  por  el  agravio. Podía incluir  su reclamo  en el  mismo  proceso, como los ejemplos citados, o bien entablar una demanda ex profeso. Por ejemplo, en 1486, Pedro Gómez de Manrique, corregidor de Zamora, fue  demandado ante  la Audiencia por Jacob Haya     y su esposa, doña Elvira, ambos judíos, por  los abusos  que  contra  ellos había cometido. Según la denuncia, le había arrancado a Haya una confesión  bajo  tortura  y,  sin  aguardar  a  que ratificara su declaración fuera de tormento, como  marcaba  la  ley,  prosiguió  con  las actuaciones. Exigió fiadores abonados y estableció como fianza para su liberación la elevada suma  de 2 000 reales de plata (alrededor  de 62 000 maravedíes), la cual  debía ser  pagada  en  el plazo de tres días. Una vez  libre  bajo  la  promesa  de  fianza,  Jacob  Haya  se  ausentó  de Zamora -sabemos que se dirigió primero al Consejo Real y luego a la Real Chancillería para denunciar lo sucedido-. Enterado de su ausencia y sospechando de las intenciones  que  la motivaban,  el  corregidor  procedió a encarcelar  a los  fiadores  -recordemos  que  estos eran

	«carceleros» y respondían con su propio cuerpo por la responsabilidad asumida-, los torturó, dejándolos luego en el cepo, pero  «de  cabeza  e  en los  agujeros  donde  se  suelen meter  los pies», posición en la que no resistirían mucho tiempo, con la clara intención de presionar para asegurarse el pago inmediato de la fianza,  de acuerdo al  testimonio  brindado más  tarde por  doña Elvira. Según su relato, desesperada ante esta situación, reunió joyas de oro  y  plata (algunas suyas y otras tomadas prestadas de familiares y amigos), cuyo valor ascendía  a  una  cifra cercana a la solicitada. Ella demoró «una noche y medio día»; cuando llegó ante el corregidor, los fiadores «estaban ya medio  muertos  y sin sentido». Ambos  habían quedado  en un estado tal que durante «más de ocho días no podían comer  ni  beber ni  tragar  cosa alguna,  sino con una  muy gran pena».

	Ante el alto tribunal, donde se había iniciado un  proceso  contra  el  corregidor,  el procurador enviado por este para que lo representara sostuvo que su defendido «había actuado correctamente, siguiendo su oficio». Sin embargo, los oidores desestimaron su alegato y ordenaron que reintegrara lo que  había  cobrado,  condenándolo  además  en  las  costas  del juicio. El corregidor utilizó el  recurso de suplicación, pero la sentencia  fue  corroborada en todos sus términos.51  Al rastrear información sobre las actuaciones del corregidor, advertimos  que no había sido esta la única oportunidad en la cual este señor se había aprovechado de su oficio. En el año anterior al caso relatado había empleado una estrategia similar contra dos vecinos: Martín Sánchez y Juan Sánchez de Mateo, suegro y yerno, respectivamente, a quienes, según la denuncia presentada ante el Consejo Real por los familiares de estos, había tenido presos, encadenados y bajo  crueles  torturas  hasta  que  le  entregaron  veinticinco  doblas  de oro.52

	 

	
Es importante aclarar que en la mayoría de los casos de magistrados sancionados, estos continuaban en el ejercicio de sus funciones. Tales puniciones buscaban moderar las conductas abusivas de muchos  jueces que, a la hora de dictar sentencia, pensaban más  en su bolsillo que   en la ejemplaridad de la  pena  que  debían aplicar.  En estos  fallos  de  condenación a  jueces, cuyos textos eran siempre breves -recordemos que en este periodo se pronunciaban casi sin justificación-, solía señalarse: «para que para ellos fuese pena  e castigo  e a otros  alcaldes  e jueces ejemplo de administrar e hacer cumplimiento de justicia».53 Ahora  bien, ¿qué  sucedía  con estas sentencias dictadas contra jueces por el mal  desempeño  de  su  oficio?  En  todo proceso, la obtención de una sentencia no era sinónimo de ejecución efectiva de la misma; era preciso poseer la fuerza necesaria para  concretarla.54  No  era  diferente  en  el  caso  de  los jueces. A pesar de que las leyes expresaran lo contrario, los alcaldes o corregidores trababan vínculos personales en las ciudades donde ejercían su oficio, adquiriendo  con  ello  un importante peso en las relaciones de poder  locales,  como  señaláramos  más  arriba.  Por  lo tanto, no es fácil saber si esos fallos en contra de jueces alcanzaban cumplimiento. La cuestión estribaba también en quién hubiera sido el acusador o demandante que obtenía el dictamen favorable, es decir, dependía de la calidad de este último y de la  presión que  era  capaz de ejercer. En los casos donde el juez condenado ejercía su justicia  en la  órbita  eclesiástica  o señorial, todo quedaba supeditado a la protección que pudiera (o quisiera) ofrecer su señor.

	Dentro de una apelación tratada ante los oidores de la Audiencia, Diego de Quevedo, juez comisario en el lugar de Pesquera, actuante en primera instancia, fue recusado por sospechoso

	-se le adjudicaba amistad con el hidalgo a cuyo favor había resuelto el caso- y denunciado por proceder «jurídicamente mal  antes corrupta e sin deliberación alguna  e con voluntad de dañar, que no de administrar justicia». Se señalaba además que «al tiempo que pronunciara la dicha sentencia e conociera el dicho pleito fue e estaba condenado a pena de muerte por delito de homicidio».55 No queda claro si esa condena que cargaba el  juez obedecía a un crimen de su autoría  o si  le había  sido adjudicada  como  consecuencia  de  un mal  desempeño  como  juez o por haber actuado fuera de su jurisdicción; recordemos que la ley determinaba que quien así lo hiciere, «torne lo que entregare con el doblo e si la causa fuere criminal  debe recibir tal  pena    en su persona».56 De todos modos, más allá del origen de la sentencia que pendía sobre sí, el  caso ilustra la continuidad en el ejercicio de sus funciones de un juez  que  había  sido  condenado.

	Ahora bien, si esas peticiones y denuncias se realizaban era porque se suponía que alguna compensación o resarcimiento podía recibirse; porque la reparación de un daño  sufrido  por jueces que hacían un mal uso de su oficio era esperable. La prueba es que  este  tipo  de reclamos perduraron en el tiempo y eran una  práctica corriente en la Península al menos  hasta los siglos XVII y XVIII, como muy bien lo muestran los trabajos de Tomás Mantecón.57

	 

	
		Optimizar el rendimiento del oficio



	 

	Los  abusos  cometidos  por  algunos  jueces, a los que  hacíamos  referencia hace  un momento,

	 

	
tenían una relación directa con las diversas vías que podían  seguir  para  optimizar  sus  ingresos. Sin embargo,  cabe señalar  que,  aunque  resulte paradójico, obtener  rentas  del  oficio de juzgar no necesariamente se hallaba reñido con la buena administración de justicia; todo dependía, claro está, de las extralimitaciones  y  de  la  catadura  moral  de  cada  juez  o  cada oficial  de justicia.

	En los más  altos tribunales  del  Reino, los jueces recibían su salario o quitación a través  de  libramientos  realizados  sobre  la  Hacienda  Real;  contaban  además  con  las  denominadas

	«ayudas  de costas» (gratificaciones  complementarias),  que  pesaban menos  en la composición del ingreso, aunque en algunos  casos  podían alcanzar  casi  el  mismo  nivel  del  salario.  Tanto los sueldos como las ayudas se establecían por  periodos  anuales,  aunque  se  pagaran por  lo general divididos en tercios. Los elevados montos de estos salarios (200 000 maravedíes el presidente de la Audiencia, 120 000 los oidores, 100 000 los jueces del Consejo, 50 000 los alcaldes de Casa y Corte) hacían que en la práctica su cumplimiento se tornara  dificultoso, siendo frecuentes  las  quejas  sobre  el  particular. Con la intención de  atender  estos  reclamos, los Reyes Católicos establecieron, en 1480, un situado sobre la renta de las  alcabalas  de la ciudad de Valladolid de 500 000 maravedíes,58  que resultaron, asimismo, insuficientes, por lo  que las libranzas de tesorería se realizaban, también,  sobre otras ciudades o villas. Por otra  parte, recordemos que aunque hubiera una Contaduría y una Tesorería Real, no existía una recaudación centralizada de las rentas reales. Por lo tanto,  los  salarios  de  los  jueces  y  oficiales de los más altos tribunales, así como de otros agentes de la Corona, se pagaban con libramientos  emitidos  sobre las percepciones que  de las rentas  reales realizaban arrendatarios  y recaudadores privados dispersos en el conjunto del Reino. Con harta frecuencia esto podía significar que a un juez se le pagara con una libranza sobre un lugar no coincidente con aquel donde desempeñaba su oficio, dependiendo de su buena estrella que lograra hacer efectivo su sueldo, como veremos más adelante. Para  paliar  este  déficit,  casi  crónico,  las  ayudas  de costas se tomaban directamente de los ingresos que por penas pecuniarias recibía cada  institución, cuya administración se encontraba en manos del receptor. El problema era que no siempre había saldo disponible para pagar estas ayudas. Al respecto, aunque referido al  siglo XVII,  resulta  interesante  un  caso  que  menciona  José  Luis  de  las  Heras:  unos  oficiales tenían

	asignadas ayudas de 500 ducados, pero como se había agotado el dinero, el secretario de la Cámara  les aconsejó que  llevasen «algún negocio» sobre el cual  se pudiese imputar  la ayuda  - en este caso, se trataba  de suplicantes  de indultos-.59

	El resto de oficiales (escribanos, relatores, registradores, contadores,  chancilleres, porteros) cobraba de acuerdo a lo actuado siguiendo una  tabla de aranceles establecidos. En     las Cortes de Madrigal  de 1476 se puntualizaban los importes que cada uno  podía percibir por  su actuación,  con el  fin de  terminar  con   la  «codicia  de  los  oficiales»  que  no  hacía  sino

	«henchir las dichas sumas». Por ejemplo, a los chancilleres, tanto de Casa y Corte como de Chancillería, se les ordenaba llevar un registro de las cartas y de los derechos de sello que cobraran desde entonces. En este sentido, las quejas más frecuentes eran contra  los abusos  de  los escribanos y relatores. En diversos momentos, entre finales  del  siglo XV  y comienzos  del  XVI,  se  les  estipuló  un  arancel  determinado  por  foja  y  se  les  ordenó  no  transcribir  en  las

	 

	
ejecutorias, escrituras y otros documentos innecesarios, lo que a menudo hacían con el  fin evidente de alargar los escritos.60 El resultado fue que  se  dejaron  de  incluir  tales transcripciones, pero al mismo tiempo, se extendió la letra y se ampliaron los espacios  en blanco, con lo cual no solo no disminuía la cantidad de fojas empleadas, sino que  se incrementaba,  haciendo  crecer  los  aranceles con ellas.61

	En noviembre de 1484, se encomendaba al  reverendo  obispo  de  Segovia,  don Juan  de Arias, y al doctor  Martín de Ávila, del  Consejo Real, realizar  una  pesquisa sobre la Audiencia y Chancillería de Valladolid, para informar a los monarcas sobre  cómo  presidente,  oidores, alcaldes, notarios, alguaciles, escribanos y demás oficiales administraban justicia en  la institución. Los Reyes Católicos deseaban muy especialmente

	saber e haber información [sobre] qué se hace e se ha hecho hasta aquí con las penas pertenecientes a nuestra cámara e fisco en que los dichos nuestros oidores e jueces condenan e han condenado [...] e como e de que manera e en qué se gastan e consumen las dichas penas e multas [...] e quien las ha llevado e executado hasta aquí.62

	 

	Se les recomendaba, asimismo,  averiguar  el  derrotero de los procesos, si  los escribanos  los conservaban a buen recaudo, al igual que las probanzas, y si se llevaban los registros correspondientes. La reticencia opuesta a esta y a sucesivas  visitas  por  parte de los  ministros  de la Audiencia y Chancillerías ha sido ya muy bien estudiada por Carlos  Garriga.63  Una denuncia de 1488 nos hace saber «que algunas personas con poco temor de Dios e de nuestra justicia hurtaron e llevaron las ordenanzas hechas por el obispo de segovia  e  por  el  doctor Martín de Ávila para el regimiento e buena gobernación del  estudio  de  la  villa de Valladolid».64 Martín de Ávila pasó de ser visitador a ejercer como oidor, firmando también como alcalde en lo criminal en la Chancillería. Como mencionamos unas páginas atrás, lo encontramos firmando sentencias desde 1485 hasta al menos comienzos de 1492, año en que se produjo una destitución masiva de los miembros del tribunal, producto seguramente de los informes lapidarios de una nueva visita del año 1491, ahora bajo la  responsabilidad  del arcediano Martín de Yanguas y de Ramiro de Villaescusa (quien también permanecería como corregidor en Valladolid durante  varios años  -volveremos sobre él-). Más  allá del impacto de las destituciones y de la reluctancia a cumplir con las normas -resistencia que quedó  en evidencia a través de las sucesivas visitas-, y al margen del desvelo de  los  monarcas  por alcanzar una correcta administración de justicia, interesa resaltar aquí su preocupación por conocer y sobre todo controlar  lo que  se ingresaba  por  penas  pecuniarias  y la manera  en que se gastaba, pues en nuestra opinión, las indagaciones y  el  malestar  consiguiente  que provocaban en la institución se hallaban en íntima correspondencia con las ayudas de costas y demás emolumentos que de los fondos pecuniarios se pagaban a jueces y demás oficiales de la justicia.

	En el nivel local, los jueces (alcaldes  mayores,  alcaldes  ordinarios,  corregidores) percibían un salario que debía ser afrontado por las ciudades -estas erogaciones se  cubrían afectando a los propios o estableciendo derramas especiales sobre los pecheros- y cobraban, además,  una  serie de derechos  arancelarios. Debido a las  dificultades  de las  ciudades para

	 

	
asumir ese costo salarial, en la composición del ingreso tenían una  mayor  proporción  los recursos derivados de las actuaciones  judiciales que  el  estipendio mismo,  el cual  pocas veces se veía satisfecho al cien por cien. ¿Cómo se las apañaban,  entonces,  estos agentes  para hacer que su oficio fuera rentable?  Los  aranceles  por  las  actuaciones  eran poco considerables:  por carta de receptoría de testigos,  dos  maravedíes; por  un  mandamiento  en causa  civil,  cuatro; por un emplazamiento, dos; una sentencia definitiva,  doce  maravedíes,  por  citar  algunos ítems.65 Si bien se perseguía uniformar estas cifras bajo un mismo criterio en el conjunto del  Reino, como en tantos otros aspectos, prevalecían las costumbres locales, razón por la cual se instaba a que los jueces y demás justicias hicieran constar al menos en un lugar visible «los derechos que ellos y sus alguaciles y escribanos han de haber».66

	Resulta obvio que la parte más relevante no provenía de  los  magros  aranceles, sino de otras posibilidades que el ejercicio de la actividad ofrecía.67 Una de ellas, tal  vez  la  más interesante, era la procedente de las penas pecuniarias, cuya destinación y distribución no se encontraban  estipuladas  de  manera  homogénea,  variando,  asimismo,  la  porción  asignada  al juez actuante  según el  delito. En los  casos  criminales, la distribución podía  ser:  un tercio para el fisco o Cámara Real, un tercio para el juez y un tercio para el acusador; o bien, un tercio a repartir entre el juez y el acusador, y dos tercios para la Cámara. Si la consumación del delito comprendía una falta religiosa o había afectado  un bien común se  destinaba  un tercio para  la fábrica de la iglesia, para  una  obra  pía  o para  la ciudad, según se  tratase; otro tercio para  el fisco y el  tercio  restante  para  el  juez.  otros  casos  contemplan una  división por  mitades:  una para la Cámara y la otra se subdividía entre el juez y el acusador, a partes iguales. Cuando no existía parte acusadora y el juez actuaba de  oficio,  sumaba  en su haber  la  porción que  le hubiera correspondido al delator.68 Sobre este punto en particular, las leyes insistían en que la división y asignación de las penas solo podía realizarse una vez  que  se  hubiera  dictado sentencia, es decir, sobre bienes confiscados mediante un fallo judicial y no sobre bienes preventivamente secuestrados. Solo cuando  el  juez  se  hubiera  pronunciado,  y  nunca  antes, podía procederse a la realización de los bienes, generalmente mediante remate  público.  Sin embargo, la lectura de los procesos muestra una y otra vez la realización inmediata de bienes secuestrados. Y llegamos  aquí  a otro de los recursos importantes  para los oficiales de justicia:  el diezmo de ejecución. En efecto, el alguacil, alcalde o quien tuviera a su cargo ejecutar los bienes, llevaba para sí un diez por ciento del monto obtenido en el remate. Otra disposición reiterada en innumerables oportunidades  era la que  advertía a los  jueces  sobre la imposición  de penas formalmente destinadas a la Cámara, pero que ocultaban la subrepticia intención de llevárselas para sí. Huelga señalar que las disposiciones condenaban los  sobornos,  bajo  cualquier forma que pudieran adoptar, como otras «actividades lucrativas» reñidas con la ley, como la emisión de documentos  falsificados.  Sin embargo,  los  pagos  clandestinos  existían y, como bien dice Richard Kagan,69 su importancia no debe ser subestimada. Planteado el marco general, veamos a través de algunos ejemplos concretos  lo  que  podía  ocurrir  en  la cotidianidad  de  la práctica judicial.

	En el  mes  de julio de 1485, Juan Fernández de Paternina,  alcalde ordinario de la ciudad   de  Vitoria,70   ordenó  la  detención  por  blasfemia  de  un  vecino  de  esa  ciudad.  El alcalde

	 

	
procedió de oficio, basándose  en un rumor.  Para  corroborar  su sospecha, llamó  como  testigo  al yerno del acusado, quien, al negarse a declarar, fue conducido  a  la  prisión.  En  el interrogatorio, este respondió que su suegro «era inocente y sin culpa»;  pero  como  esta respuesta no convenció al alcalde, decidió aplicarle tormento. No conforme  con una  primera sesión, donde recibió del forzado testigo una declaración idéntica a la anterior, lo condujo a la tortura por segunda vez, hasta que obtuvo el testimonio que le permitiría acusar formalmente al sospechoso. La tortura para obligar a declarar a los testigos en casos criminales (la blasfemia  entre ellos) estaba prevista  por  la  ley,  pero  en cambio,  ningún  familiar  en primer  grado,  ni yerno o suegro, podía ser obligado a testificar y mucho menos aplicársele el tormento - recordemos que  no  se trataba  de un tribunal  inquisitorial-. A continuación,  el  propio acusado fue puesto a «cuestión de tormento», donde se le aplicó la tortura del agua. En tales instancias, confesó que, en una  discusión que  había sostenido con su mujer  y sus  hijos sobre unas  fanegas de trigo, se había encolerizado y había renegado de Dios. Sin embargo, después, fuera del tormento, preguntado  si  se  reafirmaba  en  lo  declarado,  lo  negó  rotundamente  -lo  declarado bajo tormento  debía confirmarse  fuera  de esa situación para que  tal  declaración pudiera valer en juicio-. El alcalde, furibundo, le dijo que estaba negando la verdad y que eso «no lo dejaría pasar»; de inmediato y sin respetar la pausa que  recomendaba  la  ley,  lo  volvió  a  someter  a tortura,  hasta  que  confirmó  lo confesado.  Sin dilaciones, ni  reafirmación fuera  de tormento,  y sin guardar los plazos que para tales casos preveía la ley, según protestaría su abogado, «ese mismo día e mes e año» dictó su  sentencia.  Argumentó  que,  de  acuerdo  «a  las  leyes  del Reino», debía condenarlo (y así lo hizo) a que le cortaran la lengua  públicamente,  a  que  le fueran dados cincuenta azotes a lomos de un asno, recorriendo los lugares acostumbrados de la ciudad, y a la pérdida de la mitad  de sus  bienes.

	En estos casos, las Partidas establecían castigos acordes a la calidad del culpable.71 Los nobles y caballeros debían perder parte de sus bienes, pero siempre en proporción a su estado (aclaremos que no era este un principio de equidad, sino todo lo contrario, los mayores y más encumbrados eran quienes se veían menos afectados). A  los  ciudadanos  y  aldeanos  se  los debía condenar, la primera vez, en la cuarta parte de  su hacienda;  la  segunda,  en la  tercera parte; por la tercera blasfemia, la mitad  de sus  bienes, y si  reincidían, debían ser  «echados  de su tierra». Para aquellos que  nada tenían, los peores castigos: la primera vez, cincuenta  azotes;  la segunda,  marcarles  los  labios  con un hierro caliente; la tercera,  «que  le corten la lengua». Las  puniciones  para  los  «hombres  menores»  sufrieron cierta  modificación en las  Ordenanzas de 1484: por la primera vez, un mes de prisión; por la segunda, destierro de seis meses; por la tercera, «que  se le enclave la lengua».  Con respecto a la confiscación,  imputó  como  indicaba  la ley:  una  mitad a la Cámara Real y otra mitad al acusador. Pero agregaba que lo destinado a     la Cámara Real  podía aplicarse a los  jueces  y ejecutores  de la justicia regia -lo cual  no  era  así; ya hemos señalado que se encontraba expresamente prohibido por las leyes que el mismo citaba- y añadía que, como no existía  acusador,  esa  parte  debía  ser  asignada  al  juez  que actuara de oficio, en este caso, él mismo. Sin embargo, si bien retuvo la  porción  que correspondía a la Cámara, no sumó a su haber el cien por cien de lo confiscado, sino que, atendiendo  a que  la pena  respondía a una  blasfemia,  destinó  una  parte a la confección de un

	 

	
paño «muy rico que se llevase en las procesiones solemnes», y que debería lucirse «sobre el cuerpo de Nuestro Señor» o «sobre la imagen de Nuestra Señora».  Sin demoras,  ordenó  la inmediata ejecución de la sentencia, tanto en los bienes, que  fueron llevados a remate,  como  en la persona del inculpado. Después de recibir los cincuenta  azotes, el condenado fue  conducido    a la plaza de la ciudad, donde le «fuera enclavada la lengua»; allí lo retuvo hasta  que,  atendiendo los ruegos de los presentes, «la mandara desenclavar» -nótese  que  la sentencia  se había dictado conforme a las Partidas, pero la ejecución de la pena se adecuó al nuevo ordenamiento-. El hecho fue denunciado  ante  los  alcaldes  en lo  criminal  de  la  Chancillería, donde se expuso todo lo sucedido. Fernández de Paternina fue emplazado en varias oportunidades, pero jamás se presentó. Al vencerse los  plazos  que  indicaba  la  ley,  los alcaldes pronunciaron su sentencia, mediante la cual, desestimando lo actuado por el alcalde, restituían al condenado «en su honra y buena fama» y ordenaban que todos sus bienes le fueran reintegrados. Pero. a estas alturas, y transcurridos varios meses desde el remate, es muy difícil presumir que el demandante lograra la efectiva ejecución de la sentencia.  Está  claro  que Fernández de Paternina no se desveló por acudir ante la  Audiencia.  Según  hemos  podido constatar, contaba con vínculos muy  sólidos  en las  relaciones  de  poder,  no  solo  en el  nivel local, sino en la Corte: unos años antes, a petición del Procurador  Real,  había  redactado, en calidad de escribano, el Apeo de  Vitoria  de  1481 -cuya  demarcación se  llevó a  cabo entre 1481 y 1486-, y en 1495, a un hijo suyo, homónimo, le era otorgado el cargo vitalicio de

	«escribano y notario público de la Corte».72

	Veamos otro caso: el día 7 de enero de 1514, como consecuencia de  cierta  información recibida, el fiscal de la villa de Arévalo solicitaba al licenciado Fernán Dianez de Lobón, corregidor, que iniciara una pesquisa sobre un vecino de la villa, quien al  parecer  había cometido «pecado contra natura con algunos hombres». En base a las declaraciones de varios testigos, el juez emitió una orden de detención y dispuso el inmediato «secresto» de todos sus bienes «por haber cometido delito de sodomía». La tarea quedó a cargo de Juan Gutiérrez de Hontiveros, quien se desempeñaba como alguacil y como alcalde,  según  fuera  menester  -  aunque diversas leyes prohibieran la acumulación de cargos, no es extraño hallar a una misma persona desempeñando  dos oficios-. No pudo detener  al  inculpado, pues  este había alcanzado   a huir. Procedió entonces con total diligencia a secuestrar los bienes, los cuales, tras ser inventariados, fueron puestos  bajo la tutela  de  dos  vecinos  que  asumieron la responsabilidad de la custodia; cabe señalar que el depósito de bienes  secuestrados  en  manos  de  terceras personas, generalmente vecinos «de buena fama», era el procedimiento habitual.

	Miguel de Arévalo, promotor  fiscal,  sospechando  que  faltaban  bienes,  solicitó  que  la mujer y la hija del acusado fueran sometidas a un arduo  interrogatorio  sobre  el  particular. Ambas relataron el temor que las había invadido a ellas y a su criada cuando el alcalde se presentó cerca de medianoche a efectuar el secuestro -lo cual no era extraño, pues una vez conocida la orden de un secuestro de bienes, se debía actuar con rapidez para no dar tiempo a ocultamientos-.  Cuando  se decía «secrestación de todos los bienes», era, en efecto, de todos,   sin excepción, comprendidos los bienes raíces, obviamente. En el inventario, que por  cierto resultaba muy minucioso, se describen camas, colchones, almohadas, sábanas, mantas, mesas

	 

	
grandes y pequeñas, vasos de mesa, calderas, un brasero, etc. Se detallaban incluso objetos personales, como los elementos de  tocador  de  las  mujeres  de  la  casa.  Escenas  como  estas serían muy frecuentes en aquellos tiempos, cuando no solo la justicia secular, sino también la Inquisición acostumbraban a disponer medidas de esta naturaleza.

	Al día siguiente de los mencionados acontecimientos, el 9 de enero, la  mujer  del  reo prófugo presentaba ante el corregidor un escrito donde le  hacía  saber  que  los  bienes secuestrados, como consecuencia del delito que supuestamente había cometido su marido, eran suyos,  le pertenecían como  parte  de  su dote  y por  lo tanto,  debían serles  restituidos.  A partir de ahí se inició una nueva causa, de índole civil, en la que esta mujer se enfrentó al promotor fiscal en defensa de sus bienes dotales.  Nos  encontramos,  entonces,  con  dos  extensísimas causas, en las que desfilaron un sinfín de testigos. Para resumir, diremos que en el proceso criminal, tanto en primera instancia, ante el corregidor, como en la apelación tratada  ante  los alcaldes de la Chancillería, el acusado fue hallado culpable y condenado,  en  ausencia  y rebeldía, «a morir en vivas llamas» y a la  confiscación de  todos  sus  bienes,  siempre  que contara con bienes propios. Paralelamente, en el proceso civil, el corregidor  reconoció  los derechos de la mujer y ordenó la suspensión de toda acción sobre los bienes secuestrados. El fiscal solicitó entonces el derecho de apelación y se presentó ante los oidores de la Audiencia, quienes una vez estudiado el caso, dispusieron mediante su sentencia que todos los bienes secuestrados le fueran devueltos a la demandante. Esta  sentencia  fue  apelada  por  el  fiscal actuante en la Chancillería, pero la misma fue corroborada en grado de revista.

	Mientras esto ocurría en Valladolid, en la villa de  Arévalo  quienes  custodiaban  los bienes en cuestión se vieron en serios aprietos. Según  hicieron  constar  más  tarde,  cuando fueron interrogados en la Audiencia, habían sido acosados de manera  insistente  por  el  fiscal hasta que,  haciendo  uso  de la fuerza,  fueron compelidos a entregarle  bienes «en especie» por  un monto equivalente al de su sueldo anual, más el de «un letrado  del  fisco»  que  le  acompañaba. Todo ello mientras los bienes se hallaban «en suspenso» a la espera de la determinación de los oidores en la apelación. Al tratarse de un fiscal de la Corte, lo lógico hubiera sido que su sueldo se pagara a través de un libramiento sobre rentas  reales, pero ya hemos mencionado las irregularidades y las quejas de los oficiales por incumplimientos en el  pago de sus salarios. Por lo tanto, los bienes extraídos del secresto fueron destinados, siempre según lo declarado, a satisfacer los sueldos. De todos modos, es evidente que, ante el temor de  una resolución que corroborara la liberación de  los  bienes,  el  fiscal  decidió  asegurarse  un ingreso considerable, se tratara o no de su sueldo. Por supuesto desconocemos cuánto de sus bienes dotales pudo recobrar la desafortunada mujer (si es que algo alcanzó a recuperar).73

	Otro ejemplo nos lo brinda Alonso Ramírez de Villaescusa, mencionado unas páginas atrás, quien tras su papel como visitador, actuó como corregidor de Valladolid y su tierra por espacio de ocho años, a partir de junio de 1491, momento en que fue designado.74 Como es sabido, las leyes indicaban que los corregidores no debían desempeñarse más de un año en cada sitio, con el fin de evitar que trabaran lazos con los vecinos del lugar; algo que pocas veces se cumplía. Su cargo fue sucesivamente renovado,75 incluso después de un primer juicio de  residencia.76   Todo  este  tiempo  estuvo  instalado  junto  a  su  esposa,  Inés  Méndez, en

	 

	
Valladolid. Así puede constatarse por diversos  litigios  que  la  pareja  entabló  durante  esos años, donde ambos aparecen mencionados como vecinos de Valladolid.77 Es  evidente  que  se trataba de una figura reconocida y con excelentes vinculaciones. Hacia finales de 1490, en  calidad de fiscal  del  Consejo, se le había encomendado,  junto  a Martín de Yanguas,  arcediano de Zamora y capellán real, realizar una visita a la Real Audiencia y Chancillería, con el fin de  que informara sobre la manera en que se administraba justicia y sobre el cumplimiento de las Ordenanzas que para tal institución se habían dispuesto en 1489.  Como señaláramos,  se considera que  el  informe  lapidario de la visita trajo como  consecuencia  la destitución masiva de presidente y oidores en 1492.78 Destaquemos que aun después de haber sido nombrado corregidor se le seguirá considerando igualmente miembro del Consejo. En 1498 procedió de oficio contra una operación crediticia, en la cual, según manifestó, se habían cobrado intereses usurarios (la usura, recordémoslo, se hallaba penada por la ley). En su intervención incautó la nada desdeñable suma de 400 000 maravedíes.79 Al actuar de oficio, reservó para sí la tercera parte del importe secuestrado, como  «acusador  y  denunciante»,  destinando  las  dos  terceras partes restantes a la Cámara Real. Ahora bien, aunque el préstamo hubiera sido realizado a vecinos de Valladolid, la operación se había llevado a cabo en la villa de Dueñas,  de donde     era vecino el acreedor. El corregidor había procedido a  secuestrar  el  dinero a  los  deudores cuando estos llegaron a su ciudad. El problema era que él había actuado  fuera  de  su jurisdicción, pues  Dueñas  no  solo era jurisdicción del  conde  de Buendía,  sino que,  además, era cabeza de su señorío. De manera  preventiva,  Ramírez  se  presentó  entonces  ante  los oidores de la Audiencia, solicitando a  estos  que  ratificaran la sentencia  y el  secuestro, pero sobre todo, pedía ser amparado en la tercera parte que le correspondía por haber actuado  de oficio. Para justificar su intervención, presentó testigos que corroboraban que la operación se había realizado en Valladolid. Sin embargo,  los  oidores  consideraron  que  las  pruebas  no habían sido suficientes y alzaron el embargo sobre el dinero secuestrado80 Ese mismo año, un segundo juicio de residencia,  encomendado  en esta  ocasión al  licenciado  Luis  de  Polanco  - quien en ese momento era alcalde de Casa y Corte, pero antes había actuado dos años como alcalde del  crimen en la Chancillería de Valladolid,  y por  ende  puede  suponerse  que  conocía al residenciado- arrojó resultados  poco favorables  al  corregidor. Las  principales  objeciones  no se referían a su desempeño como juez, sino a su gestión administrativa. Como decíamos al comienzo, administrar justicia era,  para  los  oficiales  encargados  de  llevarla  adelante,  una tarea de gobierno más. Del texto se desprende que el corregidor se encargaba, por ejemplo, de supervisar el «empedramiento» de las calles de la villa y de controlar que las personas contratadas para «perseguir malhechores» cumplieran con  su  trabajo.  Según  el  informe  del juez de residencia, a Ramírez de Villaescusa debía  exigírsele  que  explicara  las  diferencias surgidas en las cuentas  de su administración. Entre  otras irregularidades, no  quedaba claro en qué se había gastado el dinero de las sisas del año 1496, ni  tampoco  a qué  se referían «las  obras» en las cuales, entre mayo de 1494 y  julio  de  1497,  se  habían  invertido,  según  su registro, la apreciable  suma  de  436 528 maravedíes.81

	No siempre los jueces y oficiales de justicia optimizaban sus recursos valiéndose de artimañas  o cometiendo abusos y arbitrariedades, como en los casos que acabamos  de relatar.

	 

	
Algunas veces solo procuraban, a sus expensas, hacer efectivo el  libramiento de su salario, o  bien debían litigar con otros agentes sobre el producto de sus actuaciones.82 Es interesante remarcarlo; aun siendo libranzas de la Tesorería Real, si el juez beneficiario no lograba que le pagasen su quitación,  corría por  su cuenta  la gestión para concretar  el  cobro, incluso  si  para ello debía iniciar un juicio, por vía de demanda,  como  si  se tratara de una  deuda  corriente  entre particulares y no del sueldo de un oficial público. Veamos un ejemplo.

	El bachiller Gonzalo Sánchez de Castro era alcalde de  la Corte. En 1491, la Contaduría  Real emitió un libramiento por 50 000  maravedíes  sobre  las  rentas  de  las  merindades  de Burgos y Medina del Pomar correspondientes a su quitación. El arrendador  y recaudador  de esas rentas le manifestó que no podía pagarle todo  junto,  sino  por  tercios,  como  era  lo habitual. Cuando le restaba por cobrar «el tercio postrero», es decir, 16 660  maravedíes,  Sánchez de Castro envió a su hijo para  que  le fuera  abonado  dicho saldo. El  recaudador  le pagó solamente 6200 maravedíes, pero «con engaño  y malicia» hizo  que  el  joven le entregara  el libramiento, que obraba como recibo por el total.

	Enterado el bachiller de lo sucedido, envió a su procurador  para  que  interpusiera  una demanda ante Diego Martínez  Quitano,  alcalde  ordinario  de  Medina  del  Pomar,  donde  se inició el proceso. Se presentan aquí dos cuestiones que debemos resaltar. Por un  lado,  el libramiento se realiza de manera  conjunta  sobre Burgos,  ciudad de realengo, y sobre Medina  del  Pomar,  por entonces  señorío de los Velasco.83  Por  otra parte, aun tratándose  de un alcalde de Casa y Corte, condición que  supuestamente  le valía una  jurisdicción de privilegio, Sánchez de Castro tuvo que presentar su demanda ante el alcalde del señorío. Cuando el recaudador fue convocado ante Diego Martínez, presentó un escrito mediante el cual negó absolutamente todo, incluso  el  hecho  de  ser  recaudador  de  esa  villa. Finalmente,  el  alcalde  ordinario consideró que este no había aportado pruebas suficientes y lo condenó a pagar el  saldo pendiente.  Pero habían transcurrido varios  meses  y Sánchez de Castro pretendía que  se le pagaran,  asimismo, lo erogado en ese tiempo más las costas del pleito. Con el proceso cerrado y lacrado, como correspondía, se presentó ante los oidores de la Audiencia, en grado de apelación, a quienes solicitó que modificaran de la sentencia anterior, incorporando los gastos que le había ocasionado demandar al recaudador. Sin embargo, los oidores se limitaron a  confirmar  el derecho del bachiller a cobrar el saldo pendiente, pero no hicieron condenación  de  costas. Huelga decir que las erogaciones  por  el  reclamo  para poder  cobrar  su sueldo quedaron por cuenta  y cargo  del juez.84

	 

	
		Consideraciones finales



	 

	La administración de justicia, considerada tarea  fundamental  del  gobierno,  constituía  la manera más clara a través de la cual la Monarquía podía hacerse presente en el conjunto de su ámbito jurisdiccional. Los jueces y demás oficiales de la justicia regia eran quienes en cada ciudad, villa o lugar representaban al rey; se decía: «los  jueces  son en lugar  del  rey y las  armas  del  juez son la voz del  rey.».85  Esa  representación tenía  su anclaje  en las  relaciones de

	 

	
poder locales, con  cuyos  protagonistas  la  Monarquía  negociaba  permanentemente  para sostener su presencia y,  claro está, su preeminencia. Al respecto, existe una cuestión clave que nos ha preocupado señalar: la justicia se impartía en instituciones donde se discutía y se determinaba  sobre recursos económicos  y demás  cuestiones  que  interesaban al  gobierno local y donde los responsables de administrarla tenían a su cargo, asimismo, otras tareas gubernamentales. Estos oficiales se hallaban comprometidos en alianzas políticas y redes clientelares, locales y supralocales, vínculos que sin duda pesaban  a  la  hora  de  dictar sentencia. Y esto era así tanto en el nivel local como en los más altos tribunales regios.

	La organización judicial castellana mostraba  superposiciones  jurisdiccionales,  no  solo con la justicia eclesiástica o la justicia señorial, sino dentro del  propio  ámbito  regio  no delegado. Un elemento que ejemplifica bien la concurrencia competencial era  la  emisión de cartas reales, tanto desde el Consejo Real como desde Chancillerías, dando lugar a directivas contradictorias que podían interferir en los procesos judiciales. En el marco de este complejo mapa judicial, nos hemos propuesto revisar la actividad de jueces y  oficiales  de  justicia, prestando particular atención a  la  manera  en que  estos  procuraban obtener  beneficios  de  su cargo o bien cómo cobraban sus salarios.

	La ausencia de una fiscalidad centralizada hacía que los oficiales de  la  Monarquía recibieran su salario a través de situados o libranzas  de  la  Tesorería  Real  sobre  derechos locales. Los jueces y oficiales de justicia, en general, si  bien  podían  tener  asignada  una quitación que, como vimos, tampoco resultaba  sencillo  hacer  efectiva,  completaban  sus ingresos con aranceles y,  en  especial,  con  las  partes  proporcionales  autoasignadas provenientes del desarrollo de su actividad.  Optimizar  sus  beneficios  constituía  el  lado privado de su oficio; en ese afán, los menos escrupulosos cometían abusos que, en ocasiones, podían traducirse en una condena en su contra fundada en negligencia, prevaricación u otras extralimitaciones  en el  uso  de su oficio. Pero también,  con harta  frecuencia, se veían obligados a defender por vía judicial los emolumentos que por su actividad hubieran percibido o que, entendían, debían percibir. En términos jurídicos de la época, pasaban de impartir justicia en nombre del rey a avenirse, como pleiteantes, a una justicia conmutativa,  para  litigar  por  los gajes de su oficio, cual si se tratara de cualquier trato particular  entre  iguales.  En  otras palabras, esto significaba que de un cargo  público  ellos  realizaban,  simultáneamente,  una gestión privada. Como señalara  hace  ya  algunas  décadas  el  profesor  Tomás  y  Valiente,  el oficio era «una realidad bifronte».86

	Las superposiciones jurisdiccionales y la carencia de una limitación competencial clara provocaban infinidad de conflictos,  los  cuales,  como  hemos  tratado  de  mostrar,  eran alimentados por las apetencias personales de algunos jueces. Las  partes  enfrentadas  en  un litigio, tratando de verse favorecidas, podían acudir ante diversas «justicias»; pero estas presentaciones, a su vez, encontraban una rápida receptividad en los jueces. Los litigantes buscaban, como era indudable, dirimir el pleito frente al juez que pudiera resultar más  beneficioso para sus intereses; ello era posible por  la  concurrencia  jurisdiccional  antes referida. Pero hay otra porción sustancial  del  problema que  reclama  ser  atendida:  además  de los  agentes  justiciables, debe  contemplarse  a  los  juzgadores,  pues  conocer  sobre un pleito

	 

	
significaba cobrar aranceles, percibir el diezmo de ejecución, y en especial, una parte proporcional de las confiscaciones, más un plus si se había actuado de oficio, etc. He aquí, entonces, un aspecto clave. No se trataba solo de  las  estrategias  de  los  pleiteantes,  sino también de las apetencias, no necesariamente desmedidas o abusivas, de los jueces y demás oficiales de justicia, quienes movidos por el deseo de incrementar sus ingresos, aceptaban intervenir en las causas que llegaban a sus  manos  sin  demasiada  circunspección.  En  este sentido, cuando mediante una carta del Consejo Real, emitida a  petición  de  parte,  se  le impedía a un juez la intervención en una  causa, para este representaba un claro perjuicio a la   vez que  se abrían las puertas  para el  beneficio de otro.

	Si  el  magistrado  a quien se le imposibilitaba el  conocimiento  de un proceso pertenecía a la órbita de la justicia real, el primer argumento esgrimido para retenerlo era que se estaba avasallando la justicia regia. Y era cierto. La razón era válida tanto para defender  la jurisdicción real como para salvaguardar  sus  propios intereses. Estos  oficiales formaban parte de redes clientelares, con sus amistades y enemistades, sus alianzas o rivalidades, siempre coyunturales y cambiantes, donde cada uno procuraba medrar merced a su cargo  y,  al  mismo tiempo, trataba de lograr un mejor posicionamiento en la trama relacional. Eran vínculos circunstanciales, trabados a partir de servicios y  contraprestaciones  asimétricas,  que conformaban un complejo entramado  de las relaciones de poder sobre las cuales se sustentaba     y desarrollaba el gobierno de la Monarquía. Así, en cada oficio judicial se conjugaban un lado público, el de administrar justicia en nombre del rey, y con ello hacerse partícipe de la gestión   de la Monarquía misma; y un lado privado,  la  optimización del  beneficio  particular.  Uno  y otro no eran escindibles, sino que se entendían naturalmente unidos. Es decir, denotaban la tensión permanente entre las inclinaciones de la persona privada y los deberes  del  oficial público que concurrían en todo juez. 87 La Monarquía aceptaba -inevitablemente- que sus  oficiales adoptaran tales costumbres, pues eran estos quienes le permitían cubrir su espacio jurisdiccional e impartir la justicia regia; el problema residía en controlar que las ambiciones personales no sobrepasaran ciertos límites. Un control que, a juzgar por la documentación analizada, era bastante permeable, o al menos ofrecía flancos  débiles.  Para  lograr  su  cometido, los monarcas debían negociar con  los  distintos  cuerpos  y  estamentos  que conformaban la sociedad. Dentro de estos parámetros es como,  entendemos,  deben  ser consideradas las pesquisas, las visitas y demás dispositivos  de  control.  No  se  perseguía eliminar los intereses privados de los oficiales públicos -en tanto había consciencia de que de ellos vivían-, sino morigerarlos. Se trataba de encaminar su conducta hacia una correcta administración de justicia -pues se realizaba en nombre  del  rey-  y,  fundamentalmente,  de mantener cierto consenso social o restablecerlo, allí donde la actuación de algún magistrado pudiera haberlo amenazado.88 Esto hacía que, tanto en los máximos tribunales como en el nivel local, la regulación tuviera que mostrar ciertos márgenes de flexibilidad. Para aquellos que hubieran cometido un exceso, la cuestión era disponer  de la capacidad de hacer  pasar  por  alto la falta o bien de contar con alguien que tuviera facultad para hacerlo. Pero como  hemos señalado, se trataba de relaciones móviles, donde los apoyos no eran eternos. En momentos de flaqueza   personal,  el   provecho  desmedido  de  un  juez  podía  chocar   contra  una   sentencia

	 

	
judicial que, muy probablemente, entonces sí se llevara a  ejecución.  De  su  habilidad,  pero sobre todo de su prudencia dependía optimizar sus beneficios y vivir de la justicia, manteniéndose, al mismo tiempo, como servidor de la Monarquía. Tanto las calidades de los magistrados, su conducta, sus debilidades  o  abusos,  como  los  intentos  de  control  o  la necesaria flexibilidad por parte de la Monarquía,  afectaban y hacían  a  una  práctica  judicial que, ya desde entonces, perfilaba la senda por la que transitaría  la  organización  judicial castellana  en los  siglos siguientes.
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		«EN  DEFENSA DE  LOS  MINISTROS  AFLIGIDOS  DE  SU MAJESTAD». LAS  ALEGACIONES  JURÍDICAS  (PORCONES)  EN FAVOR  DE LOS  JUECES DEL



	ANTIGUO RÉGIMEN

	 

	 

	INÉS GÓMEZ GONZÁLEZ*

	 

	Es de sobra conocido que en el Antiguo Régimen la Monarquía utilizó diversos medios de fiscalización y control de los oficiales reales. Los más importantes fueron la pesquisa, la visita y el juicio de residencia.  Los  estudios  sobre  los  mismos  nos  permiten conocer hoy en día tanto su puesta en marcha y su funcionamiento como los abusos cometidos por dichos oficiales.1 Sin embargo, a pesar de estos avances historiográficos, es difícil conocer qué opinaban los servidores de la Corona sobre los medios de control a los que fueron sometidos.2 En  el presente trabajo se aborda esta última cuestión mediante el examen de las alegaciones presentadas por distintos ministros de los tribunales castellanos e  indianos tras ser encausados en una visita. El análisis de dichas alegaciones -que en su mayoría se conservan en la sección «Porcones» de la Biblioteca Nacional de España-, nos da la oportunidad, por un lado, de examinar los argumentos jurídicos esgrimidos por los jueces en su defensa; y, por otro, dada la naturaleza de la propia fuente, nos proporciona la posibilidad de  realizar una aproximación microhistórica a la magistratura del Antiguo  Régimen.  No  en vano, los porcones son una  fuente  excepcional que apenas ha  sido utilizada desde el punto  de

	vista de la historia social.

	 

	
		Las alegaciones en derecho (porcones): una fuente para la historia social



	 

	Los porcones son alegaciones o informaciones en derecho que los abogados presentaban durante el transcurso de un proceso en defensa de las partes. El nombre con el que se les conocía en Castilla -porcones- procede de la unión de las preposiciones por y con, con las que se solían encabezar estos escritos.3 Este género forense tuvo un gran desarrollo a lo largo de toda la Edad Moderna, especialmente durante el siglo XVII, aunque desde principios del XVI se intentó limitar su producción. De hecho, las Cortes acordaron en 1532 que solo se presentasen alegaciones cuando los jueces lo considerasen necesario.4 No obstante, estas limitaciones no surtieron ningún efecto. Prueba de su proliferación es la aparición de talleres donde imprimirlos cerca de los Consejos, de las Chancillerías y de las Audiencias,5 pues hay que tener en cuenta que, aunque hubo alegaciones manuscritas, la mayoría fueron impresas, lo que contribuyó notablemente a su difusión en la época.

	Los  porcones -que podían estar redactados en latín, en castellano o en ambas  lenguas,  y

	 

	
cuya extensión era variable-6 tenían una estructura interna muy uniforme. En primer lugar, el abogado, que no siempre los firmaba,7 exponía en detalle los acontecimientos que habían dado lugar al  pleito; a continuación, añadía los argumentos  jurídicos en los que  basaba su alegación,  y, finalmente, desarrollaba dichos argumentos.8 De este modo, los porcones, que  en conjunto resultan reiterativos y algo farragosos,9 son esenciales para conocer tanto el contenido de los pleitos como los fundamentos  jurídicos  de  las  alegaciones,  la  forma  misma  de  alegar  y  el modo en que las partes resolvían sus justificaciones ante  los jueces.10  Constituyen,  por  tanto,  una fuente imprescindible, a pesar de su evidente parcialidad.

	Huelga decir que el relato de los hechos que nos ofrecen los  porcones  es  totalmente  parcial, pues se trata de un escrito de defensa. Esto hizo que, ya en la época, autores como Campomanes criticaran su «espíritu faccionario  e  interesado».11  Pero,  pese  a  todo,  no debemos desechar esta fuente. Primero, porque, como veremos, nos ofrecen un punto de vista único sobre el desarrollo de los procesos; y segundo, porque  su  publicación  escapa  a  la censura previa, lo que les concede una gran singularidad. Como  es  bien  sabido,  cualquier escrito que viera la luz en el Antiguo Régimen necesitaba obtener licencia para publicarse. Sin embargo, «las informaciones o memoriales que se hacen en los pleitos, se pueden imprimir libremente»12 a lo largo de los siglos XVI y XVII, y no será hasta 1749 cuando se deba pedir licencia al  Consejo para su impresión.13

	En España los porcones han sido una fuente muy poco utilizada, quizá por su excesiva erudición.14 Y ello a pesar de que se conservan buen número de colecciones,15 entre las que destaca, sin ninguna duda, la de la Biblioteca Nacional.16 No sucede lo mismo en Francia, donde en los últimos años la historiografía ha prestado mucha atención a este tipo de documentación. Allí los llamados factums o mémoires judiciaires despertaron gran interés entre los historiadores a partir de la década de los ochenta del siglo XX. Se analizó entonces su papel en la propagación de las nuevas ideas, en el descrédito del poder judicial y en la creación de la opinión pública en la Francia prerrevolucionaria,17 ya que, al igual que ocurría con los porcones, podían publicarse libremente; y se puso de manifiesto, asimismo, su importancia a la hora de estudiar la historia de las mentalidades.18 Pero ha sido en los últimos tiempos cuando se han empezado a explotar todas sus posibilidades.

	A raíz de unas journées d’études celebradas en junio de 2012 en  la  Universidad  de Auvergne, La Revue du Centre Michel de l’Hospital consagró al año siguiente un número a la

	«Découverte et valorisation d’une source juridique méconnue:  le  factum  ou  mémoire judiciaire».19 En dicho volumen, en el que participaron historiadores, juristas y bibliotecarios, además de dar cuenta del proceso de valorización de esta fuente -patente en la digitalización emprendida por distintas bibliotecas  francesas-,  se  incide  en  la  necesidad  de  que  los interesados en la historia social del Antiguo Régimen tengan en cuenta estos escritos, pues  en ellos aparecen las luchas y los conflictos de todas las categorías sociales.20  De  ahí  su importancia al abordar temas  por  los  que  se  han  preocupado  los  modernistas.  Entre  dichos temas  podemos  destacar, y por citar solo algunos,  la historia de las mujeres, los conflictos  en   el  seno  de  la  familia,  la  historia  de  la  criminalidad  y  su  represión,  el  ámbito  privado,  la

	 

	
aparición de la opinión pública e, incluso, la historia de la escritura. No en vano,  la narración  de los factums tiene mucho de artefacto literario21  y en ellos  se  llega  a  teatralizar  tanto  el proceso judicial  como  los  hechos mismos.22

	Parece claro, por tanto, que los factums son  una  fuente  esencial  para  el  estudio  de  la historia social. Lo mismo podemos decir de los porcones, que en el caso que nos ocupa nos permiten acercarnos de la mano de sus  protagonistas  al  universo  de  la  magistratura  del Antiguo  Régimen.

	 

	
		Las alegaciones de los magistrados del Antiguo Régimen



	 

	En la década de los ochenta del siglo XX los estudios sobre la historia  social  de  la administración española experimentaron una profunda renovación. La llamada «nueva historia política» dejó de preocuparse únicamente por los  aspectos  puramente  institucionales  y centró  su atención en el estudio del personal político administrativo. Proliferaron a partir de entonces  los trabajos prosopográficos, gracias a los cuales hoy en día conocemos en detalle las características socioprofesionales de la  alta  magistratura  española  del  Antiguo  Régimen. Ahora bien, a pesar de sus enormes avances, estos estudios, al basarse en un análisis prosopográfico, nos ofrecen una visión muy homogénea de la magistratura.23 Para superar esta homogeneidad y poder aproximarnos a los jueces de la Monarquía desde un punto de vista sociológico sin caer en generalizaciones  excesivas, es preciso reducir la escala de análisis.24  Esto es, necesitamos centrar nuestra  atención  en  los  actores  sociales  y  embarcarnos  en estudios de corte casi microhistórico. De hecho, la propia prosopografía ha ido evolucionando desde los años setenta,  interesándose  cada  vez más  por  los  actores  en detrimento  del  grupo social  analizado.25  Para  llevar  a  cabo  esta  nueva  aproximación,  los  historiadores  contamos con distintas fuentes. Entre ellas ocupan un lugar destacado las memorias26 y, en este sentido, también resultan de una enorme utilidad los porcones, ya que encierran  el  relato  de  los conflictos en los que se vieron envueltos los magistrados.

	Las alegaciones que manejo en  este  trabajo  las  presentan  ministros  de  tribunales castellanos e indianos  a mediados  del  siglo XVII.  Unos,  para defenderse de los cargos que  se les imputan en una visita general. Es el caso de don Juan de la Calle, quien siendo ministro del Consejo de Hacienda, responde a los cargos presentados contra él por don Francisco Robles Villafañe tras visitar la Audiencia de Sevilla,27 tribunal en el que había  servido durante  doce años;28 del marqués de Almonacid, don Agustín de Homodeis y Portugal, al que se atribuyeron diecinueve cargos durante la visita efectuada al Consejo de Hacienda por don Martín de Larreategui;29 y de don Antonio de Contreras y Mitarte, consejero de Hacienda, que resultó encausado en una visita realizada al Real  Sitio de Aranjuez,  del  que  era gobernador.30  Otras veces los magistrados hacen circular estos porcones tras ser objeto de una visita particular, un procedimiento, que como señalaré más adelante, se inicia cuando se recibe  una  acusación particular contra ellos. Se trata de don Andrés Caballero, oidor de la Audiencia de Santo Domingo;31  de don Benito Tebar, alcalde mayor de la Audiencia de Galicia;32 y de don Miguel

	 

	
de Luna y Arellano, oidor de la Audiencia de Sevilla.33

	Por supuesto, y como ya he indicado, en dichas alegaciones el relato de los hechos es totalmente  parcial. Pero aquí  no  nos  interesa tanto  la veracidad de los hechos  narrados como   la  narración en sí  misma.  Esta  no  cuenta  necesariamente  cómo  fueron los  hechos,  sino  cómo los interpretaban los jueces y, lo que me parece más interesante, cómo querían  que  se  conociesen. No  debemos  olvidar que  los porcones se publicaban y circulaban en la Corte, por lo que con ellos no solo se pretendía influir en la decisión judicial, sino en el conjunto de los miembros de los Consejos. De esta forma, al hacer circular los porcones,  los  magistrados intentaban crear una «opinión pública» favorable34 que les permitiera, por un  lado,  salir absueltos de los procesos  y,  por  otro,  y no  menos  importante,  recuperar  la  reputación y la honra perdidas durante las visitas. Para ello, los ministros se defendían lógicamente en las alegaciones de los cargos que  se les imputaban,  pero también criticaban con dureza  el  sistema de  las visitas.

	 

	
		Las críticas a las visitas



	 

	En general, todos los ministros reconocen la conveniencia y la necesidad  de  visitar  los tribunales  reales;  sin embargo,  reprueban la  indefensión en la  que  quedan durante  las  visitas. En primer  lugar,  los  magistrados  denuncian que  las  visitas  son «un juizio  injusto  y desigual», en el que únicamente se persiguen  los  excesos  de  los  magistrados,  sin  tener  en  cuenta  sus buenos  procedimientos.35  De  este modo,  Su Majestad, además  de incumplir  con la obligación de «favorecer a sus ministros» en  todo  momento,36  perjudicaba,  paradójicamente,  a  los mejores.

	Señalan los ministros que el juez está sometido constantemente a la crítica y que es objeto   de todo tipo de infamias «por el odio que contra él conciben aquellos a quienes  juzgaron». 37 Estos «enemigos  de la justicia» -que  a su juicio merecen el  mayor  de los  castigos, pues  no  solo injurian «a los magistrados  que  son visitados, si  no  al  mismo  príncipe, por cuyo  mandado se ha  de hazer  la visita»-38  encuentran en la visita  «la  ocasión más  a  propósito» para  vengar sus pasiones,

	porque con la seguridad de que los visitados no han de saber quienes fueron los que depusieron contra ellos ni la sustancia y forma de sus deposiciones, se atreven a deponer con falsedad, imputando varios delitos que no se han cometido.39

	 

	El secreto que rodeaba la visita determinaba, por tanto,  que  los  jueces  quedasen  totalmente indefensos ante los calumniadores. De tal manera, indican los magistrados, que si el juez, en lugar de cumplir con su obligación «disimulara» los delitos y se  «aliara»  con sus autores, no se granjearía enemigos que depusieran contra él durante las visitas, y saldría, en consecuencia, indemne de las mismas.40 Una  situación que,  según ellos, se  hacía  palpable  en todas las visitas, pero especialmente en las particulares, que, en su opinión, constituían un

	 

	
juizio irregular, en que no se haze publicación de testigos, ni se saben sus nombres y deposiciones, y haze memorial el

	visitador dispuesto a su modo y se ve la visita a puerta cerrada en el Consejo, sin procurador ni abogado, con que se quita la defensa.41

	 

	Las visitas particulares o secretas se utilizaron en Castilla al menos desde el reinado de Felipe II,  aunque  parece que  vivieron su época de esplendor en el  siglo XVII.42  En las  Indias las visitas particulares -a las que  también se llamaba visitas específicas-  llegaron a sustituir    en 1668 a las  generales, no  volviendo a celebrarse estas  últimas  hasta  el  reinado de Carlos

	III.43 Estas visitas, que en realidad eran muy parecidas a las pesquisas, presentaban ciertas peculiaridades. En primer lugar, los  hechos  investigados  no  tenían que  ver  con cuestiones  de orden estrictamente profesional, sino que normalmente se referían a  actos  constitutivos  de  delitos punibles por la vía penal. En segundo lugar, los jueces  no  podían apelar  tras  hacerse pública su condena. Y en tercer lugar, que es lo que  nos  interesa ahora, estas visitas se ponían  en marcha cuando existía una denuncia previa contra un magistrado.44  Denuncias  que,  por supuesto, ellos consideraban falsas, lo  que  ponía  en  entredicho  el  desarrollo  de  la  propia visita. Así lo sostuvieron don Benito Tebar y don Andrés Caballero.

	Don Benito Tebar, alcalde mayor de la Audiencia de Galicia, fue sometido a una visita particular alrededor de 1646. En los dos porcones que hizo circular tras finalizar la misma, se relataba con detalle el  proceso que  determinó  su puesta  en marcha:  la trama  urdida contra  él por el teniente de alguacil mayor del  Reino de Galicia, don Antonio  de Ribera.45  Al  parecer, Ribera era «enemigo declarado» de don Benito, porque, entre otras  razones,  nuestro  alcalde había condenado  a un pariente de su mujer,  un tal  Tomás  López de Civil, escribano y capitán  de milicia, «por haber dado de palos a don Jorge Daxeisas Sotomayor, caballero sacerdote y cura»;46 y porque, asimismo, había privado de su oficio «al teniente de la cárcel del dicho don Antonio, por grandes delitos cometidos en ella».47

	Para vengarse, Ribera se coaligó con otros enemigos de don Benito. En concreto, con un regidor de La Coruña, Antonio de Guillamas,  a  quien  Tebar  había  denunciado  ante  el presidente del  Consejo de Castilla, don Juan Chumacero  Carrillo, por  «haber  metido  moneda de vellón y mercaderías de contrabando en un navío de Inglaterra»;48  y con distintos  miembros de la Audiencia  -entre  los que  se encontraba  un yerno  de Guillamas, el  procurador Matías  de San Jurjo-, que estaban molestos con Tebar por el celo que había mostrado «en  que  se castigasen sus delitos».49 Para alcanzar sus fines, Ribera se trasladó a Pontevedra durante una reunión de la Junta del Reino de Galicia. Allí «instigó al  dicho Antonio  de Guillamas  y otros  tres diputados de la Junta y de su parcialidad», hasta que  consiguió  que  escribieran «cartas contra don Benito al Consejo»50 y que financiasen un viaje de don Antonio de Guillamas a la Corte,51 donde permaneció «mucho tiempo», es decir, el necesario para que se enviase un visitador.52

	El encargado de realizar la visita a don Benito Tebar fue un alcalde de hijosdalgo de la Chancillería de Valladolid, don Antonio de Monsalve, que  dio  «oídos  a  los  conjurados».53 Durante los 75 días que duró la visita, Monsalve examinó a más de 150 testigos, de los que al

	 

	
menos 20 eran «enemigos capitales y conspirados con el capitulante». Se denuncia en  los porcones que sus declaraciones  fueron totalmente  falsas  y «fabricadas»  por  Ribera,  hasta  tal punto que el propio escribano de la visita «murmuraba  que  todos  hablaron por  una  boca».54  Por otra parte, se asegura en las alegaciones que Monsalve no tuvo en cuenta los testimonios presentados por la defensa de don Benito  -entre  los que  se encontraban algunos  miembros  de  la Audiencia  y personajes «de toda  excepción», como  el  arzobispo de Santiago, don Fernando de Andrade, su provisor, don Rodrigo de Mandián, y el obispo de Tuy-,55 llegando incluso a amenazar con tormento a algunos testigos que «no declaraban a su antojo».56 Por esta razón, en ambos escritos, además de acusar al visitador de actuar como «pesquisidor, procurando más averiguar culpas supuestas que buenos procedimientos»,57 se pide que  se  vuelva  a  ver  el proceso.

	La  denuncia  falsa que  había originado la visita, unida  a los  testimonios  «fabricados» y a la connivencia del visitador, justificaban en este caso las críticas de  don  Benito.  Algo  parecido  argumentaba  en su defensa  don Andrés Caballero.

	Don Andrés Caballero, que, como  he  señalado, servía en la Audiencia  de Santo  Domingo, se iba a enfrentar a mediados del XVII a una visita particular en la que, entre otros cargos, se le acusaba de haberse mostrado «muy apasionado» en la residencia que hizo a don Diego de Aguilera, gobernador de Puerto Rico;58 de haber procedido con «codicia e indecencia» en la residencia  que   tomó   al   gobernador   de  la  ciudad  de  Margarita;59   de   haber    actuado  con

	«desorden en la entrada y comercio de navíos extranjeros»;60 y de haber «tratado y comerciado como si fuera un mercader».61

	En esta ocasión, según el autor de la alegación, el origen de la visita estaba en las cartas falsas enviadas contra don Andrés Caballero por otro oidor de la Audiencia: don Andrés de Amileta.62 Se señala en el porcón que la división en bandos de la Audiencia era pública63 y se alude a la enemistad de Caballero con ciertos miembros del tribunal,  que  no  dudaron  en testificar contra él, dando así veracidad a las denuncias falsas de Amileta. El mero hecho de basarse en una denuncia falsa debía anular, por tanto, la visita, máxime cuando durante  el desarrollo de la misma los visitadores habían admitido e incluso animado a los enemigos del visitado  a  deponer falsamente.

	La visita de don Andrés Caballero se encomendó en un primer momento a otro oidor de la Audiencia de Santo Domingo, don Sancho de Ubilla, y al morir este la continuó don Rodrigo Navarro.64 En la alegación no se encuentra ninguna explicación a la animadversión que sentía Navarro hacía don Andrés, pero sí se aclara por qué actuó «con pasión» don Sancho de Ubilla.  La   razón  no   era  otra  que   vengarse   de  don  Andrés,   ya   que   Caballero había

	«sentenciado» y «condenado» a Ubilla en la residencia que se le tomó tras servir  el  corregimiento de Salamanca.65 Don Sancho no solo entabló una estrecha  amistad  con  los enemigos declarados  de  don Andrés  Caballero,  en particular  con don Andrés  de  Amileta,66 sino que llegó a actuar contra su hijo, don Marcos Caballero, al que tuvo preso en pésimas condiciones  durante  dos  años;67  encarceló y desterró al  propio don Andrés  Caballero,68  y,  por si todo esto no fuera suficiente, sobornó a testigos para que declarasen contra él.69

	 

	
Si se tienen en cuenta estos hechos, no debe extrañar que don Andrés se quejase de llevar once años defendiéndose en una visita en la que la Audiencia se hallaba conjurada y la isla dividida y llena de testigos falsos, a los que dieron pábulo  los  visitadores.  Por  ello  se  pregunta

	qué estimación puede tener esta visita, fabricada por un enemigo olvidado de los respetos de juez, sin la memoria  de las obligaciones de visitador, sin recuerdo de las penas prevenidas al ministro, que induce testigos, y no acordándose que los dichos deben escribirse al tenor de las deposiciones, sin que el odio, amor o interés de quien los examina deba alterar, insinuar ni vencer la voluntad y conciencia de los testigos, que deben ser gobernados por el norte de la verdad.70

	 

	En los porcones los ministros cuestionan, por tanto, la puesta en marcha  y el desarrollo de  las visitas, pues, como hemos visto, restan toda credibilidad a las acusaciones vertidas contra ellos, denuncian la existencia de testigos falsos y critican la actuación de los visitadores,  a quienes llegan a considerar sus «enemigos declarados».71  También se defienden,  por  supuesto, de los cargos que  se les  imputaban.

	 

	
		La actitud ante los cargos



	 

	Las alegaciones presentadas por los ministros estaban destinadas a demostrar su inocencia. En consecuencia, como no podía ser de otra manera, en ellas se niegan las faltas atribuidas a los magistrados y se hace una defensa a ultranza de su actuación. Sin embargo, en este sentido, el interés  de los porcones no  radica tanto  en la propia negación de las imputaciones  -y en la que  yo no me voy a detener, pues  resultaría  reiterativo-  como  en  el  discurso  general  sobre  los cargos.

	En primer lugar, en los porcones se sostiene  que  a  los  magistrados  solo  se  les  podía imputar «cargos de cohechos y baraterías». Así lo argumentaba, entre otros,  el  autor  de  la alegación presentada por el  gobernador  de Aranjuez,  don Antonio  de Contreras  y Mitarte. En su defensa, además de argüir que no se le debió incluir en la visita general de los ministros del Real Sitio por su condición de consejero de Hacienda,72  señala  que  únicamente  se  le atribuyeron en la misma cargos menores, que hacían referencia a su carácter  «riguroso  y áspero»,73  así  como  a su «parcialidad»74  en algunos  procesos, y que

	a ministros superiores y de la calidad de don Sebastián de Contreras, por su sangre y por sus oficios, no se debe hazer cargo, sino de cosas graves [...] Y por cosas graves se entiende en los juezes los cargos de cohechos y baraterías.75

	 

	Del mismo modo, los ministros defendían que solamente se les podía encausar por hechos  que  tuvieran que  ver  con el  ejercicio estricto de su empleo.  De  ahí  que  refutasen el  hecho  de que en las visitas se les imputasen cargos  relacionados  con  las  comisiones  que  se  les confiaron mientras servían en sus plazas. El caso de don Juan de  la  Calle  resulta  paradigmático  al respecto.

	Durante la visita realizada a la Audiencia de Sevilla en la década de los cuarenta del

	 

	
siglo XVII  por don Francisco de Robles Villafañe, se atribuyeron distintos  cargos a don Juan de  la Calle. En los porcones que presentó para su defensa se critica duramente al visitador, pues, aunque se reconoce que en las visitas el celo  «se  suele  apoderar  del  ánimo de  los  visitadores», se denuncia que el  rigor  de  Villafañe  había  «pasado  todo  los  límites».76 Villafañe, además de haber tomado declaración a algún testigo con tacha y de haber pedido información sobre don Juan en su tierra de origen,77 dictó un auto, al  tercer  día  de  llegar  a Sevilla, ordenándole que hiciese una relación jurada de todas sus  comisiones, algo que  «jamás  se ha extendido ni practicado en las visitas»,78 y que causó gran conmoción en Sevilla «por la sustancia  del  y celeridad con que  se proveyó».79

	De  la Calle se había ocupado de muchísimas  comisiones, tantas  que  entregó  al visitador

	«más de cien mil hojas» de los «autos y procesos».80 Se  había  encargado,  por  citar  solo algunas, de la «administración y cobranza» de algún donativo; de levantar hombres «que se embarcaron en la armada»; y de «la compra de granos para Cataluña y Rosellón».81 Estas comisiones, como se sostiene en los porcones, por  el  mero  hecho  de ejecutarlas «hazen odioso a un ministro»,82 lo que explicaba las acusaciones falsas vertidas  contra  don  Juan  en  la visita.83  No en vano,

	todos los cargos que tiene miran a las misiones enderezadas al servicio de Su Majestad, por el qual ha padecido como padecen y padecerán todos los ministros, que sirven y sirvieren a Su Majestad en cosas extraordinarias, especialmente si tocan en beneficiar hazienda, por más justificadamente que procedan. Porque los particulares con quien se trata no consideran la justificación, sienten el desembolso y el dolor les obliga a quexarse.84

	 

	Por esta razón, se afirma que

	todos, o muchos destos cargos, se pudieran haber excusado., porque a un ministro que ha servido tanto y en tanta variedad de negocios y que se halla tan graduado, hazerle cargos que solo lo son en el nombre, no puede tener conveniencia para el crédito de la justicia ni de los ministros.85

	 

	De igual manera, los ministros también criticaban que se les enjuiciase por cuestiones que, a su entender, atañían al ámbito privado. Así lo defendía por las mismas fechas el marqués de Almonacid, don Agustín de Homodeis y Portugal, imputado en la visita efectuada al Consejo de Hacienda por don Martín de Larreategui en 1650.86 En este caso, el objetivo de la alegación «es no solo satisfacer y responder a los cargos, sino demostrar claramente que no se debieron hazer».87 Según el autor del porcón, don Martín de Larreategui -a quien, por cierto, el marqués había recusado-,88 imputó a don Agustín diecinueve cargos que, en realidad, se reducían a dos.89 El primero se refería a «la compra de alcabalas de la villa de Yllana sin licencia ni facultad con disposiciones cautelosas en perjuicio de la Hacienda Real y el fisco»;90 y el segundo, a «la compra de la jurisdicción de la villa de Yllana y censos impuestos sobre ella con violencia y extorsiones».91 En la alegación se niegan, por supuesto, ambos cargos, pero además se asevera que

	 

	
no son de visita del Consejo de Hazienda, porque esta comisión, si no se expresa en ella, no se puede extender a otras culpas, que son muy diferentes las que se pueden haber cometido como don Agustín Homodei y Portugal o como ministro, y si no siéndolo no estaba sujeto a la  visita  de Consejo de Hazienda, por qué  se le  han de  censurar en ella

	aquellos actos comunes que se pueden inquerir, condenar y absolver en un juizio ordinario.92

	 

	Como vemos, en las alegaciones los magistrados ponían en entredicho la pertinencia de imputarles  determinados  cargos.  Consideraban  que   las  visitas  debían  limitarse  a perseguir

	«cohechos y baraterías», y que tanto sus actividades privadas como su actuación en  las comisiones no debían ser investigadas. Estos argumentos fueron esgrimidos para demandar no  solo su absolución, sino la restitución de su honra.

	 

	
		La defensa de  la honra



	 

	Uno de los temas más discutidos a la hora de estudiar las visitas en el Antiguo Régimen hace referencia a su eficacia.93 No  es este el  lugar  de dilucidar  si  las visitas sirvieron realmente  para corregir los abusos de los magistrados. Pero de lo que no cabe duda es de que,  como resultado de las mismas, muchos ministros fueron  condenados  a  diversas  penas  que implicaban la pérdida de su honra. Honra que, no podía ser de otra manera, ellos se esforzaron  en recuperar.

	Como he señalado, don Benito Tebar fue sometido a una vista particular en la que se le acusó, entre otros cargos, de favorecer en sus pleitos a sus criados y allegados, de ser parcial en sus resoluciones y de recibir regalos de los litigantes.94 La pena impuesta a don Benito fue extraordinariamente dura. Se le condenó a la privación perpetua de su oficio en la Audiencia de Galicia, a la suspensión durante seis años de cualquier otro oficio de justicia y a pagar 150 000 maravedises.95 Tebar, como ya vimos, puso muchas objeciones a la visita y, aunque reconocía que era obligado acatar las sentencias del Consejo, solicitaba que se reviera su causa con otros jueces. Esto es, que se admitiera su recurso de suplicación, porque, argumentaba:

	 

	es indubitable en derecho que si hubiera condenación de muerte o mutilación de miembro se debía  admitir  este recurso de suplicación, y la pena de privación o suspensión es mayor, por quitar la reputación y fama.96

	 

	Por  la misma  razón,  recibir  una  «satisfacción pública»:  solicitaba  don Andrés  Caballero en su defensa que se le absolviera de los cargos que se le habían imputado en  la  visita  particular a la que me he referido en las páginas anteriores; que  se  castigase  a  los  que  le habían difamado, y que se le reintegrase a su plaza en la Audiencia  de Santo  Domingo,  de la  que  se le había apartado como  consecuencia  de la visita. Por ello,

	 

	recurre el visitado a la justificación y piedad del Consejo, donde no se les da lugar a las insidias, [y] donde con la vista perspicaz de la justicia viven aseguradas en sus manos las honras de sus ministros.97

	 

	La restitución pública de la honra es, pues, el fin último de estas alegaciones  presentadas

	 

	
por los magistrados.  Con claridad lo afirman don Miguel  de  Luna  y Arellano y don Gregorio  de Tovar.

	Hacia 1644, el oidor de la Audiencia de Sevilla  don  Miguel  de  Luna y  Arellano  fue objeto de una visita particular en la que se averiguó que don Miguel había cometido distintos excesos en las comisiones que se le encomendaron; que había contraído  unas  deudas  con  algunos  mercaderes de la ciudad, y que  había mantenido  relaciones con una  mujer  de Sevilla. En la alegación presentada en nombre del oidor se niegan, por  supuesto,  estos  hechos,  y se culpa de tales acusaciones a un conde y a un marqués, quienes, al parecer, habían enviado a la Corte unos memoriales falsos contra Luna y Arellano, «movidos de su propia pasión,  ira  y enoxo, por haberlos juzgado en unas causas conforme a justicia».98

	El autor del dictamen critica duramente la visita. Sostiene que  someter  a un magistrado  a esta «forma  de juicio tan rigurosa  [...]  es  contra  todo  derecho natural,  divino y positivo»,99

	«porque se le quita la defensa en la honra», al no conocer ni el nombre de los testigos ni sus declaraciones».100 Y afirma que escribe  la  alegación  «no  tanto  por  la  entidad  de  la  causa» como por no «menospreciar ningún átomo que pueda dañar  a la reputación» de don Miguel.101  Con mayor contundencia aún se expresaba don Gregorio de Tovar.

	Don Gregorio de Tovar fue fiscal de la Chancillería de Valladolid a finales del siglo XVI. Según él mismo nos relata en sus Memorias,102 mientras servía  en  el  tribunal  visitó  la institución don Jerónimo Manrique, obispo de Cartagena. En dicha visita se le imputaron a don Gregorio diversos cargos, por los que fue condenado a tres años de suspensión. Don Gregorio, como es lógico, no  aceptó de buen grado dicha resolución. En sus  Memorias no  niega  algunos de los cargos que se le imputaban, pero piensa que  no  merecía una  pena tan dura, «porque en ellos -se justifica- no  me  tocaron en materia  de  recibir  ni  un  alfiler  ni  su valor,  ni  tampoco haber  hecho  fuerza  en razón de mi  oficio a persona alguna».103  Tovar  utiliza  para exculparse, por tanto, los mismos argumentos que hemos visto  esgrimir  a  otros  magistrados. Responsabilizaba, asimismo, de su mala  fortuna  al  visitador -que es lo que  nos  interesa ahora- y viajaba a Madrid «a dar  a entender  a la corte el  agravio a mí  hecho».104  Allí  se  entrevistó con los consejeros que habían sustanciado el proceso de la visita e hizo

	escribir más de cien papeles, en los quales y en cada uno de ellos se contenían mis cargos y descargos y lo por mi parte probado; estos repartí por la corte, para que todos conociesen la verdad y gran sin justicia que se me había hecho. En fin me partí a El Escorial a donde el rey estaba, y aunque procuré hablarle no fue posible, porque no daba audiencia a persona del mundo; dile memorial en que le suplicaba me nombrase jueces que tomasen a rever mi causa, y si hallasen habérseme hecho agravio me desagraviasen y, sobre todo, se me volviese mi honra, que solo eso pretendía.105

	 

	
		Conclusión



	 

	El testimonio de don Gregorio de Tovar  en sus  Memorias  resume  a  la perfección la finalidad de los ministros al hacer circular los porcones. Tras ser encausados en una visita,  los magistrados  publicaban sus  alegaciones  para  que  los  miembros  de  la Corte  conocieran su

	 

	
versión de los hechos, con el propósito de crear así una «opinión pública» favorable. Con sus alegaciones también pretendían, por supuesto, darle un vuelco a la resolución judicial. Pero el  fin último de los ministros era lograr la restitución de su honra. Por esta razón, los magistrados hacían circular  los  porcones  cada  vez que  su reputación se  hallaba  en entredicho.  Es  cierto que la mayoría de las alegaciones que tengo en mis manos ven la luz tras una visita, pero me consta que los jueces las mandaron publicar cuando fueron condenados en  todo  tipo  de procesos.

	El  17 de junio  1617 se atendió  en las  Cortes  una  carta de la ciudad de Valladolid,  en la que los procuradores se quejaban de los alcaldes del crimen de la Chancillería vallisoletana, porque

	ejecutaron una sentencia corporal que dieron en audiencia extraordinaria contra don Pedro Nieto de Silva, caballero conocido, habiéndole sacado de una iglesia por unas heridas que dicen dio a una mujer pública, sin haberle otorgado apelación e ir contra la inmunidad de la iglesia, de que ha causado gran lástima en la ciudad.106

	 

	Ante esta situación, las Cortes elaboraron un memorial, solicitando al monarca que pusiera «remedio y orden» en «un caso tan escandaloso y de tan mal ejemplo», para que de este modo

	 

	se conserve la nobleza en sus libertades y privilegios, y que cuando se ofrezca ser necesario castigo, sea en conformidad de las leyes que disponen el que se ha de dar a los nobles.107

	 

	Los alcaldes a los que se referían los procuradores eran don Francisco de Salvatierra, don Juan Gallo de Andrada y don Lorenzo de Valcárcel, a quienes se condenó por este hecho a la privación de su oficio de alcaldes, a la suspensión durante cuatro años de cualquier empleo de justicia, y a pagar 1 000 ducados por las costas del proceso.108 Los alcaldes hicieron circular entonces varios porcones en los que defendían su inocencia. Culpaban a don Pedro del error cometido, pues afirmaban que su actitud les había llevado a pensar que era «un hombre muy ordinario», que «no tenía más que el nombre de caballero, usurpado, como muchas vezes le usurpan los fascinierosos y las mujeres de mal vivir».109 Y se lamentaban, asimismo, amargamente por encontrarse «desautorizados de la honra y merced con que Vuestra Majestad les puso» en sus empleos.110

	Los porcones mandados publicar por  los  magistrados  jugaban así  un  papel  parecido  al que desempeñaron en los siglos modernos  las  llamadas  memorias  justificativas:  la justificación y defensa de la actuación de los servidores públicos.111 Ahora  bien,  al  no necesitar licencia de impresión, los porcones  fueron,  lógicamente,  mucho  más  numerosos. Prueba de sus similitudes, y con esto termino, es que algunos magistrados recurrieron a los dos medios  para salvaguardar  su reputación.  Fue  el  caso de don Pedro González de Güemes.

	González de Güemes fue oidor  de  la  Real  Audiencia  de  Santiago  de  Chile  de  1635  a 1649. Sirviendo en esta plaza, se casó con una  criolla de la oligarquía santiagueña, doña Clara  de Jaraquemada Silva.112 El Consejo de Indias le condenó entonces por contravenir  la  Pragmática de 1575, que prohibía a los ministros contraer matrimonio dentro del distrito de su

	 

	
jurisdicción.113 Sin embargo, don Pedro sostenía que había obtenido licencia para casarse con doña Clara. Para defenderse del agravio sufrido -que  había  implicado  un  paso  atrás  en su carrera, ya que se le había nombrado oidor de la Audiencia  de Santafé,  cuando  lo normal  era  que los ministros de la Audiencia de Santiago pasaran a  la  de  Lima-,  hizo  circular  varios porcones y, además, en 1653 publicó con el mismo fin una obra  titulada  Defensas  de  un ministro afligido al rey nuestro Señor.

	No sé si González de Güemes y el resto de los magistrados citados a lo largo de estas páginas lograron la restitución pública de su honra. Ni tan siquiera puedo afirmar que consiguieran reducir las penas a las que  habían sido condenados. Pero de lo que  no  cabe duda es de que utilizaron los porcones para crear un estado de opinión favorable a sus intereses. De ahí la importancia de estas alegaciones que, más allá de la veracidad de la narración en ellas contenida, nos dan la oportunidad de conocer la versión de los ministros de Su Majestad y,  lo  que  me  parece más  importante,  la imagen que  querían proyectar a la sociedad.
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		«OTORGO  QUE  DOY  MI  PODER  CUMPLIDO». APODERAMIENTO  Y REPRESENTACIÓN  VOLUNTARIA  EN  LA ADMINISTRACIÓN DE



	JUSTICIA VIRREINAL (SANTIAGO  DE  CHILE, 1647-1725)*

	 

	AUDE  ARGOUSE**

	 

	El derecho romano antiguo enseña que el deudor,  al  comprometerse  ante  un escribano  o  un notario, formula una promesa de existencia, en el futuro, de relaciones sociales establecidas y constatadas por escrito en el registro del escribano o notario ante quien se ha acudido.1 Los archivos históricos notariales contienen, pues, los compromisos y acuerdos convenidos  entre partes y permiten por consiguiente al historiador acceder a fragmentos de relatos de vida, expresiones de sentimientos, deseos  y  voluntades  proyectados  en  el  futuro  de  cada  uno  de ellos. Lo  anterior  es  posible pese al  formalismo  de la redacción empleada  y a la traducción, con un lenguaje jurídico, de lo que desean acordar las partes. Desde esta perspectiva,  que podríamos calificar  de  «voluntarista»,  contractualista  y  consensualista,  se  potencia  una  vía para el  análisis  del  registro público del  escribano, poniendo  de relieve la reivindicación de una economía moral propia de un lugar.2

	En los albores de una historia de la justicia -cuya autonomía en el campo historiográfico emerge en la década de 1980-, las prácticas  notariales  se  encontraban  adscritas  a  una  economía de justicia.3 Esta  economía  local  sería  asimilable  a  «un  desbordante  escenario social de desigualdades, de trayectorias diversas y de destinos  contrapuestos».4  Así, más  allá del supuesto habitus de dirigirse ante un notario para confeccionar cualquier tipo de escritura auténtica, se instaura la posibilidad de interrogar  una  racionalidad  no  solo  jurídica,  sino también justiciera, ejercida por  hombres  y mujeres  que  no  necesariamente  manejan el  derecho o la ley, pero que con seguridad reivindican sus deseos, proyectos y promesas, utilizando  su propia voluntad mediante una retórica adecuada: esto  es,  una  retórica  que  ha  sido  y  sigue siendo, cada vez que ellas y ellos la utilizan, asimilada, entendida, usada y compartida.

	El estudio de los poderes ante  notario, que  proponemos  esbozar aquí, requiere del cruce con varias de esas historiografías que, de manera  directa o indirecta, contemplan esta práctica  de otorgar poder ante un escribano, difundida en el Reino de Chile en el siglo XVII. En muchos protocolos de notarios o escribanos  en  Santiago  de  Chile,  los  poderes  ante  escribanos,  o cartas de poder, son los actos más  numerosos,  es  decir,  la  cantidad  de  documentos conservados es la más alta respecto de otro tipo de actos. Sin embargo, los poderes han sido generalmente considerados, por los investigadores en general, como actos «menores», y  su estudio específico solo ha sido destacado recientemente por los historiadores.5

	 

	
En estos documentos jurídicos intervenía, como condición primaria para su validez, la voluntad del otorgante, sin importar, a priori,  su  calidad,  género,  clase  o  raza/etnia.  En algunos casos se debía obtener previamente una licencia para otorgar poder; así ocurre con las monjas, los curas y las mujeres casadas, es decir, con las personas que no disponían de plena capacidad jurídica. Las voluntades individuales se encuentran, sin embargo, debidamente expresadas en los autos mediante el uso del «yo», que aparece seguido de un verbo de acción («otorgo», «digo», «hago», «doy», «declaro», etc.). La voluntad  propia  actúa  por  lo  tanto  como matriz del registro público, conjugada por el oficio de escribano, definido como el instrumento del buen gobierno y quietud  de la República. Por  lo tanto,  el  derecho consiste en  un lenguaje, que manejan conjuntamente el escribano y los otorgantes,  útil  para traducir, en el campo semántico jurídico y judicial, las relaciones inter-individuales, los sentimientos,  los deseos y las posibilidades.

	Apoyándose en una aproximación  construida  desde  los  términos  económicos,  que  sigue los usos del crédito y de la confianza en la sociedad,7 el  examen de  los  poderes  ante  notario permite interrogar la instauración de un régimen de representación  basado  en  una  ficción jurídica: los poderes implican a dos personas, que protagonizan un gesto compartido en el que  una persona remite a otra la potencia y capacidad de actuar en su nombre, «como si fuera» ella misma.8 Es importante subrayar que la aceptación del  mandatario  raramente  se precisa en los autos: así, los  poderes  aparecen como  una  proyección hacia el  futuro  y casi  erga omnes.  Por otro lado, es indispensable que el investigador pueda aceptar que las  condiciones  de  su recepción deberán ser definidas caso a caso.  En  consecuencia,  este  instrumento  jurídico permite subrayar dos mecanismos simultáneos, la intermediación y la representación.  La definición del poder establecida por el Fuero Real señala que la noción de ausencia es parte fundante en la representación.9 La función de intermediación recae sobre el propio escribano. Existen, pues, dos momentos distintos donde se aprecia la validez del poder: cuando se confecciona y cuando se exhibe para hacerlo valer.10

	La  representación y la intermediación que  implican los  poderes  se  inscriben en el  mundo de las incertidumbres, de la transferencia de riesgos y de la construcción jurídica del tiempo.11 Esas nociones no necesariamente remiten  a  un  mundo  financiero  o  a  una  cultura  capitalista donde el Estado funciona como único garante de la fiabilidad de las transacciones; más  bien, evocan un modo de relacionarse a través de un territorio gigantesco, que comparte la misma cultura jurídica y que va más allá de los  intercambios  comerciales  y  de  la  conflictividad social. Por lo tanto, el registro del escribano, que  cumple  el  rol  de garante  de la fe  pública y  de la memoria de los consensos  y acuerdos entre  partes, adquiere una  importancia  primordial  en la gestión de los intercambios.12 La acción de la escritura realizada ante escribano es de utilidad pública para fundamentar la responsabilidad de cada uno en las transacciones e intercambios.13  Bajo esta perspectiva, la escritura pública adquiere un sentido  particular  que    se distingue de un habitus o de una obligación:  forja,  poco  a  poco,  la  posibilidad  de  una memoria judicial, notarial e individual que, para bien o para mal, remedia los desgarros permanentes de la lejanía. Desde este punto  de vista, el  estudio de los poderes ante  notario o ante   escribano  llama  la  atención  sobre  la  importancia  que   estos  tienen  como   prácticas de

	 

	
comunicación y como mecanismos de gestión de todo tipo de negocios.

	 

	
		Auxilio, oficio y proceso



	 

	Los escribanos son figuras de la asistencia jurisdiccional y asumen en  varias  ocasiones  la función de intermediarios en la  comunicación  de  intereses  de  ajenos.14  Los  escribanos  del Reino de Chile fueron primeramente abordados en la historiografía por los historiadores del derecho, quiénes, siguiendo los estudios llevados a cabo en otras partes  del  mundo hispanohablante, presentaron la institución escribanil y notarial relevando una orgullosa genealogía de la escritura  pública  exclusivamente  masculina.15  Sin  embargo,  algunos destacados historiadores del notariado en el mundo hispánico estiman que los escribanos del periodo colonial equivalen más bien a los actuales secretarios  de  jurisdicción,  antes  que  a notarios: esa visión otorga al escribano/notario un rostro burocrático y administrativo, que se suma a labores propiamente secretariales y de registro. En el caso chileno, los archivos de la Capitanía General, las actas del Cabildo de Santiago y los volúmenes de la Real Audiencia, en particular, conservan páginas y páginas rubricadas por los mismos hombres, esto es, que se desempeñan en los tres ámbitos, indistintamente de si son escribanos públicos del  número, escribanos del rey o escribanos de cabildo. Así, los volúmenes de documentos mencionados, y que deben de ahora en adelante considerarse, todos ellos, como relativos a las escribanías de Chile, revelan una actividad multifuncional, orientada tanto hacia las necesidades de la administración judicial  como  a  las  exigencias  de  los  particulares.16  La  actividad  notarial,  o ars notariae, refleja así la plena capacidad de cualquier escribano de la Capitanía General de Chile para  actuar  en un alto número  de  situaciones:  su oficio se  extiende  desde  la confección de una  declaración, un poder  o un acto  de venta,  hasta  el  interrogatorio  de los testigos  y del reo en un pleito civil  o criminal,  la recopilación de documentos  para la entrega  de testimonios  a las partes o a otras jurisdicciones, la recogida de las últimas voluntades de un moribundo, el establecimiento de la fe de muerte de un otorgante. El oficio público está por consiguiente definitiva y estrechamente vinculado a  la administración de  justicia  y de  la policía local, y a  las materias acaecidas entre  particulares, pese al  carácter  «no  letrado» (es decir, no  expertos  en derecho) de los  escribanos.17

	Los escribanos son los artesanos de la escritura pública autentificada,18  y si  tienen  una cierta propensión a reproducir un quehacer aprendido de memoria y por mimetismo, también agregan, cada uno desde su singularidad, un color particular, más allá de la rúbrica y del formalismo respetado.19 Desde la perspectiva de su  quehacer,  el  oficio  del  escribano  varía pues constantemente, moviéndose, sin interrupción y sin orden evolutivo, desde la simple delegación de escritura y su autentificación, hasta las variadas maneras  de  intermediación judicial y jurídica,  incluyendo  también el  desempeño  de  labores  como  auxiliares  de  justicia. Esas variaciones de un auto jurídico a otro, en el quehacer diario del escribano, se deben, por  una parte, a la narrativa propiciada por quienes los  solicitan y,  por  otra parte, a  la manera  en que se desempeña la redacción en la propia escribanía. De hecho, si, por un lado, los archivos   de  escribanos  hispanoamericanos  no  registran  declaraciones  de  los  propios  escribanos

	 

	
destinadas a asegurar que el vínculo con los otorgantes, no  podrá  influir  en  el  momento  de poner por escrito sus voluntades. Por otro lado, algunas escrituras desarrolladas ante los escribanos, a través de los relatos en ellas insertos, muestran que  el  o la otorgante  se siente   con la suficiente confianza ante el escribano  como  para  detallar  o  ampliar  algunas circunstancias  particulares (muchos  relatos, por el  contrario, son más  cortos y «secos»).20

	Los estudios de la burocracia colonial mostraron la importancia  de la actividad de los oficios públicos en el establecimiento y el mantenimiento  de los «gobiernos  a distancia».21  En  el imperio español, los procuradores, los corredores y los escribanos aparecen entonces como personajes, siempre masculinos, ubicados en el centro de los funcionamientos y disfuncionamientos del aparato administrativo. Por su lado, el oficio de los escribanos se rige   por el título VIII del  Libro V de la Recopilación de Leyes de Indias  de 1680. La  primera ley,  del 5 de agosto de 1564, recuerda que solo el Consejo de Indias puede  confirmar  a  los escribanos, lo que indica su pertenencia al cuerpo de los oficios destinados a implementar el control ejercido por el poder central en los territorios del imperio. En principio, solamente los hombres españoles pueden ejercer de escribanos del rey.22 La mayoría de los  autores  que estudiaron esta figura contemplaron, por lo tanto, la naturaleza patrimonial del oficio, su transmisión y su función de auxiliares de justicia, inscribiéndolos según los comportamientos vinculados al oficio y a las prácticas sociales del derecho.23

	Por  lo tanto,  pese a no  ser  considerados  «actores» del  proceso, su actuación se articula con otras figuras de la asistencia judicial, aunque queda enmarcada de manera ambigua según:   por un lado, la confianza personal  que  cada  escribano puede  representar  y simbolizar,  y por otro, su carácter imprescindible debido a la normativa del pleito, que lo sitúa  necesariamente junto a otros hombres  del  proceso  judicial:  los  procuradores,  abogados,  administradores, etc.24 Esas figuras clásicas de la representación judicial institucional aparecen a lo largo de la documentación notarial de Santiago de Chile, y se encuentran vinculadas a  las  partes  contenciosa y contractual de la justicia del Reino.25

	En Santiago, dos oficios pueden recaer  en  una  sola  persona  durante  el  transcurso  del mismo pleito, como muestran los casos de don Pedro Recalde  de  Briseño  o  de  don Alonso Romero de Saavedra en un pleito desarrollado ante la  Real  Audiencia  en  1681.26  Ambos aparecen como protectores de indios y abogados de la Real Audiencia,  y,  en el  mismo  caso judicial llevado a cabo durante varios años, el escribano Gaspar Valdés ejerce también como coadjutor de indios. Igualmente, la escasez de abogados y procuradores en la ciudad y en el Reino, es decir, de las dos figuras más destacadas de la representación jurídica,  genera situaciones  que  pueden parecer  absurdas, como  la que  denuncian unos  pleiteantes  de  un caso de estupro ocurrido en 1672, que mezcla a dos familias de la ciudad. La parte de la mujer se  queja de que los dos únicos procuradores del Reino son amigos de la parte contraria.27

	En este contexto de multifuncionalidad de los poseedores de oficios, cabe subrayar que si la persona del escribano no se confunde con los «actores» clásicos del pleito judicial -el juez, el demandante y el demandado-, se define, sin embargo, por su oficio como uno de sus actuarios principales y, como tal, garante de la posibilidad misma del pleito en el cual aparece

	 

	
como primer escalafón.28 Esa premisa lleva a cuestionar el momento de inicio  del  proceso judicial, y a formular la hipótesis de una acepción amplia del proceso, que abarca la fase de declaración ante notario, específicamente el escribano, como la primera etapa del pleito eventual.29 Esto es válido, en particular, en la materia de representación judicial: en la procuración ad litem, si el poder presentado ante el escribano y  el  juez  no  es  válido,  el proceso judicial que se quiere entablar, o que  ya  se ha  entablado, tampoco lo es. Entonces, si bien admitimos que las prácticas de negociación existen dentro del marco judicial,30 consideramos también que el proceso judicial puede iniciarse ante el escribano, cuyo oficio se define, por lo tanto, como lugar privilegiado de toda  acción en justicia.  De  tal  manera  que, desde la doble perspectiva de la asistencia judicial y de la oficialidad  que  caracterizan al escribano, la supuesta frontera entre lo judicial  y lo llamado  «extrajudicial»  se  dibuja  ahora con menos nitidez.31

	En la ciudad de Santiago, capital del Reino, que cuenta con un poco más de diez mil habitantes para el final del periodo  considerado,32  aparecen  en  los  pleitos  llevados  ante  la Real Audiencia y la Capitanía General casi todos los personajes de la asistencia judicial y extrajudicial, ya  sean estos profesionales o no:  consejeros, abogados, procuradores de causas   (o ad litem), corredores, administradores y tenedores de bienes, albaceas, protectores de naturales, tutores de menores, escribanos y procuradores de negocios. Estos últimos, los podatarios  privados, corresponden a la descripción que  hace  el  jurista Gabriel  de Monterroso y Alvarado a finales del siglo  XVI,  cuando  diferencia  entre  los  procuradores  de  causas  (ad litem) y los procuradores de negocios.33 Los primeros forman  parte  de  los  oficios  de  asistencia jurisdiccional; los segundos desempeñan su tarea en el marco contractual y no pertenecen, en estricto rigor, a la burocracia judicial local, pero pueden intervenir en pleitos judiciales como podatarios de otorgantes, como lo atestiguan las cartas otorgadas ante los escribanos.34 Las voluntades de los otorgantes quedan así registradas y consignadas en  los protocolos de escribanos, es decir, bajo el sello de la fe  pública. Por lo tanto,  el conocimiento    y el manejo de las «técnicas» del proceso de justicia desarrollado por ejemplo ante la Real Audiencia, son compartidos por todas las figuras mencionadas, en una cadena de responsabilidades mezcladas que va desde la confección por escrito de instrumentos jurídicos, tales  como  la carta de poder, hasta  el  desarrollo de la fase procesal. La  figura  del  procurador de causas ha sido mejor estudiada por la historiografía de las profesiones judiciales, pero la procuración como mecanismo  jurídico -que  abarca todos los tipos de poderes:  para pleitear, para testar o para hacer cualquier cosa- supera el marco profesional del oficio y revela una multiplicidad de comportamientos diferentes, que van desde la gestión de negocios y la administración  de  bienes  hasta  formas  de  comunicación  desplegadas  a  diferentes  escalas.35 Esa complejidad y multiplicidad merecen una dedicación específica.

	 

	
		Los poderes, una práctica mixta en el Santiago de Chile del siglo XVII



	 

	Los registros de los escribanos son indicadores de las prácticas de los hombres y mujeres,

	 

	
quienes se dirigen a ellos para poner en marcha la representación judicial y extrajudicial, tanto institucional como privada.36 En Santiago de Chile, entre las miles de páginas y autos así protocolizados, como ya  señalamos,  se halla una  alta proporción de poderes.37  Este  conjunto de procuraciones ad litem y de procuraciones para negocios  se  encuentra  precisamente  en el cruce de la actuación notarial y de la actuación procesal del oficio  del  escribano.  Los escribanos apuntan los poderes de vecinos, residentes, moradores, transeúntes, mercaderes, negociantes, curas y vicarios, tanto para actuar en justicia sobre un  asunto preciso  (es  el objetivo de los  poderes especiales), como  para representar  a la persona del  mandante  durante el tiempo que se estime necesario en todo tipo de situaciones (es el objetivo de los poderes generales). No obstante lo anterior, ni el capital social acumulado por  estos  diferentes personajes en la sociedad hispanoamericana  en general,  tanto  en la  Península  como  en todos los rincones del Imperio, ni  la  alta  presencia  de  poderes  que  encontramos  en  Santiago  de Chile, llaman a cuestionar estas prácticas notariales desde el punto de vista de los usuarios. Desde nuestra perspectiva, al menos  dos  preguntas  deben  plantearse:  ¿responden  los poderdantes a la necesidad de delegar su poder en otro que viaja y se desplaza, para liberarse  así del aislamiento relativo del Reino de Chile? ¿O más  bien  recurren  a  los  poderes  para mantener un espacio autónomo y alternativo al de una justicia de jueces, que puede resultar demasiado severa y que  con seguridad  es  más  costosa? Yendo  más  allá de las  oposiciones,

	¿pueden ambas razones interactuar y superponerse?

	Las prácticas notariales de Santiago de Chile  durante  el  periodo  en  estudio  permiten afirmar que la ciudad se halla en sintonía con el resto del virreinato del Perú, con los reinos y provincias de España, e incluso con los reinos de  Italia  y  Francia,  y,  además,  verifican, mediante  su puesta en marcha, que en esa ciudad se despliega un uso razonado y sistemático de  la competencia de los escribanos y de  las  procuraciones.38  El  esfuerzo  para  clasificar  de manera afín los diferentes tipos de poderes resulta, sin embargo, difícil, y  apenas  podemos establecer cifras acertadas de los autos contenidos en los protocolos de los escribanos. Vamos avanzando con precaución, ya que debemos confiar en las anotaciones  que  aparecen  en  el margen de los actos, y que están allí para indicar  su tipo. Este  espacio marginal  es reservado  por el escribano, desde el inicio de la confección del cuaderno, para anotar  y  precisar  elementos que pueden servir posteriormente al momento de consultar el cuaderno archivado, facilitando su rápido recorrido. Sin embargo, no todos los escribanos tuvieron la diligencia de anotar sistemáticamente los  actos; por  otro lado, el  estado general  de la documentación hace que  carezcamos  de muchos  de los índices que  suelen encabezar  los registros.39

	Para este estudio he revisado los volúmenes de cinco escribanos de Santiago, que desempeñaron su trabajo entre 1647 y 1715: Francisco de Palacios  (1647),  Juan  Cerfate Hinojosa (1650), Juan Agurto Gastañega (1659-1681), Antonio Sánchez de Bahamonde (1673- 1674) y Gaspar Valdés (1682-1715). Todos  los volúmenes  contienen diferentes tipos de autos, los cuales están almacenados según el momento en que se confeccionaron, de tal manera que la repartición de los autos  en cada registro refleja la práctica cotidiana de la escritura pública, y   el conjunto de volúmenes estudiados es, en sí mismo, la prueba de una amplia y variadísima actividad  escribanil  desplegada  en una  misma  ciudad.  La  elección de  estos  cinco escribanos

	 

	
se explica porque pertenecen a la cuarta escribanía de la ciudad, excepto Antonio Sánchez de Bahamonde, escribano proveniente de la ciudad de Lima y que residió durante dos años  en Santiago de Chile. La pertenencia a la misma escribanía es una elección  metodológica  que permite discutir la supuesta intervención del escribano en la interpretación de los autos, ya que facilita el seguimiento del oficio de estos: el análisis de los actos y de las narraciones que contienen aquellos, permite afirmar que los  escribanos  y  sus  ayudantes,  así  como  sus aprendices, trabajan por mimetismo usando los propios archivos notariales -constituidos y preservados  por  sus  predecesores-,  como  modelos,  plantillas  y  cartularios  que  pueden consultar y copiar. El carácter reiterativo de su contenido se debe por  lo  tanto  al  arte  del oficio, mientras que las variaciones proceden verosímilmente de los otorgantes.40

	Para reforzar los resultados obtenidos con el  examen de  los  legajos  correspondientes  a esos cinco escribanos de Santiago entre 1647  y  1715,  he  revisado  un  amplio  y  preliminar trabajo llevado a cabo a partir de los años 1960 y hasta la actualidad con los protocolos de escribanos de Santiago.41  Se trata  de una  serie de investigaciones  universitarias de pregrado, que proveen  los  índices  de  decenas  de  volúmenes  pertenecientes  al  fondo  Protocolos Notariales del Archivo Nacional Histórico de Chile, los que cubren el amplio periodo que va desde finales  del  siglo XVII  (1694) hasta  principios del  siglo XIX.  Además,  fueron consultados los índices de los dos primeros volúmenes de protocolos de notarios de Valparaíso, puerto de Santiago, fechados en el último cuarto del siglo XVII, publicados en 1969 y precedidos por un estudio del historiador Antonio Dougnac.42

	Por lo tanto, si una navegación por los registros escribaniles, teniendo a la  vista  los protocolos notariales de Santiago, permitió, en una primera apreciación, establecer una proporción importante de los poderes generales y especiales, el examen en profundidad de la materia confirma la tendencia  a  alcanzar  más  o menos  un cuarto  de  los  autos  contenidos  en cada volumen, proporción al parecer bastante estable hasta  finales  del  siglo  XVIII,  y  que  se reparte entre las distintas escribanías de la ciudad (es decir, no percibimos, por ejemplo, una escribanía especializada en poderes notariales, o un escribano dedicado exclusivamente a confeccionar  ese tipo de autos).  Del  mismo  modo,  el  aumento  de la población de la ciudad, que requiere en 1713 la creación de una quinta  escribanía,  no  genera  cambios  en  las proporciones recién avanzadas.

	Los poderes notariales reflejan, pues, la necesidad, por parte de algunos sectores de la población de Santiago  de Chile, de recurrir  de manera  sistemática  a este instrumento  jurídico: la proporción encontrada en los volúmenes de  protocolos  de  escribanos  de  Santiago  parece dar a entender  que  se trata de una  particularidad del Reino de Chile.43  Otros estudios llevados   a cabo para Francia o España muestran que los poderes son importantes, pero no alcanzan el promedio de un cuarto  de los  autos  que  he  hallado para Santiago.44  Igualmente,  el  examen de los catálogos de protocolos de notarios disponibles para la ciudad de Lima,  en  el  mismo  periodo indica que la proporción de poderes se sitúa en un promedio de 12% de los autos  para  la capital del virreinato. En cambio, como característica de este acervo virreinal, las cartas de pago  rubricadas  en  la  Ciudad  de  los  Reyes  aparecen  con  el  más  alto  porcentaje  de forma

	 

	
relativa.45 Sin duda, estas tendencias pueden indicar características especiales para cada colectividad, y para cada territorio, según los contextos y los tiempos  escogidos,  y también merecen una  reflexión detenida  por  parte de la historiografía.

	 

	
		Imágenes jurídicas del mundo46



	 

	Los poderes tienen por objeto la representación del  otorgante  en  varias  situaciones  y  ante todas las justicias del  mundo  hispanoamericano,  tanto  las  pertenecientes  a  la jurisdicción del Reino de Chile como las que se encuentran alejadas de él. Varias procuraciones se refieren a negocios  en Madrid  y atestiguan la  capacidad  de  los  habitantes  locales  para  emanciparse  de los vínculos con Lima y mantener relaciones directas con la metrópoli.47 Así por ejemplo, don Antonio Rodríguez del Manzano y Ovalle dio poder a un vecino de Madrid para cobrar  y administrar la renta de un mayorazgo situado en la ciudad de Salamanca. Otorga  un segundo poder a tres habitantes de Madrid para que cobren al primer podatario la suma de la renta y concreten todas  las  diligencias  necesarias a ese efecto.48

	Los autos contenidos en los  registros  esbozan  por  lo  tanto  una  cartografía  notarial  en doble dimensión, constituida por proyecciones en el tiempo (futuro) y en el espacio.49 Habitualmente, la información geográfica contenida en los registros notariales se concentra en  tres tipos de cláusulas: la primera de todas, encabezando cualquier  documento  que  se confía a  la pluma del escribano, con indicaciones de procedencia de los otorgantes; la última de todo documento, donde se precisa el lugar en que  el  auto  fue  confeccionado,  o,  manteniendo  el lenguaje propio del registro,  donde  ha  «pasado»  (la  expresión  del  escribano  es  «pasó  ante mí»); finalmente, las cláusulas con indicaciones que permiten ubicar los bienes raíces, cuando estos son mencionados.50

	A esta lista podemos agregar las cartas de poder, que visualizamos  como  conjunto  revelador de una cierta aprehensión del espacio por parte  de  los  otorgantes.  Por  lo  tanto, mediante el mecanismo de la representación jurídica se da existencia a una «movilidad sin circulación» de los otorgantes, que permite ubicar en las cercanías imaginarias de Santiago de Chile o del puerto de Valparaíso, lugares  neurálgicos  para el  comercio y tráfico imperiales, como  la Ciudad de los Reyes, la villa imperial  de Potosí, el  puerto  de Buenos  Aires o incluso la lejana Madrid, y otros menos  prestigiosos pero fundamentales  para los intereses y vínculos   de los residentes de Santiago: Concepción, Valdivia, La Serena, Cuyo o Tucumán.51 Junto a las circulaciones al interior del imperio católico, puestas de relieve por la historiografía,52 existe entonces una «movilidad fija» que es considerada por cada habitante de este territorio y que implica, en consecuencia,  el  visualizarse  como  un  ser  re-presentado  en otras  jurisdicciones. Este vínculo cívico con otras partes del imperio no depende de una presencia efectiva, sino de una representación jurídica del mundo, redactada en lengua española  y  transportada  a  cualquier  lugar  según se requiera.

	Los individuos que mayormente usan de esta facultad  son los vecinos y vecinas españoles  de Santiago de Chile que tienen negocios no  solo en otras ciudades del continente, sino incluso  en Madrid; y en la medida en que  son ellos quienes  mantienen vínculos con esos lugares, esta

	 

	
constatación no sorprende. Este acto ocurre también, empero,  en circunstancias  que  no  tienen que ver con desplazamientos a espacios lejanos: Francisco  Lopez  Nabal,  preso  en la  cárcel pública de Santiago, otorga poder a Juan de Tineo, residente en la ciudad, para que «en mi nombre pida y toma al alferez Nicolas Otabio, albacea de mi padre de todo lo que entro en su poder  en quanto  a mi pertenece».53

	Igualmente,  esta ubicuidad institucionalizada es accesible a individuos de la sociedad que  no administran ni poseen negocios lejos, y que no ambicionan apropiarse de bienes a los que  creen tener derecho: otorgar poder  puede  también servir  a  una  mulata  libre  de  Santiago  que desea proteger a sus hijos, que ella misma  ha  enviado a  Lima  para  que  allá aprendan a  leer. Así, Isabel  Rutal  se  presenta  ante  el  alférez real  y alcalde  ordinario de  Santiago  exhibiendo una licencia otorgada por él  mismo,  con el  objeto de solicitar  acceso al  escribano estante  en  las oficinas del cabildo y establecer un poder. El  escribano  Juan  Cerfate  de  Hinostrosa registra:

	dijo que por quanto la suso dha le dio a pedro de iturriño dos hijos suyos, el uno llamado diego y el otro llamado francisco muchachos para que le sirvieran y se los enseñaran a ler y el dho perdo de iturriño esta en la ciudad de los reyes del piru quebrado y porque los dhos sus hijos no corran detrimento alguno por ser como son mulatos libres como consta de la informacion que con este poder remite otorga que da su poder cumplido [...] a antonio domingues de baltasar secretario de la santa inquisicion y a pedro de reyna residentes en la ciudad de los reyes [...] para que en su nombre y representando su propia persona cobren los dhos sus hijos de qualesquier personas que los tengan [...] y los remitan a esta ciudad de Santiago...54

	 

	La  práctica notarial de los poderes, basada en la representación voluntaria y heredera de una larga tradición en el derecho romano-canónico, permite entonces actuar pese a la ausencia. Aquí  radica una  diferencia fundamental  entre  el  procurator y el  advocatus: este último  actúa por  una  parte presente,  mientras  el  primero representa a alguien ausente.55  Con la relegación del abogado al ejercicio de la defensa, la ausencia queda intrínsecamente vinculada a la procuración, enteramente fundamentada sobre la ficción jurídica de representación.56  A  la ausencia se suma la distancia, como lo ilustran a su manera los poderes para  testar:  su motivación radica en la incapacidad física del otorgante para  hacer  su testamento.  En estos  casos particulares, la ayuda de un personero devela una  irremediable distancia entre  el  auto  y  el otorgante, como si fuera una ausencia frente a sí mismo (absence a soi-meme).57 Para que funcione, la representación jurídica implica entonces ausencia y distancia, las cuales tiene vocación de remediar cuando crea una ficción que las reduce  (la  expresión  castellana  que instala esa ficción es «como si fuera mi  propia persona»).

	La representación a distancia, implementada ante el escribano por  las  cartas  de  poder, permite establecer vínculos cívicos con los lugares evocados. A la pertenencia local  se substituye entonces una pertenencia a otra  escala,  más  universal,  compartida  entre  todos  los sujetos del imperio, protocolizada y pública. El poder notarial revela de esta manera una

	«distancia» tanto  espacial  como  temporal  y permite  poner  de  relieve la construcción jurídica del  tiempo,  voluntaria  y  absolutamente  dependiente  de  las  necesidades  de  los otorgantes,

	 

	
mediante estos autos notariales. El registro del escribano se convierte en un espacio donde se expresan compromisos y promesas, inscritos en una cronología muchas veces  personal  y separada de los ritmos y proyectos de la Monarquía, o de la administración local, los que refuerzan la cohesión de una sociedad frágil y llena  de  incertidumbres,  como  lo  ilustra  la ansiedad materna de Isabel Rutal en torno al devenir  de sus  hijos, o el  deseo de Francisco  López de recuperar lo que le pertenece como heredero de su padre.58 Mediante los  poderes otorgados ante escribano, una mulata y un preso (y no solamente los comerciantes  o  ricos hombres del Reino) pueden hacer valer, a distancia, sus deseos y decisiones.

	Sin embargo, la escritura pública no garantiza que el deseo de la madre de rescatar a los muchachos en Lima se realice efectivamente, ni que el albacea devuelva los bienes al hijo encarcelado. Pero en ambos casos, «algo ya está hecho» para remediar las situaciones, el precedente de sus intenciones ha quedado registrado. La causa del poder especial puede haber  sido algo simple: el  comportarse como  madre  o como  hijo, subrayando dos niveles, el  jurídico y el social. La  performatividad de tal  auto jurídico radica entonces en los comportamientos de los otorgantes inscritos en el  tiempo  de las genealogías:  Isabel  Rutal  protege  a sus  hijos y el auto notarial la instituye jurídicamente como madre. Igualmente, Francisco se comporta como heredero y el poder otorgado le instituye como hijo. De  la  misma  manera,  los  poderes otorgados  por  oidores u otros miembros  de la administración real  para cobrar  los salarios en la Ciudad de los Reyes pueden inscribirse en una práctica similar de resituar al otorgante en la calidad que pretende tener, de forma casi ritual y  repetida,  ya  que  la  necesaria  lectura  del registro, a cada instante  que  se exhibe  y se menciona,  reitera su voluntad junto  con informar  de su posición respecto del asunto que le interesa.

	A la gestión de negocios, que constituye una parte importante de los poderes especiales registrados en Santiago -en particular para cobrar bienes o dinero- se suma la «gestión de la carrera». Así, se encuentran poderes para llevar ante el Consejo  de  Indias  relaciones  de méritos y servicios, o también peticiones de confirmación de oficio. Lorenzo de Arizavalo, sacerdote de la Compañía de Jesús, procurador general de la provincia  de  Chile,  viajó  a  España como titular de un poder que se le confirió en 1665: su misión era llevar los despachos relativos a la confirmación del oficio de depositario general de la Compañía, que había sido adquirido por Mathias de Toro. La confirmación, sin embargo, no se estableció, ya que el mensajero-mandatario habría sido arrestado  en  Sevilla  y  no  pudo  completar  su  misión:  el cargo fue declarado vacante en 1671.59

	De este modo, los poderes se asemejan a verdaderos instrumentos de comunicación, operativos en escalas variables, los que conllevan todos los riesgos inherentes a dichas operaciones. En el  caso citado, el  jesuita se habría perdido en alta mar,  y con él  desapareció  la anhelada confirmación. Pero, como se ha indicado más arriba, el  acto,  aun  si  se  ha extraviado, sirve para confirmar  un comportamiento  diligente  de parte del  depositario general,  y en sí mismo, como prueba de su atenta preocupación, podía legitimar su petición de mantenimiento en el cargo. Para sentar precedente es suficiente entonces haber actuado ante escribano  para  fundar  (instaurar  y registrar,  fechadamente)  la  petición,  sin importar  luego  si ella fue  aceptada  o rechazada.

	 

	
La gestión de los negocios y de las carreras individuales requiere pasar por  la práctica de  los poderes para evitar los desplazamientos,  asegurar  las  transacciones  y  sin  duda  ganar tiempo respecto de otras formas de intermediación, ya que el personero actúa como si fuera el otorgante. Se comprende que, además del desarrollo de  actividades  comerciales  durante  la segunda mitad del siglo XVII (luego de la terrible destrucción de la ciudad por un terremoto, en 1647), la irremediable lejanía del Reino  de  Chile  haya  aumentado  su  uso,  superando  como motivo a las otras incertidumbres permanentes:  la  guerra,  las  epidemias  y  los  temblores.  A ello deben agregarse  los  desplazamientos  habituales  al  interior  de  la Capitanía  General,  para ir a las haciendas, para encaminar bienes y mercaderías en las  diversas  localidades,  o  para llegar hasta la frontera sur según los requerimientos  de  las  tropas.  La  confianza  que  el otorgante pone en la persona del podatario se duplica con la autenticidad del acto producido y también con su publicidad. Los mecanismos de circulación de los actos notariales y de su validación en distintas jurisdicciones garantizan en general el funcionamiento continuo de los intercambios. No obstante, surge la interrogación acerca de la armonía de intereses entre el mandatario y el otorgante: ¿hasta dónde existe exacta convergencia entre ellos?

	 

	
		Distancias sociales



	 

	La actividad profesional de los escribanos presupone la existencia de una distancia entre dos actores principales:  el  escribano y el  otorgante.  La  distancia social  entre  ellos, subrayada  por la mayoría de los estudios  sobre  las  prácticas  notariales,  tiene  como  consecuencia  la instalación, entre ambos, de una relación de poder. Los dueños de la voz que otorga tienen que pagar el precio del auto, no siempre mencionado en el registro del escribano. Los documentos revisados muestran una variación entre la gratuidad  y los  12 reales, cuya  mención aparece de  vez en cuando junto con la firma  del  escribano,60  como  un objeto posicionado entre  el  oficial de pluma y el otorgante. Cabe precisar que el poder no es un contrato entre  dos personas, sino  más bien un auto unilateral donde no se hace mención al consentimiento del podatario. Sin embargo, su firma puede aparecer, junto a las de los testigos y del escribano, atestiguando su presencia en el momento de confeccionar el auto y, en consecuencia, indicando tácitamente su aceptación.

	Además, varios poderes mencionan dos o más podatarios  simultáneos  o  sucesivos, relativos a un mismo otorgante y a un mismo asunto, lo que permite evitar una subrogación de personas  ante  notario  y  llevar  adelante  temas donde  convergen  intereses  colectivos  o similares. También existen poderes  mancomunados,  como  por  ejemplo el  poder  otorgado  por el capitán Agustin de Maturana y su mujer,  Doña  Petronila  Gonzales  de  Ribera,  al  Capitán Pedro Gonzalez de Ribera, hermano de Petronila. El podatario  actúa  en  nombre  de  dos personas juntas «por nos y en nuestro nombre y representando nuestras mismas personas...».61

	Importa subrayar que en los registros de  escribanos  de  Santiago  existe  una  proporción notable de mujeres que otorgan poderes.62 Las mujeres  casadas  deben obtener  licencia  para otorgar poder. En el caso anterior de doña Petronila y Agustín de Maturana, el poder contiene,  en  el  mismo   instrumento,  la  licencia  otorgada  por  el  marido  a  su  mujer.   Algunas mujeres,

	 

	
separadas voluntaria o involuntariamente de sus maridos, piden licencia a una autoridad con jurisdicción de  juez para  otorgar,  ellas,  un poder  respecto  de  algún asunto  que  las  concierne. Así, Mariana Gómez Maldonado, quien solo informa que está separada de su marido «como es notorio», escribe y firma una súplica al corregidor, copiada en el registro del escribano en un papel sellado:

	para poder otorgar el dho poder sin licencia ni asistencia del dho mi marido, a vuestra merced pido y suplico se sirva de darme lisencia y facultad para que por mi sola y sin la del dho mi marido otorgue el dicho poder en razon de la dha cobranza con facultad de parezer en juicio y sostituir pido justicia en lo necesario.63

	 

	Después de haber comprobado la notoriedad de la  separación  del  matrimonio,  se  le concede la licencia y doña Mariana otorga en Santiago poder a su hijo legítimo, residente en Buenos Aires, para que cobre lo que le toca en virtud del testamento de su tía, fallecida en esta última ciudad.

	Por su lado, doña Luisa Riquelme, «monja profesa de la limpia concepcion regla de san agustin» necesita la presencia de la abadesa, doña Teresa de la Cueba, quien le otorga licencia para dar poder a Felipe Adame, receptor de corte, para que:

	en mi nombre y representando mi propia persona resiua y cobre en juicio y fuera del de pedro duran y de sus bienes y de quien mas con derecho deua quatro cientos pesos de a ochos reales que el suso dho me debe por una cedula de plazo cumplido.64

	 

	En numerosas situaciones notariales el escribano agiliza el acuerdo establecido ante testigos por parte de dos personas, o más.65 Pese a la condición de exhibir una licencia previa (del marido, del juez, de la abadesa), las cartas de poder de las mujeres atestiguan su relativa autonomía para gestionar negocios propios y remediar situaciones potencialmente conflictivas. Excepto en los poderes para testar, poco frecuentes son los casos de mujeres procuradoras. Sin embargo, no hay prohibición explícita para ellas en esta materia, y el caso de doña María Moreno, vecina de la Ciudad de los Reyes, ilustra la presencia femenina en el comercio de esclavos. Don Thomas de Cardenas «residente al presente en la ciudad de Santiago» otorga un poder especial a doña María

	para que por mi y en mi nombre y representando mi misma persona pueda vender y benda a la persona o personas de la dha ciudad o en la parte que le pareciere una negra mi esclava que para en su poder nombrada maria casta congo que se me trajo de la ciudad de Panama.66

	 

	Una cierta solidaridad femenina se despliega en el caso de doña Mariana de Mena, poseedora de una tienda que pertenece a su hija, doña Ursula de Toledo, quien está ausente en la Ciudad de los Reyes. La otorgante da poder al capitán Geronimo de la Camara para arrendar la tienda.67

	La procuración sirve además para hacer valer los vínculos existentes entre el otorgante y su procurador. En el poder general otorgado por el ayudante Thomas Hernández se encuentra la formulación siguiente:

	 

	
otorgo que doy mi poder cumplido [... ] para que en mi nombre puedan tratar, seguir, feneser y acabar por todas instancias y sentencias todos cualquier mis pleitos causas y negocios sibiles y criminales mobidos y por mober que yo

	e y tengo y espero auer y tener.68

	 

	El poder es otorgado al licenciado don Andrés  Marín de Solórzano  y al  procurador  de causas  Thomas  de Villabicensio, ambos  acostumbrados  a frecuentar  los lugares  de justicia de  la ciudad. El  otorgante  no  hace  mención de una  situación particular  que  desea remediar,  sino que refuerza su propia autoridad al declarar públicamente quien se encargará de pleitear en su nombre contra hipotéticas partes contrarias que surjan en el  futuro.  Sin conflicto  aparente,  la carta de poder sirve para crear o aumentar la distancia social entre el otorgante y los futuros adversarios judiciales, señalando sus apoyos profesionales en caso de  que  alguien  decida entablar pleito contra él.

	La procuración permite entonces a cada otorgante situarse frente a un conflicto potencial o existente, junto con reafirmar su calidad y sus amistades ante la colectividad.69 En esta perspectiva, cada poder evoca la relación del otorgante con el podatario, o los podatarios. Podemos destacar al menos dos tipos de situaciones: la solidaridad amistosa, familiar y/o profesional; y el vínculo de servicio, señalado mediante el reclamo de derecho de beneficio o de propiedad. De hecho, varios otorgantes encomenderos piden que indios suyos sean recuperados, los que por alguna razón fueron llevados a trabajar a otra encomienda y no han sido devueltos. Así, una viuda encomendera otorga un poder a un cura para «reduzir» a unos indios suyos, cobrar los tributos y los jornales correspondientes a varios días de trabajo desempeñado en otra encomienda.70

	En estos casos de recuperación de lo debido (pesos, indios encomendados, etc.), el mandamiento de procuración recuerda la situación pendiente junto con nombrar al responsable que actuará en nombre del que reclama, y deviene un documento que puede actuar simplemente como preámbulo y resultar suficiente para no llegar hasta el costoso pleito  judicial.71  Los otorgantes  eligen «otorgar  su poder  cumplido»  a un procurador  de causas  y/o  a un procurador de negocios aparentemente capaz de diligenciar las acciones requeridas y con intereses convergentes con los del mandatario.72 Eso puede  ocurrir  no  solo  en  causas  civiles  por deudas, sino también en materia criminal, como en el caso de Gaspar de Ahumada, vecino feudatario de Santiago de Chile y alcalde provincial de la  Santa  Hermandad  en 1660.  Para evitar los costos de la causa criminal contra el asesino de su hermano, Lorenzo de Ahumada, otorga poder al capitán Francisco Pereyra, vecino  feudatario  de  la provincia  de  Cuyo,  para que:

	pueda por mi nombre como tal hermano del dho Lorenzo de Ahumada difunto y tio del dho francisco de Ahumada combenir el dho pleyto y caussas sobre la dha muerte por ser costosos y dudossos y por auerle pedido personas principales y cristianas que de seguir el dho pleyto se caussan disgustos y enemistades y de apartarse de la  querella se siguen muchos utiles y servicio a Dios nuestro señor por que en todos tiempos  es  provechosso perdonar  las ynjurias para que dios nuestro señor perdone mis pecados y ponga en carrera de salbacion el alma del dho difunto el qual puede combenir en virtud de este poder hasta en cantidad de tres mil pesos...73

	 

	
Si la Corona siempre ha prestado atención a las virtudes y  calidades  requeridas  para ejercer los oficios, las famosas «habilidades»,74 ¿cuáles son los criterios de  los  propios otorgantes  para confiar  en un procurador  designado por  ellos mismos?

	La opinión, el honor y la fama del representante son criterios válidos para  escoger  al personero, asimilando por tanto al mandatario a un oficial de la representación sin que sean procuradores ad litem.75 Aunque el vínculo entre el otorgante y el  beneficiario  del  poder  no siempre se indica en el documento, se encuentran precisiones  cuando  se  trata  de  algún  miembro de la familia: hermano, primo o tío. Así,  en  1674,  Martín  de  Ugas,  residente  en Santiago y vecino de Valparaíso, otorgó un poder a su tío, Jerónimo de Ugas (escribano) y a Francisco de Mendoza, procurador del número de la Real Audiencia de Santiago.76

	El capitán Martín de Abarrisqueta, quien se apresta a salir desde el puerto de Valparaíso para viajar a Lima,  otorga  poder  a  Juan  Romero  Moreno,  Martín  de  Chabarria  y  Domingo Pérez de Tudela, in solidum, para que puedan entregar un esclavo a  un  vendedor  poco  diligente. En efecto, el comprador se dio  cuenta,  en  el  momento  de  embarcar,  de  que  el esclavo tenía fístulas en las partes genitales. El esclavo  afirmó  que  las  infecciones  eran antiguas. El poder, librado en el puerto de Valparaíso ante el  escribano  Juan  Cerfate  de Hinojosa, consiste entonces en:

	[bolver] el dicho esclavo al dho manuel de orrego sediendose el derecho y accion a que adquirido a dcho esclabo y desapoderandome del [y resibir y cobrar] en juicio y fuera del del dho manuel de orrego y de quien mas con derecho deua los dhos quatro cientos y sesenta pesos que pordi (?) dandose por entregado de cuyo resiuo den y otorguen cartas de pago chanselagon finiquito lasto y las demas que conuengan con rendn de la asepgion y leyes de la no numerata pecuña entrego y prueba del resiuo...77

	 

	El comprador precisa haber dado instrucciones  a  los  mandatarios  para  saber  qué  hacer con el dinero recuperado, lo que indica que  está contactado  de manera  permanente  con estas  tres personas y que una  economía del intercambio se encuentra forzosamente fuera del acto que   ha sido realizado ante el escribano. Por lo demás, más adelante, en el  mismo  cuaderno  del escribano, se dice, en otro auto,  que  Diego  Pérez de  Tudela  es  vecino  de  Santiago,  lo  que indica que los mandatarios y el otorgante conocen bien al escribano y se remiten a su competencia para los asuntos que tienen en común. Sobre este punto, se debe recordar que no solamente la cantidad de habitantes hace plausible el que todo  el  mundo  se  conozca  en  el círculo de comerciantes y negociantes, sino que las obligaciones vinculadas al  cobro  de impuestos que gravan las mercaderías (almojarifazgo, alcabalas), implican el inmediato levantamiento de listas de deudores. Además, la elección del escribano se limita a dos o tres personas competentes y presentes, cuyos nombres incluso a veces pueden olvidarse luego de transcurrido un tiempo.78 Por lo tanto, la cuestión no  es tanto  saber por qué  se recurre a tal  o  cual escribano para otorgar un poder, como por qué se recurrió, y de ese modo, a la escritura pública, cuando un simple acuerdo oral podría bastar: faltar a la palabra dada podía manchar rápidamente la reputación de una parte y comprometer  su  capacidad  futura  en  los intercambios.79   La  gestión  de  negocios  ajenos  presenta,   en  efecto,   ciertos  riesgos,  que la

	 

	
puesta por escrito bajo la forma de poder puede contener  o  limitar:  al  transformar  al mandatario en alguien jurídicamente capaz de actuar en nombre del otorgante, la práctica de la procuración escrita convierte el registro del escribano en un repertorio de individuos debidamente  autorizados  a actuar  en nombre  de otros y para otros. En una  sociedad en la que  el travestismo del sí mismo y la suposición de nombres y de calidades constituyen verdaderos desafíos a las apariencias, que no pocos emprenden  con  poco  o  mucho  riesgo,  la  utilidad pública se rige por las  mismas  reglas.80

	En el  caso precitado, el  poder  es útil  para zanjar  un diferendo naciente,  permitiendo  que el otorgante se embarque y espere, además, no haber perdido  su dinero  porque,  tal  vez,  ha hecho un mal negocio.81 En materia de  venta  de  esclavos,  donde  los  trayectos  eran a  veces largos y peligrosos, había un cierto número de garantías contra los vicios  ocultos  que  apuntaban a respaldar la seguridad de las transacciones y a asegurar la perennidad de los intercambios.82 Así pues, el hecho de designar  a varias personas como  mandatarios  se explica por la inquietud de asegurar un resultado.

	En este sentido, el examen de las piezas muestra que no sobresale, en el  conjunto  de los poderes que aquí se estudian, una sola causa común o repetida; tampoco resalta una figura característica  o  un  perfil  del  podatario; destacan,  en cambio,  algunas  de  las  habilidades  que este debe mostrar para ser designado, y que se deducen de las circunstancias en las que los poderes se confeccionan. Sin embargo,  la  gestión  de  negocios  es  uno  de  los  motivos principales para el  otorgamiento  de poderes de todo tipo, como  la recuperación de esclavos,  que se confía  a un mandatario  encargado  de  investigar  el  tema  en distintas  localidades. En el caso de las cobranzas de dinero, la figura del mandatario  se  asemeja  a  la de  un recaudador privado (en oposición al que vela por el erario público), interesado  en proceder  incluso  en términos más estrictos que los que emplearía el mismo propietario y otorgante:  los  poderes otorgados por encomenderos se dirigen a personas que poseen y demuestran competencias específicas para ocuparse de concretar las diligencias necesarias  (presencia  en  el  lugar, facultad para recorrer los espacios, conocimiento de los indios o autoridad para buscarlos). El poder supone, pues, un vínculo entre  el  otorgante  y el  podatario, pero también entre  este último y la situación considerada. Es interesante destacar así el despliegue de un quehacer lego en materia de cobranza y recaudación, que transcurre fuera de  los  saberes  letrados  del  derecho pero que permanece dentro de los saberes jurídicos, y ciertamente, dentro de  las  prácticas sociales  locales.

	Por  lo demás,  más  allá de los poderes otorgados  al  procurador  general  de causas, para ser representado ante los jueces en instancias de justicia, o de aquellos establecidos entre comerciantes y mercaderes (que a veces se acompañan con la lista de mercaderías entregadas para ser encaminadas por vía marítima desde Lima hasta Chile, o bien desde el Reino de Chile hasta otros territorios, como la provincia  de  Tucumán,  con  frecuencia  mencionada  en  los actos),  hay poderes  que  aluden a  reclamaciones  circunstanciales:  son dictados  por  personas que se hallan incapacitadas para proceder por sí mismas en un asunto que les interesa, como ocurre con el ya citado hombre preso, Francisco López Nabal, o  con la  mencionada  mulata Isabel Rutal.

	 

	
La elección de los mandatarios parece determinada por diferentes  factores,  entre  los cuales están sin duda los vínculos preexistentes entre el otorgante y el mandatario, así como la oportunidad de un viaje hacia otra jurisdicción83 y la necesidad de una competencia específica para concretar una operación determinada. Los poderes ante escribano revelan el conjunto de representaciones acerca de las probabilidades de éxito que manejan los mandantes, quienes, al establecerlo, realizan una apuesta doble: por un lado, apuntan a la eficacia del poder, en tanto instrumento sagaz y alerta respecto del entorno; y por otro lado, ponen sus esperanzas en la potencia del poder, en tanto medio concreto para actuar y, por lo tanto, generar movimientos y cambios respecto de situaciones precisas.84 Más  que  de  una  «sensibilidad  colectiva  de clientela notarial», como subrayaba M. Vovelle, se  trata  sobre  todo  de  habilidades  y proyecciones individuales que deben ponerse en marcha mediante los gestos de escritura  y registro que puede asegurar el escribano.

	Quizá convenga recordar el contexto de los espacios en los que estos poderes se confeccionan. A finales del siglo XVII, la población santiaguina mantiene con  su  puerto, Valparaíso, una intensa relación.  Algunos observadores  subrayan su  reputación  de emplazamiento o aldea acogedora para los habitantes que huyen del sur, en estado de guerra; reputación que habría sido adquirida desde el  siglo  XVI.85  A  partir  de  1692,  el  comercio triguero con el Perú conoce un auge,  y por ende, la actividad de almacenamiento, de ejecución  de transacciones  y contratos,  y de movimiento  portuario de Valparaíso.  Importa  subrayar  que  la capacidad de absorción en el ámbito urbano santiaguino, de poblaciones diversas, mestizas, indias y negras, nunca desmentida por la historiografía, confiere a la capital del  Reino  en la segunda mitad del siglo XVII un perfil típico  de  ciudad  hispanoamericana  heterogénea, jerarquizada,  estratificada  y con una  nítida  repartición espacial  de  sus  habitantes.  Aquí,  esto es, en Santiago,  como  en Valparaíso,  se desempeñan negocios  entre  mercaderes, encomenderos y oficiales reales -pese a las prohibiciones legales, que  recaen en los oficiales de la Corona,     de comerciar y desarrollar alianzas con habitantes de su jurisdicción-.86 La  práctica  de establecer poderes ante notario refleja  dichas  actividades  y  proyecciones  múltiples,  que surgen y subsisten entre negocios mercantiles, gestión de patrimonio y de carreras, angustias y esperanzas. Asimismo,  indica sobre todo la capacidad de acción de los habitantes  del  Reino,    al prever, anticipar, solicitar y remediar situaciones diversas.

	Surge  así  la pregunta  acerca de la coincidencia, en cuanto  causa  común,  entre  la gestión de los negocios mediante poder y las prácticas de comunicación entre habitantes del mundo hispanoamericano. Muchos trabajos recientes sobre la práctica notarial local retomaron la estadística como instrumento privilegiado para abordar este tipo  de  documentación.87  No obstante, ha permanecido la costumbre de agrupar los tipos  de  acto  en  función  de  ciertos criterios (patrimonial, instrumentos de  crédito,  etc.).88  En  materia  de  poderes,  como  se  ha visto, la clasificación se hace difícil cuando se atiende a la variedad de situaciones en las que actúan los otorgantes.89  Además,  si  se considera, siguiendo  las  propuestas  de la sociología de la acción mediante la escritura, que la causa del poder es el hecho de otorgar una procuración (haber  efectuado  el  acto  de  dar  poder)  y  de  asegurar  su  inscripción  en  el  registro  del

	 

	
escribano, intentar diferenciarla de otros actos notariales consensuales,  igualmente  motivados por la inscripción en el registro, resulta algo delicado.90 La intención que preside los actos representa, en este sentido, el terreno de investigación más fructífero, pero también el más  amplio, ya que  se sitúa como contrario a los estudios seriales y se une  a los estudios de caso.  Con un promedio de 200 actos por cada volumen de un determinado escribano, el fenómeno de los poderes no puede observarse sino teniendo previamente una  premisa, que  los dimensiona como actos de comunicación, como modalidades de transmisión de información entre lugares distintos.

	Algunas fórmulas, como «sepan cuantos vieren como yo», refuerzan esta idea del registro notarial  como  archivo de la memoria  de los consensos  y de los acuerdos, de los compromisos  y de las resoluciones  de conflictos  por  la vía de una  justicia pragmática  y no  contenciosa,91  que  sin embargo  de carecer de esa estructura  de tribunal, permanece  sin lugar  a dudas  como una instancia pública. El contenido de los actos y/o  sus  existencias  pueden entonces  extraerse del instrumento mismo para advertir y prevenir en situaciones futuras, por una parte; por otra, poseer públicamente un título de otorgante o de mandatario implica informar a la colectividad sobre el propio estatus. Dicho de otro modo, el otorgante como el mandatario son instituidos mediante el poder, que se  convierte  así  en  el  instrumento  de  comunicación  entre  partes,  y desde ellas hacia todo el mundo, para informar del vínculo que  mantienen y de su naturaleza jurídica. La revocación de un poder -fenómeno más  bien  raro  en  los  archivos-  advierte entonces del término y desaparición de la confianza y de la decisión de nombrar  a  un representante, y necesariamente instaura e informa un cambio. Cada poder  es  por  lo tanto  un registro escrito público, efectuado entre particulares no obligados, que concentra  voluntad, decisión, confianza, esperanza, además de anunciar alianzas y movimientos.

	 

	
		Conclusión



	 

	La  historiografía se interesa de manera  separada en las profesiones judiciales, en las figuras      de la asistencia judicial, en las prácticas de representación y de comunicación,  sin necesariamente vincularlas en un contexto determinado: aquel de las prácticas de justicia en un espacio jurisdiccional. Sin embargo, es precisamente esa visión de  conjunto -mostrada  de manera fragmentaria por numerosos  estudios  consagrados  a  la  práctica  notarial-,  la  que permite abordar el establecimiento  de  poderes:  como  mecanismo  de  gestión  de  negocios; como un instrumento de comunicación y de consenso; como resultado de la indispensable interacción de cuatro figuras, el procurador, el mandante, el mandatario y el indispensable intermediario: el escribano. De hecho, dimensionar de esta manera los poderes permite precisamente  acercarse  y reflexionar  acerca  de  estos  cuatro  individuos,  que  llegan cada  uno con su experiencia y expectativas  a construir  el  poder que instituyen.

	El acto de «dar poder a alguien» se sitúa  de esta manera  entre  los instrumentos  jurídicos  que están al servicio de una justicia cotidiana, de baja intensidad y sin escándalo, no necesariamente contenciosa pero sí  rigurosa  y racional:  aquella  del  acomodo.  Incluso  si  las voces  son múltiples  y numerosas,  incluso  si  la lectura  de estos  archivos  deja ver  situaciones

	 

	
de desamparo o de angustia, el silencio de los  oficios  del  escribano contrasta  fuertemente  con el imaginario y tal vez sobredimensionado ruido de las audiencias o los tribunales.  La  destrucción de la ciudad de Santiago en 1647 -que marca el punto de partida de una lenta reconstrucción local-, y los numerosos escándalos que  afectan la vida política  de la segunda mitad del siglo -y que desbordan, debido a su cantidad, el conjunto de los escritos enviados al Consejo de Indias y al rey por inquietos administradores y  celosos  hombres  de  Iglesia-, compiten con los abundantes  poderes que  se establecen, simultáneamente,  ante  los escribanos  de Santiago: son registros que permiten pensar la  existencia  de  relaciones  tranquilas  y reflexivas entre los habitantes de la ciudad derrumbada. Heredera de una larga  tradición medieval, esta justicia del  acomodo  (justice d’accomodement), en la que  «otorgar  poder» es  un instrumento muy importante, aparece como la expresión de una cierta madurez social, especialmente en los territorios alejados  de  la  metrópoli  hispanoamericana:  los  poderes, piezas claves de la justicia del acomodo y muy empleados en Santiago de Chile de la segunda mitad del  siglo XVII,  traducen la voluntad  de consolidar  las  relaciones  entre  personas  y,  a la vez, y comunican al mundo la decisión de abrir la inscripción  en  el  registro  público  del escribano a todos los habitantes de estos espacios.

	Aunque pueden considerarse como productos salvadores que surgen profusamente en situaciones dramáticas, como un terremoto devastador, no debe perderse de vista que esta inscripción, siempre fechada, que es mediatizada por los  poderes  de  representación,  es  también aquella del lugar que cada uno ocupa en el orden social, bastante difícil de modificar teniendo  en cuenta  la concepción jerárquica de la sociedad hispana  de ultramar.  El  lenguaje  y las modalidades de la  representación  jurídica  convierten  al  personero  en  una  máscara voluntaria y momentánea, porque el poder otorgado ante el oficial de pluma no hace más que mostrar al otorgante -sea quien sea y en tiempos tranquilos o agitados-, en el instante en el que devela su intención: haber sido capaz de anticiparse a los hechos mediante la escritura de su voluntad.
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	* Agradezco a María Eugenia Albornoz Vásquez la corrección de la redacción en español.

	** Universidad de Chile.

	
	1 Véanse CASTALDO & Levy, 2002.

	2 El camino fue abierto con el artículo de E.P. THOM PSON, a principios de los años 1970. Thompson, 1988 [1971].

	3 CASTAN & CASTAN, 1982. Coincido con las interrogaciones planteadas por G. Audisio sobre la posibilidad  de interpretar el oficio del escribano como práctica de justicia de proximidad. AUDISIO, 2005. Por su parte, Lucien Faggion se refiere a la «práctica social del derecho», subrayando las numerosas re-apropiaciones de las normas por parte de los actores sociales. FAGGION, 2011.

	4 AU   ANZOATEGUI, 1997.

	5 Véanse YBÁÑEZ WORBOYS, 2003, 2006, 2007, y PALACIOS GÓM EZ, 2008. Sin embargo, ya en 1968, el notario J.-P. Poisson emprende un estudio de los poderes confeccionados en una oficina parisina para el año 1966, y afirma: «Leur étude présente cependant un grand intérêt, notamment en psychologie sociale, en ce qu’elle permet en particulier de qualifier la notion de confiance (qui fait confiance à qui), et non pas par des réponses sans conséquences pratiques à un enquêteur, mais par des actes qui engagent une partie importante du patrimoine du mandant, souvent même l’intégralité, en droit ou en fait, de ses biens», POISSON, 1968. El destacado es nuestro.

	6 Sobre  el momento  de  la  escritura  pública  en los  registros  notariales  de  Castilla,  véase  OBRA  SIERRA, 2011. Para



	precisiones sobre el trabajo de los notarios sevillanos de la temprana Edad Moderna, remitimos en particular a ROJAS GARCÍA, 2011. Para el mundo andino, son imprescindibles los trabajos de K. Burns sobre Cuzco, en particular BURNS, 2010. Para los indios de la Ciudad de la Plata ante notarios y escribanos, remitimos a PRESTA, 2013.

	
	7 MULDREW, 1998. C. Muldrew se refiere a una «cultura del crédito» que expresa la importancia de la credibilidad de las



	personas en las relaciones sociales en la Edad Moderna

	
	8 Las Siete Partidas lo llaman «personero»: «el personero es aquel que recauda o hace algunos pleitos o cosas ajenas por mandado del dueño de estas, y tiene el nombre de personero porque aparece, se halla en juicio o fuera de él, en lugar de la persona de otro», Partida III, «De la justicia», Título 5. El destacado es nuestro



	.

	
	9 «Las partes que pleito ovieren, si non pudieren o no quisieren por si venir al pleito, den personeros ante el alcalle, o envienlos con su carta de personeria, que sea fecha por mano de escribano publico, o si non sellada de su seello o de otro scello que sea conoscido », FR 1, 10.1

	10 Otras  figuras  de  la  intermediación  aparecen también  en los  archivos.  Entre  otros  destacamos  los  pregones,  los



	mayordomos y los intérpretes.

	
	11 BURNS, 2010, p. 52, los menciona para Cuzco en torno a los negocios de cuzqueños involucrados en el comercio.

	12 BIDOT-GERM A, 2008.

	13 Sobre la importancia de la noción de responsabilidad en el mantenimiento del orden social en una sociedad del Antiguo Régimen, véase DEROUSSIN, 2001.



	 

	

	14 Sobre las figuras de las asistencia judicial en el derecho castellano moderno, remitimos a YBÁÑEZ WORBOYS, 2006, y 2007. Agradezco al Dr. Renzo Honores su generosidad en torno a las indicaciones bibliográficas.

	15 Es el caso en particular de BRAVO LIRA, 1978.

	16 Así, encontramos rubricados por ellos y formando parte de su actividad cotidiana, sentencias, notificaciones, testimonios, confesiones, interrogatorios, designación de tutor por el juez, discernimientos, remates, apartamientos, etc., que se hallan repartidos entre sus propios volúmenes y los de las referidas instancias jurisdiccionales. Así, los jueces de campo mencionados por GÓNGORA, 1960, p. 23. Por su lado, Dominique Bidot- Germa aporta precisiones útiles sobre los vínculos entre los notarios y la justicia, en el contexto del Béarn para los siglos XIV a XV. Cf. BIDOT-GERM A, 2008, pp. 106-135.

	17 Son auxiliares de justicia para Dolan, 2005; intermediarios sociales para POSTEL VINAY, 2001.  Los escribanos  actúan



	como receptores judiciales modernos para las notificaciones.

	
	18 Sobre este tema, me sumo a la apreciación de la doctora Emma de Ramón, quien también los califica así. Varios historiadores han considerado a los notarios de Europa como intermediarios sociales, lo que  al parecer, corresponde también a su condición social en el Reino de Chile. De RAM ÓN (E), 2012. Véanse las reflexiones acerca de los corredores de lonja, equiparables a los escribanos, en GARCÍA ULECIA, 1998.

	19 Remitimos a DE RAM ÓN (E.), 2012 sobre los padres e hijos de escribanos.

	20 Sabemos que existen restricciones para circunscribir la propensión de los escribanos a usar más papel. Hasta ahora, no hemos encontrado archivos personales de los escribanos de Santiago. Los trabajos que  se acercan a su persona se fundan en  sus propios volúmenes y en datos personales, a veces de índole administrativa y judicial. Su personalidad se transparenta a  veces mediante su trabajo. Algunos estudios se interesan, desde esa perspectiva, en los escribanos indios. Véase BURNS, 2010. Me permito remitir a mi trabajo sobre Pascual Culquirayco, en Cajamarca de finales del siglo XVII, Perú, y al trabajo en curso de K. Graubart sobre escribanos del Cercado de Lima y de Sevilla.

	21 Véanse  GARRIGA, 2006;  BRENDECKE, 2012;  GAYOL, 2007.

	22 Véase OLAECHEA LABAYEN, 1989. En Santiago de Chile, los Toro Mazote, padre e hijo, probablemente con ascendencia mestiza, supieron cómo borrar de los registros este rasgo infamante. Véase Emma DE RAM ÓN, 2012.

	23 Sobre  este  tema,  remitimos  a  BERTRAND, 2011;  EXTREM ERA  EXTREM ERA, 2004;  ARTILES,  1969;  HERZOG,  1996, e



	ICAZA   DUFOUR, 1987.

	
	24 Igualmente, se señala el interés creciente por las prácticas de defensa en la historiografía. Véase BRIEGEL, 2013.

	25 Los abogados y procuradores intervienen en torno a la definición de consejos legales y estrategias en la litigación. Véase HONORES, 2007; GAYO, 2007. Castillo De Bovadilla precisa que los procuradores generales o síndicos se confunden en derecho. Cf. CASTILLO DE BOVADILLA, 1704, p. 118.

	26 Véase RA, vol.  352, pza.  1, fs. 26 y 46, entre otros. Gaspar Valdés  aparece también como fiador de  varios esclavos



	indios, lo que hace pensar que su oficio de adjutor de indios le permite intervenir en un mercado bastante importante en aquel tiempo. Estoy actualmente desarrollando un estudio más detallado sobre Gaspar Valdés. Véase también GARRIGA, 1994, p. 309. El autor precisa que, pese a que las Ordenanzas de Madrid de 1489 prohibieron la compatibilidad de los oficios entre sí, ocurría que los relatores oficiaban de abogados o que un bachiller actuaba como procurador.

	
	27 Archivo Arzobispal de Lima, Apelaciones de Chile, 1672.

	28 Remitimos a la definición del término «actuario» según la Real Academia Española: «1. m. Der. Persona que interviene con fe pública en la tramitación de los autos procesales».

	29 Para una historia del proceso judicial, véase Jacob, 2014. Lucien Faggion y Dominique-Bidot-Germa subrayan el rol del



	notario en la justicia pragmática, basada en el compromiso. FAGGION, 2005; BIDOT-GERM A, 2008.

	 

	

	30 CASTAN  & CASTAN, 1982.

	31 Pese a la clasificación de los oficios propuesta por GARCÍA MARÍN, 1987, pp. 67-68.

	32 Una estimación de 12 000 habitantes puede verse en DE RAM ÓN (A.), 2000, p. 81. Sobre las cifras de poblaciones de Santiago, advierte Armando De Ramón que no son fiables los cálculos proveídos por los oficiales de la época.

	33 MONTEROSSO  Y ALVARADO, 1609.  Los procuradores de causas, o causidici, son los  procuradores ad litem. Véase



	también ALEM PARTE, 1940, pp. 65-66.

	
	34 El rey Carlos V emite una Ordenanza en 1525: «Los que entran a descubrir nuevas tierras con nuestra licencia, suelen capitular, que por cierto tiempo no puedan entrar, ni entren en ellas Letrados, ni Procuradores, por no dar causa a pleytos y diferencias entre los vezinos, y puede ofrecerse, que algunos tengan necessidad de hazer ausencia por algun tiempo, y por no poder dexar Procurador para sus causas, pierdan su justicia, y nuestra voluntad e intencion solo es, en semejantes prohibiciones, escusar que haya Procuradores generales que lo tengan por oficio. Declaramos y mandamos, que sin embargo de las capitulaciones, puedan unos vezinos procurar por otros en las causas y negocios, que les fueren encomendados, y entiendan en ellos, no siendo Procuradores generales, ni teniendolo por oficio, sin incurrir por esto en pena alguna, ni les sea puesto embargo, ni impedimiento», Recopilación de Leyes de Indias, 2, 28, 3.

	35 Se encuentra esta diferencia marcada en la  producción historiográfica; por un lado, los  trabajos sobre las profesiones



	judiciales, entre los cuales se puede citar en particular a BERNAUDEAU et al., 2008. Por otro lado, los estudios sobre las prácticas judiciales y notariales. Existen estudios sobre la defensa ante la justicia que logran combinar ambas aproximaciones. Véase BRIEGEL, 2013.

	
	36 YBÁÑEZ   WORBOYS, 2006.

	37 La historiografía los llama también «carta de personería» o «carta de apoderamiento». Los archivos que hemos consultado siempre se refieren a «poder».

	38 Véanse  las  observaciones  de  PALACIOS  GÓM EZ,  2008.   Constatamos  que   Juan  de  Cerfate  Hinojosa, aparece



	particularmente dispuesto a efectuar poderes en el mes de noviembre de 1650.
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		SUPLICIOS CAPITALES Y HUMILLACIÓN DEL CADÁVER EN LA JUSTICIA PENAL DE  LA  MONARQUÍA HISPÁNICA:



	EL CASO DE SAN LUIS POTOSÍ EN 1767

	 

	 

	JUAN CARLOS RUIZ GUADALAJARA*

	 

	¡Pobre de una nación que, civilizada hace mucho tiempo, todavía está guiada por antiguas costumbres atroces!

	 

	VOLTAIRE, Diccionario filosófico, 1769

	 

	
		Suplicios y pena de  muerte: una historia inveterada



	 

	Las formas de punición del delito desarrolladas por la humanidad a lo largo de la historia han involucrado diversas concepciones del cuerpo en su relación con la justicia. En el caso del Occidente  cristiano y,  concretamente,  en el  derecho penal  vigente  en las monarquías  europeas del siglo XVIII constatamos la presencia de penas y  tormentos  de  estirpe  hebrea,  griega,  romana, germánica y visigótica, los cuales trascendieron la  revolución  cultural  del  «no matarás» cristiano y dominaron el escenario penal desde la Edad Media hasta comienzos de la Ilustración. Estamos ante una tradición  punitiva  que  desarrolló  múltiples  formas  de  castigar con la muerte  y asociar  su aplicación a  suplicios  infamantes,  los  cuales  involucraban no  solo al reo, sino a su familia, linaje y descendientes cuando se  trataba  de  delitos  de  traición u  ofensa a la autoridad divina o humana (læsæ maiestatis). Fue en estos casos donde la pena de muerte tuvo sus expresiones más atroces, siendo el  despedazamiento  público del  reo el  tipo  más cruel y significativo. sus formas más brutales  incluyeron  tormentos  y  mutilación  de diversas partes del cuerpo antes de la ejecución final, además de tratamientos infamantes del cadáver, con el objetivo de distribuir sus pedazos en diversos puntos  para  ser  exhibidos  y fomentar el terror y la persuasión, o bien con la incineración y dispersión de las cenizas para hacer desaparecer cualquier rastro del condenado.1

	En la mayoría  de los casos, los suplicios y muerte  de un reo de læsæ maiestatis  variaban en función de la posición social del condenado y el género, siendo las más espectaculares en crueldad aquellas ejecuciones que  involucraban a líderes de levantamientos  populares, o bien    a hombres del común que habían atentado contra el monarca, su imagen y representantes. En el caso de mujeres involucradas en casos  de traición al  rey no  se aplicaba el  descuartizamiento,  en atención al pudor, siendo sometidas a la hoguera. La imagen de la  muerte  asociada  a  la justicia penal era algo familiar en las sociedades occidentales del Antiguo Régimen, y  el ceremonial punitivo para  reos  de  læsæ  maiestatis  hiperbolizó  los  métodos  de  obtención del dolor  y  la  parafernalia  del  castigo  como  un  evento  de  expiación  colectiva  que  buscaba

	 

	
restablecer o reafirmar la lealtad y el vasallaje.

	Tenemos ejemplos de mutilación  y  desmembramiento  de  reos  de  læsæ  maiestatis  a  lo largo de la Edad Media en todos los territorios europeos. En la Inglaterra  medieval,  por ejemplo, encontramos  casos especialmente  sangrientos  de ejecuciones por alta traición, como   el del último príncipe nativo de Gales, David II, quien tras  ser  acusado  de  sedición  por Eduardo I en 1283, fue arrastrado por las calles de Shrewsbury hasta la horca para colgarlo y descuartizarlo. De acuerdo a Charles Duff, los ingleses inventaron la triple ceremonia del ahorcamiento, destripamiento  y descuartizamiento,  aplicándola  por  primera  vez  en 1241.  La pena comenzaba con el arrastre al patíbulo del condenado, atado a la cola de un caballo; acto seguido se le torturaba mediante ahorcamientos sucesivos sin llegar a matarlo;  después  le mutilaban el pene y los testículos y se le abría el vientre para extraerle los  intestinos  y quemarlos frente a él; por último, se  le  decapitaba  y  desmembraba,  sancochando  brazos, piernas y cabeza para su traslado y exhibición pública en los lugares estipulados  en  la  condena. Lo anterior da una idea del valor  social  que  tenía  el  verdugo,  cuyo  prestigio dependía de su capacidad para mantener con vida al condenado hasta las últimas fases de la tortura.2

	Otro caso proveniente de la tradición hispánica lo encontramos en el fallido atentado que Juan de Cañamás perpetró contra Fernando  el  Católico  en  1492.  Cañamás decía  haber recibido del diablo la orden de atentar contra  el  rey.  Condenado  a  cruelísima  muerte,  fue paseado en carretón por  toda  Barcelona; ya  en el  cadalso le cortaron la mano  con que  agredió al monarca; después, con unas tenazas ardientes le arrancaron una tetilla; luego un ojo; a continuación le cortaron la otra mano; después le sacaron el ojo restante, le arrancaron la otra tetilla y la nariz; por último, lo torturaron con tenazas  ardientes,  le  cortaron  los  pies,  le sacaron el corazón por la espalda, arrojaron su cadáver de la ciudad, lo apedrearon,  lo  quemaron y sus  cenizas  fueron dispersadas  al viento.3

	No obstante la complejidad de estos ejemplos, podemos afirmar que la expresión más estremecedora de las ejecuciones a reos de læsæ maiestatis por desmembramiento fue la realizada mediante caballos: tras haber sido sometido a  diversos  tormentos  el  reo,  aún  con vida, era tendido de espaldas y asegurado al cadalso mediante amarres en el pecho, vientre y caderas; en esta posición era sometido a nuevas mutilaciones; por ejemplo,  se  le  cortaba  la mano con la que había ejecutado el delito de læsæ maiestatis, la  cual  era  quemada  en  su presencia; se le arrancaban pedazos  de  carne  y sobre  las  heridas  se  vertía  líquido  ardiente como plomo derretido, azufre, aceite, agua o brea. Por último, cada extremidad era atada con cuerdas a caballos que, a una orden, tiraban  simultáneamente  en  direcciones  opuestas  hasta arrancar del tronco brazos y piernas. Lo óptimo era que el reo no muriese hasta  ese instante. Después se decapitaba el cadáver y se repartían los cuartos hacia sitios específicos.

	Esta forma de ejecutar, conocida como  «partir  por  cuartos»,  tiene  antecedentes  remotos  en la Roma del siglo VII a. C. Durante el  reinado de Tulio  Hostilio (673-642 a. C.), el  dictador de Alba, Mecio Fufecio, intentó traicionar la alianza con Roma en  la  guerra  contra  las ciudades de Fidenas y Veyes. Al salir victorioso Hostilio decidió que Mecio  debía  ser  dividido, pues dividido se había mostrado su ánimo, pena que ejecutaron los romanos atándole

	 

	
brazos y piernas a dos cuadrigas que tiraron en direcciones opuestas.4  Entre  los  simbolismos  del  desmembramiento  destaca el  de la integridad del  cuerpo como  alegoría de la integridad de la sociedad, la misma que se vulnera mediante  la infidelidad  a  la majestad  humana  y divina.  De ahí que el cuerpo de un reo de læsæ  maiestatis  no  pudiera  permanecer  íntegro.  Esta punición entró en su plenitud  en la Baja Edad Media y el  Renacimiento,  haciéndose  extensiva  a los reos por pecado nefando,  y llegó a practicarse esporádicamente en los siglos XVII  y XVIII   en el  ámbito  de las monarquías  francesa y española.

	Daniel Sueiro afirma que en esos siglos sucedieron en París los dos espectáculos más espeluznantes de este tipo de pena capital: por un lado, la ejecución de François Ravaillac en 1610, por haber asesinado al rey Enrique IV; por el  otro,  la  ejecución de  Robert-François Damiens en 1757, por haber intentado matar a Luis XV.5 Sin  embargo,  a  estos  episodios debemos  agregar  al  menos  otros dos ocurridos bajo la autoridad de la Monarquía  Hispánica  en territorio americano y que  son parte de las atrocidades más  notables  narradas en los anales  de la justicia punitiva  europea:  la ejecución de Atanasio  de la Cruz,  gobernador  indígena  de San Nicolás del Armadillo, ocurrida en San  Luis  Potosí  en  1767;  y  la  ejecución  de  José Gabriel Túpac  Amaru  en Cuzco  en 1781.  Ambos  casos  de  læsæ  maiestatis  ocurrieron en el seno de un conjunto mayor de suplicios y ejecuciones  públicas  y  difieren  no  solo  por  la posición social de los personajes ejecutados, sino también por la fortuna  que  estos tuvieron en  el imaginario nacionalista de los posteriores estados iberoamericanos.

	Por ejemplo, la historiografía nacionalista que han desarrollado diversas naciones sudamericanas  hizo  de  Gabriel  Túpac  Amaru una  especie  de  héroe  precursor  de  las  guerras por  la independencia.  En ello influyeron varios factores:  su condición de indio noble, letrado, de hábitos hispánicos y descendiente del primer Túpac Amaru, el último de los incas de Vilcabamba,  quien fuera  descuartizado por  los españoles también en la plaza mayor  de Cuzco en 1572; su liderazgo en la rebelión contra la autoridad de la Monarquía  Hispánica  y sus reformas fiscales; el encarcelamiento y ejecución del corregidor español Arriaga y Gurbista ordenada por el mismo Túpac Amaru; su decisión de proclamarse como don José I, «[...] inca,  rey del Perú, de Santa Fe, Quito, Chile, Buenos  Aires y el  Continente  de los Mares del  Sur.»; por último,  la cruel  ejecución que  sufrió el  18 de mayo de 1781.6

	En dicho día, Túpac Amaru, su esposa, Micaela Bastidas, su hijo Hipólito, su tío  Francisco, su cuñado Antonio Bastidas, José Verdejo, Andrés Castelo,  Antonio  Oblitas  y Tomasa Condemaita,  cacica indígena  de Acos, fueron arrastrados  uno  a uno,  atados  a la cola  de un caballo hasta el pie del cadalso. Francisco Bastidas, Verdejo, Castelo y Oblitas fueron ahorcados sin suplicio previo. Enseguida a Francisco e Hipólito Túpac Amaru les cortaron la lengua antes  de ser  ahorcados. Posteriormente,  a Tomasa  Condemaita  se le aplicó el  garrote. Tras presenciar el suplicio y muerte de su hijo, le tocó el turno a Micaela Bastidas: primero le cortaron la lengua, después le dieron garrote  sin resultados  efectivos  debido a  la estrechez de su cuello, por lo que los verdugos le dieron patadas en el estómago y los pechos hasta matarla.   La punición llegó a su fin con Gabriel Túpac  Amaru  en mitad  de  la  plaza:  tras  cortarle  la lengua ataron sus extremidades a cuatro caballos para  intentar  desmembrarlo  con  vida.  Los caballos  no  lograron descoyuntar  su cuerpo, por  lo que  la autoridad ordenó que  lo decapitaran

	 

	
y que fuera hecho cuartos por el mismo verdugo.7 También se  procedió  a  la  mutilación  de varios de los cuerpos para exhibir cabezas, brazos, piernas y troncos en diversos lugares del Perú.

	Por su parte, el caso de Atanasio de la Cruz no ocupa lugar alguno en la historiografía mexicana de corte anti-español, tampoco en el imaginario popular de los  mexicanos nacionalistas de antaño  y hogaño.  El  caso solo ha  sido tratado  en el  contexto  del  análisis de los tumultos populares que estallaron en 1767 en diversas regiones del antiguo obispado de Michoacán, y que  fueron brutalmente  castigados  por  el  visitador  José de Gálvez.  Como  en el caso de Túpac Amaru, los tumultos novohispanos activaron las prácticas punitivas  más  atroces del régimen hispánico. De la variedad de ejecuciones ordenadas por Gálvez, tan solo la de Atanasio de la Cruz se realizó mediante  desmembramiento  con caballos en una  primera etapa  de castigos aplicados en la provincia de San Luis Potosí. Es precisamente esta etapa la que expondremos en este ensayo, con el objetivo de mostrar la continuidad  de  los  antiguos  criterios de autoridad y tradición que  daban sustento  a  la  práctica  penal  hispánica  en pleno Siglo de las Luces. Para ello es necesario explorar los fundamentos de dicha práctica punitiva,  así como las corrientes críticas que sobre esta desarrolló el pensamiento ilustrado.

	 

	
		Lex hispánica y «no matarás»: el modelo alfonsino de  justicia penal



	 

	El derecho penal hispánico anterior al siglo XIX era un conjunto de disposiciones poco sistematizadas, basadas en antiguas prácticas de punición del  delito  generadas  a  partir  del derecho consuetudinario y presentes en diversas recopilaciones de leyes. A nivel del derecho indiano, los cedularios,  las  recopilaciones  de  leyes  de  Indias,  la  Política  Indiana  de Solórzano y Pereira, así como las ulteriores actualizaciones de Ventura y Beleña, intentaron congregar en corpus de leyes las múltiples disposiciones que tanto los Austrias como  los Borbones  habían generado  en su práctica de gobierno.  Sin embargo,  en lo referente  a las penas y tormentos a delincuentes simplemente se siguieron las disposiciones contenidas  en las leyes  más  antiguas  provenientes  de los reinos castellanos.

	La punición del delito en la Monarquía Hispánica se basó, por tanto, en la vigencia de códigos y leyes generados en diversas etapas históricas y que integraban prácticas ancestrales, muchas de ellas de estirpe romana y otras de inspiración bíblica. Esto significa que el derecho indiano,  si  bien había integrado  elementos  de la nueva  realidad americana  desde el  siglo XVI, se basaba en la tradición y vigencia de  disposiciones  contenidas,  principalmente,  en  el  derecho imperial  romano  recopilado por  Justiniano  en el  siglo VI  en su Corpus  Iuris  Civilis; en el Liber Judiciorum del siglo VII, de origen germánico; en el Fuero Juzgo del siglo XIII, de origen germánico y visigótico; en los Fueros de Castilla de los siglos XIII  y XIV;  en el  Fuero Real y en las Partidas de Alfonso X el Sabio del siglo XIII; en el Ordenamiento de Alcalá del siglo XIV; en el Ordenamiento de Montalvo del siglo XV y en las Leyes de Toro aprobadas a comienzos  del  siglo XVI.8

	Un seguimiento histórico sobre la pena de muerte en todos estos códigos permite observar

	 

	
su matriz cultural y sus transformaciones. Por ejemplo, en el Fuero Juzgo y los fueros castellanos, no obstante su contexto cristiano, prevalecían elementos de la Ley del talión y la venganza de sangre en casos de homicidio; en el  primero,  se  establecía  que  un  homicida contaba con nueve  días para reparar el daño antes  de ser entregado a la familia de la víctima,     la cual tenía el derecho de matarlo de hambre. La venganza de sangre prevaleció hasta el siglo  XIII,  para ser  reemplazada  por  el  derecho público, en el  cual  el  tono  de venganza  y la entrega del homicida a la familia  del  agraviado desaparecen para dar  lugar  al  juicio de la autoridad y al  castigo público. La  pena  de muerte  también se aplicó como  parte de la pena  de pérdida de  la paz dictada contra los delincuentes que actuaban con alevosía y traición o quebrantando la fidelidad a una autoridad judicial; el culpable era entonces declarado enemigo de la ciudad y podía ser ejecutado por cualquiera. El Liber Judiciorum y el Fuero Juzgo  también castigaban con la muerte el parricidio, el robo nocturno, el abandono de la unidad militar, el filicidio -ya fuera en el vientre o al nacer el hijo-, la circuncisión de un cristiano por un judío, las prácticas contra la fe y,  por  supuesto,  los  atentados  contra  la  patria  y la  gente  goda,  entre  otros.  Las penas más comunes eran la decapitación, la horca y, en el caso de judíos, la  hoguera  y la lapidación, castigos reservados a los infieles.9

	En los diversos fueros castellanos también se hace hincapié en la pena de muerte para homicidas, parricidas, filicidas, sodomitas, polígamos, poliandrias, violadores  y  adúlteros, además de aparecer el elemento moro. Por ejemplo, al moro que mataba  a un cristiano se le ejecutaba  por  despeñamiento,  modalidad grecorromana10  que  en el  mundo  cristiano-castellano se aplicó a los infieles, incluidos los judíos que  mataban a autoridades municipales; también     al violador de una monja y al moro o al judío hallado en el lecho con una cristiana. Entre las penas capitales que desaparecieron hacia  el  siglo  XIII,  pero  que  están  consignadas  en  los fueros castellanos, encontramos aquella que se aplicaba a quien matara a traición o dolo a su invitado, o a quien ponía a su señor en manos de sus  enemigos  o  matara  a  otro  que  había confiado en él; en este caso el homicida o traidor era enterrado vivo bajo  el  cuerpo  de  su víctima.11

	En estos ordenamientos anteriores al siglo XIV se  encuentra  presente  en todo  su peso  el crimen de traición, desde matar  a traición y traicionar  la confianza,  hasta  traicionar  a Dios o a la autoridad. Si bien se trata de uno de los crímenes más repudiados y ancestrales en prácticamente todos los grupos humanos, en lo que a  la  cristiandad  se  refiere  adquirió  una especial  significación ante  la figura  emblemática  de Judas  Iscariote, además  de las alegorías de la traición heredadas del Antiguo  Testamento.  Existió también una  asociación entre  traición  y parricidio, considerado este último como una variante  atroz de  aquel.  La  figura  del  padre dotó de atributos a la figura de la autoridad como una especie de pater colectivo, alegoría que involucraba a Dios, a los ministros religiosos y a los señores naturales, sus representantes en distintos niveles e incluso sus imágenes y símbolos. Por ejemplo, en varios fueros municipales castellanos del siglo XII  se establece que «Al que mata a señor de la villa o castillo, “pártanlo   por  miembros”».12

	Fue  en el  siglo XIII  cuando  surgió  el  corpus  legal  quizá  más  influyente  en la cultura

	 

	
hispánica, las Siete Partidas de Alfonso X el Sabio, además de su antecedente contenido en El espéculo. En las Siete Partidas el rey Sabio dio un lugar especial a los dos crímenes  más importantes del derecho imperial, la herejía y la læsæ maiestatis.  Por  un  lado,  muerte  a  quienes  negaban la Eucaristía y la fe; por  el  otro, la muerte  más  cruel  y vil  a quien traicionase al rey, a sus hijos y descendientes directos, así como a los que aconsejasen, ayudasen,  defendiesen o encubriesen dicho delito. A partir de este punto se fijaba la escala de las modalidades de traición. Para Alfonso X la læsæ maiestatis quedaba definida como

	[...] crimen o como yerro de trayción que faze ome contra la persona del Rey. E traycion es la mas vil cosa, e la peor, que puede caer en coraron de ome. E nascen della tres cosas, que son contrarias a la lealtad, e son estas: Tuerto, mentira y vileza. E estas tres cosas fazen al coraron del ome tan flaco, que yerra contra Dios, e contra su Señor natural, e contra todos los omes, faziendo lo que non deve fazer.13

	 

	Posteriormente, describe las maneras que desde la antigüedad habían existido de traición al rey con el fin de establecer las penas de tormentos, modalidades de ejecución, infamación de parientes y destierros:

	[...] Qualquier ome, que fiziere alguna cosa de las maneras de traycion que diximos en la  ley ante desta, o diere  ayuda, o consejo, que la fagan, deve morir por ello, e todos sus bienes deven ser de la Camara del Rey [...] e demas, todos sus hijos, que sean varones, deven fincar por enfamados para siempre, de manera, que nunca puedan aver honrra de Cavalleria, nin de Dignidad, ni Oficio; ni puedan heredar a pariente que aya, nin a otro estraño que los estableciesse por herederos; nin puedan aver las mandas que les fueres fechas [...].14

	 

	Si bien las Siete Partidas muestran la intención del rey Sabio por cristianizar las penas y normar los tormentos a partir de principios que no insultaran la majestad divina,  ¿cómo conciliaron entonces los cristianos hispánicos la legitimidad de la pena de muerte con el «no matarás»? Para esbozar una respuesta es necesario acudir a  Orígenes  y  a  san  Agustín. Orígenes defendió en el siglo III el  ideal  paleocristiano de amor  al  prójimo y la necesidad de que los cristianos no participaran en los asuntos relacionados con la violencia del  Estado romano, es decir, la guerra  y el  ejército, postura  que  le provocó cárcel, tortura  y muerte.15  En el siglo V, y con el cristianismo como religión oficial del Imperio romano,  el  problema  teológico de la violencia fue abordado desde una perspectiva deontológica por  san Agustín, quien se movió entre la práctica de la piedad cristiana para evitar  la  ejecución  de  los  enemigos y el respeto a la potestad regia para ejercer la justicia penal en defensa de la pública seguridad. Si bien se opuso a la  tortura,  san Agustín  defendió  la  legitimidad  de  la  pena  de muerte en diversas epístolas y en La ciudad de Dios:

	 

	[...] Hay algunas excepciones, sin embargo, a la prohibición de no matar, señaladas por la misma autoridad divina. En estas excepciones quedan comprendidas tanto una ley promulgada por Dios de dar muerte, como la orden expresa dada temporalmente a una persona. Pero, en este caso, quien mata no es la persona que presta sus servicios a la autoridad; es como la espada, instrumento en manos de quien la maneja. De ahí que  no quebrantaron, ni mucho menos, el precepto de no matarás los  hombres que, movidos  por Dios, han llevado a cabo guerras, o los  que,

	 

	
investidos de pública autoridad, y ateniéndose a su ley, es decir, según el dominio de la razón más justa, han dado muerte a reos de crímenes [...].16

	 

	Estamos ante la antigua teoría del brazo secular y de la legitimidad de la pena de muerte decretada por un Estado.17 Dicha teoría, bíblicamente fundamentada, fue desarrollada siglos después  por  Tomás  de Aquino,  quien defendió  la legitimidad  de la pena  de muerte  aplicada por la suprema autoridad en aras del bien común. Santo Tomás también realizó en su Summa Theologiae una serie de reflexiones deontológicas en torno a la sociedad contractual y la subordinación de la conciencia personal a los deberes del Estado; en este punto, habla de la figura  del  soldado y del  verdugo,  obligados  a desplazar  su conciencia cristiana para defender al  rey o ejecutar  la sentencia  de un juez, respectivamente.18

	En cuanto a la justificación bíblica, contamos con al menos dos pasajes neotestamentarios para interpretar las facultades del brazo secular. uno se encuentra en la respuesta de Jesús a Pilatos: «No tendrías ningún poder sobre mí  si no te hubiera sido dado de lo alto»; el otro está   en la Epístola 13 de Pablo a los romanos, en la que se habla de la sumisión de todos a las autoridades constituidas,  pues  «no  hay autoridad sino bajo Dios; y las  que  hay,  por  Dios  han sido establecidas».19 Las Siete Partidas concentraron estos principios y fortalecieron la interpretación político-religiosa del papel de los reyes cristianos y su simbiosis con el poder espiritual. Dicha  concepción se inspiraba en el  pasaje del  Evangelio de Lucas,  en el  cual, ante la inminente aprehensión de Jesús en Getsemaní, los discípulos le dijeron: «Aquí hay dos espadas».20 Alfonso estableció que las dos espadas fueran la espiritual, representada por los ministros de la Iglesia, y la temporal, representada por los reyes y emperadores. Tenemos así cinco asuntos  centrales en la legislación penal  alfonsina  en torno  a la punición:

	El primero clasificaba los errores humanos en cuatro clases: errores de hecho (matar, hurtar, etc.); de palabra (denostar, infamar, perjurar, falsear, etc.); por escritura que causaban deshonra y daño (falsas cartas, malas cantigas, malos dictados, etc.); por consejo (cuando se juntaban varios hombres a planear conjura o mal, a recibir a los enemigos, para hacer levantamientos,  etc.).21

	El segundo tenía que ver con los siete tipos de penas con las que los juzgadores podían escarmentar a los «hacedores de yerros»:  muerte  o mutilación; fierros o trabajos perpetuos  en  las minas del rey o labrando sus tierras; destierro a perpetuidad con confiscación de bienes; fierros y cárcel perpetua; destierro  a  perpetuidad  sin  confiscación  de  bienes;  infamación; azotes y heridas, deshonra  en la picota  o exhibición del  reo desnudo  al  sol, untado  con miel para que lo comieran las moscas.22

	El tercero tenía relación con la definición de penas que  no  se  debían aplicar  para  no ofender la majestad divina, como por ejemplo, evitar cualquier forma de marcar el rostro (con hierros, cortar narices, sacar los ojos) bajo el argumento de  que  Dios  hizo  al  hombre  a  su imagen y semejanza; cuando la pena implicaba la  decapitación  se  debía  utilizar  espada  o cuchillo (no se debía ejecutar con segur ni con hoz para segar); tampoco se podía ordenar la ejecución de ningún hombre por apedreamiento, crucifixión o precipitación; en cambio, se indicaba como  posible quemar  al  reo, ahorcarlo o arrojarlo a bestias  bravas.23

	 

	
El cuarto asunto  establecía diferencias en el  rigor  de la punición de acuerdo a la calidad  de los escarmentados o ejecutados. Así, la ley alfonsina planteaba que, en  caso  de  ser  el condenado un hidalgo o un hombre que hubiera sido honrado, de ciencia y bondad, no fuera ejecutado como siervo u hombre vil; se le debía tener consideración y ser ejecutado por desangramiento o ahogamiento, o bien echarlo de la tierra en caso de que  el  juzgador  considerase el perdón.24

	El quinto asunto era el referido al carácter público,  ejemplarizante  e  infamante  de  las penas y los suplicios capitales, esto es, el ceremonial de ejecución y su retórica del terror:

	«Paladinamente deve ser fecha la justicia de aquellos que ovieren fecho por que devan morir, porque los otros que lo vieren, e lo oyeren, resciban ende miedo, e escarmiento; diziendo el Alcalde, o el Pregonero, ante las gentes, los yerros por que los matan».25

	Más que un cuerpo de leyes,  las  Siete  Partidas  sistematizaron  el  modelo  cultural hispánico de orden y justicia social de naturaleza cristiana, reflejo de un orden divino del universo expresado tanto en la tradición como en  múltiples  lecturas  alegóricas  que  de  la realidad  hicieron el  rey Sabio  y sus  consejeros.  La  disposición de  la obra  en siete  apartados es una muestra de ello, y deriva de otra llamada Setenario, primer borrador del prólogo a las Partidas. En el Setenario, Alfonso X retomó el proyecto de su padre,  el  rey Fernando,  para recopilar toda la legislación existente  y asumir  un orden místico del mundo  basado en el siete: las criaturas se clasificaban de siete maneras; siete eran los planetas  (Saturno, Júpiter, Marte,  Sol, Venus, Mercurio y la Luna);  siete, los  cielos  en la cosmovisión de  Ptolomeo; siete, los  días de la  semana;  Jacob  sirvió siete  años; los  nombres  de  Dios  eran siete; Jesucristo  había dado siete sacramentos; etc.26 De ahí que los príncipes  cristianos  debieran  ejercer  siete acciones básicas de gobierno: creer, ordenar las cosas, mandar, ayuntar, galardonar, vedar y escarmentar.

	A partir del siglo XIV y ante la coexistencia de las Siete Partidas con diversos  derechos forales, se intentó plantear un orden  supletorio  de  aplicación  de  leyes  a  través  del Ordenamiento de Alcalá de Henares de  1348.  La  jerarquización  admitida  en  la  península ibérica estableció entonces que para causas civiles, penales y procesales se debería aplicar en primera instancia el Ordenamiento de Alcalá;  en  segunda instancia,  los  fueros  reales  y locales; y en los casos no resueltos por dichos cuerpos legales se debería acudir como tercera opción a las Siete Partidas. Con ello se sentaron los precedentes que permitieron a estas convertirse desde el siglo XVI en el ordenamiento jurídico más influyente en  la  América hispánica, territorio exento  de derecho  foral.

	 

	
		Justicia penal hispánica e Ilustración



	 

	Una de las mayores hazañas de los filósofos ilustrados fue el uso de la crítica histórica como instrumento para derribar los criterios de autoridad y las verdades reveladas  de  origen  teológico. El antecedente más relevante lo encontramos en Pierre Bayle y su Dictionnaire Historique et Critique publicado en 1697. En el artículo dedicado al David bíblico, Bayle se encargó de recordar, por ejemplo, la negra historia del personaje como traidor, mentiroso,

	 

	
cruel y asesino.27 Décadas después Voltaire, en su Diccionario filosófico de 1765, retomó el  tema: el buen rey David, del Antiguo Testamento, no solo fue un asesino, traidor y sanguinario, sino que además fue incontinente y adúltero, por lo que no merecía ser considerado modelo de virtud y gobierno. Para Voltaire estas verdades habían sido el pretexto para destruir a Bayle y someterlo a la pobreza: «Se le reprochaba no haber alabado en absoluto acciones que en sí mismas son injustas, sanguinarias, atroces o contrarias a  la  buena  fe»,28  entre  ellas,  los suplicios y crueles ejecuciones que  David impuso  a los habitantes  de  Rabbath.29

	Voltaire desarrolló también una irónica exposición sobre la tortura. Decía que no había diferencia entre los ladrones que torturaban a sus víctimas para saber  dónde  escondían  el  dinero, y los conquistadores y reyes, quienes usaban de la tortura con sus súbditos cuando sospechaban que había contra ellos «malos designios, como, por ejemplo, el de ser  libre».30 Como defensor de la tolerancia, Voltaire había reaccionado con indignación ante la irracional ejecución de Juan Calas cometida en Tolosa en 1762. Calas había muerto a consecuencia de la tortura que le aplicaron para que inculpara a toda su familia en la muerte de su hijo  Marco Antonio, quien se había suicidado. Los católicos de  Tolosa  inventaron  que  Marco  Antonio había sido asesinado por su propia familia  por  pretender  abjurar  del  protestantismo.  Era un caso de histeria colectiva y de cómo un pueblo de supersticiosos e intolerantes católicos podía obligar a la justicia a cometer una atrocidad.31 La respuesta de Voltaire fue su Tratado de la tolerancia escrito en 1763.

	En ese contexto, el milanés Cesare Beccaria publicó en 1764 De los delitos y las penas, profunda crítica a la legislación penal vigente en los estados europeos y sus territorios de ultramar, a la que calificó como «una secreción de los siglos más bárbaros», un cuerpo irracional de crueles errores generados por las pasiones de unos cuantos soberanos  que durante siglos habían abusado de la tortura y la muerte como instrumentos de miedo  y control.32 Para Beccaria la tortura como método de confesión era una pena anticipada y debía ser erradicada de toda sociedad ilustrada.33 Propuso que la gravedad del delito fuese establecida por el daño social producido y planteó la inutilidad y urgente erradicación de la pena de muerte, así como la necesidad de separar delito y pecado. La  influencia de Beccaria en el contexto europeo fue inmediata. En Rusia, por ejemplo, Catalina II suprimió la tortura en 1766. En otros países propició intensos debates, como fue el caso de la Monarquía Hispánica. Durante la segunda mitad del siglo XVIII surgieron en España inquietudes para reformar el derecho penal a partir de la razón ilustrada. Sin embargo, ninguna reforma prosperó antes de la Constitución de Cádiz.34 El problema que enfrentaron los ilustrados españoles fue la enorme fuerza de los  criterios de autoridad defendidos por el despotismo ilustrado. En 1770, por ejemplo, el  abogado sevillano Alfonso María de Acevedo realizó una disertación contra la tortura calificándola como tiranía; en 1774 Gaspar Melchor de Jovellanos hizo representar en Aranjuez su comedia El delinquente honrado, una crítica de las leyes penales españolas en la cual  Torquato, el personaje principal, afirmaba que «Los más de nuestros Autores se han copiado unos á otros, y apenas hay dos que hayan trabajado seriamente en descubrir  el espíritu de  nuestras  leyes».35  Ese  año  apareció  en Madrid  la  traducción al  español  del  tratado de

	 

	
Beccaria, precedida por una nota que advertía que  el  permiso  de  publicación era  solo  con fines de instrucción pública, «sin  perjuicio  de  las  Leyes del  Reyno».36  Las  anteriores expresiones recibieron en la mayoría de los casos respuestas por parte de los defensores del modelo alfonsino. En 1778, por ejemplo, el canónigo de Sevilla, Pedro de Castro, publicó en Madrid su Defensa de la tortura, impugnación al  tratado  de Acevedo sustentada  en la defensa de la tradición y la autoridad:

	[...] A nadie que tenga alguna instrucción se oculta el nunca bastantemente alabado mérito de nuestras Leyes de Partida, y que conponen uno de los cuerpos del derecho Español que está en actual observancia; el mas sabio, mas metodico, prudente y Cristiano-politico, como sacado de las puras fuentes de la Sagrada Escritura,  Canones, Concilios, Santos Padres, costunbres y sentencias antiguas españolas, y de los dichos  de  los  honbres mas sabios que ha celebrado el mundo [...].37

	 

	La defensa de estas posturas desde los altos niveles del poder eclesiástico explica los escasos resultados de los esfuerzos reformistas en materia penal de los ilustrados españoles. Algunos de ellos asumieron posturas moderadas al no proponer la abolición  de  la  pena  de muerte; otros mostraron actitudes evasivas  sobre  lo  que  acontecía  en América  en el  tema  de los suplicios.38 Tal era el caso del novohispano Manuel Lardizábal y Uribe, integrado en los círculos de juristas de Carlos III,  y autor,  en 1782, de un Discurso sobre las  penas  en contra de los suplicios corporales. Según Lardizábal, sacar los ojos, cortar o clavar la lengua o las orejas, arrancar dientes, cortar y clavar manos, etc., eran actos y torturas  que  habían quedado fuera de uso en territorios hispánicos por una «humana costumbre», por lo que consideraba conveniente abolir dichas penas en la ley escrita. Lardizábal defendió con fundamentos incluso bíblicos el derecho del  Estado para aplicar  la pena  de muerte  cuando  fuera  necesario al  bien de la República; afirmó que las más atroces formas  de aplicar  la pena  capital, tales como  la rueda  o  el  descuartizamiento  de  hombres  vivos,  aún se  usaban en naciones  cultas,  afirmando que «Por fortuna  nuestras  leyes no  han adoptado tan horribles suplicios»,39  falacia escrita solo un año después de la ejecución de Túpac Amaru en Cuzco. Las  propuestas de Lardizábal  sobre la pena de muerte defendían la sobriedad en las formas, sugiriendo la horca, el garrote y el arcabuceo como  métodos  adecuados para lograr el  provecho correctivo con el  pueblo.

	Los reducidos alcances de la Ilustración española en materia penal posibilitaron así la preservación de las formas tradicionales de punición en  los  territorios  hispánicos.  Hacia  finales del siglo XVIII las únicas discusiones que sobre el tema se mantenían vivas en España centraron su atención en la tortura como método de  indagación  criminal.  En  1793,  por ejemplo, el  magistrado  Juan  Pablo  Forner  encontró  en  un  caso  suficientes  elementos  como para dictar sentencia sin necesidad  de  aplicar  torturas  al  acusado  para,  supuestamente, conocer la verdad. Esto provocó el enojo del canónigo Pedro  de  Castro,  quien  decidió preguntar a Forner los fundamentos de su criterio jurídico. Este escribió entonces las Nuevas consideraciones sobre la perplexidad de la tortura, donde  señalaba  las  impugnaciones  a  la tortura surgidas en muchas naciones cultas de Europa y describía la  controversia  con  las siguientes palabras: «Un Sacerdote de la Religión más benigna hecho defensor irreducible de

	 

	
una atrocidad, cuia justicia está en opiniones; y un Fiscal Criminal ocupado en hacer el  oficio que con menos impropiedad pudiera pertenecer al Sacerdocio».40

	En el ámbito de la organización jurídica y el  derecho punitivo,  la Ilustración hispánica fue un proceso de naturaleza tradicional y católica que permitió reivindicar la matriz alfonsina del orden social en medio de un mundo que apuntaba en otra dirección. Dicha  matriz,  con la fuerza del criterio de autoridad, fue  el marco de significación que orientó la acción de la justicia del  rey en los suplicios capitales y las humillaciones padecidas por los reos de lxsx maiestatis en  San Luis Potosí en 1767.

	 

	
		Tumultos y suplicios capitales en San Luis Potosí



	 

	En la primera mitad del siglo XVIII, los Borbones iniciaron la reorganización  económica  y territorial de la Monarquía  Hispánica mediante  la reforma  de la Real  Hacienda para optimizar  la recaudación fiscal, la modificación de las relaciones entre  la  Iglesia  y el  Real  Patronato Indiano ejercido por el rey, y el  acotamiento  de  las  inmunidades  del  clero,  entre  otras medidas. Este  proceso, denominado  por  la historiografía  «las  reformas  borbónicas», implicó un replanteamiento de las relaciones entre la Corona y los vasallos, y tuvo un sentido intervencionista bajo el discurso  de  la  modernidad  católica.41  La  Monarquía  Hispánica también se encontraba ante la necesidad de habilitar un proyecto económico que le permitiera afrontar la competencia mercantil de Inglaterra, Francia y Holanda.42

	Las  complicaciones del contexto  internacional, sobre todo el inicio en 1756 de la guerra  con Inglaterra,  incrementarían  las  presiones  fiscales  sobre  la  población americana  y llevarían a Carlos III y sus ministros a proyectar la formación, por primera  vez,  de  un  ejército profesional  para los  reinos  americanos.  En 1762 los  ingleses  tomaron La  Habana  y obligaron al  virrey de Nueva  España  a realizar  levas  forzadas  para defender  el  Reino  desde Veracruz. En medio de los brotes de viruela y matlazáhuatl que habían golpeado diversas regiones, el reclutamiento arbitrario de cientos de mestizos y criollos, pero sobre todo sus desastrosas consecuencias,  estimularon en toda  Nueva  España  la  percepción negativa  hacia  los  ministros del rey como despóticos.43

	En 1763 las expresiones generalizadas de rechazo a nuevas levas forzadas hicieron que el virrey marqués de Cruillas manifestara su preocupación ante las que consideraba muestras de deslealtad y desapego hacia «su monarca» por parte de criollos, mestizos y pardos. La mutua desconfianza entre los vasallos novohispanos y los funcionarios peninsulares del rey quedó entonces sembrada de una fuerza nunca antes vista, y crecería en las siguientes décadas hasta explotar con toda su potencia en 1810. En este contexto, la convicción de la  burocracia peninsular de tendencias ilustradas y despóticas sobre la necesidad de recuperar el orden y el provecho del Reino pasaba por la intolerancia hacia cualquier expresión de desorden social o rechazo a la autoridad.44 Con esa lógica de gobierno  arribó  en  1765  a  Nueva  España  el visitador José de Gálvez, quien se encargaría de radicalizar el absolutismo monárquico y de iniciar  un proceso por  el  cual  los reinos de la América  hispánica septentrional  comenzaron a ser tratados como  colonias. Sin embargo, las reformas  con sus  criterios de  orden aterrizaron

	 

	
sobre múltiples realidades locales y recibieron respuestas diferenciadas.

	En el caso del obispado de Michoacán, cuyos territorios abarcaban desde las costas del océano Pacífico hasta Guadalcázar, en el  extremo  norte  de  la  provincia  de los Chichimecas, las muestras de rechazo a la nueva política encontraron su punto álgido cuando el 25 de junio de  1767 los representantes del rey intentaron hacer efectiva la cédula de Carlos III para la expulsión de la Compañía de Jesús de los territorios de la Monarquía Hispánica. El decreto provocó      una      fuerte      resistencia      popular,      principalmente      indígena,      en      un      conjunto      de poblaciones del obispado michoacano que tenían en común la importante y añeja presencia de los jesuitas. Dichas expresiones de insubordinación fueron vistas por Gálvez como una oportunidad inmejorable para organizar una expedición punitiva y ejemplarizante, dirigida a restaurar mediante el terror la dominación absoluta del monarca sobre  sus  vasallos,  pero también a imponer medidas de gobierno que fortalecieran la institucionalidad hispánica en las regiones afectadas por los tumultos, algunas de las cuales habían desarrollado muestras de inconformidad a las medidas de los funcionarios del rey meses antes del decreto de expulsión. En  poblaciones como Guanajuato, Pátzcuaro, Uruapan, o en la misma Valladolid, se habían  presentado protestas y tumultos contra los reclutamientos forzados o del pago de contribuciones fiscales consideradas injustas. Incluso los mulatos de Valladolid habían buscado en 1766 la mediación del obispo Sánchez de Tagle para la derogación del aumento del tributo.45  En octubre del mismo año los indios, mestizos y mulatos de Pátzcuaro, al grito de

	«¡Viva la Gracia  de  Dios,  muera el  mal  Gobierno!»,  se  habían  sublevado  contra  el alistamiento para la formación de milicias pensando que se trataba de nuevas levas forzadas.46   Sin embargo,  ninguno  de los escenarios de insubordinación ocurridos en los meses  previos a    la expulsión de los jesuítas alcanzó los niveles de lo que sucedería en la provincia de san Luis Potosí  y sus  alrededores entre  mayo  y julio de 1767. El  epicentro de aquellos acontecimientos lo encontramos en el eje formado por la ciudad de San Luis Potosí y el Real del Cerro de San Pedro Potosí, poblaciones simbióticas que históricamente habían generado una muy particular relación  de conflicto.

	El descubrimiento  del  Cerro de San Pedro en 1592 había sido el  estímulo  necesario para  el aseguramiento hispánico de la zona chichimeca tras el  prolongado y violento enfrentamiento con los guachichiles. Ante las limitaciones del espacio en el sitio minero, los descubridores, encabezados por el capitán mestizo Miguel Caldera, fundaron a cuatro  leguas  de distancia un pueblo para españoles denominado San Luis  de Mezquitique o San Luis  Minas  del Potosí. Con el impulso  sostenido  del  oro  y la plata,  y la apertura  de  rutas  comerciales,  la región de  San Luis quedó articulada en breve tiempo gracias a  una  abundante  migración  y  fundación  de pueblos de indios de muy diversas filiaciones, a la llegada de numerosos negros y al establecimiento de jurisdicciones espirituales. En medio de intensos procesos de mestizaje, de especialización laboral y de conflicto por tierras  y  aguas,  pero  sobre  todo  ante  la consolidación del pueblo español de San Luis Potosí como la capital de toda la provincia, la región creció en importancia y bajo el peculiar estatuto de frontera. Con ello los pueblos  de indios, los españoles propietarios de esclavos y los mestizos pudieron negociar, por ejemplo, exenciones  tributarias por  su asociación al  trabajo minero.

	 

	
Lo anterior se tradujo en un contexto  marcado  por  formas  permanentes  de  violencia social, por dinámicas relaciones interétnicas y por prácticas de contrabando, evasión fiscal  y fraudes a la Real Hacienda, que dan muestra de una sociedad que operó en función del clientelismo, la complicidad y la negociación permanente de la ley con las autoridades locales integradas por los oficiales del rey, quienes por lo general aprovechaban su posición para desarrollar negocios en el seno de una economía organizada en  torno  a  la  minería.47  A diferencia de otros reales mineros  como  Zacatecas  o Guanajuato,  donde  la ciudad, los  barrios de indios, los operarios y las  minas  coexistieron en el  mismo  espacio,  en San Luis  Potosí  y Cerro de San Pedro la separación geográfica dio lugar a una fuerte separación social entre los dueños de las minas y los operarios mineros. La mayoría de los primeros fueron propietarios absentistas que delegaron en capataces la organización de las cuadrillas que laboraban directamente en el Cerro Potosí novohispano. En contraste, para el siglo XVIII los habitantes de Cerro de San Pedro, mayoritariamente mestizos, se habían movido con gran autonomía y se consideraban a sí mismos como los auténticos mineros, consolidando una identidad propia que  les llevó a ser conocidos como «los serranos», a quienes los españoles criollos y peninsulares   de San Luis tenían por altaneros y veían con desconfianza.

	A estas tensiones se agregaban otras derivadas  de  los  cambios  demográficos  y  de  la presión sobre los recursos de la zona. El crecimiento poblacional durante la primera mitad del siglo XVIII  dio lugar,  por  ejemplo, a la formación de asentamientos  irregulares  de migrantes  en el entorno rural de la ciudad española, como los ranchos de la Concepción y la Soledad.48 El acaparamiento  de  tierras  por  parte  de  haciendas  y algunas  órdenes  religiosas,  muchas  veces por la vía del despojo a los pueblos de indios, también se había convertido en un agravio que desacreditaba a la real justicia.49 El ejemplo más representativo fueron los carmelitas de San  Luis,  quienes  para ampliar sus  territorios y rentas  habían aprovechado la erosionada memoria de diversos pueblos sobre sus títulos originales  y  dotaciones  de  tierra,  afectando especialmente al pueblo de San Cristóbal del Montecillo y al antiguo pueblo de guachichiles y pames de San Nicolás del Armadillo.

	La situación también incluía una carga de potencial  odio  social,  el  mismo  que  se materializó,  como  señalamos  unas  líneas  más  arriba, en mayo  de  1767. Todo  se  inició el  día 10 de dicho mes en el Cerro de San Pedro, cuando los serranos se opusieron a dos bandos de policía y buen gobierno: el primero les prohibía portar armas, y el segundo obligaba a los vagabundos a elegir un oficio de provecho. La reacción de desacato fue muy violenta:  los serranos apedrearon y expulsaron del pueblo al  teniente  de alcalde de San Luis  Potosí, Ignacio de Uresti, quien había hecho públicos los bandos en la plaza de San Pedro. En esos días, en la plaza principal de la ciudad de San Luis se pregonaron los mismos bandos  sin  mayores incidentes, hasta que el día 26 por la noche el alcalde ordinario Antonio Quirós detuvo a tres indígenas que portaban armas cortas: uno de la ciudad, otro del barrio indígena  de  San Sebastián y uno más del barrio de San Cristóbal del Montecillo.50

	La respuesta tampoco se hizo esperar: el día 27 se presentó ante Quirós una multitud procedente  de  San Sebastián encabezada  por  su alcalde,  demandando  la  liberación del  preso; lo mismo hicieron los del Montecillo. Ante el peligro de una sublevación, Quirós entregó a los

	 

	
detenidos, logrando que la multitud se retirara no sin antes apedrear la casa  del  alcalde  y la cárcel  pública,  además  de  gritar  encendidos  «mueras»  al  alcalde  mayor.  Estimulados  por  lo que consideraron en ese momento un triunfo, los del  Montecillo  decidieron  encauzar  sus protestas hacia la resolución de viejos  conflictos  por  las  tierras  en  contra  de  los  voraces padres carmelitas de la ciudad. Sabedores de la actitud retadora de los  serranos,  quienes  también tenían añejos conflictos por las tierras con los dueños de las minas, los del Montecillo decidieron proponerles una alianza, la cual se pactó hacia el 30 de mayo. En este contexto, el gobernador indígena de San Nicolás  del  Armadillo,  Atanasio  de  la  Cruz,  decidió  lanzarse contra los arrendatarios de tierras que consideraba propias  de  su  pueblo  y  que  habían usurpado los carmelitas. Los del Armadillo actuaron con fuerza quemando milpas y exigiendo para ellos la renta, pero sobre todo, decidieron unirse a los serranos. Ante el asombro de las autoridades locales, el movimiento de reivindicación  de  tierras  crecía  y  se  extendía  a poblaciones tan lejanas como  Venado  y Hedionda.

	En el entorno inmediato, los rancheros de La Soledad y La  Concepción,  así  como  los habitantes del Real de los Pozos, también se integraron en el movimiento. Para entonces ya era visible el liderazgo que habían adquirido los serranos a través de dos operarios mineros, José Patricio Alaniz «el cojo» y Juan Antonio Orosio. Bajo  su mando,  los  serranos  y todos  sus aliados tomaron la ciudad de San Luis Potosí el sábado 6 de junio, con el fin de obligar a las autoridades a pactar. Lo hicieron a través de unas capitulaciones que presentaron al alcalde mayor, y que integraban demandas relacionadas con el  trabajo minero  y con los derechos que Cerro de San Pedro consideraba pisoteados. Dichas capitulaciones fueron redactadas, además, bajo una retórica de formal vasallaje hacia el rey. Como parte medular de sus demandas, los serranos exigían los documentos con los privilegios y facultades que al Real de Cerro de San Pedro le habían sido concedidos por la Corona, «como son las sedulas y papeles que Nuestro Rey le hizo merced, por hallarnos mui necesitados de  ellos  y  estar  experimentando  lo  contrario [...] pues siendo Nosotros los perfectos Mineros vivimos sumerxidos a tanto impedimento,  pues  nos  niegan todo  lo que necesitamos».51

	Los serranos habían perdido la memoria documental de sus prerrogativas  y necesitaban saber cuáles eran sus derechos y sus tierras. De acuerdo con Felipe Castro, esta exigencia era fundamental para las reivindicaciones agrarias de todos  los  involucrados en el  tumulto,  pues partió de la posibilidad de que los serranos pudieran demostrar el derecho original que tenían sobre grandes  extensiones  de tierra y recompensar  con parte de ella a sus  aliados.52  En cuanto  a  sus  reivindicaciones  laborales, los  serranos  exigieron a  la autoridad reconocer  el  principio de que la mina fuese de quien la trabajase, en respuesta a los abusos que padecían por parte de los propietarios absentistas:

	 

	[...] que todos los Señores de esta Ciudad que tuvieren Minas en este Real las trabajen como es costumbre para que tengan Derecho en ellas, porque de no ser assi pierden el Derecho de ellas, por quanto experimentamos que un Pobre de nosotros las estamos fomentando con nuestras cortedades porque ni sombrero, ni paño de pesqueso, ni señidores, hasta las naguas de nuestras Mugeres están seguras de empeñar para las velas para trabajar las Minas, y luego que Dios  da  alguna  cosa buena  comparese su Dueño alegando mil Derechos, y por  hallarnos  sumergidos  en nuestras

	 

	
cortedades nos allanamos a mostrarles lo descubierto sin que les cueste nada a dichos Señores...53

	 

	Pidieron también que los diputados de la minería rindieran cuentas sobre el Real de Plata  que tiempo atrás se quitaba a cada marco declarado y que debía ser usado para el adorno de la iglesia, pues al templo no  había llegado nada.  Exigieron además  restituir  los  domingos  como los  días  oficiales  para ensayar  metales,  así  como  un ensayador  capaz y justo  para fijar  la ley de los mismos. Por último, demandaron liberar de los nuevos  impuestos  a  los  habitantes  de Cerro de San Pedro y de los pueblos de su comarca, es decir, a todos  los  aliados  en  el movimiento, por su contribución al mantenimiento general de la minería,  dejando  claro  que pedían este privilegio «no  apartándonos  de lo que  es Ley y leales vasallos de su Magestad».  En varias partes de las capitulaciones los serranos se denominaron como «nosotros, los  operarios, amos y mineros de este Real, porque los  que  se  nombran  en  esta  ciudad  por Mineros ni  trabajan Mina ni  se meten en nada».54

	A las anteriores demandas se agregaron otras realizadas verbalmente por  los  diferentes pueblos aliados de los serranos:  extinción del  estanco  del  tabaco; eliminación de la alcabala  de leña, carbón, liga y greta; eliminación del pago al obligado de la carne; facultad de las poblaciones para cambiar al teniente de alcalde y libertad para portar armas. Impotente ante la presión de la multitud, el alcalde mayor Andrés de Urbina hubo de aceptar todas las demandas para proteger a los vecinos de un posible estallido de  violencia.  Antes de  retirarse,  los  rebeldes liberaron a veinte  presos  de la cárcel  pública, lapidaron las  casas  reales  y la casa  del recaudador de tributos, saquearon tiendas y destrozaron el Real Estanco, todo entre  gritos  que manifestaban un odio racial hacia los gachupines. De esta  forma,  y  gracias  a  la intervención de los franciscanos, los  sublevados  se  retiraron al  Montecillo  para  celebrar  lo que  consideraban una  gran victoria.55

	La situación de indefensión de la ciudad se puede apreciar en  la  sesión  secreta  del cabildo celebrada el domingo 7 de junio, en la que Urbina hizo un informe de lo sucedido y discutió las posibles medidas para recuperar el control de la situación. Las autoridades y los principales vecinos reconocieron entonces el «ningún resguardo y defensa que tiene esta ciudad»,56 situación que les llevó a esperar la respuesta del virrey marqués de Croix, quien semanas  antes  había sido informado  sobre los  incidentes  de Cerro de San Pedro. Así, entre  el 8 y el 24 de junio la región vivió una situación insólita: por un lado, los principales vecinos españoles hacían esfuerzos por recuperar la lealtad de diversos gobernadores de los barrios indígenas; por el otro, los serranos y sus  aliados indios y mestizos  de toda la comarca ejercían  el  control  y mostraban la pérdida total  de respeto hacia la autoridad. En este contexto  llegó a   la ciudad la orden del  monarca  para expulsar  a los padres de la Compañía  de  Jesús, acción   que por órdenes del marqués de Croix debería ejecutarse simultáneamente en todos  los  territorios novohispanos  el  jueves 25 de junio.57

	Sin haber llegado a tiempo el apoyo que envió el virrey desde Querétaro, Urbina intentó ejecutar la Real Cédula, y en la madrugada de aquel día se la  notificó  al  rector  y  a  la comunidad  del  colegio jesuita de San Luis,  quienes  asumieron plena obediencia. Sin embargo, en un acto  de  extrema  torpeza,  el  alcalde  ordenó proclamar  la voluntad  del rey en la Plaza

	 

	
Mayor, acción que atrajo a una multitud de indios y  mestizos  de  los  barrios,  quienes  al enterarse del decreto, estallaron en un violento  tumulto  que  obligó  a  suspender  el obedecimiento. Episodios similares se vivieron en otras poblaciones  del  obispado  de Michoacán, como en San Luis  de la Paz y Guanajuato, en la provincia de los Chichimecas. Al  día siguiente Urbina lo intentaría  de nuevo,  ahora  con el  auxilio  del  recién llegado Francisco de Mora, hacendado y capitán de milicias  que  desempeñaría  un  papel  fundamental  en  la defensa de San Luis. Mas el intento volvió a fracasar  cuando  la  multitud  interceptó  los carruajes en los que eran transportados los jesuitas, a quienes cargaron, contra su voluntad, de regreso a su colegio. De acuerdo con Felipe Castro, habrían sido alrededor de diez mil los rebeldes que  participaron en esta acción en la que  se repitió la liberación de presos, incluido   un famoso delincuente llamado Pablo Vicente  de  Olvera, quien al  verse  libre rompió  la picota de la plaza, persiguió a sus captores y encabezó actos de saqueo.58 El tumulto también intentó linchar  al  alcalde y a todos los españoles, quienes  lograron salvarse gracias a la intervención  de miembros del clero secular y regular. El sábado 27 la ciudad estaba en  manos  de  los sublevados.

	Ante el temor de un ataque de los serranos y sus aliados, los vecinos españoles buscaron refugio en los conventos y los encargados de la  Real  Caja  trasladaron  el  real  haber  al convento  del  Carmen.  Era un temor  más  que  fundado.  Desde las capitulaciones del  6 de junio los  serranos  habían mantenido  contacto  con diversos  gobernadores  indígenas,  principalmente con Atanasio  de la Cruz en Armadillo, expresando  en diversos tonos  su deseo de acabar  con los gachupines,  quedarse con sus  bienes y tomar  a sus  mujeres  como  concubinas  y sirvientas. Los serranos se autodenominaron desde entonces los «muy Poderosos Señores del Cerro»,59 y llegaron al extremo de nombrar «rey de los serranos» al «cojo» Alaniz. Estos arrebatos monárquicos de cultura popular, que incluso rayaban en la ingenuidad política, no fueron exclusivos de los serranos. De acuerdo con el provincial franciscano  fray Manuel  de  Escobar, los indígenas  de diversos pueblos involucrados en los tumultos  llegaron a plantear  «[... ] en    sus conciliábulos, que assi como tres Reyes adoraron a Christo nuestro Bien, y Señor,  Rey blanco, Rey negro, y Rey pardo; el Rey blanco dominase, y gobernasse á los Españoles, el Rey negro a los Ethiopes, y el Rey pardo á los Indios naturales».60 El uso de la imagen de los tres Reyes Magos  como  alegoría de la raíz social  novohispana  muestra  además  la existencia,  para el siglo XVIII, de una  idea de proceso histórico que  involucró a los que  estaban en la tierra, a  los que llegaron para conquistarla, y a los que fueron traídos a la fuerza, quedando sin consideración en este esquema las para entonces denominadas «castas».

	Fue entonces cuando Francisco de Mora se puso a la cabeza de la ciudad y, en los días subsecuentes, con la ayuda de fray Manuel de Escobar, convenció a los gobernadores de los barrios indígenas de San Luis para rendir fidelidad al  rey  y  apoyar  la  expulsión  de  los jesuitas. A la par, Mora se encargó de formar sigilosamente una milicia  voluntaria  e  intentó recuperar la normalidad en la ciudad abriendo los comercios y celebrando con  una  misa parroquial la nueva paz. Debilitada así la capacidad de  los  pueblos  para  mantener  su  coalición rebelde, Mora citó a comienzos de julio en San Luis  a los  principales  de Cerro de  San Pedro para que hicieran pública su lealtad al rey. A pesar de sus delirios monárquicos,

	 

	
estos se presentaron con Patricio Alaniz «el cojo» y con José Antonio Orosio a la cabeza, y juraron obediencia. En esta aparente situación de calma, Mora  planeó para el  9 de julio un  nuevo intento de expulsión de los jesuitas; sin embargo, el plan trascendió e  hizo  que  los serranos y sus aliados comarcanos tomaran la ciudad el miércoles 8 por la tarde, pretendiendo

	«[...] a viva fuerza,  llevarse los Religiosos de la Compañia  al  dicho Serro de San Pedro».61   Mas  las condiciones habían cambiado y muchos  pobladores de los barrios indígenas  de San  Luis se habían unido a Mora, quien el jueves por la mañana se enfrentó con sus aliados y milicianos a los rebeldes cerca del pueblo de Tlaxcalilla. Tras una batalla con saldo de varios tumultuarios muertos, estos fueron derrotados, perseguidos, y muchos de ellos extraídos por la fuerza de diversos sitios sagrados  donde  habían  intentado  obtener  refugio,  incluido  el delincuente  Olvera.

	A pesar de la victoria, Mora decidió suspender el intento de sacar a los jesuitas para concentrarse en la persecución de los cabecillas. Para ello integró una fuerza con vecinos y algunos flecheros pames que mandó traer de la misión de la Divina Pastora fundada por él mismo.62 Con ese pequeño ejército, el domingo 12 de julio Mora  se trasladó a Cerro de San Pedro y, tras sitiarlo durante dos días,  logró  que  los  pobladores  rindieran  vasallaje  y colaboraran para la captura de varios alzados, incluido  José  Antonio  Orosio.  Desde  ahí escribió a diversas poblaciones comarcanas  para pedir la entrega  de más  implicados, además  de una carta al gobernador Atanasio de la Cruz. Este ignoraba entonces que  Mora  había encontrado en San Pedro la correspondencia que Orosio y «el  cojo»  Alaniz  habían intercambiado con varios tumultuarios, incluidas ocho cartas que Atanasio había dictado en su casa al escribano Joseph Antonio Benito entre el 17 de junio y  el  7  de  julio.  Las  cartas mostraban cómo desde el 5 de junio, un día antes de la toma de San Luis, el gobernador había sellado su alianza con los  serranos  para  recuperar  las  tierras.  En otra  carta  Atanasio  de  la Cruz manifestó que los del Armadillo «[...] estarían con los serranos  hasta  ver  el  fin de  la nueba ley que buscaban, y la buena fee, o acavar con los Gachupines».63  La  alianza  incluía  el envío al Cerro de San Pedro de cien indios del Armadillo con arcos, flechas y hondas, quienes servirían de guardia personal a los cabecillas. Según fray Manuel de  Escobar, Atanasio  de  la Cruz había participado además en reuniones de tumultuarios donde los líderes escogían a las españolas que tendrían como concubinas al triunfar su rebelión. El  fraile  también le  atribuía haber intentado asesinar al cura del Armadillo, postrándolo sobre una mesa para partirlo en cuartos.64

	Tras abandonar Cerro de San Pedro y hacer una escala en los ranchos de La Soledad y La Concepción, Mora regresó a la ciudad el día 15 para llenar la cárcel pública y vitorear en la  plaza de San Francisco al rey. Atanasio de la Cruz se presentó ahí para ofrecerle fidelidad y ayuda. En los días siguientes Mora envío milicias a diversos puntos en busca  de  rebeldes, incluyendo al «cojo» Alaniz, quien se había refugiado  en  una  bocamina  del  Potosí novohispano.  Para entonces  la ciudad esperaba la llegada del  visitador  José de Gálvez,  quien el 9 de julio había salido con sus fuerzas militares desde México, investido por el virrey como

	«comisionado en jefe con amplias facultades». Ante la gravedad de los tumultos que se habían extendido  por  diversas  regiones   del  obispado  michoacano   y  algunos   pueblos  del  norte  de

	 

	
Nueva Galicia, Gálvez se había ofrecido al virrey para encabezar una expedición, restaurar la fidelidad de los vasallos y aplicar las más severas formas de punición del  delito  de  læsæ maiestatis. Tenía claro, además, que las mayores  «atrocidades» se habían presentado en San  Luis  Potosí y su provincia mucho  antes  del decreto de expulsión de la Compañía  de Jesús, por lo que decidió encaminar sus pasos hacia allá. En su trayecto se detuvo en San Luis de la Paz, donde  se  habían presentado tumultos  que  intentaron impedir  la salida  de  los  jesuitas. Desde ahí  proclamó el  14 de julio un decreto impreso por el  que  hacía saber

	[...] a los moradores de estas Provincias de todos estados, y condiciones, que deben tener por traydores al Rey a los que se han opuesto, y embarazado a viva fuerza la  salida  de los  Jesuitas de las tres referidas Ciudades de S. Luís de la Paz, S. Luís de Potosí, y Guanaxuato, y tratarles como Reos de Lesa Magestad [...] pues a quantos continuaren con la osadía de resistir á sus supremas resoluciones, los mandare tratar con el ultimo rigor de la Guerra por  las Tropas que me acompañan, y aprehendidas sus Personas haré en este caso la Justicia con toda la severidad que corresponde a lo enorme de la culpa...65

	 

	Gálvez hablaba en serio: tras cinco días de diligencias en San Luis de la Paz dictó cuatro sentencias de muerte (tres por ahorcamiento y una por arcabuz), con decapitación póstuma y exhibición pública de las cabezas «hasta consumirse», demolición de las casas de los  ejecutados y la siembra de sus terrenos con sal, confiscación de  sus  bienes  y  destierro  perpetuo de sus familias y descendientes. Entre los condenados se encontraba Ana María Goatemala, india viuda que había encabezado la rebelión en defensa de los  jesuitas.  Con la intención de lograr el mayor  tremendismo  posible  mediante  el  carácter  público  y escenográfico de las ejecuciones, Gálvez ordenó  levantar  tres  horcas  y cuatro  picotas  en la plaza, pidiendo a su tropa que permaneciera con las armas «[...] a fin de evitar qualquiera conmoción, pero sin impedir el Concurso del Pueblo  para  su  escarmiento  a  vista  del castigo».66 Las sentencias fueron ejecutadas por  dos  verdugos  la  mañana  del  20  de  julio. Cuatro días después el visitador entró con sus tropas a San  Luis Potosí.  De  inmediato incrementó  las  redadas  por  toda  la provincia  y abrió las  causas  judiciales  contra  los  cientos de presos que para entonces se hallaban hacinados en la cárcel de la ciudad.67 Las redadas incluyeron el despacho de  partidas  militares  rumbo  a  Guadalcázar,  Venado  y Hedionda  hacia el norte, y San Felipe y el valle de San Francisco hacia el sur. En estas poblaciones se habían presentado brotes de rebelión, aunque  no  asociados a la expulsión de los jesuitas. Para el  25   de julio, «el cojo» Alaniz o rey Patricio fue capturado y trasladado a San Luis. Suerte similar corrió Atanasio  de la Cruz,  quien fue  llevado a  prisión tras  haber  colaborado en la detención de varios oficiales indios.68

	Gálvez se concentró en imponer el provecho y el poder con medidas  de  orden administrativo, fiscal y urbano, además de atender  los procesos contra  los insubordinados  de Cerro de San Pedro, Los Pozos, Laguna Grande, el Armadillo, San Felipe,  Valle  de  San Francisco,  Guadalcázar,  Venado  y Hedionda  (jurisdicción de  Nueva  Galicia),  los  ranchos  de La Soledad y La Concepción,  San Luis  Potosí  y sus  barrios  indígenas.  Dispuesto  a maximizar el  efecto  atemorizante  de  las  terribles  penas  que  impondría,  el  visitador habilitó cadalsos

	 

	
especiales en la Plaza Mayor, transformándola en el escenario para una gran carnicería  humana.69 También desplegó su  despotismo  dictando  personalmente  las  sentencias,  desde penas capitales con humillación de los cadáveres hasta azotes, galeras, trabajos forzados a perpetuidad, destierros, embargos y escarmientos morales a los familiares de los condenados. Asombrosamente, Gálvez se vio obligado a ejecutar en primer  lugar  a un muerto:  el  viernes  7 de agosto le informaron de que  en la cárcel pública había fallecido de una  «calentura  maligna» el mestizo Cristóbal de Castro, uno de los  cabecillas  de  los  tumultos  producidos  en  los ranchos de La Soledad. Gálvez lo declaró culpable sin el proceso concluido y ordenó que su cadáver fuese trasladado a la Plaza para ahorcarlo y mantenerlo suspendido  cuatro  horas, tras  las cuales su cabeza sería separada del cuerpo para llevarla a La Soledad y exponerla en una picota frente a la casa que habitó, la misma que debía ser derruida y cuyo terreno había de ser sembrado con sal. Todo se ejecutó al  pie de la letra, con pregón y frente  a la tropa en armas.  Tras su decapitación, el cadáver de Cristóbal fue recogido por la caridad para  darle  tierra sagrada en la capilla de la Vera Cruz.70

	El mismo día 7 Gálvez recibió las causas de los  sediciosos  de  Cerro  de  San  Pedro: sentenció a morir en la horca como culpables de  læsæ maiestatis  a  diez reos,  incluyendo  a Patricio Alaniz «el cojo» y a José Antonio orosio. Al día siguiente fueron  ejecutados  y sus cadáveres permanecieron suspendidos seis horas en las horcas a la vista de la población y sus familias, que fueron obligadas por Gálvez a desfilar bajo los cuerpos  como  inicio  de  su destierro. En ese lapso también se aplicaron penas de azotes. Por la tarde los cuerpos fueron decapitados y rescatados por la  caridad  para  su  entierro  en  terreno  sagrado.  Las  cabezas fueron trasladadas a sus respectivas casas en Cerro  de  San  Pedro,  Monte  Caldera  y  la hacienda de La Sauceda, donde se realizó la demolición y la salación de los terrenos. Ante la fuerte  carga  de trabajo para el  verdugo  local, Gálvez ordenó traer  uno  más  desde San Luis  de la Paz, pidiendo al cabildo de San Luis Potosí que disponga del pago de seis  pesos  por ejecución, que se dividirían entre ambos verdugos.71 El visitador no exageraba.

	Para el miércoles 12 de agosto recibió las sumarias contra los amotinados de Los Pozos y Laguna Grande, condenando a pena de muerte por horca al mestizo Pablo de la Cruz, conocido comúnmente como «el Gran Señor», natural y vecino de Laguna Grande; al indio  Francisco Xavier de la Trinidad y a Joseph de la Trinidad, conocido como «el español» o «chepe el  gordo», ambos de Los Pozos. Un vecino más, Domingo de San Pedro, fue condenado  a doscientos azotes. El viernes 14 de agosto, hacia las once de  la  mañana,  los  reos  fueron  sacados de la cárcel y trasladados a la Plaza sin pasar por lugar sagrado. Tras  escucharse  el pregón: «¡Esta es la justicia que se manda  hacer  en este  reo  por  rebelde  y sedicioso!»,  el verdugo  procedió a ejecutar  por ahorcamiento  a los condenados. Acto  seguido  fue  sacado de  la cárcel Domingo de San Pedro y llevado a la Plaza montado en un  asno.  Con  el correspondiente pregón de fondo le fueron  dados  los  doscientos  azotes  para  después desterrarlo. Tras seis horas, los cuerpos de los ajusticiados fueron descolgados y decapitados, repitiéndose el procedimiento de las picotas frente a sus  casas  derruidas  y  los  terrenos  salados, además de la confiscación de bienes y del destierro de familiares y descendientes.72

	El miércoles 19 de septiembre, Gálvez recibió la sumaria contra los sediciosos de San

	 

	
Nicolás del Armadillo. El visitador  subió el  tono  de la punición y aprovechó para iniciar  lo  que sería el proceso de desaparición de algunos pueblos de indios y sus históricos privilegios. Comenzó por condenar al gobernador Atanasio de la Cruz a  pena de  muerte  por estrangulamiento, partición de su cadáver  en cuartos  mediante  caballos  y decapitación, «[... ] para que sirva de condigno castigo, y exemplar  escarmiento  a  todos».  Condenó  además  a muerte por ahorcamiento y decapitación póstuma a los  indios  Lorenzo  de  la  Cruz  y Miguel Ángel, gobernadores antiguos del Armadillo, y  a  Vicente  Rangel,  Juan  de  Dios  Germán, Nicolás de la Cruz, Marcos de la Cruz, Matheo de  Vega  y  Blas  del  Castillo,  todos  indios naturales del Armadillo y cabecillas de la sedición. Al indio José Antonio Benito, quien escribiera las ocho cartas que Atanasio de  la  Cruz  intercambió  con  los  líderes  serranos, Gálvez lo condenó a muerte por ahorcamiento, decapitación póstuma y  corte  de  la  mano derecha. Por último, al regidor del cabildo indígena, Juan Francisco Rodríguez, lo condenó  a muerte  por ahorcamiento.73

	El visitador argumentó que los sentenciados, como representantes de  su  república, establecieron una alianza con los serranos y violaron la fidelidad al rey, condenando así como traidora a toda la república de indios  del  Armadillo.  Por  esa  razón,  Gálvez  dispuso  que además de repartir las cabezas de los ejecutados en picotas frente a sus casas derruidas y sus terrenos salados, fuesen también derruidas las casas  del  cabildo  indígena,  y  tras  salar  el terreno, se repartiesen en sus cuatro esquinas los cuartos de Atanasio de la Cruz dispuestos en picotas, y se colocase en el centro, clavada en un palo, la mano del escribano Joseph Antonio Benito, «en parte de satisfacción por  el  execrable  delito  cometido  en  las  infames, escandalosas y calumniosas cartas que escribió de  orden  de  su  Governador».74  Según  fray Manuel de Escobar, Gálvez habría ordenado descuartizar a Atanasio de  la  Cruz  por  haber intentado dividir en cuartos sobre una  mesa a su párroco.75  Esta versión aparece en el sermón que Escobar leyó el 6 de octubre en la última jornada de ejecuciones en la plaza de San Luis, y  no  parece corresponderse con las  verdaderas  intenciones  del  visitador, quien habría  decidido la sentencia de descuartizamiento como parte de su retórica para castigar  y hacer  desaparecer  por completo la histórica república de indios del Armadillo. De hecho, y contraviniendo el correcto procedimiento  que  implicaba descuartizar  al  reo con vida, Gálvez dispuso la muerte  de Atanasio previa al descuartizamiento, en una decisión que lo muestra más interesado en el mensaje de la infidelidad que en escarmentar mediante el dolor extremo al reo.

	El viernes 21 de agosto, hacia las diez de la  mañana,  los  condenados  del  Armadillo  fueron sacados de la prisión y llevados al  cadalso. Tras  los pregones, los verdugos  ejecutaron   a los diez condenados a la horca. Acto seguido se procedió contra Atanasio de la Cruz:

	 

	[...] puesto encima de una meza fixada de firme en dicha Plaza, en la que se le ató de pies y manos echándole un dogal al cuello, y por devajo de dicha meza, se le apretó por dicho Trinidad con una barra de fierro introducida por dicho Dogal, en la que rindió enteramente la vida, quedando cadáver elado, en cuyo acto se le pegaron quatro  Cavallos a los quatro extremos de su cuerpo, del que dividieron cada pierna y brazo por su lado y arrastraron por la Plaza; los que se recojieron y colocaron otra vez debajo de la insinuada messa, hasta que siendo como a cosa de las quatro y media  de  la  tarde  [...] fueron vajados  de  la  Horca  los  referidos  diez cuerpos  de  los  ajusticiados, por el

	 

	
mencionado Trinidad, y vajo del mismo suplicio, se cortaron las cavessas y también la mano derecha del mencionado Joseph Antonio Benito, a exepcion de la caveza de Juan Francisco Rodríguez...76

	 

	Tras recoger la caridad los cuerpos de los  ajusticiados  para  darles  tierra  sagrada,  el verdugo Xavier de la Trinidad, indio natural de San Luis Potosí, salió de inmediato con los despojos rumbo a San Nicolás del Armadillo, custodiado  por  dragones  y  soldados  de caballería ligera. Al llegar recibió la ayuda del teniente de  alcalde  Francisco González Mello para concluir la demolición de casas, la salación de  terrenos  y la  distribución de  cabezas, cuartos y mano en los espacios designados. Finalmente, fueron confiscados los bienes de todos los reos y expulsados de la provincia para siempre jamás sus mujeres e hijos, así como sus descendientes.

	En el mes  de septiembre, Gálvez atendió los procesos para la punición de sediciosos de   las poblaciones más lejanas. El día 2 dictó sentencia en la causa que había seguido contra los insultos del ranchero mestizo Asencio Martín y  los  naturales  del  barrio  de  Analco  en  San Felipe. Martín era un viejo dolor de cabeza para los  oficiales  reales;  se  le  conocían expresiones escandalosas, como decir que  deseaba acabar  con los gachupines  para coronar  a  un criollo. Simpatizante y seguidor del desarrollo de los  tumultos  de  los  serranos  y  sus aliados, Asencio llegó a calificar al virrey y a los españoles de «judíos» y  «crueles».  El visitador disolvió la república de indios de Analco y condenó a la mayoría de sus miembros a presidio perpetuo. Asencio Martín fue ahorcado en la plaza de San Felipe y decapitado póstumamente. Su cabeza se colocó en una picota  en su rancho,  «y su cadáver  se  consumió  entre voraces llamas, y convertida en cenizas la infame lengua atrevida contra Dios, contra el  Rey, y contra sus Españoles». Sus cenizas fueron lanzadas al viento. Entre los días 3 y 18, los enviados de Gálvez se encargaron de los sublevados del Valle de San Francisco, Guadalcázar, Venado y La Hedionda. El  visitador  condenó  a  horca  y decapitación póstuma  a  veintiún reos de dichas poblaciones; uno más de Venado fue condenado a horca, con corte de la lengua y decapitación póstuma por blasfemar  contra  Dios  y  el  rey;  otros  dos,  también  de  Venado,  a horca con decapitación póstuma  y corte de las manos  por golpes  contra  un religioso.77

	Gálvez dejó para el  final  el  castigo  de los  tumultuarios  de la ciudad de San Luis  Potosí, sus barrios y términos. El 3 de octubre, en su sentencia en contra de La Soledad, condenó  a  muerte por horca y sin mutilaciones póstumas al herrero español Juan de Ávila, por haber capitaneado a los rebeldes que  intentaron cargar  con los jesuitas hacia el  Cerro de San Pedro   el 9 de julio.78 El día 5, Gálvez dictó sentencia contra San Luis y sus barrios. Fue condenado a horca con decapitación póstuma el español Pablo Vicente de Olvera, cuya cabeza sería de inmediato colocada sobre la picota pública que había quebrado con el martillo de la cárcel cuando los tumultuarios permitieron su fuga; Olvera, además, había  robado  en  tiempo  de tumulto, uno de los delitos más execrables dentro del modelo alfonsino de justicia.79 También fueron condenados a horca y decapitación póstuma Patricio  Jacobo  Martínez,  gobernador indígena del barrio de Santiago; Luis Pérez de los  Reyes,  gobernador  indígena  de  San Sebastián; Pedro María Candelaria, alcalde indígena de San Sebastián;  Antonio  Manuel  de Eguía,  alcalde indígena  de San Cristóbal  del  Montecillo; y Anastasio  de  Santiago,  teniente

	 

	
indígena de El Montecillo. Por último, fueron condenados a muerte por horca y  mutilación póstuma de las manos derechas Toribio Nicolás de Santiago, escribano de San Sebastián, y Sebastián de Jesús, escribano de El Montecillo. Todos sufrirían el derribo  de  casas,  la  salación de sus terrenos, la confiscación de sus bienes y el destierro de sus familias y descendientes.80

	Al igual que en  el  caso  del  Armadillo,  Gálvez  aprovechó  el  momento  para  castigar  y hacer desaparecer las repúblicas de indios en los  barrios  de  la  ciudad.  Comenzó  por  sentenciar el retiro del escudo real de las casas de comunidad de Santiago, San Sebastián y el Montecillo en castigo por las «pláticas sediciosas» celebradas en ellas, inhabilitándolas para siempre como sitios de congregación de indios. Con excepción del pueblo de Tlaxcalilla, el visitador privó a los seis barrios restantes  «de las prerrogativas de Pueblos que  gosavan y de  que puedan jamás tener  Governadores, Alcaldes, ni  otros Oficiales de República». Condenó a los indios y a la plebe de San Luis a pagar aportaciones extraordinarias en dinero y mano  de  obra para el sostén de las milicias y la  construcción  de  obra  pública.  Por  último,  y en una especie de condena moral e histórica, Gálvez sentenció a los indios de la ciudad, sus barrios, pueblos, reales de minas y estancias de la provincia  de San Luis  a no  montar  a caballo, a no portar armas de ningún tipo y a vestir, los hombres, con tilmas y sin patillas, y las indias, con huipiles. También les prohibió usar traje español «que se havían adaptado y con el que estaban mui insolentados, confundiéndose al mismo tiempo con los  Mulatos  y  Mestisos»;  se  les prohibió anteponer  el «Don» a sus  nombres  y celebrar reuniones  en comunidad  sin el permiso del alcalde mayor.81

	Los  suplicios capitales se ejecutaron el martes  6 de octubre en una  larga función pública que incluyó una plática doctrinal por parte de fray Manuel de Escobar y un discurso del mismo Gálvez. Así, para  el  mediodía,  en el  centro  de  la Plaza  Mayor  de  San Luis  Potosí  pendían ocho cuerpos de las horcas, incluido el del herrero Juan de Ávila, además de la cabeza  de  Olvera en la picota y su tronco al pie del cadalso. En su sermón, Escobar  comparó  a Gálvez  con un segundo Moisés; calificó también a los sediciosos de espurios, adulterinos, bastardos, congregación  de  malhechores,  insolentes,  perturbadores,  infelices,  ínfima   plebe,  miserables,

	«pobres Indios, Mulatos, y Lobos, que solo subsisten por la  christiana  piedad,  y  Real clemencia de nuestros esclarecidos Monarchas».82 Tras la intervención de Gálvez, los cuerpos fueron bajados y mutilados de acuerdo a la sentencia, con excepción del de Juan de Ávila, que  fue amortajado con el hábito de San Francisco. Finalmente, en un alarde de misericordioso despotismo, el visitador  patrocinó el  miércoles  7 una  función en la iglesia  parroquial  por  el alma de los ajusticiados, así como  un túmulo  de  cinco  cuerpos  con luminarias.83  Cinco  días más tarde, Gálvez salió rumbo a Guanajuato para iniciar una segunda etapa de escarmientos; abandonaba la región después  de  sesenta  ejecuciones,  cientos  de  destierros  y  más  de quinientos condenados a presidio perpetuo o temporal, dejando tras de sí uno de los episodios  más negros de la historia de la justicia  penal  de  la Monarquía  Hispánica  en el  Siglo de  las Luces.

	 

	
		Conclusiones



	 

	
Los  factores que  influyeron en el  origen de las múltiples  acciones de rebeldía en la provincia  de San Luis Potosí en 1767 han representado un reto interpretativo para la historiografía. Es evidente que las diversas expresiones de repudio que padecieron los oficiales del rey tuvieron como  fondo  una  serie de agravios acumulados  durante  décadas, los mismos  que  se agudizaron a partir de las reformas ultra-regalistas que afectaron ámbitos locales, sobre  todo  las  de carácter  fiscal.  Podemos  apreciar  así  una  combinación  entre  las  conflictividades  específicas de cada región y los impactos de diversas medidas de gobierno que incidieron en todos los rincones de los reinos americanos. En otras palabras, las denominadas «reformas borbónicas» tocaron aspectos culturales muy profundos del ámbito americano, generando resistencias entre diversos grupos sociales que consideraron violentadas las formas tradicionales que habían construido para negociar  con la autoridad. La  naturaleza  despótica de las  reformas  contribuyó  al crecimiento de una percepción muy extendida en torno a la inutilidad de los oficiales reales como impartidores de justicia, imagen que paulatinamente se hizo  extensiva  a la figura  misma  del rey.

	Por otro lado, los afanes  reformistas  que  contemplaron incluso la posibilidad de disponer de los capitales eclesiásticos, así como los  proyectos  para  reorganizar  la  administración política del  territorio, no  tuvieron en la Monarquía  Hispánica el  complemento  de una  reforma de la administración de justicia. Los Borbones y sus  ministros,  a  contracorriente  de  lo  que sucedía en otras monarquías europeas en el siglo XVIII, se reafirmaron en las viejas tradiciones jurídicas  representadas  por  el  modelo  alfonsino.  Ello  contrastó,  por  ejemplo,   con  los esfuerzos que hizo la Monarquía por impulsar la Ilustración en ámbitos como  la medicina,  la sanidad pública, la administración, el comercio, los correos, la organización militar y la protoindustria. A partir de 1759,  Carlos  III y sus  ministros  profundizarían en la reafirmación de las estructuras tradicionales de justicia, convirtiéndolas en instrumentos de control político absoluto.

	El caso de San Luis Potosí en 1767 es uno de los mejores ejemplos: muestra cómo la Monarquía Hispánica, a través de uno de sus principales ministros, utilizó el derecho penal  de raíz alfonsina, no como una vía de impartición de justicia, sino como una  estrategia  para recuperar la dominación política y social sobre poblaciones de Nueva España que  experimentaban fuertes presiones y transformaciones. Sin indagar demasiado en las causas profundas de la inconformidad, y sin considerar que  los  tumultos  carecían  de  una  fuerza objetiva para poner  en riesgo la dominación hispánica en la región, Gálvez utilizó las formas  más rancias de punición de los delitos para imponer mediante el  terror  un  modelo  de  obediencia y sumisión que los habitantes de la región jamás habían  experimentado.  En  la selección de castigos que hiciera el visitador asoma también una narrativa  del  vasallaje,  centrada en dramatizar con especial atención los daños y humillación de cadáveres de todos aquellos personajes que intervinieron, de una u otra forma,  en  actos  de  desobediencia  e  insultos a los representantes temporales y espirituales del rey, e incluso a sus símbolos.

	Las acciones que emprendieron los serranos y los pueblos de indios  para  exigir  la abolición de gabelas, la restitución de tierras o nuevas  relaciones de trabajo y de gobierno en  las minas, permiten apreciar la compleja reelaboración que dichos conjuntos sociales  hicieron

	 

	
de los referentes políticos y religiosos de matriz hispánica, desde el uso particular de formas contractuales como las capitulaciones, hasta la delirante  idea  de  traducir  la alegoría  de  los Reyes Magos en una salida política a la pérdida de legitimidad  de  los  representantes  del monarca español. Ello proporciona indicios de la manera  en que los tumultuarios  concibieron una solución de lealtad a Dios, pero con nuevo rey, sin comprender la gravedad de lo que el  poder hispánico entendía histórica y teológicamente como alta traición y sus terribles penas asociadas. En el contexto de una sociedad cuyas formas de reproducción y organización social estaban completamente moldeadas por el catolicismo tridentino,  los  tumultuarios  también dejaron constancia de sus deseos más reprimidos, y que su condición  social  les  impedía alcanzar, como el  concubinato  con las  españolas  más  bellas  de la ciudad o la humillación de estas como  sirvientas. En ese ámbito  local  de inversiones imaginarias  del  orden establecido,   la cédula de Carlos III para expulsar a los jesuitas de sus dominios fue la prueba de que algo inédito y difícil de entender sucedía con el -denominado- más católico de los monarcas. Fue entonces  cuando  Gálvez,  como  su más  atroz representante  en Nueva  España,  dejaría sembrada en la memoria de las poblaciones arrasadas una  buena  dosis  de  odio  social  hacia  los españoles peninsulares.
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		LA JUSTICIA Y EL GOBIERNO POLÍTICO MILITAR DE TLAXCALA ENTRE LAS REFORMAS BORBÓNICAS Y LA INDEPENDENCIA (1786-



	1821):

	LOS  GOBERNADORES MILITARES

	 

	 

	 

	VÍCTOR  GAYOL*

	 

	Al final del siglo XVIII, y tras la aplicación y puesta en práctica de una serie de cuerpos legales reformistas entre las décadas de 1760 y de 1790 con la publicación, entre otros, de las Ordenanza de su majestad1 para el arreglo del ejército y la Real ordenanza... de intendentes,2 la mayoría de las jurisdicciones menores de Nueva España, entre gobernaciones, intendencias y subdelegaciones, quedó a cargo de individuos que ostentaban algún grado en el ejército o las milicias. Este proceso se llevó a cabo con grandes complicaciones y disensos con los miembros de la jurisdicción ordinaria y de otras jurisdicciones especiales (los comerciantes, por ejemplo),3 pero a la postre terminó por afianzarse, hasta el grado de que el fuero militar se convirtió en un amplio paraguas bajo el que se acogieron miembros de diversas corporaciones e instituciones.

	La  presencia de militares  de carrera y la más  amplia  de oficiales  de milicias  en destinos de gobierno provincial, nos invita a reflexionar acerca del desempeño de los titulares de gobernaciones, intendencias y subdelegaciones  en  las  causas  tocantes  a  su  jurisdicción: gobierno, hacienda y guerra, pero sobre todo, la administración de  justicia  en  primera instancia. A vuelo de pájaro, podemos percatarnos de que  la causa  de hacienda  fue  sobre la  cual tuvieron más incidencia en cuanto a novedades, pues los archivos resguardan muchos testimonios respecto a la intensa labor que desarrollaron para lograr no solamente una mejor captación de impuestos, sino también que las soluciones  frente  a  la  crisis  -la  erección  de cuerpos de milicias, por ejemplo- fuesen sin  gasto  para  la  Corona.  Sin  embargo,  la  causa tocante a la administración de justicia, salvo en lo expedito de su solución, parece no haberse visto tocada en sus aspectos fundamentales.

	Después de la crisis de 1808 pero,  sobre  todo,  a  raíz del  estado  de  guerra  que  sufrió Nueva España tras la rebelión de 1810, y a partir del Plan Calleja,  la  militarización  del gobierno local fue contundente.4 No obstante, por la misma razón de que este periodo es  tan complejo, evitaré tocarlo con detenimiento en este texto. Trataré, solamente, de  establecer  algunas coordenadas del proceso de militarización del gobierno provincial en la Monarquía, tomando  como  ejemplo el  caso especial  de Tlaxcala y sus  gobernadores, para luego mostrar

	 

	
con algunos casos la relación entre la militarización  del  gobierno  y  la  administración  de justicia.

	 

	
		La militarización del gobierno y la administración de justicia: Tlaxcala,  Nueva España  y la  Monarquía Hispánica



	 

	Una de las características más relevantes del reinado de la dinastía borbónica fue,  sin duda alguna, la transformación de la forma de gobernar. Los diversos proyectos de reforma de los Borbones, sobre todo de Felipe V y de Carlos III, se vieron limitados en cierta manera por la arquitectura del aparato polisinodial de gobierno y administración de justicia heredado de los Habsburgo, pues, como bien hace notar la historiografía especializada,5 nunca llegó a desarticularse por completo la serie  de  instituciones  en  las  que  la  toma  de  decisiones  -ya fueran en materia de gobierno o de administración de justicia- se realizaban de manera  colegiada: los Consejos y las Audiencias. Sin embargo,  los Borbones  implementaron una  serie de mecanismos  institucionales, comenzando  por la Secretaría del Despacho Universal  (1705), que permitieron que las decisiones del monarca se comunicaran directamente a los diferentes oficiales,  virreyes,  capitanes  generales  y  gobernadores provinciales,  al  margen  de   los consejos, lo que se conocía como «por vía reservada».

	Un estudio reciente,6 y que entra en  abierta  discusión  con  una  percepción  bastante arraigada en la historiografía de que  los Borbones  no  pudieron implementar  reformas  eficaces en el aparato de gobierno y en la administración de justicia hasta la década de 1750,7 una vez terminada  la guerra  de  la Oreja  de  Jenkins  (1739-1748), ha  señalado la importancia  que  tuvo la designación de militares de carrera en puestos clave de  gobierno  a  ambos  lados  del Atlántico desde muchos años antes. El fenómeno se inició en la Península durante la guerra de Sucesión (1701-1713),  y se  aceleró  de  inmediato  terminada  la  misma,  particularmente  en lo que había sido la Corona de Aragón, donde se sustituyó la figura del  virrey por la de capitán general para su gobierno. Paralelamente, varios corregimientos en la Península, sobre todo de carácter estratégico por estar situados en las costas y fronteras, fueron provistos con personal militar. Una vez terminada la guerra de Sucesión, la provisión de  militares  con  larga experiencia castrense en puestos clave de gobierno se extendió a las  Indias  y  aumentó  de manera exponencial, primero con la designación de militares de carrera en los cargos  de virreyes, y luego también en cargos de gobierno provincial en las  Indias.  La  gran diferencia entre estos militares y los anteriores que habían ocupado cargos en las Indias era que ya no se tomaba  tanto  en consideración el  linaje familiar  o el  estatus  social  para su promoción,  como los  méritos  obtenidos  en su carrera, sobre  todo  la desarrollada  específicamente  al  servicio de su majestad.

	El  mejor  ejemplo de ello fue  el  37.° virrey de Nueva  España,  Juan de Acuña  y Bejarano (v. 1722-1734).8 A diferencia de su antecesor, Baltazar de Zúñiga y Guzmán9 (v. 1716-1722), quien provenía de una familia con antiguo linaje de nobleza titulada,10 Acuña era un  criollo limeño, hijo de un oficial que se había desempeñado  como  corregidor  de Quito  y gobernador  de Huancavelica. Su asenso político fue  gracias a sus  méritos  como  militar,  carrera a la  que

	 

	
ingresó joven en la Península (1670) y en la que obtuvo el grado  de  teniente  general  de  los reales ejércitos en 1700. Acuña  tuvo  un destacado desempeño  durante  la guerra  de  Sucesión, sobre todo como gobernador de Mesina, por lo cual Felipe V creó para él  el  título de marqués  de Casafuerte (1709).11 Por este  conjunto  de  circunstancias  podemos  considerar  a  Juan  de Acuña como el primer virrey de Nueva España verdaderamente borbónico, pues, de ahí en adelante, la mayoría de los virreyes tuvieron el mismo perfil: militares de alto rango por cuyos méritos al servicio del rey, generalmente en las armas,  obtenían  títulos  nobiliarios  y puestos clave en el gobierno.

	Para reforzar este argumento me parece importante mencionar que,  a  partir  del nombramiento de Acuña, hubo una  sensible disminución de nombramientos de miembros de la  alta jerarquía eclesiástica para el puesto de virrey. En el lapso de aproximadamente cien años (1584-1696), la Casa de Austria colocó a siete obispos y arzobispos como virreyes de Nueva España,  mientras  que  en un periodo parecido (1734-1821), los Borbones  solamente  colocaron  a tres. Aunque queda todavía por estudiar a fondo y de modo sistemático la función y circunstancias  de  las  nominaciones  de  eclesiásticos  a  la cabeza  de  los  virreinatos  indianos, los cuales no  solían durar  en el cargo más  allá de un año,12  todo apunta  que  se recurría a ellos en momentos de crisis políticas. En ese sentido, los Borbones solamente recurrieron a ellos en  dos ocasiones: a la muerte extraña y prematura de Bernardo de Gálvez (1786), sobrino de José  de Gálvez, y tras el  desatinado gobierno de Garibay, quien asumió  la cabeza  del  virreinato en la crisis política de 1808 que llevó a la deposición del virrey Iturrigaray.

	En cuanto a las jurisdicciones  menores  en  Nueva  España,  cabe  destacar  la  existencia previa de algunas que requerían ser provistas de personal  militar  dada  su  importancia estratégica. Entre  ellas  encontramos,  para  Nueva  España,  la  del  corregimiento  de  Veracruz, para cuya provisión a finales del siglo XVII se debía contar por lo menos con rango militar de maestre de campo; el gobierno y la Capitanía  General  de  Yucatán y Campeche; y la Alcaldía Mayor y Capitanía «a guerra» de Acapulco. A estas  jurisdicciones  se sumaron,  entre  1700 y 1740, las gobernaciones de Texas y la de Tabasco e Isla del Carmen, además de otras  23 a lo largo de toda  América.

	El proceso de militarización del gobierno americano se  aceleró  tras  la  toma  de  La Habana por los ingleses, en 1762, lo cual produjo la creación de nuevas jurisdicciones bajo el cargo de un militar,  como  la Comandancia  de las Provincias Internas  (1776), que  incluía  todo  el septentrión de Nueva España. Con  la  reorganización  territorial  y  jurisdiccional instrumentada a partir de la aplicación de la Real Ordenanza... de 1786 se crearon mandos intermedios entre las jurisdicciones menores y el virrey, los intendentes, algunos de los cuales tenían asociado el  título  de intendente  gobernador,  lo que  implicaba funciones  militares. Este era el caso de la intendencia de Arizpe y la de Durango. Asimismo, siguieron vigentes  algunos   de los antiguos gobiernos militares de las provincias Internas, como las Californias y Nuevo México, que no se asociaron a ninguna intendencia, o los de Texas, Coahuila, Nuevo Reino de León y Nuevo Santander, que aunque se vincularon a la intendencia de San  Luis Potosí,  siguieron estando bajo el mando de un  militar. Hubo  también  gobiernos  militares independientes  de  cualquier  intendente  y bajo  la  supervisión directa  del  virrey,  como San

	 

	
Blas, Colotlán y Nayarit.13 Además de ello, y gracias a la expansión social que tuvieron las milicias y el fuero militar en Nueva España durante esos años,14 muchos de los intendentes y subdelegados tenían grados militares aunque no fuese un requisito obligatorio para su encargo:  los  primeros  generalmente  eran militares  de carrera con grados  de teniente  coronel  o coronel, y la inmensa mayoría de los segundos, si no su totalidad, tenían rango de oficial (por lo menos, capitán) en los cuerpos milicianos.15

	¿Afectó la militarización de las gobernaciones indianas  a los  procesos  de administración de justicia? Podemos decir que sí, en el sentido de que se hicieron más expeditos los procedimientos: característica buscada por los Borbones para el gobierno en función de la disciplina y la lealtad de los provistos. Pero al mismo tiempo, podemos decir que no, pues el carácter militar de los gobernadores provinciales no hizo mella ni transformó la forma  de la  buena administración de justicia: al contrario,  la  afianzó.  Un  caso  interesante  como observatorio para medirlo es la Tlaxcala  del  siglo XVIII.

	 

	
		El gobierno político militar de Tlaxcala



	 

	Caso aparte de la generalidad de las gobernaciones provinciales resulta  la  jurisdicción  de Tlaxcala, ya que su historia es particular. Pero por lo mismo, nos  sirve  para  medir  la generalidad de las reformas en el estilo de gobernar.

	En reconocimiento por sus servicios a Cortés durante la conquista de  Tenochtitlan  y la posterior expansión, los señores tlaxcaltecas lograron conservar el dominio político de  la provincia a partir de un cabildo indio asentado en la ciudad  de  Tlaxcala,  con lo que  fue  el gobierno indio más  importante de Nueva España hasta principios del siglo XIX.16  La  provincia fue dotada de un corregidor español en 1531, denominado alcalde mayor  en 1557 y convertido en gobernador en 1587, cambio de nomenclatura solicitada por el propio gobierno de indios tlaxcaltecas como una forma de subrayar los diversos privilegios de que gozaban. Esta fue la respuesta de Felipe II a la petición de los tlaxcaltecas:

	Haciendo particular memoria del buen celo y fidelidad que tienen a nuestro servicio los indios de Tlaxcala, a imitación de sus pasados y a que es aquella ciudad la más principal de la  Nueva España. Es nuestra voluntad y mandamos que el alcalde mayor se intitule gobernador, y esta forma se guarde en los títulos despachados por nos, o nuestros virreyes, a los cuales ordenamos que tengan mucho cuidado de proveer en este cargo sujetos de calidad.17

	 

	Con esto quiero subrayar que se trató más de  un cargo  revestido con un rango  honorífico que de un puesto de importancia estratégica, como podría ser el de Veracruz, Acapulco o las jurisdicciones fronterizas del septentrión, cuyo gobierno implicaba realmente  la necesidad de tener al frente a una persona avezada en temas de defensa y estrategia militar. Sin embargo, los privilegios tlaxcaltecas jugaron un papel importante a la hora de entrar en disputa por la reorganización territorial y jurisdiccional impuesta por la Real Ordenanza... de 1786. A partir del plan de graduación de las alcaldías  mayores  ordenado por  la Real  Cédula  de 1 de marzo de  1767,  los  redactores  de  la  Real  Ordenanza  integraron  la  jurisdicción  del  gobierno de

	 

	
Tlaxcala como una subdelegación más de la intendencia de Puebla. Los miembros del cabildo indio vieron esto como un atentado contra sus privilegios y, junto con el entonces gobernador español, el  teniente  coronel  Francisco de Lissa, iniciaron una  serie de acciones  para sustraerse a la jurisdicción de la intendencia de Puebla, que pasaron desde el no obedecer los diversos mandatos del intendente, el coronel Manuel de Flon, hasta elevar diversas representaciones a Carlos III y luego a Carlos IV (20 de junio de 1787, 5 de mayo de 1788 y 16 de noviembre de 1790), solicitando separarse de Puebla y que se erigiera Tlaxcala como cabeza de intendencia. Por Real Cédula de Carlos IV, del 2 de mayo de 1793, el gobierno de Tlaxcala fue finalmente separado de la intendencia poblana, pero la provincia no fue elevada al mismo rango de intendencia, sino que se la denominó desde entonces gobierno político y militar dependiente directamente del virrey de Nueva España. Todo el proceso supuso constantes  enfrentamientos entre el cabildo indio, pero sobre todo del coronel Lissa contra el intendente Flon.

	Sin embargo, el nombramiento de oficiales milicianos y de militares de carrera en  el gobierno de Tlaxcala venía desde mucho antes de su conversión a gobierno político militar en 1793. Ahora bien, antes de pasar a una breve  relación  de  quiénes  fueron  los  titulares  del gobierno  provincial  tlaxcalteca  a partir  de 1770, cabe destacar  que  la jurisdicción del  cargo no distaba mucho de la de los corregidores, alcaldes mayores o subdelegados. Como justicia mayor de la provincia, ejercía de juez en primera instancia en pleitos civiles y criminales de españoles y en pleitos entre indios y españoles; a  la  vez,  supervisaba  las  elecciones  de oficiales de la república en los pueblos de indios e intervenía en la solución de conflictos relacionados con estos. Estaba encargado de la cuenta y entero de las cajas  reales  por  los tributos recaudados, así como de las alcabalas y  otras  contribuciones.  Tenía  también  a  su cargo la supervisión de los propios, arbitrios y bienes de comunidad, así como la jurisdicción gubernativa, el fomento de obras públicas, el arreglo de la policía y buen gobierno, la organización de las milicias y demás rubros. A partir de la instalación del régimen  de intendencias  y,  sobre todo, posteriormente  a 1793, el  gobernador  español  de Tlaxcala comenzó a poseer una jurisdicción parecida a la de los  subdelegados, descrita en la Real  Ordenanza...  de 1786,18 con algunas atribuciones similares a las de los intendentes de provincia, dada la particularidad del  gobierno  de Tlaxcala.

	 

	
		Los gobernadores militares de  Tlaxcala: perfiles



	 

	El inicio de la  cadena  ininterrumpida  de  gobernadores  de  la  provincia  de  Tlaxcala  con un rango militar comienza con el  capitán  Miguel  Pacheco  Solís,19  en  1770.  Fue  el  tercer  hijo varón del  matrimonio  de Tomás  Pacheco  Solís  y María Caraveo de Grimaldi  Lazcano.20  Sus dos hermanos mayores habían seguido la carrera de las armas:  Alonso,  en la  Real  Armada, adquirió los grados de teniente de navío y capitán de fragata, y José Fernando el de capitán, aunque no sabemos en qué cuerpo -seguramente de milicias-. En un principio siguió la carrera eclesiástica, que abandonó para ingresar en la milicia, donde obtuvo  el  grado  de  capitán,  lo cual no lo hacía estrictamente un militar ni lo dotaba de experiencia castrense.21 Embarcó para Nueva  España  en  1766  y  fue  nombrado  gobernador  de  Tlaxcala  por  el  virrey  marqués  de

	 

	
Croix, por decreto de 6 de julio de 1770, el  mismo  que  comunicó  al  secretario de Indias, Julián de Arriaga, el 28 de ese mes.22 El nombramiento fue en sustitución de Antonio López Matoso,23 en el cargo desde 1760 y quien enfrentó  innumerables  problemas  políticos  y judiciales que lo inhabilitaron para ejercer directamente su puesto  en la  ciudad  de  Tlaxcala durante  seis años.24

	Pacheco Solís asumió  su cargo el  18 de agosto de 177025  y su comisión principal  fue  la  de llevar a cabo el juicio de residencia de López Matoso y tratar  de neutralizar  la animosidad  que se había despertado en la provincia. Los problemas de López Matoso eran resultado de un enfrentamiento que estalló entre el cabildo indio de la ciudad de Tlaxcala y el grupo  de  labradores españoles que se habían avecindado en los alrededores de Huamantla, dentro de la provincia. Por los diversos privilegios del cabildo indio, los españoles que residían allí  no  tenían representación política, y la localidad de Huamantla, con una importante presencia de españoles, quedaba  bajo la jurisdicción del  cabildo indio de Tlaxcala. A principios de 1758,   los labradores, organizados como una diputación, terminaron la composición26 de sus tierras mediante un arreglo económico muy favorable para ellos con las autoridades de la Real Audiencia y a espaldas del cabildo tlaxcalteca. Al llegar López Matoso como gobernador  en 1760, se convirtió paulatinamente en aliado del cabildo indio, particularmente del gobernador indio, José Ramón Sánchez Matzicatzin, lo que lo hacía un personaje peligroso para  los labradores. El diputado de estos,  José  González Silva,  comenzó  una  cruenta  batalla  jurídica contra  López Matoso en 1764, acusándolo de apropiarse del dinero de los tributos, lucrar con   las carnicerías y con el pósito y alhóndiga (dependientes del cabildo), y  robar  el  dinero recaudado para la defensa de Veracruz durante la invasión inglesa a La Habana.

	López Matoso fue llamado a la ciudad de México para la investigación y se le prohibió regresar a Tlaxcala, hecho ante el cual el cabildo insistió una y otra vez al virrey para que permitieran el regreso del  gobernador  español.  En  el  transcurso  del  juicio  de  residencia  y quizá  como  una  estrategia para diluir los problemas generados  por el  pleito entre  los indios y los labradores españoles, Pacheco inhibió una serie de  acciones  del  cabildo  a  la  vez  que recopiló  información  suficiente  entre  los  capitulares  para  destituir  al  gobernador   indio Sánchez Matzicatzin. El capitán Pacheco Solís dejó la gobernación  tlaxcalteca  apenas  a  dieciséis meses de haberla asumido, entregando el bastón a su  sucesor,  el  teniente  Pedro Regalado de Pliego y Valdés,  en los últimos  días de diciembre de  1771.

	Pedro Regalado de Pliego y Valdés y Núñez de Castro,  natural  de  Valladolid  en  Castilla,27  era el  tercero de cuatro  hijos varones nacidos del  matrimonio  de Sebastián Pliego  de Valdés y Bravo con Francisca Núñez de  Castro Guerrero, naturales  de  Alcalá  de  Henares. Su abuelo paterno había sido regidor en Alcalá de Henares y el materno, Francisco Núñez de Castro, catedrático de la universidad ahí asentada y miembro  del  Consejo  de  Castilla.28 Después de pasar parte de la infancia en Madrid, Pedro Regalado fue enviado a Cádiz a los 13 años para entrar al  servicio del  rey en la guardia  marina  como  cadete. A los  16 años  pasó a servir  a  un  Regimiento  de  Infantería  (posiblemente  el  Galicia  3.°)  como  teniente  de  capitán por espacio de cuatro años, primero estacionado en Andalucía  y luego  en Ceuta  para  luego regresar a Madrid.29 En el inter (1754) él y sus tres hermanos tramitaron su ingreso a la Orden

	 

	
de Santiago.30

	Por Real Cédula del 19 de noviembre de 176231 obtuvo el  cargo  de alcalde mayor  de  Tepeji de la Seda, en Nueva España. Con 25 o 26 años  Pliego, caballero de Santiago,  teniente  de infantería  y alcalde mayor,  se embarcó para las Indias  después de finales  de abril  de 1763. Se mantuvo  como  alcalde mayor  hasta  que  fue  nombrado gobernador  de Tlaxcala para sustituir a Miguel Pacheco Solís, hacia junio de 1771. Tardó en obtener el despacho de su título hasta principios de 1772 por un retraso en el juicio de residencia como alcalde de Tepeji.32 Al año siguiente comenzó a pedir permisos para ausentarse a arreglar negocios en  la  ciudad  de México.33 Finalmente, en 1774 la Contaduría  de Tributos  detectó  que  Pliego Valdés  adeudaba el entero de cerca de 8 500 pesos recaudados y, cuando se le solicitó  cubrir  la  suma,  desapareció sin dejar rastro, por lo que el virrey Bucareli  inició un expediente  en su contra.34  Por si fuera poco, para 1777 seguía pendiente un cargo en su contra por haber sustraído 1 000 pesos depositados como garantía de un pleito en el  juzgado  de  la  provincia  de  Tlaxcala cuando  él  era gobernador.35

	La primera acción que tomó  Bucareli fue  nombrar  como  gobernador  interino de Tlaxcala al licenciado Guillermo Antonio Caserta,36 recomendándolo  al  secretario  de  Indias  Arriaga para que se le confirmase la propiedad del cargo en diciembre de 1774.37 Sin embargo, la deserción de Pliego Valdés y las anteriores tensiones entre el gobierno indio de Tlaxcala y el gobernador español con los labradores, debió haber  puesto en alerta al  Consejo de Indias  y no se confirmó en el  cargo a Caserta quizá  por considerar que  se trataba  de un letrado y que  lo  que se necesitaba en la provincia era tener al frente un oficial disciplinado. Así que, por el contrario, a mitad  del  año  de 1776 se decidió colocar  en el  gobierno  tlaxcalteca  a un militar  de carrera cuya hoja de servicios y méritos ofrecían, sobre  todo,  garantía  de  disciplina  y lealtad a la Corona. Luego de unos breves meses en los cuales la gobernación  estuvo interinamente a cargo del letrado, tocó entonces el turno al teniente coronel Francisco de Lissa quien,  al  momento  del  nombramiento,  se  desempeñaba  como  sargento  mayor  del  Regimiento de Infantería de Granada estacionado en la ciudad de Puebla como ejército de refuerzo desde 1771.

	Francisco de Lissa era natural de Cartagena (Murcia) y debió haber nacido hacia  1726, según se infiere de la copia de su hoja de servicios actualizada  al  11  de  julio  de  1776,38 cuando tenía alrededor de 50 años de edad y acababa de ser nombrado en el cargo  de gobernador de Tlaxcala. Entró al servicio del rey en el Regimiento  de Granada  a los 18 años (1744) con el grado de capitán, lo cual implica que tendría alguna probanza de nobleza, misma  que  se afirma  en la hoja  de servicio («de calidad noble»).39  Permaneció  con ese  rango  cerca de 18 años cuando fue ascendido a capitán de granaderos (1762).40 Poco antes de que su regimiento fuese  movilizado  a  Nueva  España  (1771),  fue  designado  sargento  mayor  del mismo. Este nombramiento es notable pues se trata del máximo ayudante del coronel del regimiento, encargado de todos los detalles de la vida de  la  unidad  en  sus  aspectos gubernativos, judiciales y contables. La elección como sargento mayor en  un  regimiento  de infantería    implicaba    un    reconocimiento    a    la   responsabilidad,   disciplina    y capacidad

	 

	
administrativa del oficial. Finalmente, el 7 de abril de 1773, fue ascendido a teniente coronel graduado,41 por lo que siguió desempeñando sus labores como sargento  mayor.  La  hoja  de servicios detalla, además, las campañas y acciones de guerra en las que se halló Lissa.

	De guarnición en Orán, dos años ocho meses. Campaña de 174742 en el condado de Niza, Ataque y toma de las trincheras de Valserroso, socorro de Vitemilla43 y desalojamiento de los enemigos de su bloqueo. Campaña de Portugal el año de 1762; reconocimiento de la plaza de Almeida a las órdenes del cuartel maestre  general don Antonio Flovet. Sitio, rendición y guarnición de ella, de la que salió con su compañía de granaderos al socorro del Castel Rodrigo…44

	 

	La experiencia de 32 años de servicio castrense de Lissa era mucho mayor  que  la de cualquiera de los anteriores gobernadores, y el  acierto en la elección se confirma  con el  hecho de que estuvo  al  frente  del  gobierno  de Tlaxcala casi  veinticinco  años.  Esto  permite  suponer que, además de ser un oficial que cubrió las expectativas de las autoridades virreinales, logró sortear las dificultades internas de la provincia mediante el  equilibrio y la toma  de acuerdos  tanto con cabildo indio como con los labradores, a pesar de haber tenido un largo y cruento enfrentamiento con el intendente Manuel de Flon por el  asunto de  la  independencia jurisdiccional  del  gobierno de Tlaxcala respecto a la intendencia  de  Puebla.45

	Durante su gobierno llevó a cabo importantes proyectos, desde el levantamiento de una milicia urbana en Tlaxcala sin coste para la Corona,46 hasta el inicio de los trabajos para la construcción de un encajonamiento para la contención del cauce del río Zahuapan que, casi año con año, se desbordaba a la altura de la ciudad de Tlaxcala causando grandes destrozos.47 Particularmente en este asunto, Lissa desplegó una gran labor como negociador para hacer que los gastos de la obra pública recayesen en donativos de los labradores, comerciantes y principales propietarios de la provincia, así como varios recursos fiscales.48

	Lissa trató de dejar en varias ocasiones la gobernación de  la  provincia,  sobre  todo  a partir de un juicio de residencia que se le instruyó en 1789. Aunque resultó absuelto de  todo cargo, un informe del juez comisionado de residencia mencionó algunas quejas en contra del militar. Lissa reaccionó de acuerdo a su sentido del honor militar y exigió que el juez comisionado diera una fianza de  calumnia  para  sostener  la  acusación.  El  asunto fue sobreseído.49 Sin embargo, Lissa debe haber quedado molesto  con  el  tema,  así  que  a  la primera oportunidad  solicitaba  ser  transferido  a  puestos vacantes,  como  la  que infructuosamente hizo para ocupar el Corregimiento de la ciudad de México en 1796.50  Finalmente, en abril de 1800 solicitó su separación de la gobernación, el ascenso al grado de brigadier (al momento de asumir el gobierno de Tlaxcala se le había comunicado que  ya  no  podría obtener más ascensos en el ejército)51 y una jubilación como coronel retirado.52 Por el momento no sabemos si Lissa obtuvo el grado y el retiro y los disfrutó durante algunos años, o falleció en algún momento hacia mediados de 1800 cuando su sucesor, el coronel de milicias Manuel  Vaamonde,  fue  nombrado gobernador de Tlaxcala.53

	Manuel Bahamonde y Sarmiento Rivadeneyra, generalmente conocido en los documentos indianos  como  Manuel  Vaamonde  Villamil,  era  natural  de  Lugo,  donde  nació  a  finales de

	 

	
1741.54 Entró a la carrera de las armas en 1760 en la Compañía Española de  Guardias  de Corps55 y cuatro años después pasó al Regimiento de Dragones de  México  y  luego  al  de Infantería de América donde alcanzó el grado de capitán.  Obtuvo  la  provisión como  alcalde mayor de Sayula y los  Pueblos  de  Ávalos  en 1776 y pasó a  Nueva  España  a  principios  de 1778 con su esposa, Antonia Laso de la Vega y un hijo recién nacido.56 Durante su estancia en Sayula  recibió la real  cédula aprobando su solicitud de ingreso a la Orden de Alcántara  y pasó a la ciudad de México  para cruzarse  caballero.57

	Desde un primer momento, el gobierno de la alcaldía de Sayula no le reportó el beneficio esperado, sobre todo en función de las diversas deudas que había contraído para  pasar  a  América y hacer el viaje desde Veracruz a Guadalajara,  por  lo  que  desde  1779  comenzó  a solicitar otra provisión.58 En 1780 consiguió que se  le  aceptara  la  renuncia  a  la  alcaldía  y trató de reingresar al servicio en el ejército. Sin embargo, solamente logró convencer a las autoridades para el establecimiento, a costa de su bolsillo, de dos batallones provinciales de infantería miliciana en la ciudad de Guadalajara y en el puerto de La Navidad, Nueva Galicia. Paralelamente consiguió el grado de coronel de milicias provinciales y de 1780 a 1789 se desempeñó como comandante del Regimiento Provincial de Infantería  de  Blancos  de Guadalajara, la unidad  miliciana que  había creado.

	Como alcalde mayor de Sayula tuvo un manejo disciplinado y eficiente de los tributos y alcabalas, un trato benigno con los indios, una recta administración de justicia -salvo por los excesos de uno de sus tenientes-, y cuidado de la vida cristiana de sus vecinos por lo que tuvo mano dura con los amancebados escandalosos, según se desprende de su juicio de residencia. Como comandante de milicias en Guadalajara, tuvo fuertes enfrentamientos con el oidor  y presidente de la Audiencia, Eusebio Sánchez Pareja quien, como gobernador interino, ya había comenzado a levantar un cuerpo miliciano al mando de algunos de sus parientes. La llegada de Vaamonde canceló el  proyecto  de  Sánchez  Pareja  y la  enemistad  entre  ambos  se  extendió  a otras autoridades y vecinos prominentes de Guadalajara que eran proclives al oidor.59 Tanto durante su cargo como alcalde mayor como comandante de milicias de Guadalajara, Vaamonde residió largas temporadas en la ciudad de México.

	Tras reiteradas solicitudes, en 1789 obtuvo el cargo de gobernador provincial del Nuevo Reino de León, una de las jurisdicciones militares de las provincias internas con cabecera en Monterrey. Durante su gobierno desplegó una intensa actividad militar como comandante de la Compañía Presidial de Punta de Lamparos  para  enfrentar  las  constantes  correrías  de  los indios. Pero en su intento por reforzar la defensa, lesionó los  intereses  de  mineros  y  labradores, ya que exigió a cada uno el equipamiento completo de un soldado. Su desempeño militar lo llevó a solicitar el grado de coronel de infantería del ejército, pero se le negó. A los problemas con los mineros y  labradores  se  sumó  el  comportamiento  errático  del  alcalde mayor de Real de Vallecillo por el cual, los vecinos iniciaron largos pleitos  contra  el  gobernador, del cual pedían su destitución. No obstante, sería otro problema lo que causó la separación de Vaamonde de la gobernación provincial. Durante su cargo como comandante de milicias de Guadalajara, la esposa de  Vaamonde  había  solicitado  permiso  para  regresar  a España  dadas  sus   múltiples  enfermedades.  Antonia   Laso  de  la  Vega   falleció  nada   más

	 

	
desembarcar en Ferrol. Viudo, Vaamonde desposó  a  una  criolla  de  buena  familia  regiomontana, María Josefa Treviño de la Garza. El  problema  es  que  lo  hizo  sin  solicitar licencia a la Corona, a la que estaba obligado por las ordenanzas militares en su calidad de oficial. Fue por esto que en abril de  1794  fue  separado  de  su  cargo  y  se  inició  un  largo proceso que terminó apenas en 1799 con una solicitud de indulto real. En el ínterin, su segunda esposa también había fallecido y Vaamonde se vio reducido a la extrema pobreza al grado de pedir  limosna  en las calles.60

	Con su rehabilitación, Vaamonde obtuvo  la  provisión  del  cargo  de  gobernador  de Tlaxcala en 1801, que ejerció hasta su muerte en 1808.61 Durante su gobierno procedió disciplinadamente con el cobro de tributos y alcabalas, asumió la comandancia del cuerpo de milicias provinciales que había levantado el coronel Francisco de Lissa, mantuvo  cierto equilibrio entre  el  cabildo indio y los labradores españoles de Huamantla.  Vaamonde  solicitó  de nuevo que se le considerase el grado de coronel de infantería desde la fecha de inicio de su servicio en Guadalajara, pero además el ascenso a brigadier, todo lo cual se le negó por real cédula del 10 de febrero de 1804.62 Al  fallecimiento  de  Vaamonde,  quedó  a  cargo  del gobierno interino de  Tlaxcala  Fernando  Chacón,  y  como  teniente  general  del  gobierno  José Daza y Artazo.63

	Al parecer, Chacón y Daza prosiguieron al frente  de  la  gobernación hasta  1812.  En el ínterin hubo una serie vertiginosa de eventos que modificó de manera sustantiva el carácter del gobierno provincial en la Nueva España. La crisis política  de  la  Monarquía  en  1808  fue sucedida en septiembre de 1810 por  el  inicio  de  la  rebelión  de  Hidalgo,  un  movimiento mezcla de independentismo y autonomismo que puso en jaque al gobierno del virrey Venegas, recién desembarcado. El estado de guerra durante el  primer  año  del  movimiento  rebelde produjo diversos  cambios  en las  estrategias  contrainsurgentes  de  las  autoridades. Una  de  las más importantes se dio a raíz del llamado Plan  Calleja,64  instrumentado  por  el  entonces brigadier Félix María Calleja, militar  al  mando  de  las  tropas  contrainsurgentes,  en junio  de 1811. El proyecto  consistió  en  estacionar  al  ejército  regular  en  poblaciones  estratégicas  y crear cuerpos de milicias locales que apoyaran en  la  defensa  y  en  la  persecución  de  los cuerpos insurgentes.  Además,  en el  ámbito  del  gobierno provincial, unificó  el  mando  político con el militar, de tal manera  que  todo  subdelegado,  intendente  o  gobernador  de  provincia tendría grado y capacidad de mando militar, al menos sobre las milicias locales.

	En este contexto fue que se designó como gobernador militar de Tlaxcala al capitán de infantería Agustín González del Campillo Álvarez, en octubre de 1812,65 junto con el nombramiento de jefe político interino,66 acorde con la Constitución gaditana. González del Campillo67 era un militar de carrera que  tendría  unos  sesenta  años  para  entonces.  Cántabro, ingresó antes de los 18 años al servicio de las  armas  y  pasó  a  Nueva  España  hacia  1771 haciendo carrera en diferentes cuerpos hasta llegar a formar parte del Regimiento Fijo de Infantería de Guanajuato con un ascenso a capitán antes de 1801. Se cruzó en la Orden de Calatrava en 1804 y en 1815 ya tenía el grado de coronel, siendo gobernador  de  Tlaxcala. Estuvo al frente de la jurisdicción hasta 1821, cuando rindió la plaza ante una  sección del  Ejército Trigarante al mando de Nicolás Bravo.

	 

	

		La administración de justicia en Tlaxcala bajo el gobierno militar



	 

	Cuando analizamos expedientes judiciales de  los  cuales  tuvieron  conocimiento  los gobernadores de la provincia de Tlaxcala entre 1770 y 1821, y los comparamos con procesos llevados en otras jurisdicciones, nos queda claro que hay un apego más o menos uniforme a las formas de resolución de conflictos en el marco de la cultura de gobierno jurisdiccional de la época.

	La jurisdicción en causas de justicia en primera instancia estaba  repartida  entre  los alcaldes del cabildo indio y el gobernador. Por lo general, los primeros atendían los pleitos civiles y las causas criminales de los  indios, mientras  que  el  segundo  tenía  conocimiento  de los pleitos de españoles entre sí y de  indios  con españoles.  El  abanico  de  casos  era  muy amplio e iba desde pleitos entre los Pueblos de indios y los hacendados por el acceso a los recursos (monte, aguas, leña) y despojos de tierra, hasta  causas  de  adulterio,  juicios  de sucesión o cobro de deudas entre españoles, por ejemplo. En  el  caso  de  la  provincia  de Tlaxcala, fue muy común la actuación del gobernador como juez en los pleitos entre pueblos y hacendados por tierras y recursos, sobre  todo  porque  estos  se  incrementaron hacia  el  último tercio del siglo XVIII al extenderse entre los españoles la práctica  del  cercado  de  tierras  en paralelo a  un fenómeno  de  expansión de  la frontera  agrícola. La  dinámica  de  estos  pleitos  es muy interesante ya que los indios solían introducir las demandas tanto ante  el  gobernador provincial como ante el Juzgado de Naturales de la Real Audiencia de México, de manera alternativa.68 Otro tipo notable de pleitos entre indios y españoles tenía que ver con  la producción, distribución y venta de pulque, ya sea mediante el litigio de fracciones de tierra plantadas con magueyes para la raspa,69 hasta querellas de los indios contra la instalación de tabernas de españoles.70 A estos se suman procesos  entre  hacendados  e  indios  laboríos  y gañanes por deudas, compulsión al trabajo y malos tratos.

	Pero como  encargado  de las cuestiones  gubernativas,  que  implicaba dirimir  un sinnúmero de cuestiones que iban desde los problemas entre las autoridades de las Repúblicas de Indios (elecciones y disensos derivados de la administración de los cargos político-religiosos), hasta     la vigilancia en el desempeño de las autoridades locales, muchas veces conocía y resolvía en primera instancia lo que en la actualidad se concibe como el contencioso administrativo  o el juicio de amparo. Veamos ahora en acción a un gobernador militar de Tlaxcala frente a un problema político interno  de un pueblo de  indios.

	 

	
		Un tumulto



	 

	Era un poco después de mediados de septiembre  de 1803 en San Bernardino  Contla,  un pueblo de indios cuya  manutención se basaba en una  agricultura  doméstica  de subsistencia, el  tejido  de cobijas de lana, la raspa de magueyes  y elaboración de pulque  para el  mercado, así  como    la explotación de recursos forestales como la madera, el  carbón y la resina. Enclavada en el centro  de  la  provincia  de  Tlaxcala,  a  pocas  leguas   de  la  privilegiada  ciudad  india  y   su

	 

	
cabildo, que la administra en conjunto con un gobernador español, estaba ubicada en las faldas del volcán de La Malinche. Contla  no  era muy grande. La  población y sus  barrios tendrían en 1773 unas  354 familias,71  y para 1803, unas  411.72

	Para esa época, el  ciclo agrícola del  maíz ha  casi  terminado.  Los  primeros  frutos  tiernos se han recogido hacia mediados de agosto y, aunque queda algún  tiempo  para  levantar  la cosecha completa  entre  octubre  y diciembre, septiembre  es el  mes  en el  que  la existencia  de las hojas del totomoxtle frescas y otros productos  de la milpa  invita  a las grandes  reuniones    de vecinos. En ellas se ofrecían tamales, elotes tiernos y otras cosas de comer, todo  ello seguramente regado con algunos litros de pulque.  La  atención del  común en este  momento  del año no  está dispersa entre  las  diversas  tareas  agrícolas  y es  posible convocar  a los  vecinos para resolver otras preocupaciones. Es, pues,  el  momento  de  retomar  los  temas generales sobre la política  de  la comunidad.  Y varios  de  los  principales  más  pleitistas  se  encargan de ello, bajo la mirada recelosa de los viejos  teaxcas  o mandones  de  los  barrios. Septiembre  es  el mejor  mes  para instrumentar  un tumulto  contra el opositor para dirimir diferencias políticas   y económicas, en el que la administración de justicia queda en  manos  del  Fuenteovejuna colectivo.

	El blanco de la ira comunitaria del 18 de  septiembre  de  1803  de  este  Fuenteovejuna indígena  se llamaba Manuel  Salvador  Muñoz.  Salió vivo de milagro  gracias a la intervención del cura vicario quien contuvo en ese momento  a los  agresores, todos  ellos  simpatizantes  del grupo  de Marcos  de León y sus  familiares. Dos  semanas  después, aconsejado seguramente  por el gobernador  español  de  Tlaxcala,  el  coronel  de  infantería  Manuel Vaamonde,  Muñoz presentó directamente  una  querella ante  el  Juzgado  General  de Naturales  de la Real  Audiencia en la Ciudad de México. En ella se quejaba que su agresor llevaba más de treinta y siete años persiguiéndolo, razón por la que Marcos de León había estado preso  y  desterrado  del  pueblo.73 Los de León y su grupo contestaron a su vez con otra querella  que  se  sumó  a  las varias que habían presentado desde el año anterior de 1802. En ellas aseguraban que el  común  de naturales de San Bernardino llevaba años sufriendo las «mayores opresiones por el despotismo y enredos que con la mayor cavilosidad les fragua»  Manuel  Salvador  Muñoz,  «el más  perverso  y díscolo  del  Pueblo.»  Aprovechándose  de  la  rusticidad  de  los  indios  con su

	«verbo y letra menuda», Muñoz se había desempeñado como apoderado y gestor de Contla por más de diez años y en contra de la voluntad de los hijos del Pueblo, o al menos de una parte de ellos.74

	En efecto, Muñoz venía fungiendo como  apoderado  del  pueblo  en  varios  litigios  por tierras y acceso a los recursos forestales contra labradores españoles y pueblos circunvecinos  por lo menos  desde finales de la década de 1780, además de haber servido en diversos cargos   de república. Por su lado, los pleitos entre el grupo de Muñoz y el de Marcos de León, quien también había tenido  varios cargos de república, venían de tiempo  atrás; por  lo menos  desde que  este último  fuese  acusado de haber  robado dinero de los  tributos  y asesinado a un indio con cuya mujer vivía «en incontinencia» en la década de 1770.75 Los pleitos entre una  y otra facción se  reavivaron en 1802  cuando  los  partidarios  de  Marcos  de  León iniciaron una  serie de querellas en contra  de la reelección de Muñoz como  apoderado  del  pueblo.

	 

	
Desde entonces, el coronel Vaamonde había intervenido  en  varias  ocasiones  para solucionar el  conflicto entre  los indios de Contla  en su calidad de gobernador  político militar de la Provincia de Tlaxcala, con jurisdicción en primera instancia en las cuatro  causas:  gobierno, justicia, hacienda y guerra. Las continuas quejas de uno y otro bando, con demandas interpuestas tanto en la Gobernación Provincial como en el  Juzgado  de  Naturales  puso  en  alerta al gobernador, quien había  asumido  recientemente  el  cargo,  en  1801.  Para  tener  una visión más  clara del  problema, Vaamonde  solicitó informes  sobre la conducta  de ambos  indios a los curas de Santa  Ana  Chiautempan,  Santa  Cruz Tlaxcala y San Pablo Apetatitlán, parroquia de la cual  era doctrina Contla.  El  cura  párroco, José Manuel  Dávila, contestó  al gobernador:

	[...] digo: que muchos años ha que entre su familia y la de Marcos de León, asimismo vecino del citado San Bernardino, ha dominado una enemistad muy vigente, que no bastó sosegar ni la solicitud pastoral del ilustrísimo señor don Victoriano López, dignísimo obispo que fue de esta Diócesis, quien se sirvió de pasar personalmente al referido pueblo a solicitar la paz, ni los piadosos empeños de unos religiosos misioneros que a este fin estuvieron allí en tiempo que seguían un litigio muy trabajoso a todo aquel vecindario, que les ocasionaba perder el tiempo, las facultades y aún la caridad: hasta que la Real Audiencia les impuso un perpetuo silencio, e inhabilitó a los dos capataces, Manuel y Marcos, para que no pudieran obtener cargo alguno de república, por el tiempo de seis años.76

	 

	Mientras tanto y por los continuos escritos que metían una y otra parte al Juzgado de Naturales, el escándalo llegó hasta el virrey Iturrigaray quien le ordenó  al  gobernador  que pusiera en paz a los indios de Contla.  Acto  seguido, el  coronel  Vaamonde  citó a los quejosos así como a todo el común del pueblo en la ciudad de Tlaxcala el 16 de diciembre de 1802 con    la idea de conciliar  a las partes. En su presencia, se leyó el  despacho del  virrey que  ordenaba la paz, primero en español y luego en náhuatl, después de lo cual pidió a las partes que dieran razón de sus  quejas. El  asunto  principal  era si  Muñoz debía permanecer  o no  como  apoderado de la comunidad. Para resolver el problema, Vaamonde ordenó en la misma reunión que cada partido sugiriese el nombre de un apoderado tras lo cual se hizo una votación secreta de la que resultó ganadora la parte de Marcos de León por 110 votos contra 65.  Los  vencedores solicitaron que Muñoz entregara las cuentas y el dinero de comunidad, producto de la venta de pulque,  resina,  carbón y madera,  que  él  hasta  entonces  administraba.  Vaamonde  dispuso  que los dineros de pulque y monte se guardasen  en  un  arca  de  tres  llaves  y  que  una  de  ellas quedara en poder de Tomás Cuahmatzin, «sujeto del pueblo en quien concurren todas las cualidades». Asimismo, ordenó que no se sacara ni  un real para pleitos si no estaban presentes  los teaxcas y el  resto de los oficiales  de república. Las  otras  dos llaves  quedaban en poder   del  propio gobernador  y del cura.

	Muñoz demoró varios meses en presentar las cuentas.  Cuando  finalmente lo  hizo, pretendió cobrarle a la comunidad lo que se le adeudaba por sus  actividades  como  gestor.  Según el libro de cuentas de la comunidad, se le habían ya pagado 1 877 pesos y 5 reales; pero Muñoz presentó cuentas y recibos por 3 818 pesos  y  7,5  reales,  exigiendo  el  entero  del alcance. Esto produjo un nuevo disenso en el pueblo por lo cual Muñoz se presentó ante el Juzgado  de Naturales  para exigir  el  pago. De  esta manera,  y seguramente  gracias a la asesoría y apoyo con el que contaba por parte del licenciado Antonio López  Matoso, relator de la Real

	 

	
Audiencia, Muñoz obtuvo un despacho del virrey Iturrigaray quien, en su calidad de juez privativo del  juzgado  con asesoría  del  oidor  comisionado,  ordenó el  desahogo  de  cuentas  en el pueblo y en presencia del gobernador Vaamonde, del cura, de todo  el  común,  de  los  oficiales de república y de los teaxcas de los barrios.

	El viernes 19 de agosto de 1803 por la mañana se presentó el gobernador en Contla para cumplir su cometido en compañía de su asesor  letrado,  el  licenciado  José  Ramos,  del escribano de gobierno de la provincia, Manuel Rodríguez Cao Romero, y del  cura  vicario de  San Pablo, Carlos Mayor.  Durante  dos días, el  escribano y el  asesor del  gobernador  realizaron el cotejo de las cuentas, recibos y papeles firmados  por  abogados  y  diversos  oficiales  públicos que  presentó Muñoz con el  libro de cuentas  de gastos  de comunidad  resguardado por el cura. Como resultado, el coronel Manuel  Vaamonde  dictaminó  que  las  cuentas  de  Muñoz eran correctas y ordenó que  todos los miembros  del  pueblo presentes  y los teaxcas  firmasen un compromiso de pago por deudas que debía hacerse efectivo a más tardar el 4 de enero  de 1804. Así lo hicieron.

	Un mes después sobrevino  el  tumulto  en contra  de  Muñoz.  En días  previos,  Marcos  de León y los oficiales de república habían recusado al  gobernador  Vaamonde  ante  el  Juzgado General de Naturales para que  se  revocara  su decisión y lograron obtener  un  despacho  del virrey para detener el cobro de la deuda. Con el despacho en mano, León  y  los  suyos  se presentaron ante Vaamonde, quien los metió en la  cárcel  acusados  de  haber  azuzado  a  la multitud en contra de Manuel Salvador Muñoz. Ante estos hechos, los  partidarios  de  León volvieron a quejarse contra Muñoz frente al Juzgado  de  Naturales,  señalando  que  el gobernador  Vaamonde  estaba de su parte.

	Baste dejar en este punto el relato pues ya tenemos una pequeña idea del desempeño del coronel Vaamonde como gobernador provincial en la solución de un conflicto interior de un pueblo de indios.

	 

	Un balance preliminar

	 

	En su desempeño como jueces  de  primera  instancia,  los  gobernadores provinciales tlaxcaltecas debían actuar como  árbitros,  es  decir,  intentar  una  composición entre  las  partes antes de llegar a un juicio formal que implicaba toda una serie  de  procedimientos.77 Normalmente, tanto el arbitraje como el juicio se llevaban de manera oral,  por  lo  que  se conservan solamente algunas anotaciones en los archivos, anotaciones que resultaban muy ampliadas cuando el caso se integraba a un juicio mayor.  Dejando  un poco de lado los  casos vistos por la administración de justicia cotidiana, la actuación de los gobernadores en  los disensos al interior de las comunidades indígenas nos permite apreciar que  actuaban de  una manera muy parecida a la de los  corregidores, intentando  mediar  en los  conflictos. En uno  y otro caso, los gobernadores militares de Tlaxcala eran acompañados y auxiliados por  un escribano, como hemos visto en el caso de San Bernardino Contla,  lo  que  le  permitía  no solamente levantar fe de lo actuado sino también asesorarse mínimamente  en  cuestiones jurídicas.  En  algunas   diligencias  debían  contar  también  con  el  auxilio  de  peritos. Cabe

	 

	
destacar que en otras jurisdicciones, antes y después de la instalación del régimen de intendencias,  los  justicias  mayores  (corregidores, alcaldes  mayores  y subdelegados)  actuaban a la vez como escribanos y peritos por la ausencia de más personas capacitadas en la  jurisdicción. En esos casos, los justicias  mayores  cobraban derechos  de  judicatura  como  si fueran escribanos y peritos a partir de lo estipulado por un arancel particular, llegando a haber casos en los que los ingresos por este rubro eran muy elevados, como  el  caso  de  la subdelegación de Dolores, Guanajuato, hacia la década de 1790.78  Siguiendo  con el  rubro de  los ingresos, al  igual  que  los  corregidores,  alcaldes  mayores  y  subdelegados,  los gobernadores  militares de Tlaxcala obtenían el  5%  de la recaudación de tributos.

	Por lo que hemos visto  en  términos  generales,  la  actuación  en  cada  una  de  las competencias jurisdiccionales de los gobernadores militares de Tlaxcala no varió mucho de la actuación de  corregidores,  alcaldes  mayores  o  subdelegados.  En otras  palabras,  el  hecho  de ser un oficial de milicias o militar de carrera no  significó  ninguna  transformación  o particularidad  en el  ejercicio  de  sus  funciones  de  gobierno  y administración de  justicia.  Lo que sí es posible concluir, en vista de los tiempos que cada uno estuvo al  frente  de  la jurisdicción, es que  los militares de carrera, al contrario que  los oficiales de milicia, tuvieron  un desempeño más atinado, tanto por su disciplina en el  ejercicio  de  su cargo  como  por  el cuidado en funcionar como  mediadores  entre  los  caciques  indios  y  los  labradores  y comerciantes españoles. Tlaxcala era  una  jurisdicción  difícil,  cabría  decir  que  indomable. Quizá  ningún  otro  documento  lo exprese  tan bien como  un listado  de  jurisdicciones  de  1777 que  servía de guía  para aspirantes a puestos  de gobierno en Nueva  España:  «no  es apreciable el empleo por las inquietudes y disgustos que causan los Indios con motivo de sus privilegios,   por cuya razón necesita portarse con mucha madurez y tiento».79 En efecto, de los cinco gobernadores que tuvo Tlaxcala entre  1770  y  1821,  sin  contar  a  los  interinos,  tres  de  los cuatro que fueron militares de carrera tuvieron los lapsos de tiempo más largos al frente del gobierno: Francisco de Lissa, cerca de veinticinco años; Manuel Vaamonde, alrededor de ocho años y González del Campillo, nueve años. Los tres gobernaron con acierto, apegados  a  su sentido de la disciplina militar y lealtad a  la Corona,  cualidades  que  precisamente  buscaban los Borbones cuando comenzaron a dotar  los  altos  cargos  indianos  con militares  de  carrera que  habían hecho  méritos  al servicio de su majestad.
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		Las premisas de  un fuerte protagonismo



	 

	En la etapa fundacional de la constitución del virreinato peruano la función de la Audiencia de Lima fue decisiva en las complejas dinámicas que  caracterizaron la implantación del  dominio  de la Corona de Castilla en aquellos territorios y  su  inserción  dinámica  y  efectiva  en  el conjunto de los reinos de  la Monarquía  Hispánica. Se  trató  de  un arco cronológico de  casi medio  siglo, tiempo  que  se necesitó para que  el  virreinato se asentara  y se pusiera en marcha un aparato complejo que lo administrara en nombre del soberano, según sus necesidades de gobierno y justicia.1

	También en una perspectiva de historia institucional, el  sistema  español  de  gobierno indiano necesitó hasta el último tercio del siglo XVI para estructurarse, primeramente porque la novedad  indiana  ponía  nuevos  desafíos  a  la articulación jurídico-institucional  que  la Corona de Castilla y la Monarquía Hispánica habían experimentado en sus dominios.2 En esta fase de evolución se definieron los poderes de cada órgano, así  como  las  relaciones  entre  los diferentes elementos de una articulada arquitectura institucional. Se llevaron a cabo elecciones estratégicas  dirigidas  a  la adaptación a  las  necesidades  de  la Monarquía,3  del  aparato  de

	«gobierno temporal  y espiritual» de los dominios  hispanos  en el  Nuevo Mundo,  en detrimento de instituciones y organismos  que se habían demostrado inadecuados para la realidad indiana.4  La misma institución del virrey fue sometida en reiteradas ocasiones  a  críticas  y reflexiones, incluso  después  de la desafortunada  experiencia colombina.  Esto  acaeció de modo  particular en Perú, donde se aprecian tres fases de suspensión del régimen virreinal: de julio de 1552 a  junio de 1556; de febrero de 1564 a noviembre de 1569 y de marzo de 1583 a noviembre de 1586.

	Tanto  en su fase constitutiva como después, virreinatos, audiencias y gobernaciones (con  sus normas, sus poderes y sus prácticas de gestiones y de funcionamiento) fueron creados en momentos diferentes, según las necesidades concretas del momento y  de  la  provincia específica.5 Un ejemplo iluminante y de época bastante  avanzada,  lo  brindan  unas  Reales Cédulas dadas en Tordesillas, el 22 de junio 1592. En la primera, destinada al «corregidor o alcalde mayor  de la ciudad y puerto  de Arica, de las  provincias  del  Perú»,  se manda a este que

	«sin embargo que esa ciudad corresponda al distrito de la Audiencia de Los Reyes, cumpla los mandamientos  de  la  Audiencia  de  los  Charcas  y  reciba  las  personas  que  esta   enviare

	 

	
desterradas».6 Mientras que en la segunda, de la misma fecha, se manda al presidente y a los oidores de la Audiencia de la Plata (provincia de los Charcas) una  larga y pormenorizada lista  de funciones y de encargos que desde una óptica actual serían considerados claramente como asuntos  administrativos  extrajudiciales. Entre  ellos  se encuentran cuestiones  de carácter  fiscal y hacendístico;7 otras inherentes a relaciones con otros poderes como el virrey  y  los gobernadores de otras provincias;8 casos de competencia con otros órganos judiciales u otros tribunales;9 se tocan asuntos  de intervención activa por la defensa  de los indios contra  clérigos  y encomenderos y su defensa (incluso en tribunales eclesiásticos);10  se  mandan,  en  asuntos relativos a nuevas poblaciones, pobladores españoles en relación  con  los  indígenas11  se  aclaran asuntos relativos al control de la administración a través de las visitas;12 se manda a la audiencia que vigile la aplicación por parte  de  los  gobernadores  de  las  directivas  del  rey o del Consejo de Indias;13 se tratan cuestiones de nombramientos y vacancias de orden secular y eclesiástico;14 junto con asuntos  más  bien  de  orden  estrictamente  jurídico.15  El  conjunto  de todas estas disposiciones dadas a la Audiencia de Charcas en 1592, nos ilustra cómo las audiencias revestían un papel no solo de tribunal de apelación  y  por  tanto de  vigilancia jurídica, sino de una pluralidad de funciones ligadas a la gestión práctica de asuntos  pertenecientes a esferas no del todo jurídicas, sino de gobierno, de hacienda y de intervención, tanto  en lo secular como en lo espiritual.

	Las mencionadas cédulas atestiguan cómo el tema se presta a diferentes miradas y si bien desde un atento análisis de las Ordenanzas (ya sean las más antiguas de 1511 y 1528, como  las más recientes de 1563), tal y como ha sido argumentado por García Gallo, no se encontrarían trazas de las supuestas funciones de gobierno, indicadas por otros autores; de hecho, en la actuación de las audiencias las funciones políticas eran tocadas por los mismos tribunales. Entonces,  si  por  un lado, a través de la lectura  de las instrucciones  y disposiciones dadas por  la Corona a las audiencias indianas, parecería prevalecer un interés primario  por  parte  de aquella por que  se evite toda clase de conflicto (e intromisión)  entre  los diferentes  organismos  y poderes dependientes y los representantes del  rey en las Indias,  por  el  otro, la falta  de una clara distinción, así como la práctica de la actuación de los oidores  americanos,  ponen de manifiesto una potencial  y constante  injerencia en la esfera de gobierno,  en la eclesiástica y en la  hacendística.16

	Por ello no  puede  sorprender  que  los conflictos  fueran algo frecuente  y formaran parte de la dinámica del gobierno indiano, y en particular en un virreinato lejano, inestable y violento como el peruano. Sin llegar a la posición del británico J. Elliott, según el cual, un pluralismo dialéctico entre  las instituciones  de gobierno y de justicia era uno  de los medios  elegidos por   la Corona para asegurarse de que ninguna institución prevaleciera,17 una clase de «balance of power» ante litteram. En los  últimos  años  los  estudios  sobre  el  gobierno  y la administración de las Indias españolas han tomado nuevamente la atención  de  la  historiografía  con perspectivas innovadoras.18

	En el caso de nuestro objeto de estudio, además, como hemos visto, la división  del virreinato  peruano  en  audiencias   no   queda   determinada  de  inmediato,  sino  que   se va

	 

	
moldeando a lo largo de la misma definición de los límites geográficos que el virreinato va creando, de la función y del poblamiento de cada área, así como de su relación con el conjunto del Reino.19

	Siendo la Audiencia  de Lima  la más  antigua  del  virreinato, su longevidad y la constancia de su actuación aparecen claramente como primeros factores que la destacan entre  las instituciones de los reinos del Perú. Pero hay muchos más factores que se pueden añadir para comprender su protagonismo en la vida, no  solo jurisdiccional  del  virreinato, sino también en  la política y,  a veces, económica  y hasta  religiosa. Otro  aspecto relevante es su naturaleza de

	«audiencia virreinal», o sea, de tribunal residente en la capital del  Reino (como lo era también  la de México),  hecho  que  la  ponía  en contacto  directo  y cotidiano  con la  figura  del  virrey, tanto en su presencia como en su ausencia. Las llamadas «audiencias virreinales»  eran  presididas por el mismo virrey, hecho que comportará unas consecuencias importantes, como veremos, tanto en el prestigio de las mismas como en sus actuaciones y en sus funciones de asesoramiento en asuntos de gobierno. En caso de  vacancia  del  virrey,  las  audiencias virreinales  asumían la función de  gobierno  interino  hasta  el  nombramiento  de  un nuevo  virrey o gobernador general.

	 

	
		¿Hacia un sistema «virreino-senatorial»?



	 

	En el panorama de las instituciones a través de las  cuales  la  Corona  de  Castilla  consiguió gobernar sus vastas posesiones  en el  Nuevo  Mundo,  es  indudable  que  las  principales, sobre suelo americano, fueron la virreinal  y la  audiencial.  Ambas  se  mostraron esenciales  hasta  el punto   de  que   el  sistema  colonial  español,  según  Lalinde  Abadía,  se  puede  calificar  como

	«virreino-senatorial».20 Es más, para alejarnos de una perspectiva puramente jurídica y para comprender de manera más eficaz la práctica de gobierno, es útil ampliar nuestra mirada y considerar una  multiplicidad de factores. Por  ejemplo, resulta fundamental  tener  en cuenta  que la circunscripción de cada Audiencia no coincidía (ni geográfica ni  cronológicamente)  con la  del virreinato o la de la gobernación, o mejor  dicho,  que  las  competencias  respectivas,  al menos en una primera fase, no se veían necesariamente como  coincidentes, según muestran las  dos  mencionadas  cédulas  del  22 de junio de 1592 con claridad.

	Históricamente, la difusión sobre el territorio y  el  desarrollo  de  los  virreinatos  y audiencias no han sido paralelos, ya que estas últimas fueron introducidas en las Indias con anterioridad a la creación  de  los  primeros.  Por  ello,  para  contar  con  una  profunda comprensión tanto de cada una de las realidades institucionales como de sus  recíprocas relaciones, sería necesario adoptar  una  visión dinámica  y diacrónica de ambas  instituciones  y su desarrollo, examinándolas en la formación de sus relaciones. En este sentido, hemos considerado útil para el  presente  estudio detenernos  en las relaciones entre  el  virrey del  Perú  y la Audiencia de Lima, ubicándonos  cronológicamente  en la etapa decisiva de la instauración de las instituciones que nos interesan, y teniendo en cuenta que la institución virreinal no fue introducida  hasta 1543.21

	Entre los diferentes casos de estudio, el peruano es llamativo porque en  el mundo  andino

	 

	
la Corona encontró una mayor dificultad para mantener su control y los equilibrios internos del virreinato, el cual presentaba un escenario de mayor complejidad que el mexicano.22 Esta circunstancia justifica la opción de la Corona por mantener en él un centralismo más acentuado frente al virreinato novohispano.

	Si en los dominios americanos de la Monarquía Hispánica la autoridad de la Corona se encarnó de manera estable en las dos  instituciones,  virreinal  y  audiencial,  ambas  sufrieron algunos cambios cuando fueron trasplantadas a las Indias. Las audiencias americanas se diversificaron respecto a las  europeas  porque  a  las  funciones  judiciales  añadieron  también, como hemos hecho notar, atribuciones políticas y administrativas.23 Los virreyes, aunque aparentemente  gozaban de mayor  autoridad y prestigio, se encontraron en ciertos aspectos con un poder más limitado respecto al que se  les  reconocía  a  los  tradicionales  virreyes  aragoneses,  modelo  arquetípico sobre  el  cual  se  creó la institución de  gobierno  americana.24 De hecho, mientras en los territorios de la Corona de Aragón los virreyes  poseyeron tanto poderes administrativos como  judiciales, respetando enteramente  los que  ostentaba  el  propio Rey, los de los territorios americanos fueron principalmente unos gobernadores, cuya enorme influencia derivó del hecho de encontrarse tan alejados de España.25

	Tales  variaciones se fundaron en la necesidad, en los reinos  indianos, de  diluir  el  riesgo de  que  se  agrupasen poderes  excesivos  en una  u otra  magistratura,  y ello pudiera  conducir  a una peligrosa concentración de poderes efectivos, circunstancia que hubiera facilitado las aspiraciones independentistas (como fue el caso de la revuelta pizarrista de 1544-1548), difícilmente afrontables por la Monarquía, tanto logística como económicamente. De hecho, y precisamente a causa de la lejanía de la Península, no se les reconoció a los  virreyes  determinados poderes (configurando así un sistema «virreino-senatorial»), sobre todo en la administración de justicia, que correspondió de forma exclusiva a las audiencias, si bien las distinciones tendieron en la praxis a hacerse menos evidentes, como veremos.26

	Nos concentraremos en dos aspectos que se revelaron  particularmente  importantes  en relación a lo que sería el papel de la Audiencia de Lima no solo como organismo judicial, y lo  que ello comportó en la vida política e institucional del virreinato peruano:

	 

	
	a) la confusión (o conmistión) entre poderes de gobierno y de justicia, tanto en el ámbito teórico  como  en el práctico;

	b) la relación peculiar entre los dos actores principales que estos poderes detenían, aunque de manera diferente: Audiencia y virrey del Perú.



	 

	El primero atañe, sin duda, al ámbito de la teoría jurídica, con importantes consecuencias en el marco político; el segundo pertenece a la esfera de los actores jurídicos y políticos y su actuación, aunque sus reflejos prácticos recaen en el ámbito de los equilibrios institucionales. La interacción de estos factores acarreó importantes consecuencias para la historia de la actuación de la Real Audiencia limeña y ello tuvo implicaciones en la misma historia del virreinato.

	Para  comprender  la  mencionada   «conmistión»   entre   funciones   de  «gobierno»   y de

	 

	
«justicia», resulta necesario considerar que la administración pública del siglo XVI no conocía todavía una distinción nítida entre la esfera jurídica y la ejecutiva, que se irá definiendo en los siglos sucesivos. Por cuanto  se fueron delineando radicales  evoluciones  bajo el  estímulo  de  las nuevas necesidades impuestas por la expansión de las funciones del aparato administrativo controlado por el rey, los criterios de justicia y gobierno eran todavía los bajo-medievales, próximos a una visión judicialista del aparato estatal, que se manifestaban siempre más inadecuados para resolver los nuevos  problemas. El  gran incremento  cualitativo y cuantitativo de las competencias de la intervención real llevó a acrecentar proporcionalmente los posibles puntos  de fricción entre  los súbditos  y la administración, y entre  los diferentes  poderes reales    o estamentales.27 Como señala Villapalos, existieron dos criterios posibles para crear  una distinción nítida entre «gobierno» y «justicia»: el  primero  habría  consistido  en  una delimitación conceptual, definiendo la naturaleza de la esfera político-administrativa y distinguiéndola de la jurídica. En este momento faltaba todavía una capacidad precisa de conceptualización en dichas materias, y las mismas categorías se encontraban en fase de elaboración. Así, se elige el segundo criterio, el menos claro: el de la enumeración casuística,  con todas las ambigüedades que aún conservaba.28 Esta elección hizo que se  prolongase  el contraste entre el virrey y los oidores sobre la naturaleza de los contenciosos  jurídicos en los casos  más  complejos, con la tendencia  de los  virreyes  a declarar, habitualmente  abusando  de su facultad, como materias de gobierno cuestiones específicas para evitar la injerencia de las audiencias. A causa de ello, una norma concreta obligaba a las audiencias a observar las disposiciones  de  los  virreyes  en el  campo  del  «gobierno  general»  y en «en todo  aquello que no fuese de  gran importancia»  o relativo al  Real  Patronato.  La  norma  excluía  explícitamente todas  las  cuestiones  «de  justicia»29   buscando  de  este  modo   delimitar  lo  que   fuese del

	«gobierno», como la facultad del virrey respecto a la capacidad propia de la Audiencia para administrar «justicia».30

	En este sentido, se encontraban vigentes  dos limitaciones  en los conflictos  del  virrey:  si no  era un letrado (caso por otra parte rarísimo, por las causas  que  veremos), no  tenía derecho de voto en las deliberaciones del tribunal al que asistía; por otro lado, los presidentes (cuando eran virreyes) no  podían asistir a las sesiones en  las que se juzgaban recursos contra actos de

	«gobierno» del propio virrey (o aquellos en los que estuviesen involucrados sus parientes, dependientes o allegados). En la praxis era  frecuente  que  una  cuestión  expuesta  en  la Audiencia suscitase dudas sobre la naturaleza de «gobierno» o de «justicia». La  Corona determinó que en tales ocasiones fuese el presidente de la Audiencia el responsable  de  establecer la naturaleza del caso, decisión que debía ser respetada por los oidores.31

	 

	
		Entre alter ego del monarca y «representante de la real persona».



	¿Un exceso de representación?

	 

	Sabemos que el virrey ocupaba, según el derecho indiano y según el discurso público hispanoamericano, una  posición  de  gran  relevancia  en  las  sociedades  hispanoamericanas, tanto en el plano político como en el simbólico, siendo el alter ego del monarca.32 Se le debía

	 

	
el mismo respeto y obediencia que al rey, «sin poner en esto dificultad, ni contradicción, ni interpretación alguna».33  En un mundo en que primaba una visión organicista de la sociedad, él era la «cabeza del Reino», representante directo de  la  autoridad  real  que,  de  otra  manera, según nos explica el célebre jurista  Solórzano  Pereira,  se  habría  encontrado  demasiado distante para permanecer «viva y eficaz». Su «alta autoridad y dignidad» eran indispensables  para el mantenimiento de la paz entre  los  nuevos  colonos,  cuyas  inquietudes,  en  un  Perú todavía sacudido por  las  guerras  civiles, se querían limitar.34

	La distancia de la madre patria constituye la  clave  de  los  poderes  de  los  virreyes  de México y Perú, así como de los de las audiencias, y también de las respectivas interacciones. Solórzano lo explica recurriendo a una  metáfora astrológica de Plutarco: el poder del virrey y   de los oidores se acrecienta y llega a ser más  «resplandeciente» cuanto  más  se  aleja  de  la fuente de la que emana, como la Luna, que aparece  más  grande  y  luminosa  cuanto  más  se distancia  del Sol.35

	Por tanto, en razón de la lejanía de la madre  patria y para mantener  el  orden público, se dotó a los virreyes indianos  de mayores  poderes respecto de sus  homólogos  en el  interior de los dominios europeos de la Monarquía,36 recayendo sobre ellos una fuerte  autoridad, convirtiéndose efectivamente en los representantes exclusivos del soberano, ya que este nunca habría afrontado un viaje a sus  lejanas posesiones. Ello compensaba, en parte, las limitaciones  en la esfera jurídica, encomendada casi en exclusiva a los tribunales audienciales.

	Al mismo tiempo, cabe destacar que, en realidad, la función de  representación  de  la autoridad regia no era una  exclusiva  prerrogativa  de  los  virreyes.  Toda  Audiencia representaba la persona y la autoridad del rey con respecto a lo que concernía a  la  esfera jurídica.37 Tomaban decisiones en nombre de la «real persona», que eran observadas «como si fueran del Rey», y por lo tanto,  utilizaban el  sello  real.38  Solórzano  ilustra  claramente  cómo ambas instituciones desempeñaron un rol de  máxima  relevancia,  que  se  evidencia  en  las normas sobre los ceremoniales, revestidos de un importante carácter político y jurídico, y que  por tanto,  representaban a nivel simbólico el respeto y el tratamiento  debidos a cada miembro  de la sociedad.39  En los momentos  más  importantes  de la vida pública y en los ceremoniales,  al virrey y a los oidores se les reservaban lugares privilegiados, en  las  iglesias  y  en  el transcurso de todas las ceremonias públicas.40

	Los asuntos de justicia que eran confiados a la Audiencia comprendían una realidad  de naturaleza muy diversa, entre ellos, muchos contenciosos, tanto civiles como penales, eran administrativos, relativos a oficiales reales o  al  Fisco,  y  conducidos  contra  actos  gubernativos. Pero a estas funciones procesales se añade  posteriormente  una  serie  de competencias que fueron consideradas  alternativamente  de  «justicia»  o  de  «gobierno».41  Un típico caso conflictivo era el  de los  nombramientos  relativos  a los  oficios  menores  en el  seno de la Audiencia (receptores, alguaciles, procuradores). Este  tema  fue  siempre  objeto  de disputa, ofreciendo el carácter de las «res mistae». De hecho, al tratarse de un encargo público   se podía considerar como un caso de gobierno, de competencia del  presidente-virrey,  pero debido a su influencia desde la óptica del desarrollo de la justicia, la Audiencia reivindicaba

	 

	
su competencia.42

	La relevancia y representatividad de las audiencias, junto con la poca claridad de los respectivos límites jurisdiccionales, parecen derivar casi naturalmente en una  injerencia  en asuntos políticos y en una conflictividad con la autoridad virreinal, y aún más si  se  tienen en cuenta  las intrusiones  recíprocas en los respectivos campos  de  acción.

	Estas  injerencias  fueron particularmente  evidentes  y casi  inevitables  en los  casos  en los que el virrey se disponía a desempeñar  también el  cargo  de presidente de la Audiencia,  como  se verificó en Perú y en México. De hecho, los distritos de las audiencias de Lima, México y Santa  Fe coincidieron durante  mucho  tiempo  con los del virreinato.43

	En el  desarrollo de las  funciones  de  presidente, el  virrey formaba  junto  con la Audiencia un tercer organismo, denominado «Acuerdo». Esto hacía que, en parte, actuaran como un único organismo  y,  en parte,  se  escindieran en figuras  distintas.  En efecto,  hubo  diversos  momentos en los que la acción de uno de estos organismos no  pudo  prescindir  de  la  del  otro.44  En calidad de presidente del Tribunal Audiencial,  el  virrey dirigía  los  trabajos  y establecía  la agenda de las sesiones, pero su participación determinaba  una  serie  de  interacciones institucionales entre  la  esfera  judicial  y  la  gubernativa,  recogidas  en  cuatro  tipologías previstas por la ley:

	 

	
	a) el  virrey deliberaba en materia  gubernativa  consultando  con los oidores al  menos  para las cuestiones  «más  arduas y importantes».45  En este caso, una  acción de tipo gubernativa, y en definitiva debida solo al virrey y de la que este ostentaba la responsabilidad, concretándose con la participación (y un potencial  condicionamiento)  de  un  órgano judicial, institución llamada después a juzgar en  los  eventuales  recursos  contra  los mismos actos del virrey;46

	b) a su vez, el «Acuerdo» elaboraba con continuidad notas  informativas  e informes sobre los pretendientes a oficios públicos y encargos, tanto seculares como eclesiásticos. Naturalmente, de tal modo condicionaba (o podía condicionar), también en este caso por iniciativa judicial, la decisión de conferir los encargos,  pertinente  a  la  esfera gubernativa;47

	c) además, el virrey asistía a las sesiones propiamente «judiciales» de la Audiencia. Aunque no poseía derecho a voto  en  materia  de  justicia,  podía  expresar  su  parecer  e influir en las vistas, tanto que no podía hallarse presente en los casos de apelación contra  sus  decisiones «gubernativas»;

	d) finalmente, es necesario añadir la función de inspección judicial que la Corona atribuía al virrey y que se desarrollaba mediante las visitas y la petición de relaciones informativas decisivas sobre la carrera de los propios magistrados, lo que, obviamente, podía tener una gran influencia sobre su acción.48



	 

	Con  esta   superposición  de   atribuciones   por   parte   del   virrey  en  las denominadas

	«audiencias virreinales», se ampliaron las bases sobre los conflictos de competencia entre las  dos esferas de «gobierno» y de «justicia», que empezaron a complicarse desde el momento en

	 

	
que  las mismas  audiencias adquirieron poderes de «gobierno»,49  calificados  como poderes

	«moderadores»,      concedidos      a      dichos      organismos      para      controlar   eventuales

	«extralimitaciones» del virrey. Esta situación presuponía a nivel  jurídico  la  intervención virreinal  en el  campo  judicial,  como  también la  intervención audiencial  en el  gubernamental, lo que indica la existencia de una premisa también normativa para una confusión entre las dos esferas de acción.51

	 

	
		Controversias desde la fundación: la primera Audiencia depone  y encarcela al virrey



	 

	Al crearse el virreinato de Perú en 1542 (Real Cédula firmada en Barcelona  el  20  de noviembre de 1542), se fundó también la Audiencia de Lima, que heredó el sello y parte de la jurisdicción de la Audiencia de Panamá en 1543, repartida entre aquella y la Audiencia de los Confines. Detentar el sello real comportaba que la Audiencia actuara  en  funciones  de chancillería y fuera un directo representante de la persona del soberano, aspecto que,  como veremos más adelante, comportará alguna consecuencia y conflictos en el ámbito político. La Audiencia de Lima tendrá jurisdicción  prácticamente  en  todo  el  Imperio  incaico,  hasta  el Reino de Chile y las audiencias de Charcas (fundada  en 1559)  y de  Concepción de  Chile (vigente entre 1565 y 1575).

	El supremo tribunal limeño se implantó al llegar  el  virrey  y  los  oidores  a  la  capital peruana en 1543. La actividad normativa dedicada  a  la  fundación  y  al  funcionamiento  del tribunal es atestiguada por un buen número de cédulas y autos que explican que no se trató de realizar la mera duplicación de una institución ya presente tanto en la  Península  (la  Real Audiencia  y  Chancillería  de  Valladolid  se  menciona  continuamente  como  ejemplo)  como  en las Indias (donde ya había tres audiencias: la de Santo Domingo, fundada en 1511, suprimida y nuevamente creada en 1526; la de México,  fundada  en 1527; y la de  Panamá,  en 1538), cuanto de realizar una delimitación de poderes, funciones y competencias entre  los  nuevos representantes del rey en el recién fundado virreinato de Nueva Castilla.52 Mucha atención se dedicó a fundar con certeza una armonía entre  los  dos  poderes,  ambos  nuevos  en  tierra peruana, dando atentas  instrucciones  en mérito tanto  al virrey como  a los  oidores.53

	Los primeros oidores fueron el doctor Lissón de Tejada, los licenciados Diego López de Cepeda, Juan Álvarez y Pedro Ortiz de Zárate, ministros  que  viajaron a  su destino  peruano  en la misma flota del  primer  virrey Blasco Núñez Vela,  pero no  dieron prueba de haber  recibido  el espíritu de las directivas regias. La actuación de aquella  primera  Audiencia  de  Lima,  ya desde los primeros meses de su implantación, fue sorprendente y, por muchos aspectos, equívoca. El hecho más extraordinario consistió sin duda en el apoyo de  la Audiencia  a  la facción de los insurrectos, desde el 18 de septiembre de 1543, fecha de la prisión del  virrey Núñez Vela, hasta la derrota final de los rebeldes el 9 de abril de 1548.54 Como resulta de la residencia tomada a los oidores después de la revuelta, la Audiencia como  organismo  se  disgregó ante el primer obstáculo, firmando los  oidores  la deposición y la prisión del  virrey bajo la presión y amenaza de los rebeldes. La excepcionalidad de  las  circunstancias  había llevado a que la Audiencia de Lima  enviase a Madrid un representante propio, el doctor

	 

	
Lissón de Tejada (que murió durante la travesía marítima), para  defender  su posición ante  el rey.55 Desde la declaración firmada por los oidores en la que se deponía al virrey de su cargo, empezó una actividad legalmente dudosa  del  tribunal  limeño,  que  además  se vio reducido en  su composición (una vez muertos el virrey-presidente y el oidor Lissón de Tejada).

	Esta determinante injerencia de la Audiencia en el campo político duró unos tres años,  durante los cuales el nuevo presidente -el licenciado Cepeda- actuó como consejero político y como apoyo formal de las actuaciones y pretensiones de los rebeldes y de su líder, Gonzalo Pizarro.56

	Por su parte, como escribiera el mismo Pizarro, los rebeldes desconocían la figura y la actuación del  virrey,  mientras  que  reconocían la autoridad de la Audiencia  porque afirmaban que «los señores oidores y el  Audiencia  de  estos  reinos, representando  [...]  la persona  real que nos ha de tener y mantener en justicia y en sosiego y quietud estos dichos reinos» representaban también los de quienes esperaban «toda merced». En particular, porque  los oidores habrían informado a «Su Majestad del agravio que este reino recibe con  muchas ordenanzas que nos envía, porqué con ellas no se  podrá  sustentar».57  Los  encomenderos, entonces, presentan sus intereses como si fuesen «el bien del reino», y frente a la actuación del virrey en el intento de la aplicación de las leyes dadas  por  el  mismo  rey,  conciben  la Audiencia como la institución que otorgaría garantía de sus  privilegios.  Frente  ella,  explica Pizarro, entienden «pedir nuestra justicia y ante ellos hemos de  hacer  nuestra  probanzas,  y asimismo justificar nuestras causas y aun tomar de ellos nuestra seguridad».58

	El conflicto no se solucionó hasta 1547, con la llegada a Perú de un nuevo y autorizado mandatario  regio, Pedro Gasca, enviado con el  título  de presidente de la Audiencia  de Lima. En esta ocasión, con el fin de remediar la revuelta de los encomenderos guiados por Gonzalo Pizarro, se abrió un importante debate en  la  Corte  sobre  la  estrategia  más  adecuada  para retomar el control del virreinato. Sobre el particular nos hemos detenido largamente en otra ocasión,59 por lo que tan solo nos limitaremos a señalar que,  con respecto a la práctica de la gestión de los poderes de la justicia política y de intromisión en asuntos de gobierno, este caso demuestra la clara elección de una vía en la cual se sustanciaban los poderes políticos  del mandatario regio a través de unas atribuciones eminentemente jurídicas. Ello valía tanto en los poderes ordinarios (nombramiento del presidente de la Audiencia y, de hecho, gobernador del Reino en ausencia del virrey) cuanto en los extraordinarios (poderes para  dar  el  perdón  general, otorgar beneficios). Se trataba, pues, de una actuación política, negociadora,  pero también sustanciada en una firme acción militar y una aplicación demostrativa  de  la  justicia  real, seguida por una etapa de gobierno para el reajuste del virreinato. La redefinición de los equilibrios de poder internos en Perú fue definida por Gasca a través de una nueva  redistribución de beneficios y  encomiendas  (reparto  de  Huaynarima) que, de  hecho, refundaron el pacto de fidelidad entre el soberano castellano y  sus  súbditos  peruleros.  Terminada su misión, el presidente Gasca dejó en 1550  el  gobierno  del  virreinato  al presidente interino de la Audiencia Andrés de Cianca, quien lo mantuvo  hasta  que  el  nuevo virrey del Perú, don Antonio de Mendoza y Pacheco tomara su  cargo  en  1551.  El  mismo Cianca  ejerció de  presidente  de  la Audiencia  que  gobernó  a  la muerte  del  segundo virrey,

	 

	
después de tan solo 10 meses de gobierno. Aún resulta significativo que entre las medidas que Mendoza (elegido para el delicado cargo en virtud de su larga y madurada  experiencia como virrey de Nueva España durante 15 años, desde noviembre de 1535) pudo tomar hubiera unas ordenanzas  para la Audiencia  de Lima  en las que  se señalaban las atribuciones  y obligaciones de  sus  oidores, fiscales, relatores  y demás ministros.

	 

	
		Nuevos conflictos entre virrey y audiencias en los años 1569-1580



	 

	La experiencia de las décadas anteriores se tuvo en cuenta en 1568, cuando  el  rey Felipe II  quiso un control más efectivo de la Corona  sobre  sus  dominios  americanos  y,  en particular, sobre el inestable virreinato peruano.60 En esta ocasión  se  celebró  una  Junta  especial convocada para afrontar  las  problemáticas  más  graves  y urgentes  de  los  dominios  indianos, tanto en el gobierno espiritual como en lo temporal.61 El recién nombrado virrey del Perú, Francisco de Toledo, participó activamente en esta fase, remarcando que las injerencias de la Audiencia de Lima constituían un obstáculo para  el  gobierno  efectivo  del  Reino;  por  ello, solicitó que se pusiese definitiva luz sobre «lo que es justicia y gobierno, que tan notablemente está falto y confundido». Toledo comprendía  claramente  que  «sin  remediarse  esto,  no  se podría conseguir fruto», especialmente en el virreinato peruano.62 El virrey, considerando «la materia del gobierno y justicia» como la «principal llave para todo» presentó a la Junta la necesidad de  evitar  que  las  audiencias  «tuviesen la controversia  que  han tenido  y tienen con los virreyes en lo que  es gobernación, de lo cual  ni  ha  resultado ni  resulta servicio de Dios ni de S. M.».63  Las  argumentaciones  del  virrey  Toledo  debieron  de  ser  convincentes,  ya  que como resultado de los trabajos  de  la Junta  se  promulgó  la Real  Cédula  de  28 diciembre  de 1568, donde se establecía que si el virrey se excedía, no respetando sus límites impuestos, los oidores deberían hacer  sus  «admoniciones  e intimaciones» pero sin darles publicidad. En caso de que el virrey insistiera, «no tratándose de materia en que se puedan producir inquietudes, se cumpla y respete  aquello  que  ha  dispuesto  el  virrey,  sin  ofrecerle  obstáculos»,  pero informando al rey. De este modo se lograría que el virrey conservase «el respeto y reverencia   que como cabeza y ministro principal nuestro se le debe y Nos queremos que se le tenga».64

	Durante su largo gobierno (1569-1581), el virrey  Toledo  tuvo  varias  desavenencias, algunas bastante enérgicas, con la Audiencia de Lima, actuando, en general, como si el poder virreinal fuese superior al audiencial, también en sus funciones de presidente del tribunal.65 Es ejemplar, al respecto, una Real Cédula de 27 de febrero de 1575, en la que Felipe II interviene perentoriamente para combatir uno de los reiterados conflictos entre virrey y oidores. Dirigiéndose al virrey Toledo, que había utilizado el  sello real  para intimar  sus  voluntades  a  los magistrados por doblegarse a su resistencia, en una  contienda  que  duraba casi  cinco años,  el rey afirmaba que: «especialmente aviendo de escribir a la Audiencia lo habeis de hacer por carta,  como  a  oidores  nuestros,  y vuestros  colegas,  y no  por  patentes  en nuestro  nombre  por vía de mandato, pues estáis más obligados que otros, por el lugar nuestro que tenéis, a honrar y autorizar la Audiencia. Y porque el mandar a la Audiencia está reservado a nos».66

	La posición de la Corona parecía claramente dirigida a evitar cualquier posible conflicto,

	 

	
y sobre todo, para que estos no se difundieran dando origen a divisiones y alineaciones entre facciones en la sociedad civil, en especial una vez vistos los tristes precedentes peruanos.

	A pesar de ello, la situación permaneció todavía confusa, tanto que en 1588, en el  intento por delinear exactamente las competencias entre «materias de gobierno y  de  justicia»,  se promulgó una Real Cédula donde  se clarificaron los poderes del  virrey. Este, como  alter ego  del monarca, debía «ordenar y gestionar» todo lo concerniente a la  «paz,  tranquilidad, desarrollo y pacificación de las provincias». A él correspondían los poderes residuales no conferidos a otras autoridades, de modo que «todos deben estar sujetos al  gobierno  y jurisdicción de los virreyes», exactamente «como si por  nuestra  persona se gobernasen,  en lo  que no tuvieren especial prohibición».67

	En efecto, ha quedado subrayado el modo en que al virrey le correspondió el «gobierno superior» o general, que en términos actuales podríamos  quizá  traducir  como  «dirección política y gobierno nacional», que debe diferenciarse del «gobierno ordinario», que atiende al aspecto meramente  administrativo  de carácter  local. Por  otra parte, la creciente complejidad  de la vida social y política, y la  mayor  concentración  de  poderes  y  atribuciones  de  los virreyes, les hacía siempre menos  predispuestos a aceptar un control  judicial de sus acciones.  En este sentido, apelaron siempre más frecuentemente a declarar «de gobierno» determinadas cuestiones, haciendo inapelables sus propias decisiones.69

	 

	
		Funciones  políticas  en ausencia del virrey:  desavenencias entre  la  Audiencia  de  Lima  y la de Quito



	 

	A pesar de los casos examinados  anteriormente,  resulta interesante  añadir un ejemplo referido   a una ulterior tipología de conflictos, esta vez ligados  a las  relaciones  de la Audiencia  de  Lima con otra de los reinos peruanos. Es el caso de la disputa entre el tribunal limeño y la Audiencia de Quito, en 1583, en ocasión de la muerte del virrey Martín Enríquez de Almansa (1581-1583) y de la relativa vacancia de poder que  presuponía  la  asunción,  como  hemos  visto, del gobierno interino del virreinato de la Audiencia de Lima, principio que el tribunal quiteño  quería apelar al Consejo.

	La Audiencia de Quito lamentaba haber recibido noticias de la muerte del virrey por

	[...] oydas de unos hombres que le habían oydo a otros y no por recaudo autentico que tuviésemos [y de haber  recibido comunicación oficial de la muerte del virrey solo después haber enviado a su homóloga en Lima un despacho, porque entretanto circulaban noticias que en] la provincia de chile [...] avia avido un motin en que avian muerto al gobernador y andava todo desasosiegado y estavamos con cuidado hasta saber lo cierto desto.70

	 

	Según el informe escrito por el oidor Pedro Venegas de  Cañaveral  al  Consejo,  «la audiencia de los reyes dilató el escribirnos la muerte del visorey desde el el doÇe marzo que murió    hasta   treinta  de   abril   que   fueron  cinquenta    días».   Esta   dilación   fue    causa  de

	«desasosiego» en el  distrito quiteño,  pero los ánimos  de los oidores se «perturbaron» aún más  al recibir el pliego desde Lima, el 25 de mayo, «con el aviso desta muerte y con este pliego vinieron otros para los pueblos deste distrito por donde pasó mandando aquella audiencia  que

	 

	
a ella se acudiese con los negocios  de gobierno  de todo  lo que  está sujeto  a esta audiencia».71 La Audiencia de Quito lamentaba ante el Consejo que las resoluciones del tribunal limeño

	estuviesen fundadas en una Real Cédula de 1550, «quando en todo este reyno  de Piru no  avia  más audiencia que la de los reyes por la qual se manda que falleciendo el visorey y estando impedido de suerte que totalmente pudiese  gobernar  gobernase  aquella  audiencia».  Pero, según los oidores de Quito, «abiendose dividido  los  distritos  desta  audiencia  y de  la  dicha ciudad de los reyes por el  tenor  de la mesma  real  cedula se entiende  ser  a cargo  de cada una de las audiencia el gobierno de su distrito faltando el visorey». Además  se observa que  una cédula posterior de 1568 «manda expresamente  que  faltando  el  visorey  gobierne  esta audiencia y encomende los yndios y provea los oficios hasta que vuestra magestad  otra cosa proeva y asi se hara como vuestra magestad lo tiene mandado».72

	El temor de los jueces del tribunal de Quito residía en particular en que  se  abriesen nuevamente unas contiendas sobre «algunos nombramientos» que se habían afrontado ya con el virrey recién fallecido. Enríquez había  contestado  los  nombramientos  y  había  enviado  un agente propio a Quito y ahora a la Audiencia, pues le preocupaba que las intromisiones de la Audiencia de Lima pudiesen causar turbamiento y ulteriores  «desasosiegos»  en  el  distrito quiteño.

	Este contraste arroja luz sobre una  serie de aspectos. El primero, sin duda, demuestra que   en Perú, aun en la década de 1580, la repentina muerte de un virrey ocasionaba tensiones y

	«desasosiegos», especialmente si  se  sumaba  a  noticias  de  un «motín»  en otra  provincia  (en este caso, en Chile). Considerando Lima como centro político y geográfico del virreinato, la provincia de Quito se encontraba en el  extremo opuesto  con  respecto  a  Chile,  y  la inestabilidad (verdadera o presunta) de la sociedad peruana era tal que la Audiencia  todavía relataba haber tenido que intervenir haciendo «justicia».73  Además, explica cómo el gobierno,  por lo menos en la percepción del oidor Venegas de  Cañaveral,  al  pasar  a  ejercer  las facultades de unos ministros lejanos ocasionaba alteraciones y  preocupaciones  entre  «los súbditos a las audiencias» que «no están ni pueden estar en general todos contentos, porque el hacer  justicia trae esto consigo». Se entiende  claramente  la preocupación de que  las medidas   de gobierno adoptadas en Lima «pudieran causar grandes inconvenientes  e inquietar  y levantar los ánimos de los hombres para cuya seguridad y allanamiento ha sido mucha parte el tierno y blandura con que de presente se hace justicia en esta audiencia». Un cambio en el estilo de gobierno, tanto  en Quito  como  en «todas las ciudades y pueblos de este distrito y otras partes   de como  todo  esta llano con la justicia que  se hizo  de los culpados y que  no  había que  temeré ni de que recelarse hace hecho en esto mucho servicio a  vuestra  majestad  y bien a  toda  la tierra».74

	Asistimos, pues, a una justicia que tiene un importante componente de evaluación política, que actúa  mirando no  solamente  las normas,  sino también las consecuencias  que  su aplicación e interpretación pudiera tener en el Reino, y que selecciona atentamente, siguiendo las indicaciones reales por «el bien deste reino».

	Por otra parte, si entramos en el mérito  de  las  medidas  que  la Audiencia  quiteña  temía fuesen revocadas, encontramos  que  se trata  también de «proveymentos  por quer  abiendo  V.  M.

	 

	
dado algunas cedulas en favor  de algunos  conquistadores  y personas  que  a V.  M.  han servido en esta tierra dirigidos a esta audiencia para que les gratificasemos  sus  servicios  en  encomiendas de indios y otros aprovechamientos».75 Es decir, unas medidas importantes en la  vida económica y social de la  comunidad  quiteña  de  la  época.  Además,  estas  provisiones habían sido efectuadas no obstante la tentativa de bloquearlas por parte del virrey, y «han sido gratificados  los  que  en esta  tierra  han servido y trabajado que  si  esperaran a  serlo por  mano del visorey no lo fueran». Se entiende claramente que la Audiencia fuese responsable de estas elecciones políticas por ser «cosa que  no  se puede gobernar  de lejos y que  las elecciones de  los alcaldes que se hizo en los cabildos que V. M. tiene cometido».76 Indudablemente, en el ejercicio de sus funciones, como también explica Venegas de Cañaveral, la «justicia» hace sus elecciones (sobre todo en caso  de  concesiones  de  beneficios),  que  afectan el  orden social  y los intereses de grupos  locales. Se entiende, asimismo, el temor  de los oidores quiteños  a que  sus actuaciones fueran derrocadas por los de Lima. A pesar de  la  alarmante  denuncia proveniente  de  los  oidores  quiteños,  la cuestión se  mantuvo  todavía  abierta; tanto  es  así  que tres años después, el 23 de septiembre de 1586, la Audiencia de Quito escribía al Consejo que

	«a la muerte del virrey de Perú, Martín  Enríquez,  intentó  la  Audiencia  de  Lima  gobernar también en Quito y piden se  delimiten  los  poderes  de  ambas  audiencia  cuando  suceda  la muerte del virrey».77

	 

	
		Una mirada diferente: motivaciones socioculturales de  los conflictos



	 

	Mirando nuestro objeto de estudio desde un enfoque  diferente  respecto al  jurídico, que  hasta ahora ha recibido la atención de la mayoría de  los  análisis,  podríamos  encontrar  otros elementos de interés. En particular, resulta esclarecedora la disposición mencionada  que distinguía entre miembros «letrados» y «no letrados» (en nuestro caso, los virreyes de Perú y México) en la composición de las audiencias, así como el estrecho vínculo que se iba creando entre los magistrados y la sociedad de su distrito. Esos puntos nos llevan a considerar  la existencia de una efectiva diferenciación de orden social, de intereses individuales y de grupo diferentes, de redes de relaciones (tanto en la Península como en el área de su actuación como ministros y agentes del rey), o de las implicaciones que estas podrían conllevar en la diferente interpretación de los límites entre las funciones entre audiencias y virreyes. Hace  tiempo  se colocó la atención sobre las posibles contraposiciones de intereses entre los miembros de distintos grupos estamentales,78 así como  entre  los miembros  de diferentes  grupos  de poder en la Corte.79 Un análisis de los conflictos en sentido corporativista o estamental  llevaría  a encuadrar los continuos enfrentamientos entre las dos altas magistraturas indianas  en un cuadro más amplio y complejo, considerando las respectivas actuaciones como las correspondientes a nuevos equilibrios sociales en el seno de la sociedad hispánica e hispanoamericana,  de relaciones entre grupos y redes en la Monarquía, o de luchas de facciones en la Corte  de Madrid.80

	Sin detenernos en este ulterior frente  investigativo, podemos especular sobre el hecho de  que  las  respectivas  miradas  e  intromisiones  pudiesen hallarse  influidas,  en general,  por la

	 

	
reacción de la alta nobleza -a la que habitualmente pertenecía el virrey- a los intereses de una clase vasta de letrados, un grupo naciente de funcionarios que debía su propio ascenso a las nuevas necesidades ligadas al desarrollo del  aparato burocrático, tanto  en las Indias  como  en  las otras partes de los dominios de la Monarquía Hispánica.81

	Sin duda, la contraposición entre alta nobleza y letrados se remonta a los tiempos de los Reyes Católicos, y más concretamente, a  las  reformas  puestas  en  marcha  por  ellos  en  las Cortes de Toledo de 1480. En esta fase se reorganiza el antiguo Consejo de Castilla, órgano central de gobierno y eje de todo el aparato administrativo. Desde la óptica de la Corona era fundamental mantener el control sobre un órgano dotado de poderes tan amplios; a tal  fin, resultaba necesario que estuviese compuesto de personas en las que los soberanos pudieran depositar su total confianza. En el pasado, y esquivando el control de la Corona,  este órgano  había estado en manos de la alta  nobleza,  bajo  la  que  entonces  permaneció  retenido debilitándose el peso del nuevo Consejo, privándola del derecho de voto y ampliando el componente de letrados, funcionarios fieles a la Corona.82

	El ascenso político de los letrados resultó favorecido por las exigencias de la naciente burocracia: para ocupar un oficio gubernativo (con una rígida exclusión para los cargos virreinales, reservados a la alta aristocracia) se hizo cada vez  más  necesaria  una  sólida formación jurídica, de la que solo los letrados  se  encontraban  en  posesión  gracias  a  sus estudios en las universidades castellanas. Según el testimonio de un  coetáneo,  Galíndez  de Carvajal, «los soberanos se encontraban más preocupados por nombrar funcionarios hábiles y juiciosos, aunque procedieran de una familia modesta, antes que personas  de  renombre procedentes de las principales familias».83

	Esta política fue  continuada  también por los sucesores de Fernando e Isabel. Tanto  Carlos V como  Felipe  II  prosiguieron  considerando  indispensable  la  elección  de  funcionarios expertos y de confianza, ya que «el  hecho  de  que  fuesen  elevados  a  un  oficio  público  se basaba en su integridad y eficiencia personal y profesional».84 Como señalaba Braudel,  los letrados ocuparon siempre más espacios en posiciones de influencia en la escena política, favoreciendo el ascenso social de esta capa social. Según el historiador francés, estos funcionarios, llamados al poder, no tardaron en  «acaparar  una  parte  de  la  autoridad pública».85 Paralelamente, la Corona pretendió  despojar  a  la  alta  nobleza de  sus características feudales  y guerreras,  induciéndola  a  asumir  funciones  cortesanas,  burocráticas y, solo en ocasiones, militares, «transformando al  gran  señor  feudal  en  un  funcionario militar».86 Tales dinámicas sociales no escaparon de la alta nobleza castellana, creándose así naturalmente las bases de un fuerte resentimiento, como parece indicar el  despreciativo  testimonio de un defensor de la alta aristocracia, Diego Hurtado  de Mendoza,  quien apunta  en  su Guerra de Granada: «Los Reyes Católicos han puesto la administración de justicia y de los asuntos  públicos en manos  de los letrados, gente  de condición media, ni  grandes, ni  pequeños, no causantes de agravio ni a unos ni a otros, y cuya profesión era el estudio del derecho».87

	En la percepción de Hurtado de Mendoza -y tenemos razones para creer que también en la  de gran parte de la vieja aristocracia militar- los letrados ya  habían ocupado todos los puestos  de  la  administración  pública:  desde  los  oidores  de  las  causas  civiles,  pasando  por  los

	 

	
alcaldes de las causas criminales o los magistrados de las audiencias, hasta llegar  a la cúspide  del Consejo Real. Hurtado ironiza sobre estos  funcionarios,  que  estiman  tener  una competencia universal: «la ciencia de lo que es justo  y lo que  es injusto», y además  envidian  los cargos de los demás, siempre preparados para usurpar la competencia de los militares y de  las grandes familias aristocráticas. La situación también la vivía como una amenaza un noble asentado en Nueva  España,  Rodrigo  Vivero,  marqués  del  Valle,  que  calculaba  al  inicio  del siglo XVII, la presencia de casi 70 000 estudiantes  en las universidades españolas y,  por  tanto,  de un nuevo grupo de funcionarios listo para entrar en la pugna,  y,  con desdén,  advertía  la presencia entre  ellos  de hijos  de zapateros  y labradores.88

	En el caso de los oidores, su ascenso venía a manifestarse incluso en un sector particularmente delicado, en el que la vieja aristocracia era atacada por  la  política  de  la  Corona en la que había sido su antigua prerrogativa feudal. De hecho,  en  su  política  de limitación de la alta aristocracia, la Corona estuvo mucho  más  atenta  a controlar  la autoridad  de los nobles en el  campo  judicial, reivindicando progresivamente  su suprema  autoridad, junto a la «mayor  competencia  de la justicia regia en muchos  campos  del contencioso, minando  así las bases del poder judicial independiente del cual gozaba la aristocracia castellana».89 En las Indias, en particular, la dinámica se ve complicada por la aspiración del sector de los encomenderos, que anhelaban convertirse en una «nobleza indiana».90

	El diverso origen estamental caracterizó también los sistemas de  valores  de  oidores  y virreyes. Por un lado, tenemos en el papel de virrey a un miembro de la  alta  nobleza,  con mentalidad de caballero de capa y espada,91 habitualmente pariente  del  soberano.  En dicho sentido, es significativo el caso de Antonio Hurtado de Mendoza (virrey del Perú de 1555 a 1560), que  se consideraba «el  rey vivo en carnes» y nutría  tal  desprecio por los oidores hasta  el punto de no vacilar en hacer ajusticiar en  su  lecho  al  licenciado  Altamirano,  de  la Audiencia de Lima.92 Por otro lado, tenemos unos funcionarios formados en las universidades como técnicos especializados, pero de orígenes  más  humildes,  dependientes  por  su  propia fortuna  de su celo de funcionarios  y de sus  apoyos  en la Corte. Estos  veían con asiduidad en las Indias la posibilidad de crearse una posición de influencia y poder, o al menos de prestigio social, y defender celosamente los conflictos de los abusos («extralimitaciones») de una contraparte históricamente privilegiada. Por lo demás, el tren de vida y el prestigio, que correspondían en aquella época a  la  manifestación  de  estatus,  contribuían  a  alimentar discordias, rivalidades y rencores de los oidores en sus enfrentamientos con el  virrey,  en ocasiones, con costes más que excesivos, desagradables para la Corona. Recordemos a este propósito el caso del marqués de Cañete, Hurtado de Mendoza, que «vivía como un rey en la capital del  virreinato», circundado de guardias, criados y lacayos hasta  suscitar  el  clamor  en  la Corte. Bajo la atenta propuesta de un prudente funcionario real, el virrey  Mendoza  fue destituido de su cargo, hecho por otra parte excepcional, y el  conde  de  Nieva  pasó  a  ser designado nuevo virrey, teniendo la orden de revocar cualquier  acto  realizado  «sin  tener licencia, poder ni facultad».93 El estudio bajo la perspectiva de la historia social de  las instituciones parece ser un campo prometedor y de gran auxilio para la  comprensión  de fenómenos  similares,  sobre  todo  en la  realidad  indiana,  por  lo que  consideramos  que podría

	 

	
ser útil también para la comprensión del  fuerte  protagonismo  político de la Audiencia de Lima  y de sus frecuentes conflictos con los virreyes del Perú.94

	 

	
		Consideraciones conclusivas



	 

	A tenor de lo expuesto, tras un análisis de las respectivas funciones y de las complejas interferencias recíprocas, parece evidente que, en el seno de las relaciones entre  los  dos  máximos organismos de  la  administración  española  en  el  Perú,  hubiese diversas potencialidades de conflicto y que muy a menudo se  originaran  contrastes.  Por  lo  demás, parece tratarse de una conflictividad previsible (y  quizá  prevista)  de  la  Corona,  desde  el instante en que su origen radica en gran parte de los conflictos de competencia jurídicamente codificados.

	Los desacuerdos de jurisdicción entre el virrey y las audiencias, verdaderas disputas de poder  en  la  sociedad  virreinal,  fueron generalmente  originados  por  una   diferente interpretación de la delimitación de las recíprocas esferas de  competencia,  que  se  habrían intentado clarificar inútilmente con la Real  Cédula  de  27 de  febrero  de  1568. Por  lo demás, como hemos visto, la delimitación de las competencias entre «gobierno» y «justicia», no se encontraba del todo definida en la mentalidad de la  época.  A  ello  se  añadió  una  precisa elección política de  la  Corona,  que  decidió,  en el  Nuevo  Mundo,  según  la  interpretación de gran parte de la crítica, mantener las audiencias en función del control jurídico-político, conservando separados en líneas generales el gobierno y la función judicial, de modo que los órganos responsables de uno y otro fueran siempre vigilados recíprocamente.

	La Corona española determinó que un cuidadoso sistema de controles y equilibrios entre varias instituciones e intereses era la mejor garantía practicable para preservar su autoridad sobre los territorios americanos.95 Sin embargo, examinando la situación desde una perspectiva diacrónica y analizando las fuentes, emerge del mismo claramente cómo la misma Corona intentó evitar todo lo posible la aparición de conflictos entre los órganos de su administración, debido, precisamente, al temor a que estos pudieran originar insurrecciones.

	Es probable que el miedo al exceso de poder de una  de las  magistraturas  resultase tan  fuerte como el hecho de que un conflicto entre  ellas  pudiese  degenerar  abiertamente, involucrando a toda la sociedad del virreinato peruano. La Corona sostenía un conjunto  de equilibrios de poder para evitar que se  llegase  a  fracturas  institucionales,  pero,  al  mismo tiempo,  prefería  que  la  maquinaria  administrativa  funcionase  lo  más  armónicamente  posible. Por otra parte, si se profundiza en el análisis examinando la diferente procedencia y posición social de los virreyes respecto a los oidores, se  puede  evidenciar  cómo  las  cuestiones  culturales  ligadas a aspectos de autorrepresentación fundadas  en asuntos  de estatus  simbólico   y de precedencias contribuyeron a determinar las relaciones entre las dos altas magistraturas indianas, dejándose influir por las relativas posiciones en los conflictos de competencia.

	En todo el curso del siglo XVI asistimos, pues, a un  claro  y  constante  protagonismo  político de la Audiencia de Lima en la vida del virreinato peruano. Los conflictos que se engendraron por ello fueron fruto  de diversos factores más  que  de una  clara elección política

	 

	
de la Corona: de una persistente falta de nitidez de las respectivas funciones y competencias, determinada tanto por los conceptos y presupuestos jurídicos de la época como  por  la interacción cotidiana de los representantes y ministros del rey, que poseían mentalidades diferentes y con ellas interpretaban sus roles  en  la  cumbre  del  aparato  de  gobierno  y  de justicia en los dominios americanos de la Corona de Castilla. Si al virrey le correspondía el

	«gobierno superior» o  general,  las  audiencias  actuaban  regularmente  en  el  «gobierno ordinario», que se colocaba en el aspecto administrativo de carácter local. Por otra parte, el protagonismo político de la Audiencia  de  Lima  ocasionó fuertes  reacciones  por  parte  de  los alter ego del rey, porque la creciente complejidad de la vida social y política y la mayor concentración de poderes y atribuciones de los virreyes les hacía estar siempre menos predispuestos a aceptar un control  judicial de  sus  acciones.
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	MARÍA ELENA BARRA* MIRIAM MORICONI**

	 

	La actividad de los tribunales eclesiásticos durante el Antiguo Régimen ha  sido  un recurrido objeto de estudio en las últimas décadas, y algunas producciones específicas sobre el tema han allanado significativamente la base de partida para abordar un estudio más acotado y, a la vez, más incisivo de las judicaturas eclesiásticas.1 Sin embargo, como ya hemos señalado en otros trabajos,2 dos perspectivas de análisis continúan predominando en los enfoques sobre los tribunales eclesiásticos: una apunta al conocimiento de los desarrollos y recursos al derecho canónico de acuerdo con las materias y sujetos  judicializables,3  y  otra,  al  carácter  disciplinario y regulatorio de la intervención del clero como productor de pautas  socioculturales.4 Por  el  contrario, el  conocimiento  de la administración de justicia eclesiástica y su implicación en la dinámica  sociopolítica  es  una  materia pendiente.

	Esta situación es particularmente llamativa en el actual contexto historiográfico, donde han cobrado notoriedad las múltiples propuestas ofrecidas para una historia de la justicia.5 En este prolífico campo de estudios, quizá porque se asume que debe acotarse a la historia de

	«la Iglesia», la administración de justicia eclesiástica  continúa  siendo  un  tema  postergado.6 Una excepción en este sentido es la compilación de Raúl Fradkin del año 2007, que reúne un conjunto de artículos sobre el funcionamiento de la justicia en el  ámbito  rural  bonaerense  durante la transición del  orden  colonial  al  post-revolucionario.7  Se  trata  de  investigaciones que  han incorporado de manera  casi  inaugural  la variable religioso-eclesiástica para analizar    la justicia rural y la construcción de un orden institucional en la campaña bonaerense.8

	La presente propuesta pretende aproximarse a las agencias de los jueces eclesiásticos, sacándolas  de  ese  lugar  impropiamente  reservado y restituyéndolas  al  espacio más  complejo en el cual  tuvieron lugar.  Esto supone  advertir  los fundamentos  jurídicos de sus  potestades,9 pero también, indagar quiénes y por qué motivos acudían a estos foros, las fuentes  del derecho    a las que se apelaba en tales actuaciones judiciales, las materias juzgadas, las penas administradas, y las colaboraciones y conflictos entre justicias y auxilios seculares en la persecución y castigo de los acusados. Los litigios se desarrollaban en el horizonte de  una  cultura política teologizada y de una sociedad sacralizada en el  cual  tenían  lugar confrontaciones que, bajo la  apariencia  de  asuntos  íntimos  o  privados,  anidaban  otras disputas.10 En muchos pleitos se trataba  de  dirimir  temas que  «no  solo  involucraban  a personas sino a grupos», a «facciones en pugna».11

	 

	

		Algunas observaciones sobre la justicia eclesiástica y su historiografía



	 

	La dificultad de partida para comprender la significación histórica de la justicia eclesiástica deviene principalmente  de las exiguas  e incorrectas interpretaciones de lo que  esta implicaba  en el universo heterojurisdiccional del Antiguo Régimen. Son  innumerables  las  aserciones acerca de la condición disciplinaria y punitiva  de las instituciones  eclesiásticas que  confunden la cualidad persuasiva de los discursos eclesiásticos y la administración del sacramento de Penitencia  con  la  administración  de  justicia  eclesiástica.  Consecuentemente,  son  muy  pocos los estudios que pueden trazar de forma clara la diferencia entre el factor  sacramental  de  la gestión del perdón, la administración legal de las penas canónicas -entre las cuales la más mencionada es la excomunión-,  y las acciones penales derivadas de los procesos contenciosos  que tenían lugar en los juzgados eclesiásticos. A esta indeterminación se suma el presupuesto - bastante  extendido fuera  del  área específica de los estudios  sobre justicia eclesiástica- de que   la administración de justicia eclesiástica en la etapa colonial solo concernía al privilegio del fuero.

	Por el contrario, el estudio de la administración de justicia nos  coloca  de  cara  al  problema  del  gobierno  en  las  comunidades  antiguo-regimentales.  Así  como  otras  instancias del gobierno indiano se fundaron en una administración  investida  de  poderes  judiciales,12 también la administración diocesana  organizó  una  forma  de  gobierno  en  torno  a  estos tribunales. Desde el  siglo XV, la instauración de una  diócesis en las Indias, y en ocasiones la  sola presencia de un obispo presentado, implicaba la fundación de un  tribunal  eclesiástico ordinario. Las potestades judiciales delegadas a los curas vicarios que actuaban a nivel parroquial,  en quienes  se  enfoca  el  presente  trabajo,  derivaban directamente  de  la  naturaleza del vínculo con las autoridades diocesanas que  tenían,  entre  otras potestades jurisdiccionales,  la judicial.

	Estos equívocos, en parte producto de las fronteras movedizas entre las potestades jurisdiccionales y judiciales, y en parte debido a la asignación de un sentido algo desmesurado de los alcances del regalismo, han impactado en las explicaciones sobre la composición de los escenarios judiciales en los cuales se litigaba en el Antiguo Régimen.

	Desde la historia jurídica, y específicamente  en los  estudios  sobre  constitucionalismo,  se ha concluido que aunque en el ámbito de algunas experiencias europeas  en  el  siglo  XVIII comienza a existir, en reducidas dimensiones, una  administración ejecutiva, las mismas  distan  de las formas que serán propias del Estado contemporáneo. Luca Mannori  y Bernardo  Sordi atribuyen esto al  simple  hecho  de  que  «el  sistema,  por  sus  raíces  culturales,  continúa negándole  autonomía  al  poder  ejecutivo  respecto  del  judicial».  Nos  extenderemos  en la  cita por la claridad y autoridad conclusiva de los autores italianos, quienes afirman:

	 

	[...] en un plano más profundo la monarquía administrativa del siglo XVIII continúa ofreciendo una diferencia inconmensurable respecto a un auténtico Estado administrativo, precisamente porque se ve todavía  como una  suma de otras sociedades. La tarea de la nueva organización consiste en desarrollar con mayor eficiencia y confianza política las funciones de la antigua, es decir, disciplinar desde fuera la vida de los cuerpos políticos intermedios que se

	 

	
perciben todavía como células primarias del ordenamiento.13

	 

	Conviene tener en cuenta, entonces que aquel modo de organizar el gobierno de las comunidades desapareció solo cuando los cuerpos estamentales y territoriales quedaron sepultados por la creación y puesta en funcionamiento de «una sucesión de circunscripciones concéntricas», y cuando la función judicial ya no operó en los términos de «una actividad de mediación entre intereses estructuralmente coincidentes,  sino  como  una  técnica  mecánica volcada en la tutela de los derechos legalmente reconocidos».14

	Antes de que esto último tuviera algún nivel de concreción en cualquier esfera de la administración política, la jurisdicción eclesiástica cercenada -en mayor  o menor  medida- por las envestidas regalistas o galicanas componía aquel bastidor del gobierno que era la administración de justicia. Como expresó perfectamente Andrés Gallego, en aquel escenario judicial: «aparte de la justicia civil, estaba la de  la Inquisición,  híbrida  de  Iglesia  y Corona [...]. Y aparte, estaba la jurisdicción propiamente eclesiástica».15

	Dentro de la historiografía americanista, la mexicana  es  la  que  más  tempranamente advirtió la función judicial de los  curas  párrocos  y  la  que  luego  desarrolló  con  más profundidad esta dimensión delegada en el ministerio parroquial. David Brading analiza este aspecto de la labor de los sacerdotes rurales en el obispado de Michoacán durante el «asedio» borbónico, pese a lo cual muestra, cabalmente, el modo en que  el  clero parroquial  desempeñó esta función: aplicando castigos sumarios y apelando a la justicia secular de los magistrados locales.16 Por su parte, William Taylor ha estudiado en distintos capítulos de su extensa obra sobre la arquidiócesis de México  y la diócesis  de Guadalajara durante  el  siglo XVIII  el  papel  de los sacerdotes como jueces y maestros  (que entiende, a su vez, como  un desplazamiento en  los perfiles del ministerio parroquial) y los interminables conflictos entre curas y alcaldes  mayores en los pueblos  novohispanos,  mediados, en gran medida,  por  su diferenciada  manera de entender las potestades respectivas.17  Más  recientemente,  Aguirre  Salvador  ha  retomado este aspecto y ha dimensionado los cambios que tuvieron lugar hacia finales del siglo XVIII.18

	En el Río de la Plata, como sede periférica de la Monarquía Hispánica, además de la administración de justicia real que llamaremos «secular» o «seglar», y de la potestad judicial delegada del Santo oficio de la Inquisición con sede en Lima, se administraba justicia  eclesiástica. Dentro de la justicia eclesiástica pueden  reconocerse  la  que  incumbía concretamente al clero regular  y la justicia eclesiástica ordinaria. En el  primer  caso, se trataba de la vía judicial de resolución de conflictos internos que atañían a este segmento del clero, mediante la intervención de jueces conservadores con potestades para actuar en el marco  de  cada una de las órdenes religiosas. En cambio, la justicia eclesiástica ordinaria, si bien podía apropiarse de  los  métodos  inquisitoriales  y  delegarse  en  jueces  que  detentaban simultáneamente el título de comisarios del Santo Oficio, encontraba  su  sustento  jurídico- político en fuentes diferentes de las que emanaban tanto la justicia inquisitorial como la de los jueces conservadores de las órdenes religiosas.19

	La organización y la práctica de la administración de la justicia eclesiástica ordinaria estuvieron estrechamente vinculadas a los proyectos diocesanos consolidados a partir de la

	 

	
recepción del Concilio de Trento, y su actividad en el espacio que aquí se estudia cobró una dinámica más implicada en la vida cotidiana  que  las  excepcionales  intervenciones  de  la justicia inquisitorial. No obstante, ha sido menos  estudiada  que  esta  última  y,  probablemente por esta razón, suele incurrirse en el error de confundirlas.20

	La ampliación de atribuciones de la administración monárquica en materia de Patronato eclesiástico en las Indias en las últimas décadas de 1700 y el proceso político que operó transformaciones significativas en la administración del Río de la Plata después de la etapa independentista21 han eclipsado los rastros del ejercicio  de  la  jurisdicción  eclesiástica  en algunos registros historiográficos. Esta opacidad, parcialmente aligerada en estudios sobre diferentes zonas de esta región,22 continúa inalterada en relación al conocimiento de la administración de  justicia eclesiástica.

	En las últimas décadas han visto la luz una serie de trabajos cuya atención a las dinámicas políticas en escala reducida ha propiciado la  visualización  de  agentes  eclesiásticos  en  la trama de poderes locales. De este modo, se han advertido prácticas en las  que  aparecían vinculados curas o párrocos, alcaldes ordinarios  y alcaldes  de  la  hermandad.23  Sin embargo, aún es frecuente la omisión de precisiones acerca de si el rol fundamental de los curas en estas pequeñas comunidades y su articulación con las elites locales se debía a las tareas anexas al ministerio sacerdotal, o si, además, sus acciones vinculantes estaban ligadas al  ejercicio  de funciones  netamente  judiciales, en virtud  de la acumulación en algunos  de ellos  de los  oficios de párroco y juez eclesiástico.

	A pesar de que los cultores de la antropología  jurisdiccionalista  inauguraron una  nueva relación cognitiva entre la política y la justicia durante el Antiguo Régimen, los mapeos de las

	«varas» de justicia suelen considerar únicamente  la  justicia  real  y  prescindir  de  la eclesiástica.24

	Se ha insistido en el «imperio de la Iglesia» y en el reconocimiento de su producción doctrinaria y canónica  como  una  de las principales fuentes  de «disciplina social». Asimismo,  en un imaginario  dominado  por  visiones  salvíficas, la función de  la mediación clerical  ocupó el  primer  lugar  en los estudios  sobre el  orden de las representaciones, en la estructuración de la vida de la comunidad y en los lenguajes jurídico-normativos. La mayor parte de los investigadores se ciñó a la mención de influencias doctrinarias o de tipo ontológico, o a la incardinación entre religión y política y la raigambre teológica y  cristiana  de  la  idea  de justicia. El desarrollo de este otro campo de indagación del fuero contencioso que habilita la administración de la justicia eclesiástica y el rol que les cupo a las agencias eclesiásticas que, además de potestades jurisdiccionales, tenían atribuciones judiciales, está en ciernes.

	En la campaña bonaerense se ha indagado en el funcionamiento de «las justicias» -militar, eclesiástica y civil-.25 Aun así, el tratamiento de la  jurisdicción  eclesiástica  se  ciñe prácticamente a las últimas tres gestiones borbónicas, posiblemente debido  a  la  mayor abundancia de documentos y a que el objetivo del trabajo es estudiar la transición del orden colonial al post-revolucionario,26 pero, curiosamente, coincidiendo con el periodo en el cual comienzan las embestidas contra las potestades judiciales de los curas y las quejas  sobre la supresión del fuero eclesiástico que concedía al clero inmunidad frente a la jurisdicción real.

	 

	
Este es el contexto donde  explotan las doctrinas sobre los recursos de fuerza  que  fueron cada  vez más requeridos a medida que avanzaba  la  centuria.27  De  ahí,  la  publicación  de instrucciones sobre su uso28 y la proliferación de expedientes  generados  por estas apelaciones  en las audiencias indianas.

	Los tramitados ante la Audiencia de Buenos Aires constituyeron la fuente primordial de algunos trabajos que abrieron una de las ventanas posibles para asomarse  a  la  justicia eclesiástica en el Río de la Plata. Con base en esta documentación, se  han  analizado  las actitudes del clero rioplatense en un clima de fuerte disciplinamiento, de reforma de las costumbres, advirtiendo la recurrencia de los enfrentamientos entre las instituciones clericales tanto como las tensiones entre las jurisdicciones eclesiásticas  y  reales.29  Por  ejemplo,  se examinó la utilización de los recursos de fuerza en ese periodo de cambios con el objeto de comprobar que ambas administraciones afectaron el comportamiento de los «individuos» e incidieron en determinados «valores» sociales. El interés de estas propuestas se hallaba focalizado en esos discursos modeladores de las conciencias y prácticas sociales tales como      la conyugalidad, la vida maridable o la conducta de  los  clérigos  y  religiosos.  En  dichos registros se vislumbró el rol que le cupo en ese proceso a la administración de justicia en los tribunales eclesiásticos y a la apelación al derecho canónico.30

	No obstante, del vastísimo universo documental que constituyen los recursos de fuerza es posible indagar una parte  de  la  justicia  eclesiástica,  que  es  aquella  que  escapó  del  propio fuero y encontró resistencia, fue cuestionada y por momentos avasallada, pero coetáneamente buscada por algunos pleiteantes, consentida y protegida  por  los  oficiales  reales.  Resta  por inquirir en este significativo corpus, tanto como en la documentación producida por los jueces vicarios eclesiásticos, algunos aspectos centrales para comprender  la  diferencia  entre jurisdicción, justicia y fuero, no siempre reconocida en las prácticas de estos  agentes. Asimismo, el funcionamiento de los  canales  judiciales  y  extrajudiciales  habilitados  por  los jueces eclesiásticos, así como la dimensión política de los usos de esta vía judicial y de los recursos de fuerza, siguen ofreciendo temas de investigación a diferentes áreas del campo historiográfico.

	Otro giro de la historiografía americanista que nos acerca una posibilidad de abordar la justicia eclesiástica es el que, a partir de finales de la década de 1980, aporta el network analysis. El mismo también comenzó a utilizarse para explicar las relaciones de los jueces seglares y su impacto en la administración de justicia.31 La reconstrucción y observación de redes sociales en esta materia supuso un importante revulsivo y, en muchos casos, permitió apreciar cuestiones que hasta ese momento habían pasado inadvertidas. Así, la historia política fue ampliando ese reducido nivel de problematización restringido solo a un número acotado de actores, puesto que se centraba en la órbita de la administración central y de sus instituciones coartando el conocimiento histórico acerca de otras dimensiones de la administración y de los múltiples condicionantes de las agencias políticas.32

	Desde esta perspectiva, y con la mirada puesta en el  ámbito  de  los  tribunales  eclesiásticos que venimos estudiando, hemos advertido que en la decisión de los vicarios eclesiásticos residía el  poder  de evitar, propender  y/o  consolidar  vínculos  y relaciones  de

	 

	
diversa naturaleza (matrimoniales, filiales, de compadrazgo, y otros lazos como el de clientelismo, amistad, paisanaje o los negocios)  mediante  los  cuales  se  canalizaba  la construcción de las elites y sus relaciones de subyugación y explotación sin necesitar inexorablemente prebendas  o  cargo  reales.33  De  manera  que  las  conexiones  familiares  que unen a linajes, grupos de poder locales, con titulares  de  los  tribunales  eclesiásticos parroquiales, diocesanos o arquidiocesanos, devienen cuestiones  de  gran  importancia  que apenas han sido exploradas. Quienes han trabajado con expedientes judiciales habrán comprobado que, por momentos, es muy difícil conocer las motivaciones de los oficiales de justicia que, ante los mismos delitos, actuaban de formas muy distintas. La apuesta por este abordaje relacional de las agencias eclesiásticas en el ámbito de la justicia diocesana apunta a desentrañar esta cuestión. Se sabe de la existencia  de  estas  redes, pero lo que  se  plantea  es tanto un nuevo ámbito de acción como la  potencialidad  para  establecer  la  procedencia estamental de sus  agentes,  frecuencias,  intermitencias  y  duraciones  de  los  flujos  relacionales de la misma. Las redes no funcionaban sin tiempo histórico, que, por lo demás, podían ser estrictamente coyunturales, ni tampoco fueron siempre efectivas,  pero  es  viable  la reconstrucción de algunos de los tramos que permitan asignar significados a parte de las motivaciones en los fallos de los jueces eclesiásticos, independientemente de la efectividad de  los mismos.

	Desde la historiografía novohispana, Traslosheros ha  propuesto  que  para el  abordaje de estos tribunales eclesiásticos  el  historiador  no  debería  restringirse  exclusivamente  al expediente judicial, a la práctica foral ni a la legislación vigente, sino a toda «acción social judicialmente orientada», es decir, a aquellas que  transcurren en un  ámbito  institucional  que dispone de un cuerpo normativo y habilita específicas tramas relacionales, las cuales insuflan capacidad de permanencia, cambio y adaptación a ese cuerpo  normativo  en  el  que  está incluida la costumbre como fuente del derecho y que, en el periodo estudiado, se halla condicionado por  una  «racionalidad claramente  religiosa».34

	Ofrecemos, en este sentido, señales historiográficas que muestran la potencialidad de este ámbito judicial para completar y complejizar el  panorama  que  puedan brindar las actuaciones  de los jueces eclesiásticos en el  más  amplio  de la historia de la justicia en el  Río de la Plata.  Si atendemos a las directrices que  van trazándose  en los  balances  historiográficos  sobre  lo que,  denominado  con diferentes  expresiones  -cuestión criminal,  justicia  penal-,  compone  una de las áreas de estudio que hemos referido en el  estado  historiográfico  que  presentamos, hallamos algunas pautas a seguir. Así, por ejemplo, se encuentran las indicadas por Magdalena Candioti cuando afirma que

	[...] las leyes y la justicia no son meros espacios de ratificación de la dominación, sino que son arenas complejas de contienda social y política, y recursos disponibles que pueden ser usados por distintos actores, en sentidos diversos y ser articulados a estrategias incluso contradictorias.35

	 

	Asimismo, Darío Barriera incita a esta senda al consignar que

	 

	[...] los  estudios que  se enfocaron en los  procedimientos de la  administración de justicia  y en los  usos que  de éstos

	 

	
hicieron los diferentes actores sociales han permitido corroborar su decisiva importancia para develar las estrategias de los agentes [...] y las configuraciones de sus culturas políticas.36

	 

	Como puede advertirse, hay líneas analíticas que ostentan sólidos resultados, están disponibles y se precian como promisorias para  iniciar  la  tarea  que  representa  la aproximación al fondo documental legado por  los  jueces  eclesiásticos  que  actuaron  en  el ámbito territorial que aquí  se  estudia.

	Las páginas que siguen  buscan resumir  parte  de  lo  investigado  hasta  el  momento  sobre estos jueces eclesiásticos/párrocos en la diócesis de Buenos Aires: la formación y saberes requeridos, el nombramiento y las competencias, la convergencia de oficios en el mismo eclesiástico, los modos de control de su ejercicio, para finalizar con las transformaciones que tuvieron lugar hacia finales del siglo XVIII  y los alcances de las mismas.

	 

	
		Formación de  los jueces eclesiásticos



	 

	La administración de justicia local colonial estaba en manos  de legos cuyos saberes jurídicos eran completamente operativos,37 pero no contaban con el diferencial que  brindaba la cultura erudita a la que habían tenido acceso los clérigos que actuaron como jueces vicarios. En su vertiente  eclesiástica, la justicia estuvo  en manos  de hombres  letrados, que  habían alcanzado   el grado de maestro o de doctor en teología accediendo a  unos  conocimientos  en  materia judicial que, frente a  sus  pares  seculares,  mayoritariamente  portadores  de  saberes  prácticos, los colocaba en un dominio simbólicamente superior del oficio. La  formación  teológica  exigida a quienes ingresaban en el estado eclesiástico para acceder a la jerarquía de orden, posicionaba a los clérigos más ventajosamente en la competencia librada en la jerarquía de jurisdicción si se alcanzaban los niveles educativos superiores.

	Los diferentes ordenamientos y producciones jurídicas coincidían en que, al tiempo de designar a un juez eclesiástico «aviendo Doctores ó licenciado en Derecho Canónico se ha de elegir por vicario, Doctor  o Licenciado en el  mismo  Derecho Canónico  y que  si  no  basta que se elija quien sea idóneo quanto fuere posible».38  También  estaba  prescripto  el  dominio  de unos saberes específicos para estos jueces y, como reproduce un instructivo del siglo XVIII, se advertían las particularidades que debían conocer aquellos que actuasen en el «nuevo mundo»:

	 

	Enterado el Juez Eclesiástico de la naturaleza de las Causas respectivas a su fuero, debe también instruirse o estar instruido en la práctica que ha de observar para el orden de los Juicios sabiendo qué es postulación, citación, oblación de libelo, mutua Peticion, Transaccion, ó Compromiso, litis contestación, juramento de calumnia, recusación, dilación, Sentencia, Apelacion, Via-Executiva, Via -Ordinaria (y la diferencia de conocer si se hallase en Indias) con los demás respectivos a Monitorios, Censuras y Entredichos: y estar impuestos en todas las naturalezas de Juicios respectivos a su

	Tribunal  Eclesiástico.39

	 

	En el Río de la Plata, si bien no se otorgaron grados en derecho durante la totalidad del periodo estudiado, se  enseñaba  derecho eclesiástico.40  Por  ejemplo,  en la Universidad de

	 

	
Córdoba, donde se formó la mayor parte de los jueces  eclesiásticos  que  actuaron  en  la diócesis, los maestros jesuítas tuvieron hasta su expulsión un rol importante en la enseñanza de cánones. En principio, desde la Cátedra de Teología, y al menos desde 1715, consta  la enseñanza de varios profesores  de  Cánones.  Domingo  Muriel  enseñó  Derecho  Canónico Indiano, que recuperó en los Rudimenta Iuris  Naturae  et  Gentium,  publicado  en  Italia después de la expulsión de la Compañía de  Jesús,41  y  el  peninsular  Fabián  José  Hidalgo impartió el curso de cánones entre los años 1732 y 1735.42 Más  tarde -y siempre en relación a  los saberes judiciales-, en 1791, se estableció la Cátedra de Instituta, y cuatro años después la Universidad fue autorizada a otorgar grados de bachiller, licenciado  y  doctor  en  Derecho Civil. Por otra parte, algunos  clérigos  que  actuaron en estos  ámbitos  parroquiales,  como  ya hemos  mencionado,  se habían formado  en Chile o en Chuquisaca (Charcas).

	 

	
		Nombramiento y competencias de los jueces vicarios eclesiásticos



	 

	Las potestades judiciales de los clérigos que  actuaron  a  nivel  parroquial  derivaban  de  su vínculo con la jurisdicción diocesana. La diócesis del Río de la Plata, que desde  1609  fue sufragánea del arzobispado de  Charcas,  tuvo  su primera  sede  en Asunción del  Paraguay.  En 1620, fue desmembrado aquel primitivo territorio diocesano erigiéndose la diócesis  de  la Santísima Trinidad del Puerto de Buenos Aires, que  adoptó como  sede  catedralicia la actual ciudad de Buenos Aires.43 Además, quedaron bajo la dirección diocesana las demás sedes parroquiales con su jurisdicción. Hasta 1730, las  mismas coincidieron  con  las  actuales ciudades de Santa Fe y Corrientes y, a partir de ese año, los  primigenios  territorios  parroquiales  asignados  a  los  vicarios, por  un lado, se  fueron segmentando  con la erección de las  nuevas  parroquias  y la segregación de  curatos  rurales  y,  por  el  otro, se  fueron ampliando con la incorporación de nuevos  territorios  al  control  hispano-criollo, como  la Banda  Oriental y Entre Ríos desde mediados y finales del siglo XVIII. Desde entonces, el ámbito jurisdiccional   de la diócesis se complejizó y exigió  el  nombramiento de  nuevos  párrocos  y  jueces eclesiásticos.

	El oficio de juez eclesiástico a escala parroquial, no siempre detectado por los historiadores cuando mencionan a los clérigos o a los párrocos, es el que corresponde al título que generalmente aparece mencionado como «vicario foráneo de un partido». De acuerdo con los cánones tridentinos, la principal función del vicario eclesiástico fue radicar la jurisdicción de los obispos en las parroquias y doctrinas de sus respectivas diócesis. De ahí la justificación en el empeño por reformar las costumbres de los clérigos, ya que solo de este modo podrían «reprender los pecados de los seglares».44

	Los jueces eclesiásticos tenían potestad delegada para administrar justicia y sus designaciones eran privativas del obispo en quien residía la  jurisdicción  ordinaria.  A  diferencia de lo que sucedía con los alcaldes ordinarios, pero al igual que todos los oficios nombrados por el obispo, el de juez eclesiástico fenecía tras su muerte y era a la autoridad diocesana -provisores y vicarios capitulares- a quien correspondía administrar la jurisdicción eclesiástica ordinaria, redesignando o designando a nuevos jueces.45

	 

	
Francisco Ortiz de Salcedo señaló que

	[...] al vicario foráneo solo se cometen cierta parte de la Diócesis y ciertas causas [...]. Al fuero y juez eclesiástico tocan las causas espirituales y las anexas y perteneciente a ella sobre órdenes, beneficios, patronazgos, diezmos, primicias, ofrendas, sepulturas, matrimonios, legitimaciones que proceden de ellos y todas las demás semejantes aunque sea entre legos y contra ellos.46

	 

	En el nombramiento de algunos jueces eclesiásticos  constaban  explícitamente  sus atribuciones e incumbencias, y  en  otros  casos  en  los  que  no  hemos  podido  tener  acceso  al título, las mismas pueden colegirse a partir de la revisión de fuentes normativas  canónicas  y al hilo del relevamiento de la producción normativa local o de las peticiones de los vecinos, las certificaciones, poderes y pleitos sustanciados  en estos  juzgados  o  en la jurisdicción real.  En los expedientes judiciales solían citarse estas atribuciones,  muchas  veces,  para  reportar  que habían sido desconocidas o tergiversadas por los  propios  jueces  eclesiásticos  u  otros  oficiales  de justicia.

	Los nombramientos seguían en general una misma  fórmula:  se  enumeraban los  delitos  en los que podían intervenir los párrocos y los procedimientos que debían llevar a  cabo, otorgándoles «poder y comisión en forma para que procedáis y conozcáis de todas las causas, pleitos y negocios que de uso se hará mención».48 Fr. Sebastián Malvar y Pinto -obispo  de Buenos Aires entre 1777 y 1784- designaba  como  juez al  párroco de Santa  María del  Puerto  de las Conchas «[...] atendiendo [...] a la notoria buena conducta, conciencia, prudencia, idoneidad, fiel entereza», otorgándole las «facultades más amplias para el bien espiritual y gobierno eclesiástico de  dicho  Partido».49  En estas  designaciones  se  señalaban con precisión la normativa con relación a los matrimonios a contraerse, a la nulidad de los mismos o a los divorcios. Se determinaban, asimismo, las acciones  a  seguir  por  parte  de  los  jueces eclesiásticos cuando algún clérigo llegaba a un partido,  la  concesión de  licencia  para  pedir limosna y el nombramiento de jueces interinos en caso de ausencia del juez titular.

	El juez eclesiástico debía proceder ante delitos públicos y  escandalosos,  haciendo sumarias, imponiendo correcciones y solicitando -si era necesario- el auxilio de alcaldes o autoridades militares. Como parte de la delegación de estas funciones judiciales, los obispos autorizaban a los párrocos a administrar el «asilo en sagrado», y en estos últimos recaía  la obligación general de «exterminar vicios y plantar virtudes».

	Si  bien estos  sacerdotes  con «vara»  tuvieron como  misión primordial  la  administración de justicia eclesiástica, los que actuaban en el término  parroquial  tenían  competencia  en materias reguladas por el derecho canónico  y  estaban  obligados  al  cumplimiento  de  tareas anexas a su función, tales como: dar cuenta al obispo de la muerte de los curas, capellanes y beneficiados de su jurisdicción, costear el viaje a la  sede  catedralicia  de  un  sacerdote  diputado para buscar los óleos consagrados, llevar los libros de testamentos para gestionar el cobro de mandas  forzosas  y vigilar  la conducta  de los  clérigos de la comunidad.

	Es preciso distinguir el  fuero  eclesiástico de la jurisdicción eclesiástica. De  acuerdo con  la jurisdicción eclesiástica, pueden reconocerse sobre los sacramentos, los testamentos, los beneficios,   los   juramentos    y   los   pecados   cinco   tipos   de   materias    jurisdiccionales

	 

	
eclesiásticas: matrimonio, herencia, propiedad, contratos y daños y delitos.50 De modo que los jueces eclesiásticos tenían competencia objetiva para conocer causas, independientemente del estado y condición de las personas que intervenían en ellas  (esto  es,  ratione  personae  o fuero), pues aun tratándose de laicos, les correspondía la jurisdicción eclesiástica,  ratione materiae. Al ser nombrados se les autorizaba a «inquirir y castigar qualquier delito y pecados públicos que os pertenecen contra personas eclesiásticas o seglares».51

	Conocían los pleitos en primera instancia, por queja de parte o por razón de oficio,  y estaban habilitados para dar sentencias interlocutorias  y  definitivas,  que  los  demandados podían apelar ante el obispo, su vicario o provisor general, y en segunda instancia, al Tribunal Metropolitano de Charcas. Tenían potestad judicial, limitada, teóricamente, por los casos reservados al obispo; aun así, se interponían excepciones de manera permanente. Los jueces eclesiásticos parroquiales recibieron la facultad de aplicar censura y de absolver en casos reservados, como abrir o retener maliciosamente cartas ajenas, y pecados cometidos contra el precepto de la Santa Madre Iglesia de pagar  los diezmos  y primicias, y asimismo, la facultad para absolver con censura el comercio con los indios.52

	Debido a los largos periodos  de  sede  vacante  que  atravesó  la  diócesis  del  Río  de  la Plata, los jueces vicarios eclesiásticos fueron designados  o  redesignados  por  provisores  en muchas oportunidades, y las particulares condiciones históricas del gobierno de esta diócesis introdujeron dinámicas muy singulares a las disputas por el  oficio.  La  muerte  de  un  obispo incitaba el reacomodamiento de las dignidades eclesiásticas en el cabildo catedralicio; de ese modo, se abrían vías  de  realineamientos  con facciones  de  las  elites  locales  propiciando  una arena en la que estas podían activar diversos mecanismos para lograr que determinada familia colocara a uno de sus miembros como juez vicario eclesiástico.53

	Una de las formas de control que la administración real practicó con los oficiales jurisdiccionales fue el juicio de residencia. ¿Existió algún procedimiento de vigilancia del desempeño de los jueces vicarios eclesiásticos? No hallamos  en  el  transcurso  de  la investigación ningún procedimiento asimilable a los juicios de residencia.  Solo  pudimos verificar que las visitas episcopales constituyeron la expresión del  celo  por  la  labor  y  conducta de los jueces eclesiásticos. Así lo referían los decretos y autos episcopales que contenían directivas  para  los  vicarios como  la siguiente:

	[...] deveran los Ss vicarios de los partidos desta jurisdicción publicar en sus Parroquias y fixar en sus puertas y dando fee de ello guardar en sus Archivos para su mayor observancia previniéndoles que  de  lo contrario se les hara cargo en visita y para que tenga todo cumplido efecto se publicara todo en esta Sta Igla inter Missarum Solemnia con copias puestas en las puertas de ellas.54

	 

	Aunque estas  no  componen nada  parecido a un cuerpo legal, acabado y preciso, a partir  del cual se puedan discernir sanciones específicas para cada  falta  cometida  por  los  jueces vicarios, los autos de visita ofrecen indicios sobre cómo se los vigilaba. Así, por ejemplo, el obispo fray Pedro de Carranza, en el edicto de visita a Santa Fe en el año 1620, ordenaba:

	 

	[...]  por  lo  que  toca  a  la  salud  de  nuestras  animas  exhortamos  y requerimos  y en birtud  de  santa   obediencia

	 

	
mandamos a vos y a cada uno de vos las dichas personas que supieredes o huvieredes oydo decir de qualesquier pecados públicos lo bengays a manifestar decir y declarar ante nos.55

	 

	La indagación del obispo en la visita iba dirigida, en primer lugar, a los  curas  y jueces vicarios para conocer si «hacen cada uno lo que les toca», «o an hecho en ello alguna falta notable».56 El edicto, tanto como el auto de visita, adoptaba una modalidad claramente exhortatoria, pero la autoridad episcopal dejaba a los párrocos, jueces eclesiásticos y  doctrinantes bajo una vigilancia que, en gran medida, se depositaba en la comunidad, ya que al partir de las sedes parroquiales, en la puerta mayor de  la  iglesia  principal  volvían  a  publicarse sus mandatos: «[...]  ordenes  y decretos  que  ynfaliblemte  manda  guardar  el  Rmo. señor don fr. Pedro de Carranca obpo deste obpado del Ryo de la Platta al vicario, clérigos y doctrinantes en la visita que hizo en la ciud de Sta Fe. Año de 1621».57

	 

	
		Problemas derivados de la acumulación de los  oficios  de  cura,  párroco y  juez eclesiástico



	 

	Muchos sacerdotes de la diócesis se sucedieron en ese oficio de juez o vicario foráneo que, generalmente, se acumulaba en la persona del párroco. Esta usual convergencia en una misma persona58 fue la causa de conflictos por precedencias y competencias de oficios.

	La  costumbre  de que  el  cura  rector  de las iglesias matrices  se ocupara simultáneamente del ministerio sacerdotal, de la recaudación de rentas y de la administración de justicia, enmarañó de tal modo las obligaciones pertinentes a cada una de las funciones con  las prelaciones conferidas a cada título  en los rituales religiosos que,  en las pocas veces que  no   se dio esta concurrencia de cargos, reinó el desconcierto y la  desorganización.  Algunas  de dichas situaciones se  generaron cuando  la designación de  juez eclesiástico recayó en otro cura de la Matriz que  no  era el  párroco, o en el  párroco de naturales.59

	Debido a la compleja configuración de este territorio diocesano, donde funcionaron parroquias de españoles y parroquias de naturales en un mismo terreno, y a tal acumulación de oficios, ni los clérigos lograban ponerse de acuerdo respecto de sus  funciones  en  las  ceremonias  litúrgicas,  ni  los  feligreses  conseguían distinguir  las  atribuciones  jurisdiccionales de cada uno.60

	En este sentido, los decretos y las visitas obispales configuraron un modo de control del ejercicio jurisdiccional del clero parroquial. Tal es el caso de las instrucciones dadas al juez eclesiástico santafesino, que dejó el obispo Cayetano Marcellano y Agramont durante en  1756

	«para que procediese con facilidad  y  sin  tropiezo  en  su  gobierno».  En  cualquier  caso,  no eludía los inconvenientes derivados de las superposiciones de funciones que  acababan confundiendo aquellas inherentes a todos los curas y las específicas de los vicarios jueces eclesiásticos. En esa dirección, buscó remediarlas mediante una operación  que  quedaba  explícita  en estos términos:

	 

	[...] por quanto en la  presente vssta. que  se a actuado se ha reconocido qe es preciso dejar un methodo qe  sirva  de

	 

	
directorio en esta Sta. Iglesa. Matriz pa. el gobierno de el vicario y de el cura de ella, por el qual arreglados aquella urbanidad y armonía con qe deben correr personas de su carácter pa. el buen ejemplo de los demás eclesiásticos y de el Pueblo y obviar las disenciones qe trae el no guardar el derecho qe cada qual le compete y las facultades qe por su

	ofizio tiene cada uno.61

	 

	Sobre la Iglesia Matriz y sus  funciones,  determinó  que  «no  se  le  da  jurisdiccon  al  dho (juez) vicario en la Peculiar, y qe por derecho y costumbre tiene el Cura en su Iglesia y dentro della». En cuanto al juez eclesiástico, el obispo dictaminó que:

	[...] en las festividades de primera y segda en qe precede bendizion antes de empezar la Missa Maior pueda el vicario hacerla y concluida proseguir la Missa porque es solo facultativo al Prelado superior hacer la bendizion  y qe  otro cante la Missa [...] asimismo hara el mismo vicario la función del Juebes Sto y la del dia de Corpus.62

	 

	Respecto de los abintestatos, se había fijado un arancel de 70 pesos para repartir en 40 misas para el alma del finado. El cura rector debía sacar  de aquel  arancel  15 pesos para la  cuarta episcopal y 5 pesos que le pertenecían por su colecturía. El resto debía entregárselo  al juez vicario. A este le correspondía distribuir las 40 misas entre los clérigos domiciliarios de   esta Iglesia y el  cura rector,63  en ocasiones él mismo.

	También podía  suceder  que  el  obispo  o  el  cabildo  catedralicio  asignaran  a  algún  cura para una misión especial con funciones judiciales en alguna parroquia, y esto también ponía en cuestión las funciones correspondientes a los jueces  vicarios.  En  varias  circunstancias,  los vecinos denunciaron los atropellos cometidos por  los  curas  rectores  a  sus  autoridades  seglares. Sin embargo, las autoridades del  cabildo  secular  no  siempre  alcanzaron  una satisfactoria resolución y la autoridad diocesana superior debió interponerse para componer el funcionamiento regular del gobierno parroquial.64 Así ocurrió  cuando  un vecino  de  Santa  Fe solicitó al cuerpo capitular que le informase sobre si el clérigo presbítero de la ciudad tenía facultad para multarlo con fuerza y violencia como había procedido mediante un auto judicial. Como al cabildo santafesino no le constaba que el sacerdote  detentara  ninguna  comisión especial,  exhortó   al   juez  eclesiástico  para  que   suspendiera  esas  medidas   y  procediese

	«averiguando la razón, autoridad o jurisdizon q dho eclesiástico tiene para dizernir  y zenssurar».65 El cabildo eclesiástico en sede vacante  extendió  unos  despachos  a  favor  del clérigo, avalando sus conductas punitivas, y el cabildo de la  ciudad  tuvo  que  obedecer  el dictamen e informar de ello al juez eclesiástico local.66

	Además de la conflictividad genuina de esta cultura jurisdiccional, había una  función del juez eclesiástico que lo volvía irritante para los alcaldes y alguaciles:  a  aquellos  competía controlar sus comportamientos y el estado de los reos  retenidos  en la cárcel  local. Si  bien el propio juez eclesiástico podía poner en prisión a los procesados en su juzgado,67 debido a sus facultades en la visita a la cárcel, los  vecinos  solían solicitar  su mediación para  liberar  u ofrecer mejores condiciones a algún preso.

	No solo las autoridades diocesanas y los vecinos esperaban un «buen desempeño» de este juez.  Como  expresaba el  procurador  general  del  Colegio jesuita de Santa  Fe -que   también

	 

	
había recurrido al vicario para defender sus privilegios respecto del transporte de yerba-, este estaba llamado a «atender al respecto y observancia de los sagrados cánones  y  Bulas Pontificias, para que  no  descaezca su autoridad y degenere  en desprecio».68

	Quedan expuestas de esta manera algunas de las facetas del  oficio:  las  que  lo  hacían deseable y las que,  a veces al  mismo  tiempo,  lo tornaban despreciable.

	 

	
		Jueces eclesiásticos y proyecto borbónico



	 

	Diferentes estudios sobre las diócesis novohispanas acotados al siglo XVIII han mostrado los intentos por parte de la administración real de reducir la jurisdicción eclesiástica eliminando áreas o materias sujetas a la administración de  justicia  eclesiástica, así  como  las  reacciones del clero frente a la política borbónica, que se vivía como una  verdadera mutilación.69

	En lo concerniente  a la diócesis de Buenos  Aires, hemos  referido que  se han examinado   las  transformaciones  que  en  los  últimos  decenios  coloniales  la  normativa  regulaba   con relación al  desempeño  de  la  justicia  eclesiástica  y de  determinadas  instituciones  asociadas  a la misma como recursos de fuerza70  o  el  derecho  de  asilo.71  Asimismo,  el  análisis  de  las fuentes judiciales permitió recuperar algunos fragmentos del ejercicio efectivo de la justicia eclesiástica en manos de los párrocos; en particular, las directamente ligadas al terreno de lo sacramental. En su mayor parte, se han abordado los casos donde los párrocos intervenían en materia de esponsales. Sin embargo, también hallamos otros testimonios vinculados a sus procedimientos en la administración del derecho  de  asilo,  a  sus  intervenciones  en  las ejecuciones de testamentos e incluso en numerosos litigios por las más diversas causas, que confirman que las  fricciones  entre  la  justicia  secular  y la  eclesiástica  eran comunes  incluso antes de  los  embates  regalistas  asociados  mayormente  a  los  proyectos  borbónicos.  Además, muy frecuentemente, los pleitos que se ponían  de  manifiesto  a  través  del  ejercicio  de  la justicia eclesiástica acompañaban otros conflictos en los cuales, aunque los protagonistas recurrieran a argumentos en defensa  del  regalismo  o  a  la  piedad  de  las  feligresías,  poco  o nada tenían que ver con estos, ya que se dirimían otras cuestiones vinculadas a las contiendas políticas locales.72

	Quienes  solían levantarse  en primer  término  como  principales  voceros  ante  los  excesos de los eclesiásticos eran los alcaldes. Estos  últimos  competían con los  curas  por  el  ejercicio del poder institucional a nivel parroquial, especialmente si pertenecían a facciones de elites locales  enfrentadas.

	En todo caso, aunque las contiendas locales entre jueces eclesiásticos y alcaldes se hicieron más visibles en el periodo borbónico, merece reflexionar acerca de la incidencia que en esta visibilidad puede haber tenido la profusión de documentos escritos y la producción normativa que proyectaba más cambios de los que en realidad podían llegar a implementarse.

	Veamos qué sucedía con determinadas disposiciones testamentarias que requerían la intervención de los jueces eclesiásticos. Cuando algún difunto dejaba a su alma  por  heredera,  los vicarios eclesiásticos inventariaban y tasaban los bienes. Una Real Cédula de  1756  establecía que debían fijarse «edictos citatorios de acreedores con el término perentorio de

	 

	
los días que se contemplasen necesarios mediante las distancias y negocios que pueda tener el difunto fuera de su domicilio». Los registros de las cuentas que resultaban de la liquidación de  los bienes y de todo  el  proceso eran remitidos  al  Tribunal  Eclesiástico con la especificación de los sufragios u obras pías que según la voluntad del testador se hubieran celebrado. En este punto el obispo agregaba:  «para que entendáis en el debido y exacto cumplimiento y ejecución  de los testamentos y últimas voluntades de otros cualquiera testadores sin atender a la cláusula que neciamente suelen poner algunos,  de que  el  ordinario no  tome  cuentas  a los albaceas por ser irrita y contra derecho».73

	¿Qué cambia a partir de la segunda década de la centuria borbónica en las tareas concernientes a dicha gestión? Esto es lo que comprobamos, por ejemplo, en los años transcurridos entre las designaciones de Juan Francisco de Castro y Careaga como juez eclesiástico de Pilar en 1781, y de José María Enríquez para la misma  función desde 1797 en    la parroquia la Colonia en la Banda Oriental, que  integraba  la diócesis  de  Buenos  Aires.75  Para los matrimonios, se establecía con mayor precisión el consentimiento  de  los  padres  o parientes más cercanos a los  contrayentes.  Aquí  se  remitía  a  la Real  Pragmática  del  23 de marzo de 1776, a la Real  Cédula  del  31 de  mayo  de  1783 y a  las  posteriores  resoluciones sobre la materia, a partir de las cuales se pretendía que  solamente  la justicia real interviniera   en los casos de disenso de los padres. Mediante  esta producción jurídica se buscaba que  el  papel de los eclesiásticos se fuera acotando a las advertencias y a la certificación de informaciones  por  medio  de  la presentación de  los  documentos  que  atestiguaban la condición o edad de las personas, en función de lo registrado en las actas bautismales o matrimoniales.

	Otra restricción que, en esta misma materia,  perseguía  la  Real  Cédula  del  18  de septiembre de 1788 era la admisión de demandas  sobre  esponsales  celebrados  sin consentimiento  paterno.  Asimismo,  se  detallaban con mayor  minuciosidad  los  procedimientos que  los jueces eclesiásticos debían llevar  a cabo antes  de casar  a personas de otros partidos.  En estos casos era necesario contar con la certificación del párroco de la feligresía del contrayente  forastero, o con la información proporcionada  por  testigos,  y se  especificaba que:

	[... ] cuando alguno de los contrayentes haya residido por más tiempo de seis meses en esta capital de la Diócesis le prevendréis que ocurra por sí o por medio de Apoderado a practicar en esta curia las diligencias previas y hasta que no se os lleve y presente Documento o de nuestros sucesores que acredite aquí su soltura y libertad conyugal no procederéis a proclamarlo ni autorizar su matrimonio.76

	 

	En el caso de que alguno de los contrayentes fuera viudo  o  viuda  se  pedía  la  fe  de viudedad firmada por el párroco, o bien la información proporcionada por tres testigos que declarasen haber conocido «al finado consorte y haberle visto yerto cadáver, asistido a su entierro».77

	Esta preocupación estuvo presente en los siglos anteriores a los Borbones y se hallaba relacionada con los frecuentes dobles matrimonios, atribuidos en parte a la falta de celo de los párrocos. El amancebamiento debía desterrarse y, en este periodo, lo que se experimenta como novedad es la prolífica normativa  real dedicada a este tema  en concreto con una  nutrida serie

	 

	
de recomendaciones. Una de las razones  aducidas  por  las  «parejas  irregulares» era el  precio de la dispensa. Por ello la administración real, con el dispositivo de las audiencias, vehiculizó  la posibilidad de que a los «verdaderos pobres» se  les  expidiera  un certificado de  pobreza  para que pudieran regularizar su situación. Tanto en las causas de concubinato como en las de doble matrimonio, los jueces eclesiásticos vieron recortadas sus funciones, que pasaron a corresponder a estos tribunales reales. A su vez, mientras en las causas de  nulidad  de  matrimonio los jueces eclesiásticos solo podían recibir la demanda y remitirla al Tribunal Eclesiástico, en los casos de divorcio intervenían  hasta  la  sentencia  definitiva,  aunque  no estaban autorizados para actuar en otros artículos como alimentos o restitución de dotes, que correspondían al juez real.

	Otra materia que se intentó recortar de las competencias de los jueces eclesiásticos fue el conocimiento  en las  testamentarias  tanto  de clérigos  como  de laicos. Por  Real  Cédula  del  27 de abril  de 1784, se disponía lo  siguiente:

	 

	No se permita en adelante  en  los  de  Indias  que  los  Tribunales  Eclesiásticos  de  ellas tomen conocimiento sobre la validación o nulidad de testamentos y facción de inventarios respectivos a las Testamentarias  de los clérigos que  instituyen por  herederas a sus  almas  u otras obras pías, por corresponder a las justicias reales  la publicación de testamentos, facción de inventarios y tasación de bienes.78

	 

	Mientras, por un lado, se exigían más  y  más  trámites  en  sus  procedimientos  sobre  el control matrimonial, ocupando a los jueces eclesiásticos en tareas de tipo administrativo principalmente, cabe preguntarse qué sucedía  con  la  capacidad  efectiva  de  administrar justicia.

	Al analizar la arquidiócesis  de  México  y la diócesis  de  Guadalajara, Taylor  plantea  que la función judicial del clero podía constituir  una  importante  fuente  de poder y que  los párrocos no siempre aceptaron que se estrechara su autoridad como jueces. Cuando alguno de ellos se oponía a estas restricciones e ignoraba las medidas que los  desplazaban  de  sus  anteriores tareas, la autoridad seglar lo acusaba de «querer hacer el papel de juez». Por  otra  parte, podemos  suscribir que  su actuación judicial  -al  igual  que  la de los alcaldes de la hermandad- se realizaba muchas veces de modo verbal y no quedaba plasmada en el papel. Con todo, el volumen de la documentación tramitada en los juzgados eclesiásticos sugiere que estos jueces siguieron interviniendo  activamente  en  la  arena  judicial  parroquial,  incluso  durante  las gestiones borbónicas. «Si bien estas funciones judiciales fueron recortadas  a  lo  largo  de  la segunda mitad del siglo XVIII muchos párrocos no las resignaron de un modo  dócil  y obediente».79

	A finales de la década de 1820, cuando en Buenos Aires ya  había tenido lugar la reforma  del clero impulsada por el ministro de gobierno Bernardino Rivadavia, todavía podían reconocerse las resistencias frente al recorte de la jurisdicción eclesiástica y los fueros particulares. Julián Faramiñán,80  el  cura  de la Guardia de Luján en Buenos  Aires, se defendía de la destitución y el  confinamiento  que  el  juez de paz del  partido había dictaminado  sobre  él

	 

	
y buscaba así «la reparación de los agravios inferidos a la Iglesia, a mi clase y más  que  todo a  la posición que ocupo en la sociedad».81 Agregaba: «el Juez de Paz de la Guardia de Luján ha confundido la dignidad de mi estado, cuando  ha  ollado mi  fuero,  atropellado las inmunidades  del sagrado carácter que invisto, invadido las facultades de las autoridades eclesiásticas».82  Y  se lamentaba: «¡Desgraciado Pays en el que para consumar el  atentado  de  una  persecución ilegal, se atropella la seguridad personal, la inviolabilidad del  fuero  y los límites  que  separan las  jurisdicciones  eclesiástica y civil».83

	La riqueza de archivos y testimonios  como  el  anterior  nos  alienta  a  seguir  indagando acerca de un tipo de agencias que se alimenta de posiciones  sociales  y políticas  construidas desde dentro y fuera de esas instituciones, por aquellos años, extremadamente cambiantes.
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		ESCLAVOS, ALCALDES Y MUNICIPIOS.



	LA JUSTICIA LOCAL EN UNA REGIÓN DE FRONTERA

	 

	 

	FEDERICA  MORELLI*

	 

	El  19 de julio de 1829, el  jefe político y militar  del  cantón de Esmeraldas escribe al  prefecto de Ecuador, pidiéndole que apruebe la condena a muerte -ya ejecutada- de un esclavo, Juan Anselmo,  acusado de haber  cometido  un homicidio alevoso en la persona de otro esclavo de    la mina de Playa de Oro (1829). El fiscal de la Audiencia  de Quito  no  solo condena  la acción del jefe político, desprovisto de toda jurisdicción, sino que le acusa de homicidio: «no la Ley  sino su arbitrariedad, fue  la que  condenó  a morir  a ese infeliz, por cuya  razón es de calificarse el hecho de un verdadero asesinato, que de ninguna manera puede  quedar  impune».1  El  jefe político y militar del cantón se encuentra así perseguido por la justicia.

	La gravedad del crimen reside, por parte del fiscal, en el hecho de que  el  jefe político y militar no gozaba de autoridad alguna para intervenir en asuntos judiciales, más  aún en materia  tan delicada como  la condena  a muerte  de los reos. De  todos modos,  el  agente  del  Ejecutivo no fue la única persona condenada por la Corte Superior de  Justicia  de  Quito.  El  alcalde municipal de Esmeraldas sufrió también una condena pecuniaria de 100 pesos por  haber conducido el proceso, dictado la sentencia y remitido la causa al  jefe  político y militar  del cantón.  La  importancia de la cuestión no  implicaba solamente el exceso de autoridad por parte de los dos funcionarios locales, sino sobre todo, como afirma el mismo fiscal, el trastorno «de todas la formas protectoras de la seguridad individual» y la «subversión  de  la  garantías sociales». El problema era hacer efectivo uno de los principales pilares sobre los cuales se construyeron los  regímenes  liberales  modernos:  la supremacía  de la ley.

	En efecto, uno de los mayores desafíos que los nuevos estados independientes  de  la  América española tuvieron que enfrentar fue la contradicción entre una justicia  moderna, sometida al imperio de la ley,  y una  justicia tradicional, de tipo jurisdiccional. En la base de  esta oposición no solo había problemas de tipo organizativo y fiscal, sino también una cultura jurídica profundamente arraigada en los territorios de la antigua  Monarquía  Hispánica,  más evidente aún en el caso de las zonas  de frontera, como  la pacífica región situada entre  Ecuador  y Colombia. Esto, unido a la extrema  fragilidad  de  los  nuevos  Estados  en  construcción, explica la sobrevivencia  de  una  justicia  pre-estatal  y  comunitaria  que  difícilmente  se conciliaba con el principio de soberanía de la ley.

	El hecho de que se  tratase  de  un  procedimiento  judicial  contra  un  esclavo  explica,  en parte, el comportamiento del alcalde municipal y del jefe político  de  Esmeraldas.  Cometer abusos hacia los grupos esclavizados no se percibía como un acto ilegal para las autoridades locales, sobre todo en el caso de Esmeraldas, donde, como veremos, los propietarios de las

	 

	
minas y de los esclavos no solamente vivían en las ciudades lejanas de la sierra colombiana o ecuatoriana, sino que dejaban el control y la gestión de sus propiedades a administradores o funcionarios locales. En este caso particular la imbricación entre aparatos estatales e intereses particulares, o si preferimos, entre público y privado, era tan estrecha que la separación entre condenas judiciales y castigos reservados  a los  esclavos  resultaba casi  indistinguible.  Si, por un lado, es verdad que la pena capital para los esclavos perjudicaba generalmente a los propietarios, por el otro, el poder del que gozaban las autoridades locales en las zonas  de frontera, en este periodo de reconstrucción del poder estatal, apenas tenía límites.

	Para entender bien lo que se halla realmente  en juego  en esta causa  de homicidio,  y cómo se concebía la justicia en el caso de los esclavos, hay por lo tanto que reconstruir el contexto político y social de la región, así como el funcionamiento del aparato judicial después del derrumbe de la Monarquía Hispánica.

	 

	
		Esmeraldas: zona de  frontera y esclavitud



	 

	El homicidio del cual fue  acusado Juan Anselmo, esclavo de don Domingo Arroyo y Valencia,  fue cometido en las minas de Playa de Oro  en 1829,  cuando  los  departamentos  de  Ecuador estaban todavía integrados en la Gran Colombia. Juan Anselmo fue acusado por el alcalde municipal  del  cantón de Esmeraldas de haber  matado  de manera  alevosa, con una  bodoquera de puyas envenenadas, al esclavo Romualdo, propiedad de don Manuel José Valdez.

	Ecológicamente, la región de Esmeraldas posee características propias de un complejo tropical-fluvial húmedo de selva; este carácter permite vincular el área geográfica  y culturalmente a una región mucho más extensa que comprende desde la provincia de Darién, en Panamá, hasta la costa pacífica del norte de  Esmeraldas,  denominadas  Tierras  Bajas  del Pacífico (véase mapa 1). Durante buena parte de la época colonial  fue  una  región de frontera,  de difícil acceso, habitada  por pobladores calificados de «salvajes  e incivilizados», marginal  con respecto al Estado y caracterizada por la escasa presencia  de  agentes  de  la  Corona, incluso de los doctrineros. A los grupos nativos que conformaban la región (yumbos, cayapas, niguas, colorados y campaces) se añadieron, desde la mitad del siglo XVI, grupos de esclavos fugitivos, víctimas de los naufragios. La presencia de esta nueva población modificó el cuadro étnico de la región, dando lugar al aparecimiento de zambos, producto  del  mestizajeafro- indígena.2 Más tarde estos mulatos, junto con la nueva población negra, resultado de nuevos naufragios, y especialmente  con  aquella  población  que  se  desplazó  del  Pacífico  sur colombiano a Esmeraldas en el transcurso de los siglos XVIII y XIX,  dieron  lugar  a  la configuración de las actuales poblaciones negras del norte del litoral ecuatoriano.
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	La presencia en la provincia de Esmeraldas de indios «infieles y de guerra», y especialmente, de cacicazgos negros de conformación cimarrona que se reproducían social y materialmente   en  un  territorio  que,  como   producto   de  sus   contiendas,   extendía   de forma

	 

	
progresiva sus fronteras fuera del control colonial, llevó a las autoridades españolas a iniciar acciones agresivas  de  conquista.  Las  expediciones  tenían  como  objetivo  someter  a  la población e incorporar  sus  territorios  a la soberanía real, con el  fin de establecer  encomiendas y aportes tributarios; pero el interés fundamental  residía  en  aprovechar  los  beneficios económicos que podía proporcionar el comercio a través de Esmeraldas, considerada como un espacio geográfico estratégico. Ubicada al  noroeste  de  los  territorios  de  la  Audiencia  de Quito, en la costa pacífica, constituía el  sitio más  apto para abrir  una  vía terrestre y establecer un puerto que permitiera cumplir con el  circuito  comercial,  desde  las  tierras  altas  del  área andina hasta el litoral pacífico. Desde este puerto era factible fomentar el intercambio de  productos con Panamá, pues a la vez que se exportaban géneros agrícolas procedentes de Los Andes, se recibían productos originarios de Castilla. Esto explica el envío de múltiples provisiones reales en las que se facultaba a las  autoridades  para  la  entrega  de  licencias  a aquellos  individuos  interesados  en colonizar  y hacer  realidad  el  plan vial  de  la denominada

	«empresa de las Esmeraldas». Las autoridades y las elites quiteñas querían contar con una ruta más  corta y económica  desde Guayaquil  que  permitiera trasladar en el  menor  tiempo  posible las mercancías de los centros de producción andinos hacia la costa del Pacífico, y desde allí a  los diversos mercados, especialmente a Panamá. Más allá de las resistencias locales,  los obstáculos que imponía un espacio cubierto de densa selva, el proyecto vial puesto en marcha durante el siglo XVII no llegó a concretarse debido, además, a factores de tipo externo, como la política de Madrid y de los virreyes de Lima,  contraria a la construcción de nuevos  caminos   por la competencia comercial que suponía la apertura de un puerto en Esmeraldas frente a los puertos de Guayaquil y El Callao, que tenían un próspero comercio de exportación de grano y productos  ganaderos  a Panamá.

	En el siglo XVIII, las elites del interior andino, empeñadas en activar el comercio de exportación a través de Esmeraldas, van a intervenir en un contexto diferente generado por la nueva política centralizadora y mercantil adoptada por España a través del  reformismo  borbónico. La Audiencia de Quito, debido a la crisis del centro minero peruano, sector que permitió la activación económica de los diversos espacios coloniales, experimentó un escaso  flujo monetario por la significativa  baja  acaecida  en la producción textil,  actividad dominante del corredor andino quiteño a partir del siglo XVII. Esta situación  llevó  a  obrajeros  y hacendados de la Sierra centro-norte a insistir en el comercio con la metrópoli, Panamá, y especialmente con los mercados mineros de Nueva Granada: el intercambio de productos agropecuarios y textiles por oro habría facilitado  la  monetarización  de  la  débil  economía quiteña. Quien apostó por una empresa vial fue el riobambeño Pedro Vicente  Maldonado,  un geógrafo  y científico ilustrado que  acompañó  a Jorge Juan y Antonio  de Ulloa en la misión de La Condamine (1734-1740), para medir  el  arco de  la tierra  en la línea  equinoccial. Además, como miembro de la elite  de  los  hacendados  y obrajeros  y de  la  burocracia  colonial,  tenía varios intereses en facilitar la apertura de un camino a Esmeraldas.

	Una vez que el presidente de la Audiencia, Dionisio de Alsedo y Herrera, concedió a Maldonado licencia para iniciar la obra vial en 1735, se le otorgaron las mercedes correspondientes;  entre   otras,  el   nombramiento   de  gobernador   y  capitán  general  de  la

	 

	
provincia de Esmeraldas, del puerto de Atacames y de sus costas, para dos generaciones. De forma inmediata, Maldonado trató de modificar la  forma  de  vida  de  los  habitantes  de  las Tierras Bajas de Esmeraldas  (indios, negros,  zambos,  mulatos),  para lo cual  adoptó una  serie de  providencias  tendentes  a  controlar  la población y a  fundar  nuevos  pueblos. Se  inició, así, una nueva fase de conquista de estas geografías de tierras calientes,  mediante  un  agresivo proceso de pacificación, reducción y colonización de la región. Se formó un entramado de asentamientos como sólidos puntos de apoyo para la habilitación de las vías y se establecieron nuevas poblaciones como Nuevo Embarcadero, en el río Esmeraldas, y La Tola  y Limones, ubicadas en la desembocadura del río Santiago. Estos nuevos  centros  nucleados  se  poblaron con indios, mulatos y negros, que vivían dispersos en ríos y esteros como parte del tradicional patrón de asentamiento en la selva. En un afán colonizador se convocó a  la  población  de Iscuandé para incrementar la de La Tola, y se trasladó desde Quito a «delincuentes y ociosos» para habitar el puerto de Atacames. El progreso en la vía de Malbucho, más la noticia de la presencia de minerales  de oro en los ríos Santiago  y Mira, motivaron a Maldonado a convocar   a mineros de Nueva Granada y de Quito para iniciar la explotación aurífera. Se abrió así una primera fase minera,  con trabajadores  de Tumaco,  Cali, Popayán y Barbacoas  que  solicitaron al gobernador de Esmeraldas la concesión de tierras realengas para iniciar el entable de las  minas, así como la licencia necesaria para introducir ganado para la  manutención  de  las cuadrillas de esclavos que se pretendía trasladar.

	A pesar de todos estos esfuerzos, el nuevo proyecto vial resultó un fracaso: las razones se encuentran, al igual que durante el siglo anterior, en los obstáculos que impuso la  difícil  geografía, y ante  todo, en las acciones de los diversos actores locales, como  la resistencia de   los varios grupos étnicos frente a los cambios profundos  ocurridos  en  sus  sociedades.  La  nueva penetración hispana en la región implicó, en efecto, un proceso de ocupación y poblamiento de españoles, mestizos e indios de la Sierra: se fundaron pueblos, se movilizó de manera forzada a la población local, ubicándola en nuevos espacios al  servicio del  camino,  y  en general, se desarticularon sus formas de producción económica, social y cultural, y  los términos de relación con el medio natural. Todo ello motivó a los indígenas y africanos a abandonar las tareas asignadas, dejando pueblos de reciente creación  como  Nuevo  Embarcadero, La Tola o Limones, y a reapropiarse de sus espacios,  conformados  por  los territorios de la selva, los ríos y esteros.

	Hacia el final de la colonia, la política del presidente Héctor de  Carondelet  (1799) contempló la reactivación del proyecto vial por Malbucho, que se convirtió  en  el  eje vertebrador de un proyecto económico y político auspiciado por las elites norandinas.  Los mineros establecidos en la cuenca del río Santiago, y especialmente los señores de minas neogranadinas como Arroyo,  Valencia,  Quintero  y Landázuri,  apoyaron el  proyecto  comercial de exportación y apertura  de un camino  por la ruta  del  norte. Si  bien no  descartaba su interés por la explotación aurífera, la principal motivación residía en contar con un camino que les permitiera abastecerse de géneros para asegurar la subsistencia  de  las  cuadrillas  en  sus distritos auríferos y obtener una alta rentabilidad minera. Al finalizar el siglo XVIII, el distrito minero del río Santiago se conformó en torno a cuatro grandes reales de minas: Playa de Oro,

	 

	
San Antonio de Cachavi, Nuestra Señora de la Purísima Concepción del río Bogotá y Nuestra Señora de la Concepción de  Guembí,  que  albergaban  cuadrillas  con  alrededor  de  400 esclavos provenientes de las minas de la región de  Popayán.3  Las  cuadrillas  estaban conformadas por familias criollas, lo que significa que sus  miembros  habían  nacido  en  las colonias españolas. Estas familias, con base en el patrón español de  organización,  eran resultado de la unión conyugal monogámica, patrilineal, impulsada por la labor misionera en cumplimiento de lo establecido en los códigos, instrucciones y reglamentos respecto de los derechos de los esclavos, todo esto con el afán de evitar el concubinato interracial y el amancebamiento.4 En los mercados de Popayán, esta  práctica  de  vender  cuadrillas  con  familias enteras para  los  centros  mineros  se  fue  generalizando  conforme  avanzaba  el  siglo XVIII, pues se crearon vínculos  de parentesco que  para los esclavistas resultaban beneficiosos,  ya que, a la vez que se aumentaba el rendimiento, este podía ser un elemento de disuasión para evitar la huida de los esclavos. En la visita realizada a los reales de minas en 1815, se contabilizaron alrededor de 400 esclavos de un total de 2 300 habitantes existentes en Esmeraldas.5  Los  padrones levantados sobre los reales de minas  en 1815 revelan la presencia  de matrimonios donde constan  los  integrantes  de  las  familias  (madre,  cónyuge  e  hijos),  así como madres solteras con sus hijos y viudas. Paralelamente al patrón español establecido con respecto al matrimonio, funcionaron otras formas de  convivencia  en  torno  a  las  madres solteras que, junto a sus hijos, formaban familias en las  que  el  reconocimiento  de  la descendencia se realizaba por vía materna, una  práctica  que  fortaleció  la  autoridad  y  presencia de la mujer en el interior de  la  familia.  En  algunos  reales,  no  resultaba  ninguna novedad el hecho de que, frente al limitado  número  de  mujeres,  estas  iniciaran  relaciones sexuales múltiples, dando lugar a lazos de parentesco reconocidos por línea materna, lo que motivó la familia extensa.6

	En los  registros  documentales  sobre los  reales  de minas,  donde  constan las  familias  con los apellidos,  aparecen  al  principio  los  nombres  de  uno  o  dos  capitanes  de  cuadrillas,  que eran esclavos, generalmente  mulatos  o criollos, escogidos  por  el  amo  en función de sus  dotes de liderazgo y de su reconocimiento dentro del grupo; tenían el encargo  de  difundir  el  castellano, hacer cumplir las normas de trabajo y el control social de los demás. La sociedad esclavista se encontraba, por lo tanto, en un punto ambiguo, es decir, entre  la defensa  de  los intereses del amo para el funcionamiento de los  grupos  de  trabajo  y,  la  representación  y defensa de la cuadrilla. Pero, además, velaban por los intereses de la Corona, pues en  su presencia el minero pesaba la producción de oro para pagar el derecho de quintos que le correspondía al rey. Las leyes y reglamentos reales concedían,  asimismo,  a estas cuadrillas un día libre a la semana para el «descanso, la iglesia y con el fin de conseguir el sustento para el vestido». Las labores en este día dependían de la iniciativa de los esclavos, quienes podían acceder a otras fuentes de proteínas para complementar la dieta, así como realizar pequeños cultivos junto a sus ranchos, cazar ciertos animales y recolectar frutos silvestres del bosque. Adicionalmente, los esclavos aprovechaban este día para recolectar oro en los ríos; oro que intercambiaban por productos que ofrecían  los  negros  libres  de  la  localidad  y  los comerciantes  de Tumaco.  El  metal  recolectado les permitió, incluso, llegar, en algunos casos,

	 

	
a comprar su libertad.

	Las  guerras de Independencia cambiaron profundamente  el panorama político y social de esta zona: el desorden y el caos de los conflictos, unidos a la falta de abastecimiento por la inhabilitación del camino y a la huida de los esclavos, contribuyeron al paulatino abandono de   las minas por parte de los dueños. La población de la región, si  bien  simpatizó  desde  el principio con la insurgencia, tuvo su propia dinámica y objetivo: los  esclavos  estaban dispuestos a defender una forma de vida construida con cierta autonomía y libertad a partir del debilitamiento de los dispositivos de  explotación  minera  esclavista.  Esto  les  permitió desplazarse libremente  por los montes  y los ríos, abandonar  las labores mineras  en beneficio   de  sus  amos  y decidir  su colaboración con el  bando  realista  o  insurgente.  Una  vez alineados con la insurgencia participaron como soldados, utilizaron la protesta social, la fuga y el uso libertario de las formas de  comunicación,  provocando  un  ambiente  de  subversión  y desconcierto entre  las  fuerzas realistas.

	Cuando los realistas retomaron el poder en la Audiencia de Quito en 1814, el gobernador   de Esmeraldas, Andrés de Castro, frente al  abandono  total  de  las  minas  por  parte  de  los dueños y sus administradores, negoció con los  esclavos  un  acuerdo.  Estos  propusieron  la entrega de «una pensión o jornal» cada seis meses, en San Juan y  en  Navidad,  fechas establecidas para el pago de tributos de los indios  a  la  Corona;  a  cambio,  los  esclavos tendrían el usufructo y control de las minas, podrían obtener oro de los lechos de los ríos o de   los aluviones ribereños, y continuarían en posesión de la tierra y con sus espacios de vida comunitaria y autónoma. La oferta de los esclavos de convertirse en arrendatarios de las minas fue aceptada por Andrés de Castro, pues la dificultad de un  control  efectivo  de  aquellas, debido a lo fragoso de los caminos y lo  distantes  que  se  encontraban,  ameritaba  una supervisión  ocasional.7

	El ambiente libertario forjado durante la segunda fase de la independencia con la activa participación de la población negra libre, sin descartar la colaboración de los esclavos, dio continuidad a la dinámica interna de la inestabilidad e inseguridad  en la región.  Después  de  años de autonomía y libertad, los africanos ya no estaban dispuestos a soportar la sujeción y el trabajo que requería el sistema esclavista. Su intención política era terminar con las antiguas relaciones  de sujeción esclavista en la región,  continuar  con el  control  y laboreo de  las  minas, y obtener  del  nuevo  Estado la legitimación de sus  sociedades  mediante  el  reconocimiento  de su condición de libres y de la propiedad colectiva del territorio.  En  efecto,  en  los  años siguientes a la independencia, los  esclavos  iniciaron múltiples  acciones  en los  tribunales  en contra  de sus  amos,  en demanda  de la libertad, pues  tras ser  parte de los ejércitos solicitaron el cumplimiento de los decretos emitidos por los libertadores. Procesos  judiciales  que  en muchos  casos  dieron la razón a  los esclavos.

	Cuando se produce el homicidio del esclavo Romualdo, nos encontramos  exactamente  en este periodo, o sea, un periodo en el que, después de haber alcanzado  un elevado  nivel  de autonomía y libertad durante las guerras  de  Independencia,  los  esclavos  se  hallan renegociando  con sus  dueños  y las  autoridades  estatales  su posición frente  a la supervivencia del  régimen de  esclavitud.  Y lo están haciendo  desde  una  zona  que,  a  pesar  de  las varias

	 

	
tentativas tardo-coloniales de integrarla económicamente y  políticamente  en  el  territorio andino, es todavía una región de frontera.

	 

	
		Una justicia étnica



	 

	Esmeraldas nunca había gozado de la presencia  de  una  autoridad  judiciaria  hasta  el nombramiento de Maldonado como gobernador y capitán general de  la  provincia  en  1735. Hasta esa fecha la única autoridad con poderes  jurisdiccionales  sobre  el  territorio  era  el cacique gobernador de los naturales, cargo que la Audiencia  había  concedido  a  Antonio Illescas, un negro cimarrón, a finales del siglo XVI.

	Víctima de un naufragio que lo llevó a Esmeraldas, Illescas, según Balboa, había  sido esclavo -originario de Cabo Verde- y a los ocho años comenzó a servir en la casa de su amo, Alonso Illescas, en Sevilla. Allí aprendió la lengua española, la religión y las leyes que le permitieron entender el mundo y la realidad de su amo. Su condición de ladino, es decir, de conocedor del mundo hispano y de la cultura africana, determinaron el reconocimiento de su liderazgo entre  negros  e indios, posición que  se fortaleció mediante  acciones de control  sobre los aborígenes y el establecimiento de relaciones de parentesco con las familias de caciques.8 Illescas ejerció su liderazgo político y  militar  a  través  de  los  cacicazgos,  patrón  de organización político-social  de los indígenas  de la región,  donde  había un jefe que  tenía  bajo su mando varias parcialidades conformadas por negros, indios  y mulatos.  La  población negra adoptó, además  de la organización política, las  prácticas  sociales, económicas  y culturales  de los  aborígenes, sus  ritos, ceremonias  y trajes, dando  paso a un proceso de mestizaje  cultural que se reveló como una estrategia eficaz para obtener la aceptación de los nativos e ir consolidando su presencia étnica  en la región.  Phelan,  en su libro sobre el  Reino de Quito  en el siglo XVII, ha denominado este territorio «república de zambos», no tanto en  el  sentido moderno del término, cuanto como comunidad que gozaba de personalidad jurídica.9 No es casualidad que, todavía a finales del siglo XVIII, en Hispanoamérica se siguiera utilizando el término res pública, no tanto para indicar una entidad  política  superior,  sino  más  bien como atributo de las communitas  («república  de  españoles»  y  «república  de  indios»).  Illescas, desde su posición de máximo jefe étnico, puso inicialmente resistencia  a  la  penetración española; sin embargo, más tarde ideó formas efectivas  para  iniciar  relaciones  con  los  blancos, lo que  le permitió  continuar  con su proyecto  de construcción social autónoma.

	En efecto, si por un lado las autoridades civiles y eclesiásticas de Quito habían planeado un proceso de colonización y «pacificación» de la zona, por el otro, después de la derrota de las primeras misiones militares, se habían vuelto muy conscientes de que no podían no contar con la intermediación de las autoridades locales. Miguel Cabello Balboa, hombre de confianza del obispo Pedro de la Peña, quien se había empeñado en el proceso de conversión de los negros e indios, fue  el encargado, mediante Provisión  Real del 8 de julio de 1577, de

	«reducir a la cristiandad a los indios  y negros  de Esmeraldas  y abrir  un camino  entre  Quito  y el Pacífico». Después  de  haber  entrado  en contacto  con él, Cabello Balboa  entregó  a  Illescas el documento con las provisiones reales concedidas por las autoridades reales:

	 

	
En la primera se contiene un general indulto de todos vuestros descuidos pasados y como tales, la Real Audiencia, en nombre de nuestro piadosísimo Rey, se le remite y perdona no solo a vos, mas a toda vuestra  casa y familia  [...] la Real Audiencia promete mucho y muy ordinarias mercedes, y para principio de otras muchas a vos, señor don Alonso Illescas, por virtud de esta otra provisión, os nombra y cría Gobernador de estas Provincias y naturales de ella, para que, como tal, mantengais  en justicia  a  todas  las  personas  que  en ella  residen y residirán en el porvenir  y  por  la

	retribución y la correspondencia debida a merced tan grandiosa, no pretende ni quiere de Vos la Real Audiencia y el Reverendísimo, mas de que las queráis recibir a lo que sois obligado a leal y buen vasallo de tan justo Rey.10

	 

	Con este documento, y prometiendo así obediencia al rey, Illescas deviene en la primera autoridad legítima de la provincia, con poderes jurisdiccionales sobre el territorio. En primer lugar, el perdón concedido por el  rey de España a Illescas, a su familia y a los caciques negros  de la región, respecto de su condición de cimarrones o fugitivos dentro del sistema colonial, suponía el reconocimiento de su libertad. En segundo lugar, ser  nombrado  cacique  y  gobernador implicaba que el Estado español reconocía a las sociedades conformadas por esclavizados prófugos, que desde muy temprano habían rechazado el cautiverio e iniciado la construcción de  comunidades  de  vida autónoma.

	La creación de palenques en las provincias indianas comienza desde muy temprano en el siglo XVI. En estos sitios, generalmente de difícil acceso, se refugiaban los cimarrones, esclavos rebeldes huidos de las plantaciones y de las haciendas, muchas veces compartiendo el territorio con los grupos indígenas. Los fugitivos, una vez en los palenques, adoptaban en la mayoría de los casos, una organización política y social que contemplaba el uso de formas propias del modelo hispánico, como el nombramiento de capitanes, jefes políticos y alcaldes, en calidad de autoridades del palenque.11 Al encontrarse alejados de las leyes de Dios y del rey, estos poblados siempre estuvieron en el punto de mira de los agentes locales del Estado, quienes contemplaban su destrucción, así como la concentración de población en sitios regidos por el orden cristiano y la normatividad colonial. Sin embargo, existieron palenques, como en el caso de Esmeraldas, que se convirtieron en pueblos reconocidos por las autoridades españolas; la concesión de este tipo de privilegios le convino a la Corona, pues estos libertos ayudaban a mantener la estabilidad social mediante el control de brotes de violencia.12

	El reconocimiento de la calidad de pueblo y la concesión de poderes jurisdiccionales al

	gobernador y cacique puede visualizarse en la famosa pintura, hoy conservada en el Museo de América, Los mulatos de Esmeraldas. Comisionada por el oidor Juan del Barrio Sepúlveda al pintor  indígena Andrés  Sanquez Galque, con el fin de retratar a los negros  Arobes que llegaron   a Quito junto a los indios de su jurisdicción para prestar obediencia al rey, esta pintura fue enviada al monarca como testimonio de la conversión y población pacífica de los  negros  e indios infieles de la provincia de Esmeraldas.13 El oidor se refiere  a  la  pintura  en  los  siguientes términos:

	Por parecerle a V. M. gustaría ver aquellos barbaros retratados (que hasta ahora han sido invencibles) son hombres bien dispuestos. Agiles y muy sueltos acostumbran a traer  de ordinarios argollas de oro llanas al cuello y las narigueras, orejeras, becotes y sortijas en la

	 

	
barba y botones en las narices y aun otros en los carrillos todos de oro.  Y  los  indios  principales e indias de la dicha provincia y algunos otros usan también de la dicha gala. Y los collares cadenas o sartales blancos  que  traen al  cuello sobre  el  vestido dicen son de  dientes de pescado y otras conchas. Traen de ordinario lanallas en las manos y tres o cuatro dardos de madera  rezia y aunque  sin hierro mui agudos.
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	Mientras el uso de mantas y camisetas entre los negros se habría generalizado con la presencia de los españoles, las armas pintadas y utilizadas por los negros (dardos, macanas, rodelas y lanzas)  eran instrumentos  de uso  nativo. Con relación a la práctica de usar  variedad  de joyas de oro como símbolo de jerarquía, esta también fue adoptada por los negros de los indígenas  principales. La  célebre pintura,  que  visualiza y materializa  el  acuerdo político entre las autoridades étnicas  de Esmeraldas y la Audiencia, simboliza un cambio muy importante  en  la manera de considerar este «gran palenque» por  parte  de  los  funcionarios  coloniales:  de lugar a conquistar con las armas a pueblos formalmente  reconocidos y autogobernados.  Con el  fin de certificar la entrega de la paz e incorporar nuevos territorios  de  propiedad  real,  se elaboró un documento denominado Asiento, posesión y juramento de fidelidad, en el que se especificaban las  actividades  que  debía  cumplir  la población negra:  socorrer  a  los  náufragos que llegasen a la costa; fundar pueblos para ser habitados por negros, zambos e indios bajo el mando de Illescas y con el amparo de la doctrina cristiana; colaborar en las obras del  nuevo camino. Además, algunos años antes, se había establecido la  supresión  del  tributo  de  los negros, pues de acuerdo a una Cédula Real de 1574, todos aquellos que no fueran esclavos

	 

	
debían pagar tributos.

	Esta  situación política  y social  permaneció  sin alteración alguna  hasta  la  segunda  mitad del siglo XVIII, cuando se asiste a la apertura de la frontera minera del oro, vinculada a la reactivación de los proyectos viales de interés  secular  de  las  elites  quiteñas,  empeñadas  en activar el comercio interregional con Nueva Granada y Panamá. Estos  proyectos  condujeron, como  hemos  visto, a la presencia de mineros  neogranadinos  en la cuenca  del  río Santiago,  lo que produjo permanentes tensiones y conflictos  jurisdiccionales  entre  Iscuandé  y Esmeraldas, por la competencia administrativa de Tumaco, pues los alcaldes de Tumaco, una península con trescientos habitantes, anexa  al  curato  de Iscuandé  y parte de la administración de la provincia de Esmeraldas, eran nombrados por las autoridades de Iscuandé, y eran estos alcaldes quienes concedían los registros de minas en el distrito del río Santiago.14 Evidentemente, la noticia del descubrimiento de minerales de oro en el río Santiago resultaba atractiva por el beneficio que podía reportar el cobro de los quintos de oro, que  consistían en el  pago  a la Corona  de la  quinta parte del metal extraído, aunque  en una  zona  minera  fronteriza  con una  presencia  del Estado y un control  fiscal  limitados era posible evadirlos. El  interés  de Maldonado por  evitar la superposición de  jurisdicciones  y mantener  la administración de  Tumaco  le llevó a  solicitar a las autoridades la certificación  de  la  gobernación  de  Esmeraldas.  La  propuesta  de Maldonado, que fue aceptada por aquellas, dio lugar a la conformación de una nueva y extensa provincia de Esmeraldas, lo que  le permitió incorporar administrativamente  la isla de Tumaco    y la playa de Husmal, límites de la jurisdicción de Barbacoas,  parte  de  la  gobernación de Popayán. Por el sur, incorporó la Bahía de Caracas y Sierra de Bálsamo, que separaba la zona   del corregimiento de Guayaquil. Para 1739, esta  provincia  contaba  con  una  población aproximada de dos mil habitantes, distribuida en veinte pueblos: cinco ubicados en la costa, y quince en el interior.15 El gobernador y capitán general  de  la  provincia,  cargo  que  fue atribuido por primera vez a Maldonado en 1735, no determinó la desaparición de los gobernadores y caciques locales. En 1792, la Audiencia otorgó el título de «gobernador de los mulatos y demás gentes  de San Mateo  de las Esmeraldas» a Bartolomé  Pata, mulato  libre, que  lo había pedido en calidad de descendiente de una familia que en el pasado había gozado del título.16

	 

	
		De la justicia colonial a la justicia liberal



	 

	Como hemos  visto, gracias  a la forma  particular  de esclavitud que  se desarrolló en esta zona (el trabajo minero en cuadrillas) y al desorden político y social creado por las guerras de Independencia, las familias esclavizadas convirtieron los distritos mineros en lugares de reproducción social, económica y cultural, ocupando progresivamente el  territorio.  De  esta manera, iniciaron los asentamientos  ribereños,  aprovecharon  las  roturaciones  mineras, ocuparon los espacios contiguos  a los reales de minas  para el  cultivo de plátano,  maíz,  tabaco y cacao, y se beneficiaron de las bondades que ofrecían los ríos, los esteros y el monte para abastecer sus crecidas familias. Por vivir en una región fronteriza, los esclavos de Esmeraldas tampoco fueron obligados, contrariamente a otros esclavos de la época, a formar parte de los

	 

	
ejércitos de los dos campos. Eso les  permitió  desplazarse  libremente  por  los  montes  y  los ríos, abandonar las labores mineras y decidir su colaboración con el bando realista o con el insurgente.

	En medio del desorden, se aplicó, al igual que en buena parte de los territorios  de  la Audiencia, la Constitución de Cádiz de 1812. Además de ser publicada  y  jurada  en  cada pueblo de la provincia, en  el  de  Esmeraldas  se  estableció  un  nuevo  ayuntamiento constitucional  con sus  autoridades, como  así  lo certificó el  nuevo  secretario del  ayuntamiento y alcalde del puerto de Atacames en diciembre de 1813.17 Una de  las  novedades  más importantes introducidas por la Carta constitucional gaditana fue la posibilidad para muchos pueblos de constituir sus propios ayuntamientos. Las investigaciones muestran que, en 1822, o  sea, al final del segundo periodo gaditano, en el territorio de la Audiencia de Quito  había unos 130 ayuntamientos constitucionales, cuando en 1812 los cabildos eran solamente doce.  Esto significa que muchos pueblos, incluso las comunidades indígenas, habían elegido su propio municipio, rompiendo el dominio de las ciudades principales sobre los distritos rurales y provocando una verdadera revolución del poder local.18 En el caso de la provincia de Esmeraldas, donde antes de la etapa liberal española  nunca  había  habido  cabildos,  la formación de un nuevo ayuntamiento no implicó tanto el fin del dominio de  las  ciudades principales -Quito e Ibarra, que durante mucho tiempo se habían disputado la  jurisdicción puramente formal sobre la provincia, dado que  no  había  caminos-  cuanto,  más  bien,  la aparición de un nuevo poder jurisdiccional que, teóricamente, habría debido sustituir a los del Antiguo Régimen.

	Las Cortes de Cádiz habían proseguido, en  efecto,  la  política  anticorporativa  del reformismo borbónico. La abolición de las repúblicas y de los cabildos de  indios,  y  su sustitución con el municipio, órgano que representaba todos los segmentos de la sociedad, así como los decretos para dividir las tierras comunales, respondían al objetivo de debilitar la estructura comunitaria y de transformar a los indígenas en ciudadanos. Ahora bien, lamentablemente no hay mucha documentación sobre la provincia de Esmeraldas que pueda atestiguar lo que vamos a afirmar; sin embargo, es posible sostener que  la  aplicación  del régimen gaditano y la elección del nuevo ayuntamiento implicaron de forma  verosímil  la abolición del cargo de gobernador de los mulatos que había existido desde el siglo XVI. No disponemos tampoco de las actas electorales que nos puedan  confirmar  la  exclusión  de  los libres de color del  voto. Si  bien la Constitución de  Cádiz había  excluido  a  los  descendientes de los  africanos  de los  derechos  de ciudadanía activa, algunos  estudios  han demostrado  que los libres de color fueron de hecho admitidos para votar.19 Al introducir un acceso a la arena electoral bastante amplio -sobre todo en esa época- y al no establecer una ciudadanía desde lo alto, el régimen constitucional gaditano dejó importantes  márgenes de  maniobra  a  las comunidades locales para decidir quién pertenecía o no a  la  categoría  de  ciudadano.  En  efecto, la ciudadanía en Cádiz no se definió a partir de la propiedad o de la fiscalidad, sino a

	partir del concepto de «vecindad», que era la antigua  categoría  de  la  tradición  hispánica, definida en función del concepto de «notoriedad».20 Finalmente, se reconoció a las juntas parroquiales, o sea, a las asambleas de los vecinos electores, la facultad inapelable de decidir

	 

	
sobre los requisitos de voto (art. 50).

	La creación de un ayuntamiento constitucional en Esmeraldas, durante esta  época  de desorden y de guerras, no favoreció tanto una mayor presencia del  Estado en la región,  cuanto  una mayor autonomía de los poderes locales con respecto al poder  central.  En  la  América hispánica no se asistió al proceso de separación entre justicia y administración, lo que, en la Europa del siglo XIX, llevó, gracias a la formalización de un poder coercitivo y un dispositivo completamente autónomo respecto de  la  declaración del  derecho,  y esencialmente  político,  a un fuerte desarrollo tanto de la estructura como  de  los  poderes  del  Estado.21  En  efecto,  el régimen liberal español no quitó a los jueces locales -en primer lugar al alcalde municipal- la jurisdicción contenciosa. Por lo tanto, estos siguieron gozando de un  poder  discrecional relevante en el juicio en primera instancia de cuestiones que atañían a todos los ámbitos  de la vida social.

	El liberalismo gaditano  no  cambió  la compenetración entre  municipios  y justicia, porque  la misma constitución no había transformado la justicia del Antiguo Régimen  en una  justicia moderna, sometida al poder soberano. Esto fue resultado, principalmente, de la legitimación historicista  que  los  constituyentes  dieron a  la  Carta:  la  relación que  quedó  establecida  entre las viejas leyes fundamentales y la nueva  Carta  condicionó  toda  la  obra  legislativa  de  las Cortes, la cual  se movió  en el  marco  de un debate jurídico acerca de la compatibilidad entre   la Constitución y las  antiguas  leyes  de  la Monarquía.22  La  primera  gran consecuencia  fue  que, a pesar de la introducción de principios como la división de los poderes, la supremacía del Legislativo y la subordinación del juez a la normativa procedente de aquel, no se  cambió  la justicia. Como quedó claramente establecido en el Discurso Preliminar:

	Encargada por V. M. de arreglar un proyecto de Constitución para restablecer y mejorar la antigua ley fundamental de la Monarquía, se ha abstenido [la Comisión] de introducir una alteración sustancial en el modo de administrar la justicia, convencida de que reformas de esta trascendencia han de ser el fruto de la  meditación, del examen más prolijo y detenido, único medio de preparar la opinión pública para que reciba sin violencia las grandes innovaciones.23

	 

	La  comisión encargada  de  redactar  el  proyecto  de  Constitución  manifiesta  veladamente que novedad (la ley)  y tradición (la  justicia)  podían yuxtaponerse,  pero  no  subordinarse.  De ahí la no introducción de novedad alguna en la práctica de jueces y tribunales, sobre todo en lo concerniente a un aspecto central de los regímenes constitucionales modernos fundados en la centralidad de la ley, o sea, a la obligación de motivar las decisiones judiciales.24 La inconveniencia de motivar las sentencias  era, en efecto, una  herencia del Antiguo  Régimen,  en  el que la incerteza jurídica que lo caracterizaba dificultaba enormemente que los jueces expresaran la causa (tal era la formulación corriente) de su decisión. Ello no significa que allí donde prevaleció la práctica de no motivar sentencias faltara cualquier  tipo  de  garantía  y  reinase el más puro arbitrio; significa tan solo que los particulares podían tener otras garantías distintas y más apropiadas a un derecho jurisprudencial y no legal, como el ius commune. Así ocurrió en Castilla, donde la práctica de no  motivar  las sentencias  determinó  desde la Baja  Edad Media la formación de un modelo jurisdiccional peculiar, que concentraba la garantía en

	 

	
la persona -y no en la decisión- del juez.25

	Al no prever la obligación de motivar las decisiones judiciales, en Cádiz el principio de vinculación del juez a la ley (expresado en el artículo 242 de la Carta)26 no se articuló con la garantía  institucional  correspondiente, limitando  en la práctica la implantación de un régimen  de legalidad. La sobrevivencia de esta antigua práctica en el nuevo orden constitucional nos muestra claramente que  en Cádiz no  se  cortó  con el  pasado  y que  ni  siquiera  se  lo  rechazó, antes bien, se solicitó su ayuda. En consecuencia, el modelo de juez castellano siguió viviendo durante el constitucionalismo liberal, de tal manera que la justicia coincidía con la persona del juez y no con el silogismo normativo. Así pues, el constitucionalismo doceañista no trató de proteger la ley frente a un juez/intérprete, cuyo  modelo  remitía  al  de  «juez  perfecto»  del Antiguo Régimen. Se trataba, todavía, de un mundo en el que la confianza en la recta y pronta administración de justicia dependía más de las «calidades» de los  jueces  que  de  la  vinculación de  la resolución a  un silogismo normativo.

	El condicionamiento cultural que obligaba a los jueces a ganarse la confianza de los justiciables llevó a los hombres de Cádiz a imaginar como  ideal  de  justicia, al  menos  en la primera instancia, una justicia de iguales o, como poco, una justicia electa: la representada por  los alcaldes. Como ya se ha dicho, en Cádiz no se les  quitó  la jurisdicción contenciosa  a  los alcaldes municipales, siendo el alcalde doceañista, como el alcalde ordinario  del  Antiguo Régimen,  administrador  y juez al mismo  tiempo. No obstante, aunque  la Carta hubiese  previsto la creación de unos jueces de primera instancia, los  jueces  letrados,  la  dificultosa reestructuración del  aparato de justicia, paralizada por las guerras, la indivisión de partidos y   la escasez de letrados, necesitó, de hecho, a  los  alcaldes  constitucionales.  En lugar  de  una justicia letrada y ajena a las corporaciones municipales, se afirma una justicia lega y electiva, vinculada a las mismas.

	Si analizamos la administración de justicia en la región de Esmeraldas después de las guerras, cuando, como  todo el territorio de la Audiencia de Quito,  pasa a formar  parte de la Gran Colombia, nos damos cuenta de que la compenetración entre justicia y gobierno era una cuestión que concernía más a una cultura jurídica profundamente arraigada  en  el  mundo hispánico que a un simple tecnicismo constitucional. A pesar  de la ruptura  con la metrópoli  y  los discursos programáticos de los nuevos dirigentes, que querían hacer del nuevo  conjunto político un Estado fuertemente centralizado para superar la fragmentación territorial y las divisiones, la naturaleza  del  municipio  no  cambió. De  hecho,  el  reciente Estado fue  dividido en departamentos (dirigidos por intendentes dotados con los mismos poderes que sus correspondientes borbónicos),27 provincias (a la cabeza de las cuales se  hallaban  los gobernadores) y cantones (dirigidos por los jefes políticos); estas autoridades dependían todas del poder Ejecutivo. Sin  embargo,  toda  cabeza  de  cantón  debía  elegir  una  municipalidad, cuyos alcaldes, como en el pasado, impartían la justicia de primera instancia, lo que limitaba consiguientemente la esfera de competencias  del  juez  político.28  En  efecto,  este  no  podía ejercer la jurisdicción contenciosa civil o penal  entre  las partes, salvo en los casos donde  no había alcaldes. A fin de limitar los poderes de estos últimos, el gobierno decidió privarlos de  toda   función  judicial,  nombrando   uno   o  varios   jueces   de  primera  instancia   por cantón  y

	 

	
dejando a los alcaldes la economía,  la educación y el  orden público. Mas  la falta  de  dinero y la difícil situación militar de los departamentos del sur  hicieron  fracasar  la  reforma,  y  los alcaldes municipales siguieron finalmente impartiendo justicia. Por otra parte,  el  fracaso  de dicha reforma fue tal que un  decreto  del  presidente  de  la  república  la  suspendió  en  1826, apenas un año después de haberse establecido, para  no  reintroducirse  sino  hasta  el  año siguiente y en los cantones en grado de remunerar a sus  jueces,  y esto  hizo  que  en la  gran mayoría  de los departamentos  los jueces de primera instancia  no  fueran nombrados  jamás.

	Así, en 1829, cuando se produjo el homicidio del esclavo  Rumaldo,  las  autoridades presentes en Esmeralda se hallaban representadas por un alcalde municipal electivo y un jefe político y militar,  dependiente  del  Ejecutivo. De  acuerdo con la Ley  de  División  Territorial del Congreso de Colombia, del 25 de julio de 1824,  Esmeraldas  se  había  convertido,  en efecto, en un cantón de la provincia de Pichincha conformado por cinco pueblos: Esmeraldas, Atacames, Río Verde, La Tola y Concepción. Si bien cada parroquia tenía dos alcaldes parroquiales, que podían intervenir en casos de menor cuantía, la  jurisdicción  de  primera instancia, dada la ausencia del juez letrado, estaba en las manos del alcalde municipal. La otra autoridad política de la región era el  jefe  político,  que,  como  en muchos  otros  casos  en la época, era un militar.

	 

	
		Justicia y esclavos en la independencia



	 

	La reconstrucción del contexto político y social de la provincia, así como la  evidente  continuidad con una justicia de tipo colonial y jurisprudencial, nos ayudan a comprender de manera más precisa lo que pasó en Esmeraldas con la ejecución de un esclavo acusado del homicidio alevoso de otro esclavo. No se trata solo de un abuso de poder contra una categoría considerada naturalmente como inferior; se trata más bien de una justicia impartida por legos y militares, en una región de frontera mal conectada aún con la capital del departamento, la cual había carecido durante mucho tiempo de toda autoridad judicial salvo la que procedía del gobernador de los mulatos. La condena del fiscal contra el  jefe político y el  alcalde municipal debe por lo tanto ser interpretada, no tanto como el intento de proteger la categoría  de  los esclavos o de evitar  que  en el  futuro  otros  amos  pudiesen perder  sus  preciosas  propiedades, sino como la voluntad de imponer la ley del  nuevo  Estado  sobre  una  justicia  del  Antiguo Régimen que residía todavía en las calidades de las personas más que en la supremacía de las normas. En este caso, y a pesar de tratarse de la pena capital, tampoco hay motivación de la sentencia: el jefe político y militar, pidiendo a la Corte Superior de Quito que aprobase su conducta, afirma solo que se ha visto obligado a emitir y ejecutar la sentencia a causa de «la distancia que  separa este cantón de la capital  y sobre todo  la confesión del reo».29

	El carácter esencialmente preestatal  y comunitario  de la justicia se desprende también de los actores que intervienen en la  causa.  Además  del  jefe  político  y  del  alcalde  municipal, juegan un papel importante el administrador  de  las  minas,  el  capitán de  la  cuadrilla  y otros cuatro esclavos. Mientras el administrador y los esclavos actúan de testigos, el capitán tiene la función de capturar al reo y de cuidar al herido hasta su muerte. La víctima, según  los testigos,

	 

	
había sido asesinada con el veneno procedente de una puya de bodoquera, lo que la llevó a la muerte después de algunas horas. Todos los testigos afirman  que  el  reo  era  una  persona violenta y que no era la primera vez que intentaba matar a otras personas de la misma mina. La práctica judicial de utilizar a los esclavos como testigos constituye un punto esencial en la determinación de su condición jurídica. Revela la connotación dada al esclavo como persona, quien no aparece en este aspecto como un objeto o cosa, sino que adquiere el carácter  de un sujeto en inferioridad de condiciones respecto del blanco, pero a quien la justicia escucha a la hora de elaborar una sentencia, incluso en las causas por homicidio. Si los jueces daban a los esclavos la posibilidad (y la obligación) de  atestiguar  en  los  procesos  judiciales,  era,  sin duda, por la relevancia creciente de este sector en la región durante esta época.

	A la supervivencia de culturas y prácticas judiciarias tradicionales, hay que añadir otra cuestión fundamental,  vinculada  a  la  situación en la  que  se  encontraban los  esclavos  después de las guerras de Independencia y las muchas declaraciones de Bolívar y otros dirigentes de la nueva República a favor de su libertad o, al menos, de una  desesclavización progresiva. Como  ya  hemos  dicho, después de años  de autonomía  y libertad, los descendientes  de los africanos  ya no estaban dispuestos a soportar el regreso a la sujeción y al trabajo sistemático esclavista. Con el establecimiento de la República, y una vez que las minas  regresaron al  poder  de los dueños o de sus administradores, la intención de los esclavos era  concretar  su  proyecto libertario, participar de los derechos de ciudadanía y consolidar un sistema de vida forjado en   un territorio que asegurase cierta autonomía.

	La legislación que evidencia el interés por integrar a los negros en los nuevos proyectos nacionales es la emitida el 21 de julio de 1821 en el Congreso de Cúcuta, que se denominó Ley de Vientres o Libertad de Partos, y que consistía en dar la libertad a todos los nacidos de madre esclava, con la condición de que el manumiso permaneciera hasta la edad de 18 años con el amo de su madre para pagar con trabajo lo concerniente a su alimentación, educación y vestido. De esta manera, los hijos de las esclavas que nacieran a partir de la publicación de la ley eran libres. Este proceso gradual y dosificado de la libertad obedeció a la intención de los líderes criollos de conciliarse con los esclavistas, quienes sentían la medida como un ataque a sus actividades productivas, al orden social e incluso a los mismos intereses fiscales del Estado, que perdería los ingresos provenientes de actividades rentables como la minería.

	La Ley de Libertad de Vientres se aplicó con especial énfasis en los reales de minas  del norte, como una manera de frenar la permanente insubordinación en que  se  encontraban  los esclavos y los libres de color, pues en julio de 1826 los esclavos del  Real  de  Minas  de Cachavi, junto con fugitivos de Barbacoas y de la Sierra refugiados allí, más los esclavos de Playa de Oro y algunos de la ciudad de Esmeraldas, urdieron una conspiración. Una vez distribuidas las armas (dagas), la intención era tomar el cuartel  y  acabar  con  todos  los  blancos, según los implicados en las declaraciones realizadas en el juicio, que señalaron: «[...

	] era bobera servir porque el Libertador les había dado ya la libertad».30

	Poco meses  antes  de la rebelión, frente  a  la intención de los  mineros  de hacer  efectivos los derechos de propiedad, los capitanes de  los  reales  de  minas,  Justo  y  Cornelio  Arroyo, Agustín  y  Guillermo  Valencia,  y  más   tarde  los  capitanes  Pío  y  Félix  Valencia  y Manuel

	 

	
Feliciano y Tomás Valencia,31 conocedores de la normativa jurídica colonial y de las ideas libertarias que pregonaba la nueva República, en un acto de resistencia legal, presentaron al protector general de esclavos, en 1826, un documento con varias peticiones orientadas a defender un modo de vida que había garantizado la subsistencia colectiva de sus congéneres como libres.32 Este documento contiene aspectos que  contribuyen  a  la  comprensión  de  la forma de vida de los esclavos, sus aspiraciones y las demandas a las que creían tener derecho. Un primer aspecto refiere la actitud de defensa  que  adoptaron los  esclavos  al  negarse a pagar las altas tasas tributarias impuestas por el Estado a cambio del usufructo de las minas. A los  casados se les exigía 12 pesos de plata al año, y a los solteros ocho, según el acuerdo establecido el 30 de septiembre de 1814. Los argumentos presentados alegan que, al no estar presentes los amos y ser las minas propiedad del rey, era el Estado el llamado a dotarlos de herramientas, alimento, vestido y los días «vacos» para el sustento. Siguiendo esta misma lógica, solicitaron la aplicación de los  decretos  expedidos  por  el  gobierno,  que  para entonces

	-presumimos- pasaban por la aprobación de la Ley de Libertad de Vientres, establecida en el Congreso de Cúcuta  el 21 de julio de 1821. Una  vez otorgadas  dichas demandas, más  el pago  de los diezmos a la Iglesia y el  nombramiento  de  un  capellán para  las  minas,  los  esclavos estaban dispuestos a recibir a los amos para que  pudieran  ejercer  el  derecho  de  dominio efectivo. Un segundo aspecto que resalta el documento trata sobre las permanentes y agresivas incursiones  que  realizaban a las minas  unos  supuestos  enviados de los dueños  con la intención de reclamar sus derechos, como ocurrió con el mayor Tomás Gutiérrez, quien, junto con treinta hombres  incendió  las  chozas,  arrancó las  matas,  robó quince  lechones  y perros  de  cacería, y les quitó el oro a cambio de la libertad que nunca tuvieron. Una situación que continuó con la presencia de un minero inglés, José Blar, quien,  según los habitantes,  los «tiranizaba» con la venta de hierbas medicinales, platos de loza o cera de laurel a altos precios. Un tercer aspecto enfatiza la situación de marginalidad, barbarie y miseria en la que se encuentran: en medio del concubinato,  cubiertos por  una  pampanilla  de cáscara de árbol, faltando  a las leyes del  pudor  y la honestidad y sin ningún alimento temporal o espiritual. Seguidamente, mencionan  que cuentan con minas «pingues», con unos quinientos esclavos de un total de 2 799 habitantes  que tenía el cantón Esmeraldas para 1826, que bien podría usufructuar el Estado, pero con la condición de proveerles de herramientas, alimentación, vestido  y días  libres,  con el  fin de  salir de la situación de pobreza y asegurar  mejores  condiciones  de vida material.  Por  último, en la parte final  del  documento,  los caciques rechazan el  calificativo de «alzados» otorgado  por las autoridades del gobierno, sobre lo cual refieren:

	 

	Se nos calumnia atrozmente de que somos unos esclavos alzados, e incapaces de contención por que se trata de transplantarnos de nuestro patrio suelo a otras regiones, destruyendo las cuadrillas que pueden ser muy útiles al Estado. No pueden darse mas prueba de nuestra docilidad y subordinación que el incesante anhelo que tenemos de reconocer un amo. ¿Qué mayor comprobante de esta verdad que nuestro constante comportamiento? Nadie podría penetrar las minas si nosotros fuesemos verdaderamente alzados. Sin el auxilio de nuestros brazos y de nuestras canoas, es imposible arribar á ellas por los peligros de la navegación, por la falta de recursos, por la inclemencia y por tantos peligros inevitables que solo nosotros podemos allanarlos.

	 

	
Dos son los elementos principales que emergen de esta última parte  del  documento.  Primero, la referencia al «patrio suelo» supone una lealtad localizada y territorializada, un imaginario  de  «patria»  local  forjada  en  el  tiempo  desde  la  selva,  los  ríos  y  las  minas. Un

	«suelo patrio» que los esclavos se negaban a abandonar  como  pretendían las  autoridades  al sacar a los líderes rebeldes y trasladarlos a Tumaco, pues eso significaba el desarraigo del territorio y la desarticulación de las familias donde se habían fortalecido los vínculos  de parentesco en respuesta al sistema social de castas y de dominio esclavista. Segundo, y ante la inexistencia de caminos, la necesidad tanto de las autoridades estatales como de los dueños de   las minas  de contar  con ellos para acceder  a estos territorios.

	No obstante dichas declaraciones, los temores  de resistencia y de rebeliones en esta zona  de frontera poco controlada por las autoridades, eran muy fuertes. Ello puede explicar en parte   la decisión del jefe político de emitir  y  ejecutar  inmediatamente  la  sentencia  a  muerte  del esclavo Juan Anselmo, sin tener la  autoridad  para  hacerlo.  Puede  explicar,  igualmente,  por qué, para conducir  la causa, el alcalde municipal  tiene que contar  con el apoyo del capitán de   la cuadrilla y de otros esclavos de la  mina.  Sin su ayuda,  habría  sido,  en efecto,  imposible arrestar al reo y llegar a una conclusión. Más allá  de  una  cultura  jurídica  profundamente arraigada en la mentalidad colectiva -lo que explica la continuación de una justicia lega que limitaba  el  principio de  supremacía  de  la ley-, para  comprender  bien la apuesta  de  este  caso hay que tener en cuenta que se trataba todavía de una región fronteriza, muy alejada de  los principales centros administrativos, en la que tanto los esclavos de minas  como  los libres de color de los pueblos habían alcanzado un nivel de autonomía territorial y jurisdiccional con el cual  era  necesario negociar.
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		Introducción



	 

	En 1855 Antonio Sánchez -indio pampa y capataz de una estancia- fue acusado  por  don Victoriano López de haberle robado un toro colorado.1  El  cuero  fue  comprado  por  otro vecino y comerciante,  don Tomás  Urquijo, con quien López había acordado la transacción para poner en evidencia a Sánchez. El acusado negó el delito ante el juez de paz y ratificó su  declaración

	-que firmó- ante el juez letrado de Dolores, Felipe  Coronel.  Varios  testigos  sostuvieron que Sánchez vendía cueros y sebo aunque solo tenía  unas  pocas vacas. El  modesto  inventario  de  sus bienes consistía en 14 yeguas, 2 caballos inútiles y 3 vacas  lecheras  que  fueron  embargados. El juez lo encontró culpable y lo condenó,  de acuerdo al  Decreto del  19 de enero de 1825, a la pena de 6 meses de trabajos públicos y al  pago  de una  multa.  En agosto  de ese  año fue  remitido a la cárcel  pública de Buenos  Aires. Sin embargo,  a principios de diciembre  se presentó ante el juez de paz de Azul reclamando el desembargo  de los  bienes  que  -según  dijo- eran de su esposa y se estaban perdiendo por falta  de  cuidado.  Finalmente,  el  juez  letrado autorizó  la devolución de los  animales  embargados.

	Este caso relata, como cualquier  expediente,  un breve  periodo en la vida  de  un conjunto de personas que se cruzaron en un proceso judicial.2 Por ello resulta un buen ejemplo para reflexionar sobre los rasgos más sobresalientes  de  la  administración  de  justicia  en  la provincia de Buenos Aires durante el siglo XIX, pues este proceso remite a diferentes tópicos sobre  la justicia, su demanda  y su ejercicio. Entre  ellos, los  intentos  por  construir  y desplegar el estado provincial en la campaña bonaerense por  medio  de  la  organización  de  la  justicia letrada, la centralidad de la justicia de paz en el gobierno de los espacios locales, los vínculos que establecieron jueces letrados y jueces de paz, la relevancia de los procedimientos  y normativas judiciales para la conclusión de las causas, así como la participación activa en la demanda de justicia por parte de la población de la provincia. Este reclamo incluía a aquellas personas consideradas como «rústicas»,3 como el mismo Antonio, que esgrimieron argumentos coherentes frente a los magistrados, independientemente del resultado de sus pedidos. El expediente seleccionado permite presentar el espacio desde el cual se  analizará  la administración de la justicia: la campaña de  Buenos  Aires.  Dicho  territorio  estuvo  inserto, durante buena  parte del  siglo decimonónico,  en un contexto  de fuerte  conflictividad política,4  en la que  se incluía  su condición de espacio de frontera.5

	 

	

		La formación de la provincia de Buenos Aires: instituciones, justicia y administración



	 

	La provincia de Buenos Aires  surgió  como  consecuencia  de la crisis política que  culminó  con la disolución del  Congreso  constituyente  y del  gobierno  del  Directorio  en 1820.  Durante  los diez años que siguieron al proceso revolucionario no fue  posible construir  una  entidad política que contuviera a los pueblos que habían pertenecido al virreinato del Río de la Plata. En ese periodo, este territorio atravesó diversas transformaciones debido  a  la  guerra  que  se desarrolló como producto del proceso revolucionario.  La  incorporación  de  los  espacios rurales que circundaban a las ciudades generó nuevas formas de articulación del  poder  en ámbitos  más  acotados, y por  ello, pasibles  de  cierto control. Las  provincias  surgieron como una respuesta a la necesidad de establecer una gobernabilidad que la revolución y la guerra habían puesto en jaque.6

	En sus primeros años de existencia, la provincia de Buenos Aires ocupó un espacio sustancialmente menor al actual que no traspasaba el río Salado. Cuando Martín Rodríguez fue elegido gobernador por la Sala de Representantes  encabezó  una  expedición  militar  para ampliar el territorio provincial. El establecimiento de fuertes y los intentos por desplazar a los grupos  indígenas  de la zona  no  fueron suficientes  para asegurar  el  dominio sobre la campaña. El control del  espacio rural  requería hacer  efectivo el  equipamiento  político, que  implicaba, entre otras tareas, asegurar la administración de justicia.7 En 1821 se  inició  un  ambicioso programa de reformas, conocido como la «Feliz Experiencia», encabezado por el ministro de gobierno,  Bernardino  Rivadavia. El  plan incluía  el  cambio  del  régimen representativo a partir de una ley electoral que sostenía el voto directo y sin restricciones  para  elegir  a  los legisladores de la ciudad y de la campaña.8 Después de  la  sanción de  esta  ley,  Rivadavia propuso a la Sala  de  Representantes  la disolución de  los  cabildos  de  Buenos  Aires  y Luján. Para el gobierno provincial era necesario terminar con la superposición  de  jurisdicciones, funciones y de representación entre los cabildos y la mencionada Sala.9

	La necesidad de modificar la administración de justicia fue planteada en  reiteradas ocasiones por el presidente de la Cámara de  Justicia, Antonio  Manuel  de  Castro. Desde  la Gaceta de Buenos Aires, periódico oficial, bregó por la necesidad de realizar reformas en el ámbito judicial, especialmente en la campaña. El diagnóstico negativo se sustentaba en la percepción de una criminalidad extendida  y en el  incumplimiento  por parte de los alcaldes de  la hermandad de sus funciones, además de su escaso número para un territorio considerado extenso.10 A petición de Rivadavia, la Cámara elaboró un proyecto de reforma de las  instituciones judiciales.11 Sin embargo, el  ministro  presentó  un  plan propio  que  fue  discutido en la Sala de Representantes y que se aprobó, aunque con algunas modificaciones. El primer artículo establecía la supresión de los cabildos hasta el establecimiento de la ley de municipalidades, lo que se concretaría recién a partir de 1854. La normativa  reemplazó  las funciones judiciales y policiales de los ayuntamientos por tres instituciones. En relación a la administración de justicia se instituyeron dos: la justicia letrada de primera instancia y los juzgados de paz. La primera dio lugar a la creación de dos juzgados en la ciudad porteña y tres  en la campaña. Las cabeceras de los departamentos fueron ubicadas en los partidos de San

	 

	
Nicolás, Villa de Luján y Chascomús. Esta distribución buscaba acercar la administración de justicia al espacio donde se consideraba que era necesaria. La ley disponía que el gobierno designase las jurisdicciones de los magistrados ante «la imposibilidad de  establecer  una  división bien proporcionada del territorio de la Provincia hasta obtener el padrón y plano topográfico».12 Otro objetivo se vinculó con la «misión civilizadora» que debían realizar los magistrados en tanto pertenecían a una elite letrada. Sin embargo, esta condición no los eximió del control de la opinión pública, que incluía al llamado «bajo pueblo», y para quienes los  asuntos que se tramitaban en los espacios judiciales no eran ajenos.13

	El ejercicio de la magistratura en la ciudad y la campaña no era equivalente por las comodidades y el prestigio asociado a la urbe porteña. Por ello, aunque se discutió, la ley determinó que los jueces que desempeñaran su trabajo en la campaña recibirían un estipendio mayor. La condición de letrados de  los  jueces  fue fundamental  para  legitimar  una administración de justicia que se pretendía estuviera más apegada a la letra de las  leyes  y  menos asociada al arbitrio judicial.14 Los magistrados serían designados por el gobierno y por tiempo  indeterminado  para  asegurar  su independencia.  Sus  atribuciones  serían las  mismas  en lo civil y en lo criminal  que  la de los alcaldes ordinarios hasta  la sanción de los códigos. En este proceso fue  importante  la creación de la Universidad de Buenos  Aires y de las cátedras    de Derecho Civil y de Derecho Natural y de Gentes para la formación de los magistrados.

	En los juzgados de la ciudad fueron nombrados los doctores Juan José Cernadas y Juan García de Cossio. En la campaña se designó a Domingo Guzmán -primer departamento-, Bartolo Cueto -segundo- y Mariano Andrade -tercero-.15 Este último fue  alcalde de primer voto del cabildo de Buenos Aires. Su caso no fue una excepción. José Cayetano Pico, síndico procurador general del ayuntamiento, fue designado Defensor de Pobres y Menores, así como procurador general de la provincia. La experiencia de estos hombres se valoró para cubrir cargos nuevos aunque varias de las funciones fueran similares.16 Poco tiempo  después tuvieron que realizarse nuevos nombramientos debido a las renuncias y al cambio  de cabeceras de dos departamentos. El tercer departamento quedó a cargo del Dr. Juan Villegas, mientras que la cabecera se fijó en Arrecifes y la sede del primero se trasladó a Chascomús.17 En el diseño rivadaviano la justicia lega ocupó un lugar importante aunque subordinado frente a la  letrada. Los jueces de primera instancia debían controlar el desempeño de  los jueces de  paz, procurando limitar las prácticas  que  habían  generado  tantas  críticas  a sus antecesores, los alcaldes de la hermandad. El proyecto ideado por el propio Rivadavia puede considerarse  una síntesis de sus experiencias en su viaje por Inglaterra y Francia18 y del análisis de la  situación provincial. En Europa entró en  contacto  con  lecturas,  ideas  y experiencias  sobre los conflictos existentes en relación al ejercicio de la soberanía en contextos revolucionarios. En Francia, además, fue testigo del funcionamiento de la justicia de paz,  vigente allí desde 1790.19 A estas discusiones que también se dieron en el espacio rioplatense se sumó el análisis de la situación local. Los cabildos eran instituciones incompatibles con el nuevo principio de soberanía y  se  mostraban  incapaces  de  ejercer control sobre la campaña bonaerense, que resultaba central para la producción de bienes pecuarios  con  fuerte   demanda   de  los  mercados   del   exterior.   Los   argumentos quedaron

	 

	
expresados en la fundamentación del proyecto de supresión:

	incompatible(s) con un Govno. representativo en qe. esa autoridad suprema (soberanía) ha retrovertido a la sociedad, y se exerce con toda plenitud de un sistema liberal por medio de aquellas autoridades qe. tienen la viva representación de los Pueblos con funciones reales qe. les ha circunscripto la naturaleza del Govno. actual y los pactos sociales.20

	 

	Suprimidos los cabildos, los jueces de paz se convirtieron en los depositarios del poder municipal. La  ley establecía que  en cada parroquia hubiera  un juzgado  de paz a cargo  de un juez lego encargado de administrar la baja justicia. A diferencia de los jueces letrados y de los comisarios, estos no recibirían un pago por sus tareas, debido a que el desempeño de estas funciones, así como de la de alcaldes y tenientes de alcaldes,  era  una  carga  propia  de  la condición de vecindad. Este despliegue en la campaña no ocurrió en un ámbito vacío de instituciones. Los juzgados de paz se  establecieron en los  partidos  que  tenían  una  existencia previa a partir del establecimiento de curatos y vicecuratos, que brindaron una primera red institucional.21  Mientras  los jueces letrados asumían las funciones  de los alcaldes ordinarios,   los jueces de paz de la campaña -también hasta la sanción de los códigos- reunirían las atribuciones que anteriormente desempeñaban los alcaldes de la hermandad. Además,  debían juzgar en las demandas  que  según la normativa  vigente  se resolvían de manera  oral, y arbitrar  en las diferencias.

	En el caso de la policía, la campaña se dividió en comisarías bajo la órbita de un jefe de policía. Las funciones de los alcaldes de la hermandad  se dividieron entre  los jueces de paz y  los comisarios. Sin embargo, dichos roles confluían en los  escalones  más  bajos  de  los  juzgados  de paz,  dado que  los  alcaldes  y tenientes  de  alcaldes  tenían una  doble  dependencia. En lo relativo a la justicia, debían obedecer a  los  jueces  de  paz,  mientras  que  en materia policial dependían de la policía. Esta organización dio lugar a una  superposición de funciones que generó conflictos entre quienes desempeñaban los diversos cargos.

	Las dudas sobre la  dinámica de  funcionamiento, así  como  sobre  los  roles  y jurisdicciones, dieron lugar a múltiples consultas sobre el tema. El jefe de policía Joaquín de Achával consultó al ministro Rivadavia sobre  las  atribuciones  de  los  alcaldes  de  barrio, debido a que en la ley no se hallaban explicitadas, como tampoco los vínculos que  debían establecer con los jueces de paz de la campaña. La  respuesta mostró los problemas para poner  en funcionamiento el ambicioso programa de reformas:

	 

	la falta de oficiales de Policía suficientes en la campaña, ha obligado á encargar de la de esta á los Jueces de Primera Instancia y á los de Paz [...] no son mas que comisionados en defecto de los oficiales de dicho ramo; mas es preciso reconocer una diferencia muy trascendente entre los Jueces de Paz y los Alcaldes de Cuartel y sus Tenientes. Los primeros son [...] jueces y pertenecen a la magistratura; sus atribuciones serán detalladas en los Códigos; [...] en interin el Gob.° aprovechará [...] hacer conocer y fijar las funciones de tales magistrados que influyen mas inmediatamente en la paz doméstica. Los Alcaldes y tenientes son [...] oficiales civiles a quienes no corresponde [...] juzgar, pero cuyas atribuciones son [...] celar el cumplimiento de las leyes y contribuir [...] á mantener [...] el orden y la observancia de todas las disposiciones libradas [...]. Consecuentemente a esto [. ] debe dirigirse a los Alcaldes y Tenientes, que deben estarle subordinados en todas las atribuciones relativas á la  Policía, pero no podrá hacerlo á los

	 

	
jueces de Paz en la competencia de sus juicios verbales que es la parte de la Administración de Justicia que les está asignada y en los casos especiales en que se hallen comisionados o en que la necesidad hace excepción.22

	 

	La cita expone los problemas que debió enfrentar  el  gobierno  para  implementar  un proyecto de construcción estatal con rasgos modernos en un espacio habitado por una sociedad  que  mantenía  características propias del  Antiguo  Régimen.  La  alusión a la «paz doméstica»  a su importancia en el mantenimiento del  orden muestran  esa  persistencia.  Además,  algunas  de las personas -o sus familiares- designadas como jueces de paz se habían desempeñado  como alcaldes de la hermandad.23 Por ejemplo, Joaquín Belgrano, alcalde de segundo voto, fue designado como juez de paz en la parroquia de Montserrat. Esta continuidad de funciones y de apellidos habilitó la identificación entre los alcaldes y los jueces de paz en el espacio de la campaña.24  Según Benito Díaz, las atribuciones de los jueces eran

	las mismas que la de los alcaldes de la hermandad y como muchos de ellos lo habían ejercido anteriormente, continuaron en la misma forma siguiendo la costumbre ya establecida. Para la mayoría el cambio era solo de nombre, pero no de fondo. [...] muchas de las personas designadas, que antes ya habían ejercido su autoridad en casos y causas de hermandad, siguieron aplicándola ahora en la misma forma, guiados por la costumbre y la rutina.25

	 

	De esta manera, las posibilidades de los jueces de paz de consolidar su autoridad fueron mayores que las que tuvieron jueces letrados y comisarios. A esta dificultad, se agregó -como mencionaba el propio Rivadavia- la falta de hombres con la formación necesaria para desempeñarse como fiscales y defensores. La campaña no  aparecía como  un destino deseable donde iniciar una carrera judicial, porque la justicia no  era  aún  -ni  lo  sería  durante  varias décadas- un  asunto  exclusivamente  de  letrados.  A pesar  de  las  innovaciones  institucionales hubo pocos cambios en la legislación que permitieran pensar que se avanzaba hacia la codificación mencionada en la ley de 1821.  Los  jueces  letrados  administraban  justicia arbitrando en las diferencias antes que aplicando la letra de ley aunque  esto  último  era  la aspiración que compartían las autoridades provinciales y los propios magistrados.26

	En 1817, el  Congreso  Constituyente sancionó  el  Reglamento  Provisorio  para  la Dirección y Administración del Estado, que tuvo vigencia hasta finales del siglo XIX junto con otras disposiciones provenientes del periodo colonial. El Reglamento legitimó  la continuidad    de un vasto conjunto normativo, compuesto, entre otros, por el Fuero Juzgo, las  Partidas  de Alfonso X, la Nueva  Recopilación  Castellana,  la  Curia  Filípica  y  la  Recopilación  de  las Leyes de Indias. En el apartado referido a la administración de justicia se afirmaba que esta  debía  regirse  según «los  principios,  orden y método  que  hasta  ahora  se  han observado  según las leyes y las  siguientes  disposiciones».  La  convivencia  entre  principios  divergentes  sobre las características que debían regir la justicia se explicitó en  el  articulado  referido  a  las  causas  criminales. Allí  se sostenía que  «toda sentencia  [...], para que  se repute  válida, debe  ser pronunciada por el texto expreso de la ley».27 Por otra parte, nadie podía ser detenido sin plena semiplena o indicios vehementes. Sin embargo, los jueces  podían  imponer  las  penas según  su «arbitrio prudente».

	La  justicia letrada en la campaña fue  consideraba inviable y su existencia quedó limitada

	 

	
durante tres décadas a la ciudad de Buenos Aires. El propósito de  establecer  magistrados letrados en el espacio rural como una vía  posible  para  civilizarlo  fracasó  por  diversos motivos. Uno de ellos fue  la distancia entre  las sedes judiciales y los partidos de la campaña.  Los tres juzgados letrados no fueron suficientes para acercar la administración de justicia a los habitantes rurales. Para  estos, los  jueces  letrados  siguieron siendo inaccesibles, no  solo por  los kilómetros que debían recorrer,  dejando  de  lado  sus  quehaceres  cotidianos,  sino  porque había una distancia social que resultaba infranqueable.28 Por otro lado, no había abogados suficientes para ocupar los puestos de fiscales, defensores, peritos y escribanos que debían ser nombrados para cada causa en particular. Los vecinos  inteligentes  debían  cubrir  esas ausencias. La falta de personas consideradas idóneas llevó al  juez del  primer  departamento, Domingo Guzmán,  a solicitar  al  Tribunal  de Justicia la supresión del  nombramiento  del  fiscal y el defensor en las causas criminales y considerar la defensa de los acusados realizada con su sola confesión. El Tribunal no accedió debido a las  diferencias  que  implicaba ese proceder  entre la ciudad y la campaña. Sin embargo, concluyó que la breve experiencia había mostrado  que los problemas suscitados en el espacio  rural  no  eran remediables  y que,  por  tanto,  «el ensayo de jueces ordinarios en la campaña, no ha correspondido a los nobles objetos que se propuso el celo del Gobierno».29 Los  jueces  letrados  estaban  lejos  de  poder  administrar justicia aplicando el texto de la ley,  como  esperaban  las  autoridades  provinciales.  Las prácticas vigentes basadas en la oralidad y la búsqueda de la composición no pudieron ser encauzadas en unos lineamientos demasiado estrechos que no daban cuenta de la complejidad normativa que habilitaba diferentes formas a través de  las  cuales  la sociedad de  la campaña resolvía sus disputas.

	Los  jueces  de  paz fueron las  únicas  autoridades  judiciales  en el  espacio  rural  luego  de que la justicia letrada quedara concentrada en la ciudad de Buenos  Aires. Por  ello, en 1825 Manuel García, sucesor de Rivadavia como ministro de  gobierno,  promovió la elaboración de un texto que sirviera como guía para el  desempeño  de  sus  funciones  judiciales.  El  Manual para los jueces de paz de campaña sintetizó lo que las autoridades entendían debía ser la administración de justicia. García exhortó a los jueces a aplicar el texto de las leyes, pero  también incluyó normativas que perpetuaban ciertos  rasgos  vigentes  en  la  justicia  colonial. Uno de esos preceptos fue extraído del Reglamento de Justicia de  1812, que  determinaba  de qué manera los alcaldes de hermandad debían resolver los conflictos en los espacios  rurales:

	La mediocridad de la fortuna de los habitantes [...], las distancias que les dividen entre sí y la asiduidad que demandan sus labores justifican una excepción en sus juicios comunes. Por ello sus alcaldes pedáneos o de  hermandad conocerán jurisdiccionalmente hasta librar sentencia definitiva en demandas civiles que no excedan [...] de 50 pesos, guardando la forma esencial del juicio, [...] así de las partes como la que el juez por sí estime necesaria para llegar en conocimiento de la justicia, y previniéndose para fallar del consejo que tenga por necesario, que deberá  pedirlo siempre de hombres de buena razón y conducta, cuyo juicio será en el todo verbal.30

	 

	El Manual cerraba con una circular enviada por García a los jueces  de  paz  de  la  campaña. Ahí los instruía sobre la necesidad de que  cumplieran con «[...]  la exacta  aplicación de  las  leyes», pero también los  animaba  a  proponer  «cuantas  medidas  crean conducentes á

	 

	
perfeccionar la policía de campaña». De esta manera, admitió que la resolución de  los conflictos estaba a cargo de los propios habitantes bonaerenses:

	la administración de justicia en la campaña ha quedado toda en manos de sus propios vecinos, y su zelo debe suplir a cuanto se(a) indispensable para la corrección y castigo de los crímenes. [...] Si los jueces de paz á quienes en la campaña están hoy encargadas tan nobles funciones no consagran á ellas todos sus esfuerzos, nada valdrán las leyes que se sancionen, ni los reglamentos que se dicten.31

	 

	El Manual mostró cuál  era la visión de las autoridades sobre el ejercicio de la justicia en   el espacio rural, y la relevancia de establecer un determinado orden. No solo este texto, sino buena parte de las disposiciones dirigidas a regular la justicia de paz estaban dirigidos a los jueces rurales. Aquellos que ejercían en la ciudad no fueron objeto de tanta dedicación prescriptiva. Las normativas daban cuenta de  la  incapacidad  del  Estado  provincial  para asumir de manera completa funciones que eran -o debían ser- propias.  Algunas  de  ellas  no habían sido completamente monopolizadas  y por  tanto  estaban distribuidas  y compartidas  con el clero, patrones y padres de familia.32  La  justicia de paz actuó  como  una  institución a mitad  de camino entre sus funciones como representantes al mismo tiempo de la autoridad provincial  ante  la comunidad  y de este frente  a aquellas.

	 

	
		La administración de justicia en la campaña durante el gobierno de Rosas



	 

	Las funciones desempeñadas por los jueces de paz se incrementaron a partir de la designación como  gobernador  de Juan Manuel  de Rosas (18291832 y 1835-1852). Además  de encargarse  de la administración de  justicia,  debían  recaudar  impuestos,  cobrar  multas,  elaborar inventarios y certificaciones, organizar levas y  presidir  actos  electorales.  El  complejo ceremonial  establecido en 1832 para la asunción del cargo ilustra la centralidad de esta figura  en la construcción de poder  realizada por  Rosas. La  persona designada  debía ser  conducida  a la iglesia por el juez de paz saliente junto con otros  dos  «vecinos  de  respeto», el  cura  y el alcalde del pueblo. Una  vez allí tenía que jurar sobre el crucifijo y la Biblia. Según el decreto,   el propósito de la ceremonia era «enseñar  á  los  pueblos  por  actos  públicos  y solemnes  el respeto que  deben á los  encargados  de la administración de justicia, y hacer  sentir  igualmente á estos la gravedad é importancia de sus  funciones, no  menos  que la responsabilidad que ellas les imponen ante Dios y la Patria [...]».33 La finalidad del ritual establecido era doble: por un lado, reforzar la legitimidad de los  jueces  de  paz  ante  la  población  para  asegurar  el acatamiento de las disposiciones; por otro, garantizar la obediencia de los jueces a las resoluciones  del  gobierno.  Rosas  implementó  diversas  medidas  para  alcanzar  este  objetivo. La selección de los integrantes de los juzgados de paz era objeto de una  cuidadosa decisión  donde la fidelidad a la causa federal resultaba fundamental. Los  jueces salientes debían elevar una propuesta en terna con las características  de  los  candidatos.  En las  clasificaciones  tenía que constar la opinión política, la patria, el lugar de origen, edad,  estado  civil,  capital, conducta, aptitudes, lugar de residencia, conocimientos de  lecto-escritura,  los  servicios prestados  a la causa  federal  y la experiencia en el  desempeño  de otros  cargos. Los mismos

	 

	
datos sobre los alcaldes y tenientes debían incluirse en  los  partes  cuatrimestrales  que  los jueces de paz habían de enviar al gobierno.

	Otra sección fundamental consistía en la reproducción de un listado de leyes, decretos, órdenes y circulares que se encontraban vigentes. La mayor  parte  se  vinculaba  con disposiciones sobre el mantenimiento del orden, la búsqueda de la unanimidad y  la administración de los juzgados de  paz,  entre  otros.  A  continuación  de  la  transcripción,  los jueces incluían expresiones como: «está vigente», «está en observancia», «se cela y observa escrupulosamente» y «nadie  lo  ha  infringido  en el  presente  cuatrimestre».34  El  propósito  de tales palabras era exhibir  la aplicación de las  normativas  frente  al  gobernador.  Sin embargo,  en la documentación de los juzgados de paz es posible encontrar indicios  de  que  el cumplimiento de esas medidas era problemático. Basta mencionar el uso del  cuchillo,  cuyo manejo era esencial para realizar diversas tareas.

	Por otro lado, los jueces de paz contaron, al parecer, con un margen de  autonomía  que usaban con discrecionalidad, especialmente  aquellos ubicados en los partidos más  alejados de  la capital. La formación de los partidos ubicados al sur del río Salado fue diversa debido a las características de su poblamiento y a la distribución de la tierra, entre otros factores. En este proceso Rosas desempeñó un papel preponderante. Por ejemplo, los partidos  de  Azul  y Tapalqué se conformaron como vecindarios federales a causa de la donación condicionada de tierras, la política desarrollada con los  grupos  indígenas,  el  despliegue  de  diversas  prácticas como fiestas y rituales, los  procesos  electorales,  así  como  la  presencia  de  Gervasio  Rosas como comandante, y de Pedro Rosas y Belgrano como  juez  de  paz.35  En  otros  partidos cercanos la situación fue disímil. Buena parte de  los  hacendados  más  importantes  de  los partidos de Chascomús, Dolores y Tandil -a pocos  kilómetros  de  Azul-  participaron  de  la rebelión de los Libres del Sur.36 La diferente conformación de los partidos, así  como  los entramados de poder que se construyeron, condicionaron la forma en la que se administraba justicia en el interior de cada uno de ellos.

	La imposición de castigos, incluida la pena de muerte, pretendía ejemplificar a la  población -incluyendo a los grupos indígenas-37 en la búsqueda de  un  orden sustentado  en el imperio de la ley.38 Sin embargo, la construcción  de  poder  y  de  obediencia  que  pretendió realizar el gobernador no estuvo exenta de grietas y fisuras.39 La dominación social durante su gobierno fue objeto de cuestionamientos más o menos velados y  de  dificultades  que  se reflejaron en la administración de justicia, incluso  cuando  procuró fortalecer  la estructura  de los juzgados de paz al sur del río Salado, tras la crisis atravesada a finales de la década de 1830.40 La correspondencia enviada por los edecanes  del  gobernador  y  los  jueces  de  paz incluía un sinnúmero de apercibimientos atribuidos a la falta de cumplimiento  de  las disposiciones vigentes, las mismas que  Rosas se hacía enviar  tres veces al  año  por  cada juez  de paz. A modo de ejemplo, podría mencionarse el caso de Dámaso Bellido, juez de paz del partido de Vecino, acusado en 1850 de un abuso «criminal» de sus funciones debido a que la partida del juzgado  estaba a cargo  de un hombre  cuya  identidad no  conocía con certeza.  La nota enviada por uno de los edecanes de Rosas se  cerraba  afirmando  que  este  último,  con profundo  desagrado,  le  dirigía  «la  más   seria  y  formal  reconvención  [...]  debiendo  tener V.

	 

	
presente que muy pronto se ocupará S.E.  de  remediarse  tan  gravísimo  mal  proceder».41  Un caso extremo  lo protagonizó  Bernardo Echeverría, comandante  del  cantón de  Tapalqué,  quien en la década de 1840 sufrió una «larga y justa prisión» en Santos Lugares por no cobrar el impuesto de la contribución directa.42 Las  reconvenciones  enviadas  por  los  edecanes,  que fueron múltiples y por los motivos más  diversos,  se  mantuvieron  constantes  durante  el gobierno rosista.

	A estas dificultades se sumó la imposibilidad de concretar el despliegue de juzgados propuesto a partir de la división de partidos realizada  en  1839,  después  de  la  rebelión ocurrida ese año.43 En estas nuevas jurisdicciones ubicadas al sur del río Salado resultaba complejo concretar la organización de los juzgados  de  paz.  En  1841,  el  partido  de  Vecino contaba con un alcalde y tres tenientes,  además  del  juez de paz.  Un año  después, Lobería tenía un alcalde y dos tenientes.  El  caso más  notorio  era el  de Bahía  Blanca  -partido desde 1834- que,  según  los  partes  enviados  un  par  de  años  después  por  el  juez de  paz,  no  contaba con

	«alcaldes ni tenientes».44 Tampoco se cobraron multas ni se detuvo a ningún individuo, aunque posiblemente la existencia de una guarnición militar determinara que  el  orden  estuviera  en manos del comandante y sus subordinados.45 Por lo sostenido hasta  aquí,  resulta  difícil considerar a los juzgados de paz formando parte de un «aparato judicial  y  policial»  del rosismo. La advertencia realizada por Jorge Gelman sobre la imposibilidad de  considerar invariable el gobierno de Rosas resulta igualmente válida al analizar el espacio de la campaña bonaerense. La consolidación del poder de las autoridades locales dependió, en parte, de las posibilidades de negociación cotidiana con los vecinos de las comunidades. En ocasiones esto implicó una obediencia condicionada hacia la figura del gobernador.

	Los estudios realizados sobre las prácticas judiciales  de  los  pobladores  de  la campaña señalan que su población  tenía  un  conocimiento  suficientemente  amplio  referido  a  las conductas apropiadas y a los  argumentos  jurídicos  que  se  debían  exhibir  frente  a  los magistrados. Tales saberes, producto de la  experiencia,46  formaron  parte  de  una  cultura jurídica que transitaba entre legos y letrados  de  diversos  modos.47  Sin  embargo,  la administración de justicia discurrió por ámbitos diversos  entre  la ciudad y la campaña.  Los jueces de paz fueron las únicas  autoridades  encargadas  de  administrar  justicia  en el  espacio rural, mientras que en la ciudad, la instancia letrada estuvo abocada  a  la  resolución  de conflictos generados,  principalmente,  en  el  espacio  urbano.  Raúl  Fradkin  señala  que  de  un total de 793 casos criminales tramitados entre 1780 y 1830, poco más del 70% correspondía a hechos ocurridos en la ciudad de Buenos Aires.  Una situación  similar  encontró  para  la instancia civil. De alrededor de 4 896 juicios sustanciados entre  1830  y  1843,  el  73%  se iniciaron en la ciudad porteña, y el resto, en la campaña.48  La  incidencia de la justicia letrada  en la campaña fue limitada y se halló condicionada  por  la  distancia.  Los  partidos  más cercanos a la ciudad aportaron un porcentaje relativamente más importante que los ubicados al  sur del territorio. En 1853, el restablecimiento de la justicia letrada en la campaña modificó el mapa  judicial, y con él, la relación entre  sus  pobladores  y la justicia.

	 

	
		Transformaciones   normativas,   institucionales   y  de  prácticas  judiciales durante  la



	 

	
segunda mitad del siglo XIX

	 

	Desde 1821 los cambios institucionales y la creación de nuevas jurisdicciones moldearon una administración de justicia que descansó en  buena  medida  en  manos  de  los  jueces  de  paz, debido a que la mayor parte de los conflictos se resolvían en  esta  instancia.  La  letrada intervenía en los casos criminales -cuando la  acusación era  por  un  delito  grave-,  o  en los civiles cuando las personas involucradas contaban con la posibilidad de sostener un proceso judicial. Paralelamente,  el  rol  de los  jueces  letrados  fue  cambiando  a partir  de la difusión de un discurso que colocaba el saber  docto como  la garantía  última  de la justicia, en tanto  su rol  no era el de declarar el derecho de acuerdo con su «prudente arbitrio», sino aplicar las leyes escritas.49 Este proceso tuvo  un momento  de  inflexión cuando  se  determinó  la  obligatoriedad de fundamentar  las sentencias  por parte de los magistrados  letrados. La  relevancia de la letra   de la ley para la aplicación de fallos judiciales no fue  una  novedad  de  la segunda  mitad  del siglo decimonónico. La misma ocupó un lugar central en los principios de la administración de justicia que se plasmaron en el mencionado Reglamento de  1817.  Sin embargo,  la  novedad durante  la segunda  mitad  del  siglo XIX  fue  que  en las  sentencias  los  magistrados  explicitaron las normativas en las que basaban sus fallos.50 De  este  modo,  en  los  expedientes  se reprodujeron las normas  a  las  que  recurrieron  los  jueces  pero  también  los  fiscales  y defensores para sustentar sus posiciones. De  tal  manera,  es  posible  encontrar  citadas  en  un mismo  proceso judicial  leyes correspondientes a las Partidas, a la Recopilación  Castellana,   el  Reglamento de 1817 y otras disposiciones que  siguieron.  Esta  dinámica  de funcionamiento se contraponía a la aspiración de las autoridades de mejorar la administración de justicia. Por  una parte, la justicia se profesionalizaba al exigir  la  intervención  de  letrados  y  la fundamentación anclada en la letra de la ley.  Por  otra, las leyes utilizadas  eran las mismas  que se utilizaban en el periodo colonial, a las que se sumaron las  normativas  promulgadas  desde 1810. La reforma de la administración de justicia implicaba abandonar  la  legislación considerada arcaica y que resultaba contradictoria con la aspiración de construir un Estado de características modernas.51 Este propósito fue proclamado por  Justo  José  de  Urquiza  tras  su triunfo sobre Rosas, cuando decretó la formación de una comisión encargada de redactar los proyectos de código civil, penal, de comercio y de  procedimientos.52  Sin embargo,  no  logró afianzar una base de poder en la provincia bonaerense, que  se  conformó  como  un  estado separado de la Confederación hasta 1862. Durante ese periodo las sucesivas autoridades procuraron concretar la modernización estatal, en parte, a partir de la  administración  de  justicia.

	En 1853, Valentín Alsina -miembro de la legislatura y magistrado de  la  Cámara  de Justicia- presentó un proyecto para la organización de la justicia  letrada  en  la  campaña.  Durante su debate en la legislatura se consideró la posibilidad de establecer  la justicia civil  junto con la criminal. Sin embargo, la mayoría de  los  representantes  acordaron con Miguel Esteves Seguí que resultaba «urgente  hacer  sentir  en la campaña  la acción de  la autoridad».  Las autoridades y legisladores consideraban este espacio un ámbito habitado por vagos y malentretenidos. Finalmente, se resolvió establecer la primera instancia en lo criminal a través

	 

	
de dos departamentos -con cabeceras en los pueblos de Mercedes y Dolores-  que  se sumaban  así  al  de Buenos  Aires. En 1856 se creó un nuevo  departamento,  cuya  cabecera se estableció en San Nicolás. La división de partidos correspondientes a cada  una  de  las  jurisdicciones reveló la falta de certidumbre de las autoridades sobre el territorio bajo su dominio. Al definir  los partidos comprendidos en el  departamento  del  Sud,  la ley aludió a todos los existentes  al  sur de Ranchos, sin mayores precisiones.53 Otra dificultad de la justicia letrada en la campaña consistió en la escasez de  letrados  que  pudieran desempeñar  los  cargos  de  jueces, defensores y fiscales. Por ello, se resolvió que esa condición solo se exigiría a quienes ejercieran  la magistratura. Dicha problemática, larga ya en el tiempo, perduró hasta el siglo XIX. Según el primer  censo nacional  (1869) había 7 abogados en toda la campaña, mientras  que en la ciudad de Buenos Aires el  número  ascendía a 215.54  Hacia 1881 la situación cambió  notablemente  y  el  número  de letrados para el  territorio provincial  -sin contar  la ciudad porteña-  alcanzaba  ya un total de 87 personas. La mayoría residía en las cabeceras de los departamentos.55

	La organización de la justicia letrada estableció una instancia  por  sobre los  jueces  de paz y, por tanto, una nueva autoridad. Los letrados procuraron disciplinar  a  estos  y  a  los  comisarios -cuando los hubo- sobre las formas correctas en las  que  debían confeccionar  los sumarios y otras diligencias. Ello implicaba colocarlos en una situación subordinada en  la resolución de conflictos que hasta entonces se  resolvían,  fundamentalmente,  en  los  ámbitos locales. Los  jueces  de paz no  aceptaron sin más  acatar  la autoridad de los  magistrados.56  Ello se explica a partir de la práctica de casi tres décadas durante las cuales fueron los encargados exclusivos de dictar justicia. En los procesos criminales los jueces  letrados  solían  incluir reclamos y advertencias a los jueces de paz por los errores  cometidos.57  Los  conflictos suscitados no eran menores debido a que la intervención de los jueces locales resultaba fundamental,  en tanto  que  elaboraban los  sumarios.  En estos  se  volcaba  la  información sobre los hechos que habían dado inicio a los procesos. A partir de esos  datos,  los  fiscales  y defensores realizaban las peticiones de condena y/o absolución, y los jueces redactaban las sentencias. En ciertos casos, omisiones como la falta de ratificación de  una  declaración,  la ausencia de datos de los testigos o fechas mal colocadas, entre otros, no impactaban de manera decisiva en los expedientes. En otras ocasiones, los errores y las faltas en los sumarios condicionaban el desarrollo de los procesos. Esto fue lo que  sucedió  en  el  juicio  contra Fernando  Larraondo,  vecino de Azul,  acusado de estupro  en 1868. La  denuncia  fue  efectuada por la madre de la niña, Eulalia Ludueña, quien se presentó en Dolores ante el juez Manuel de Irigoyen con una  copia  de  las  actuaciones  realizadas,  acusando  al  juez de  paz de  no haberle

	«hecho justicia». El magistrado envió un oficio reclamando el sumario y también al acusado, petición a la que se sumó el fiscal Cipriano Muñoz.58 El juez remitió el sumario pero no al acusado, argumentando que se encontraba enfermo. Muñoz se quejó por el sumario «informal», que demostraba «la parcialidad con que (se) procedió» debido a que el cuerpo del  delito no  había sido constatado en las ropas y el cuerpo de la niña.  Finalmente,  el  acusado  no  fue procesado gracias a la discrecionalidad del juez de paz, y la causa concluyó.

	La experiencia desarrollada por los jueces  legos  desde  1821  puede  sugerir  que  hacia finales  de  siglo  los  expedientes  no  contenían las  faltas  que  los  magistrados  se empeñaron en

	 

	
corregir. Sin embargo, durante la década de 1870 los letrados continuaron instruyendo  a jueces  de paz y comisarios sobre la forma correcta de elaborar sumarios, y reclamándoles  cuando cometían diversas faltas.59 Los procesos  citados  sirvieron,  entre  otros,  para  ilustrar  sobre  el rol de los jueces de paz en los procesos a través de  la  elaboración  de  las  primeras  actuaciones. Asimismo, mostraron la resistencia de los jueces  legos  a  ceder  una  cuota  de  poder frente a la instancia letrada.  Esta  institución  estatal  pugnó  por  hacer  efectiva  su autoridad sobre la población de la campaña, pero también, y quizás especialmente, sobre los jueces legos. Este  reclamo respondía a las necesidades del  Estado de Buenos  Aires inmerso    en un proceso de construcción. Por ello, un aspecto clave pasaba por la producción de obediencia,60 y para ello, los jueces de paz resultaban necesarios en la medida en que eran las autoridades legítimas en el  espacio rural, más  allá de los conflictos  que  podían generarse  por  el control de los espacios de poder en las comunidades locales.

	Un rasgo esencial  -y nada  excepcional-  de la administración de justicia quedó  reflejado  en la reclamación de Eulalia Ludueña  cuando  requirió que  se le hiciera justicia. Su demanda   no solo subrayaba los  conocimientos  prácticos  que  los  habitantes  rurales  podían  desplegar sobre los procedimientos judiciales. En  cierto  sentido,  se  trató  de  una  apelación  a  un funcionario que  debía atender  su petición. Estas  presentaciones  que  sorteaban las instancias  de la mediación de las justicias de paz para realizarse en la instancia letrada expresaban un reconocimiento a esas autoridades judiciales y estatales que llegaron para  quedarse.  Sin embargo,  el  proceso  no  tuvo  nada  de  lineal.  Las  autoridades  provinciales,  y particularmente los magistrados letrados, tuvieron que negociar los términos de la obediencia en cada espacio local con los jueces de paz. Y si estos aplicaron las directivas que les llegaban desde Buenos Aires -por ejemplo, la leva de hombres para las fuerzas militares-, en otras ocasiones actuaron como representantes de la comunidad para paliar los efectos de  dichas  decisiones  o  para resistirse  a ellas.

	El  inicio de un proceso obligaba a los jueces de paz a tomar  decisiones sobre personas   que, muchas veces, eran vecinos, es  decir, que  contaban con vínculos  con otros  miembros  de  la comunidad que decidían intervenir en la sustanciación de la  causa  e  incidir  en  su  resolución. En 1865, Domingo Pérez fue procesado por la muerte de José  Chávez  en  una pulpería del partido de Azul.61  La  primera  foja  del  expediente  -antes  del  sumario-  contiene una nota firmada por 80 «vecinos respetables». En ella describían a Pérez como «un vecino honrado, laborioso y adornado de todas las cualidades que constituyen al hombre  moral  y social». El fiscal Cipriano Muñoz pidió una pena menor y señaló que entre quienes firmaban figuraban antiguos jueces de paz. Tales peticiones no  eran  extrañas.  En  1867  un  grupo  de vecinos de Tapalqué solicitó la libertad de Lucas Lara, acusado de golpear a su mujer,62 argumentando que se  trataba  de  «un  hombre  honrado  y  moral  [...]  un  vecino  de  reconocida sana conducta». Estas intervenciones  muestran  que  los  conflictos  ventilados  en  los expedientes  no  eran asuntos  estrictamente  privados,  sino  que  afectaban  a  toda  la  comunidad. En palabras de Manuel Hespanha:

	 

	Existe  en la  vida  social una  impronta  colectivista  que  explica  la  fuerza de tales solidaridades  desplegadas. [...] La

	 

	
naturaleza tradicional e inmanente del orden jurídico logra que todo conflicto en torno al derecho se convierta en un asunto que rebasa el marco puramente técnico, ya que se ponen en juicio los fundamentos [...] de la vida social.63

	 

	Durante la década en que el Estado de Buenos Aires estuvo separado de la Confederación  se produjeron diferentes innovaciones institucionales simultáneas a  la  organización  de  la  justicia letrada. En 1854 se dictó una  Constitución provincial que  estableció la independencia del poder judicial en el ejercicio de sus funciones. Se reorganizó la Cámara en el  Superior Tribunal de  Justicia,  compuesto  por  dos  cámaras:  una  civil  y otra  criminal,  con 5  miembros cada una elegidos por el Senado. Los legisladores  debían  proponer  al  poder  ejecutivo  las ternas entre quienes se designaría a los jueces de las diversas  instancias.  El  cuerpo  quedó finalmente organizado en 1857. La Constitución ratificó que  los  fallos  debían basarse  en el  texto expreso de la ley, así como en los principios y doctrinas de la materia.64 Este principio convivió con otro que no dejaba de generar polémica: el arbitrio de los jueces. Según la Constitución, la administración de las penas moderadas y leves quedaban en manos de los magistrados hasta la sanción del Código Penal. La necesidad de avanzar en el proceso de codificación que permitiera consolidar las modificaciones institucionales estaba expresada claramente. Sobre este punto había un  acuerdo  generalizado,  manifestado  en  diferentes mensajes de las autoridades así como en la prensa, aunque hubiera diferencias respecto de los tiempos adecuados.65

	El primer código sancionado en 1859 fue el de Comercio, elaborado por Eduardo Acevedo y Dalmacio Vélez Sarsfield, que incorporaba normativas sobre la materia dictadas anteriormente.66 El segundo código aprobado en 1865 para el territorio provincial fue el Rural, obra de Valentín Alsina. El propósito del texto era ordenar diferentes aspectos de la vida y las actividades económicas en el espacio rural, donde el respeto a la propiedad privada ocupó un lugar central.67 Algunas de las temáticas abordadas en dichos textos se incorporaron al Código Civil elaborado por Vélez Sarsfield y en vigencia desde 1871. Sin embargo, en este la definición del principio de propiedad privada fue más amplia, en tanto quedó definido como dominio exclusivo y perpetuo. Aun así, ello no implicaba una ruptura absoluta con las prácticas y normativas vigentes, ancladas en la legislación castellana.68

	De manera paradójica, el Código Penal fue el último en sancionarse, aun cuando la organización de la instancia criminal  se consideraba esencial y las leyes vigentes  en la materia se definían como «crueles», «extravagantes» y «bárbaras». El  texto,  elaborado  por  Carlos Tejedor  entre  1865  y 1868,  respondía  a  una  petición del  presidente  Bartolomé  Mitre  y tuvo una amplia difusión antes de su puesta en vigencia.69 El Código consistía en una síntesis de las doctrinas jurídicas en circulación durante esos años, desde la legislación castellana (las Siete Partidas de Alfonso X el Sabio y el Fuero Juzgo)70 hasta  los  códigos  francés,  español  y bávaro.71 La persistencia de esta legislación convivió en el  texto  con importantes  reformas  en  la administración de justicia. Una de ellas fue la limitación del arbitrio judicial al establecer mínimos y máximos en las penas que debían aplicar los jueces. Aun así, se  establecieron diferentes causas como atenuantes (edad, falta de intención,  amenaza  previa,  alteración  del ánimo, defensa propia, necesidad, ignorancia de la ley, entre otros) y agravantes (número de

	 

	
leyes infringidas, saña, reiteración y reincidencia). El texto reflejaba las valoraciones sociales sobre ciertas prácticas.  Por  ejemplo,  con respecto  al  infanticidio  se  establecieron penas  de entre 2 y 3 años para la madre y los abuelos maternos, respectivamente, considerando la relevancia del honor femenino. El homicidio premeditado quedó definido como asesinato y la  pena establecida fue la capital. Una muerte ocasionada sin premeditación podía acarrear  una  pena de 6 años  de presidio o penitenciaría. Asimismo,  se perfiló una  clara delimitación en  torno a los duelos. Mientras el lance honorable  con la asistencia de padrinos  que  resultara en una muerte se castigaba con  una  pena  de  3  años,  las  disputas  sin  estas  características  -las cuales ocurrían en las pulperías o cafés, por ejemplo- se consideraban equivalentes a un homicidio simple, con la pena correspondiente.72 Otra de las características sobresalientes del Código  fue  la penalidad atribuida a los  delitos  contra  la propiedad. Las  condenas  establecidas a tal causa se fueron agravando durante el  siglo  XIX  y  en  la  campaña  se  concretó  en  los cambios en torno a la caracterización del  abigeato.73  Hacia  1825,  este  delito  era  definido como el robo de  más  de  seis  cabezas  de  ganado  mayor  (vacuno  o  yeguarizo),  y  el  castigo podía  implicar  la devolución de  los  animales,  su equivalente  en dinero y 50 azotes  o 6 meses de presidio. A partir de 1865, el Código Rural  estableció que  la sustracción de  tan solo una cabeza de ganado (incluyendo el  ovino)  resultaba suficiente  para aplicar  tal  calificación. Las penas también se modificaron, dejando de lado los castigos corporales  -cuya  aplicación  extensiva puede relativizarse- a cambio de una multa o de  trabajos  públicos.  Como  se  ha señalado con anterioridad, el propósito residía en consolidar  el  respeto  por  la  propiedad privada. En el mismo sentido se  orientó  el  Código  Penal,  aunque  en  este  no  se  incluyeron delitos específicos para el espacio rural. Sin embargo, se estableció que  los robos realizados   con violencia merecían una  pena  que  iba de los 6 a los 10 años,  y que  podía elevarse hasta  15 si las heridas infligidas eran graves.  Los  hurtos  menores  tenían  una  pena  estipulada  entre  3 meses y 3 años. En síntesis, según el Código Penal a los delitos contra la propiedad les correspondían penas relativamente más graves que a los homicidios, salvo los realizados con premeditación. La valorización progresiva de los derechos de propiedad fue uno de  los  aspectos que marcaron un cambio notorio respecto de la  normativa  previa  anclada  en  el derecho castellano. En esta, los robos de animales, antes  que  atentados  contra  la propiedad,  eran considerados  ataques  contra  la supervivencia de las comunidades.74

	Las modificaciones introducidas por el Código Penal cristalizaron en nuevas definiciones sobre delitos y sus penas correspondientes, despojadas de cualquier valoración religiosa. La compleja relación -aunque no identificación- entre crimen y pecado propio de las sociedades católicas del Antiguo Régimen, presente en la legislación castellana, fue dejándose de lado paulatinamente.  Como  señaló Darío Barriera en el  Código  Penal, la voz crimen  solo  aparece una vez y en relación a la apología del delito.75 Con todo, el  texto  de Tejedor  era el  resultado de su formación ecléctica, similar a la de sus contemporáneos. Por ello, es posible encontrar ciertos elementos de la legislación castellana que  fueron retomados. Por  ejemplo, con relación  al homicidio persistió la consideración del estado de ebriedad y la defensa propia como atenuantes que los jueces letrados debían considerar al momento de dictar sentencia. Si bien el Código Penal  no  implicó una  abierta ruptura en la forma de entender  la legislación penal, los

	 

	
rasgos que adquirió la administración de justicia criminal mostraron la continuidad  y  la vigencia de la legislación castellana, e incluso del derecho republicano, después de la sanción del  mencionado Código.

	La década de 1870 fue, de manera similar a la de 1850, un periodo de cambios institucionales relevantes que se inició con la sanción de una nueva Constitución provincial en 1873. En ella se modeló una idea de justicia definida como  un servicio donde  la división de poderes y la seguridad individual eran fundamentales.  Tales  transformaciones  no  fueron lineales, pero encontraron en las nuevas instituciones un punto de anclaje. Una de ellas fue la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, creada en 1874 a partir del Departamento de Jurisprudencia.76 En 1875 se establecieron las cámaras de apelaciones en las cabeceras de los departamentos judiciales con jurisdicción en  lo  civil,  penal  y  comercial, salvo la de la capital, que contó con cámaras separadas. Los magistrados que  las integraban fueron relevantes para la aplicación de los códigos, en ocasiones  en disonancia con los  jueces de primera instancia.

	En vísperas de la sanción del texto elaborado por Tejedor, la normativa utilizada por los jueces de las instancias de la justicia letrada continuaba amparándose en la  legislación  castellana. La mención de dos casos puede ilustrar las crecientes tensiones entre contextos normativos en pugna, pero coexistentes, en la administración de justicia. Durante la noche de Navidad de 1875, Domingo Aselta mató a Juan Bravo de dos balazos en el pueblo de Tandil.77 Una vez detenido y conducido a la cárcel de Dolores, pidió, amparándose en la Constitución provincial, que se le aplicara una fianza, lo que el juez letrado rechazó. En su alegato, el fiscal Igarzábal pidió una pena de 7 años.  Su defensor  y «padrino», Juan Lecos,  era letrado. En un largo escrito que incluía citas de Cicerón, sostuvo que el homicidio fue en defensa propia y fundamentó sus argumentos en varias leyes de las Siete Partidas (Partida VII) y de  la Recopilación Castellana.78 En enero de 1876, el juez  letrado  Julián  Aguirre  lo  encontró culpable y lo condenó al mismo tiempo que había pasado en prisión, ordenando su inmediata libertad. Su fallo también se  sustentaba  en disposiciones  de  las  Siete  Partidas  (Partida  VII). La sentencia fue apelada por el fiscal y enviada a la Cámara de Apelaciones. Allí  su defensor pidió  la  ratificación  del  fallo  de  primera  instancia.  Sostuvo  que   el  magistrado  había   sido

	«equitativo en su fallo, ha salvado la ofensa a la sociedad y nos devuelve [...] un hombre  que lejos de ser un criminal todavía está en actitud de prestarle servicio». Sin  embargo,  los miembros de la Cámara resolvieron aplicar una pena de cuatro años, de acuerdo  con  «su prudente  arbitrio»  y con una  norma  de  las  Siete Partidas  (Partida  VII).  Esta  nueva  sentencia fue apelada ante la Corte Suprema por el nuevo defensor de Aselta, Domingo Colman.  Los magistrados de este cuerpo sostuvieron que el delito correspondía al de heridas seguidas  de muerte y negaron el argumento de la defensa propia. En el  fallo  citaron leyes  de  las  Siete Partidas (Partida VII) y de  la  Recopilación Castellana  que  establecían la  pena  capital  para dicho delito, aunque sostuvieron que esta pena fue suavizada  por  el  Reglamento  de  1817. También mencionaron que una ley de 1868 castigaba el citado delito con una pena de 10 años, pero que la misma podía variar de acuerdo con la  graduación  del  mismo. Finalmente,  aprobaron la sentencia dictada por la Cámara.

	 

	
En 1877 se aprobó el Código Penal y su puesta en práctica fue inmediata. Así, es posible encontrarlo citado en un proceso sustanciado en 1878.  Un  conjunto de  personas  fueron acusadas del homicidio de un vecino de  Tandil,  don  Miguel Figueroa.79  Su  hermana, Eustaquia, se acercó hasta Dolores para  pedir  el  castigo  de  los  responsables  de  su fallecimiento. Finalmente, solo uno de los acusados fue procesado, Cornelio Tolosa. En su declaración apelaba a los argumentos de la defensa propia y el estado de ebriedad  para justificarse. Ambas razones siguieron sustentando las  defensas  de  muchos  de  los  imputados ante  la  instancia  letrada,  donde  contaban con un  defensor  que  los  podía  instruir  al  respecto. Sin embargo, testimonios similares eran esgrimidos en los juzgados de paz y en las comisarías locales, donde no había defensores oficiales. Los acusados solían sostener sus  argumentos  en ambas instancias y, de esa manera, verse beneficiados al final del proceso.80 El defensor de  Tolosa apeló a la Partida VII y pidió un año de prisión, mientras que el fiscal solicitó dos. El mismo juez del caso anterior fundamentó su decisión en las mismas leyes utilizadas en aquel proceso y decidió otorgar lo pedido por el  fiscal.  La  causa  fue  elevada  en  consulta  a  la Cámara. El fiscal Igarzábal mantuvo la solicitud de dos años  de  prisión,  mientras  que  el defensor,  Octavio Amadeo,  pidió la libertad de  acuerdo con las  disposiciones  de  la Partida

	VII. En su explicación, sostuvo que Tolosa había hecho uso de «un derecho sagrado» que era defender su vida en el contexto de una «riña» que  no  representaba  más  que  «un  duelo  sin padrinos y sin las formalidades esenciales en esa clase de lances.». Los jueces de la Cámara dejaron de lado todo el complejo corpus  normativo  mencionado  hasta  aquí  y  utilizaron  el Código Penal. Por un lado, calificaron el delito como un «homicidio simple» y lo encuadraron   en lo prescripto por el artículo 26, que mencionaba en qué casos la culpa podía considerarse ligera. Al mismo tiempo, denegaron que la muerte  se  encuadrara  en  un  acto  de  legítima defensa, de acuerdo con los artículos 159 y 160. Por ello, establecieron una pena de tres años apoyándose en el artículo 197, que estipulaba que si la víctima había causado la disputa por medio  de agresiones  la sentencia  no  podía superar ese tiempo.

	 

	
		Reflexiones finales



	 

	Los expedientes reseñados, aunque pertenecientes a la instancia penal, sintetizan las transformaciones que atravesó la justicia letrada desde su organización en la provincia. Las innovaciones  institucionales  transformaron la administración de justicia, fundamentalmente  por la creación de instancias letradas. Pero también pervivieron ciertas prácticas judiciales provenientes del periodo colonial que solían ser atendidas por los jueces letrados, aun cuando  ello no implicara la ausencia de condena.  Asimismo,  se reiteraba la demanda  de justicia por parte de las víctimas o de las personas allegadas,  así  como  la  utilización  de  normativas ancladas en el derecho castellano que aludían a una concepción de justicia equitativa. Estos argumentos y demandas conformaron un saber hacer, una cultura judicial, producto de la experiencia que brindaba el tránsito por  los  juzgados  y el  contacto  con letrados  y entendidos en las leyes.81 Ello permitió la generación de un espacio  de  acuerdos  comunes  entre  magistrados y procesados. En síntesis, la ansiada modernización legislativa e institucional que

	 

	
expresaba una idea de justicia externa y propia de un poder del Estado anclada en la seguridad individual  debió convivir  con otra que  la concebía como  una  virtud  donde  el  fin perseguido era el  orden de la comunidad.

	La justicia de paz fue central a lo largo del siglo XIX  -y  también  del  XX82  para  la resolución de los conflictos en las comunidades locales. La relevancia de esta institución dio  lugar a un fuerte conflicto entre  el  gobierno  y la  legislatura  debido  al  nombramiento  de  los jueces, que continuaba en manos del primero. La Constitución de 1873 estableció el carácter electivo de estos funcionarios, aunque la disposición nunca se implementó. Hasta entonces, los jueces de paz continuaron desempeñando múltiples  funciones,  entre  las  que  la organización de las  elecciones  y la administración de  la baja  justicia  ocupaban un lugar  central. En la década de 1880, estos roles fueron recortados cuando se establecieron las comisarías y el cargo de intendente.84 La creación de esta figura en 1886 terminó de cercenar una de las acciones fundamentales, que consistía en la organización de los actos electorales. La Ley  de Procedimientos  para  la Justicia de  Paz  de  1887  estableció  que  los  jueces  de paz fueran

	«funcionarios exclusivamente judiciales y agentes de los Tribunales de Justicia».85

	Para entonces, la administración de justicia adquirió los rasgos de modernización que impulsaron las sucesivas autoridades desde inicios del  siglo XIX.  El  proceso de codificación   se había consolidado con la sanción de un Código Penal para el territorio nacional en 18 8 6,86 mientras que quienes ejercían la magistratura en diversas instancias  eran  letra-  dos.87  De  manera progresiva pero no lineal, la justicia -como  saber  y como  práctica-  se transformó  en  una cuestión de letrados. Los legos quedaron confinados al espacio de la justicia de paz, que continuó regulando los conflictos locales hasta 1976, año en que a los  jueces  de  paz de  la provincia también se les exigió la condición de letrados.

	 

	Bibliografía citada

	 

	ABÁSOLO, Ezequiel, «Las notas de Dalmacio Vélez Sársfield como expresiones del “ius commune” en la apoteosis de la codificación, o de cómo un código decimonónico pudo no ser la mejor manifestación de la “Cultura del Código”», Revista de Estudios Histórico-Jurídicos, núm. 26 (2004), pp. 423-444 [disponible en: http://dx.doi.org/10.4067/S0716-545520040 02600013].

	BARBA, Fernando, Los tiempos perdidos. La política de Buenos Aires entre 1880 y la intervención federal de 1917, La Plata, Archivo Histórico de la Provincia de Buenos Aires «Dr. Ricardo Levene», 2004.

	BARRAL, María Elena y Fradkin, Raúl, «Los pueblos y la construcción de las estructuras de poder institucional en la campaña bonaerense (1785-1836)», Boletín del Instituto de Historia Argentina y Americana «Dr. Emilio Ravignani», 3.a serie, núm. 27 (1.er semestre), 2005, pp. 7-48.

	BARRIERA, Darío, «Orden jurídico y forma política en un concepto desplazados: crimen (siglos XVII-XX)», en BONAUDO, Marta, REGUERA, Andrea y Zeberio, Blanca, Las escalas de la historia comparada, tomo I: Dinámicas sociales, poderes políticos y sistemas jurídicos, Buenos Aires, Editorial Miño y Dávila, 2008, pp. 229-246.

	—, «Conjura de mancebos. Justicia, equipamiento político del territorio e identidades. Santa Fe del Río de la Plata, 1580», en BARRIERA, Darío (comp.), Justicias y fronteras. Estudios sobre historia de la justicia en el Río de la Plata. Siglos

	 

	
XVI-XIX, Murcia, Editum, 2009a, pp. 11-49.

	—, «Lenguajes y saberes judiciales de los legos en el Río de la Plata (siglos XVI-XIX)», en Sozzo, Máximo, Historias de la cuestión criminal en la Argentina, Buenos Aires, Editores del Puerto, 2009b, pp. 83-99.

	—, «Justicia de proximidad: pasado y presente, entre la historia y el derecho», PolHis, Boletín Bibliográfico Electrónico del Programa Buenos Aires de Historia Política, núm. 10, Mar del Plata, 2.° semestre de 2012, pp. 50-57.

	BERARDI, Pedro, «La conformación del cuerpo policial en la campaña de Buenos Aires (1870-1880). Normas y actores para un nuevo diseño institucional», en Lanteri, Ana Laura (coord.), Actores e identidades en la construcción del Estado Nacional (Argentina, siglo XIX), Buenos Aires, Teseo, 2013, pp. 211-246.

	BJERG, María, «Un eco del desierto. El ocaso de la sociedad de frontera en un pueblo de la campaña de la provincia de Buenos Aires, Tandil (1855-1875)», Secuencia, México, Instituto Mora, núm. 57, septiembre-diciembre de 2003, pp. 93-122.

	BRAVO LIRA, Bernardino, «Bicentenario del Código Penal de Austria: su proyección desde el Danubio a Filipinas», Revista de Estudios Histórico-Jurídicos, núm. 26 (2004), pp. 115-155.

	CANDIOTI, Magdalena, «Reformar útilmente la justicia. Leyes y jueces en la construcción del estado en Buenos Aires en la década de 1820», en Irurozqui, Marta y Galante, Miriam (comps.), Sangre de ley. Justicia y violencia política en la institucionalización del Estado en América Latina, siglo XIX, Madrid, Ediciones Polifemo, 2011, pp. 97-130.

	
	— y YANGILEVICH, Melina, «La justicia en la construcción del orden estatal», en TERNAVASIO, Marcela, Historia de la Provincia de Buenos Aires. De la organización provincial a la federalización de Buenos Aires (1821-1880), Buenos Aires, Unipe/Edhasa, 2013, pp. 179-203.



	CANSANELLO, Carlos, «Justicias y penas en Buenos Aires. De los bandos de buen gobierno a la Constitución Nacional», en GAYOL, Sandra y KESSLER, Gabriel (comps.), Violencias, delitos y justicias en la Argentina, Buenos Aires, Manantial/UNGS, 2002, pp. 129-132.

	CASTRO, Manuel Antonio de, Prontuario de práctica forense, Buenos Aires, Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, 1945 [1834].

	CORBETTA, Juan Carlos, Textos constitucionales de Buenos Aires, La Plata, Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, 1983.

	
	— y HELGUERA, María del Carmen, La evolución del mapa judicial de la Provincia de Buenos Aires, 1821-1983, La Plata, Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, 1983.



	CORVA, María Angélica, La administración de justicia en la provincia de Buenos Aires, 1853-1881, Tesis de posgrado, Universidad Nacional de La Plata, Facultad de Humanidades y Ciencias de la Educación, En Memoria Académica, 2013 [disponible en: http://www.memoria.fahce.unlp.edu.ar/tesis/te. 878/te. 878.pdf].

	CUTRERA, María Laura, Subordinarlos, someterlos y sujetarlos al orden. Rosas y los indios amigos de Buenos Aires entre 1829 y 1855, Buenos Aires, Teseo, 2013.

	CHIARAM ONTE, José Carlos, Ciudades, provincias, Estados: orígenes de la Nación Argentina (1800-1846), Buenos Aires, Ariel, 1997.

	DE LA PUENTE BRUNKE, José, «Juez y justicia en el mundo moderno: el juez ante codificación», en Coloquio Interdisciplinario de Humanidades, Lima, Departamento de Humanidades de la Pontificia Universidad Católica del Perú, 2007.

	DÍAZ, Benito, Juzgados de paz de campaña de la provincia de Buenos Aires (1821-1854), La Plata, Universidad Nacional de La Plata, 1959.

	DI GRESIA, Leandro, «Una aproximación al estudios de la cultura judicial de la población rural del sur bonaerense. Tres Arroyos,

	 

	
segundo mitad del siglo XIX», en BARRIERA, Darío (coord.), La justicia y las formas de la autoridad. Organización política y justicias locales en territorios de frontera. El Río de la Plata, Córdoba, Cuyo y Tucumán, siglos XVIII y XIX, Rosario, Red Columnaria/ISHIR/CONICET, 2010, pp. 155-191.

	FARGE, Arlette, La atracción del archivo, Valencia, Edicions Alfons el Magnanim, 1991.

	FASANO, Juan Pablo, «Justicias, leyes, principios. Apuntes para pensar la historia de los lenguajes jurídicos. Buenos Aires, siglo XIX», en BARRIERA, Darío (coord.), La justicia y las formas de la autoridad. Organización política y justicias locales en territorios de frontera. El Río de la Plata, Córdoba, Cuyo y Tucumán, siglos XVIII y XIX, Rosario, Red Columnaria/ISHIR/CONICET, 2010, pp. 283-307.

	FRADKIN, Raúl, «La experiencia de la justicia: estado, propietarios y arrendatarios en la campaña bonaerense», en La fuente judicial en la construcción de la Memoria, Mar del Plata, Universidad Nacional de Mar del Plata, 1999, pp. 143-188.

	—, «El poder, la vara y las justicias», en Fradkin, Raúl (comp.), El poder y la vara. Estudios sobre la justicia y la construcción del estado en el Buenos Aires rural, Buenos Aires, Prometeo, 2007, pp. 9-23.

	—, «¿Misión imposible? La fugaz experiencia de los jueces letrados de Primera Instancia en la campaña de Buenos Aires (1822-1824)», en BARRIERA, Darío (comp.), Justicias y fronteras. Estudios sobre historia de la justicia en el Río de la Plata. Siglos XVI-XIX Murcia, Editum, 2009, pp. 147-149.

	GALLO, Klaus, Bernardino Rivadavia. El primer presidente argentino, Buenos Aires, Edhasa, 2012.

	GARAVAGLIA, Juan Carlos, Poder, conflicto y relaciones sociales, el Río de la Plata (siglos XVIII-XIX), Rosario, Homo Sapiens, 1999.

	—, San Antonio de Areco, 1680-1880. Un pueblo de la campaña, del Antiguo Régimen a la modernidad argentina, Rosario, Prohistoria, 2009.

	GAYOL, Sandra, «Elogio, deslegitimación y estéticas de las violencias urbanas: Buenos Aires, 1870-1920», en Gayol, Sandra y Kessler, Gabriel (comps.), Violencias, delitos y justicias en la Argentina, Buenos Aires, Manantial/UNGS, 2002, pp. 41-63.

	GELM AN, Jorge, «Un gigante con pies de barro. Rosas y los pobladores de la campaña», en Goldman, Noemí y Salvatore, Ricardo (comps.), Caudillismos rioplatenses. Nuevas miradas a un viejo problema, Buenos Aires, Eudeba, 1998, pp. 223-240.

	—, «Crisis y reconstrucción del orden en la  campaña de Buenos Aires. Estado y sociedad en la  primera  mitad del siglo XIX»,

	Boletín del Instituto de Historia Argentina «Dr. Emilio Ravignani», 3.a serie, núm. 21 (1.er semestre), 2000, pp. 7-31.

	—, «Derechos de propiedad, crecimiento económico y desigualdad en la región pampeana, siglos XVIII y XIX», Historia Agraria, núm. 37, año XV, Murcia, 2005, pp. 467-488.

	—, Rosas bajo fuego. Los franceses, Lavalle y la Rebelión de los Estancieros, Buenos Aires, Sudamericana, 2009. HESPANHA, Antonio, «Sabios y rústicos. La dulce violencia de la razón jurídica», en Hespanha, Antonio y CAÑELLAS HAURIE,

	Ana, La gracia del derecho. Economía de la cultura en la Edad Moderna, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1993, pp. 17-60.

	LANTERI, María Sol, Un vecindario federal. La construcción del orden rosista en la frontera sur de Buenos Aires (Azul y Tapalqué), Córdoba, Centro de Estudios Históricos «Prof. Carlos Segreti», 2011.

	LEIVA, Alberto, «La enseñanza penal de Carlos Tejedor», Revista del Instituto de Historia del Derecho, núm.  26 (1998), pp.

	195-209.

	LEVAGGI, Abelardo, «El delito de abigeato en los siglos XVIII y XIX», Revista del Instituto de Historia del Derecho, núm. 24, Buenos Aires, 1978, pp. 107-177.

	 

	
LÓPEZ DE ZAVALÍA, Fernando (s/f), «El Código de Comercio del Estado de Buenos Aires y El Código Civil Argentino» [disponible en: http://www.cea.unc.edu.ar].

	MÍGUEZ, Eduardo, «Guerra y orden social en los orígenes de la  nación argentina 1810-1880», Anuario IEHS, Tandil, 2003, pp.

	17-38.

	MORENO, Rodolfo, El código penal y sus antecedentes, >Buenos Aires, Tommasi, 1965.

	ORTEGO GIL, Pedro, «Abigeato y otros hurtos de ganado: una visión jurisprudencial», Cuadernos de Historia del Derecho, núm. 8, Universidad Complutense de Madrid, 2001, pp. 161-222.

	ORTIZ, Tulio, Historia de la Facultad de Derecho, Buenos Aires, Facultad de Derecho, UBA, 2004.

	PALACIO, Juan Manuel, La paz del trigo. Cultura legal y sociedad local en el desarrollo agropecuario pampeano (1880- 1945), Buenos Aires, Edhasa, 2004.

	PETIT, Jacques-Guy, «La Justice en France, 1789-1939. Une étatisation modele?», Crime, Histoire & Sociétés/Crime, History & Societies, vol. 1 (2002), pp. 85-103.

	PORTINARO, Pier Paolo, Estado. Léxico de política, Buenos Aires, Nueva Visión, 2003.

	RATTO, Silvia, «Soldados, milicianos e indios de “lanza y bola”. La defensa de la frontera bonaerense a mediados de la década de 1830», Anuario IEHS, núm. 18, Tandil, 2003, pp. 123-152.

	—, «Los caminos de la justicia. Negociaciones y penalización en los conflictos interétnicos en la campaña bonaerense (primera mitad del siglo XIX)», en FARBERM AN, Judith y RATTO, Silvia (coords.), Historias mestizas en el Tucumán colonial y las pampas (siglos XVII-XIX), Buenos Aires, Biblos, 2009, pp. 145-168.

	ROBLES, Nilda, «La justicia civil en la campaña bonaerense: una aproximación cuantitativa (1825-1834)», Prohistoria, año V, núm. 5 (2001), pp. 201-221.

	ROM AY, Francisco, Historia de la Policía Federal Argentina, Buenos Aires, Biblioteca Policial Policía Federal Argentina, t.

	II, 1964.

	SÁENZ VALIENTE, José María, Bajo la campana del Cabildo. Organización y funcionamiento del cabildo de Buenos Aires después de la Revolución de Mayo (1810-1821), Buenos Aires, Kraft, 1952.

	SALVATORE, Ricardo, Subalternos, derechos y justicia penal. Ensayos de historia social y cultural argentina 1829-1940, Barcelona, Gedisa, 2010.

	S>, Gisela, La justicia penal en la provincia de Buenos Aires. Instituciones, prácticas y codificación del derecho (1877- 1906), Buenos Aires, Biblos, 2012.

	TAU ANZOÁTEGUI, Víctor, «Los comienzos de la fundamentación de las sentencias en Argentina», Revista de Historia del Derecho, núm. 10, Buenos Aires, Instituto de Investigaciones de Historia del Derecho, 1982, pp. 267-371.

	—, La codificación en la Argentina (1816-1870): mentalidad social e ideas jurídicas, Buenos Aires, Librería Histórica, 2008 [1977].

	TERNAVASIO, Marcela, «Entre el cabildo colonial y el municipio moderno: los juzgados de paz de campaña en el Estado de Buenos Aires, 1821-1854», en BELLINGIERI, Marco, Dinámicas de Antiguo Régimen y orden constitucional: representación, justicia y administración en Iberoamérica, siglos XVIII-XIX, Turín, Otto, 2000a, pp. 295-334.

	—, «La supresión del Cabildo de Buenos Aires. ¿Crónica de una muerte anunciada?», Boletín del Instituto de Historia Argentina y Americana «Dr. Emilio Ravignani», 3.a serie, núm. 21, 1.er semestre, 2000b, pp. 33-73.

	—, La revolución del voto. Política y elecciones en Buenos Aires, 1810-1852, Buenos Aires, Siglo XXI, 2002. TOM ÁS Y VALIENTE, Francisco, Manual de Historia del Derecho Español, Madrid, Tecnos, 2003 [1979].

	YANGILEVICH, Melina, «Leyes antiguas para un estado moderno. Prácticas jurídicas en la provincia de Buenos Aires durante

	 

	
el periodo de la codificación», en Barriera, Darío (comp.), Justicias y fronteras. Estudios sobre historias de la justicia en el Río de la Plata. Siglos XVI-XIX, Murcia, Editum, 2009, pp. 205-223.n

	—, Estado y criminalidad en la frontera sur de Buenos Aires (1852-1880), Rosario, Prohistoria, 2012.

	 

	
 

	Notas

	 

	 

	* Instituto de Estudios Histórico-Sociales, Instituto de Geografía, Historia y Ciencias Sociales, Universidad Nacional del Centro de la Provincia de Buenos Aires, y Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas, Argentina.

	1 Departamento Histórico Judicial, Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, Fondo Dolores, Criminal contra  el

	indio Antonio Sanchez pr robo de ganado vacuno en el Partido del Azul en el mes de junio del presente año (1855), en adelante DHJ (N.°/N.°).

	2  FARGE, 1991.

	3  HESPANHA, 1993,  pp. 17-60.

	4  MÍGUEZ, 2003,  pp. 17-38.

	5  BJERG, 2003,  pp. 93-122.

	6  CHIARAM ONTE, 1997.

	7  BARRIERA, 2009,  pp. 11-49.

	8  TERNAVASIO, 2002.

	9  TERNAVASIO, 2000, pp.  33-73.

	10 «Administración de Justicia», en Gaceta de Buenos Aires, Buenos Aires, Junta de Historia Numismática Americana, t. VI, núms. 65, 69, 70 y 71, pp. 558 ss.

	11  CASTRO, 1945 [1834].

	12 Art. 5.°, Ley del 24 de diciembre de 1821, Registro Oficial de Buenos Aires (en adelante ROBA), t. I, Buenos Aires, Imprenta de la Independencia, pp. 201-202.

	13  FRADKIN, 2009,  pp. 147-149.

	14  CANDIOTI, 2011,  pp. 97-130.

	
	15 Jueces de Primera Instancia, ROBA, t. I, p. 205

	16 SÁENZ  VALIENTE, 1952,  p. 452.

	17 ROBA, t. II, p. 283.



	18 GALLO, 2012, pp. 43 ss.

	19  PETIT, 2002,  pp. 85-103.

	
	20 Citado en DÍAZ 1952, p. 40.

	21 BARRAL y FRADKIN, 2005, pp. 7-48.

	22 Citado en ROM AY, 1964, p. 125. El resaltado es nuestro.



	23  GARAVAGLIA,  2009,  pp. 174-175.

	24  TERNAVASIO, 2000, pp.  295-334.

	25  DÍAZ, 1952, p. 64.

	26 FRADKIN, 2009, p. 153 ss.

	27 «Reglamento Provisorio para la Dirección y Administración del Estado de 1817», en Documentos de la conformación institucional argentina, 1782-1972, Buenos Aires, 1974, sección I, cap. V, art. II, p. 185.

	 

	
28  BARRIERA, 2012,  pp. 50-57.

	
	29 Citado en DÍAZ, 1952, p. 66.

	30 «Reglamento de Administración de Justicia», 23 de enero de 1812, art. n.° 2, inserto en el Manual para los jueces de paz de campaña, Buenos Aires, Imprenta de la Independencia, 1825.

	31 «Circular a los jueces de paz de campaña», 18 de marzo de 1825, en ibid.



	32  CANSANELLO, 2002,  pp. 129-132.

	
	33 «Decreto Jueces de paz en la  campaña. Se prescribe el modo en que deben recibirse», 5 de enero de 1832, ROBA, t.



	II, pp. 7-10.

	
	34 Entre otros, pueden consultarse, Archivo General de la Nación [AGN] X, 20-10-2, Juzgados de paz de Azul (1841- 1852), AGN X, 20-10-7, Juzgado de paz de Chascomús (1828-1852), AGN X, 21-8-1, Juzgados de paz de Tapalqué y Tuyú, X, 21-2-4, AGN X, 21-2-4, Juzgados de paz de la Lobería y Las Flores (1836-1852), AGN X, 21-3-7, Juzgados de paz de Pila (1840-1852) y Patagones (1832-1849), entre otros.

	35 LANTERI, 2011, pp. 183 ss.

	36 GELM AN, 2009, pp. 68 ss.



	37 RATTO, 2009, pp. 169-188, y CUTRERA, 2013, pp. 187-211.

	38  SALVATORE, 2010, pp.  93 ss.

	39  GELM AN, 1998,  pp. 223-240.

	40 Ibid., 2000, pp. 7-31.

	41 Nota de Antonino Reyes al juez de paz de Vecino, 1 de enero de 1850, Juzgado de Paz de Vecino, AGN X, 20-10-4.

	42  LANTERI, 2011,  pp. 193-196.

	
	43 Decreto «Aumentando las Secciones de Campaña y aprobando las que propone el Comandante en Gefe del N.° 5», 25 de diciembre de 1939, ROBA (1836-1840), Buenos Aires, Imprenta del Mercurio, pp. 63-66.

	44 Parte de las novedades ocurridas en esta sección desde el 1 de septiembre hasta finales de diciembre, enviado por el



	juez de paz del partido de Bahía Blanca, 31 de diciembre de 1837, Juzgado de paz de Bahía Blanca, AGN, sala X, 20-10-4.

	45  RATTO, 2003,  pp. 123-152.

	46  FRADKIN, 1999,  pp. 143-188.

	47  BARRIERA, 2009, p. 97.

	48 FRADKIN, 2007, p. 17; Robles, 2001, pp. 212 ss.

	
	49 DE LA  PUENTE  BRUNKE, 2007.

	50 TAU  ANZOÁTEGUI, 1982,  pp. 267-371.



	51  YANGILEVICH, 2009,  pp. 205-223.

	52  TAU  ANZOÁTEGUI, 2008  [1977], p. 299.

	
	53 CORBETTA  y HELGUERA, 1983.

	54 Primer Censo de la República Argentina verificado en los días 15, 16 y 17 de septiembre de 1869 (1872), Buenos Aires, Imprenta del Porvenir, t. I, p. 64.

	55 Censo General de la Provincia de Buenos Aires (1883), Buenos Aires, Imprenta de El Diario, pp. 271-277.

	56 YANGILEVICH, 2012, pp. 82 ss.

	57 Criminal contra Antonio Coronel por muerte a José Carrizo en el partido del Tuyu (1859), DHJ, expediente 2/orden 14.

	58 Criminal contra Fernando Larraondo por estupro en el partido de Azul en el corriente año (1868), DHJ



	 

	
(10/15).

	
	59 Bargas Juan por muerte a Pablo Goroso en el Tandil el 12 de mayo de 1872, DHJ (14/4).

	60 PORTINARO, 2003, pp. 86 ss.

	61 Criminal contra Domingo Pérez por muerte a José Chaves en el Partido del Azul el 23 de Febrero del corriente año (1865), DHJ (7/3).

	62 Criminal contra Lucas Lara por golpes a su mujer (1867), DHJ (9/23). El resaltado es nuestro.



	63  HESPANHA,, 1993,  p. 23.

	64 Constitución del Estado de Buenos Aires, en Corbetta, 1983, p. 74.

	65  TAU  ANZOÁTEGUI, 2008  [1977], pp. 309-321.

	66  LÓPEZ DE ZAVALÍA,  s/f.

	67  GELM AN, 2005,  pp. 467-488.

	68  ABÁSOLO, 2004,  pp. 423-444.

	69  LEIVA,  1998, pp. 195-209.

	70  MORENO, 1965.

	71  BRAVO  LIRA, 2004,  pp. 115-155.

	72  GAYOL, 2002, pp.  41-63.

	73  YANGILEVICH, 2012,  pp. 197-226.

	74 LEVAGGI, 1978, pp. 107-177; Ortego Gil, 2001, pp. 161-222.

	75  BARRIERA, 2008, p. 237.

	76  ORTIZ, 2004.

	
	77 Criminal contra Domingo Aselta por muerte a Juan Bravo el 25 de Diciembre anterior en el Partido del Tandil



	(1876), DHJ (31/1)

	
	78 TOM ÁS Y  VALIENTE, 2003 [1979], pp.  232 ss.

	79 Criminal contra Cornelio Tolosa, Manuel Salvatierra, José Ledesma, Bernardo Ojeda y Toribia Carrizo por la muerte de Miguel Figueroa ocurrida en el Tandil (1876), DHJ (34/2).

	80 YANGILEVICH, 2012, p. 155.

	81 DI GRESIA, 2010, pp. 184 ss.

	82 PALACIO, 2004, pp. 191 ss.

	83 BERARDI 2013, pp. 214 ss.



	84  BARBA, 2004.

	
	85 «Ley de Procedimientos para la Justicia de Paz», 2 de junio de 1887, artículo N.° 14, en Colección de leyes usuales de la provincia de Buenos Aires, Librería Nacional, 1907, pp. 99-117. El resaltado es nuestro.

	86 SEDEILLÁN, 2012.



	87 CORVA, 2013, pp. 176 ss.

	 

	
 

	V. LA SUPRESIÓN DEL CABILDO Y LA CREACIÓN DE LOS JUZGADOS DE PAZ: DIMENSIÓN  PROVINCIAL DE  LA JUSTICIA DE  EQUIDAD EN EL LITORAL

	RIOPLATENSE (SANTA FE, 1833)*

	 

	DARÍO G. BARRIERA **

	 

	
		Desde las exequias



	 

	El 17 de marzo de 2011 la legislatura santafesina convirtió en ley un proyecto  de  reforma judicial  conocido con el  nombre  de «Justicia Comunitaria  de las Pequeñas  Causas». Aunque fue  objeto de álgidas discusiones y estuvo sujeto a modificaciones, se aprobó por unanimidad    en las dos cámaras que componen dicho Poder Legislativo. En casi todos los periódicos de la provincia -que  no  pueden escapar  a su ethos  y algunas  veces  caen sin dificultad en la trampa de ser «provincianos»- la noticia fue comunicada, como se dice  aquí,  «con  bombos  y platillos», exaltando el carácter pionero de la medida: palabra más, palabra menos, la prensa transmitió que Santa Fe se había convertido  en la  primera  provincia  argentina  en tener  una Justicia para las pequeñas causas.1 A favor  del  tono  es  preciso  decir  que  el  hecho  es  de verdad relevante, ya que se inscribe en un movimiento de reforma judicial por el cual están atravesando varios países de Europa y América Latina.2

	Se trata también de un hito histórico, porque la sanción de esa ley clausuró en Santa Fe la vida de una institución nacida en 1833 -la justicia de paz- y porque los nuevos  jueces comunitarios recuperaron con ella la función judicial que los jueces de paz  habían  visto fagocitada por las tareas administrativas: habían relegado sus actividades de moderación y composición de partes a causa  de encontrarse  literalmente  impedidos para hacer  mucho  más que el trabajo relativo al Registro Civil, que  el  Poder  Ejecutivo  distribuye  ahora  entre  diversas agencias estatales.

	Finalmente, todo esto es importante porque no se trata de algo excepcional: se inscribe en un trend latinoamericano y también transatlántico de discusión acerca de las formas en que deben implementarse las justicias de proximidad a la hora de reformar los hoy estresados poderes judiciales de tradición republicana.3 En su afán de reponer una justicia «cercana a la ciudadanía», los reformistas socialdemócratas de finales del siglo XX colocaron en el orden del día de la agenda política la discusión sobre el valor de una justicia de equidad. Y sobre esto, los historiadores tenemos mucho que decir.

	 

	
		Un tópico historiográficamente opaco



	 

	La problemática de este artículo, que constituye el suelo donde hunde sus raíces un tema que

	 

	
se ha vuelto tan actual, no  está  en realidad  urgida  por  las  mencionadas  reformas  judiciales, sino  motivada  por  preocupaciones  que  enlazan un proyecto  colectivo  actual  de  investigación con otro anterior que desarrollamos con Melina Yangilevich sobre esta particular institución judicial, con el fin de comparar su funcionamiento  en  dos  realidades  físicamente  cercanas (Buenos Aires y Santa Fe). El  punto  en común -ambas  provincias  implementaron la institución de la justicia de paz tras la abolición de los gobiernos municipales, en 1821 y 1833 respectivamente- es exiguo frente a las muchas diferencias que presentan los procesos, desde cronológicas hasta territoriales, pasando por jurídicas e  historiográficas.4  Estas  últimas  nos dejaron ver inmediatamente que las condiciones básicas  para  trazar  una  comparación  entre Santa Fe y otro espacio cualquiera aún no estaban dadas. Antes se hacía necesario desarrollar buena parte de la investigación del proyecto,  ya  que  la  justicia  de  paz santafesina  no  había sido estudiada como un tema. Es cierto que no  faltan análisis sobre su emergencia en trabajos  que se centran en objetos más abarcadores, como por ejemplo, el poder político, o que tocan - desde la historia política- un punto tan sensible como la  historia  de  las  instituciones  y  las prácticas judiciales,  pero  lo  hacen tangencialmente.  Resulta  notable,  por  ejemplo,  que,  en el caso de obras colectivas dedicadas de manera explícita a la historia del poder judicial, como ciertos capítulos de la Historia de las instituciones o el  volumen completo  de la Historia de    la Justicia realizada por el Colegio de Abogados de Rosario, la justicia de paz constituya un punto claramente deficitario frente a los precedentes y sucedáneos.5

	Entre los historiadores que estudiaron los problemas clave de la historia política de la primera  mitad  del  siglo  XIX  -cualquiera  fuera  la  escala:  provincial,  nacional o latinoamericana-, siempre está presente la preocupación por la manera en que las revoluciones  de Independencia se plantearon (simplificando en exceso) la resolución de cuatro problemas fundamentales: el cambio del  sujeto  de  imputación  soberana,  la  representación  política,  la forma  que  iba a adoptar la institución política -lo que  luego  se supo que  sería la construcción del Estado- y, por último, cómo iba a ser su  gobierno.6  Sin  embargo,  y  aunque  siempre  se reconoce  la centralidad de  la cuestión de  la administración de  justicia  -una  de  las  funciones que los cabildos conservaron hasta el momento de su supresión-, la consideración  del tema es

	-con excepciones- infrecuente, y por lo tanto, no existe la misma densidad de planteamientos para la adopción de soluciones (o vías de experimentación) que para el caso de la imputación soberana o las formas de la representación política.7 La administración de justicia queda subordinada -tributando al esquema coetáneamente bien conocido y discutido de Montesquieu- a ser una de las patas en la «construcción del Estado».

	Tengo la impresión de que si la larga transición que se inicia de forma abrupta con la vacatio regis y la búsqueda de nuevas formas de institucionalidad política (de Institución Política, en términos de Bartolomé Clavero) se observa desde el estudio de las instituciones judiciales, podríamos obtener un mirador menos prístino, más esmerilado y, precisamente por eso, quizá menos contaminado por el final de la historia y más cercano a la incertidumbre de los propios agentes, dado que arrastra fragmentos de soberanía, de representación de tipo antiguo y, sobre todo, una firme resistencia a la separación de las funciones de gobierno y de justicia en los espacios locales.

	 

	
En las páginas que siguen expongo  y analizo cómo  los agentes  se plantearon la adopción  de soluciones  institucionales  inmediatas  para la administración de justicia -especialmente  en las áreas rurales- cuando  decidieron suprimir  en Santa  Fe la institución municipal  (el  cabildo)  a finales de octubre de 1832.

	 

	
		La supresión de  los cabildos en territorios rioplatenses (1820-1838)



	 

	Como ha señalado Marcela Ternavasio, la anomalía  rioplatense  estriba  en  que  la reorganización política post-revolucionaria no reformó los municipios coloniales, sino que los eliminó, y en que la vuelta a escena de instituciones de este tipo no se produjo hasta la segunda mitad del siglo XIX.8 La autora buscó respuestas a las razones de la  abolición  de  los  dos cabildos porteños en 1821 en la interacción entre  las  ideas,  las  acciones  y  sus  efectos: examinó la opinión de influyentes hombres de derecho y de letras de la primera mitad del siglo XIX, así como la de los historiadores del  XIX  y  del  XX  que  prolongaron  aquellas argumentaciones afirmando que esos cabildos se habían  suprimido  por  «la  situación  de debilidad en la que se encontraba el cabildo porteño hacia el  año  1821 (luego  de  la crisis surgida el  año  anterior)  y  la  amenaza  que  representaba  para  el  nuevo  orden  político inaugurado ese  mismo  año».9  En  otras  palabras,  las  interpretaciones  dominantes  -con valoración positiva o negativa-  vinculaban la decisión con un plan de acción llevado adelante por el  ministro  de Martín Rodríguez -Bernardino Rivadavia-, por lo cual  la autora  se pregunta si esto era parte consciente de una  «estrategia  rivadaviana». Más  atractivo para  el  diseño de nuestra  propia  investigación,  que  se  sale  del  territorio  bonaerense,  resulta  el  planteamiento que, resignificando una pregunta seminal de Halperin Donghi,10 inquiere «[...] si el gesto de la supresión y la instauración de un dispositivo institucional de reemplazo era tributario de ideas, modelos  y/o experiencias elaboradas e implementadas  en otras regiones  o si, por  el  contrario, la elite ensayó una medida inédita guiada sólo por su propio  desconocimiento  respecto  de regímenes municipales».11

	Los cabildos que en el momento de la Revolución de Mayo eran sede de gobierno de las ciudades comprendidas en el virreinato del Río de la Plata, fueron suprimidos entre 1820 -los   del oriente entrerriano- y 1838,12 pero no en todos los casos resultó posible advertir o analizar  los debates previos fundados en una estrategia política.

	Para el caso de Córdoba, Alejandro Agüero13  encuentra  que  la  historiografía  cordobesa quizá  no  prestó demasiada atención al  asunto,  a causa  de que  la medida  fue percibida como

	«[...] una simple yuxtaposición  de  funciones  entre  la  antigua corporación  de  la  capital provincial y la nueva legislatura. » y, agrega, «[...] las breves referencias a la cuestión [...] muestran la supresión capitular como una resultante natural de las tensiones  entre  el ejecutivo fuerte ejercido por Bustos y la corporación municipal». Pero como señala,  con  razón,  esta postura está contaminada por la teleología y en absoluto es probable que para los actores la abolición del cabildo cordobés fuera inevitable,  sino  al  contrario,  una  medida  que  tomaron con dificultad y en la cual jugaron un papel importante el colapso fiscal y las  reiteradas evasiones de los vecinos a las «cargas concejiles»  que,  ciertamente  y como  también sucedía

	 

	
en Santa Fe y otros espacios del exvirreinato, tenían en la crisis económica y los efectos de las guerras  revolucionarias razones  de peso para tratar  de no  restar energías  a la recuperación de sus empresas familiares. Para Agüero, dichos motivos, el fuerte descrédito que en el momento pesaba sobre las justicias legas y la inconsistencia que comenzaba a mostrar el funcionamiento institucional entre el gobernador, la Junta y el  viejo  modelo  capitular,  constituyen  los parámetros  de  una  explicación que  -también para  nosotros-  se  encuentra  mejor  fundada  y es más atenta a los procesos en desarrollo. En el caso de Santa Fe, Sonia  Tedeschi  afirmó  que  desde 1815 el cabildo fue perdiendo sus funciones lentamente a partir de una ampliación de atribuciones de la Junta de Representantes «[...] acompañando las políticas del Gobernador, esencialmente en su papel de legitimadora ante las otras provincias».14 José C. Chiaramonte15 resumió, asimismo, que ante la irrupción del «Estado provincial» como sujeto  político  que asumía la soberanía -aún sin texto constitucional-, los conflictos entre los cabildos (como representación política de la ciudad y de  un orden político que  estaba  siendo cuestionado)  y  los gobernadores, y las nacientes  salas  de  representantes  como  los  agentes  del  nuevo  orden (cuya entidad política era la «provincia»), se resolvieron suprimiendo los primeros.

	Sin embargo, y desde el punto de vista que me interesa plantear el problema -cual es el de una historia de las instituciones  y  de  las  prácticas  judiciales  como  experiencia-,  existe  un asunto que, si ha sido advertido, su valor no  fue  suficientemente  calibrado:  en ciudades como Santa  Fe, que  tuvieron cabildo pero nunca  fueron sede de Real Audiencia, la supresión de  la

	«institución  municipal»  alcanzó  una  significación  completamente  distinta  a  la  experimentada en ciudades  que  habían contado  con altas  magistraturas,16  pues  cuando  en Santa  Fe se decretó la disolución del cabildo, la única institución secular que había sido sede de la administración  de justicia en el  lugar  desaparecía  con él.17  Lo  trascendente,  entonces,  es  que  se  trataba  del único sitio en la ciudad donde se administraba justicia ordinaria y desde el cual, asimismo, se designaba a los alcaldes de la hermandad y a  otros  jueces  que  administraban  las  bajas  justicias, fundamentales para el gobierno de las áreas  rurales  y  para  la  mediación  con  los sectores populares de la ciudad y de las villas sujetas a su  jurisdicción.  Esta  condición provenía del momento mismo de la fundación de la ciudad en 1573, con lo cual su abolición echaba por tierra no solamente una tradición secular  hispánica  del  gobierno  local,  sino  también algo que para los habitantes de Santa Fe había tenido  una  existencia  real  y palpable,  que los vinculaba cotidianamente y cara a cara con el mundo conocido de lo político y de su experiencia con la justicia. El cabildo, junto con la iglesia matriz y la plaza,  componía  un  tríptico lleno de significado instituyente, que constituía además el vínculo de continuidad entre tiempo  y territorio más  sólido que  unía  a la población con su propia historia.18

	 

	
		La difícil disolución de una institución debilitada



	 

	El 11  de octubre de 1832, el diputado por el cuartel  número  dos, Domingo  Crespo, expuso en   la legislatura santafesina lo siguiente:

	 

	[...] una de las medidas que esta Sala debía tener en consideración era la  disolución del Cabildo de esta ciudad,  pues

	 

	
desde que este había dejado de ser representativo, parecía insignificante su existencia, pues estando hoy la provincia representada con más propiedad, parecía excusado existir dicho Cuerpo, sin otro objeto que sostener una costumbre, á que agregaba los embarazos en que cada año se encontraba esta Sala para el nombramiento de este Cuerpo, por la

	escasez de sujetos para ocupar dichos empleos capitulares.19

	 

	En los argumentos de Crespo resuenan los ecos de aquellos que doce años antes se habían vertido en Buenos Aires a través de La Gaceta,20 o los que esgrimía Rivadavia al aludir  a la  puja  de  representación  cuando  fundamentaba  su  proyecto  de  ley  para  suprimir  los  cabildos ante  la  Junta Representativa.21

	Si la supresión del cabildo santafesino era realmente previsible en 1832, las dificultades   que presentó la organización de  algunas  de  las  funciones  que  desempeñaba  aquel  mostraron que  las razones  esgrimidas  para abolir  el  de Buenos  Aires, Córdoba o Salta podían utilizarse de forma retórica -de hecho, apelaban a la misma que había funcionado para un hecho  consumado-, aunque, en rigor, las situaciones distaban de ser calcadas.22

	En principio, el cabildo santafesino había sobrevivido  a  los  cambios  revolucionarios durante más de dos décadas y, aunque su «representatividad» fue cuestionada de  manera sistemática desde la creación en 1815 de la Junta  de Comisarios -luego  denominada  Junta  o  Sala de Representantes-, y sus funciones recortadas progresivamente, en los primeros años de gobierno de Estanislao López, la corporación ganó algo de oxígeno en su relación  con  el gobernador y con parte de la elite letrada local, gracias a la aprobación  del  Reglamento Provisorio  de 1819.

	Su faceta representativa había sufrido, de todos modos, un golpe de gracia con el  Estatuto  de 1819, a partir de cuya aprobación -consensuada, como se dijo,  por  el  cabildo-  dejó  sin efecto el modo de elección «popular» de los capitulares (que vinculaba indirectamente a los vecinos de los cuarteles con la elección de diputados  para definir  las sillas) y dejó en manos   de la joven Junta de Representantes la elección de los «empleos de cabildo».23 Entonces, las magistraturas y la Justicia seguían funcionando según los preceptos heredados del Antiguo Régimen (dicho brevemente, se  mantenían  las  «magistraturas  coloniales»),  pero  los  alcaldes, en tanto que miembros del cabildo, ya no empuñaban la vara en nombre del rey, sino que eran elegidos  por  el  pueblo, residencia  del  poder  judicial, que,  como  soberano, delegaba  en ellos el ejercicio judicial a través de sus representantes -colocados en sus empleos por la Junta de Representantes, depositaria de la soberanía del pueblo-.

	No obstante, y aunque variara la forma en que los  alcaldes  fueran  designados,  lo destacable es que la institución capitular había  retenido  en  su  seno  la  administración  de justicia ordinaria -centro neurálgico tanto del buen gobierno del Antiguo Régimen como de un nuevo estilo de buen gobierno que se pretendía federal y republicano-, y creo que fue la continuidad de la localización de esta función clave en su seno lo que impidió que  la comisión  ad hoc nombrada por los representantes que acordaron rápidamente su liquidación a finales de 1832 no pudiera resolver -ni en tiempo ni en forma-  el  particular  y  urgente  «asunto  de  la justicia».

	El  cabildo  santafesino  fue  disuelto  pero  no  reemplazado:  la  Sala  de  Representantes

	 

	
continuó funcionando con su presidente, su secretario y los diputados  por  los  cuatro  cuarteles de la ciudad y las chacras.

	 

	
		El juego de  las diferencias



	 

	A la hora de ponderar el diferente impacto que significó para los protagonistas de la transición   de un modo de hacer justicia con sede en el poder político de la ciudad, a otro que  respondía a una forma política tan nueva como su soberano -abstracto pero cercano-, el disímil lugar que ocuparon los cabildos en configuraciones políticas de mayor alcance durante la Monarquía, deviene en un asunto central. Nótese que mientras  el  de  Santa  Fe  fue  siempre  el  cuerpo político de una ciudad sufragánea, sede de un delegado del gobernador (su teniente primero, el subdelegado  de  Guerra  y Hacienda  después,  un  teniente-corregidor  durante  algunos  años),  el de Buenos Aires se erigió desde 1618 en sede de la cabecera de una gobernación, o capital  de  una «provincia» colonial, e incluso de la gobernación-intendencia central introducida por los Borbones. Esta diferencia puede calibrarse también entre un cabildo como el santafesino  y el salteño o el cordobés (Salta y córdoba fueron sede de reales intendencias desde 1783), acercándolo en este punto a otros como los  de  Corrientes,  La  Rioja,  Luján  o  Jujuy,  que siempre habían sido sufragáneos.

	Pero en Santa Fe, el cabildo no solamente sobrevivió  a  la  Revolución  (1810)  y  a  la creación por decreto de la provincia (1815) -nótese que en la historia  bonaerense  crear  la provincia y liquidar el cabildo fueron sucesos prácticamente coetáneos-,24 sino que además, e incluso después de que sus miembros fueran puestos bajo el designio de la Junta en cuanto al nombramiento de sus  empleos  se refiere (1819), continuaba  jugando  todavía un rol  central  en  la concepción del gobierno: el Estatuto de 1819 lo ubicaba como subrogante del mando del gobernador en caso de ausencia o fallecimiento.25 Dos años después, los «Artículos de observancia para el  muy  Noble e Ilustre  Cabildo»26  establecían que  los  jueces  ordinarios, el de policía y el de fiel ejecutor llevaran bastón «como insignia que denota el que ejercen en la República, y por ella sean respetados, como interesa al mejor orden, supuesto que no tienen ningún otro signo  del  común de los ciudadanos  y para que  no  los confundan los transeúntes».

	Esto demuestra el arraigo que tenía la institución en la población y -a pesar  de  su  debilidad- la legitimidad de la cual continuaba investido un alcalde ordinario, aun cuando las bases doctrinarias y sociales que se la habían proporcionado estuvieran completamente erosionadas. Por lo tanto, no sorprende que a la hora  de  resolver  la  supresión  de  dichas funciones los representantes se encontraran en  problemas.  El  proyecto  de  disolución  del cuerpo que había presentado Domingo Crespo  -apoyado  y aprobado  por  los  Echagüe  y por Aldao, quienes controlaban la opinión dominante y el ritmo de funcionamiento de la Sala de Representantes-, suprimiendo el Cuerpo municipal de Cabildo desde el 1 de enero de  1833, proponía  en su artículo segundo  proveer  -en una  ley aparte-  el  arreglo  de  la administración de justicia y demás ramos que componen la Corporación que por el artículo anterior queda disuelta.27 Sin embargo, una vez extinto el Cabildo, la Junta no había conseguido elaborar un reglamento  que  dijera sencillamente  cómo  se administraría la justicia, lo cual  quedó como  una

	 

	
tarea pendiente.28

	En su reunión del día 29 de diciembre, los representantes, que parecían advertir la seria dificultad que podía significar dejar un «hueco» entre la liquidación del  cabildo  y  la  elaboración de un reglamento de justicia, abrieron el paraguas  recordando  -sin  más  motivo aparente que el de ser conscientes de su dilación- que la Ley del 13 de octubre preveía que el cabildo continuase en sus funciones hasta que la comisión concluyera el reglamento.

	El 10 de enero de 1833, el gobernador Estanislao López envió un pliego a la Junta conteniendo palabras filosas: para el Brigadier, la solución inventada  por la Junta  no  era más que un rodeo, ponía en ridículo a los representantes y dejaba como imbécil a la Autoridad Ejecutiva,29  por  lo que  no  encontraba  otra salida que  animar  «[...]  á esa Honorable Sala para que arbitre medios de que la provincia salga de una posición tan embarazosa y  tan  poco conforme á la dignidad de un Pueblo Soberano».30

	Crespo, un hombre cercano a López, se sintió personalmente tocado y esgrimió que, atendiendo a la ley del  14 de julio del  año  anterior,  la Sala había facultado  al  gobierno  -lo cual  era sinónimo de al gobernador- «[...] para el  arreglo de lo interior en la Provincia, y que    á mas de esto era práctica en otras provincias que el Ejecutivo nombrase al Poder Judicial, reservándose  las  Representaciones  la sanción del  reglamento  que  debe  regir  [...]». Siguiendo el hilo de tal razonamiento, el 14  de  enero  de  1833  la  Honorable  Junta  de  Representantes decretó que el Ejecutivo nombrara «jueces competentes  para  llenar  el  déficit  que  deja  el Cuerpo municipal [...]»  y  le  encargó  «mandar  redactar  el  reglamento  que  deslinde  las facultades y atribuciones del Poder Judicial y demás á él anexo».31 Diez días  después,  el gobernador tenía un reglamento para proponerles, y dos semanas más tarde, el 28 de enero de 1833, la Honorable Sala de Representantes lo había aprobado.

	 

	
		El Reglamento de 1833: una transformación clave



	 

	La transformación de los principios, de las instituciones y, sobre todo,  de  las  prácticas judiciales, aun sin  coincidir  exactamente  con  los  acontecimientos  de  la  historia  política,  se halla profundamente ligada a los procesos políticos  y  a  la  historia  del  derecho.32  Así,  dar justicia se convierte en una de las preocupaciones centrales  de las  instituciones  políticas  de todas las épocas y bajo todas sus formas.33 Por este motivo, los años 1832 y 1833 son para la historia de la justicia  santafesina  mucho  más  significativos  que  el  corte  revolucionario  de 1810, que la autonomía de 1815, el Estatuto de 1819, los Pactos Interprovinciales de 1820, la creación del Tribunal de Alzada en 1826, o, incluso, que la  Constitución  de  1841,  ya  que marcan el momento crucial en el que los agentes se plantearon -y finalmente ejecutaron- la disolución del vínculo tradicional entre la administración de justicia ordinaria y la institución clave  de  la  tradición hispánica  y colonial  (el  cabildo  y sus  agentes).  Probablemente  se  trate del momento en que con mayor fuerza y mayor claridad se materializaba el final de un mundo conocido, morigerado muy posiblemente por la continuidad del uso del edificio para  las  funciones sustitutivas  que iban creándose -el edificio del cabildo santafesino no  fue  demolido sino hasta la primera década del siglo XX-.

	 

	
Después de algunas  vacilaciones de la Junta  de Representantes  que  provocaron el  enojo  de López (corría la mitad de enero de 1833 y la «cuestión de la justicia» que quedaba vacante  por la supresión del cabildo en octubre de 1832 seguía  sin resolverse), la provincia  inauguró  una verdadera reforma judicial, que avanzaba sobre el  Reglamento  de 1819. Existe  consenso acerca de que la redacción del Reglamento de 1833 estuvo a cargo de especialistas  -su  articulado se atribuye a algunos de los  integrantes  del  suprimido  Tribunal  de  Alzada  (José Gabriel Lassaga, Cayetano Echagüe y Francisco Antonio Quintana), así como a Francisco de Aldao o Alberto Basaldúa-,34 pero que contiene lo esencial de lo que el Brigadier Estanislao López, que contaba  con facultades  extraordinarias desde julio de 1832,35  imaginaba  debía  ser el abecé legal sobre el cual había de reposar la legitimidad de sus acciones de gobierno  y  justicia.

	Este  texto,  que  la Honorable Sala de Representantes  sancionó con valor y fuerza  de ley,  se denominaba «Reglamento provisorio para los empleados y atribuciones  que  deben subrogar  el Cuerpo municipal, extinguido por la ley de 13 de octubre del año ppddo».36

	La  creación de la justicia de primera instancia para la ciudad de Santa Fe, y de la justicia  de paz para ciudad y campaña, implementaba en el territorio de  Santa  Fe  -por  primera  vez después de 360 años- una justicia desvinculada de la ciudad y de su gobierno (es la primera justicia sin cabildo).  El  ejercicio  de  la  justicia  se  ligaba  desde  entonces  a  una  jurisdicción cuya localidad apelaba a un territorio extenso y a una  unidad difusa, mucho  menos  perceptible que la de la ciudad, excepto como una lista de nombres de lugares y sus  correspondientes autoridades: esta es la primera justicia provincial. También se daba con carácter inaugural la designación de un juez ordinario como un empleado a sueldo, que, a su vez, era pagado por la nueva  entidad política y secular en nombre  de la cual  administraba  la justicia: la provincia, o  el «Estado provincial».

	El primer artículo  del  primer  capítulo  de  este  Reglamento instituía  en  la  capital provincial un juez de primera instancia para lo civil y lo criminal, con igual jurisdicción en  toda la provincia, y con el sueldo de 300 pesos al año, sin otro emolumento de firma, etc. Los artículos siguientes del mismo capítulo establecían, también como  empleos  rentados  -he  aquí una de las grandes diferencias con respecto a la justicia colonial, que  funcionaba  por  oficios  que eran cargas-, un defensor general de pobres y menores, con  jurisdicción  en  toda  la provincia y un sueldo de 100 pesos anuales,  un juez de  policía (con el  mismo  salario que  el juez de primera instancia), un alcaide de cárcel (también rentado), y creaba la institución de la justicia de paz designando ocho jueces: uno para cada uno de los cuatro cuarteles de la ciudad; uno para las chacras, otro para la villa del Rosario, otro para Coronda, y el  último  para el  pueblo de Rincón.37 El capítulo VIII creaba también un juez del ramo del comercio, renovable anualmente y sin sueldo: en Santa Fe, aunque nunca hubo una sede de consulado,  existía  una tradición de jueces mercantiles -Antonio Francisco Candioti fue  diputado  de dicha institución  por la ciudad en la década de 1790-.

	Revísese, en primer lugar, qué atribuciones se asignó a los jueces de primera instancia. El Reglamento es explícito en materia de procedimientos para estos jueces en lo  civil  y en lo criminal:  el  juez en primera instancia  en lo civil  debía oír  y sentenciar  verbalmente  en causas

	 

	
entre 25 y 100 pesos; hacerlo ante escribano;38 asentar en un libro la sentencia (también ante escribano); conceder  apelación hasta  tres días después de dictada la sentencia  y asentarla en    el mencionado libro; dar copia al suplicante y elevar  el  pedido  antes  de  pasados  otros  tres días. En las causas superiores a 100 pesos, debía seguir proceso escrito ordinario «según los trámites de las leyes vigentes»; servir en las causas de pobres y menores, según lo eligiera el defensor general, e inventariar bienes de difuntos; le  estaba  vedado  explícitamente  realizar arrestos sin orden escrita y firmada donde constasen los motivos, retener al  arrestado  por deudas, o por cualquier motivo «civil», y a ningún individuo durante más de quince días ni condenarlo a «cadenas» o servicios en obras públicas.39 El juez en lo criminal, por  su parte, debía  aprehender  reos  por  aviso verbal  o escrito e  iniciarles  un proceso ordinario dentro  de las veinticuatro horas  posteriores  a su detención; proceder  de oficio deteniendo  reos, en caso  de  que  la noticia  del  delito cometido  fuera  de  público conocimiento; arrestar  a  los  militares que cometieren delitos allanado previamente el fuero ante el gobierno; llevar libros donde constasen el nombre del reo, el día de  arresto, la prisión y el  motivo  del  encierro -aunque  la prisión hubiera sido dictada por un juez de  paz-;  ejecutar  todos  los  procesos  en  un  plazo máximo de dos meses (incluso  los  que  le  fueran remitidos  desde  los  departamentos  por  los jueces de paz), y pasar a su subrogante el registro escrito de toda su actuación, bajo inventario formal. No  podía encarcelar  a ningún individuo más  de un mes  por  un delito leve y,  como  al juez en lo civil, le estaba prohibido poner cadenas o enviar al servicio de  obras  públicas  a ningún reo que no  hubiera  recibido  este  castigo  como  sentencia.  Tampoco  podía  mantener preso a ningún reo después de tomada la confesión, y entre la detención y la declaración debía permitir la visita de sus familiares -ante la presencia del alcaide o del sargento de  guardia-.

	Estas  medidas, que  trataban de introducir  elementos  que  favorecieran la «independencia» de los jueces respecto de necesidades y presiones a la  hora  de  hacer  su  trabajo  (la introducción del «salario» para los jueces no es un dato  menor),  así  como  la  oferta  de  garantías para los justiciables contra los frecuentemente denunciados abusos  de  los  jueces  - sobre todo de los legos-, conviven con otras que constituyen formas  muy típicas de la justicia  lega  antiguorregimental,  e incluso formas  bastante autocráticas.

	Otro de los aspectos clave de la reforma de 1833 fue la supresión del Tribunal de Alzada,  que el mismo Estanislao López había ordenado crear en  1826,  dejando  nuevamente  al  Ejecutivo como  la  única  instancia  de  apelación  existente  para  los  justiciables  del  territorio bajo su jurisdicción, lo cual resulta curioso, pues termina por desmoronar toda la composición   de la imagen de la «justicia colonial», ya que liquidaba, juntamente  con el  cabildo, la única  figura colectiva de referencia que significaba una instancia donde elevar los  recursos  de apelación -y que,  por  si  fuera  poco, sesionaba además  en el  mismo  edificio-. Evidentemente, la composición de  una  historia  liberal  no  podía  encontrar,  en  el  caso  santafesino,  una  sola línea para argumentar a favor del desarrollo de una «lucha de ideas» en los orígenes del poder judicial de la provincia. De cualquier  modo,  en las  actuaciones  judiciales  se advierten huellas de algo que nos interesa más respecto de lo que investigamos, y que tiene que ver con lo que la gente finalmente pensaba de sus instituciones y  de  sus  funcionarios,  que,  curiosamente, regulaban a favor de la realización de debates por duplicado.40

	 

	

		La implementación de la justicia de paz en Santa Fe



	 

	La implementación de la justicia de paz ha sido señalada como una  de las claves en el  proceso de construcción de un «poder judicial» independiente,  algo  que  fue  historizado  con especial interés por quienes intentaron advertir los caracteres republicanos o liberales  de  estos  procesos. Pero su puesta en práctica sirvió también para mostrar su contracara, es decir, la continuidad a través de la figura del juez de paz de las prácticas de arbitrariedad y abuso de autoridad, que las plumas liberales adjudicaban habitualmente a la justicia colonial.41

	El Reglamento aprobado por la Sala de  Representantes  en 1833 creaba  esta  institución  con el ánimo de enfrentar la administración de  justicia  de  menor  cuantía  en el  ámbito  de  la ciudad -donde suplantaban, no ya a los alcaldes ordinarios, reemplazados por los jueces de primera instancia, sino a sus dependientes, los alcaldes de barrio-, y  el  reemplazo  de  los delegados de justicia y gobierno en la villa del Rosario (el alcalde mayor),  así  como  de  la figura  colonial  del  «alcalde de la santa  hermandad».42  Este  Reglamento  no  viene precedido de un debate sobre sus puntos, ni se registra discusión alguna durante el periodo que parece haber durado su tratamiento.  Asimismo,  tampoco  se hace  alusión a algún tipo de «caso ejemplar» ni se citan autoridades; del mismo modo que había procedido con el Reglamento  de  1819,43 Estanislao López había encargado la confección del documento a  algunos  expertos  y, prácticamente, se lo impuso a la Junta. El caso es que el nombramiento de los  jueces  de paz quedaba en manos del gobernador y ello se expresaba a través de uno de los  instrumentos reservados a su oficio: el decreto.44

	El artículo 4 instituía un juez de  paz para  cada  uno  de  los  cuarteles  de  la ciudad y otro para las chacras con jurisdicción desde las primeras quintas. «Las chacras» recupera una denominación muy antigua45 que se refería, desde finales del siglo XVIII, a los territorios de las pedanías, aunque  algunas  de estas zonas  de chacras bien podían estar comprendidas todavía en la jurisdicción de alguno de los alcaldes de la hermandad, figura utilizada para el gobierno de yermos y despoblados por el cabildo santafesino desde 1616.

	La designación de los cuatro jueces de paz de los cuarteles y del de chacras se hacía en carácter de carga  pública; además, continuaba  siendo ad honorem,  mientras  que  la del  alcaide de  cárcel  estaba  dotada  con un sueldo de  10 pesos  mensuales  -más  alto que  los  100 anuales que se asignaban al defensor de pobres y menores o a los jueces de primera instancia-.

	Diferente fue la cuestión de los pagos  más  antiguos,  devenidos  en partidos  y,  algunos  de ellos, departamentos con cabecera, como Rosario y su Villa del  Rosario.  El  juzgado  de  paz para la Villa del Rosario con jurisdicción ordinaria en todo aquel  departamento  (que  ya existía, desde la asignación a Rosario del título de «Ilustre y Fiel  Villa»  en 1823),  no  era  a título gratuito: estaba dotado con un sueldo de 100 pesos anuales y tenía bajo  su responsabilidad a dos comisarios auxiliares (para la ciudad),  así  como  la  potestad  de  proponer la creación de los que creyera necesarios para la campaña, pero sin sueldo.46 Las judicaturas  de paz ordenadas  para Coronda  y Rincón de San José (art. 7)  también alcanzaban  la jurisdicción del «departamento» y, a semejanza de los jueces  del  Rosario,  tendrían comisarios auxiliares. La diferencia es que para Rosario se establecía de antemano que fueran

	 

	
dos, mientras que los otros podrían proponer su creación («los que  su  población  y  circunstancias  exigieren»);  la  coincidencia  radicaba  en  que  los  comisarios  y  cualquier  otro tipo de auxiliar se designaban en todos los casos sin sueldo.

	Estos «empleos» (no se habla ya de oficios, algo  que  se  sostuvo  hasta  el  final  en  el lenguaje corporativo del cabildo) tendrían un año de duración y «el Gobierno» (lo cual podría querer significar «el gobernador») resolvería al cabo de este tiempo su renovación o no en el cargo  respectivo (art. 8). No  se hace  ninguna  mención a su forma  de elección.

	Si bien los jueces de paz no estaban vinculados entre sí en una cadena vertical de dependencias (todos se hallaban sujetos a  la  autoridad  del  «gobierno»,  esto  es,  del gobernador, sus  ministros  y la Junta  de Representantes), las primeras designaciones  establecen la existencia de una  jerarquía territorial  que  se expresa en los emolumentos:  mientras  el  juez  de paz de Rosario tendría un sueldo de 100 pesos anuales, el de Coronda cobraría 50, y el de Rincón lo haría  a  título gratuito.47

	Se pretendía que  estos  jueces  (legos)  actuaran observando lo prescripto para los  jueces de primera instancia, y, en el Reglamento, no parece que la diferencia fundamental entre ambas justicias radicara en la exigencia de una formación letrada -de hecho, ni siquiera se menciona como un requisito para los de primera instancia- de los titulares de los empleos, sino en la garantía del savoir faire de su  entorno  humano y  en  la  proximidad  geográfica  de  su jurisdicción con respecto a la  justicia  de  primera  instancia  (antes  ordinaria)  que  se administraba en la capital.

	De los jueces de paz de Rosario y de Coronda se esperaba la observancia de la práctica   oral de los jueces civiles y criminales de la capital, pero también que suplieran la ausencia de escribano -en el cual residía no solamente un saber jurídico que podía garantizar el debido proceso, sino, sobre todo, la presunción de «satisfacción de verdad» o de legitimación de los actos judiciales- con la de «dos vecinos de buen juicio y fama», mientras que las ausencias de defensor general y de juez de  policía debían cubrirse  con designaciones  de  la misma  calidad en «hijos del lugar».48 Se admitía  reglamentariamente  la imposibilidad de brindar  la asistencia de un escribano formado -los escribanos en la ciudad de Santa Fe garantizaron la continuidad territorial de una cultura jurídica y judicial-, pero se los emplazaba a rodearse de «hombres buenos», un estilo de requerimiento muy apegado a la  tradición castellana,  expresada  como codex durante el siglo XIII en las Partidas para la vecindad, el testimonio  y la asignación de oficios.

	 

	
		Algunas implicaciones de  la distancia física respecto del «centro»



	 

	Como si se tratara de una caricatura a pequeña escala, Santa Fe -ciudad sufragánea desde su nacimiento- ocupaba, en ocasión de la formulación del nuevo esquema, un lugar central y, en consecuencia, generaba sus propias periferias, sus puntos satelitales  y  sus  territorios dependientes. ¿Cómo estaban ubicados estos pueblos, pequeñas o grandes cabezas de los primeros departamentos? Para el caso que analizamos, importa señalar  que  San  José  del Rincón distaba de la antigua plaza mayor de Santa Fe apenas dos leguas; el pueblo de Coronda

	 

	
unas diez, y Rosario, algo más de treinta. En términos de desplazamientos de hombres  que llevaban y traían papeles -la cosa era más complicada si los papeles eran  una  comisión secundaria que  acompañaba  un traslado de  animales  en pie  o un cargamento  de  yerba, textiles o cuero-, San José del  Rincón estaba a dos horas  de caballo, Coronda  a medio  día largo -lo  que  equivalía a uno-,  y un viaje muy rápido de Santa  Fe a Rosario o viceversa podía hacerse    en tres días, mientras que lo usual para la comunicación entre Santa Fe y Buenos Aires, en este mismo rango de opciones, era de una semana. Me interesa, por lo tanto, señalar los indicios de  una incidencia de la organización territorial -derivada de lo que  parecen  ser  realidades objetivas, pero enunciadas siempre de manera abstracta como «su población y circunstancia»- sobre el modo en que funcionaban estas justicias.

	En primer lugar, es necesario considerar si existe algún tipo de jerarquía -aunque  sin relación de precedencia o de interdependencia- entre los territorios  (los  departamentos);  el gobierno hizo de ellos una ponderación diferencial que se expresa en el sueldo asignado  al empleo: el juez de paz del  departamento  Rosario (poblado por  unas  6 000 almas)  ganaría  el doble que su par  corondino  (que  no  alcanzaba  las  2200),  y el  del  Rincón  (que  rondaba  las 800) no tenía sueldo alguno. Según parece,  la  valoración  tiene  una  relación  directa  con  el número de población sujeta  al  magistrado,  lo que  haría pensar  en la utilización de un criterio cuya base podría ser fiscal o ligado a una supuesta cantidad de trabajo.

	Sin embargo, en la aparente homogeneidad de  su designación,  en realidad,  estos  nuevos jueces cumplían diferentes tipos de funciones en sus respectivos territorios, e  incluso  la naturaleza de los procedimientos que podían seguir era diferente: la localización en un sentido clásico -es decir, el de la ubicación física de la sede de la magistratura, en función del emplazamiento de un determinado centro que es, sobre todo, simbólico,  y  en  este  caso,  un centro político-49 jugaba un papel crucial  en todas estas valoraciones. La  proximidad física de  los juzgados de Rincón y Coronda con el de la capital, relevaba a sus magistrados de admitir demandas por escrito: recibiéndolas, tenían la obligación de remitirlas al juez de primera instancia de la capital sin iniciar proceso de ningún tipo (cap. IV, art. 2); lo mismo sucedía si tenían que enfrentar el inicio de un proceso  criminal:  aprehendido  el  reo,  no  debían  abrir causa alguna, sino remitirlo con la seguridad pertinente al juzgado de primera instancia en lo criminal con sede en la ciudad de Santa Fe. El de Rosario, en cambio, disponía de un plazo máximo  de  un  mes  para  realizar  el  sumario  del  proceso  que  terminaba  con la  confesión del reo, a quien remitía entonces junto con sus  actuaciones  al  «gobierno»  (el  gobernador  o  un ministro suyo), donde se decidía cuál de los jueces de  primera  instancia  intervendría.  La inclusión de este criterio modifica  el  peso que  podría tener  la base del  número  de pobladores a la hora de valorar el empleo con un sueldo: la diferencia  en  este  rubro  parece corresponderse, pues, con una diferente asignación de tareas, es decir, que la variación de la cifra-sueldo podría vincularse más con la carga de  responsabilidades  y tareas  procesales  que con la extensión del territorio o el volumen cuantitativo de sus justiciables.

	La cuestión de la proximidad física de los juzgados también incidía  en  los  tiempos judiciales de los procesados: un apelante, por ejemplo, contaba con plazos que  parecen considerar el tiempo del recorrido físico del traslado de los papeles de un punto judicial al

	 

	
otro. Así, mientras una sentencia verbal  del  juez de  paz del  Rosario podía  recurrirse  durante un mes, el tiempo para quien lo hiciera sobre  una  sentencia  del  juez corondino  se  reducía  a quince  días, y en el  Rincón a ocho (cap. IV,  art. 3).

	Los  comisarios  de  la Villa  del  Rosario y de  Coronda  -bajo la égida  directa  del  juez de paz de cada jurisdicción- tenían atribuciones idénticas a los jueces  de  paz  de  la  capital:  debían oír y sentenciar oralmente en causas de hasta 25 pesos y en «[...] cualquiera otra cuya resolución importe el orden de la familia y tranquilidad del Cuartel ó distrito de su dependencia».50 Esta baja justicia  representaba  la  figura  del  antiguo  pater familias  y reunía, como los antiguos alcaldes de la hermandad en la campaña, funciones de justicia, gobierno y policía, ya que podían hacer arrestos pero, sobre todo, tenían la obligación de «cortar por vías suaves» cualquier turbación del  orden público «[... ] en el  distrito de su Cuartel  y á una  cuadra al frente de su morada,  ó de  otro, sino vive  en ella el  que  le corresponde».51  Cuando  la  vía suave no bastaba, estos jueces y comisarios podían pasar al «uso  de  la  fuerza»,  que involucraba a los vecinos  de  su dependencia,  bien convocados  ad  hoc,  bien ya  constituidos como  «partida celadora». El  Reglamento  disponía, además,  que  los vecinos de Coronda  y de San José  del  Rincón fueran «auxiliares  para  casos  de  fuerza  armada»,  dejando  librado  algo que  podríamos  denominar,  en principio,  un sui generis  mutuo  acuerdo  en los  procedimientos de reclutamiento para conformar esta fuerza.

	 

	
		Algunas reflexiones y una imprescindible comparación con Buenos Aires



	 

	En su artículo seminal del año 1973,  Víctor  Tau  Anzoátegui  señalaba  que  frente  a  las prematuras señales que apuntaban hacia un «moderno poder judicial» en Buenos Aires,  en el extremo  opuesto debía ubicarse a Santa  Fe, «[...] donde  parece que  por más  tiempo  persistió   la tradición de la justicia española, con resultados que una cuidadosa  investigación en las  fuentes  locales  deberá determinar».52

	Para comenzar, la frase de  Sáenz  Valiente  -retomada  por  Ricardo  Levene-  las  salas53 nacen cuando mueren  los cabildos no  sirve para Santa  Fe. En esta ciudad, la sala fue  erigida  en 1815, en medio de un proceso de construcción de nuevas legitimidades por parte de autoridades emergentes que en ningún caso podían  prescindir  de  las  instituciones  ni  de  las elites comerciales y políticas coloniales,  porque,  sencillamente,  constituían una  extracción de las mismas, eran una expresión de esas instituciones y de esas elites. En la ciudad de Santa Fe

	-como en muchas otras- la Revolución provocó adhesiones, divisiones y hasta simpatías intermitentes, pero no la emergencia de un sujeto antes  invisible  o  inexistente.  La  Junta convivió en Santa Fe con el cabildo durante muchos años, no solamente por este motivo, sino porque, como se  expresó  anteriormente,  la  duplicidad  representativa  (en  realidad, legitimante) fue de una enorme utilidad,  por  ejemplo,  para  Estanislao  López  a  la  hora  de avalar diferentes tipos de iniciativas.

	Por su parte, la institución de la justicia de paz y su funcionamiento, aunque inspirada lógicamente  en experiencias europeas  (de origen inglés, pero en el  Río de la Plata provenía  de

	 

	
su matriz francesa post-revolucionaria,54 que a su vez la había tomado  de los  Países  Bajos),55 no se copió de un modelo que hubiera que seguir a rajatabla, sino que los diseños se movían al ritmo de su implementación. Ternavasio, hace ya varios  años,  señaló  lo  mismo  para  este  y otros aspectos de las reformas rivadavianas, colocando en su sitio el valor explicativo de la circulación de modelos.

	Mientras en Buenos Aires la reforma de 1821 distinguió taxativamente entre  una  justicia letrada y otra lega  con procedimientos  bien diferenciados,  en Santa  Fe,  donde  prácticamente no  había letrados más  allá de los doctores en teología y en derecho que  residían en la ciudad, se pretendía que los jueces de paz (legos y, aunque Rosario fuera una villa, verdaderamente de campaña) actuaran observando lo prescripto para los jueces de  primera  instancia, exigiéndoseles que respetaran un gran número de artículos que regulaban el  procedimiento de  los primeros.

	En 1822, cuando  se instrumentó  la justicia de paz,  la justicia bonaerense  se organizaba con un Tribunal  Superior de Justicia, cinco jueces de primera instancia (civil y criminal), tres   de los  cuales  habían sido designados  para la campaña,56  jueces  de  paz en ciudad y campañas y, para auxiliarlos, alcaldes y tenientes alcaldes, también subordinados a los comisarios (que entonces se distribuían seis para la ciudad y ocho para la campaña), que dependían del nuevo departamento de policía. Cuando se instrumentó la justicia de paz en Santa Fe, el Tribunal  de Alzada  -formado  por tres miembros-  fue  suprimido. Esta  experiencia no  tuvo  continuidad  en otra institución colegiada. Su corta vida -seis años-  dejó en el  esquema  local  un vacío que  no fue  ruidosamente  protestado. Probablemente,  porque no  había una  tradición local  al  respecto. La creación de la justicia de paz urbana  y de campañas  a la par  que  la de un juzgado  civil  y otro criminal para la ciudad de Santa Fe, la consolidación del empleo de defensor general y la reducción de la instancia de apelación a la figura del gobernador, muestran que el giro, aunque utilizaba algunos instrumentos que aparecieron en la experiencia bonaerense de la mano de las reformas rivadavianas, claramente no la tenían como modelo. Otros aspectos comparables confirman esta hipótesis: si bien en Santa Fe se nombraron alcaldes y tenientes para  que auxiliaran a los tres jueces de paz de campaña  (también a los cuatro de la ciudad), a diferencia  de Buenos Aires, donde  la magistratura  de paz era una  carga  pública sin pago  alguno,  varios  de estos magistrados santafesinos (como el de Rosario y el de Coronda) fueron nombrados a sueldo en función de  criterios  que,  si  bien  no  se  explicitaron,  hemos  intentado  ponderar  a partir de los datos que parecen configurar la toma de esta decisión -distancia, dimensión de la jurisdicción a cargo, amplitud diferencial de las responsabilidades en función del territorio asignado-.

	El juez de paz del Rosario, que contaba con un sueldo, realizaba toda la fase sumaria y -   por lo que pude constatar- enviaba los expedientes prácticamente cerrados, donde solo faltaba redactar la sentencia. Sin embargo, el celo «letrado» de algunos  jueces  de  primera  instancia hizo que muchas  veces sacudieran la modorra  de los jueces de paz y,  en la mejor  tradición de  la violencia dulce, hasta les dieran verdaderas lecciones de  «derecho  procesal»,  amonestándolos severamente por diferentes tipos de yerros.

	Por último,  es bastante posible que  la justicia de paz fuera  implementada  en  Santa  Fe

	 

	
porque, en la concepción que López tenía  de las instituciones  de justicia, que  no  difería de la  de muchos vecinos/ciudadanos del territorio que él gobernaba, representaba muy bien la condensación entre funciones de poder político,  poder  de  policía  y capacidad  jurisdiccional tan bien conocidas por todos. Esto queda claro sobre todo en la experiencia que se da fuera de los bornes de la ciudad de Santa Fe: hasta 1854, los jueces de paz de Rincón, Coronda y de la Villa del Rosario fueron acumulando funciones  y  tareas  ligadas  a  las  tres  funciones mencionadas. De este modo, cumplían perfectamente bien con el reemplazo de la función municipal y de los jueces de campaña en el territorio, resolviendo así uno de los más graves problemas que había dejado abierto la disolución de los  cabildos:  reconocer  físicamente  el lugar o el cuerpo ante el cual ir a pedir  justicia.  Esta  continuidad  se  materializa  en  las personas que se eligieron para ocupar los primeros cargos de jueces  de  paz:  todos  ellos habían sido alcaldes de la hermandad o alcaldes mayores del periodo anterior, y se trataba, asimismo, de vecinos reconocidos (para bien y para mal) del área donde podían ejercer una autoridad patriarcal, que no se percibía como antigua ni tampoco como  anómala.

	Las relaciones con clérigos y comandantes -esto es, con las autoridades jurisdiccionales eclesiásticas y militares-  pueden  explicar,  a  partir  de  la  clave  del  conflicto  jurisdiccional, parte de la matriz antiguorregimental. Sin embargo, lo más importante parece ser el proceso de descompresión de las responsabilidades y capacidades de los jueces de paz, y en este sentido, resultan claves las fechas  de creación de los empleos  del  jefe de policía y del  jefe político - que surgieron con la  jerarquización  de  la  división de  la  provincia  en  departamentos  como clave organizativa-,57  figuras  que  fueron utilizadas  para  adelgazar  las  potestades  del  juez  de paz hasta su piso, es decir, las propias de un mero juez de equidad. En este proceso -que para Rosario se desarrolla entre 1852 y 1860- se halla la clave explicativa para comprender la disolución definitiva de las formas antiguorregimentales y, por qué no, la aparición  de  una primera  arquitectura estatal.
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	* PICT 1845, Perfiles socioeconómicos y culturas jurídicas. Estudio comparado entre jueces de primera instancia y jueces de paz de Buenos Aires y Santa Fe (1821-1854). Agradezco los comentarios de María Eugenia Albornoz Vázquez, que me facilitaron la reelaboración de varios aspectos del trabajo.

	**  Investigaciones Sociohistóricas Regionales (ISHIR), del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas;

	Centro de Estudios de Historia Social sobre la Justicia y el Gobierno (CEHISO), de la Universidad Nacional de Rosario, Argentina.

	
	1 La ley entró en vigencia 90 días después de su publicación en el Boletín Oficial. La iniciativa  fue enviada a la Cámara



	por el Poder Ejecutivo en febrero de 2010; la Cámara de Diputados la trató en mayo del mismo año y el Senado en la sesión del día mencionado al comienzo.

	
	2 Sobre  estas  discusiones  para  España, Chile,  Ecuador  y Colombia,  por  nombrar  apenas  unos  pocos  ejemplos, cf.



	UPRIM Y, 1999; ARM ENTA DEU, 2006; TRIGO SIERRA, 2006; JACQUES, 2007; VV. AA., 2008. Para ampliar remito a BARRIERA, 2012.

	
	3 El propósito de  la  implementación  de  esta  instancia  es loable: los  tribunales  ordinarios  están atestados y  cualquier



	reorganización del actual sistema de Justicia debe cortar el flujo del trabajo que ingresa a juzgados de primera instancia. La puesta en marcha de esta justicia de proximidad y de menor cuantía va de la mano con la creación de nuevos efectores judiciales, con el propósito de mejorar la accesibilidad de los ciudadanos a la justicia.

	
	4 Los jueces de paz y la justicia de paz en Santa Fe y Buenos Aires durante la primera mitad del siglo XIX: modos



	de hacer y culturas jurídicas de una justicia lega, PICT 20081186, ANPCYT.

	5 VV. AA., 1970; VV. AA., 1999.

	
	6 Para no entorpecer el artículo con una extensísima cita, remito a las obras fundamentales de quienes ofrecieron diversas respuestas sobre estos puntos; en la Argentina: Tulio Halperin Donghi, José Carlos Chiaramonte, Marcela TERNAVASIO, Noemí Goldman, Raúl Fradkin, Juan Carlos Garavaglia, Gabriel Di Meglio, Fabián Herrero, Sara Mata, Beatriz Bragoni y Fabio Wassermann (entre otros); para distintas naciones latinoamericanas: Antonio Annino, Federica Morelli, Clément Thibaud y Tamar Herzog (entre otros).

	7 Para una  reseña y análisis  sobre opiniones  y discusiones  alrededor de  la  supresión de  la  Real Audiencia  de Buenos



	Aires cfr. TERNAVASIO, 2007 y MartirÉ, 2009.

	
	8 TERNAVASIO, 2000, pp. 33 y 35.



	9 Ibid., p. 35.

	
	10 HALPERIN  DONGHI, 1979,  p. 352.

	11 TERNAVASIO, 2000, p. 36.

	12 Después de los del Oriente entrerriano (Gualeguay, Gualeguaychú y Concepción en 1820), se suprimieron los de Buenos Aires y Luján (1821), La Rioja (entre 1822 y 1823), Tucumán (29 de marzo de 1824), Córdoba -y las villas de Concepción y Carlota- (30 de diciembre de 1824), Corrientes (1 de enero de 1825), San Juan (1824), Mendoza y Salta (1825), Catamarca y San Luis (1828), Santa Fe (el 15 de octubre de 1832, aunque funcionó como se dijo hasta los primeros días de 1833), Santiago del Estero (31 de octubre de 1832) y Jujuy (1838).



	 

	

	13 AGÜERO, 2012



	14  TEDESCHI, 1993, p. 418.

	
	15 CHIARAM ONTE, 1993.

	16 Tau señaló, desde el punto de vista de Buenos Aires, el valor, en el momento de recrear las organizaciones judiciales, que significó para esta ciudad el hecho de haber sido sede de la Real Audiencia: «Mientras las restantes provincias debieron suprimir con tribunales propios a aquella Cámara de jurisdicción nacional, la provincia de Buenos Aires contó en adelante para sí misma con tan valioso tribunal, heredero ya de un prestigioso pasado», TAU ANZOÁTEGUI, 1973, p. 234.

	17 Digo «secular» porque en Santa Fe residía además un juez eclesiástico, cuya actuación ha dejado registros desde 1641



	-el primero fue el Lic. Francisco Muñoz de Holguín-. Sobre la justicia eclesiástica santafesina, véase MORICONI, 2011.

	
	18 Cuando la ciudad fue trasladada -entre 1650 y 1660-, la disposición de los edificios de estas instituciones en el nuevo sitio fue un calco de la que ocupaban en la traza original.

	19 Registro Oficial de la provincia de Santa Fe [en adelante ROSF], t. I.

	20 «Reflexiones. Sobre la exactitud de los principios sociales y sobre los vicios que pueden alterarlos», en La Gaceta, 25 de octubre de 1820. Un análisis de este y otros textos de la época puede verse en HERRERO, 2008, pp. 13-44.

	21 Acuerdos  de  la  Honorable  Junta  de  Representantes  de  la  Provincia  de  Buenos Aires  (1810-1821),  vol. 1,



	publicados por el Archivo Histórico de la provincia de Buenos Aires, t. V, La Plata, 1932, sesión del 5 de diciembre de 1821, pp. 327-328; citado y analizado por TERNAVASIO, 2000, p. 39.

	
	22 Las dificultades que  presenta el tratamiento de las diferencias entre las diversas situaciones provinciales  a la  hora de



	organizar las «justicias provinciales», las señaló TAU ANZOÁTEGUI, 1973.

	
	23 Lo había notado TEDESCHI 1993, p. 412.

	24 La puja entre el cabildo y la Junta fue promovida y utilizada por Viamonte, por ejemplo, para desconocer la designación de Tarragona como gobernador en 1816, pero también para sacar partido alegando, en su calidad de jefe del Ejército de Observación, que en Santa Fe no había más que «dudas sobre las verdaderas autoridades». Cit. en LÓPEZ ROSAS, 1970, p. 138.

	25 Estatuto de 1819, Sección V, «Del Cabildo»; lo mismo sucedió en Córdoba con el Reglamento Constitucional de 1821.

	26 5 de enero de 1821, ROSF, I.



	27 ROSF, I, 233.

	28 En este sentido, algo similar sucedió en los cabildos de Buenos Aires y Luján, ya que en la sesión del 24 de diciembre de 1821 la Junta de Representantes los suprimió, pero dejó «pendiente la discusión sobre el diseño institucional de reemplazo», TERNAVASIO, 2000, p. 61.
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	31 ROSF, I, 241.
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	presbítero Dr. José de Amenábar, consejero muy cercano a López, incluso administrador de sus últimos sacramentos.

	
	35 Ya las había tenido antes y le fueron renovadas luego, el 19 de diciembre de 1834. También gozó de estas Juan Pablo López, hasta que la Cámara de Representantes, por «haber variado las circunstancias porque fue autorizado el gobierno con facultades extraordinarias» se las retiró el 6 de enero de 1841.  En la  Constitución de 1841, el artículo 87 expresa que  ninguna



	 

	
autoridad provincial es superior a la ley.

	36 ROSF, I, 242.

	
	37 Es difícil ponderar cuánto significaban los sueldos, pero debe recordarse que ya no podían cobrar, como antes, por actuaciones, sellos y actos que componían un ingreso inseguro pero elástico. Ofrezco algunos valores y datos de coyuntura que permitan captar, no obstante, la idea del momento: en las testamentarias de los años 1828-1832, un caballo se tasaba en dos pesos y medio; una fanega de maíz, a dos reales; un apero, cinco pesos; espuelas de plata, a nueve pesos y medio; las vaquillonas, entre tres y cuatro pesos; las yeguas a uno y las ovejas a medio. Pero ya en 1840, las vacas empezaron a valer la mitad y la fanega de trigo cotizaba a cuatro pesos y medio. También hacia 1840, una casita modesta en la villa de Rosario fue tasada en 285 pesos. Debe tenerse en cuenta, no obstante, que aunque la década de 1830 fue de expansión para la producción agraria santafesina, el bloqueo francés de 1839 y el posterior avance militar unitario sobre la provincia -que absorbió varones para las armas- provocaron una nueva crisis económica y los precios agrarios bajaron en la provincia durante los años 1840.

	38 La figura del escribano, central en la transmisión de saberes y prácticas judiciales, no se analiza en este trabajo pero sí



	en otro en curso. Sobre los escribanos de Santa Fe, véanse DE MARCO, 1973, y DAM IANOVICH, 1998.

	
	39 ROSF, «Reglamento provisorio para los empleados y atribuciones que deben subrogar el Cuerpo municipal...», cap. II.

	40 En el Reglamento para la Junta... (1834), el capítulo IX está enteramente dedicado a la dinámica del debate. El primer artículo de este capítulo regula «Todo proyecto será puesto dos veces en debate», ROSF, I, p. 275.

	41 Sobre  Buenos  Aires,  véanse  GARAVAGLIA,  1999;  GELM AN,  1999;  FRADKIN,  1999;  TERNAVASIO,  2000; SALVATORE,



	2010; YANGILEVICH, en este volumen. Para Brasil, donde la instalación de jueces locales electivos se analiza como una verdadera anomalía, cf. Flory, 1986, y HOLLOWAY, en ZlM M ERM ANN, 1999.

	
	42 Sobre estas dos figuras, véase BARRIERA, 2012a y 2013a.

	43 Atribuido a Juan Francisco Seguí. DAM IANOVICH, 2003, pp. 134-135.

	44 Solo la Junta de Representantes podía sancionar «Leyes», mientras que el gobernador podía legislar a través de decretos y resoluciones. También podía enviar «minutas de decretos», proyectos o reglamentos que la Junta sancionaba luego con fuerza de ley.

	45 La expresión «tierras para chacras» la  había utilizado Garay para definir las tierras que repartió en los alrededores de



	la ciudad entre los conquistadores que lo acompañaron a la fundación, para su mantenimiento.

	
	46 «Y gozará el sueldo de cien pesos anuales. Este tendrá comisarios auxiliares en dicha Villa, y en la  campaña  se crearán los que se juzguen necesarios, unos y otros á propuesta del Juez de Paz y sin sueldo alguno», Reglamento, art. 6 (Rosario), ROSF, I, 243.
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	48 ROSF, Reglamento..., cap. IV.

	49 MÉTAIRIÉ  (2004)  ha  denominado  a  esta  distancia  «efectiva»;  yo  la   he  tratado  como  «física»  o  «geométrica»



	 

	
(BARRIERA, 2013).

	
	50 ROSF, «Reglamento...», cap. IV, art. 5. Sus sentencias debían ser ejecutadas en ocho días  y eran apelables  solo de seis pesos para arriba.

	51 ROSF, «Reglamento...», cap. IV, art. 8.

	52 TAU  ANZOÁTEGUI, 1973,  p. 237.
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	54 Esto fue argumentado en su momento por Castro, Benito Díaz y Ricardo Levene, entre otros.

	55 BARRIERA, 2013.
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	57 BARRIERA, 2010, cap. V.
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GRAFICO L1
CRECIMIENTO ANUAL DE CAUSAS JUDICIALES Y POBLACION (%).
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